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A 

mm, dtífl Jo$é t cuntra ta provincia de Buenos Aires, so- 
bre interdicto de retener la posean 

Agüero, Narciso y Cía\, contra Faustino Abina.'por cobro 

ile afirmada 

. A!sina, clon Faustino, en autos con Xarcíío Agüero y Cia 

por cobro de afirmado* & 

Aust. don Aliona, ^ntra la provincia de Bueno* A¡reV. 
por cumplimiento de contrato, sobre competencia 8 



Haez. don Clemente L. deduciendo tercería de mejor de- 
recho en el juicio de expropiación seguido por el Ferro- 
carril de! Sud contra la sucesión de don Pedro Petrochi; 
M-d*re procedencia del recurso extraordinario \ . . ' «(¡ 

Itaigorrí, d<*i Ramón í.. en autos con don Cuillermo San 
Román, sobre mensura, de^inde v amojonamiento Re- 
curro dé Tiedio 

• « ■ • '2Í 



442 



FALLOS U LA COXTt SUfltliA 



Banco Provincial de Santa Fe, en autos con Luis Laborie, 

sobre reivindicación 49 

. Bardí, Carlos y Luis Devincenzi, criminal contra. por hur- 
to. Contienda de competencia 140 

Barrios, Florentino, criminal contra, por circulación de 
moneda falsa. Contienda de competencia 156 

Bergara, Eduardo en autos con Federico líoillat, por cobro 
de pesos; competencia 41 

Berho, don Martín S., en autos con el fisco nacional, sobre 
infracción a la ley de impuestos internos. Recurso de 
hecho 360 

Boina t. Federico, contra Eduardo Bergara, por cobro de 
pesos; competencia 41 

Bravo, don Ensebio y otro, en el juicio de expropiación se- 
guido por el Ferrocarril Puerto Belgrano con los seño- 
res Pinero y Lacroze. Recurso de hecho 390 

Budor hermanos, en autos con la administración de im- 
puestos internos, sobre pago de una inulta. Recurso de 
hecho 56 

Bueno, Melitón y Emilio, contra la ' Roya! Insurance Com* 
pany Limited", sobre ejecución de sentencia extranjera t2" 

Bulas Pontificias instituyendo obispo titular de Gastábala 
y auxiliar de Cuyo a monseñor Marcos Zapata 345 

i 

Campos, donna Manuela F. de, en auto«s con Otard Dupuy 
y Cia.. sobre falsificación de marca de fábrica 60 

Casagemas de Girado, María Ana, contra el Gobierno Na- 
cional, sobre escrituración 69 

Carozzi, don Antonio contra el Poder Ejecutivo Nacional, 
por cobro de pesos. Sobre jurisdicción , 436 

Cascajares, doña Antónimo, en autos con ¡a provincia de 
Buenos Aires, sobre reivindicación 104 
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Compañía Muelle, y Depósitos del Puerto de La Plata en 
autos con Luis Olanio, .obre pago de mejoras. Recurso 
extraordinario 

Compañía de Tranvías Anglo' Armiño," contra la Mu ni- 
mapabdad d e ] a Capital. por devolución de impuestos y 
multa ; sobre procedencia del recurso extraordinario. . , 304 

Cana!c, don ¿ácanas y otros, contra la provincia de Men- 
doza sobre mcoustitucionalidad de la ley orgánica de 
municipalidades 

Correa Morales, don Manuel, en a-noVcon don ¡o«é OH- - 
vien. por cobro ejecutivo de pesos. Recudo de liedlo 211 

Court.s, don José, en autos con el fisco nacional, por con- 
trabando. Recurso de hecho 

Courtis, don José, en autos con el Fisco' Nacional, sobre 
defraudación a Ja renta de Aduana |6| 



Decurges, don Félix y otro, en autos con don Justo José 
de Lrtmiza, sobre rendición de cuentas 2I 

Del Rio. don Joaquín, con el Ferrocarril Buenos Aires al 
Pacfí,co sobre expropiación 

bTdof* e ' crimina1, contrí '' ^ ii,egos proh¡ - 

Dirección de Rentas de la provincia "de Huenos' Aires" "con". 
( tra don Juan Pedretti. por cobro de impuestos; sobre 

procedencia del recurso extraordinario **- 
Duarte, don Miguel R., contra el Poder Ejecutivo* Nac¿ 

na!, por inconstitucionalidad de un decreto ... «o 
Hurao. don Alfonso, en autos con la dirección general de 

as obras de salubridad, por cobro ejecutivo de pesos. 

Recurso de hecho ... 

423 
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E 

Elizondo, Felipe Santiago y Pedro Antonio Orona, crimi- 
nal contra, jx>r fabo testimonio. Contienda de conferen- 
cia negativa ti 

Espinosa, don Antonio León, contra don Modesto Mernier 

^ y otros, por cobro de ¡>eso$. Contienda de competencia . £g 1 

Este ves de Rosas, doña Krnestina. contra la provincia de 
Santa Fe, sobre escrituración de tierras o pago de su va- 
lor. Incidente sobre levantamiento de embargo 4J0 

Exhorto dirigido por e! juez letrado del Chaco al de prime- 
ra instancia en lo civil y comercia! de Santa Kc. Conflic- 
to respecto a las formalidades míe delnrii contener los ex- 
horto* para su ditigen ¿amiento 202 

Exhorto del juez de primera instancia en lo crimina] del 
Paraguay, solicitando embargo de! vapor 'Car inca", en 
en !a causa seguida en aquella república contra Emiliano 
Rojas, por malversación de fondos ao - 

Ezeiza, Antonio, contra el ferrocarril Buenos Aires y Ro- 
sario, -=obre daños y perjuicios 63 



F 



Fernández, don Francisco V., contra don Severo S. GoíU 
por cumplimiento de contrato; sobre competencia 12 

Ferrocarril líiienos Aires al Pacífico, solicitando la inscrip- 
ción en el registro público de comercio de esta capital, de 
una escritura otorgarla en el extranjero 41 r 

Ferrocarril lluenos Aires al Tarifico, contra don Joaquín 
del Rio. sobre expropiación 

Ferrocarril Buenos Aires y Rosario, en autos con don An- 
tonio Kzciza, sobre daños y perjuicios 63 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con don Antonio 
Otero y Gómez, sobre daños y perjuicios •„-. tf } 



4 
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Ferrocarril Central Argentino, en aut-is con la municipali- 
dad de Córdoba, sobre cobro de pesos 268 

Ferrocarril Central Argentino, contra la provincia de Une- 
nos Aires, sobre expropiación 364 

Ferrocarril del Oeste, en autos con la umnicipa'idad de la 
capital, por cobro de pesos ; sobre procedencia del recur- 
so extraordinario 345 

Ferrocarril Puerto Pclgrano, en autos con don Ensebio 
I travo y otro, sobre participación, en el juicio seguido 
contra los señores Viñero y I.ncroze, por expropiación. . 390 

Figucroa, don Arturo, c n autos con Antonio Jerónimo Pup- 
po. por reivindicación, sobre competencia 20,2 

Fisco nacional, ."-obre nulidad de un decrete» de revalida- 
ción de titulo de tierras fiscales otorgado a favor de 
Miné. Linch. Incidente -obre personería del apoderado 
y honoraria de un conjtiez 22 

Fisco nacional, contra Antonio Pons, por defraudación a 
la renta de aduana 0,5 

Fisco nacional, contra José Courtis. por defraudación a ¡a 
renta de aduana lói 

Fisco nacional, contra [a sociedad anónima "Cervecería 
Argentina", sobre cobro de pesos 257 

Fisco nacional, en autos con Luís y Hú*er, |>or devolución 
de impuestos 347 

Franco, don José K., sobre me 11*11 ra 37 

Frizza, José, contraía Kmpresa Muelles y Depósitos del 
Puerto La Plata, sobre pago de mejoras 51 

Funes, Daniel, en autos con The Carfietd Compañía, so- 
bre falsificación de marca 171 

G 



pajona, Alfredo, en auto* enn el Ferrocarril Pítenos Aires 
al Pacifico, -obre indemnización. Recurso de hecho 201 
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García Cortina, Francisco, contra Agustín Ricoheri, sobre 
remoción de directorio de la Sociedad Territorial de La 
Plata . . . . 

García, don Ricardo A., contra la provincia de Buenos Ai- 
re*, por adquisición de un inmueble por prescripción ; so- 
bre jurisdicción originaria ' . ,» Q 

Ghianda, Pablo G„ en autos con Francisco Yigna¡e, sobre 
desalojo. Recurso de queja ¡ Q * 

Gil o Giles. Rufino, o Hermenegildo Amaya, criminal conl 
tra, por hurto de una encomienda. Contienda de compe- 
tencia 

Gil, don José, contra la provincia de Córdoba, por reivindi- 
cación. Incidente sobre cobro de honorarios 3 S8 

Grlmour, don Roberto fsu concurso). Contienda de compe- 
tencia 

Giovine, Antonio, en autos con Cartas y Juan Giovine,. ,wr 

uso indebido de marca T 

Gobierno Nacional, en autos con María Ana Casagenas de 

de Girado, sobre escrituración . ^ 

Gobierno Nacional, en autos con don Sebastián C. Vasena, 

sobre cobro de |>esos j^,, 

Gobierno Xacional, en autos con Luis y f iúser, por devolu- 
ción de impuestos ^ 

Godoy, don Luciano R., contra la provincia de Santa Te. 

sobre devolución de tierras e indemnización i 7 

Gómez. Raymundo, criminal contra. ]>or homicidio 

González y Cortés. Florencio, criminal contra, por infrac- 
ción a los artículos 12 y 22 de la !ey de defensa social 

numero 7020 ,0» 

González y Espinosa, contra el Ferrocarril Xord Fste Ar- 

gemino, por cobro de pesos. Recurso de hecho 2 H 

Coñi, don Severo S. t en autos con don Francisco V. Fer- 
nández* por cumplimiento de contrato; sobre competencia 12 
Guimarácz, don Augusto, en autos con D, Meyer y Cía., 
por cobro de pesos ; sobre com|>etencia. Recurso ríe hecho 3 1 
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Gutiérrez, Hilario y Virginio Canaie, criminal contra, por 
violación 213 



I 

Jnsúa Dorrego, Pedro, contra ¡a provincia da Santa Fe. so- 
bre indemnización de daños , 75 

Irigoyen, don Martin, contra la provincia de San Luis, so- 
bre escrituración 

, ■■■»........,,.♦ 

Iturraspe, don Juan Bernardo, mi mh-csíóii, en autos con 
doña Carlota Muz^-ra de Machado, sobre nulidad de un 
laudo. Competencia 24? 



I Alburie Luis, en autos con ei Manco de Sania Te, sobre rei- 
vindicación , 

Labotirdette Plumet, don José Bernardo, contra don Jena- 
ro Véspoli.ipor cobro de pesos. Recurso de hedió 366 

l,tdoux, don Agustín, contra la provincia de Rueños Aires, 
sobre interdicto de recobrar la iwsesión 402 

Le valle, doña Aurelia F. de. en autos con la provincia de 
Buenos Aires, sobre reivindicación ÍO j 

Levalle, doña Aurelia F. de, en autos con la provincia de 
Buenos Aires, por reivindicación; incidente sobre cum- 
plimiento de sentencia 2 ^ 

Llanos, Pedro, criminal contra, por homicidio 207 

Lóiwz, Saturnino y otro, criminal contra, por infracción a 
la ley de juegos prohibidos de la provincia de Buenos Ai- 
res; sobre procedencia del recurso extraordinario 338 

Luis y Ifúser. contra ta Xación, por devolución de im 
I>««tos ^ 7 

Luna, Fortunato Victorino, su sucesión; competencia 39 
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M 

ne T' a T n °' C<?mra jm K°»™on\, ^re acción 
ne^atona. Recurso de lí¡%- fl o 

Mernier, clon Modesto, ¿jgfo f fm ( ¡ on Leun H 

pinosa, por cobro de Contienda de competencia. . m 

' Contra Antonio i!. ( , Wl - KíllIu v írtroíi r cn . 

Weje.m,vode ,^ : incidente promovido |H .r do, 
Ovidio I'odeslá. Mqn de hecho . . . . 

Moreno, don Bernabé, contra la provincia de Santa' &¡ 
bre rcvm.hcncón de área de tierra comprada o de 
su miarte ^* 

Muelles y Delitos del Pnerto de U HataXKmpre^ '¿ ™ 
amos con ( J,„ José Kr«». sobre pa«o de mejora. ... 

Mu-ncpahdad de Córdoba, contra e] Femxrarlii Centra! 
Argentino, eolm.» de peso, . o 

Municipalidad de la Capital, contra el Fem^arri! deM^ ' 

£ íIc **** • procedencia ríe' recurso ex- 
t mordí na rio 

Municipalidad ríe la CpitaV en anioj con ¡a Compite ^ 

^n'r 7'° - U,í, T ín0 * ^ Evolución de impuolo* 
> multa ; w , hre procedencia del reenr,o extraordinario. m 
Malera de Machado, doña Carota, contra la sucesión de 
donjuán hernardo Ytnrra.pe. sobre nuíídad .le un 'an- 
do. Competencia ^ 

H 

-Vacia. Xeme^io, criminal contra, por honncMi.*. 22J 

O 

Oíanlo, don Luis, en autos con la Conpañía fctuefés y Efe. 
K*N* deí Puerto de La Plata, >obre fiago de mejoran 
Kecur-i extraordinario . 

" «55 
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Oser, Jo>é, contra léanla Suttinger ornstein de Oscr, sobre 

divorcio; sobre competencia t ^ 

Otard, Dupuy y Cía., en autos cotí doña .Manuela I\ de 

Campos, sobre falsificación de nía rea de fábrica 6o 

» Hen. y ('.óincz. d<>n Antonio, en autos lm.ii el Ferrocarril 

Centra! Argentino. sobre daños y perjuicios , . 66 



Pedretti, don Juan, en autos con la Dirección (General de 
Rentas de la provincia de Hucn»* Aires, m bre cMíro de 
impuestos ; sobre procedencia de! recurso extraordinario 383 

Poder Ejecutivo Nacional, en auto-, con don Migue! R. 
Duarte, por inconstitucionaüdad de un decreto . , 320 

Poder Ejecutivo Nacional con don Antonio Cañiza, por 
cobro de pesos. Sobre jurisdicción 4^ft 

Pons, Antonio, en autos con el Fisco Naeionaf. por deírau- 
dación a la renta fie aduana y; 

Provincia de Unenos Aires, en autos con don Alfonso Anst, 
por cumplimiento de contrato, sobre competencia S 

Provincia de Buenos Aires contra doña Antouína Cascaja- 
res, sobre reivindicación 104 

Provincia de tíñenos Aires, contra doña Aurelia V. de Le- 
valie, sobre reivindicación . , . ¡^i 

Provincia de llncno* Aires, contra doña Aurelia F. de Ke- 
vaHe, p«r reivindicación; incidente sobre cumplimiento 
de sentencia , 24; 

Provincia de Unenos Aires, en autos con don Mateo P. 
Russel ' sus be 'lem* ), |>or cobro de pesos jr>S 

Provincia de Uncios Aires, en autos con don }o-¿ Adam, , 
sobre interdictó de retener :a posesión 331 

Provincia de Unenos \;res. en autos con el Ferrocarril 
Central Argentino, >r.bre expropiación v J 
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raman- 
c un 

182 



Provincia de Buenos Aires, en autos con don Ricardo A. 
Garda, por adquisición de un inmueble por prescripción ; 

sobre jurisdicción originaria 

Provincia de Buenos Aires ( Dirección Genera] de Rentas) 
contra don Juan Pedretti, por cobro de impuestos : so-' 
brc procedencia del recurso extraordinario ... 
Provincia de Buenos Aires con don Agustín Ladoux, sobre 

interdicto de recobrar la posesión 4.02 

Provincia de Córdoba, en autbs con don José Gil, por rei- 
vindicación. Incidente sobre cobro dt honorarios ... 3 S8 
Provincia de Jujuy, en autos con José y Rosario Stra 
dmoli, sobre cobro de pesos; sobre honorarios d 

perito 

Provincia de Mendoza, en autos con don Zacarías Cana- 
les y otros, sobre inconstitucional idad de la ley orgánica 

de municipalidades 2 „o 

Provincia de San Juan, en autos con don Carlos Sarniento ' 

sobre competencia por inhibitoria 

Provincia de San Luis, en autos con don Martín Jrigoyen, * 

sobre escrituración 2 _ } 

Provincia de San Luis, en autos con don Juan Schürér 

Stolte, sobre escrituración f , 

Provincia de Santa Fe, en autos con don Luciano R. Gol 

doy, sobre devolución de tierras e indemnización i 7 

Provincia de Santa Fe, en autos con don Pedro ínsúa Do- 

rrego, sobre indemnización de daños I7g 

Provincia de Santa Fe, en autos con doti Bernabé Moreno^ 
sobre reivindicación de área de tierra comprada o pago 
de su importe 

Provincia de Santa Fe, en autos con doña Ernestina ¿sté- 
ves de Rosas, sobre escrituración de tierras o pago de su 

valor, incidente sobre levantamiento de embargo 420 

Ptippo, don Antonio Jerónimo, en autos con don Arturo 
Figueroa. sobre reivindicación. Incidente por incompe- 
tencia. Recurso de hecho ^ 
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MU- 

I'npl>t>, Antonio Jerónimo, en autos con Arturo Figueroa. 
por reivindicación; sobre competencia 292 



Q 



Qnerejcta, don José G,, su concurro. Contienda de compe- 
te ru-ia 



34 



Royal Insurance Compatiy Kiniitcd. en atitos con Meütón y 
Emilio (Sueno, sobre ejecución de sentencia extranjera. 127 

Russcl, don Mateo 1'. (sus heredero?), contra la provincia 
de Buenos Aires, por cobro de pesos 308 

| 

Sarmiento, don Carlos, contra la provincia de San Juan, so- 
bre competencia, ¡x>r inhibitoria 93 

Sehürer StoIIe, don Juan, contra la provincia de San Luis, 
sobre escrituración 144 

Scotto, Rodolfo R., en autos con el Ferrocarril Central Ar- 
gentino, sobre desposesióii de un inmueble. Recurso de 
hecho 142 

Sociedad Anónima "Cervecería Argentina" .en autos con el 
Fisco Nacional, sobre cobro de pesos 257 

Sociedad "Confraternidad Argentina" en autos con la so- 
ciedad "Filantropía Argentina", sobre nulidad de estatu- 
tos. Recurso de hedió 289 

Sociedad Frigorífico Argentino en autos con don Ramón 
T. Scasso y Alfredo Yiüarnobo, por defraudación tic 
rentas f Urales, Recurso de hecho 447 
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t 

Stramandinoli. Rosario y José, contra la provincia de Ju- 

... Í u y» sobre cobro de pesos; sobre honorarios de un perito i8j 
Suttinger Hornstein de Oser, doña Paula, en autos con don 

José Oser, sobre divorcio ; sobre competencia 1 85 

T 

The Anglo-Argentino Tranways Company Limited, en au- 
tos con The Metropolitan Railway of Buenos Aires Li- 
mited, y otros ; Interdicto de retener : Sobre procedencia 

del recurso extraordinario ggg 

The AngkvArgentine Tramways Company Limited, en au- 
tos con Tbc Metropolitan Railway of Buenos Arres Li- 
mited, ipor jactancia; sobre procedencia del recurso extra- 
ordinario , , 

The Metropolitan of Buenos Aires, Limited y otros, en au- 
tos con The Anglo-Argentinc Tramways Company Li- 
mited; Interdicto de retener; Sobre procedencia del re- 
curso extraordinario 373 

The Metropolitan Railway of Buenos Aires Limited, con- 
tra The Anglo-Argentine Tramways Company Limited, 
por jactancia; sobre procedencia del recurso extraordi- 
nario ■ 377 

u 

Urdaniz, don Luis, en autos con la Defensa Agrícola, por 
cobro de pesos. Recurso de hecho 11 

V 

Várela, don José, en autos con don Tomás Márquez, sobre 
desalojo. Recurso de hecho , , 30^ 

Vasena, don Sebastián C.» contra el Gobierno Nacional, so- 
bre cobro de pesos , 141) 
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Wj>i y Cía., en auto* con Pedro Sabores, sobre remisión 
de contrato. Recurso de h .-cho 



z 



Zapata. moii-tTior Marcos, liu'as instituyéndolo obispo ti- 
tular de Cantábala y auxiliar de Cuyo 

Zungri, Francisco. Su extradición 
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A 

Acción de nulidad de laudos. — La acción de nulidad de un laudo 
no es independiente del arbitraje y de los recursos de nu- 
lidad y apelación contra aquél. Pág. 247. 

Aclaratoria de resoluciones. — Vea* "Corte Suprema. 

Apelación para ante la Corte Suprema. — No procede para ante 
la Corte Suprema recurso contra una resolución que or 
dena el levantamiento de un embargo trabado a solicitud 
de un juez de un país extranjero. f%. 207. 



Bienes embargares. — Son cmbargables los fondos en dinero 
pertenecientes a tina provincia, destinados a atender los 
servicios de Ínteres y amortización de un empréstito exte- 
rior. Páf* 420. 

Bulas. — Con las reservas que emanan de la Constitución y leyes 
sobre patronato, puede concederse el pase a las bulas pon- 
tificias instituyendo obispo titular. Pag. 345. 
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Cóiujo ch il — Las disposiciones del código civil s„ rt de aplica- 
ción inmediata a actos regidos en su causa, formas y efec- 
to, por el derecho común, y sólo subsidiariamente se ex- 
tiende a las relaciones entre la administraeióa y los go- 
bernados que forman la materia propia del derecho pú- 
blico. 347. 

Competencia, — Víase "Jurisdicción*'. 

Contienda de competencia. — La aplicación del articulo y. u de la 
SÉ? 4055 *»pone lu ex; tencia de una contienda de compe- 
tencia. I*ág, 289. 

Contrabando. — Véase "Defraudación a la reñía de aduana*'. 

Contrabando por substitución de mercaderías.— 'Védase "Defrau- 
dación a Ja renta dé aduana". 

Corte Suprema. — Corresponde a !a Corte Suprema dirimir un 
conflicto entre jueces de distinta jurisdicción, respecta a 
las formalidades que debe llenar un exhorto librado por 
uno de ellos. Pag, ¿02. 

Corte Suprema. — Su corresponde a la Corte .Suprema la acla- 
ratoria de resoluciones que ft© ha pronunciado, 

Corte Suprema. — Vírase "Interpretación de leves de carácter 
local". 

Cosa juzyada. — ['.] hecho de no haber arlado el procurad- .r 
fiscal de ti na sentencia en |>artc favorable a !a Xación no 
hace co>a juzgada respecto a h declaración en ella esta- 
blecida, de ijiie era innecesario, en el ca<o, la venia de" 
Honorable Congreso para ser demandada y ta improce- 
dencia de !a excepción de prescripción opuesta. I'ág. (t). 

Costas. — KJ procurador responde» cuan lu rítenos, i^r t$$ cu- 
tas causadas a su instancia, ( Hn el ea-n >e t ra tal» de los 
honorario- de un eonjuez de la Corle Suprema insaculad-, 
para integrar el tribuna! a petición .U-: apoderado y a su 

POStá L í'ág, 22. 
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Dytftos y perjuicios — Sun improcedentes los daños y perjuicio* 
demandador contra una provincia, en un caso e.i que no 
se trata de relaciones de derecho emanadas de la falta de 
cumplimiento de mía convención, ni de repetición de va- 
lores indebidamente apropiados que hayan enriquecido el 
patrimonio fiscal con perjuicio ile los actores, o de una 
acción .osesoria. Pá& 278. 

Daños y perjuicios, — Contra las provincias no procede la ac- 
ción de daños y perjuicios rebúllante* de un acto de tur- 
bación de posesión ejecutado por sus empica los. Pag. 331. 

Daños y perjuicios. — No procede contra una provincia la ac- 
ción de daños y perjuicio* emergentes de un despojo. Pá- 
gina 402. 

Defraudación a la renta de aduana. — í,a introducción de mer- 
caderías desde el exterior, pnr vía fluvial, como equipaje, 
sin llenar Tas formalidades y requisitos pr •.•vistos por lo* 
artículos 838. 845 y K40 de las ordenanzas de aduana. 31 
y 56 de la ley de aduana y artículos 89 y 03 in fine del de- 
creto reglamentario de 31 de Mayo de 1906, importa el 
delito de contrabando castigado con la jjena ríe comiso. 
(Artículos 005, io-*5, 10.26 y 1037, ordenanzas de adua- 
na). Pág, 95. 

Defraudación a la renta de aduana. — I,a fianza a que se refiere 
el artículo 37 de las ordenanzas de aduana tiene por ob- 
jeto asegurar la efectividad de las responsabilidades pe- 
cuniarias en que pueda incurrir un introductor con casa 
establecida, ya se trate de operaciones licitas o ilícitas, y 
particularmente las derivadas de estas últimas. 

El articulo 17 1 de las mismas ordenanzas, al disponer 
que se entenderán ser del deudor o fiador todas las mer- 
caderías que estuvieran en la aduana a nombre de ellos, 
]x>r consignación p por transferencia, establece una pre- 
sunción en favor del fi>co. tendiente a resguardar los de- 
rechos del niMii». 
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ta responsab,lidad establecida por el articulo 950 de 
as ordenamas se extiende, con arreglo al articulo <¿i de 
^~' 3 * ^ y presten auxilio o el 

****** en los hechos de substracción o substitución de 

^mismas penas que los principales actores en el hedu, 

D '™lZZT la NaCÍÓtt ^ Cüand ° d ^ "o ha 

r™ C ° ffl °; ePr€ " ntante dC U NTadÓn m » carácter 
de persona jurídica, es necesaria la venia previa del Con- 
greso para demandar a ésta. Pág. 330 
Demandas contra Nación. - La disposición del articulo & de 

de l^fc **'* demaml3S Contra ,a ^ción, es 
de orden pubj.co como todas las que se refieren a la ju- 

tribunales, en los casos en que no fuera invocada por lo. 
representantes del gobierno de la Xació,, para f undTr en 
e to la ^cepoon d. atona de falta de jurisdicción. Un de- 
creto denegatono de las gestiones administrativas firma- 
do por solo e l ministro respectivo, no llena las exigencias 
de la referida disposición legal. Pág 43 6 
DerecUoJt Midan. derecho de petición 'consagrado en e] 
* 14 d f la C— * - -Pone el d/que ia a * 
npojo La dopose^on de un terreno de propiedad particu- 

Z C 2* 2 S COmtrUÍr en é] un camino - a cabo 

por orden directa de 1. autoridad administrativa y sin L 

prev.as consignación a disposición del propietario, del pre- 
cio ofreado y no aceptado, como lo prescribe el articulo 
4- de la ley 180, y declaración de urgencia por el jue* res- 
pectivo, como lo establece el artículo 3 o de la lev de ex- 
propiación de la provincia de »ueno s Aires, a ,aca princi- 
pa fundamentales sobre la inviolabilidad de l a propiedad 
privada .garantida por e | artículo ,7 de la institución 
Nacional y da lugar a la acción de despojo, de acuerdo 
con el arüculo 249S del código civil. Pág. 402 
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Deglución de impuestos, — Véase "Protesta*'. 

Distinta vecindad, — La tli versa vecindad de (¡ue tratan el ar- 
ticulo ioo de la Constitución y ley número 48, sólo se re- 
fiere a los ciudadanos, sin comprender a los extranjero?, 
sean uno o los dos litigantes. Pag. 12. 

Distinta vecindad. — Véase "Fuero federal". 

Domicilio. — El fallecimiento de uno de los cónyuges no deter- 
mina por si solo para el sobreviviente, un cambio de do- 
micilio, a menos que vaya acompañado de hechos |>ositi- 
vos realizados por éste une demuestren claramente su in- 
tención de cambiarlo. 

La manifestación de domicilio hecha al otorgar un po- 
der, (pie se halla de acuerdo, en lo que a ese domicilio se 
refiere, con otros antecedentes de la causa, constituye, al 
respecto, prueba preferente. P;ig. 32$ 

Domicilio especial, — Véase "Jurisdicción"* 

i 

Escrituración, — Acreditado un convenio de venta de un inmue- 
ble ]>or mi Isleto reconocido i>or el vendedor, y habiendo 
cumplido el comprador con las obligaciones que a su res- 
pecio en ét se establecieron, corresponde otorgarse la es- 
critura respectiva, sin que pueda invocarse como causal 
para no formalizarla, e! hecho — que no ha sido probado 
— de que el juez que debía ordenar una mensura previa, 
no decrétate Jas medidas pertinentes, pues el vendedor 
debió urgirías por tos medios legales para cumplir con las 
obligaciones que el contrato le imponía. Pág. 144. 

Escrituración de tierra fiscal. — Demandada la eserituración de 
tina extensión de tierra fiscal, cuya ubicación se solicita, 
fundado en los derechos qne acuerda al pretendiente la 
ley número 047, procede su otorgamiento por el gobierno 
de la Xación, aun cuando se encuentre afectada a un con- 
trato de arrendamiento celebrado con un tercero con fe- 
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día posterior a la que el demandante había adquirido sus 
derechos de ubicación» tanto mas cuanto que, la acción 
que correspondía al arrendatario, en virtud de la ley 4167, 
podia ejercerla, atento la cantidad de hectáreas por él 
ocupadas. Pág. 69. 
Exención de impuesto. — El artículo 8. a de la ley 5315 no exime 
a ias empresas ferroviarias de la obligación de «pagar ei 
impuesto general de alumbrado y limpieza. Pág. 268. 
Exención de impuesto. — El artículo 8.- de la ley numero 5315 
no exceptúa a las compañías de ferrocarril del pago del 
impuesto de sello establecido para los contratos en la lev 
de papel sellado. Pág. 411. 
Exhorto. — Para que un exhorto dirigido por autoridades na- 
cionales a autoridades de provincia o nacionales fuera de 
su jurisdicción pueda diligenciarse, no se requiere más re- 
quisito que la firma del juez y el sello del juzgado respec- 
tivo. Pág. 202. 

Expropiación. — Xo habiendo sido observada por las partes la 
pericia practicada, debe abonarse por la cosa expropiada, 
el precio que, de común acuerdo, fijen los peritos. Pági- 
na 364. 

Expropiación. — Véase "Juicio de expropiación 1 '. 

Extradición, — Reuniendo el pedido de extradición los requisi- 
tos establecidos por el artíctito 12 del tratado vigente en- 
tre la República Argentina y el Reino de Italia y apare- 
ciendo del auto de captura que el delito imputado es de 
los previstos en el inciso 3 .• del articulo 6. a del mismo tra- 
tado, debe ella concederse. Pág. 46. 

r 

Facultades de los tribunales. — Véase "Poder judicial". 
Falta de cita de ¡a ley en las decisiones. — Véase "Recurso ex- 
traordinario". 

F^illo. — Con arreglo a la jurisprudencia establecida, es la parte 
dispositiva de una sentencia loque constituye el fallo y no 
sus considerandos. Pág. 243. 
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Ferrocarriles. — Véase "Exención de impuesto". 

Fiama en operaciones aduaneras. — Véase "Defraudación a la 
renta de aduana". 

Ferrocarriles. — Véase "Exención de impuestos". 

Fuero federal. — El extranjero que demanda ante la justicia or- 
dinaria, renuncia al privilegio del fuero federal. Pag. 12. 

Fuero federal. — Para que surta el fuero federal por la distinta 
vecindad de las partes es necesario que éstas sean argén* 
tinas, no correspondiendo cuando una de ellas es extran- 
jera. Pág. 63. 

Fuero federal. — Véase "Jurisdicción". 

Formalidades aduaneras. — La manifestación verbal que se haga 
a las autoridades aduaneras al desambarcar en el puerto, 
de que los 'bultos traídos como equipaje contienen merca- 
derías, no suplen las formalidades escritas que prescriben 
las ordenanzas y ley citadas. Pag. 95. 

G 

Garantías constitucionales. — La protección acordada por la Na- 
ción, mediante sus tribunales, a las garantías que la Con** 
ción Nacional reconoce a los contribuyentes, no es incon- 
dicional ni ilimitada; estando, por el contrario, sujeta a 
restricciones expresas y a otras que emergen de princi- 
pios generales bien definidos. Pág. 347 

H 

* 

Homicidio. — Es justa la sentencia que condena a la pena de 
diez años y medio de presidio y accesorios legales al autor 
de un homicidio simple, perpetrado con la circunstancia 
atenuante de ebriedad incompleta. Pág. 22¿. 

Homicidio, — No causa agravio al procesado una sentencia que 
lo condena a la pena -de doce años de presidio y accesorias 
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legales, por delito de homicidio simple, sin atenuantes ni 

agravantes. Pag. 373. 
Homicidio. — No causa agravio al reo la pena de catorce años 

de presidio, que deberá cumplir en penitenciaría durante 
su minoridad, impuesta por el delito de homicidio simple 

perpetrado con la atenuante prevista en el inciso 6.* del 

articulo 83 del Código Penal. Pág 397. 
Honorarios de peritos. — Nombrado un perito a solicitud de una 

de las partes, a pesar de la oposición manifestada en el 

comparendo por la otra, corresponde a aquélla el pago de 

sus honorarios. Pág. iSa. 



Igualdad como base del impuesto, — Véase "Inconstítucionalidad 
de un impuesto. 

Impuestos de alumbrado y limpieza. — Véase "Exensión de im- 
puestos". 

Inconstítucionalidad de impuesto. — Es inaplicable el art. 16 He 
la Constitución Nacional en cuanto establece que la igual- 
dad debe ser ta base del impuesto, cuando se trata de obli- 
gaciones voluntariamente contraídas, que no ofenden al 
orden y la moral ni perjudican a tercero. Pag. 134. 

Inconstitucionalidad de la ley de juegos prohibidos de la provin- 
cia de Buenos Aires. — La ley de la provincia de Buenos 
Aires, sobre juegos prohibidos, de 36 de mayo de 190a, no 
es contraria a las disposiciones contenidas en el código 
penal y ha sido dictada en virtud del reconocimiento, he- 
cho por el congreso a tas r-winciast del derecho de re- 
glamentar el juego. Pág. 1 10. 

Inconstítucionalidad de la ley de ramales, número 4.300. — Ia 
ley num. 4.300, sobre construcción de ramales de ferroca- 
rriles, no viola la garantía que acuerda a la propiedad pri- 
vada el art. 17 de la Constitución Nacional, dado que ésta 
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tratándose de expropiaciones, lo que exige es la decla- 
ración de ta utilidad pública de las obras y ta previa in- 
demnización de la cosa que haya de expropiarse. La re- 
ferida ley especial no requiere la presentación de planos 
a los efectos de la declaración de utilidad pública de la 
zona sujeta a expropiación. Pag. 440. 
Inconstitucionalidad de la ley orgánica de Municipalidades de ta 
provincia de Mendosa. — Es contraría a la constitución 
■Nacional la disposición del inciso 29 del art. 23 de la ley 
orgánica de municipalidades de la provincia de Mendosa 
en cuanto ordena la remoción de los hospitales y sanato- 
rios del centro del municipio de la capital, sin distinción 
alguna acerca del destino de estos últimos o la clase de 
enfermos que reciban, quedando así, comprendidos en ella 
los que solo reciben personas que sufren de enfermedades 
comunes no contagiosas y cuya permanencia en el centro 
del municipio no puede poner en peligro su buen estado 
sanitario. Pag. 278. 
InconsHtucionatidad de sentencia. — No existe violación consti- 
tucional en una sentencia de un tribunal de segunda ins- 
tancia que al confirmar la decisión recurrida del inferior 
lo hace por sus fundamentos que reproduce, cuando en 
ésta se citan preceptos legales. Pág. 51 
tnconsHtucionalidad de sentencia. — Habiendo el deudor tenido 
conocimiento oportuno del procedimiento incoado para la 
venta del bien hipotecado, en los términos de antemano 
convenidos con el acreedor, e intervenido en ta operación 
misma de la venta, y habiendo declarado d juez, que si en 
realidad el deudor hubiera presentado las defensas a que 
éste hipotéticamente aludió en un escrito, él las habría es- 
tudiado y resuelto como correspondía, procede la conclu- 
sión de que el recurrente ni fué privado de su propiedad 
sin sentencia ni menoscabado en su derecho de defensa. Pá- 
gina 231. 

Inhabilidad y falsedad de título. — No -habiendo sido probadas 
las excepciones opuestas de inhabilidad y falsedad del tí- 
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hilo ejecutivo, debe llevarse la ejecución ajelante, con 
costas. Pág. 388. 

Interdicto de recobrar la posesión. — Véase "Despojo". 

Interdicto de retener ta posesión. — La destrucción de alambra- 
dos realizada con fuerza armada y contra ta voluntad de 
los arrendatarios, so pretexto de reabrir un camino pú- 
blico arbitrariamente clausurado por el demandante po- 
seedor, importa una turbación arbitraria de la posesión de 
este, con violación de lo dispuesto por el artíci^o 24ÍÍ9 
del código civil. Pág. ||t, 

Interpretación de leyes de carácter local. — La Corte Suprema 
no puede rever la interpretación que los tribunales ordina- 
rios den a una ley de carácter local, como es la de afirma- 
dos, número 4361. Pag. 304. 

Interrupción de la prescripción. — Las gestiones administrativa'» 
no interrumpen la prescripción liberatoria y r además, no 
producen los efectos legales a que alude el artículo 3986 
de! código civil. Pág. 175. 

J 

Jubilación. — Jubilado un empleado bajo el imperio de la ley 
número 4349, es con arreglo a lo en ella establecido que 
deben liquidarse sus haberes, no pudiendo invocarse para 
mejorar la situación, disposiciones de la número 2219, que 
fué derogada antes que se le acordara el beneficio de la 
jubilación. Pág. 149. 

Juicio de expropiación, — No puede negarse participación en un 
juicio de expropiación por razones de procedimientos re- 
lativos a la ordenación de las causas, al que comparece en 
virtud de citación por edictos, ordenada a petición del ex- 
propiante, toda vez que el mejor derecho o el condominio 
sobré el inmueble que se trata de expropiar, es una cues- 
tión a debatirse y resolverse en e! juicio correspondiente 
por los interesarlos que comparezcan en virtud de la cita- 
ción*. bastando al interés del expropiante consignar judi- 



DE JUSTICIA DE LA NACION MR 

cialmente el precio e indemnización que en definitiva se 
fije, sm que tal procedimiento importe trabar la expro- 
piación y sus efectos. Pág. 390. 

Jurisdicción. — La constitución en un contrato, de un domicilio 
especial para todo lo que se refiera a las obligaciones de- 
rivadas de aquél, „o importa, aun cuando dicha enuncia- 
ción hubiera sido hecha para todos los efectos del mismo, 
tina renuncia del fuero federal, con arreglo a lo dispuesto 
en el art. 12, inciso 4 " <le ta ley 48, como no importa en 
los casos comunes en que ese fuero existe por razón de 
distinta vecindad. Pá. 8. 

Jurisdicción. - Ko corresponde a la justicia nacional el conocí- 
miento de una causa por substracción de una encomienda, 
cometida en una estación de un ferrocarril particular. Pa- 
gina 24. 

Jurisdicción. - El juez del domicilio del deudor es el competen- 
te para conocer del juicio universal de concurso, al que 
deben acumularse los que se sigan ante otros juzgados. 
Fagina 34, 

Jurisdicción. — Corresponde entender en un juicio sucesorio al 
juez del lugar donde el causante residía con su familia de 
un modo permanente, aun cuando tuviera el estableci- 
miento principal de sus operaciones comerciales en otra 
localidad. Pág. 39. 

Jurisdicción. — Corresponde a la jurisdicción del juei del lugar 
donde se ha celebrado un contrato de pavimentación, co- 
nocer en una demanda iniciada por cobro de pesos prove- 
nientes de afirmados. Pág. 41. 
Jurisdicción. — No corresponde a la jurisdicción federal por ra- 
tón de la materia el conocimiento de una demanda regida 
Un sólo por disposiciones del derecho común. Pag. <B. 
Jurisdicción. — Corresponde a la jurisdicción local entender en 
un juicio en el que se persigue el cobro de rentas o recur- 
sos de una provincia, pues la justicia nacional no puede 
trabar la acción de las autoridades locales en la consecu- 
ción de ese propósito; sin perjuicio del derecho que pu- 
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diera asistir a los interesados para iniciar las acciones de 
repetición de lo pagado, Fág. 93. 
Jurisdicción. — Corresponde a la justicia federal, con arreglo a 
lo dispuesto en el art. 3, inciso 2, de la ley núm. 48 y 2¿ 
inciso 2 del código de procedimientos criminales, prose- 
. guir las averiguaciones para el esclarecimiento de un de- 
lito que aparece prima facic como cometido en el puerto 
de la capital. Pag. 140. 
Jurisdicción. — Corresponde a la jurisdicción ordinaria enten- 
der en un proceso de cuyas instancias no resultan determi- 
nados tos caracteres de delincuencia que por razón de la 
materia, de las personas o del lugar, corresponda a la jus- 
ticia federal. Pag. 156. 
Jurisdicción. — Corresponde a la justicia ordinaria del crimen, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 32 de la Consti- 
tución Nacional, conocer de una causa seguida por infrac- 
ción a la ley número 7009. Pag, 183. 
Jurisdicción. — Corresponde entender en el juicio de divorcio al 
juez del domicilio donde reside el esposo con su familia y 
tiene el asiento real de sus negocios, aun cuando la esposa 
se haya ausentado del domicilio del marido sin haber Re- 
gresado a él. Pag, 185, 
Jurisdicción. — Corresponde a la justicia nacional entender en 
un sumario instruido por falsedad en las declaraciones 
prestadas ante una oficina de registro civil para compro- 
bar !a edad de un conscripto a los efectos de un enrola- 
miento. Pág 195 
Jurisdicción. — Es incompetente la justicia nacional para cono- 
cer de la acción de nulidad deducida contra un laudo pro- 
nunciado por arbitros nombrados de común acuerdo de 
partes en una cansa de reivindicación extraña al fuero fe- 
deral ratione matcriae y radica ante los tribunales ordina- 
rios. 

Xo puede considederarse fenecido a los términos def 
articulo 14 de la ley 48, un juicio arbitral aun pendiente 
de la resolución de los recursos de nulidad y apelación in- 



Dt JUSTICIA M LA **ACH>lf «7 

terpuestos contra «1 laudo por una de las partes v el de 
apeuación por la otra. Pág. 247. 
Jurisdicción. — Es juez competente para conocer de los pU 
en que s e ejerciten acciones personales, el del lugar desig- 
nado explícita o implícitamente por las partes para el 
cumplimiento del contrato, cualesquiera que sean las pres- 
taciones que se demanden, ya principales, ya accesorias. 
Pagina 341, 

Jurisdicción. — Véase "Domicilio". 

Jurisdicción. — La jurisdicción de un trienal no termina con la 
sentencia, sino que continúa hasta el cumplimiento de ella, 
y los procedimientos para lo último son parte de los de la 
causa, aun cuando por las leyes locales sean otros tribu- 
nales del mismo carácter local a quienes corresponda in- 
tervenir en didia ejecución. Pág. 308. 
Jurisdicción originaria. — Corresponde a la Corte Suprema en 
tender originariamente, cuando iniciado un juicio de men- 
sura ante los tribunales locales de una provincia, éste se 
"ha convertido en contencioso en virtud de haberse presen- 
tado como parte, dentro del emplazamiento, el gobierno 
o,ue ha sido citado de evicción, por diversos linderos del 
campo mensurado. Pág. 37. 
Jurisdicción originaria. — La Corte Suprema, en ejercicio de la 
'jurisdicción originaria que le confiere el artículo ioi de la 
Constitución Nacional no está llamada, cuando ha media- 
do Ja prorrogación prevista en el inciso 4, articulo u de 
la ley 48, a conocer de las mismas cuestiones que han sido 
o son materia litigiosa entre fas mismas partes en los tri- 
bunales ordinarios o especiales de las provincias. Pag. 308. 
Jurisdicción originaria. — Corresponde a la jurisdicción origina- 
ria de esta Corte Suprema el conocimiento de la demandé 
de un vecino de esta capital contra una provincia, entabla- 
da a fin de obtener la declaración de haber adquirido por 
prescripción un inmueble, en vista de la oposición del fis- 
cal de estado de la provincia, (que pretendía arte et — 
debia regirse por disposiciones de tas leyes provi 
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sobre sobrantes), a la información ofrecida por el deman- 
dante ante los tribunales locarles para acreditar la pose- 
sión treintenaria. Pág. 570. 



Obligaciones del vendedor en las ventas forzosas, — Con arreglo 
a la doctrina que informa los artículos 2 121, 2122 y 21 17 
del código civil, la responsabilidad de los vendedores en 
las ventas forzadas heohas por autoridad de !a justicia» es 
menor que la que procede en casos ordinarios de ventas 
particulares voluntarias. Pág- 31 3- 



Peritos según ta ley de expropiación de la provincia de Bueno* 
Aires. — Con arreglo a la ley de expropiación de la pro- 
vincia de Buenos Aires, de 21 de octubre de 1881, los pe- 
ritos que se nombran, forman tribunal, a los finas de fijar 
el precio y la indemnización ; nombramiento que no im- 
porta una simple gestión administrativa de cobro y sí e! 
sometimiento del caso a los tribunales provinciales. Ta 
gina3o8. 

Persona dematdable. — Los perjudicados por un acto que se pre- 
tende contrario al derecho común o a las garantías cons- 
titucionales, pueden entablar la acción competente contra 
los ejecutores de él o contra la provincia en cuyo nombre 
se haya procedido, o cuyas leyes se haya tratado de cum- 
plir. Pág. 278. 

Personería, — La personería del apoderado no cesa por la sim- 
ple manifestación que éste haga en autos de haber falle- 
cido su poderdante; tal circunstancia debe acreditarse. 
Pág. 22. 



r judicial. — f . bien los tribunales 110 están llamados a exa- 
minar la oportunidad y conveniencias de las medidas le- 
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£¡ ilativas o administrativas tendientes a proteger la 
pública, es incuestionable que de acuerdo con los artícu- 
los 14, 17, 19, 20 y 28 de la Constitución Nacional, la doc- 
trina y la jurisprudencia, pueden resolver en circunstan- 
cias extraordinarias de manifiesto e insalvable conflicto 
entre aquéllas y la ley fundamental, que las mismas 00 
tienen relación con sus fines aparentes y que se han des- 
conocido con ellas, innecesaria e injustificadamente» de- 
rechos primordiales que el poder judicial debe amparar, 
como el goce norma] y honesto de la propiedad sin per- 
juicio de tercero, y et ejercicio de profesiones e industrias 
lícitas. Pag, 279. 

Posesión, — La fecha en que se alambra un campo no es antece- 
dente decisivo para determinar la época en que se comien- 
za a poseer, dado que la ley común sólo requiere como 
esencial la ocupación, de cualquier modo que se tenga. 

El hecho de haberse pagado la contribución territorial 
por una área inferior a la señalada por una mensura, no 
excluye o modifica la posesión, puesto que la falta de mo- 
rosidad de los contribuyentes en el cumplimiento de las 
cargas públicas tiene sanción distinta de la pérdida de los 
derechos de posesión o dominio. Pág. 104, 

Posesión de sobrantes. — - Véase "Prescripción". 

Prescripción. — Habiendo transcurrido mas de veinte años des- 
de la fecha en que el demandado enajenó las tierras cuya 
propiedad invoca el actor para exigir otras en su reempla- 
zo, se halla prescripta la respectiva acción presonal. Fa- 
gina 17. 

Prescripción. — Tratándose de la ocupación de un terreno cono- 
cido, dentro de tímites precisos, ta ignorancia acerca de 
la existencia de un sobrante con respecto al título de pro- 
piedad, no es óbice para la posesión animo domini de ese 
sobrante» a los efectos de la prescripción. La circunstan- 
cia de que dentro de esos limites exista más terreno del 
que señala una mensura, no impide que el exceso sea po* 
seido en la propia forma y con !os mismos efectos juridí* 
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eos de lo que correspondería estrictamente al titnto. Pá- 
gina 104, 

Prescripción liberatoria. — La prescripción liberatoria se opera 
por sólo e! silencio o inacción del acreedor, sin que sea 
necesario el justo titulo y (buena fe que se requiere para 
la prescripción adquisitiva ordinaria. Pág. 175. 
Prescripción liberatorio. — Tratándose del cobro de impuestos, 
el titulo de la obligación está en las leyes que los crean; 
por consiguiente, el término para la prescripción liberato- 
ria prevista en el articulo 4020 del código civi!, empieza 
a correr desde las fechas de las respectivas leyes. Pagi- 
na 257. 

Prescripción, — Véase "Cosa juzgada". 

Privación de la propiedad sin sentencia. — Véase "Inconstitucio- 

naltdad de sentencia". 
Procurador fiscal. — Véase "Cosa juzgada". 
Protesta, — La protesta al jugar un impuesto o la reserva hecha 
al verificar el pago, es un requisito necesario para la pro- 
cedencia de demandas en restitución de las sumas abona- 
das por tal concepto. Pág. 347. 
Prueba. — Basada una demanda de entrega de tierras, en que el 
demandado vendió la» que habían sido de propiedad del ac- 
tor, correspondía a éste probar el hecho de la venta. Pá- 
; gina 17. 

R 

Recurso de apelación. — Véase ''Apelación para ante la Corte 
Suprema". 

Recurso de ¡techo. — l\l trámite correspondiente a las causas traí- 
das en apelación ante la Corte Suprema, establecido por 
la ley nacional de procedimientos de 1863, ha sido modi- 
ficado por el artículo 8.° de la ley 4055. 

En los recursos de hecho por apelación denegada, la 
Corte Suprema tiene establecido en varios fallos que a fin 
de evitar a los litigantes mayores gastos con alegaciones 
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inútiles sobre puntos de derecho ya debatidos en las ins- 
tancia s inferiores, procede la apertura del recurso dene- 
gado y la decisión simu:tánca del asunto controvertido. 
Pág. 292. 

Recurso de nulidad. — No e>tando autorizado por el articulo 6." 
de la ley 4055 ni comprendido entre los determinados por 
la ley número 48, no corresponde para ante la Corte Su- 
prema el recurso ríe nulidad. Pag. 51. 

Recurso de nulidad. — Tratándose del recurso extraordinario 
autorizado por el artículo 14, ley 48, no procede el de nu- 
lidad. Pág. 255. 

Recurso de nulidad, — El recurso de nulidad no está autorizado 
¡>or el artículo 6." de la ley 4055, sin perjuicio de que, por 
la via del de apelación, pueden dejarse sin efecto senten- 
cias dictadas con violación de las garantías constituciona- 
les de la defensa en juicio. Pág. 377. 

Recurso de queja. — Es improcedente el recurso de queja dedu- 
cido fuera del término establecido en el articulo 231 de la. 
ley 50- Pág- u. 

Recurso de queja. — Para que proceda el recurso de queja por 
apelación denegada, es necesario que al interponerlo ante 
la cántara a qno t se haya determinado expresamente, pues 
no es suficiente la simple manifestación de que se apela- 
ba, porque esto importa deducir el recurso ordinario esta- 
blecido en el articulo 3 * de la ley 4055. Pág. 143. 

Recurso de queja. — N'o procede el recurso de queja interpuesto 
fuera del término señalado en el articulo 516 del código 
de procedimientos en lo criminal. — Pág. 173. 

Recurso de queja. — N'o habiéndose interpuesto ante el juez de 
primera instancia recurso alguno que haya sido denegado, 
corresponde desestimar el de queja interpuesto ante ía 
Corte Suprema. Pág. 193, 

Recurso de reposición, — Corresponde no hacer lugar a un re- 
curso de revocatoria deducido contra un auto dictado por 
la Corte, en virtud de lo dispuesto en el artículo 543 del 
código de procedimientos de la capital, aplicable en lo fe* 
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deral, según !o establecido en el artículo 374 de la ley nú- 
mero 5a Pag. 191. 

Recurso de revisión. — No procede para ante esta Corte Supre- 
ma el recurso de revisión interpuesto contra sentencia de 
una cámara federal de apelaciones. Pág. 49. 

Recurso de revisión. — El recurso de revisión a que se refieren 
los artículos 2. de la ley 4055 y 241 de la ley 50, sólo pro- 
. cede en causas de jurisdicción originaria de la Corte Su- 
prema. Pág. 291, 

Recurso extraordinario. — El artículo 4.» de la ley 7055 no se 
opone a la concesión del recurso extraordinario previsto 
en el articulo 14, ley 48, el que procede si se han invocado 
disposiciones de la ley y ordenanzas de aduana y la deci- 
sión ha sido contraria aí derecho fundado en ellas. Pág, 5. 

Recurso extraordinario. — La resolución de un juez local que se 
limita a aprobar un remate judicial y manda oblar a lo* 
compradores el resto del precio, disponiendo se consigne 
a su orden en el Banco dentro de tercero día, no importa 
ordenar un pago, y por lo tanto, la aplicación de disposi- 
ciones de carácter local en oposición a! código civil que 
pudiera motivar el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48. Pág. 2i. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordinario 
del artículo 14, ley 48» contra una sentencia que se funda 
tan sólo en no haberse probado los hechos de que se hace 
derivar por el actor la responsabilidad de la empresa de- 
mandada por los daños y perjuicios reclamados, sin des- 
conocer las disposiciones de la ley de ferrocarriles y de- 
creto reglamentario de la misma. Pág. 28. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordinario 
del artículo 14, ley 48, contra una resolución de un tribu- 
nal superior de provincia que se limita, aplicando leyes lo- 
cales de procedimientos, a declarar la incompetencia de 
un juez de primera instancia de la misma provincia. Pá- 
gina 31. 

Returso extraordinario. — Los defectos u omisiones de las for- 
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mas proscriptas por las leyes procesales para las senten- 
cias definitivas, no autoriza el recurso extraordinario pa- 
ra ante la Corte Suprema. Pág. 51. 

Recurso extraordinario. — Con arreglo a lo dispuesto en el ar- 
ticulo 14 de la ley 48, 6.» de la 4055 y 22 del código de pro- 
cedimientos en lo criminal» es improcedente el recurso ex- 
traordinario para ante la Corte Suprema, de una resolu- 
ción fundada en disposiciones del código de procedimien- 
tos en lo crimina] que no han sido impugnados como con- 
trarios al artículo 18 de la Constitución Nacional y cuya 
garantía sólo ha sido invocada al entablar el recurso. Pá- 
gina 56. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordinario 
autorizado por el articulo 14 de la ley número 48, contra 
una resolución que se limita a resolver una mera inciden' 
cía procesal, por cuanto no reviste el carácter de senten- 
cia definitiva a que dicha disposición se refiere. Pág. 60. 

Recurso extraordinario. — No autoriza el recurso extraordina- 
riopara ante la Corte Suprema el hecho de que se haya 
invocado prescripciones de la Constitución Nacional y le* 
yes 48 y 50 para fundar una excepción de incompetencia 
de la jurisdicción federal, cuando la resolución no es en 
modo alguno contraria a la autoridad que en nombre de 
la Nación ejercen los jueces de este fuero. Pág. 66. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del artículo 14. ley 48, fundado en la oposición entre 
una ley local (art. 732 del código de procedimientos de 
La Rioja) y el código civil (art. 2749), en un caso en que 
la sentencia recurrida» interpretando y aplicando el dere- 
cho común, declara que el recurrente no tiene el derecha* 
real que éste se atribuía y en que se basaba para entablar 
dicho recurso. Pág. 121. 

Recurso extraordinario. — Desconocido un derecho que se ha 
pretendido fundar en disposiciones del tratado de derecho 
procesal aprobado por la ley número 3192, procede el re- 
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curso autorizado por el articulo 14 de !a ley de 14 de Sep- 
tiembre de 1863. 

Dado que con arreglo al artículo 7* del tratado de de* 
reoho procesal, el procedimiento que debe seguirse en los 
juicios sobre cumplimiento de sentencias y fallos arbitra- 
les será eí que establezca la ley respectiva del pais en que 
se pide la ejecución, y que la interpretación y aplicación 
de esa ley (de procedimientos), así como la apreciación 
de los hecfios son ajenas al recurso extraordinario del ar- 
tículo 14, ley 48, debe desestimarse el fundado en que el 
juez se había apartado de la ley de forma, o sea del ar- 
ticulo 559 del código de procedimientos civiles sobre eje- 
cución de sentencias extranjeras y en que "la Agencia de 
la Roya) Insurance Cy. establecida en el Paraguay, de 
pende de la sucursal de dicha compañía en Buenos Aires, 
de modo que es ésta y no la capa matriz establecida en 
Liverpool la que ha contratado directamente* con sus 
clientes". Pág. 127. 

Recurso extraordinario. — Xo es procedente el recurso extraor- 
dinario cuando no se han invocado en el pleito las garan- 
tías de la defensa que se citan al deducirlo. Pág. 159. 

Recurso extraordinario. — Ia simple interposición del recurso 
de apelación no puede significar el del extraordinario 
previsto en el articulo 6* de la ley 4055. Pág. 171. 

Recurso extraordinario. — Es improcedente el recurso extraor- 
dinario previsto en el artículo 14 de la ley número 48 y 
6> de la ley número 4055, cuando el fallo recurrido se ba- 
sa en la interpretación y aplicación del código de comer- 
cio y de los estatutos de una sociedad. Pág. 174, 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio autorizado por el artículo 14 dc la ley número 48 y 
6 ;° Je la número 4055, cuando se trata de la interpreta- 
ción y aplicación de la ley número 4550, complementaria 
del código de procedimientos. Pág. 201. 

Recurso extraordinario. — Invocada oportunamente por et ape- 
lante la nulidad del procedimiento observado, a virtud de 



Di JUSTICIA M LA NACION 



habérsele privado de su propiedad sin previa sentencia, 
y de su defensa en juicio, con viciación de tas leyes proce- 
sales y las garantías que a estos fines consagran los ar- 
tículos 17 y 18 de la Constitución Nacional, y siendo con- 
traria a esa defensa la resolución apelada, procede el re- 
curso extraordinario del articulo* 14, ley 48. Pág. 231. 

Recurso extraordinario. — Desconocido el fuero federal, invoca- 
do, procede para ante la Corte Suprema e! recurso extra- 
ordinario autorizado por el articulo 14, ley 48. Las con- 
clusiones de hedió a que llega una sentencia, referente» 
al domicilio de las partes, son ajenas a este recurso. Pá- 
gina 236. 

Recurso extraordinario. — El recurso extraordinario previsto 
en el artículo 14 de la ley 48 exige para su procedencia, 
entre otros requisitos, el de que la resolución apelada sea 
definitiva, y no tiene este carácter la sentencia de trance 
y remate. 1%. 246. 

Recurso extraordinario. — Los defectos u omisiones de las for- 
mas prescriptas por las leyes procesales para las senten- 
teitcias definitivas, no autorizan el recurso extraordina- 
rio. No hay falta de cita de la ley en que se basa una de- 
cisión, y por lo tanto, violación constitucional que pueja 
fundar este recurso, cuando la resolución recurrida, al 
referirse a los fundamentos de! fallo de primera instan- 
cia que reproduce y confirma, ha invocado también los 
«ptos legales que en éste expresamente se mencionaban 
comobase de la sentencia. Pág. 255. 

Recurso extraordinario. — En las cuestiones de jurisdicción, pa- 
ra que proceda el recurso extraordinario es preciso que 
haya sido denegado el fuero federal Pag. 289. 

Recurso extraordinario, — En el recurso extraordinario, la Cor- 
te Suprema no puede tomar en consideración otras dis- 
inficiones de la constitución, tratado o ley federal, que 
las que fueren invocadas en las instancias inferiores y 
desconocidas en la sentencia de que se recurra. Pág. 392. 
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Recurso extraordinario, — Las condiciones que debe revestir la 
cosa juzgada dependen del derecho común y son extrañas 
al recurso extraordinario autorizado por el art. 14, ley 48, 
en cuanto no afectan un título nacional o un derecho fun- 
dado en la constitución, un tratado o una ley federal. 
Página 294. 

Recurso extraordinario, — Desconocido el fuero federal invoca- 
do, procede el recurso extraordinario del artículo 14, ley 
número 48. Pag. 303. * 

Recurso extraordinario. — Contra una resolución que pone fin 
al p!eito en la forma entablada, procede para ante la 
Corte Suprema el recurso extraordinario autorizado por 
el art. 14, ley 48. Pag. 320. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio autorizado por e t art. 14, ley 48, contra un fal!o de la 
Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Ai- 
res, que, fundándose en la interpretación y aplicación de 
leyes locales, no resuelve ta cuestión de carácter federal 
planteada. Pag. 338. 

Recurso extraordinario. — Basada por el recurrente la proce- 
dencia del fuero federa?, no en disposiciones de la Cons- 
titución Nacional o requisitos que ella establece, sino en 
la naturaleza atribuida a la acción deducida (la tercería), 
o sea, la de un incidente del juicio de expropiación radi- 
cado ante la justicia federal, no procede el recurso extra- 
ordinario del artículo 14. ley 48 contra la resolución de- 
negatoria de ese fuero, toda vez que la cuestión sobre si 
las acciones deducidas proceden o no en la forma inciden- 
tal de una tercería, es de carácter procesal, regida por las 
leyes de forma, cuya interpretación y aplicación son ex- 
trañas a dicho recurso. Pág. 356. 
Recurso extraordinario. — Alegada durante el juicio, como de- 
fensa, la inconstituciotialitlad de una resolución adminis- 
trativa, procede el recurso extraordinario autorizado por 
el artículo T4, ley 48, contra !a sentencia denegatoria de la 
exensión invocada, aun cuando el inferior, en razón de 
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la errónea calificación dada por el recurrente a su peti 
ción, no se haya pronunciado sobre la inconstitucional i - 
dad (alegada como causa de nulidad de la resolución ad- 
ministrativa), por no estar comprendido entre las trans- 
gresiones u omisiones ennumeradas por el artículo 509 del 
código de procedimientos en lo criminal. Pag. 360. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordinario 
del articulo 14, ley 48, contra una resolución que, basán- 
dose en lo dispuesto por el artículo 12 de la ley de juris- 
dicción y competencia de los tribunales federales, de 14 
de septiembre de 1863, ordena la remisión de un expe- 
diente al juez del concurso. Pág- 366, 

Recurso extraordinario, — La simple manifestación de que se 
apela para ante ta Corte Suprema, importa entablar el re- 
curso ordinario autorizado por el art. 30, de la ley 4055» 
y no el extraordinario del art. 14. ley 48. N T o procede este 
último recurso si la queja no reúne los requisitos exigi- 
dos por el articulo 15 de la expresada ley núm. 48. Pá- 
gina m< 

Recurso extraordinario. — Es improcedente el recurso extraor- 
dinario del art. 14, ley 48, contra una sentencia de los 
tribunales ordinarios que, por aplicación del código local 
de procedimientos, rechaza una acción de jactancia, por 
considerar que "si el demandante invocando también una 
concesión de autoridad pública sostiene que ella es lesio- 
nada o afectada, por la de aquél, esto no constituye evi- 
dentemente un caso de jactancia ; sino que en todo caso 
sería una colisión de dcredios a resolverse en un juicio de 
distinta naturaleza." Pág. 377. 

Recurso extraordinario. — Es improcedente el recurso extraor- 
dinario del articulo 14, ley 48, contra una resolución que 
no hace lugar a la excepción de incompetencia de los tri- 
bunales ordinarios para conocer de una demanda por co- 
bro de impuestos locales, fundada en ser extranjero el 
demandado. Pág. 385. 
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ursú extraordinario. — Habiéndose invocado garantías de 
orden constitucional para pedir la nulidad de una senten- 
cia de primera instancia, procede el recurso extraordina 
» rio del articulo t4, ley 48, contra la del superior, que, a! 
confirmar aquélla, no toma en cuenta dichas garantías 
porque "la ley autoriza este recurso (el de nulidad) con- 
tra la violación de las formas de la sentencia o del proce- 
dimiento, y el recurrente lo funda en la violación de ga- 
rantías de orden constitucional, que puede fundar el re- 
curso de apelación y no el de nulidad". 

El auto que deniega participación en un juicio, tiene 
para los excluidos de éste, carácter de definitivo a los fi- 
nes del recurso extraordinario. Pág. 390. 
Recurso extraordinario. — La sentencia de trance y remate no 
tiene carácter de definitiva a los fines del recurso extra- 
ordinario del articulo 14» ley 48. Pág. 423. 
Recurso extraordinario, — La simple manifestación de que se 
apela ante la Corte Suprema, importa entablar el recurso 
ordinario autorizado por el articulo 3.* de la ley 4055, y 
no el extraordinario del articulo 14, ley 48. Pág. 447. 
Revisión de sentencias de tribunales locales. — No habiendo 
aplicado un tribunal local ninguna ley especial de las pre- 
vistas en el inciso 3, art. 14 de la ley número 48, no co- 
rresponde a la Corte Suprema rever su sentencia. Pági- 
na 134,' 

8 

Sentencia en rebeldía. — Declarado en rebeldía al demandado y 
justificados suficientemente los extremos de la demanda 
con respecto a los hechos a que ella se refiere, correspon- 
de proveer de conformidad a lo pido en la misma. Pá- 
gina 252. 

Superintendencia. — Xo ejerciendo la Corte Suprema superin- 
tendencia fuera de Irs casos establecidos por los artículos 
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io y ii de la ley 4055, no puede tomar medidas en aqué- 
llos que se dicen cometidos en contravención a lo deter- 
minado por la ley número 4189, articulo 26, incisos 1 y 2. 
Página 49. 

Superintendencia. — Véase "Corte Suprema". 

Suspensión de la prescripción. — La falta de presentación de ba* 
lances ordenada administrativamente a los efectos de la 
liquidación de Tos impuestos que se dicen adeudados, no 
es de las causales légale* de suspensión de la prescripción 
determinada en el art. 3980 del código civil. Pág. 257. 



Trámite en las causas de apelación. — Véase "Recurso de hecho". 

Turbación arbitraria de la posesión. — Aun en el supuesto de 
que las autoridades de la provincia demandada hayan usa- 
do, at proceder a la reapertura del camino, de facultades 
conferidas por sus leyes locales, no pueden entenderse ni 
ejercitarse con detrimento de las garantías consagradas 
por la Constitución y leyes comunes respecto de la propie- 
dad privada. Pág. 331. 



V 



Vecindad a los efectos de la jurisdicción. — Con arreglo al ar- 
tículo 1 1 de la ley de jurisdicción y competencia de 1863» 
la vecindad supone la residencia con ánimo de permane- 
cer en las condiciones que él expresa, y es el hecho de 
"hallarse establecido de modo que aparezca el ánimo de 
permanecer" - por lo que no basta "ser propietario de un 
"bien raíz en una provincia para ser vecino de ella a los 
efectos del fuero 1 '. Pág. 236. 

Venia para demandar a la Nación. — No es necesaria la venia 
del Honorable Congreso para demandar a la Nación 
cuando ésta contrata la enajenación de tic ras de SU lo- 
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minio privado, pues en este caso obra como sujeto de de 
recho civil. Pag. 6o. 
Venta forzó*. — La obligación establecida por el articulo 1409 
del código civil o las establecidas por ta ley para el caso 
de no ser cumplida, no puede regir en toda su amplitud 
contra los ejecutados que, en general, desempeñan un ¿a- 
peí pasivo en las ventas forzosas. 

■En caso de venta forzosa, el vendedor sólo está obliga- 
do a devolver ta cantidad que corresponda a la tierra que 
falta para integrar lo vendido, con relación, no al precio 
actual de la tierra, sino con relación al precio de la venta. 
Pagina 313. 

Violación. — No eansa agravio a los procesados una sentencia 
que los condena a las penas de doce años de penitenciaría 
y once de prisión, respectivamente, por el delito de viola- 
ción perpetrado con las circunstancias agravantes previa ' 
tas en los incisos 4, io, 13 y 14 del artículo 84 y articulo 
85 del código penal y atenuante de minoridad. Pág. 213. 
loción de la defensa en juicio civil. _ Véase "Inconstítucio- 
nalidad de sentencia". 
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CUSA CCXXXVI 

m Conrth en anlos con el fisco naaonal. p or contrabando. Re- 
curso de hecho, 

Smarios El articulo 4 de la ley 7 o 55 m * o,H>„ e a la concesión 
del recurso extraordmatío previste en el art. ,4, ley 4* d 
f» ***** S1 * ha « invocack. «.iliciones de la ley Tór- 
fcgiteas te^uana y la decisión |„ íi(Io eontm¿S al <Jc- 
reeho fundado en ellas. 

Ca*o: Lo ei^liiean las piezas s%nÍ&ifcs : 



IN KOKAFK J*H J.A WOIX CAMARA l'KhMHAI, 

Suprema Corle: 

™i Jl" T S T arÍ " Ín:i '. r " il10 COn rau,iv<> *'< WWwBí <lc mcr. 

tefe r ad " , "T r¡K ' iin ," e •*— » * «*ü5!s 

£fc¿ S T ,r " S , a ' 1,380 * lcl va!or * con mas ib* de- 

rechos fiscales a benehcio det demandante. 5 ¡„ perjuicio de dc- 

sír* - ?" »• }m * « «££. 

■ T"" y * ""'"'"K*" *" Í**W c ün x»a!* s co- 
rresponda de acerd., col, d art. 54 de (a Uy + AOaZ 
Cía resolución fué apelada para ante e! Señor j„« Fedc- 
ra^uen previos los trámites del cas., la cMrmó^St 

a <|iie se relierc lo actuado fueron sustituidos .„r «tros de ta 

ciar™ y n ~- mn * «•*••» 

la *¿tef^ v° d ° ' a " ,c ™ ,lc ™. ' ! «"Jose Courti,, que 
la reulno en su doroted». alega en ,„ descargo o™ quien corrió 
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con el despacho fu¿ don H. Geballos, tal afirmación no ha sido 
probada en forma alguna por el señor Courtis, y su responsabi- 
lidad pecuniaria, como propietario de esa mercadería sacada en 
forma irregular de los depósitos fiscales, surge desde que lo* 
efectos en infració;i responden siempre, ya sea que la contraven- 
ción se descubra en el momento de llevarse a cabo, en cuyo caso 
se realiza la aprehensión inmediata, ya sea que ella se descubra 
cuantío la mercadería se encuentre en poder de su dueño o con 
signatario. Consideraba además el Inferior que aún cuando pu- 
diera aceptarse que el despachante Cebadlos fué la persona en 
cargada del despacho respectivo, tal circunstancia tampoco po- 
dría invocarse por el recurrente en su favor, ]x>r cuanto siempre 
sería responsable, de acuerdo con el art. 1037 de las Ordenanzas 
de Aduana, 

Traídos los autos a esta Cámara fué confirmada por su* 
filamentos la sentencia del Inferior, habiendo^ deducido re- 
curso de apelación para ante V. E. que lia sido denegado por 
este Tribunal, atento lo que dispone e l art. 4." de la ley 70.^5. 

Es cuanto tengo que informar a V E. a quien Dios guarde. 

Daniel Goytía. 



UfCTAMíCN' UEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Alm, Navícmbie 16 út IBIS 

Suprema corte: 

El recurso extraordinario que se deduce es procedente, en 
atención a que el recurrente lia invocado un privilegio amparado 
en las Ordenanzas de Aduana y en la ley de Aduana, lo que hace , 
caer c ! caso dentro de los comprendidos en el art. 14 inc. 3." de 
le ley 48. 

En cuanto al fondo del recurso, me limito a reproducir mi 
dictamen fie fojas 150, en c! cual demostré que de los autos re- 
sultaba comprobada la culpabilidad de Curtís en los hechos que 
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se le imputan, |)or lo que era a j listada a derecho la pena que se 
le había impuesto. 

Pido a V. E. ta confirmación de ta sentencia ape!ada. 

Horacio V?. Larrcta. 



FAU.ODE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Airet.Oclubit 21 d» 191* 

Autos y vistos: 

El recurso de hecho por apelación dene^da interpuesto 
por don Jo*é Coitrtis en los autos sobre contrabando de Aduana 
seguido. 6 ; ¡>or el fisco. 

Y considerando : 

Que con arreglo a lo reiteradamente resuelto, el art. 4." de 
la ley 7055 no se opone a la concesión del recurso extraordinario 
previsto en e! art 14 de la ley no. 48 y 6* de la ley no, 4055, por 
lo que debe declararse mal denegado el interpuesto en el stib ju- 
dice, desde que se han invocado en la causa disposiciones de la 
ley y Ordenanzas de Aduana y la decisión ha sido contraria al 
ilerecho (pie el recurrente pretendía fundar en ¿'las. 

Por el'o. y lo expuesto por el señor procurador genera] en 
la primera parte fie su dictamen, se declara mal denegado el re- 
curso de! art. 14 de la ley n.° 48, y encontrándose el expediente 
principal en esta Corte, Autos : dése intervención al señor Pro 
curador General y a la oficina por el término de diez días a los 
efectos del art. 8 de la ley 4°55. «eñaíándose los días Marte*. 
Jueves y Sábados para que los interesaos concurran a la oficina 
del ujier a ser notificados. Repóngase el pape!. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



ÍAttOS DI LA COKTI tUFIMA 



CAUSA CCXXXVII 



Don Alfonso Attst contra la provincia de Buenos Aires, po* 
cumplimiento de contrato, sobre competencia. 

Sumario: La constitución en un contrato, de un domicilio espe 
ciaí para todo lo que se refiera a las obligaciones derivadas 
de aquél no importa, aun cuando dicha enunciación hubiera 
sido hecha (ara todos los efectos del mismo, una renuncia 
del fuero federal con arreglo a lo dispuesto en el art. 12, in- 
ciso 4.' de la ley 48, corno 110 imi>orta en los casos comunes 
en que ese fuero existe [>or razón de distinta vecindad. 

Casos Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEX DEL SF. I'KOCI'K \I>"K GENERA!, 

Bueno» Airtt. M Oelubit 4» III-' 

Suprema Corte: 

La excepción de incompetencia deducida es improcedente, 
y pido a V . E. asi s e sirva declararlo- 

Pretende el representante de la Provincia demandada que 
la constitución de un domicilio especial ]>ara el cumplimiento 
de las obligaciones contraídas en el contrato de arrendamiento, 
importa la prórroga de la jurisdicción que corresponde a los 
Tribunales Federales, a mérito de la nacionalidad del actor. — 
Sin embargo, ello no puede sostenerse en presencia de las pres- 
cipciones contenidas en las leyes que rigen nuestra organización 
judicial, según las cuales para determinar la competencia de la 
justicia federal, debe atenerse únicamente a la calidad o situa- 
ción propia de cada lirigante.sin examinar las convenciones pac- 
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^SÉÍ T" a,eUna > > " cd ™ «¡ ef«h> de derogar 
las disposiciones de las leyes de jurisdicción. 

«•JÜST* * Tr¡1,, "« : « en los casos 

g*"*" " ,s - !- 2 y 3 * la ley 48 es privaba, como 
lo dice el art. ,2 de la ñusna ley, y excluye la de tos juigados 

tkZZTlT' " S eXCÍpCÍO,WS «" este 

o^da ™7 ,IC «*» * considera 

«perada en los casos enumerados en el inc. 4S y f„era de ellos 

mngun otro caso de prórroga es admisible para hacer nroTed n ,e 
la competencia de los Tribunales I ^incide, ' ,roceJ ^' e 

consa™ra Í 'llf' n J le "" Í ° mÍ " ,ÍO " Ü " ace ^ * 
consagrado a los extrangeros para acogerse al ,, le ro nacional 

porque ello soo unplica fijar para y cumplimiento 7^ 
Sg»«S*« * Privilegio constLiona, 
ha sido acordado._Kn este sentido. V. E. ha «:.ta,lo una 
n^idencia uniforme. (Fallos tomo ¿ $ 363, g *" £ 

I>or Pid» » E. el rechaxo de la excepción deducida 

m Sgg |K,rl,: J, ™ ¡ " ,,l: " ,a — « i. í 



I foraño A\ Larrctá. 



V.UAQ DE LA CURTK SLI'RKMA 



Ba*nu Aires, Octabf 1 2j de 1»1S, 

Y vistos : 

«™ Íl!í Ce ? ÍÚrl dÍ ! at ° rÍa dc incon, P*t*™a de jumdicción que 
nZZ ? ñ Pre y ,a ° P ° nc C] ^«^ntame de [a Provincia de 
Buenos ^ Aires en el que le ha promovido é ciudadano alemán 
don Alfonso Ausí, por cumplimiento de un contrato de arren- 

£5££7 *** * pi€dra *** situada * *' » 
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FALLOS DE LA CORTE SUP8KMA 



Considerando : 

Que, si bien es cierto que |K>r el articulo 1 1 tlel contrato, de 
fojas 6, el arrendatario constituyó domicilio especial en la ciu- 
dad de La Plata para to lo lo que se refiere a las obligaciones 
derivadas de aquél, delíe observarse que tal enunciación aunque 
estuviera hecha para todos los efectus del referido contrato, no 
habría imjjortado una iviumeia ai fuero federa!, con arreglo a 
dispuesto en el articulo 12, inciso 4 " de la ley número 48, como 
no itniK>rta en los casos comunes en que ese fuero existe por ra- 
zón de cjistin'a vecindad. (Palios, tomo til, pág. 375 y otros). 

Que, carece de aplicación a! sub jmtire, el antecedente invo- 
cado por la partí,- demandada, que se registra c:i el tomo 115. 
página 21 de tus fallos de esta Corte, pon pie en éste, el actor don 
Manuel N. Luquc, pactó expresamente el tuero provincial para 
el cumplimiento de sus obligaciones; motivo ¡x*r e! cual se acep- 
tó la excepción opuesta j«.r ía provincia de Salta. 

Por ello, y lo dictaminado por el señor procurador genera! 
no se hace lugar a la excepción de incompetencia de jurisdicción 
opuesta por la parte demandada, sin costas, atenta la naturaleza 
de las cuestione-» debatidas, y contéstese derechamente la de- 
manda. Notifiquen original y rej Migase el pajiel. 

A. PiJ-KMKJO. — XlCAXOR G. 

m:j. Solah, — M. P Pa- 
raca — D. E. Palacio 

— L- Kól'iCZ C.UIANIIJ.AS. 
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CAUSA CCXXXVIII 



Don luis Urdanis en autos con ¡a Defensa Agrícola, por cobre 
de pesos. Recurso de hecho 

Sumario : Es improcedente el recurso de queja deducido fuera 
<¡c! término establecido e n el artículo 231 de la ley 50, 

Ceso : Resulta del siguiente ; 



FALLO DK J.A CORTE SUPREMA 

dm. Octubre n de 1913 



Y vistos: 



Eí recurso de hecho por apelación denegada entablado por 
ía parte de don Luis Urdaniz, contra sentencia de ia cámara fe. 
cera, de la capita!. que no ha hecho lugar a Ja inhibitoria solici- 
tada para Que el juez de sección de la provincia de San Luis se 
] ^ ng V ,e com>CL ' r cn el J"icto míe le ha promovido el procura- 
dor f.scal por cobro de pesos precederte de trabajos de «tinción 
do la ¡angosta ejecutados en campos de propiedad del recurren- 
te situados en jurisdicción de dicha provincia. 
Y considerando: 

Que como lo expresa d artícuío 231 de la ley núm. 50, el 
termmo para interponer la queja es de tres días cuando como 
en el caso se trata de providencia pronunciada por tribunales 
que tienen asiento en esta capital. (Fallos, tomo 113, pág. 34) 

Que, según se desprende de las diligencias de fs 31 vta 
autos pnneipaís y fs. 2 del recurso, el apelante ha interpnesto 
su queja después d e vencido con exceso dicho término. 

Por ello y oído el señor procurador general se declara no 
haber lugar a! expresado recurso. 



FALLOS HE LA COI TE SUFKEMA 



No**q««e original y archívese previa «posición de sellos, 
¡^.endose los autos principales con testimonio de esta W 



A. Bermejo. — NicAxot G. 
del Sol ají. — M, P. Da- 
ract. D. E. Palacío 
— L. López Cabaxhaas. 



CAUSA CCXXXIX 



Don Francisco V. Fernández contra don Severo $. Coñi Por 
cumplimiento de contrate, sobre competencia 

Sumario: i* Eí extranjero míe demanda ante la justicia ordi- 
naria, renuncia al privilegio riel fuero federal 

2.» I a diversa vecindad de une tratan el articnlo 100 de 
la conMitiicm y ley numero 48. sólo se refiere a k* düda- 
litios" CO, " I,render a Ios * xt ™K™- sean uno o los do, 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

Al Tu DEL JtKZ DE L* IN'STAXCTA EX CIVIL 

B«no» Aíiw. jgalo IS d« 1913. 

iuriZ/- tm Á^V eHA / Cr ia CXCCpCÍÓn de Apetencia de 
jurofttcion dedueda a fs. 10 en forma de artículo de previo y 
^pccial pronunciamiento. ^ J 
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Y considerando: 

Primero: Que ella se funda en dos motivos — a) En que 
el juzgado competente para conocer de Ja acción deducida es d 
del lugar en que se encuentra situado el bien que se determina 
en el boleto de fs. 2 ó sea el de la provincia de Buenos Aires.— 
b) En que, además, siendo el demandado vecino de la provincia 
de Córdoba y el actor de esta capital, la justicia federal es la úni- 
ca competente. 

Segundo: Con relación al motivo a) que el mencionado ti 
leto de fs. 2 firmado en esta capital c n diez de noviembre de 
191 1, resulta que el demandado en el mismo acto cíe suscribirlo 
entregó a! actor a cuenta de precio y como seña la cantidad de 
veinte mil pesos moneda nacional. De ta declaración del testigo 
doctor Cicliero. corriente a fs. 39 vta., resulta también que en 
esta capital y en el estudio del declarante tuvieron lugar diversas 
conferencias para tratar de arreglar el asunto que lia dado ori- 
gen a este pleito y esto mismo emerge igualmente del contenido 
de !a según. la posición del pliego de fs. 42. 

Que de todo ello se infiere, que aún prescindiendo de que el 
boleto í:i citado fué .suscripto en esta ciudad, los antecedentes de 
que se m '- echo mérito autorizan a suponer que también esta 
misma ciudad fué designada implícitamente para el cumplimien- 
to de las obligaciones derivadas del lioleto, todo lo que en con- 
certó de' proveyente y teniéndose presente en cuanto a la noti- 
ficación ríe la demanda la diligencia de fs- 7 vta., nace de aplica- 
ción lo dispuesto por e! articulo 4." inciso 3* del código de pro- 
cedimientos que determina con claridad, dada la naturaleza de la 
acción, la competencia de los tribunales de esta capital y en cuyo 
sentido se lia sentado jurisprudencia por la E*ema. cámara ci- 
vil en un caso aná'ogo. — Véase serie Tomo i.', pág. 314 
de sus fallos. 

Que la doctrina que informan los fallos de la Suprema Cor- 
te Federal y que invoca el excepcionante no son de aplicación al 
caso sub judie c por cuanto han sido dictadas por motivos espe- 
ciales que no concurren cn el presente — asi, por ejemplo, cuan- 
do el tribunal ba dado preferencia al lugar de la situación 



,\ih . ..tl 7\' : ¿¡.t ••■ ■ •* .' > ' _ * " ' . 4 " y ; '- ' "'■«p ■ ' 

. .. . ; •'••*" ' , 

inmueble es porque en este se había realizado el contrato y aun 
en^wzado a ejecutarse por abono de! precio por parte del de- 
mandado. (Tomo 107, pág. 326). Y bien, de acuerdo con estos 
mismos principios de la Suprema Corte no cabe duda que en el 
presente caso el juez comjietente es el de esta capital que es 
donde se han realizado los actos que enumera el fallo recordado 
siendo de observar que el demandado en su escrito do ís. 45 no 
insiste en este fundamento de su excepción- 
Tercero: En cuanto al motivo b). 

Que el actor ha comprobado que es extranjero con el docu- 
mento de fs. 24 y siendo esto así con la presentación ante este 
juzgado ha renunciado a la jurisdicción federal v carece de apli- 
cación e l art. too de Ja constitución nacional y el art. 3 .« inciso 
2. de la ley de 14 de septiembre de 1863, 

Esta cuestión no es susceptible de controversia por cuanto- 
citando la Constitución Nacional ha dicho: "entre los vecinos de 
diferentes provincias" ha querido referirse a los argentinos y no 
a los extranjeros, porque, como observaba la Corte, poco tiempo 
después de su organización, el art. 100 distingue esos casos de 
aquel en que uno es vecino de una provincia y e! otro es ciuda- 
dano extranjero (tomo 1.', ,>ag. 45a) y adem4ii JX>n ^ Ue es fá¡± 
mente respecto de aquellos, es decir, de los nacionales, que seria 
aplicable a creación de un fuero especial para (a distinta vecin- 
dad, { Fallos de la Suprema Curte Nacional, tomo 27, pág 146 
y tomo 103, pág. 273). " 4U ' 

Por estas consideraciones concordante* del escrito de foja* 
16 y de acuerdo con el dictamen del agente fiscal de fs. 48, fallo- 
No haciendo lugar a la excepción de incompetencia opuesta ^»-, 
costas art 23 de la ley 4128, a cuyo efecto se regulan los bono* 
niños del doctor Prini en la cantidad de seiscientos pesos mo- 
neda nacwnal y los derecho* procuratorios de don Juan José l>!á 
en la de dosc.entos cincuenta pesos de igual moneda y contesten 
derechamente la demanda. Rep. los sellos. _ ,V. González ácl 
Solar. — Ante mi : Narciso Arrotca Molina. 



■ 
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SENTENCIA Mí ¿A ENMA. CAMARA I." DE APELACIONES KJí l,ü CIVIf, 

Bueno» Aire», Afcotto 7 de 1913. 

Y vistos; i'or sus fundamentos se confirma, con costas, la 
sentencia apelarla tic fs. 48 vta., fijándose en ciento cincuenta 
l>eos moneda nacional loa honorarios del doctor Prini y en cin- 
cuenta pesos \o< derechos procura torios de Plá, en esta instan- 
cia. l)ev. rep. los mñ\m, — Jorge de la Torre. — Benjamín Ba* 
áitaldo. -~ l : nipc Arana. — .\nte mí: Jorge /., Dnpms. 

DICTAMEN DEL, ST. PROCURADOR i'.EN'EKAI. 

Bueno* A'rc», Septiembre 8 de vm 

listando comprendido d presente recurso en e! inciso 3/* ar- 
ticulo 14 de la ley 48, cabe une V. K. declare su procedencia 
legal. 

ÍA apelación interpuesta proviene ele una sentencia dictada 
por los tribunales Incales, denegando el fuero federal invocado 
por el recurrente; autorizando, además, a pronunciarse en csj 
sentido, la jurisprudencia establecida en diversos casos. ( Tomo 
"4. pág. 34»; tomo 94, pág. 374 y otros). 

Kn lo que respecta al recurso, en lo pertinente, delien man- 
tenerse las sentencias de priinra instancia y su confirmatoria de 
la Üxema Cámara, por cuanto habiéndose presentado el recu- 
rrente a.nte la justicia ordinaria, se reputa qii¿ lia prorrogado de 
jurisdicción» renunciando el fuero federal a míe tenia derecho 
|>or ser extranjero; fuero (pie no 1c correspondc> como pretende, 
amparándose en el art. too de la constitución nacional, en vir- 
tud de que esa cláusula s? refiere, según se desprende de su tex- 
to (tomo 1, pág. 4521, síilo a los argentinos que tengan su resi- 
dencia en diferentes provincias y no a los extranjeros, a quienes 
les están conferidas las garantías que el excepcio:iantc hubo 
mencionado. 



FALLO* M LA CORTE SUTtKMA 



Por eso, pído a V. E. se sirvi confirmar la sentencia ape- 
lada, en la parte a que me he referido. 

Julio Botct. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Pumo» Alr«i, Octubu & de 1913. 

Vistos y considerando; 

Que la sentencia recurrida ha denegado al apelante el fuero 
federal que invocara oportunamente. por cuya razt>n, de acuer- 
do con lo preceptuado en el artículo 14, inciso 3." de la ley 4». 
y uniforme jur^prudencia de esta Corte, procede el recurso pa- 
ra ante ella coieedidu a fojas 5^ vuevta ; 
V en cnanto al fondo: 

Que la sentencia arlada da \vor acreditado qup el recurren- 
te es ciudadano argentino, siendo extranjero el actor. 

Qüff esta ultima circtinsta/ieia, si bien crea a favor del de- 
mandante extranjero e: privilegio del fuero federal, por razón 
de la nacionalidad, habiendo él renunciado por el I>echo de de- 
mandar ante la justicia local, es ante ésta que del* seguirse la 
causa- 

Que la diversa vechdad de que trata e! articulo 100 de la 
Constitución y ley reglamentaria antes dictada, solo se refiere a 
los ciudadanos, sin comprender a los extranjeros, sean uno o lo> 
dos litigantes» según la invariable interpretación que esta Corte 
lia dado, desde sus primeros tiempos, a dichas disposiciones le- 
gales í fallos, tomo u% Aginas 175 y 435 ¡ tomo ir,, página 47 r ¡ 
tomo 62. página 16; ; tomo 67, página 384; tomo 61, pág. 340) ; 
siendo muy especialmente aplica!»:; s al caso, por la similitud de 
las circunstancias de hechos y fundamentos legales v de doctrina 
invocados, las consideraciones expuestas por esta Corte Supre- 
ma en el faPo del tomo 103. página 273. a las cuales es innece- 
sario agregar mayores razonamientos. 
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Por ello y fundamentos deí fallo de i¿ instancia, reproduci- 
dos en d de la cámara a qno, de conformidad con lo expuesto 
y pedido por e! señor procurador general, Se confirma el apela- 
do, con costa*. _ .Notifique, repóngase el pape! y devuélvanse 

A. Bermejo. — Mi P. Daract.^ 
IX E- Palacio. — L, López 
Cahan illas. 



CAUSA CCXL 



Don Luciano A*. Üodoy contra la provincia de Santa Fe. ¿obre 
devolución de tierras c indemnización 

Sumario: , • Masada una demanda de entrega de tierras, en que 
el demudado vendió las que haliiau sido de propiedad del 
actor corresiMMtdia a éste probar el hecho de la venta 

Habiendo transcurrido más de veinte años desde la 
fecha en que el demandado enajenó las tierras cuya pro- 
pinad invoca el actor para exigir otras en su reemplazo 
se halla proscripta la respectiva acción personal. 

Caso: Resulta del siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Álm,Otft*ti 2Hi la,,. 



Vistos ; 



Don Luis C, Castagnota por don Luciano R. Godo)- enta 
b a demanda contra la provincia de Santa Fe, extiendo': 



Ift 



FALLOS DÉ LA COKTI SUWUA 



Que su presentado adquirió en 10 de Julio de 1875, por do- 
nación de don Ricardo Machado, un campo en "Chaco-Chico'', 
frontera de las provincias de Santa Fe y Santiago de' Estero, y 
ocho lotes en el pueblo de San Ka fací, según lo comprueba ia 
escritura pública que acompaña, en la que consta la extensión y 
ubicación de esos inmuebles. 

Que en virtud de la solución que tuvo el conflicto de limi- 
tes entre las dos provincias mencionadas, el campo y lotes refe- 
ridos entraron a formar pane de la provincia de Santa Fe. 

Que los inmuebles en cuestión habían salido del dominio 
fiscal de Santiago de] listero con anterioridad al conflicto de 
límites; y no obstante ello, la provincia demandada, consideran* 
dolos como terrenos vacantes, los ha enajenado a particulares, 
en cuya jx cestón se encuentran actualmente. 

ijue, como la provincia de Santa Fe se obligo por el trata 
do de límites :t ubicar dc:itro de su jurisdicción ks extensiones 
de tierras a que tuvieran derecho los particulares en la región 
que pagaba a formar parte de ella, venia a demandar a dicha 
provincia ]*ara qué transfiriese en propiedad a su mandante, tie- 
rras fiscales equivalentes en superficie y valor a las que expresa 
el título acompañado, o le pagara e! valor actual de las tierras 
de que se ha privarlo, oui arreglo a las disposiciones que invoca 
del código civil- 

Qul- rechazada la excej>eión ríe defecto legal en el modo de 
articular la demanda, don Federico Gallegos jh-r la provincia de 
Santa Fe. pidió el rechazo, con costas, de aquélla, alegando: 

Oue su rcpre,sciü;filaliu lia transferido en ningún momento 
a particulares las suertes de tierras a que se refiere el actor, ni 
reconoce que ellas se hallen en jurisdicción de la provincia. 

Que ni el actor ni sus causantes han tenido la posesión de 
la tierra, por lo que no adquirieron la propiedad de la misma. 

Que invoca, ademas, como defensa para la provincia la 
prescripción, por haber transcurrido más d e diez anos, desde 
que el actor ha llegado a la mayor edad hasta la fecha en que 
ha iniciado esta acción perso.iah y iKirqae uniendo los dos pla- 
zos desde que la provincia de Santiago del Kstcro enajenó las 
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tierras hasta la donación hecha por Machado a Godoy y el de Ja 
mayor edad de éste, .se cumpliría también el pla*> para la píe l 
cnpoon del derecho de demandar la entrega de toTtaJET 
ya a Santiago del Estero, ya a Sama Fe. 

ifcj*"* COrrÍd ° l 7 S!ad ° * 13 eXCepCÍ¿n rcf ™ da > el «tor sos- 
Zil ^ "° P C ' !K>f n ° haber t™"™**» el término de 
veinte anos necesams para prescribir, dado que ha tenido resi- 
denc» fuera de la provincia de Santa Fe, y |„ e en el caso 1 
plazo debe catarse de.de que ésta enajenó los inmuebles ' 

Que recibida la causa a prueba, base producido la que ex- 
presa el cerneado de foja, t, 9( IgÉÉfelinab alegado la, pites a 
fojas 122 y 129, respectivamete. P 1 



Y considerando: 



Que el actor en «, demanda no manifestó a quiénes y en 
Oue fecha ha vendido 1: provincia de Santa Fe los inmuebles de 
que se trata. 

Que. según el informe pedido al señor ministro de gobierno 
«lela prov,nc ra de Santa Fe. a instancias del mismo actor, los 
terreno» que se expresan en la escritura d e donación de Macha- 
<re los ,otes f al XXV que el superior gobierno de 
la provmaa de Santiago del Estero enajenó a favor de tos seño- 
res A¿ Canepa y Cía., en mil ochocientos setenta, quienes jamás 
loman* posesión de dichas tierras, y de las cuaíes el supero 
gobierno de la provincia de Santa Fe ha vendido parte X Z 

en d mtnii T ! ! ' * ' ® 1 *** Alante, 

cn el propjo mforme, q„ e las ventas aludidas a López y Arias 

Umeron Jugaren diez y ocho de Junio y veintiuno de Diciem- 
bre de mi! ochocientos ochenta y tres ( fojas i ió) 

Que ninguna impugnación se ha hecho a ese informe í fo- 
jas i2 $ vuelta. 1*4 y m)es eI demandante se limitó a ob- 

enajenadas o por lo menos el dia en que se apoderó de los te- 
rrenos (fojas 127 vuelta). 
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Que el hecho de la venta ha debido ser comprobado por el 
actor, dado que el sirve de base a su demanda ; y a estar al in- 
forme antes citado, que es decisivo en defecto de otras pruebas 
contrario, desde la fecha de la venta de parte de las tierra? 
tasta el día e*> que se interpuso la demanda, treinta v 
uno de Agosto de mil novecientos ocho (fojas 9), habían trans* 
currido más de veinte años, o sea un p!azo mayor que el reque- 
rido por la ley para la prescripción d c acciones personales con- 
tra ausentes (artículo 4023. código civil). 

Que tampoco es dc tomarse e:i cuenta la circunstancia de 
que las ventas aludidas sean de fecha anterior a la solución del 
conflicto de limites interprovinciales, cerno quiera que, en el más 
favorable dc los casos para Oodoy, no se han justificado otras 
posteriores que afectan el titilo del mismo. 

Que la ausencia de ta provincia de Sania Fe es la única cau- 
sal alegada en e! escrito dc fojas 37, y sobre la cual se ha pro- 
ducido prueba ( fojas 53 a fio y fojas ;o a 741. |>ara sostener que 
el término hábil para la prcscri]>ción era el de veinte años. 

Que sobre la provincia dc Santa Fe no pueden pesar res- 
ponsabilidades por razón de las tierras uo vendidas por ella y 
que estuvieran comprendidas en la donación de que instruye e! 
instrumento de fojas 83, y aún respecto de toda la tierra dona- 
da a Godoy. si hubiera de darse al informe citado el alcalice que 
se le atribuye a fojas 131 vuelta, puesto que no hay p niela que 
se la haya apropiado y retenga en su poder, impidiendo al dona- 
tario el ejercicio de los derechos que pudieran asistirle, ni este 
hecho se articuló e n la demanda. 

Por estos fundamentos, se absuelve a la provincia de Santa 
Fe dc la presente demanda. Las costas se abonarán en el orden 
causadas, por halíer tenido el actor razón probable para litigar. 
Notifiques* con el original, repóngale el papel, y archívese. 

A. Bermejo. — N'icaxob G. del 

Solar M, P. Daract. — 

D. E. Palacio. — L. López 

CA RANILLAS. 
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CAUSA CCXU 

^íp otro en auto, con don Justo José de Ur- 

qmzo, sobre rendición de cuentas. Recurso de hecho 

Sumario : ta «»:uciún d t un juez local que se limita a aprobar 
ni, remate judicial y manda oblar a los compradores c| res- 
to del precio, disponiendo se consigne a su orden en el JJan- 

ta 'tanto, » <Mft| de dicciones de earáríer local en 
oposK-u,,, al código Civil qtle pudiera motivar d recurso ex- 
traordinario del artículo 14, ley 48. 

Caso: explica el siguiente: 
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Buenos Aire*. Octubre 2ñ de 1913. 

a.rto hT ,:,Í,,K !? d<! . !a Pr>,I>Ía "T 05 ™" dd «errente que «| 
a.tto del juca de i." mstancia en to civil y comercial de la Con- 

:Z- m "'i "PWfe**"** el superior trita^** 
pro*»» de Ente. R™, * Kmta a aprobar los remates }J£ 
les real.zados. y manda ob'ar a ésto, (]„ s compradores) el resto 
de los preoos tó& fe ^ _ ordenando* consi^ 
"*» - el üancodc tt.fl, de la localidad dcn.ro del terrero 
*M» desconocer a los adores el derecho de exigir q., e no* 
Aponga del prec» depositado, en ,a„,o no c^en res cl.aT.at 

ítaSüTT 3 ' -T''' <IC '° 8 -v » verifique 

ta leg, ,ma trans cremua de la propiedad <ic lo, bienes remata- 
dos, a los respectivos compradores. 

i» J"!" C ' C '' ,a,M coml, ' cione *. el simple depósito decretado no 
importa m, pago. | por lo mismo no puede decirse „* se ha 
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«piteado disposiciones de carácter local en oposición a las del 
código civil, que hubieran motivado el recurso previsto en el in- 
ciso 2.°, artículo 14 de la ley número 48. 

Por ello, no ha lugar a la queja que se deduce, y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 

Solar M. P. Daract. — 

D. E. Palacio. — L. López 
Cadanillas. 



CAUSA CCXLII 

Fisco nacional, sobre utilidad de un decreto de revalidación de 
Ututo de tierras fiscales otorgado a favor de Mme. Linch 
Incidente sobre personería del apoderado y honorarios de 
un confites. 

Sumario : La personería del apoderado no cesa por la simple ma- 
nifestación que éste baga en autos de haber fallecido su po 
dentante ; tal circunstancia debe acreditarse. 

El procurador responde, cuando menos, por las costas 
causadas a su instancia. (En el caso se trataba de los hono- 
rarios de un conjuez de la Corte Suprema insaculado para 
integrar el tribunal a petición de! apoderado y a su costa . 

Caso : Lo explican los siguientes : 

FALLO DE LA CORTE SL'REMA 

Bofuo» Alf*».0t1«1>rt 33 dt lttl 

Y vistos: 

Para resolver el incidente promovido a fojas 916 por e! 
apoderado, señor Zabala ; 
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Y considerando : 

Que la falta de personería invocada por éste en razón de 
haber terminado su mandato por fallecimiento de la poderdante, 
señora María isabel Woodhuil de Perry. debe, desde luego, des 
estimarse ante la simple consideración de que tal deceso no apa- 
rece justificado c'1 autos p ir modo alguio. d minutan cía que 
hace innecesario ocuparse de estudiar y decidir cuál sería la si- 
tuación de dicho apoderado en el presente litigio si aquel hecho 
se hubiese producid Jo y acreditado en auttft. 

Que por !o que hace a la resj>onsabilK|a<] de diclio señor 
Zabala por el honorario regulado a fojas oí o al con juez de esta 
Corte, doctor Vidcfa Dorna, cabe recordar que !a integración 
del tribunal fué acordada |»or éste a [«tfición del mismo repre- 
sentante y a su costa, conforme a lo preceptuado en el artículo 
22 de la ley de procedimientos federa'es < fs. S;o vuelta y 8Si). 

Qiu- Zaliala, notificado de ta resolución expresada, que po- 
nía a su cargo dicho honorario, nada objetó, y lejos de desistir 
de su pedido anterior concurrió al acto de la insaculación res- 
pectiva ( fojas H83 >. 

Que tales antecedentes bastan para acredilar que el apode- 
rado Zabala aceptó la obligación de satisfacer el honorario de 
la referencia, obligación que concuerda, ¡x>r otra parte, con lo 
que reiteradas resoluciones de este tribunal tienen establecido 
sobre el particular, a saber, que el procurador responde, cuando 
menos, por las costas causadas a su instancia, esto es, de las que 
se causen por la ]*arte que defiende en el pleito en que hubiese 
aceptado y presentado poder. (Fallos, tomo 14, página ¿38; to- 
mo 28. |iágina 47, considerando 3.", y otros). 

Que, conforme a las constancias de autos y reglas de inter- 
pretación legal expresadas, no es dado al procurador Zabala exi- 
mirse de la responsabilidad que sobre él pesa por el honorario 
del conjuez nombrado a su instancia y expensas, según queda 
dicho, y C n consecuencia, corresponde desestimar la oposición 
formulada ]>or él a fojas 916, todo sin perjuicio de! derecho de 
repetición que pueda competirle para hacerse rcemlxrfsar por su 
mandante de oto y demás gastos de su representación- 
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Por eflo, no se hace lugar, con cima*, a la articulación pro 
movida e intímese al apoderado, señor jorge Zabala, el pago dd 
honorario regulado a fojas 910 al doctor Gervasio Vhlda Dor 
na, bajo apercibimiento de ejecución y embargo. Repóngase el 
JKipcu 

Nicanor G. del Solar. _ B£ p. 
Daract. — D. E. Palacio— 
L. López Caüax illas, 

PALLO I*K LA CORTE SUPREMA 

Bueoft Atrtt. Kavltmb» 4 de mj 

Resultando de la cédula de notifieacicxi de fojas 911 que la 
regí, acKin rf e foja, 9,0 f tí ¿ hecha saber a esta parte con ferfu, 
*8 de Alario de 1012, sin que interpusiera recurso alguno con 
tra ¿la. dentro del término fijado a este efecto por el artículo 
4 U de ?a ley número 3004, en cuyo caso dicha regulación hadá- 
base ya consentida cundo se produjo el incidente sobre perso^ 
ncriK a (jne se refiere el recurrente, estése a lo resuelto. 

Nicanor G. del Solar. — M, P. 
Daract. — I). E. Palacio.— 

L. Lól'EZ Ca HAN' ILLAS. 



CAUSA CCXLIH 



:rhmml. contra Ruf ino Gii o Giles o Hermenegildo Atnaya. 
por futrió de una encomienda. Contienda de competencia 

umario : No corresponde a la justicia nacional el conocimiento 
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de una causa por substracción de una encomienda, cometi- 
da en una estación de un ferrocarril particular. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 

At:TO DKI. Sr. Jl'KZ DE rxsTJlLCCIÓN' |fí LO CMNlXAL 

Bti*^i Mnt, julio 15 4* 1013 

Autos y vistos : 
Este sumario instruido a Rufino Gil » Cite, por hurto; 

Y considerando : 
Que. según resulta de la denuncia de Ange! M. Wlesi co- 

S? Vi" y t,C 1- ^ ******* 5«marfai«, lo? obie- 
tos hurtados constituían una encomienda ferroviaria y no efec- 
tos d e viajeros, y fueron substraídos ele un furg.Vn destinado a! 
transporte de aquellas, por cuya causa la empresa del ferrocarril 
Buenos Aires al Pacifico ha sido ] a damnificada. 

Por ello, de acuerdo con lo dispuesto en el artícelo 2\ t i.m- 
so 4. del oxlrgo th procedimientos en lo criminal v lo dictami- 
nado por el señor agente fiscal, resuelvo: declararme incompe- 
tente para sesmr entendiendo en esta causa, la míe deberá remi- 
tir* con oficio al señor juez federal en turno, a enva disposi- 
ción deberá ser anotado el detenido. í fágase saber. " 

M; . S, Deltrán. 

Ante mi. — R, Portel de Peralta. 

AfTo DKL Sr. JLKZ fr'EDftt.u 

aneaos Airet, Jilto 38 « 1*13. 

Autos y vistos : 

De conformidad con lo dictaminado por el señor procura- 
dor fiscal, en su vista de fs. 42 vuelta, y jurisprudencia por él 
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invocada, declárase incompetente el infrascripto para entender 
«n la presente cansa; en consecuencia, vuelvan los autos al juz- 
gado de su procedencia, haciéndole saber al señor juez remiten- 
te que liara el caso que insista en su rcsoHjción se sirva elevar 
los autos ante la Suprema Corte, a los efectos consiguientes. 

Jautas. 



DICTAMEN* DEL Sr. I'ROCL «ADOR GENERAL 

Bueno* Aires, Sepllrrabrc 27 di I9J3. 

Suprema corte: 



Y. E delje resolver la cuestión il e competencia tratada en 
estos autos, a mérito de lo prescrijito por el articulo 9», inciso 1) 
de la ley 4055. 

En lo que respecta al fondo del asunto, resulta tratarse de 
un delito de hurto cometido en ima estación de ferrocarril; he- 
cho que no está previsto por la ley general de ferrocarriles, co- 
mo q«c constituye un delito común y que ]x>r lo demás, no se ha 
perpetrado en un lugar en que el gobierno ejerza la única y ex- 
clusiva jurisdicción que determina el artículo 3. a de la ley 48. 

Per tanto, y de acuerdo con la uniforme jurisprudencia 
sentada por V. E. ítomo 113, pág 330; tomo 8i, pág. 66), pido 
se resitelva la cuestión planteada en el sentido de declarar com- 
petente al juzgado de instrucción de esta capital, para entender 
en ía presente causa. 

Julio Botel. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

■wnot Aire*, Octeto* M 4* 1911 

Y vistos : 

La contienda de competencia negativa suscitada entre el 
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señor juez federa! y el de ,'mtn.cción en !o criminal de la capi- 

nl'Jl a*™™ V * ÍnStn,ye 3 R,,fino Gií ° OHes o Herme- 
negildo Amaya, o Saturnino Pérez o Antonio Silva. 

Y considerando ; 
Que. según resulta de autos, el delito de luirlo de una éneo- 

2ZJL ITT * ?! ¡ cometido «i la 

estación del ferrocarril Buenos Aires al Pacífico 

Que esto delito no se llalla comprendido entre los previsto! 
por la ley general de ferrocarriles, ni puede decirse confeti 
™ lugar en que' ,a Nació,, tenga absoluto y «elusiva jurbd£ 
cia na P L ?"* * Con ° CÍmiento P*»«" corresponder a la J* 

«.digo de piuccd.miealos en lo criminal y de acuerdo con lo «- 
tabicado por esto Corte en casos análogos. , Fallos, tolno „ £ 
g.n» 30o : 58. página ,85: 8| , página «. „,,,« ginas 
1 15. pagina 180. y 1 16, página 234). s 5 ' BO ' 

Por ello, y de conformklad con ¡o expuesto y pedido por el 
señor parador genera,, .se dedara que el co^nrimiento dTesto 
«« a n„ corre.spon.fe a fe juslifia „ aciona| Fn 

«m tanse los auto, al señor juez de instrucción de la capi.,1 ' 
ra qu lleve adelante sus procedimientos, naciéndose saber el *- 
ñor juez federal esta resolución. - Notifiqu* original. 

A. Bermejo. - .Nicanor a BSL 
Solar. - D. E. Palacio. — 
L. López Caramillas. 
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CAUSA CCXLIV 

González v Espinosa contra el ferrocarril Xord Usté Argentino, 
for cobro de ¡tesos, Recurso de hecho 

Suittario : Xo procede el recurso extraordí.iario fiel artículo 14. 
ley 48. contra una sentencia que se ítwida tan sólo en no ha- 
berse probado los hechos de que se hace derivar por e! ac- 
tor ta responsabilidad de la empresa demandada por los da- 
ños y perjuicios reclamados, sin desconocer las disposicio- 
nes de la ley de ferrocarriles y decreto reglamentario de la 
misma. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SB£T£KCI4 DÍ J.A KXMA. O AMR A t*t APKI.ACHIXKS 
H.V LO COMERCIAL 

Burnoi Aire». N»tient>rt 14 de 1012 

En Iluenos Aires, a 14 de Noviembre de u>'-. reunidos los 
señores vocales en la sala «le acuerdos y traídos para conocer lo* 
autos seguidos por los señores González y Espinosa contra la 
empresa del ferrocarril Xord Este. j»r cobro de jiesos, se prac- 
ticó la insaculación míe orde ta el articulo 256 del código de pro- 
cedimiento*, resultando de eüa que debían votar en ti, orden si- 
guiente: lectores: Saavedra. Este ves. Madero, Pérez, Méndez. 

Estudiados los autos la cámara estableció la siguiente cues- 
tión a resolver: 

«Es justa la sentencia apelada? 

Ei doctor Saavedra dijo; 

Este pleito es por i n divinización de los daños y perjuicios 
que la empresa demandada ha cansado a los demandantes, por 
haberse negado a pro¡H>rcionaHc los vagones que le solicitaron 
para el transporte de haciendas. 
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Creo, come el juez a qtto. que la prueba producida, no fa- 
vorece en modo alguno las pretensión de la demanda. Respec- 
to de: primer pedido de vagones, consta, en efecto, que la em- 
presa no sólo no lo negó, smo que, por el contrario, hizo todas 
las di.igtncias mearías para satisfacerlo en la mejor forma 
pos.b.e. concluyendo por proponer qne la hacienda seria condu- 
cida hasta Concordia, y de allí, después de haber conii<lo y be- 
bido, enviada a su destino. 

La empresa, como se ve, ha catado siempre dispuesta a efec- 
tuar el transporte, y como no se ha probado que la forma pro- 
puesta fuese más onerosa, o de otro modo, menos conveniente 
para los cargadores, resulta que la inejecución de! transporte 
fue debido a la voluntad de éstos, que rechazaron aquella pro- 
puesta, y no a actos culpables de !a empresa- 

Respecto del segundo jwdido de vagones, la imposibilidad 
<!c la empresa, es todavía más manifiesta, |*>rque ella se limitó 
a proponer que !a carga se efectuara en Mercedes en vez de So~ 
lari, y por toda respuesta los demandantes desistieron de s» pe- 
dido. No es posible, por consecuencia, decir, en presencia de es- 
tos antecedentes, que e! ferrocarril se negó a proporcionar vago 
ne*. desde que, no habiendo insistido los cargadores a su primi- 
tivo pedido, no hay medio de saber si !a empresa, rechazada su 
propuesta, se hubiera o no allanado a efectuar la carga en la es- 
tación SolarL Ella considérala más conveniente cargar por Mer- 
cedes, y as i Jo hizo saber a los interesados, pero eso no quiere 
decir que no estuviera dispuesta a hacerlo en Solari. 

En vista, pues, de estas consideraciones, que fundan en 
la documentación que obra en autos, voto por al afirmativa 
tanto en lo principal, cnanto en lo relativo a las costas. , W rque 
los demandantes han podido razonaWemente creer que la em- 
presa no acogía sus pedidos con toda la solicitud debida 

Por análogas razones, los doctores Esteves, Madero Pérez 
y Alenoez, se adhirieron al voto anterior. 

Con lo qu e terminó este acuerdo que firmaron los señores 
vocales, doctores; Saavedra, Pérez. f-steves, Méndez, Madero. 
—Ante mi : Eduardo M. Xaó:i, 
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Es copia del origina] que corre a fs. 68 de! libro 31 de 
acuerdos. 

Eduardo M. Naóu, 

Bocio* Aina, No»l«mbr« U dt 1912. 

Y vistos : 

Por el mérito que ofrece el acuerdo que precede, se confir- 
ma en todas sus partes la sentencia apelada de fs. 216; debiendo 
pagarse en el orden causado las costas del recurso. Repónganse 
los sellos y devuélvanse. 

Diego Saazvdra. — Carlos Miguel Pé' 
rez. — MUjue! Esteres. — Ramón 
Méndez. — Ernesto Madero. 

Ante mi: Eduardo M. Xaón, 



FALLO DÍ LA CORTK SUI'KIÍMA 

Buenoi Airea, Octubre 38 tff 1913. 

Autos y vistos: 

El recurso de hecho por apelación denegada, deducido poi 
el representante de tos señores González y Espinosa contra la 
sentencia pronunciada ]>or la «miara de apelaciones en lo comer- 
cial de esta capital, en la causa seguida con la empresa de! ferro- 
carril Xort Este Argentino, sohrc indemnización ilc daños y per- 
juicios. 

Y considerando : 

Que la sentencia de fojas 241, que ha motivado el recurso 
deducido, se funda tan sólo en que no han sido probados !os he 
chos de !os que la ¡jarte actora hace derivar la responsabilidad 
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| la empresa demandada por los danos y perjuicios reclamado» 

rolTT £ SP*M^ dc '* « * ferrocarriles muñe 
ro 28,3 y decreto reglamentario de la misma. 

Que tas cuestión de hecho son extrañad al recurso extra 
oRlmann acordado por el artículo 14 de la ley número 48, como 
se ^ tarado iradamente por esta Corte. (Fallos/ tomo 
97, paginas 310 y 403; 1 i 5í pap^ 277 y 204). 

«.«.^ e "°' y i C ? n ( onnÍ<laí1 c ™ Io mfá> Vor el señor pro- 
W^^^ctecfeni improcedente el recurso deducida- 

' V''' 81 r * rei> " e " !0 C! ^ '^vién- 
dose los autos agrados con testimonio de esta resolución. 

A. Iíkkmkjo. — Nicanor G. mu 
Sola*. — D. E. Palacio. — 
L. López Caii anillas. 
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^ Augusto Gmmarúcs, en autos con D, Meyer v compañía 
por cobro de pesos; sobre incompetencia. Recurso de hecho 

Sumario : \o procede el recurso extraordinario del articulo i 4 
ley 48, contra una resolución de un tribunal superior de 
provmcia que se Hmita, apKcando leyes locales de procedi- 
mientos, a declarar la incompetencia d e un jue* de primera 
instancia de la misma provincia. P 

Caso i lo explican Jas piezas siguientes : 
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Suprema Corte : 

Don Augusto Guimaraes había sitio concursado en 1898 
ante los tribunales de La Plata, juzgado actualmente a cargo del 
doctor del Campillo, secretaria del señor Cirilo l*. Romero, ha- 
biendo tomado intervención en el concurso, entre otros acreedo- 
res, los señores D. Meyer y Cía. 

En 1908, y estando abierto aún el concurso, los señores D. 
Meyer y Cía., se presentaron al juzgado federal de Itahia Blan- 
ca, iniciando juicio especial por cobro de su crédito, contra el 
serio r Guimaraes. 

Al mismo tiempo éste se presentaba al juez del concurso, 
pidiendo su clausura, con declaración de que los créditos esta- 
ban proscriptos, Los señores I). Meyer y Cía. se opusieron, iicro 
fueron vencidos en si, oposición. 

Apercibido eí jue* federal de Babia lilanca. de que los se- 
upres D. Meyer y Cía., g mismo tiempo q „ e intervenían en el 
concurso, seguran et juicio especial iniciado por ellos, se declaró 
incompetente por auto de fs. IÍÍ6. 

Ese auto fué arlado jwr los señores I). Meyer y Cía., para 
ante la cámara federal, de La nata, la cual lo confirmó. ' 

No conformes los señores D; Meyer v Cía., recurrieron an- 
te la Corte Suprema, que también confirmó e! auto de h 166 
declarando que los señores D, Meyer y Cia, debían de ocurrir a! 
juez tle! concurso- 

Mientras estos |>rocedimientos se llevaban a cabo, el con- 
curso había sido definitivamente clausurado, y el juez al recibir 
el expediente especial de los señores D, Meyer y Cía., dictó un 
auto declarando que era incompetente porque va no existia e! 
concurso. — De este auto se apcY, ( y la Exenta, cámara segunda 
lo confirmó. 

Recurrido para ante la Corte Suprema, fue denegado el re- 
curso, sosteniéndose que no encuadra en la prescripción del ar- 
tteuto 4055, por no haber trabada cuestión de competencia entre 
los tribunales federales y provinciales. 

* Francisco MierL 



M JVtHClA Dt LA NACION 31 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bticw» Aire», Octvbn al de «NI 

Autos y vistos : 

El recurso de queja por apelación denegada, interpuesto por 
don Augusto Guimaraes contra sentencia de la cámara segunda 
de apelaciones, de La Piala, que declara la incompetencia del 
jiK2 de primera instancia, para conocer en 'a ejecución del cré- 
dito hipotecario que los señores Mcyer y Cía. tienen entablada 
contra el señor Guimaracs, y 

Considerando: 

Que con arreglo a lo dispuesto en el articulo 14 de la ley nú- 
mero 48, só!o puede recurrirse para ante esta Corte, de las sen- 
tencias definitivas de los tribunales superiores de provincia, en 
los casos expresamente enumerados por el mismo, sin que en 
ninguno de ellos se encuentre comprendido el presente, pues h 
cámara provincial, aplicando leyes locales de procedimiento, se 
lia limitado a declarar la incompetencia del juca de primera ins- 
tancia en lo civil, para conocer del juicio de la referencia ; y con- 
forme con lo reiteradamente resuelto, tal circunstancia no puede 
ocasionar el recurso extraordinario denegado. 

Que. como contienda de competencia, no corresponde tam- 
poco conocer, entre otras razones, por Ja de no estar cumplidos 
los requisitos del articulo 51» y correlativos de la ley número 50. 
(Fallos, tomo 114. página 285). 

■Por ello, y conforme con lo pedido por el señor procurador 
general, se declara no haber lugar a la queja interpuesta. — No 
tifiquese original y archívese, previa reposición de sellos, devol- 
viéndose los autos principales con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
I, López Caha sillas. 
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CAUSA CCXLV1 

* 

Don José G. Querejeta t su concurso. Contienda de competencia 

Sumario : El jtiú del domicilio del deudor es e! competente |>ara 
conocer del juicio universal de concurso, al que deben acu- 
mularse los que ei siga:» ante uims juzgados. 

Címo: I,o explican :a- pieza* siguientes: 



AUTO IHÍL íf. Jl'KZ 

Doleré*. Setiembre 7 d« 1U12 

Autos y vistos : 

Resultando del exhorto de fojas 10 que don Jo*é G, Quere- 
jeta fué concursado civilmente ante el señor juez de la capita- 
federal doctor Gerónimo líalarino. a cuya declaración se adhirió 
e! deudor. 

... Estando justificado en los diversos juicios que se si- 
guen contra don José G. (Juerejeta. que el domicilio de éste es 
en el partido de Ayacucho sometido a la jurisdicción de este jtiz- 
gailo, donde tiene su familia y el principal establecimiento de 
¡nis negocios, s* ileclara concursado civilmente al citado sefior 
Querejeta, debiendo acumularse a este fíttcb los demás pleitos 
en que éste sea parte 

Y considerando : 

Receto si la cuestión de competencia con el señor juez fíe 
la capital federal: Que t según* se desprende del escrito de foja* 
6. al soíicitar que este juzgado dec'are que el conocimiento det 
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juicio corréamele a e<ta juridirciún. v na a la capital federal 
■mixjrta promover una verdadera inhibitoria implidtameitto 
acejítada por e>tc j tugado ai decretar el concurso. — V estancó 
ji.stif.cado que el domicilio del deudor es en el partido de ,Wa- 
cuclto, !o que determina la competencia de estos tribunales para 
conocer en el concurso civü de acreedores, como lo tiene resuelto 
a Suprema Corte Xaciona! en varios cansos, entre ellos, e i de 
T-ranctseo Onerejeta que trauma en este juzgado, de acuerdo con 
o dispuesto en ¡os artículos 8.*. 7M . 420 . m y4M m ¿ 
tado. \o «Atante el dictamen fiscal, líbrese oficio inhibitorio al 
señor juez de la capital federal para que se inhiba de conocer en 
el concurro civil de! «emandado, remitiéndose testimonio de ¡as 
piezas pertinentes. 

Rodolfo A- Cuines. 

Ante mí, — Mcforfo Barbcris. 



Buena* Aires Octubre SO «t 1913. 

Y vistos : 

La contienda de competencia para conocer del juicio di 
concurso de acreedores de don José G. Quercjeta. suscitada en- 
tre un juez de primera instancia en lo civil, de esta capital y otro 
de igual clan-, de Dolores, departamento del sur de la provincia 
de Buenos Aires, que corresponde ser dirimida por esta Cortei 
■con arreglo a lo dispuesto por e! articulo 9°. inciso b de la lev 
numero 4055. J 

Y considerando : 

Que en los diverso* cuerpos de autos tramitados ante loa 
juagados de primera instancia de esta capital y e | de DoW 
existen sobrado* elementos de prueba que acreditan que d.^n 
José G. Querejeta en la é[Kx-a de la declaración de su concurso 



PAtxoi tx la corrí sufmma 



se encontraba domiciliado en Ayacucho, en cuya jurisdicción tie- 
ne también sil establecimiento de campo denominado "La Re- 
conquista", a una legua de distancia, más o menos, del referido 
pueblo. 

Que asi resulta, en efecto, de las diligencias judiciales prac- 
ticólas en dicho domicilio, y de lo expuesto por los testigos Pe- 
dro Xelis. Félix Itarragán y José Zttcchi, en sus declaraciones d<. 
fojas 45. 46 y 47, prestadas a! tenor del interrogatorio de fojas 
44. en el juicio seguido por "Mmison don Prospero contra Que- 
rejeta don José G., sol»re cobro de pesos", ante el juez de Dolo 
res. f Expediente agregado muñere 7043). 

fjne no aparece en los expedientes mencionados, que el con- 
cursarlo hubiese cambiado de domicilio, siendo de observarse que 
110 ba*ta para suponerlo así, la circunstancia de haber firmado 
obligaciones en esta capital, 

ijne, conforme a lo resuelto por esta Corte, el juez del do- 
micilio del deudor es el competente para conocer del juicio uni- 
versa! ile concurso, al que deben acumularse los que se sigues 
ame oíros juzgarlos, i Fallos de la Suprema Corte, tomos 97. pá- 
gina 154; toi. página 168; 1 i¿. página 22, y 115, página 227). 

Por ello, ojdo el señor procurador general, se declara que el 
juez de primera instancia de la ciudad de I>j!ores. es el a árpe- 
teme para conocer del concurso civil de acreedores, formado a 
don José G. (Juerejeta. a cuyo juez se remitirán los auu>s previa 
re|K lición de sellos. — Xotifíqucse original, y avísese por oficio 
esta resolución al señor juez de la capital. 

A. BEKMKJO. — XíCAN'OR G. DEL 

Solar. — ]). j§. p& lacio. 
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CAUSA CCXLVII 



Franco don José K. sobre mensura 

mmm^mm^m a la Corte Suprema atender oririnaria- 
^ndo «licítelo lin jllíc i 1 &5 SeSbt 
nales tole, ríe una provincia, éste >e í,a convertido en con- 
«nc^u en v.niuí de h a ber,e presentado co„ w p art , ( e ™ 
*' ««P-*»"*-. el gobierno < m ha sido ciLlo de ev ic 
Cton¿ por diversos linderos del eWlipp metiMirado. 

í «w: Lo explican Jas «guíente* piezas; 

OICTAMKN" dkl Sr. PROCURADOR 

Bdt»i Atríi. ic de Octubre de 1013. 

Suprema Corte : 

Kl juicio de mensura iniciado por don José R. del Franco 
•me el tnlnmal de la . Ia 

JES r «S* ** C ° n de las oposiciones 2 

-das por d.ver.os lindero, del campo mirado, SSTtC 
cerlo otaron de evicción a la provincia de Sa^^ÉS 

ta C!1 ~ * ^ i? 

La mencionada provincia concurrió al Juicio, e hizo presente 
sn voH.mad de tomar la partición m £ * 3 

, Io eme r ,>r T ™ m ** * C! ^ 3 arreglo 

a It> que diapone el art toi le la constitución nacional v art % 

™. i- ¿ de la ley 48, cn razón de I,al,erse trabado el pleito entre 
«na provincia y vecinos de otra. 



» 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Por ello indo a V. E. se sirva dar por acreditada la juris- 
dicción originaria ite esta Corte Suprema, y mandar se prohijan 
los trámites del juicio como corresponda. 

Horacio Rodrigues Larreta. 



FALLO W. LA CORTE Sl'PREM A 

Batan Aire», («oviembrf 4 Út 1013. 

Autos y vistos, considerando: 

Que, notificóla la provincia de Santiago del Entero de la 
citación de evicción en quince de mayo de 1912 í f 3. 185) y ha- 
hiendo comparecido al juicio en 4 de junio del mi>mo í ís. 11)$) 
lo lia flecho dentro de] término del emplazamiento por cu va cau- 
sa no puede estimarse radicada la jurisdicción loca! con las ac- 
tuaciones precedentes. 

Que. habiéndose hecho contencioso el presente juicio y con- 
currido al mismo como |>arte ta provincia citada, ( fs. 193 y 2121, 
de conformidad con lo dictaminado con el señor procurador ge- 
neral, se declara la competencia de esta Corte para entender en 
la cansa y hágale saber a los interesados dándose intervención 
al defensor de pobres, incapaces y ausentes. Repóngase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. 
DEL Solar, — M. P. Da- 
Ract. — D- E. Palacio.— 
L. Uópez Caramillas. 
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CAUSA CCXLVII1 

Luna Fortunato lictorino, su sucesión 

Sumario : Corresponde entender en un juicio sucesorio al juez 
del lugar donde el causante residía con .su familia de un mo- 
do permanente, aun cuando tuviera el establecimiento prin- 
cipal de sus operaciones comerciales en otra localidad. 

Caso: Lo explican Jas pieza* siguientes: 

DICTA MKX DEL ür. PROCURADOR "VEN ERAL 

Buenot Aintn de Af oita de 1913. 

Suprt tna Corte : 

^teníJ; láÜ^f^ dírímÍr * t0,ticnd:l < le *** 

Mencn a mentó de lo que preceptúa e! artículo o. inciso b> de 
id ie> 

;E1 domicilio del causante ha sido justificad no solo por la 
l|art,da de def,mci6,i, *ino también por la, declaraciones ¿resta 

anted i ?< ' * 5*' * f,icI » 
ante rendía permanentemente con mi familia en Bueno, Aires 

< Art. <# cod,go «vil). U* declaraciones prendas en ia pro- 

le une el dicho de los test.gos se a***a en el conocimiento de lo, 
>.enes qtic e! causante tenía allí, lo cual no demuestra la exis 

deponente,, don Fermín llusaferri. estaba incapacitado para de 
clarar, por ser acreedor de la sucesión. 

Por lo expuesto, y teniendo en cuenta lo que prescribe el 
ait.ouío del código civil, , ík(o a V , E . <e sLa dirimir la 



* FALLO* Dft LA CORTE ttmiHA 

presente contienda en favor de! señor juez de !o cívi! de la capí- 
tal federal. 

Julio Botet. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Munm Aim, Nevimbrt 4 de tfllS. 

Y vistos: 

tíos fie contienda de competencia entre un juez de primera 
instancia en lo civil fie Ciñióla y otro de igual categoría de la 
capital para conocer en el juicio sucesorio de don Victorino For- 
tunato Luna y 

Considerando: 

Que está debidamente justificado con el testimonio corrien- 
te a ts. 47 S**os de la capital, míe dicho señor Luna vivió v u ésta 
con su Familia de un modo permanente: ime aqui se ca*ó como 
lo acredita la partida de f*. a en la que s e indica su domicilio y 
en este lugar ocurrió mi fallecimiento, fojas j, 

Que la mayor suma de operaciones, comerciales a juzgar 
por m importancia, aparece también realizada aquí como lo e»m 
prueban los duaunentns que en copia corren a í». 4 y 31. autos 
de Córdoba- 

Que es verdad que en la información producida en el pueblo 
de San Francisco, departamento de San Justo de dicha provincia 
los testigos afirman fftie fué en esa localidad donde Luna tenia 
su residencia y el asiento princijxil de sus negocios : pero ninguno 
se refiere a ta permanencia y conocimiento de su familia en c T 
expresado tugar, como lo hacen lo* de fs. 47, ya citados. 

Que aunque esta informad im acreditase suficientemente, 
que el centro de los negocios de Luna, fué la localidad dicha, por 
tener al'í sus propiedades, como también las tenia en la provincia 
de Santa Kc. seria el caso previsto en el art. 94 del código civ¡!, 
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\,qt cuanto no es posible dudar que Luna vivió con su familia en 
Ja capital de un mudo permanente. 

Que en este concepto. la jurisdicción sobre la sucesión co- 
rresponde a: juez de dicha toca:idad, con arreglo al artículo «84 
del código civil. 

rW ello y ¡o expuesto y pedido por el señor procurador ge- 
neral, asi se declara. 

Éti co:tSí;cuencia remítansele los autos, avisándose por oii- 
ció al <eiW juez de Córdoba. 

A. [ÍEHMFJO. — M. p. I).\KACT.— 
D. E. PAUACIii. — L. LáFKZ 
CUlANU.LAS. 



CAUSA CCXLIX 

Boiliat, Federico contra Bcryara Eduardo, por cobro de pesos; 

competencia 

Sumario : Corresponde a la jurisdicción del juez de! lugar dondt 
se ha celebrado un contrato de pavimentación, conocer en 
una demanda iniciada ]>or cobro de pesos provenientes de 
afirmados- 

Caso : Lo explican Jas siguientes piezas : 



SK.VTKVCIA UKL JTKZ DE 1." INSTANCIA 

Dotofw, Okteatot « * 1913 

* 

Autos y vistos: Para resolver en definitiva la contienda de 
competencia entablada por inhibitoria conforme a los anteceden 
tes transcriptos en e! exhorto de fs. 24. por don Eduardo Berga* 
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ra en ía ejecución que le sigue don Federico [toillat por cobro de 
pesos provenientes de afirmados, y 

Considerando: 

Que las construcciones de pavimentos contratados pt>r la 
municipalidad con empresas iwrtkulares, en cumplimiento de 
ordenanza» tlictadas con la* formalidades del caso, hacen, forzo- 
sa e inexcusablemente, nacer la obligación de sn pago a todos 
los propietarios de las fincas Iwneficiadas con dichas obras, aun- 
que directamente no se hubiese aceptado el beneficio, dado que 
se trata de restricciones generales, — al dominio — impuestas 
por reglamentacione> de una autoridad administrativa que go- 
bierna de inmediato lo relativo a mejoras o adelantos del mu- 
nicipio. 

(¿lie si por disposiciones expresas de esas ordenanzas, ya 
vulgarizadas y conocidas en general, los créditos emergentes de 
dichas construcciones se hallan siempre garantizadas por las 
mismas fincas tiene f ¡ciadas rndependientonente de la persona 
del propietario, pues, aunque éste sea desconocido, la acción eje- 
cutiva procede siempre contra el que resultare ser dueño del in- 
mueble. — es justo convenir en que la tncomijetencia solicitada 
por el ejecutado en el caso sttb judke, no puede ser admitida y 
debe declararse que los únteos jueces competentes para dilucidar 
cualquier reclamo sobre pago de ¡mimemos, son los de la juris- 
dicción a que pertenece el municipio donde se construyeron. La 
misma jurisprudencia se sostiene en la capital federal, como se 
registra en el fallo de la cámara civil. T. óí, Pág. 19, al declarar- 
se implícitamente que la propiedad es responsable de los afirma- 
dos construidos, sin considerarse para nada e! nombre del 
propietario. 

Que. por otra parte, tratándose de litigaciones impuestas di- 
rectamente por la municipalidad, en ejercicio de atribuciones 
propias, como son !as que derivan dd gobierno comunal, sin que 
realmente pueda sostenerse la existencia de un verdadero con- 
trato consensúa!, desde que, como lo afirma e! ejecutado, él no ha 
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celebrado rntujuno con el ejecutante, no es posible jurídicamente 
internar discutir tina extricta aplicación <le) art. 4.» (Nacional 
o 5-" I Provincial » del csSdj^ de procedimientos, a base de con- 
trato piies exclusivamente se «rata de individuales obligaciones 
que 1 Ricamente debieron siempre cumplirse, como va se ha ex- 
presado, en eJ sitio donde se practicaron las mejoras urbanas a 
pagarse. Loa trastornos que produciría una doctrha contraria 
>er»an verdaderamente grave, y contraproducentes ai adianto 
necesario de toda citídad, por cuanto esas traías opue*a< contra 
ios empresarios <le las mejoras decretadas en beneficio y cuenta 
común, siempre rejiercutirian con un real encarecimiento de las 
obras» ante e! lógico temor de los grandes gastos judiciales a ori- 
ginarse contra los propietarios que se domiciliaran fuera del mu- 
nicipio, Arts. 202 y 205 <l t - la constitución d* la provincia, v lev 
orgánica de las municipalidades 

<J lie si bien no pueden considerarse como* impuestos, en el 
significado exprés de ia calificación, se hallan asimilado. a los 
mismos, desde que son verdaderas eargns impuestas al derecho 
de pmjnotano por el interés común de l a sociedad; son, pues, * 
na eM.onables créditos que llevan inherentes a su m*mm 
a obligación accesoria de ser exigibles en el s*¡o originario de k 
causa que los engendró. Asi lo han entendido también la unifor- 
me y reiterada jurisprudencia nacional y provincial 

Qtie respecto de los calificativos empicados en el escrito que 
se traiKonbe en t-I exhorto de fs. 24 y q„ e el letrado de la palie 
mm considera deprimentes |x,ra quién se aplican, y ofensiva, 
a la so.emmdad de la justicia, el juzgado participa de la misma 
opimon. pero habiendo-* producido esos conceptos ante jueces 
de otra junsd.cción, escaldan a su autoridad, para la aplicación 
de lo dispuesto por el art. 15 del código de procedimientos, de- 
biendo el interesado ocurrir ante aquel !a. 

flor tales fundamentos Jos del escrito de fs. ¿9 y vista fiscal 
respectiva, resuelve no hacer lugar a la inhibitoria exhortada y 
oficiar al jtiez reqtiirente. manifestándole en qué consideraciones 
se apoya te competencia de e*te juagado para que dé por forma- 
da la contienda de competencia con remisión de los antecedente* 



ara 
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a la Excelentísima Suprema Corte Nacional, a chifle se eleva 
también las presentes actuaciones y a ese solo efecto. ReiJÓngase 
la foja. 

.Rodolfo Á. Üamcz. 

Ante mi : Alejandro Izales. 

■ 

VISTA DEL Sr. PROCURADOS CEKÉRAL 

Bu«nt» Aiití. 18 de Junio de T9I3 

Suprema Gcrtc : 

\ V. Iv corresponde dirimir la presente contienda, a mérito 
de lo que dispone e! art. % inciso c de la ley 4055. 

I'N evidente míe Ja naturaleza especial de loa juicio* por co- 
bro de pavimenta. !os excluye fie !a regla general de competen- 
cia apreciare a la- acciones personales de-de que lo- créditos 
que originan dichos juicios no einergen de una Aligación perso- 
nal, y deben hacerse efectivos en la finca en cuyo beneficio se 
construyó el pavimento. Además de esta consideración, de la míe 
surge la competencia del juez del lugar dónde se hala situarla ja 
finca, no puede desconocerse que la construcción de afirmados 
procede He disposiciones de carácter administrativo, en las cnáks 
cada provincia e<tá am< trizada' para dictar su propia legislación, 
y regir-e |>or la misma, con independencia de otras autoridades, 
lo qite >e opone a que puedan conocer de bs mismos, iritni nales 
de 1! t -tinta jurisdicción. 

í'or estas razones, y tenien to en cuenta que >ei,nin lo ha de- 
clarado V. K. no es permitido inv«-car prescripciones de un códi- 
go (¡ue *o'o ri*<e pata uno de los jueces, a efecto de decidir las 
contiendas de competencia trabadas entre dos tribunales de la 
república, pido <e declare f|ue corresjamde el conocimiento de 
este juicio al ?eñor juez de lo civil de la ciudad de Dolores. 

futió Boict. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

Butn« Affei, Noviembre 4 * Itl3. 

V visto*: 

lm <N ^"üenda de cunvpetcncia entre e! jner de 1 ■ íiiÉfci» 

minia rk í.neno, Aires i>ara com^r del inicio eieaitim in* 
Um* *■ ft**» lloínat contra don >■ dJarT er^ 
pot ppbro^ ^ e d, afirmado co n «r„i,!o ,„ ,] f re „ t T2 
pKJJ^ari, sita cu Maf de' Plata nll» u ■ , L s " 

flM# « K .ten, y Ca,,C *«SW enire las de 

Considera 11 di) : 

a \ 16 > >' ,k ' la ordenan» acon.jMf.ala ,|; SKmc ¡ a 

«KH Atejos en idéntica condición ,1, iJ ,,„ c lm ul , 

si ? «" arreglo ScX 

2, s,„ otra d»fe«nci» ,,„e I» „« corres¡.ond a a ^ „ nip ¡^™ 

U«c es ver | a ,| (| „ e ,w r rl art ¡ fl „ () , , , m , e , 

«. U l^rciona. . ra(Ia ¿ t*£5Sfi£ 

«teta» art.clos 2o j¡ de aquélla; ,«ro ,al circunstancia Z I 

p * «*• <*!»■ ui poede influir JZ 2 l a ™ 

""T" 7™ * trita-I» en ios ea„ 5 K¡S 

,1o, P • .T * d 7 Hniia " el : n ™ * pavimento, contrata- 

.n.íf ,W ha amorizalnes 

re ordadas antes y en ,nira M interés señera! v Infició 
rular ,ie los vecino., po, cnanto co :1 e,o u.ejorau v 
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propiedad ; y cualquiera que sea t i juicio que en definitiva pueda 
prevalecer acerca de los procedimientos impugnados y de la pro- 
cedencia o improcedencia del cobro, por no existir el contrato que 
se invoca o acto alguno que justifique la naturaleza de la ob: ila- 
ción, indica que el lugar de su cumplimiento delie ser dónde los 
servicios fueron prestados, con preferencia ai M dmnicilio fiel 
demandado, según lo reiteradamente re*:iel:o. 

Por lo expuesto y conforme con Id dictaminado ¡ior el señor 
procurador general y fundamentos concordante- del falto de fo- 
ja^ 35. autos de Dol. res se declara juez competente a! de esta 
Irrealidad. 

Remítansele los autos previa reposicit'.n dé sélíbs y avílese por 
oficio al juez de ta capital, Notifique;^ origina!, 

A. ISi:kMr..i<i. — M. P. Dakait.— 
I). E. Palacio, — L. Lói-kz 

GABAXtl.LAS. 



CAUSA CCXLX 

. FrQHiiseu ZttHtiti — Su twtrttd ilion 

Sumario: Reuniendo el ¡j.dido de extradición los requinto* e*- 
xablecidos jior el art. 12 de! tratado vigente entre la ReptV 
büca Argentina y e' Reino de Italia y aparecie i lo de: auto 
de captura que el delito imputado e- de los pre vistos en el 
inciso 3* de! art. o." del mismo tratarlo, di-be ella concederse. 



Casm í.o explican la- pieza> siguientes: 



DE JUSTICIA DE I.A SACIO y 



SENTENCIA DEL H EZ FEDERAL 

Huenoi Airtí. julio B de )*I3 

Y vistor e*ta causa ¡h>r extradición -cRuida a Francisco 
Zun-ri a reqmVich.il de las autoridades del Reino de Italia. 

Y con>iderando: 

Qm de auto, ninfea proe^detite el pedictó vxt raílici.'»¡i en 
caso, pites l-is recaudos fraidOif retinen las condiciones estable- 
cidas en e* art. 12 «leí tratado sobre la materia, celebrad. ■ coi) la 
liad Tin reí ¡ni rente. 

gire d delito (¡tic ?e imputa al requerido de violencia carnal 
en la perdona de un nu-nor de cuatro año? de edad, e- de la mis- 
ma naturaleza del <¡ue >e establece en el articulo fV'. inciso 
ilel referido tratad... defldo a la vez Considerado jx.r nuotra ley 
penal como efectuado con violencia, atento ; a edad de la víctima, 
e^uipáíiñáoto a l.i> casos de que el ofendido no pudiera hacer 
resistencia, o al 11*0 de fuerza p intimidación y aplicándoles itfual 
peía | articulo jo, w<$m \.'\ y .1.". ley de 'reformas al código 
penaj. 

Pot estos fundamento* fallo: haciendo lugpr al presente pe- 
dido de extradición, 

JVir tanto: i*\ngz*s la persona del rermétádd a disposición 
de' señor ministro de relaciones exteriores, a quien se remitirán 
los autos origínale- dejándose suficiente constancia, y lil>ren-e 
los oficios de estilo; 

Miguel L. Jautas. 



SENTENCIA DE I.A CAMARA FEOKR M 

Buenos Aíft». Septiembre 23 de 1913. 

Vistos: por sus fundamentos y de acuerdo con lo dictamina- 
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do por el señor procurador fiscal, se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de fojas 16. 

Notifíqitesc y devuélvase. — Aiujcl Fcrreira Cortés, Daniel 
Cuy t ia. J. .V. Matiettao. 

VISTA DEL PROCURADOR r.gXEKAI. * 
Bunoi Aires, 3" J« Octubrt di 19)3 

Suprema Corte: 

Justificada la identidad de! procesado, quien al prestar de- 
es ra ció» no desconoció ~er la jier^ona requerida por :os tribuna- 
ic-; de Italia, y reuniendo .los documentos presentados las forma-; 
extrínsecas exigidas, procede ta extradición solicitada. La de 
fensa ha alegado en primera instancia qué e : hecho imputado no 
es susceptible de extradición por no halwr mediado violenta al 
tf ¡meter el delito, lo cua! no puede sostenerse desde que la edad 
misma de la víctima demuestra que el acto no hubiera podido 
ejecutarse sin esa circunstancia. Además, esa excepción sólo pue- 
de aducirse en el juicio respectivo, dónde el acusado la hará va- 
ler a los efectos de la calificación det de'ito, pero no puede ser 
tomada en cuenta en el procedimiento relativo a la extra lición. 

Por e:!o. pido a V. se sirva confirmar la santencia 
apelada. 



$MÍXf UK [.A CORTIÍ SI TREMA 

Bueno* Alrtf, N»*itm*™ 6 á* 1913. 

Vistos y considerando: 

One el pedido de extradición del subdito italiano Francisco 
Zungri reúne los requsitos establecidos en el articulo 12 de! tra- 
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tado vigente entre ia República Argentina y e! R e ¡ no de Italia 

ÍJue de los término* mismo* del amo de captura aparece 
que el delito instada es de los previstos en el inciso m art 6' 
del referido tratado. 

Por e!Io y de conformidad con ¡o dictaminado por el señor 
procurador genera!, se confirma la sentencia apelada de fs « v 
devuélvase- ? 7 



A. Iíkrmkjo. — Nicanor G. 
PKi Solah. — M. p. D. v , 
kact.^D. E. Palacio.— 
L. López Cuíaxuxas. 



CAUSA CCXLXI 

Lahoric Luis, en untos con Banco Provincial de Sama Fe. 
sobre reivindicación 

Sumario : t .« Xo procede para ante esta Corte Suprema el recur- 
so de revisión interpuesto contra semencia de una cámara 
federal de aviaciones. 

So ejerciendo la Corte Suprema superintentlencia fue- 
ra de los casos establecidos por los articulo* to v 1 1 de 'a 
ley 4055. no puede tomar medidas en auuéllos oue se dicen 
cometidos en contravención a lo determinado por la 'ev nú- 
mero 418*). articulo 26, incisos 1 v 2 



Caso: Lo explica el siguiente: 



50 



FALLOS Df LA COtTf tVn%UA 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Butnoi Alnt, Kovltmbrt 8 ¿« 1911. 

Consideran* lo: 

Que para deducir ante esta Corte el recurso de revisión de 
una sentencia pronunciada ¡>or la cámara federal de apelación 
del Rosario, en ta causa sobre reivindicación seguida ]ior el Man- 
co Provincial de Sama Fe contra don Luis Laborie, se invoca el 
articulo 2/ de la ley número 4055 con referencia y &t las causas 
a que s e refiere c! 241 de la ley número =;o de 14 de Septiembre 
de íflfy'. 

íjue ese recurso sólo es procedente en las causas de juris- 
dicción originaria, o sea como !r> expresa el articulo ¿41 citado 
en sn inciso tJ "cuando se trata de sentencia de finí tira de la Bu- 
prema Corte en primera instancia" 

One. en cuanto a la denuncia ¡jue se formula a f-. 4. respec- 
to de actos rpte se dice caen lia jo las sanciones de los incisos 1.* 
y 2 * del artículo 20 de la iey de reformas al código penal, 110 ha- 
llándose éstos comprendido- entre aquéllos, -obre los que ésta 
Corte puede tomar medidas en ejercicio de la superinten dencia 
que le atribuyen !os artículos jo y 1 [ de la ley número 4055. de 
be ocurrir el denunciante ante quien corresponda, 

Por ello, no lia lugar a lo solicitado, y archívese. 

A. Rknmkjo. - Nicanor C. del 
Solar. — m. \\ Haract. — 
D. % Palacio. — [„ 
C\ han* illas. 
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CAUSA CCXLXfl 

ft# mm comm h ffapim MMUtí y Depósitos del Puerto 
m fMh mhre pagó de mejoras 

Sumario: I.' Xo e>lnndo autorizado por el artículo de f a | ey 
n¡ comprendido f mr t . los determinados por la lev mi- 
moro $ no ^rres J H l n<Ie para ante la Corte Suprema el re 
tiir><> t \ v ni 1 hilad. 

^ Lo* fectt ü omisiones de las formas prescriptas ,>or 
m l^es propales ,>ara ]*$ s,nteneia> definitivas, no aW t„ 
nía ^wciiísa extraordinario para ante la G>rte Suprema 

í- .V» existe volaeión constitucional en una sentencia de 
«n .n ,u,.a 4c mstamia <,ue ai confirmar la re - 

7 n ' ,a ?U *** » '«««lament»* t|W 

cuando en ésta se citan precepto, leales. 

¿W; Lo expüean las simientes piezas; 

SKNTKN\ J.\ DEL Jt*Kz l-'KDKR.w, 



V vistos, p ara resolver la milidad deducida a foja cuarenta 
y m. W . contra él juicio v lando arbitrales t ,u, m J a ^T; 



Resulta : 



i-' <>e la imri.la.l ha <¡,|o fumtaua: i.riinem- en la ¡m„m. 

™ic„c,o # arllilra , , „ c s ha n j; 1™ 

qttt ,.ue,lan ,lar lugar a ¿I. Hno a „„ simple , wr ¡,aj c .«ra tvaW 
las rnejoras , ( „e e! recurrente se ha okiLÍ. a i„ iZiza « 



M FALLOS DE LA CORTE SU PEE M A 

pies arbitradores ha infringido los términos de la transacción que 
establecía el nombramiento de árbitrw; tercero: en cnie los nouv 
brados no han laudado formando tribunal, sino separadamente, 
de «nodo que no habido laudo en el sentido de los artículos sete- 
. cientos ochenta y tres y ochocientos tres, del código de procedi- 
mientos; cuarto: en que la transacción dispuso que la tasación 
se hiciera después de haberse transferido la t>oses¡ón a los recu 
rrentes, condición no cumplida : quinto i en que no se ha señalado 
con precisión la materia He! arbitraje, y sexto: en que se ha lau- 
dado sobre mejoras inexistentes, porque lian sido ya consumidas 
por los poseedores de tas tierras. 

2 ° Que corrido traslado al actor, lo contesta a foja cincuen- 
ta y cuatro, pidiendo el rechazo ile la nulidad entablada, fundan 
dolo en halarse deducido fuera del término preseripto por ia lev, 
estando consentida, por |r> tanto, la sentencia del arbitrador ter- 
cero, y. además, no existir la nulidad alegada; llamándose ¿*«<m 
para sentencia cuya providencia las partes consintieron, y 

Considerando: 

Primero - que en lo que respecta a la primera causal de nu- 
lidad "toda contestación entre parte.-"' puede ser sometida a la 
decisión de arhitradores o amigables a 41 lamedores, según cla- 
ramente lo establecen los artículos setecientos setenta v siete y 
setecientos noventa y ocho del código de pn >ccdi intentos ; y en el 
caso ocurrente ha habido contestación sobre el valor de las me- 
joras, la extensión y ubicación, puntos expresamente ict. omina- 
dos en la cláusula primera del compromiso arbitral. 

Segundo: que no hay cont ra dicción entre Ja transacción de 
foja catorce y el compromiso de foja veintitrés, pues la jmlahra 
arbitro de la primera ha podido usatsc en su sentido, amplio 
comprensivo de las dos formas de! juicio arbitra! j y si asi no 
fuere, nada ha podido obstar a que las partes hayan modificado 
en el compromiso arbitral los términos de la transacción primera 

Tercero; que según las disposiciones citadas por el recu- 
rrente en la tercera causal le nulidad que alega, aplicables a ios 
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arbitradorc* por expresa disposición de la lev (artigo Mi i¿ 
W ffc el lando debe m fletado formando tribunal, tte^ré 
^ e c " , "I >Rjm,ío *° hubiera acordado otra forma de co- 
nocer y fallar ; y en e! cas,, ocurrente a estar a los términos del 
c<*npr„m»so, foa m adoradores no unirían hacerlo de aquel 
modo, desde que la cJáusula quinta manda os* soto « non* , d 
arhurador tercero en caso de discordia. In r|ll e importa estable- 
cer el fallo previo de los otros dos; y la cláusula cuarta manda 
asnm.mo que los arbitradores entreguen sus laudos a! secretario 
lo que excluye el lucho de resolver ambos en un ..lo v único 



tn ™n Z , ' 1 T T!™™^ * ^trma,i in contenida en la cuar- 
ta causal de nubdad: en la transacción no ha invenido r n «e 
la tasación se lucera después de la tradición de la tierra - ÜL 
qne la empresa quedaba oblada a m „ la indemnización con- 
venida, una ve, efectuado e ! desalojo, lo qne es muv ífetta y 
aunque as, no fuera, nada habria obsta lo ,a mpoeo a' que las par 
tes hub.eran modificado los términos de la transacción en el 
mmmm arlntra!. mmn lo hicieron, estableciendo en !a clau- 
sula sept mía que -una ve, dictado d 'ando, el ju^do dnrá no- 
«™ a la Compañía de muelle y debito* del terreno !oca f |o 
y el ocupado por e! actor". 

Quinto: que la materia del arbitraje e<tá cláramete seña- 
lada en as tres primeras clárenlas dé) compromiso arbitral, <e- 
fiim queda ya establecido en e! considerando primero 

Sexto : que en el laudo de foja cuarenta, no aparecen ava- 
dadas mejora* que hayan desaparecido por el consumo de lo« 
t retos, cfimo se afirma. 

sentendJt'V ?T " m * 
s.nteuc a de los amigable, componedores, sóio da la lev la acción 

de nnlrdad por haberse fallado fuera de término o sobre pnnto^ 
no comprometidos (articulo ochocientos ocho), causales L ale- 
adas en el presente caso; y que cualquier defecto que contuvie- 
re el co,^,^ arbitra! habria quedado .nbsanado por halarlo 
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Octavo: ijue. por último, la acciún intentada debió halierse 
deducido necesariamente dentro de los treinta días siguientes a 
aquel en »|ue se hizo saber el laudo, habien .lose entablado des- 
pués de ese término ( ver notificación de fojas cuarenta y tres, y 
cargo de fojas cincuenta y tina y artículo ochocientos ocho, códi- 
go de procedimientos), 

l'or estos fundamentos, -e rechaza, con costas, el recurso 
de nulidad : y consentida ipie sea esta sentencia, vuelva al despa- 
cho para proveer los pedidos de tuja cincuenta y dos y cuarenta 
y seis vuelta. 

Definitivamente juzgan to ? asi lo pro uuicio, mando y firmo 
en la ciudad La í'lata. a treinta de Mayo «fe "'Ü itovc^iento? 
trece. 

Antonio Martenmo, 



SE.VfKWlA tíK LA' CAMARA \*V. U'KLYCIÜN 

U Piala. Atoito 6 de I9iy 

Y vistos: 

Por sus fundamentos -c confirma, cutí cn-t:i-, la -en t encía 
apelada de foja- ;<> 

Devuélvase para -n cumplimiento. 

Xtaircetitió Bscáhda, — J. Guido Lnm- 
}¡t\ — htwc Ciotlo\\ 



riCTAMEN DKI. ST, PROCURADOR GENERAL 

Ku»not Aire», Octubrt I* de 1913. 

Suprema Corte i 

Lo* recurro* deducido* contra la sentencia de la Exema. cá- 
mara federad -uv. improcedentes E] de nul: latí no ésta ;.*.«' orí/i 
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rio por eí articulo t 4 de !a ¡ cv 48i ^ n jo t¡ene M ^ (lo v [; 
en numerosos casos. ( Palios, tomo 116, páginas ao. 30 v w». 
En cuanto al de apelación, observo qite no ha sido fundado en 
la Juanera que lo es*al>leee ti articulo 15 de la lev 48, ni ^ ¡ nV tj- 
ca la violación de una cíáüsüM de la Constitución, tratad** o ley 
de! Congreso, m<e constituye la materia propia del recurso ex- 
traordinario, remandóse el fundamento de la apelación a las 
forma* de la sentencia dictada por la Exorna, cámara federa' lo 
cual versa sobre ene-tüuic de procedimiento, ajenas al presté 
recurso. 

Sírvase % E, declarar bien denegado, tos recursos ¡, l!t ;r- 
puestos. 



FALLO W LA CORTE SLTREMA 

Bueno* Airet. Noviembre S de I9J3, 



V V¡StO*; 



ta del m&m de ffueja ¡:or apelación denegada, interpues- 
ta por la Conpama de Muel : e* y I>epó,j t os del l'uertn de U 
I lata, en los autos contra c!'a promovido, ¡>or | us ¿. p Ti?za 
vibre pago d L - mejoras ; 

V considerando: 

<J«e tratándose de un recurso extraordinario auno el inter 
pttesto a fojas 8o" de lo* autos princij^Ic^ enviado* por vía de 
informe, el de nulidad c n cpie lia sido aeompa fiado. £ improce- 
dente para ante e*n Corte, po* no *er de los autorizados r >or el 
art.culo ó." de la ley 4055. ni de ¡os comprendido* en la ley 48 
según lo reiteradamente resuelto por ella. (Fallos, tomos' ,02' 
pagina 43; 108, página 59: , ,„. páginas jo, 30 y ^0.1. 

V considerando, en cuanto al de a-ilaciln : 

Que el agravio true se Ita invocado ai interponer pte reeur- 
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so, se hace consistir en defectos u omisiones de ¡as formas pres- 
criptas por las leyes procesales para las semencias definitivas, le» 
cual no autoriza el recurso extraordinario para ante esta Corte, 
sancionado en las disposiciones legales citadas esi el consideran 
do anterior, y hace improceflente dicha ablación. 

Que ella lo sería iguatmente en cnanto se insinúa la falta de 
cita de Ja ley que funda la decisión recurrida, desde que tal omi- 
sión resulta inexacta, en virtud de que la resolución de fojas 79. 
al referirse a los fundamentos dei fallo de primara instancia que 
reproduce y confirma, ha invocado también los preceptos legales 
que en éste expresamente se mencionaban como liase de la sen- 
tencia, de suerte que tampoco existe violación constitucional al- 
guna- 

Por ello, y d e conformidad con lo expuesto v pedido por el 
s.ñor procurador general, declárase bien denegados los recursos 
interpuestos, y en consecuencia, previa notificación, archívese, 
reponiéndose el pa]>e!. Devuélvanle los autos pri:icijwles con 
transcripción de !a presente. 



A. BERMEJO. — XlCAXOB G. DKL 

Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Gabanillas. 



CAUSA CCXLXIIt 

Budor hermanos, en autos ron ta adtnmist ración de impuestos 
internos, sobre pago de una multa. Recurso de hech» 

Sumario: Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 14 de la ley 
4*, f>> de la 4055 y 22 del código de procedimientos en lo 
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crimina], es improcedente el recurso extraordinario para 
ante la Corte Stt^cma, ele una reso'ución fundada en disjjo- 
siciones tlel código de procedimientos en lo criminal que no 
han sido impugnados como contrarios al articulo 18 de la 
Constitución Nacional y cuya garantía sólo lia sido invocada 
al ental/ar el recurso. 

Caso : l& explican la< piezas siguientes: 



SRN-TKXCIA DKL JL KZ |'Kl>HK.\L 

Bucaot Aiftt. Muzo H de 19! 2. 

\ istos y considerando: 

Que de 1a> conclusiones del informe de la oficina qtiii»>c¿i 
nacional corriente a fojas 8, ratificado a fojas i$ resulta plena- 
mente comprobarlo que ios señores liudor hermanos emplearon 
en la operación de desnaturalización de cuatro mil litro* de a'- 
colhil. a que se refiere la solicitud de fojas i, lin vinagre desna 
lnrahzante de menor acidez que el propuesto en Ta misma soicí- 
tud y que la muestra presentada a la administración de impuís- 
tos internos, 

*Jue este hecho iiinxirta una com ra vención a los preceptos 
de reglamentación y fiscalización consignado, en el decreto re- 
glamentario de !a ley número j 7 6i ¡jara las operaciones de des- 
naturalización de alcoholes. 

<>e esta contravención está sujeta a la ¡«nía de multa esta- 
jeada en el artículo 12 de la ley número no resultando de 
autos mentó suficiente para disminuir la penalidad fijada en el 
presente caso por la resol wción administrativa recurrida. 

Por esto, y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
procurador fiscal, resuelvo: Confirmar, con costas. !a resolución 
apelada de fs Xoiiíiqucse con el original, repóngale -i pa- 
inel y en su oportunidad, ricviu-lvase. 

Miguel L, Jantns. 
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SENTENCIA HE LA CAM ARA l'KUKRAL. . . 

Bmihh Aiiet, OcfHbrt IT de t9l2. 

Visto* v considerando : 

- 

ijuc í:i autorización para desnaturalizar aioaífeol*^ solicitada 
i*or Kudor hermano*, fui* acordada en el concepto de une dehin 
emplear-e como de*namr;di7ame nn vinagre eon acidez entre & 
y 7 ]* <r ciento 

AI practicarle !a desnaturalización n* encontró míe lltnlor 
hermano? empleaban en !a operación un vinagre con una avidez 
de 4 v vA resultando de ello que la operación se llevalxi a cabo 
en conlrayención co i la autor; «ación obtenida, infringiéndose 
asi jo dispuesto en el articulo 04 dfel deéí^io reglamentario (le la 
ley número ,1761. 

1.a infracción cometida no es de carácter grave, dada* la* 
eircun -tandas partícula re- de! ca-o, y depile que no se encuetara 
probado ijiie *e haya tratado de defraudar la reñía pública, má- 
xime cuando ni siquiera se hace tal imputación a !o- -umnriado-. 

Kn esta virtud, procede aplicar a la in fracción cometida el 
mmimtim de la multa e «tabléenla por el articulo 12, ley ¿701 pa- 
ra las infracciones leves. 

Por e-to. y lo* fundamento* concordantes de! faJIo apelado 
de f-. 103. se impone a Bwlor hermano*, la mulla de do-ciertos 
peso*, con costas, quedando en esta parte modificado el fallo re- 
currido. X*iti fique**- y devuélva-e: rej*"» iga-e <" papel ante el in 
¡"eriur. 

Daniel Coytin. — Ait<ie\ j), Atojas. — An- 
fffl Ferrc'mi ( orles. — Aíjust'm Üt?. 
tiimirrttin. — Jmtn A- Harem. 
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dktamj-x ui:l sr. i-koci'kaook i.exkkm. 

Bucni Al«», ¡uUr, » de m¿ 

Siijíreina O irle: 

El presente reenr-o es imp-omkiite pr.r lio derivar fie 1* 
(Ustión i|e ninguna de las cláusula* feries a pe se refieren 
los articé 14 y 6¿ de las lej-e? 48 y 4055. re-^-rivaimnte. 

Sólo se ha discutido la prudia producida, lo cual >impe 
1 invite implica aplicación ,1,- m ÍCJ^S procésale*, las que dan 
'tifiar aj recudo que rigen los articulo. 14 y t 5 t | c la diada ky 
4S. ( FaJÍOs, Icnüb pB; pagina* nji y J2fu. 

Pór último, la tacha de inconstitueionaüdad . puc-ta en el 
caso no funda el ruerna., pue* es menester para ella q» C en ei 
p'efto mismo y no al deducir!-, se haya cuestionado aigñ« riere 
eho o ífarantia «pie -e pretende acordado por ia Constitución, 
f í : ailo*. ti mu* 1 So. página ¿58). 

Kn consecuencia, pido a V. E, m -ir va decía ra r bien riene- 
■jado este recurro estraor fina rio. di^níendo vite! van lo. amo. 
al tribunal dv mi procedencia. 

Julio ftotrt. 



FAI.IJ í J>G LA CoRTí: ÍITHJ-MA 

tara» AifCt, Noriambte i de IM. 

Autos y vhtm : 

I,a queja por apelación denegada, intcrpiu-ta pór ía parte 
de ios señores liudor hermana entra seti^ne£a de la cámara 
federal de e<ta capital, que los condena al pago de tina inulta jxir 
infracción a disposiciones de la ley número ¿yú\ y decreto regla - 
mentarlo >ol>rc impuesto- interno*; \ 
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Considera ¡ido: 

(Jue las resoluciones de fojas r 12 y 1 16, se han fundado so- 
lamente en hedius y disposiciones de! código de procedimientos 
en lo criminal , que 110 han sido impugnadas como contraria* ai 
articulo 18 de la Constitución. 

Que la garantía consagrada |>or dicho articulo ha sido in- 
vocada por primera vez at interponer el recurso para ante esta 
Corte, sin que en e pleito se ta haya cuestionado, y sin que ¡*>r 
lo mismo se haya decidido acerca de ella, *egún se ve en la pro- 
pia exposición del recurrente. 

ÍJue en tales condiciones, el reñir* 1 extraordinario es im- 
procedente. co ;i arreglo a lo dispuesto en el articulo 14. ley nu- 
men, 48. o. - de la 4055 y 21 del código de procedimientos en |r. 
erintitm!. y fallos, tomo 58, Aginas 191 v 2*,: tomo 80. «tóa 
3S$ y otros. 

h.r ello, y confonne con to expuesto y pedido ¡wr el señor 
procurador general. >e lo d.clara hien denegado. — Xotiíiqnese 
origfhaj y archiven. previa re|>osieión de sellos, devolviéndose 
los auto j>rineipalv-- cofl fcsüiuo lio de e.-ta resolución. 

. \ . FlERM Kjo. X 1 v.y ñor G. pj£L 
Solar, — M, p. Dak.wt. — 
IX K. I'aí.vci.i, - L I,óim:z 
Cabaxiwjvs. 



CAUSA CCXLXIV 

Mmwfa i\ de Canijias, en tintos ,-oit Otard thtfuv y Cía., 
sobre falsificación de marca de fábrica 

Sumáriff; A ¥ o procede el recurso extraordinario autorizado ¡x.r 
el artículo 14 d c la ley número 48. entra una resolución que 
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se limita a resolver tina mera incidencia procesal, j>or cuan- 
to no reviste c! carácter de swilencia definitiva a ,.uc dírfta 
disposición >c refiere. 

Caso: Lp explican tas piezas siguientes: 



Al/Tn J>IÍJ, Jl-KX KKUKHAl. 

Stieitt* Airct. junio 14 de llítj 

Auto- y vi -tos: V consideran- lo: 

t." §iíe |3 máquinas y demás a*ftciiló| que se detallan en 

el Scf ? ^ s ' íl,cr,,n í'íi'l »a ruados por denuncia ludia por e! 

actor, en ra*/>n de considerar ,,iie en ello se cometía delito. 

J." One el pi-dido ik- IfvautainieiHH dt* embargo ira *¡<io for- 
mu.ado coíi posterioridad a fe fivlia de iniciación de la querella. 

IV e¡*©, y tenii-ndr. en cuenta !o resuelto j>or la cámara fe- 
dera! en el j.iíci, ^ui.lo por Cha,npi«ny v Cia. contra A. lio- 
rm m lecha 36 de K-hrero de 1903, ,.0 ha lugar, con costas 
al levantamiento de embargo soHcitatto. 



Jimias. 

SMNTKXCIA DK LA fAM.VKA n-nKK.W. 

Bueno* Afret. Dicte mbn 21 de IH$ 

N victos y considerando: 

Un ' no procede el recuitjfp ele nulidad - v asi <e declara - 
¡H.r cnanto tío ^e ha incurrido m vi , io (le , )R)Cedim i cnt& 

míe autorice dicho recurso. 

Y considerando, en cuanto al recurso de ablación: 
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(Jne no hay litgar al levantamiento del embargo, desde que 
se ha solicitado con posterioridad a la iniciación de ta quereílk. 
(Articulo 63, ley 

Por esto, y fundamento,-; det auto apelado, se confirma, con 
costas. — Xutifiquese y devuélvase. 

Daniel (¡oytia. — Ángel Ih tío jas. — . In- 
(jei l'rrrcim C\)í7/*j. — JtjustUi l >'- 
itiwirrtiin, — Juan . I. Carda. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueaot A i lis No? lenbrc I* de IQlA 

Vistos y con- ¡de raudo: 

Que e: recurso Ínter puesto a tojas 22, incidente sobre le- 
vantamiento de embargo, es el ©Sí raordina rio legislado en el ar- 
tiento 14 di.* la ley número .jN. 

(Jne no procediendo tal recurso *ino eoinra las sentencian 
definitiva- a qne diclia disposición se refiere y no revistiendo 
ese carácter el auto de fojas 19 que *>e limita a resolver una me- 
ra incidencia procesal, la apelación contra él deducida para ant? 
esta Corte lia sido bien denegada. 

Por ello, oido el señor procurador general, y de confornii 
dad con lo resuelto por e>ta Corte con fecha once de! me-* de Oc 
tubre próximo pasado en caso análogo, asi se declara. — Noti ti ■ 
quese origina! y repuestas las hijas archívese, devolviéndose los 
autos principa lúes con testimonio de esta resolución. 

A. TI ER ME JO. — NICANOR G. DEL 

Solar, — M, P. Daract, — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cauan illas. 
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Herbó. Antonio conim el Ferrocarril Buenos Aires y Rosarte, 
sobre daños y perjuicios 

Sutmn-te : ,.- \\> corresjxmde a !a jurisdicción federal por razón 
ile la materia el rnnoamietío de una demanda regida tan 
-o].* [k,r ciísiK»>iek>:ie> ck-1 derecho común. 

^ Para que surta el fuero fulera! ! a dislinta vecindad 
de faá izarte, es necesario que estas sean argentinas, no «¿ 
rre-j^ndieml.» ciiaifclo una de éSas es extranjera 



skntknit \ ,.n. o* .ra, instancia i>,a i^*,0 , 

Y victos: La ep*i&j de incompetencia de jurisdicción 

U>> Bceiía Atrtomo, daño, y , w jn icios". IV> r los fundamentos 
tegate que informan los memoriales de fe, ,8 y 30 los m,e ei 
W*. .acepta |w contrario, ajustada a clerecía v encua- 
dra** den.m d^po ^ /«^ y de acuerdo con el dictamen 

- -r,eute a fs W el ju íff ado en definitiva, Resuelve: Re 
tJeiK fe«^gnfe de i^onptte ,cia de ítóMiécióri opuesta por 
ta paite demandada en este juicio y mandando, en con sec necia 
dereehatúént la demanda con e^ in n Ji ó, 

II ,>ar,e Ve ","" la ***** los f ™ S de doct 
Wfi f"»" 10 ^ ' a M "" a * *«* «nenenta pesos ¡g 
u e. , e,,, tre,e l^asc safcer y re^se el sellado. - g£ 
10 L <- ttsttf - ¿me nú : Adrián ¡ í. .IWnrf. 
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SENTENCIA m L.\ CAMARA t>K APELACIONES 



RoMfio. Diciembre 2 4t 1912 

Autos y vistos: los recursos cíe ablación interpuestos por 
los señores Hugo Ferguson y doctor González Albornoz, el pri 
nicro ile la sentencia iiiterlocutoria de fs. jij. fecha 14 He aguato 
del año en curso y el segundo de la regulación de honorarios he- 
cha en el mismo auto. 

V considerando: fe* Que según se desprende claramente ú: 
los términos en que está concebido el escrito de demanda obrante 
a fe. ¿ de esto* autos los daños y perjuicios (|ite se reclaman en 
este juicio no han sido originados por un acídente ferroviario 
sino por hceho> ejecutados por agentes de la compañía o empre 
sa demandada, completamente independientes del accidente fe 
rroviario a míe la misma demanda se refiere. 

Oue tan ha querido referirse el demandante sctfo a ios he- 
chos que turkirou sü posesión míe invoca a >u favor como fun- 
damemo de sus pretcnsiones, la disposición legal del articulo 
240" njv. del código civil denotando con ¡ello qñe instaura la ac- 
ción de daños y perjuicios que autoriza ese articulo daños v per- 
juicios originado- |*>r lus avio» de turbación de que el actor 
queja, 

3." Que siendo esto asi. es indudable mu-, por razón de la 
materia, el ea-o está regid. 1 |h>r la ley c múri y eorrcspon|c al 
fuero ordinario seguir la ley de jurisdicción de '4 :1c septiembre 
del año 1803. 

4" Que según lo dispone el artículo (jo, inciso 4. y 00 ríe la 
ley nacional de 14 de septiembre fie 1803, sobre jurisdicción v 
competencia la empresa demandada tiene -11 domicilio especia! 
donde (piK-ra ipw tenga un establecimiento o sucursal o estación 
para el cumplimiento de las obligaciones contraídas por sus agen- 
te* lócale* máxime tratándose de una sociedad anónima (véase 
artículos 135 y 205 del código de comercio). Fallos de la S, C. 
X. t. 17. pág, 150. Agüero V. ferrocarril Central Córdoba 
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de lU de jimio de 1000 y en cago fallo sie:ita que: Vs comiten- 
te para entender éli "a causa por daños y jíerjuieios, procedente- 
de un hecho iüeito, él juez tic: lugar donde se ha producido el 
hedió aunque no tenga en él su domicilio la empresa demandada. 

5 * §ue en cuarto al recurso interpuesto por el doctor (lon- 
zález Albornoz de la regulación de sus honorarios, este tribunal 
¡o estima procedente, dada la importancia de los trabajos y eí 
é*itO Obtenido. l'or c*tas eou-ideraciom* y los propios fúnda- 
melos del auto recurrido se resuelve: Confirmarlo con costas, 
regulando el honoraríó del doctor Conzátez Albornoz en primera 
i n Rancia en do-cientos cincuenta pesos nacionales v en ciento 
cincuent? !o> de e-ta irMancia. llágale saber y bajen. — Mcver 
( usas, lira; o, - Ante mi : Jmm /Wc. 



F.U.Lu Di: tA GORTE StU'KUMA 

Sumo! Aires, Novlembrt 13 de 1915. 
Visto- y coiií¡derandi>: 

«Jue no corresponde a la jurisdicción federal ¡sor razón de !a 
materia el conocimiento de una demanda regida tan solo por dis- 
posiciones de! derecho cOftinn jíormie para dicha jurisdicción 
proceda conforme a lo establecido por eí articulo 2.\ inciso i * 
de ¡á ley sobre competencia, número 4*, y lo declarado |>or esta 
Corte es nectario que !a causa sea especialmente regida por la 
ei sustitución naei.ma'. !as leye- que baya sancionado «l congreso 
y lits tratado- público- con naeioue- extranjeras. Kallos» tomo 43, 
página 1 1? : "tomo 05, página 114: tomo (jó, página 347. 

'Jue en e^te caso no se encuentra la que se promueve en e! 
escrito de fs- 3, puesto que los danos y perj 11 icios cu>o pago se 
reclama se dicen causaos con motivo de la destrucción de un 
sembrado exi ■.tente en ta propiedad del actor. i»r una cuadrilla 
de peones dependientes de la empresa demandada, sosteniéndose 
en justificación de la acción deducida que la indemnización que 
se solicita debe ser juzgada de conformidad con lo dispuesto en 
c! articulo 241,7 r ^ código citado. 
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Que no puede sostenerle tam|*x*o i|iie corresjionde en t! 
caso la misma jurisdicción federal por la distinta vecindad de las 
parte* como se ha alegado también jwir la empresa Ferrocarril 
lluenos Aires y Rosario en el escrito de fs. 14. de*de (Uic según 
se hace constar en 3a sentencia apelada el actor ha acreditado ser 
extranjero y la di -tinta vi-rhdad r<>l<i -11 ríe fuero federal en cau- 
cas entre argentinos. 

Por el : o. <us fundamento-; con corda mes y de conformidad 
con lo pedido por el señor procurador general, su confirma la 
sentencia apelada de 57 vta. y 58 en lo que ha «¡do nía 1 tria de 
teciirso. \otifii|ut>e original y repueMas ta* fojas devuélvale, 

A. BERMEJO. — N'icaxor & &Eíi 
Solar. — M. P, Daract. — 
O. K. Palacio, — L. López 
Caiíanjllas. 
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ferrocarril Centra! .-ir. entino ett autos con dan .tu ton ¡o Otero 
y Cóirec t sobre daños y pe r inicios 

Sumario: N"o am .riza el ree tirso extraordinario para ame la Oír 
te Suprema t-1 hecho de oue *e haya invocado prescrijpcioncs 
ile Ja c* iis til lición nacional y leyes 48 y 30 para ímidar una 
eNce! chin fie incompetencia de la jurisdicción federa;, cu in- 
do \sl resolución no es en modo alguno contraria a la autori- 
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rfad que en nombre dé la ^acióri ejercen tos jtiesés de e-te 
tuero. 



IM-oNUl- Di: KA CAÍ! \K\ DE APELACION KV fcó f i-OKKAÍ. 



Corte Siiij trema; 

Kvacuando el ính-nne ..licitado pop V. K. del* maniatar 
qw don Amonio Otero y CÓmez Amanda a la empresi del le' 
rn.carn: Buenos Aire, y Ricino por la , uim de siete miÜ qui- 
nientos pesos en que estima la indemnización de daños y p^rjui- 
°"V' ilc k " f,a «™viado un accideun- «.."irridn en el I-levador 
Cfc í.rano. ojJC nene establecido la compañia demandarla en el 
Tuerto A f adero. 

Corrido traslado de la demanda, la empresa manifiesta que 
el accidente fue debido un detenido amentaba |H,r parte de !a 
victima y ruega la existencia de los daños v perjuicio, q l|e <* í)tr ¡- 
Luye d aetor. diciendo ,,ue CS exagerada ía suma que redama 

I raumado el juicio en forma ríe ley. el interior fal'ó ab*,! 
viendo a la c-.mpama deman lada. por -„, .er rc^u.wtUe del ac- 
édente qUe mQÜvó el juicio. IMe tribunal, Considerando pn.lauh 
la re^pon^aU nlad de ;¡, utmre^ revoc, !a sentencia arlada v 
el expediente volvió a primora instancia, a los efectos de fijar ¿ 
moutq fie los í la nos y perjuicio, ocasionada. 

m inferior dictó >eiite:ieia en noviembre 13 de 1911 y cua- 
tro te después presenta fgaft* el representante de la empresa 
¡timando la.ta de jurisdicción e ^uipeteueia de los tribunales 
«aciMW.es para entender en la .ansa y !a Címs%uknte nulidad de 
todo lo actuarlo. Kl sc.W juez ,1 entendiend» o,., el escrito 
Mito presentado en la err.-nea inteligencia de no haberse 
dictado ¿ fallo, ordenó su devoludó;,. g apoderado de la mipre- 
*a uwMe con nuevo c ., rf|ll , n KtN p re t eng í^ interponiendo 
-os recursos que dicen fueran necesario* 
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K\ inferior dicta providencia e-ta Meciendo que ha cc.ado !a 
jurisdicción dél juzgado y no hace lugar a lo solicitado. 

Interiormente al conceder el recurso de apelación respecto 
al fondo dd asunto. deniega I,». recur<o> inteq.ihMo. entra e! 
auto anteriormente mencionado. 

Kn e<ra infancia, al expresar agravios !a parte de la empre- 
sa mamiR-ia *jnc sobre todo lo expuesto fc*á la cuestión «Je in- 
eünipeteneía de jyt^ieclan que pfwnóvió oportunamente esta 
cámara falló la causa modtfkasfclb el monto de la indemniiación 
y respecto de :a competencia de ta jurisdicción federa! establecí: 
"One ei juicio t>nik¡paí ^>bre tlafios y perjuicios que tndfi% í 
*' e>tos attto<, ha m,i„ resuelto definiti yántente por fallo de esfei 
" cámara a (V 04: Que tas actuaciones p. -tenores se lian forana- 
" d-i ¡«ira el eunipjrmnito de e-a inunda, y en e-ie estado de 
" la causa no es fie qwrtUniílád alegar ni discutir la cometen* 
■* da de! juez que ha fallado en definitiva i<. principal, Póf !■> 
I y dt- acuerdo con el díñame» del señor p¿»c«ra<íor 

■* fiscal e declara improcedente la exe%éíon de incompetencia 
'■ de jurNdícd.V. 

Intorpne>to él réúktso de apelación fin- denegado j»or no en- 
contrarse el caso comprendido entre lo. q t)L . menciona ai dables 
la fey 4955. 

%s cnanto tengo qnc informar ; t \. K a quie 1 Otos guarde. 
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Buenoi Air*i> Noviembre ir. de mi.y 



Uttos v vistos: 



Kl recur-o directamente interpuesto para ante esta Cort ■ 
por la empresa de! Ferroearril Central Argentina cn los autos 
míe contra ella sigue ante la justicia federal don \nto„¡o i tfero 
y Gómez, por indemnización de daños y perjuicios ; 
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V ijon&íderaniJo : 

Qnc TOii cuando para fundar la exeipei» dt - ¡„,,„„, K . ll . n , iJ 
* .a federal „ n cm , n ,,, r , n , a ^ J 

^>^.|...o«,«d«*lvm¡r ,«e i:, r^lteán ape&d Jd« 

"-«Ira el Lre-eme recnr-r. ea.re !... , |lle „, K . (l , n £ * £ ™ 

£5 L ;' r "; '» ™ «-—linaria a' „..'ri Z ada ,„ r - t 
1-,o..,h- le,,,l,- cada.. Ka,!.., „,,„ pá,¡ ' .' , ' 
Wna 427, y otros. ' * - ,4 1 " 

l'or ello lo pedido por ej ¡ r..,-„ra.|.,r «enera!, se decara 
l '.' c " •' «*«r«o * a.H.laoí,.,, imcrpnc-,,, a í- , , v ' 

j^**^**»***^ 5J5£2 



A. i ti. km j;_f 1 f, _ \ u - AX(Jlí & r>1 . ( 
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Otfgrii* d* Gira*, fá, h 4m ^ m w &Q ^ m ^ 

stúre eseritnmriéii 

Sumario; i ■ ® hecho de no foto aj*,^ ,! groatm^r ÍNcai 
dé "na sentía en m m l^mh .. ¡a Xa^V, m hace cosí 
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juzgada respecto a h declaración cu el!a establecida* de que 
era innecesario, en el ea¿o. la venía del honorable congren. 
para ser demandada y la improcedencia de la excepción de 
prescripción opuesta. 

¿: Xo es necesaria la venía de" honorable congreso para 
demandar a !a nación cuando eVta ci mírala ta enajenación de 
tierras de m dominio privado, pites cii este caso obra com.» 
>u jtítu fie de redil) civil, 

.V" Demandada la e-criturac¡ón de una c.\ tensión fie trerr.i 
fiscái. cuya ubicación se Solicita, fundado en los derechos 
que acuerda ai pretendiente la ley número v^j, prpcMe ni 
otorgamiento por el gobierno de la nae^n, aun cuando se en 
cnentre afectada a un contrato de arrendamiento cebrado 
con nn tera-ro con fédha ppsfefiOF a la que el demandante 
hábia adquirido sus derechos de ubieláun- \mío rná§ cuanto 
que. la acción qué correspondía al arrendatario, en virtud de 
la ley 4167. |»,dia ejercerla, atento la cantidad de hectárea* 
(h>r é! ocupar la-. 

Cuso: Lo explican Jas ¡d^ientes piezas: 



ílí\rK\cr.\ pt% u v;¿ FéMRAL 



Buenos Airei, julio 23 de 1«R 

\ ¡stps esliw am-i- de cuyo c<tudiu reinita: 

(Jik- dnn JVIr.. I.. kím, por la señora Mana Ana Ca>a£e 
mt> de < ".irado en mi carácter de administradora de V* bienes de 

la sucesión de su psj don Ceíerin.» Oirado. se presentó judi 

cía Imeiitc demandan fio al «i»!iieriio de la nación sobre escritura- 
ción e indemnización de daun^ y perjuicio* A mérito de los <i* 
ííiiiente- antecedentes : 

Con techa jt } de enero de 1K70. ¡r-< señores Federico v Ceíerh 
no (orado, en carácter de Mwnptores cada mío de ellos de 
seií accione^ del eftlprMítO levantado para la tras'acíón de !a 
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línea de fronteras al Río Negro, se presentaron al ministerio de 
hacienda de la nación manifestando: Qtié en atención al decreto 
de fecha S de dicho mes y aña. |x>r e! que se les acordad a lo. 
subscriptores de] empréstito de iS 7 8 la facultad de ubicar sus 
acciones doride digieseni pedían ¡¡¡e les concediese ubicar las dúo. 
leguas a que tenían derecho, un la costa norte del Rio Negro, de-" 
de el Fortín ÜHitsa, siguiendo él Curso suprior <le! rrq en direc- 
ción a Choulu ChoeL hasta completar seis leguas de frente por 
dos de fundo al norte; que después de algunos trámites, el l'oder 
Kjtvurivo de la nación por decreto de jo de febrero de itipj, les 
acordó i* adjudicación de las doce leguas de canil*,. co:i !a 'ubi- 
cación solicitada, ordenando a la vez que el Crédito Publico expi- 
diese en oportunidad tos títulos corresi^dfetes a favor de los 
inturesidos. La oportunidad llegaría una ve/ que se practicara la 
merwira. >e levantaran io* planos y ,e hiciera la subíb visión en 
loto: que cuando u~to ocurrió, había fallecido don Federico Gi- 
rado, y mi hettnaho don Ceferino se presentó el i ^ de octtiore de 
m$ al presidente <\A Cr^lito IV.hlico. haciendo presente, que 
habiendo sido aprobada la mensura de lo. campo, nacionales a! 
norte del Rio Negro, licitaba .e ie otorgara la respectiva escri- 
tura, haciendo présente que faHeeido ni hermano, la parte que a 
éjlte a.rres|>, ,n< debía escrilnrarstí a >u Sücesión; que pasada a 
infórnie de ta oficina de Guodeda, resultó, que por no haberle 
hecho la. anotaciones debidas, el campo acordado a los Girado, 
un [Kirie liahia sido dado en propiedad a otra persona, indicando! 
a la vez. una nuuva ubicación de tierras q,«u puele sur acordada 
a [os interesado^ previa su conformidad : que e n mayo dui88ü 
don Ceferino Girado y doña Margarita Casagena* de Girado por 
!a sucesión de mi esjx.su. manifestaron que les había causado sor- 
proa míe se hubiese dipuesto de parte de la tierra acordada con 
fccha jo de federo de \X?o, iK ro en el interés de concluir cuanto 
antes con el aMinti», aceptaban la nueva ubicación qtie proyectaba 
el departamento de ingenieros, siempre que les fuera acordada 
tal cita! su la indicaba, y se otorgara a la brevedad |*>siblc ia re*- 
IKvtiva e>uritura de propiedad; que no . c pudo escriturar en fa- 
vor de Girado y su sucesión los lote* de terreno indicados y aee;>- 
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tados. por resultar tedero, co n derecho a una párté de ^ tie- 
rras; que abandonadas por :o> herederos de don Federico «irado 
a. ^t^ne, administrativa, en i% y de^tés de múltiples tra- 
mitaciones habicmlo falleció don Ce ferino ('.irado. su Swüftft 
£ ¡J»* 3! . ^ * * * ífev¡en,,,re de i**, .diñando 
reconsrderae,,, de un decreto va dictad., v l|lle s, le concediera 
en propiedad a la sucesión la parte de los lotes 8 v o D 
W de! territorio de! Kio XV,n, y ^ m ¿ SS&S 
? ,a ,I,k - r ^>';" * I" <l«e le corregía, en d tote o. fracción 
K.. <ece,i,„ X de! territorio de la l'am¡«. a ana ilicitud por dc- 

?2 , f ,d,rtT " * ,W ' 36 1,ÍZ " «» ■ ncon,á„. 
< ^ le el ar,a que resultas, ] iftre ni fos ^ g g 

« 1-"' Síegrp, neyandn-ele ta reserva pedida de" íoté o de h 
Panipaj qne practicada la mesura de -a tierra acordada e„ Bo 
Nc ff ro resultaron o.¿q 7 hectáreas, área, v 5¿| eennarea. & 
<M t >e le mamiaron escriturar; (|itfi m abrií de .om la refe- 
r,da M,cc r , solicitó se le adjudicaran ^ hectárea'*, , áreas 
y 4 <, eentiarea.. (J «e faltaban para la imefració* de ^ 
hectar^^ que les eorreq^dian ,„> r <„s ,,is amone*, e» 
te Me del lote 8. -], t ra I>. secció, XIV. del territorio de ;a Pam- 
pa, e informada esa solitud tmtílé qué la tierra en. nVa¡. p,ro 

:i m años:, e , lo nn (lhsl ! lntc 

- inMMi,, en que la sueesió» respetarla dicho ^ruratn. per- no 
"tente d o y e! infonne favorable del procurador de te. , 
J Vder din. « fc**tn de ro de octubre de ^ „, 

l auendo U^r a ta! preteu^. , ni , la reconsidera*.',, sotó, 
da^ea mentó de los antecedente, expuestos v fundado en la, 

^ 'i 11 *-' pide ^ condene al l'oder I-'ie- 

outivo de la nacinn a escriturar fa* 5 .;o,> hectáreas. , árw< v , 6 , • # 
centra* de terreno ,-n el paraje ya indicado, a la indemnización 
de «años y perjmc.os , |tte se les ha irrogado por la no escritura- 

7 ' * Ia * tterr;i,i '' lTe e! decreto de 20 de febrero de 

irV>, los que se est.man en fe s ll(na (!e citnV) ( , os m¡¡ ¿¿¿¿ 

neda naoonal. a r Jlu . « 3 e al)(íne d arrenda.niento a (( ue la ^ 

s».n .e ve pr.va.la dede !a fecha de Ja demanda ha-ttí e! mon,,n- 

to que * le esenture la, 5 . 7 oj hectárea, g áreas v 46 ,„n.iáreas 
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defiriendo su importe al valor corriente de ¿ichos arrendamieu 
tos, todo te que pide con expreia condenación <1c costas, (jue c'. 
procurador fiscal evacuando a fe. ,15 el traslado conferido de ¿a 
acción deducida, ««dicha »ti rechazo, con costa*, a mérito de lo* 
salientes fnMariíenfosi lv ( primer lugar no está definido, ni 
lítenos ptetiíteado el paráíter de persona jurídica que haya asu- 
mido el Jv en fos amos de «pie sé hace derivar esta demanda, 
reatando 1»t e] SWfóu&fc, qiié siempre procedió come, pode, 
a hnim-trador y no cotihi persom jurídica, como l,i afirma el ac- 
tor; 4jiic* la sucesión Girado o su can-ante. carece de titnto y ar- 
ción para demandar a la Xaein 1, por los conceptos porque lo ha- 
cen Kmo- aflore, tundan *ti* pretendí. ne-, en el hecho de eme 
su pausante, mrio si-eriptor del c*nj>i¥>t¡to de tierra* de 1878, 
tenían derecho a elegir a tierra íí<ca: qiic se hallase libre¿ l>ero 
es de observar, que aun admitiendo t H.. conk) cierta, no hav en 
los acfoj leí l'oder Kjeeutivo. réspécto de la sucesión «Virado. 
u;i«. solo que in lí.-ara no estuviera dispuesto a entregar la tierra 
que tnvie-c T íhre. tanto más qt*! va entrego la mavor parte y pro 
pu-o entregar e! -a'do Tierra- innihién Iihre.V-.mi. consta de 
auto- ; qne no e* exacto *.m» -e pretende, que ('«irado al hacerle 
sub^ptor del emprento referido, adquiriere derechos de pro- 
piedad M.ljre mía determinada Miperíicie con ubicación cierta, 
como dice 3a demanda, y jh-r el contrario, consta Je autos que te- 
nia derecho a un minero de lefias que el gotóetija le ha entrega- 
do ya e *1 parte y fe «ifrec;.. el sa&to que aquél no aceptó, |*>r lo 
-¡lie no hay mora de parte del f\ K.. ,„> r 1.» que falla por su liar- 
la cttessiottf que. admitiendo «pie e>e pretendido derecho de elee- 
cióU .le tierra hubiere exigido a favor de forado, él se follaría 
extinguido por do* can-a*. pb t la renuncia implícita, que consta 
en el expedente administrativo, a! aceptar .tras ubicaciones que 
la* indvarla- en un prmetpib j^r fVirado, y |>or la prescripción 
que -e ha operado con exee*o. c n arreglo aí art. 40,^ de' Código 
civi:. teniendo en cuenta que H MipiuM.» derecha de Girado unció 
en e] año |K;8. ,, nía ■„!«, . t hi*, -nl^eriptor del empréstito 
de tierras, y que esta demanda data de! o; de agosto de 1**05, de- 
biendo cóntárse a este efecto h ír*niitacióii administrativa! se* 
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gún la reciente jurisprudencia que invoca; tjuc es aun más claro 
que la prescrhxión 'liberatoria se ha obrado en lo relativo :-. 
indemnización iK- perjuicios dado que esta áceion se prc*criW en 
un lapso de tiempo mucho má- breve. Art. 40^7. 

Que substanciada en forma la defensa ele la preserijicióii 
opuesta, se solicita, a mérito cíe las o -ti •sideraciones legales ex- 
puc^as en e! escrito de 41. sy rechazo con especial condena* 
cñ n en costa-. 

Que recibida la causa a prueba para ta justificación tle lo.s 
hechos controvertidos, con el rebultado tute indica el certificad-, 
del señor secretario de fs, i 1 vfa., agregado a f-. $ S el alecto 
\de¡ actor, y a fs- 1Ó4 rf dej demandado. dietádo-e la providencia 
de auto, para definitiva, el expediente se eit. nnura en estaco de 
e*e pr. nunciamicnto. 

Y considerando: sobre la fa'ía de jitrkfeión ©h el juagado 
para conocer en esta litis, por no re-ultar definitivo, ni menos 
justificado el carácter de pérsoná jurídica con que é! Poder &jfc- 
cativo Nacional ha procedido en la- gestione^ de que hace deri- 
var e>ta demanda, 

(Jue sancionada la ley de 5 de octubre tle iK;8. a? hacer 'a 
Clinton de acciones del empré-tito, » que se refiere mi artícitlb 5, 
es indudable Que él i'oder Kjecutivo precedió como persona ju- 
rídica, que reaíiaa un acto regid- * por el derecho común, por lo 
que las controvertí* m. * raíz de mi ejecución originen, caen 
necesariamente bajo el imperio le la ley de <> de octubre dé rgoo. 
Suprema Corte Naciona!, tomo 103, pág, 313 «le sit* fa los, 

Él derecho que invoca el actor lo deriva dé mi carácter de 
Mtscriptor dél empréstito, que le daba ilerecho a ubicar tierra fis- 
cal, y e*i ta! carácter exigió mi cnmpl; miento del I'oder Kjecutivo 
Nacional. Luego el derecho que se ejercita nace de una lev con- 
trato, qn t - HUííOiie a los que lo celebran obligaciones y derechos 
recíbeos, y en tal situación la Xaeión no e< demandada como 
entidad del deréeho civil, como persona jttridiea. motivo p l>r e | 
que el caso, encuadra e i la disposición de! articulo t." de | a le* 
recordada nñm. vííj. 

Considerando, sobre la WfCépCKatl de pre-cr¡i>ción opuesta 
por el señor procurador f i-cal. 



Ot JUSTICIA DE LA NACION 75 

Oiic dado su catéter percnturin. deW rita -cr estudiada y 
Pw,1,ta C4,n Inferencia a torio ntro pronunciamiento, porque >i 
resultare ¡«stiíica^. excusaría a! mbimal de toda otra resolu- 
ción, toda ve/ fjü* día pone fin al Htigip, y porque irihnn:i!c, 
fedérale* ntj resuelven nuMi. iit, abstractas, 

<Jue es de olwrvar. oue ..i- juece* dcWn repelar !,., móvl- 
cs 5««e|ta^an gttiado al ^resehfaiítc riel Poder Kjenttivo al de- 
ducir diejia dele isa, y deben hacerlo. (jor^Ue la 3isposieÍóii del 
articulo ¿jt^ ,k-' o digo eivi) faculta expresainentc ¡«I estado ge 
nira: o partid ¡lar. y a todas .a* personas íurtílieas para >ervir*e 
Üe eMa, y en tal situación V consiiieraeioriéí) aducidas en el es- 
i-rit.» de fr. 41 carecen de Hndauiento y base legaí, como cjiie se 
Erata ríe! ejercicio de ün derecho o facultad propia la nue lia ejer- 
c ¡tai lo dicho representante ¡egafc 

Que según resulta de las constancia? del expt fíente ádtnfe 
ríM^tiw a.iíre-ad.i mtno prueba, el .actor, insistentemente ge* 
tiono de! IV.cKt Kjenuiv.» Xaeional, de-iie i«7«> 4 hasta fines de 
i-K>4 ¡a tibieíiCKiri de la tierra a .pie !e daba derecho su carácter 
.le suiiseriptof de! enipre-üt., de 1S7S. I.a tdiiean ,11 y entrega de 
esa .ierra. j«>r prescripción He la inicua lev. tenia necesariamen- 
te qw gesjitKtarla .le! Poder Ejecutivo, luego el termino para la 
pr^senpeíon de ofcHpcioties emergentes de ese contrato debe' 
computar-*-, no desde su fecha r,.mo |q pretende el mini>icrio 
íi-ca!, sino desde la época pe aquella-, dchian cumplirá v esto 
por prrespomier al estado hacer la adjudicación de la tierra, 
previa nieiwira. subdivisión, etc.. y L -n tal caso, el derecho para 
accionarse judíciálíncjite se encontraba supeditado ministerio le- 
f/is. ha>ta Cuito se produjera de j>arte del phwm» te rleneiíatoría 
a qtie se refiere el art. r." de la ley núm. jgfá v en ta! situación 
es mdudab e t|SU . el actor protege la disposición de! art. 4014 del 
eódij?> civil, en virtud de !a máxima : ,.</.w non : alenté non ai- 
rrit prest riptio. 

Que, por lo ta -no. la prcs;TÍ|Kh'. n de la acción no - t . ha ope- 
rado, pues (]u« tratándose de lina cd>ligación per*ona ; . como e* la 
rpie compreiv le !a demanda, no han transcurrido fe diez año. 
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que establece el art. 4057 para prescribir, a contar desde el 19 de 
diciembre de 1904 fecha del decreto de; Poder Ejecutivo une re- 
solvió definitivamente la gestión tramitada, lia -ta la inter)* li- 
ción de la acción sufr judice: 19 de adusto de 1905. 

Coisiderand.., eh etiante a la reclamación ¡ufa escritura- 
ción de ¡as cinco mil setecientas dos hectáreas de tierra y frac 
ción. que compren- ¡e la demanda. 

(Jiie. mi pnu\ delicia «1 improcedencia, ¡mr abura, no puede 
ser estudiada y *er materia de un pronuncian liento judicial, en 
razón di- ta impnMbi:¡dad le^i! en (pe se encuentra el juíg'ado 
para hacerlo* toda vez que d actor no ha acreditado c l extremo 
de la ley mimen» 395$ esto es, la déri^aeión de parte de! I'udeí 
Ejecutivo de! derecho controvertid», sin cuyo requisito previo 1 
no obstante no haber sido ategaejo por d demandado, no piu-d 
darse curso a la dcmamla. 

T.as constancia* del expelí? He apegado asi I" ju*lific:i. Se 
íúti el recibo de f> 94. la sucesión Cirado ílfeposi^» en el Crédito 
Público Nacional, seis awiories de! empréstito de 1878, las que le 
daban derecho a ubicar quince mil hectáreas de tierra fiscal, de 
^'obtenida por el avance de ia linea de fronteras, K! Poder Kje- 
cutivo por decreto de 17 de abril de I903, maridó enmurar a fa- 
vor de aquella sucesión hectáreas de tierra y fracción e > el 
Río NY^-r.*. y la sitcesíón solicitó míe el reniam-iuc de Ja tierra 
hasta o mpletar aquella fracción, se I c escriturase en el limite 
Este del tote X. letra I). sección 14. del territorio de 'a l'ampa 
t'eníral, « bli»áufío-e n respetar el cutrato de arrendamiento que 
afectaba esas tierra-, pretensión que fué denegada por el Poder 
EjéetttiVo, por los fu ulamentos rtél decreto de 19 de octubre de 
1904 1 fs. r.nVi. lÍMa resunción fué recurrida, solicitándose s l( 
revocatoria a mérito de las consideraciones del escrito de fs, 1 $7, 
y substanciada ésta, con fecha 14 de diciembre de 1904. no sé 
hizo lugar por el sefior ministro del ramo a la revocatoria dedu- 
cida, fundando en causa! diversa <fe t*& a lucidas en !a rcsolueión 
principal. m* mando el'a la presentado, del actor ante la justi- 
cia federal, en demanda contra la X'ación. por el agravio mu- esa 
resolución can-aba a su derecho. 
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Y bien ; e*a resolución, a raíz de 'a que *e promueve esta 
litis, nada legalmente resuelve, ningún agravio por co;iüiguiem\- 
puede inferirle al demandante, porque ella cana' de eficacia y 
valor Ife^jfl, [»,»r falta ¡le facultades constitucionales en el ministro 
que por si so'o inscribió es: acto, tanto más s¡ >e tiene en enema 
que se irata dé un pedido de reeonshlcracr.ni ilé un decreto del 
Poder Kjeciitiv». y en tal ca-o, soló y tuncamente, solo :í *eñnr 
Pn ^i<lente de la República, que expidió dicho decreto, corres- 
pondía conocer y resolver «obre la procedencia <k la reconsíde- 
raciún st (licitada. 

kl art. de la Con-titueión Nacional resuelve el caso al es- 
labeecr. que lo* mini-tro s im pueden por >i *ol<«s. e:i ea-o alguno, 
tomar r^kictópres, a excepción de lo concerniente a] régimen 
cainómicoy ádminMratiyo de sus requemos departamentos; 
disposición que afirmó d principio fundamental de ta lindad del 
Poder Kjecutivoal no reconocerá a aquel*.- atribuciones o pri- 
vilegios pr t »pi,,s. sino en el limkstdo circulo del régimen adminis- 
trativo óieo momico, 

N T o teniendo, pues, los ministros -eeretarti'-, ; ;i representa- 
ción tic la Nación y no pmlúndo resolver por mi -«da firma otros 
asiinto* que los de orden inlenio atminUrativo, la resolución de 
M «le diciembre «le i<? 4. dría en pie ej decreto de 10 «le octubre 
«kl mismo año. Y. como la acción snh judia- sé base en aquella 
resolución meramente mini-terial. y 110 emanada ela de ! Poder 
Ejecutivo Nacional en -u carácter de represe rítanle <k* la perso- 
nería «le ¡a nación, e! pacentante no se encuentra facilita io para 
accionarse entra ella, y los jueces no delnn dar curso a su de- 
ntarla, jior no venir instruida con el recaudo legal exigido |wr el 
art. 1, ríe la ley uúrn ^15.'. t -!o e- la denegación de ju-licia de 
parte de! Poder Ejecutivo Nacional 

Que. !as consideraciones precedente* excusan al tribunal de 
tomar igualmente en con. .cimiento Ja reclamación de perjuicios 
que se exige en !a demanda, con óeaskm de la misma negativa 
dei Poder Ejecutivo, 

Cons¡dcran«ío. finalmente, con respecto a ¡os daños y per- 
juicios redamados por no haber-e escriturado la* quince mil hec- 
tárea'S en ta margen «le! f-í ir* Negro. 
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Qtie «ta reclamación se !a hace «Privar. ,1 C r,»c habiendo* 
acordado a don Ceferíno Girado* en jo de febrero fie íStt) h 
ubicaci >n de tres leonas de frente por dos 4 fondo sobre la mar- 
m Ú *: Kmi X ^ ro - aI P™**fersc a :* escrintración restólo que 
parte de esa tterra babia pasado a p^ter de tercera perdona, ope- 
íacion yw se había ícali^do en d tiempo intermedió, fiedle la 
concesión a Cra ío y la áprobatíútj de ¡a mensura, más de cinco 
ati05¡ 

Pero, a! respecto e* de , .Inervar, .pie Girado, por su escrito 
de fe. 7 «expediente agregado), hizo renuncia e^r^a del dere- 
cho que le podía asistir para ¡>edir fa escriturado:, de la tierra o 
en su ego [a rcpaiaciort de! perjuicio sufrido, v acepto la n.,evi 
ubicación ,, w proyectaba d Apartamento de ingenieros, v en tal 
Situación, la reclamación de perjuicios que intenta es alertamen- 
te improcedente e ilegal, o m que se ¡risa contra sus propia- ma- 
nifestación y renuncias hedías en fonna irrevocable e iiídubi- 
tapie, 

Q«e. a mayor abundamiento, tal redamación no puede pros- 
Krar p.r e-tar precinto d derecho para exigirlo^ sea míe se le 
Considere a la ta* de fa ultima parte del art, 407, de! codko civil 
O en d cm más favorabe. con sujeción a arr. W fara fundir-' 
Abasta observar que de.de d mes de mayo de r«S& época ente 
airado prestó .„ recordado escrito de ivmmcia. f, ¿ hasta la 
presenta™ de la demanda _ agosto (Je hjo 5 - ha , trascurrí- 
dr, mas de d.e* y mievé añ- « shj haber intentado la acción míe 
pone hOy en ejercicio. 

jjjíte no modifica e-ta conctusióii. la gestan administrativa 

V " ; CÍÍ!, " i " !a ' I!CC ^ n íiirafi " y * íWMMte. v qué instruye 
el expediente agregado, por ser elemental en derecho contra 

do m 'a íttnsphidéncta federaL que *>Ió la demanda judicial 
líiterritmpe ía prcscripcicln, y aqiteHa en manera alguna tiene tal 

50» ) SaVtfg: 557, de los de la Suprema Corte Xaei,mai 

y resohicton dd mismo tribimal de fecha _ M de septiembre de 
i;/05. prOftunciaflá en la causa Manco Constructor (en liquida* 
n..n) contra el Cnbiern.. XaeionaJ. s,,brc o bro de pesos 
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jNor estos f tmdamentas, ífefínitiyaniente jüzróñdo falo- 
IrmiL-r.. - RecftsKancb lás «a-|,d,n C , opne>ta> por el señor 
K.-oura^r fiscal, d t - taita de ¡Micción en ei juzgado, iH>r no 
re* t ar deiinnfo „i jn^/ieado d carácter de persona jurídica 
™ <pe procedió H Poder EjeaitSvo Nacional como represen- 
orne ae a Xae^n. en las gestiones ,.ne motivan ia demanda y la 
He pre-miHi.^ de !a acción. 

^mdo: Rechazando ía demanda infamada por los íun- 

fIaai«,tM- expresados en lo. precedentes considerandos y 

lacero: K^»mendo trae !a, ^tas de! juicio se paguen en 

. ^ ^' ,>a > ^ por mitad en atención a las co.,- 

c:¡«-w.ne- de! ta!:.*, 

\Mtifí ( ,ne^ con el origina?, rejtfngase el mío v t . n & 
tnmilad t archívese e-ta catira. 



- l'JHStut i 'rttilhirmin. 



SEXTENCM DE i.a ca,\| \k\ FI-pERÁ!, 

Bunios Aire». Abr,J .«i de IE»9. 

\ í-t. i- y considerando; 

«J;ie m.^ií i re^iha. en el juicio que £ súcesioii de don Ceú.- 
IIWamV , mra ( ., „ flhicrn(1 <k , - a :yw : . n rtv ajn;in<|o 
a e^ninraaon de cinc, mil Rédenla- hectáreas, dtteó 
ar ra; v atarenta y S éi S centiárea* d <eñor j„ c , de primera ¡ns- 
t»*» dedaro «npwicedetite !a demanda en !a sentencia de ¿* 
i,4- por cuanto, en e! expediente administrativo. e l decreto fie 
lecha dk*mhre t 4 de ( ,ne deniega la reconsideración soü- 

cHa la ,* r a jan,, actor,, so'o tiene la firma del ministro de 
a^rn-j nira. 

Qne la ; «ce>,V»ft. expando agravio,, objeta el indiamente 
* la H^Teuna ratón dé ni.e ei decret., de 14 de diciendo , e 
rei:ere a de fecha ,0 de octitbre del mismo año, por el cnal. bajo 
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la firma del Presidente de la República, se le negó la tierra soli- 
citada. 

tjue Jacios e-to> antecedente*, eorre-jjonde establecer que i--- 
válida la objeción, ¡mes |*>r efecto del decreto de octuhrc Ji) e! 
Poder iijeeirtivo denegó el derecho ^licitado, llenándose: a*¡ :a 
prescripción determinada ene! art. i.* ríe la ley 3052. E'l escrito 
posterior de rwonsidenieión no puede en natía modificar la situa- 
ción jurídica creada jior este decreto, debiendo tenerle presente 
además, que ni siquiera ¡injerta un trámite necesario. 

(Jue en >n demanda, ¡a sucesión ^ f >, 28) hace mérito de! de- 
creto denegatorio de octubre 19; de modo que ella tía -ido in- 
truida o uno |ior derecho corresponde. 

Por estose revoca la sentencia apelada en ia |«irte referida, 
y bajen tos autos para que el señor juez i¡ tfito proceda a fallar 
sobre e'!a; debiendo e-te tribunal en oportunidad re-olcer ^bre 
todos los puntos discutid.--. Notifiquen y re¡n'nuia-e el pape! an 
te e! iuferii >r, 

Angel [í. Rojas, — .lmjt-1 fiqrreim 
Cortes Jmu) J. Güftíá. 



sKXTKxm t>KL sr. }vv.z rKnr.K.vi, 

Butnoi Alt», Atóalo 23 di 1900 

N ietos y considerando: 

Que el juzgado al dictar -n pronuncia miento de f>. 174. re- 
lacionó extensamente esta causa, exponiendo hechos y demá- 
circunstancias jiertinentcs de ella, por lo que declarándola hk'«.r- 
pnrada a esta resolución, -e omite tina nueva relación, evitando 
repeticionea innecesarias. 

Que la cámara federa:. por su sentencia de ís. 203, dis¡x,ne 
que el juzgado se pronuncie sobre la procedencia del reclamo de- 
ducido por la sucesión aetora. pidiendo >c condene al Poder Eje- 
cutivo Nacional a escriturar 5.7c u hectárea-. 5 áreas y 46 eenti 
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Al 



áreas riu tierra en c! 1 imite Este dd lote fracción I), sección 14 
del territorio de la Pampa con I» ubicación determinada por la 
oficina de geodesta en mi informe de 25 de agosto de 1904, y \y,r 
íos, eoiK-cpt-.s que expresa la ¿tanda, por ser ta única cuestión 
en tela de juicio, toda vez que fas demás ¡/anteadas otan ya re- 
suellas \k>r el subscripto. 

Que la -ulí^Tipcion tfel empréstito de 1878. levantado para 
la traslación de la linca de ir. mera- al líio Negro, daba derecho 
a tos tenedores de acciones, con sujeción al decreto del Poder 
Kjenttiyn de fecha 8 de enero de 1879. para pedir la ubicación de 
tierra fiscal en los territorios determinados, en amortización de 
esas acciones. 

Que la sucesión de di»n Ce f crin*» Girado lenia derecho a ubi- 
car quince mil hectáreas cerno >nli.-eripiora n seis acciones de 
atpu-1 empréstito — decreto de to de febrero de 1900 — habicn- 
d.nele ubicado y e -entura do <i2tyy ÍKviáreas, 1,4 área* y 64 een- 
tiárcas en el terrario del Rfc> Negro, kas 5.70» hectáreas, cinco 
áreas y 4Ó eentiáreas que le faltaban j>ara completar las quince 
mil hectáreas reconocidas, la sucesión solicitó del poder ejecutivo 
se las ubicase en el limite liste del lote ocho. letra D, sección 14 
del territorio de la I'ampa. 

Que e! superior gobierno jht decreto de 19 d L > octubre de 
1904. de-cstimó ta! preterí 4'in fundad'» en que esa tierra se en- 
contraba afectada por un contrato de arrendamiento celebrado 
con don Fernando Se i jó. dec' arando que la succión debía ubicar 
e-a superficie en tierra fiscal libre de adjudicación y reserva 
( fs. 136. exjK-diente agregado), motivan lo esta resolución la ini- 
ciación de esta lilis, por >o consistientes jwrjnicios que ella le 
causa. 

fjue e! decreto de 10 de * íctubre, en aiscttspn, a! acordar el 
derecho de ubícadott a los tenedores de acciones del empréstito 
de 1878. tenia indudablemente que ser de tierra libre, y no de 
aquélla que s t - ita'al.a afecta fia [«.r derechos preexistentes, auno 
era la elegida, ente reconocía un contrato de arrendamiento a fa- 
vor del señor Seijó, y en tal condición ningún agravio podia esa 
resohtció.i causar a la sucesión, por emanar ella del ejercicio de 
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una facultad administrativa inspirada en razones de equidad y 
justicia, máxime si se tiene en cuenta que el Poder Ejecutivo Na- 
cional en casi todos esos contratos de arrendamientos en los terri- 
torios nacionales por disposición expresa de leyes que rigen el ca- 
so, contrae obligaciones de preferencia en su adquisición» sobre 
la misma tierra ocupada, a favor de sus arrendatarios. IV don- 
de surge la corrección de procederes del Poder Ejecutivo para 
proceder en la forma que lo hizo, y su facultad administrativa 
para conceder o negar la ubicación de tierra que no está comple- 
tamente Ubre y dentro de la cual se ha facultado a la sucesión 
Girado ejercite su derecho, y con cuyo temperamento a la vez 
que se asegura ésta la eficacia de su derecho reconocido, se ga- 
rante al Estado la posibilidad de poder cumplir en todo momento 
sus obligaciones con relaei'Vn a terceros. 

Por estos fundamentos, fallo: rechazando la demanda in- 
terpuesta a fs. 19 por la sucesión de don Cef crino Girado contra 
el Gobierno Wional, con revierto a la ubicación de la tierra re- 
clamada en e' territorio nacional de la Pampa, sin especial conde- 
nación en costas, por no haber mérito ¡ara su imposición al ven- 
cido. Notiíiqucse con el original, repóngase el sellado, y en su 
oportunidad, archívele e>ta causa. 

Agustín l 'rdinarmin. 



skvtkxcia ni: la cám ara fkiwhal 

Buenoi Aim. Ftbrtfo 30 de 1911 

Vistos de lo que resulta : 

Que la sucesión de don Ce ferino ('tirado como suscriptor <iel 
empréstito autorizado por ta ley núm. 047 de octubre 5 de 1878, 
demanda a la Nación para que le otorgue título de propiedad de 
la fracción de tierra elegida por el actor, de acuerdo con la citada 
ley, con los perjuicios e intereses, dc<de el momento (pie hizo tra- 
dición a otra persona. 
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El señor Procurador Fiscal cn reor^ent^; - „ i i » • ■ 
contestar la aetnamh „ i rt J>^>entacjun de la Naife), aj 

m urananoa, no desconoce el dcredm ,¿ „ 
se k entregue la cantidad de heee.re-,s ™ X 3 Í,UC 

de las acciones de! em.m' , • P rtC ama cn emoción 

h. «Slíg j ^ i 

l»""^o. éht^aado otra cciZ I . T^' r SU COfn ' 

la eU zitz^:^:^ 

trato de a r remamiento. Por o lri tííl rte í,ft «-''- * «n con- 

ceda antonzaoón del .v^reso c.,„ arralo a la * ' 

' " r ." ,ra P ar, e, «I rci.rescn,a,.tc de! lUc, i,^,„ na . , , 
peremona excepcift, d, preseripd,*, de la ST^Sl 

«*» * «*» desdo 1UC S d^rtffi& 
to a los daños v neriiiiri,,- ™ -i, r * 1 fWl ; >' vn CUan - 

c% c, „„„iT : al !" on, ° * ,ue 

demanda. w - 1>" I<! cf rechazo de li 

Y considerando: 

'■' Q? e estudiadas las disposiciones i., i 
q« autorizan ,a contratación d^e mmW;, " nU " Kr ° ' M7 

t-renos potó*» p„ r ,r¿?J&£%*t ¥» «"T'^ *» 
articulo* 5 .• . si™!™,,,, „ , 3,C 1 e * de los 

«oriza al r 1? S T 1Cy CO " ,rato P° r la t "" al 

cuatror;™,' , " Crrl * «">q«¡*tara al .«-«¡o 

g*»^ *J*5 «* í*8^ previo p aS o addanUdo 

ventad pt^t^ * 

gobierno cnaiww K<~™ 7 í P . «^'í^entc, cuando eJ 
& nomo enajena tierra f.scal, en aun,*! ¡miento de una íey dicta- 
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da a mérito del incido 4.". articulo 07 de \n Constitución dispone 
(le la propiedad privada del Estado a que se refiere el articulo 
234P de! Código Civil- 
Las condiciones. requisitos, ten niños y condiciones que esa 
ley establece i para tal enajenación, en nada modifican el ea.rácter 
con (júe procede la dación conio vendedora, sujeta a fas regía* 
del derecho ei vi!, que regía la existencia, capacidad y obligaciones 
de las personas jurídica?-. Cuando la Nación .'mu ruta la enajena- 
ción de la tierra de sn dominio privado, i.bra como sujeto del de- 
recho civil, y puede ser demandada por cnmplimiento (le sus ob'i- 
gaeiones, sin necesidad de venia del Con<;re-o, jorque en e-te 
caso no ¡,'oza la Nación de ningún privi'e^io imanado ile ta Cm- 
titución ni de ley especial sitio que está equiparada a la* per-o- 
nas naturales, ?e^i'm disposición t. mimante del Código Civil en 
los arttciilos ¿$ y 42, Kn eonscctiencia, la presente aéféión es pro- 
cedente por haberse etánipitdo ]*>r d demandante ét 11 el requisi- 
to de halier reclamado previamente el reconocimiento del dere 
dio ante el Poder Ejecutiyp, con el resultado negativo que ins- 
truyen las actuaciones administrativa*, agregadas a e*t.*s atu^s. 

2* Cjue en cuanto a la excepción de pre-cripci. m, resulta que 
no lia transcurrido ei término lega! de diez años para que se opc- 
re la prescripción de la obligación de entregar la tierra vendida, 
porque el plazo solo principiaría a correr después del término de 
cinco años contado- desde la fecha que el Poder Kjeeutivo ponga 
los plano> de la tierra a di-posición de los interesado-. Adema-, 
el demandante ha gestionado activamente para que el Gobierno 
cumpla con su oblación, y u -i demandado ha reconocido en las 
actuaciones administrativas y en e-.tos autos el derecho del aevor. 
circunstancias (pie impiden el eitr^o de [a prescripción ti b que es 
igual, no se ha proscripto la acción del demandante 1 ani.-ulo 
Código Civil 1. 

3" c " enanto al fondo de la cue-ti '-n procede establecer 
míe j>or la ley coi trato núm. 047. el suscripto* de acciones tiene 
derecho a elegir ei lote de tierra que corres^jonda a! valor de la 
siiicrijKión. Correlativo a este derecho del comprador, e- la obli- 
gación del vendí flor de enire^ar al comprador la cosa que este 
elija, 
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1.a ley de 5 ,le octubre dé 187S acordó a los ,.,-,tí„¡. res del 
«npRst,to amonólo p„ r t . r¡1 . el , u , w!l „ <k ■ 

decrc,,, deg e ene,, de m ^conoce , »¿*¿55 ¿£ 
«» * l «l,r la ni,,,,,,',, ,¡ t . ,¡, r ,,,. |es ¿¿ \ «*£ 

cepetón U- ta pumos donde Kubirse derecl,,,, , , " 

fuesen recado ,,. r el ,.. ,., ,,,,, ,„ ori ,,, „, J ^ ^ 

•egu»ai frente dd l«o Xe«m por*» de fenfea to que el P E 
* «* I» por decret, , de *o de Ft brer, .de. 879. (.a „ n a ,í¿ , ',' 
embarga no piído hacerse efectiva , . r .•-,„ ~, .., 

<*..*„ el Rio .Ve,,, & J ^ 

' j * * **** 5 >• * 

VIII i,,,,' V' ',T ^ «• 'N«e Este dellote 

, , r í. J , • * P *"W- El Poder te 

luna «...i-iljiAt -e hadaba afecta ta por un contrato de arr-n- 
dan,,,,,., r , s „, v „-, nQ hwr „ , |o o ,. 

' I"' I——- Uebfá Pedir ubicación e „ ,:c,ra ft« , r ." 
■t'ljiifiiwU-K ii v reserva. 

■¿«tófeflS^Í MÍ '' k ' *" * ,!tTr; ' **** P*. 

d r I ' " C . , r a "". r ' ^ 1 •> P- * I" ha cnsi- 

* ;".' n «a*** Eíto <c halla ««firmado , w d ¡ n . 
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y porque «I derecho de compra que puede tener el arrendatario 
al terminar su contrato según la ley núm. 4167 no se hallaría obs- 
taculizado, dada la extensión de tierra que tiene arrendada, la 
queatcanca a Jos lotes 7 y 9 y al sobrante del lote 8, Sección XIV 
Territorio de la Pampa. 

*S¡ el arrendatario de estos lotes tuviera un derecho de com- 
pra preferente a] de eta parte actora, dkJbo derecho no se vería 
perturbado, por cuanto estando limitado a la mitad del área qus 
arrienda según d art. 19 de Ja íey núm. 4167, ningún perjuicio le 
resultaría al arrendatario, desde que acordando ai demandante ta 
superficie que pide se le adjudique, quedaría aun terreno bastante 
para ser vendido al arrendatario en la proporción establecida por 
la ley. - 

El señor Procurador del Tesoro, en su dictamen de f*. 154. 
establece que el derecho de compra del arrendatario no puede 
perjudicar el derecho de solicitar ubicación de tierras que tiene la 
parte actora. pues el derecho de ésta es anterior al de aquél. 

En efecto, la ley de 5 de octubre de 1878 acordó a fes sus- 
criptores del empréstito que ella autorizó el derecho de amortizar 
sus títulos en tierras de las ocupadas por Jos indios; y este dere- 
cho no puede ser anulado por la ley posterior de enero 8 de 1904 
Luego, el derecho del arrendatario debe estar subordinado al de- 
recho anterior y preferente del tenedor del titulo del empréstito 
autorizado por h ley de octubre 5 de 1878, 

4-' Qwe en cuanto a tos daños y perjuicios, es de derecho que 
en las obligaciones convencionales de dar, el deudor es responsa- 
ble por falta de las diligencias necesarias para la entrega de la 
cosa en el tiempo estipulado. (Art, 576 det Código Civil). 

La prescripción de un año invocada por el demandado en vir- 
tud de e!o dispuesto en el art. 4037 Código Civil, no es proceden- 
te, porque esta prescripción es aplicable a los daños y perjuicios 
emergentes de delitos o cuasi delitos ; mientras que los daños y 
perjuicios demandados los hace surgir el demandante como resul- 
tantes del i tvatmp! ¡miento de un contrato, obligación accesoria 
que es regida por la regla de la acción principal. 

5." Que el demandado no es responsable por la demora en la 
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ubicación de tos |^ tKlitmin mtrríoriáu ¡ . 

SfW ta J»«« «tora obtmo !. escriturac^cor^T 
d eme de acardo con I» petición que hi„ ,n^ l6 T££ 
fs. 77- ExpedmKe administrativo agregado " 

*S3& «rt y iS* * 

-le terminar cnantT^ «te t °" ! « ,,t *- ci » » 1 «» 

señor .Ministro * SrnLZt '* pw, " n,e - vcn S° » solicitar del 

cerse «^Tdat^nSo^lL* ^ ^ ** 
nado de acuerdo con tejido ^ * ™ aSUnto '«•»- 

6.* Que con respecto a los daños y perjuicios m-w 

neces^ del^w j£"2ÉP *" ^mmm inmediata y 

*T 10 0ls Pwes*o en Jos arts. «a v w»s *Ui rju.» 
En cuanto a fe, arrendanricn^ 5 ^tL^>^L 
™" ,dante ** * «*ter hipogeo, y^o £ 

«e. par. que prospere la <temanda*^Xm!¿^7TL^" 
5». Código dril). moemmzaoon. (Articulo 

Pof CStSS Considera * 

fs. aog y se oondennJfc^ ^7™" ía "t*"* "Pelada de 

.as do, hectaCTc^^^ÍLT'* ma 

' c,nco "*■*> y se» centiárea* de tierra 
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del Jote VIH, fracción D, parte Este del loíe VI ÍI del territorio 
de la Pampa. Además, se condena a abonar ai actor la suma de 
veintiocho mil quinientos diez pesos con veintisiete centavos mo- 
neda nacional por concepto de toda indemnización a que estos au- 
tos se refieren. Notifique*: y devuélvanse, debiendo repoierse 
k>s sellos ante el inferior. 

Angel D, Rojas, — Angel Ja rrara 
Cortés. — Juan A. Garda. — Da- 
niel Goyt'ta. 
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ButaOi Alrtt. Noviembre 19 de 1913. 

Vistos y Considerando : 

i.* Que el hecho de no haber arlado el Procurador Fiscal de 
la sentencia fie fs. 174, en la parte que deparó innecesaria en el 
caso la venia del Honorable Congreso y !a improcedencia de Ja 
excepción de prescrij>CK>n, no hace cosa juzgada sobre esos pun- 
tos, desde que dicha sentencia fué favorable a la Xación por otros 
motivos, (Fallos, tomo 1 16, pág. 288). 

2. Que. como se demuestra en la sentencia recurrida de fs. 
227 no son. sin embargo, admisibles las defensas fundadas en los 
puntos aJudidos íart 1* ley 3952 ; argumento faJlo 103, pág. 303 
y otros ; artículos 3989, 4023 y 4037. Código Civil). 

3 ° Que, en lo que respecta al rechazo de la escrituración so- 
licitada de cinco mil setecientas dos hectáreas, cinco áreas y cua- 
renta y seis centiáreas, en el limite Este del lote octavo, letra D. 
Sección XIV de la Pampa, para integrar el área de quince mil 
hectáreas que tenia derecho a comprar don Cefermo Girado co- 
mo subscriptor del empréstito a que *e refiere la ¿ev núm. 947, 
y de las cjnc habian sido definitivamente ubicadas nueve mil dos- 
cientas noventa y siete hectáreas, noventa y cuatro -áreas, sesenta 
y cuatro centíareas, en e! territorio del Río Xegro, (decretos de 
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c^B «¿£ » ~ 5¿S t ' Xpe,i,e, " ,: »*«**»fv6 mentado 
^""pruelja), es de observare que, ese recha^.. f.i.i- • 
«vamente en <,„ e ] a titrra íS^™*" f " n,l!, e « * 

tL Tí . ' ey um «*W»«*H»l amplia. 

calecí, « c, Sf* ******* «i 

>■ andicncia. Pre! * ,, " ; , " mo ' *• W ¡«erve.ciÓB 

5'" Que no es de apJicarsc oí ar t i- ,i„ u i. - 
rindiendo de 'o dicho A ■ . J' * J ' v w " ■"*» P 1 **' 
eoncedida en ?R,o ™? »"«•'"»»*' i ' y de que | a ubicación 

He m derechos, dado 32SÍfe!^fc d ^» 
luego «,,« t|l „d ó deleJinada h .oerftrr.- i" " * rata ,,n 

Hio Xegro TI 1^ r 'V*""' 5 *" el ,erritori ° *> 
-e» rio ?n ^'X^C^r 

/-.• Q»T,míÍh^ ! >' ™ mencionada,. 
Ha. de ÜS|^*» 

vaior entre ello, y la , 1(rra anteriormente adjudicada, ni 
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por ios arrendamientos que hubiera podido celebrar de la última 
durante 20 anea; y tratándose de un acto voluntario por el cual 
se reemplazaba un inmueble por otro contiguo de igual superfi- 
cie no podía quedar subsistente ese derecho sin una manifesta- 
ción categórica en tal sentido, aceptada expresa o tácitamente 
por Ja Nación. (Argumento, axtícu'os 740 y 779, Código Civil: 
fallos, tomo 116, página 288). 

&• Que el acto referido no deja de ser voluntario por la in- 
exactitud o falsedad que se alega de! informe de ta Sección de 
Geodesia ( fs. 196 y 251 vta.) visto que la actora no pretende 
anular el arreglo hecho. ' 

9 ° Que si bien el pedido de adj udicación de las cinco mil se- 
tecientas dos hectáreas, errveo áreas, cuarenta y seis centiáreas se 
hizo en 29 de abril de 1904, han mediado gestiones administrati- 
vas posteriores y es por ¿lo más seguro considerar que la Xaeión 
ha incurrido en mora, en lo concerniente a esa adj udicación, des- 
de la fecha de Ja demanda de fs. 19, o sea, desde 19 de agosto de 
1905 (fojas 31). 

10. Que con arreglo a Ip dispuesto por e I art. 520 del Código 
Civil, en el resarcimiento de los daños e intereses, «ólo se com- 
prenderán los que fueren consecuencia inmediata y necesaria de 
la falta de cumplimiento de -la obligación; y en el caso sub jndice 
no es dudoso que desde agosto 19 de 1905 la actora se ha visto 
privada de los frutos que habría podido recoger de !a tierra que 
se le manda escriturar o del interés del va:or que ella representa- 
ba, en cuanto esos frutos o intereses excedieran dedo que la mis- 
ma adora haya recibido de la Nación a tifoso de renta de sus ac- 
ciones no amortizadas del empréstito de la ley núm 947. 

11. Que atento ln manifestado por el perito Carvallo a fojas 
ni. debe tomarle como liase más segura de indemnización e! 
interés expresado. 

T2. Que no exigiendo en autos prueba sobre valor de di- 
cha tierra en agosto de 1905, corresponde se proceda a stt com- 
probación. 

Por esto* fundamentos y sus concordantes, se confirma la 
sentencia apelada. co:i la modificación de que en concepto de da- 
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«os y perjuicios debe abonarse a la su^ía» ^ . ~ , . 
ber prosperado la d™»™!* * ? causadas, por no ha- 



M. 



P. Daract. - I,. Ló PKZ Ca . 

1>A VILLAS. - Josiv XlCOLAS 

Solar r en difidencia). D. 
E. Palacio (en disidencia. 



wsidkxcia 
Vistos y considerando: 



ene! decreto de »,feTI„T ^ " ^J"*""*» consignad, 
del tettffott&i ,i i d- ^rrenos en la misma sección VI 

te del lote 8. fracción P. .¿cción XIV dTfa LT¿ÍT ^ 
g J er Ejecutivo en H región de Octubre , 9 * 
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...... . 

Qtw t ¿i por el artícuío 12 de la ley número 047, se estatíe 
cía que la enajenación de las tierras de qiie se trata sólo podían 
hacerse por amortización de tos títulos cuya emisión autorizaba, 
por «5 articulo 17 de la misma ley. se disponía que los ienedores 
de esos títulos deberían pedir su amortización dentro del térmi- 
no de cinco años, contados desde la fecha en que el Poder Eje- 
cutivo «pusiera los planos de las tierras en ta oficiia respectiva 
para que. en su vista, midieran pedirse las adjudicaciones. 

Que esa adjudicación ha sido pedida en 29 de Abril tic 1904 
y la mentira y planos de la acción XIV, fracción P, dd tcrriitv 
rio de la Pampa Centr.il, habían sido verificados en 1887, como 
consta en el decreto de 30 de Junio de ese año ( Recopilación tU 
leyes de tierras, página 180). 

Qrc no c> posítfc ai'mrtir. contra la disposición expresa de! 
articulo 1 7 de la ley número 947, que un territorio de una super- 
ficie tres veces mayor que la representada por las acciones del 
empréstito del 78, hubiera de quclar indefinidamente inmovili- 
zado, a la espera de la amortización de aqtM'Uas. 

Que al no admitir la rmortizacion de acciones solicitada por 
Girado en el ümitc Ks,e del lote 8. letra D, sección XfV dri te- 
rritorio de ía Pampa Central, arrendado a don 1-, Seijo. bajo las 
condiciones de la 'ey general de Diciembre de iqa2. número 
4167. exigiendo se hiciera en tierra libre, no se lia discernido de- 
recho alguno de preferencia co.iccdido a los accionistas p D r la 
ley número 947. 

Que, por la ley 4167. ti arren latario tenía derecho a adqui- 
rir en compra la mitad de la tierra arrendada, por lo que el ac- 
tor señor (lirado podría sólo ubicar, aún en los m&mps lotes 
arren fiados a Peí jó, respetando el derecho de com;»ra ds áque% 
o en otra tierra que estuviera jgnrJmcnt? libre. 

Per estos fundamentos, se revoca la sentencia apelarla de 
fojas 22j. — Xotifíquese con el original, y devuélvanse, rcjjo- 
niéndose los sollos. 

Wavor G. df,l Solar. — D. E. 
Palacio. 
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CAUSA CCUIU 

Si^iM^ tarto, cmmsm Juan, la provincia, sobre compe- 
tencia por inhibitoria 

Sumario : Corresponde a la j« r Micción loca] atender en «„ 
jmco en el auc .se persigue el cobro de renta, o recursos de 
"na .provincia, pues >]a justicia nacional no puede trabar la 
acción <le las autoridades locales en la consecución de ese 
propos.to, sin perjuicio del derecho oue pudiere asistir a los 

l™,ír hS *' ,WÍO:,es t,e m^Sk de lo pa- 

Casoi Lo explica el siguiente: 
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Bucnoi Alni. Noticmbic 1« d c wa, 

Autos y vistos ; 

fn ^"f aKos ; Sarniien f>. Presenta la cédula de onplazamien- 

nJrlT í a ? :,C,t " d (M * ^ ^ncia en lo civi, yZ 
mercal y de «upas de la ciudad de San Juan, para c,u e coíira- 
«m ante aune! j^ado a seguir e! Juiei con^/p^J, 
«r e! ^erno de ac.neHa provea, sobre cobro de unT^arc 
valor de cuarenta y nueve inri setecientos noventa v nue^e- 
m con sesenta v dos centavos, y entabla contienda'* cue- 
len a por « de .nhibitoria fundado ea one tiene .su do3o 
en b eaprtal nacionaj en el pank]o de ¿ qae ^£ 

íenor procurador general. e * 



fallo» m la coro wihva 



Y considerando: 

Que, como consta «ti la sentencia pronunciada por esta Cor- 
te en veinticuatro de Abrrt último, publicada en ia página 413 
del tomo 1 16 de sus fallos, ese pagaré fué entregado por el co- 
ronel don Carlos Sarmiento en veintidós de Septiembre de mil 
novecientos once, a un año de plazo, con motivo de la rendición 
4e cuentas de su administración, pendiente entonces de la apro- 
bacíÓ!i de la legislatura, para cubrir un saldo del empréstito ex- 
terno de mil novecientos nueve, cuya inversión no aparecía com- 
probada (considerando i.'). 

Que, en la misma, consta que el recurrente otorgó ese pa- 
garé en su carácter de ex gobernador jefe de aqueta adminis- 
tración en salvaguardia de los intereses de la provincia y a los 
efectos del examen de las cuentas a cargo de la legislatura de 
San Juan. 

Que en la ejecución que ha motivado el pedido de inhibito- 
ria, se trata asi de hacer efectivo el cobro de las rentas o recur- 
sos de la provincia, y por aplicación de los artículos 104 y to*> 
de la Constitución, esta Corte ha declarado reiteradamente que 
la justicia nacional no puede trabar la acción de las autoridades 
locales en la consecución de esc propósito, sin perjuicio del de- 
recho que pudiera asistir a los interesados de iniciar las acciones 
de repetición de lo pagado, que juzgaren procedente. (FaJ'os, 
tomo !2i páginas 133 y 20;; tomo 57, página 46; tomo 94, pá- 
gina 353; tomo 108. página 5 • tomo 1 14, páginas 282 y 298). 

Por ello, oírlo el señor procurador general, no se hace lugar 
a la inhibitoria bichada, y repuesto e! papel, archívese, hacíén 
do¡¡e saber por oficio y con testimonio de la presente resolución 
al señor juez de 1." instancia y 3/ Nominación de San Juan- 

A. Bermejo, — Nicanor G. del 
Solar. — M. p. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cara sillas. 
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mm nacional contra Antonio Pons. p r d,f randado» a la rtnt* 

de aduana 

^É^Mx*^ * n,e ™*=^ m el exterior, 
por ca ffcval, «, lno «p^ s ¡„ „, tur , fátam^ 

Y requ lsltos prescriptos p« ¿, ar1iculos ^ «¿7«*é. 
fegP" d < ■*—. 3- y 56 * la ley de aAtanaTaÍ 
Mayo de ,906, ml , wru d ^ £ £ 

"arear en el puerto, de m los Mito, 
ctll " ** PreMril,en las ««•»•«« y ley 

tea» : Resulta las piezas siguientes : 

KSOLVCIÓX DEI, AOMIXiSTlUK» « LA ADC.VN., DK coló}r 

Calía, hptteatn » at »u. 

«.e Y reiu:,an,, ° * ,as act "* ¡ °»« p»*.*. «» 

Que el señor Antonio Pons, venido j i 

vapor nacional ..T rit ,_-. r , gÍ5tro 

g2¡ mg*m de Xrontevid» en transé paraTLlT 
tando tocado c^, «W»» pucrtl> ^ ^ enPavsandú ( Re- 
l».b. » Oriental), trajo consigo, corno eq.ripaje cinco fardo. 
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manifestada* en ninguna forma en el manifiesto general de! bu- 
que, al formalizarse la entrada. 

2. * Que dicho* bultos fueron desem!>areados en calidad de 
equipajes conjuntamente con otros, cargándose e:i zorras para 
ser remitidos a! Resguardo t>ara su revisación, siendo aquéllos 
dejados en depósito \nr vía de precaución por el peón fiscal Me- 
dro l'erreno ( su declaración de fs. 3, 4. 10 v 11). 

3. * Que de inmediato é jefe del Resguardo, trasladándole 
allí, comprobó por los medios que informa su declaración de fo- 
jas 839 vuelta, que no se trataba de equipajes, sino de verdade- 
ras mercaderías de importante va'or y subido aforo y derecbo, 
por lo que procedió a detenerlas elevando e:» el acto el parte es- 
tatuido en el artículo 1040 de las ordenanzas de aduana en el 
que denunció la In fracción. 

4* Que ei día 7 a las 3.30 p. m.. es decir, con mucha poste* 
riorklad a la denuncia, el causante señor Ffefis presentó la soli- 
citud número 461, agregada a fs. 18. pretendiendo dep< .sitar di- 
chos bultos que no estaban manifestados, declinando que su con- 
tenido era de trescientas docenas de sombreros imitación Pa- 
namá- 

5." Que de la verificación hecha en cumplimiento a !as pres- 
cripciones del artículo 10.44 de las <>rd tanzas de aduana en pre- 
sencia y con la intervención del mismo causante; los cinco far- 
dos re tillaron co itener 3.351 sombrero* Panrmá v *as imita- 
ciones, resultando discrepancia con lo expresado en (a salicitud 
de referencia lo que induce a suponer maicia de parte de su 
autor, 

ó." Que, comparecido e! mismo señor Pons. a declarar en 
este sumario en fecha 9 del corrente, niégase a ello, limitándose 
a calificar de falso el parte de ik I. Agregando que jíisíificaria 
por escrito a:ite ta aduana la legalidad de sus procederes í dili- 
gencia de fs. 3 vuelta 37). 

7." Que en la mísma fecha presentó el memorial agregado 
a fs. 19 a 23. pretendiendo en él sostener que manifestó al pm- 
vfeyente ql:e traia merecerías de comercio a jwgar derechos, que 
por el, o se ordenó su depósito. 
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8." Que esta aseveración es absolutamente falsa, y queda 
desvirtuada poí !a misma solicitud núm. 4 úi, fs. 18. a que se ha~ 
ce referencia en e! resultante anterior la que en taJ caso carecía 
de objeto y por las constancias de lo actuado. 

Y considerando: 

i.° f>e en el caso ventilado *c ha infringido abiertamente 
las disposiciones del art. 838 de las ordenanzas de aduana por 
establecer c it forma clara y terminante la declaración en el ma- 
nifiesto general ; Q„ Q el art. 837 obliga a presentar por ¿n*» 
do a los paquetes establecidos en carrera fija, deben expresar las 
marcas, números, chases, ¿fefe, fe, wmirf( , r(W 
taños, comprender las encomiendas, muestras y pacotillas que 
traigan los pasajeros y tripulantes con desti:io al puerto y expre- 
sar los que condiucan a otros puertos del viaje (art. 838 va cita- 
do >. reqms.tos qu e son ampliado, por el art. 31 de la lev i m <fe 
ateto, f ,ue establece que los buques de cabotaje como el vapor 
rth.n que proceden de puertos del país limítrofe la obligación 
de immfestar también clase, cantidad, calidad v volumen de ca- 
da bulto con ios mismos requisitos que establecen las ordc:,amas 
para c! despacho a plaza. 

2." Que en el caso ocurrente no sólo se ha dejado de cumplir 
esas fqmmmm de la ley para regular la situación de la mer 
cadena denunciada, sino que esa omisión se ha hecho a sabiendas 
y a>n manifiesta mala fe, como lo atestigua la declaración del co- 
mido del vapor corriente a fe, * y 3 de la que resulta que el p¿ 
s-Oero Pons al subir . bordo fué preguntad .sobre el contenido 
de los bultos co„ e! propósito de cumplir con los requisitos de las 
ordenanzas de aduana al llegar a puerto, habiéndole en ese acto 
declarado que • eran muestras de viajante de comercio de las que 
Hevaba la correspondente guia" pagando entonces por exceso de 
e^npPje un peso oro uruguayo con lo que falseó la verdad coa la 

lTLT2^ en * eVÍtar » r ™™™« el cumplimiento 

de las d.sposK.oues legales y encontrándose asi en la libertad de 
.ma introducción fraudulenta con desmedro de los derechos fis- " 
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3° Que U mente <W codificador a] establecer las formalida- 
des estatuidas por tas ordenanzas obligando a los capitanes y pa- 
trones de buques a hacer la manifestación de la carga que condu- 
cen en ettos, castigando bajo las más severas penas todo olvido u 
omisión, llegando hasta penar los errores cometidos por ignoran- 
cia de las leyes aduaneras, sin considerar esa circunstancia com* 
atenuante (art. 1058 de las ordenanzas), tiene por proposito evi- 
tar que aun al amparo de ese pretexto pueda burlarse la acción 
fiscal. 

4-° Que si bien en este caso no se trata del contrabando defi- 
nido por el art, 1036 de tas ordenanzas, la infracción cometida 
encuadra perfectamente dentro de las prescripciones del artículo 
1037 de la misma, y debe por lo tanto ser juzgado conforme a ¡o 
establecido e ] art. 1038, por cuanto las mercaderías de que se. 
trata no fueron manifestadas en tiempo, desembarcándose a tie- 
rra sm llenar aquella disposición por lo cual caen también bajo el 
imperio del artículo 846, última parte. 

5 ° Y finalmente, que la prueba ofrecida en el resultante an- 
terior no se ha producido en forma alguna. 

Por los fundamentos ya expresados, por los que se comprue- 
Iki plenamente que se han dejado de cumplir las prescripciones 
terminante de la tey con el deliberado propósito de defraudar Ij, 
renta ; haciendo uso de las facultades que me confiere el art 1054 
de las ordenanzas de aduana, y ajilándome a las prescripciones 
de los artículos ya citados, concordantes con el 1025 de la misma 
Fallo: declarando caídos en comiso los tres mil trescientos 
cincuenta y un sombreros Paíiamá y sus imitaciones, origen de 
estos actuados, adjudicándolos al denunciante señor jefe de res- 
guardos; debiendo el interesado manifestar en e! acto de 'a noti- 
ficación sí está conforme con pagar el valor del comiso más los 
derechos fiscales, o hace abamfcno de la mercadería. Xotifíqnese 
a los mteresados como lo dispone e! art, 1059 (O. de A ), repon - 
ganse los sellos por el cansante y fecho pase a contaduría para 
los demás efectos. 



Ramón Z. Alvares. 
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SENTENCIA DEL ST. JL'EZ FEDERAL 

Competo* MI Urflfmr, Dktabit 23 dt itis. 

rf on A*™ e o* 1 reCl,rS ° dC apelMÍÓn y ""'^ Promovido por 
don Antomo Pons contra d fallo de la Aduana de Colón^fojas 

m i 7l ? *SS ^ COn,ííi ° dtKO lH,,tos teniendo tres 

con T"*"!* y Panamá lucidos 

con infracción a las ordenanzas de aduana. 

hension cabe» de proceso « falso, porque ¿i hatía dejado 
pS*£S2^ 

presentar, a documenta^ respectiva para sn despacho, «g»,, 
mamíestaoon verbal q«e hizo al administrador «fe £ «h^fal 
desembarcar, agregando, que toda !a actuación administrativa 
adolece de nulidades í fs. .9, a* Jt. « y 6 7 ). 

por m2tf£% QW 2- h ,.* d ««*" « ™n¡««io del va- 

oT« vinSi ' , >- "° mntnáKla P° r «**a constatado 
que viniendo estecen pasaje tomado en Pavsandú (RO del U 1 
trajo cons,go cinco fardo, como -muestras de viajanie" y sin 
d^nnentacKm aqpma. ta, que desembarcó y dejados l, 

7 a r r0n * depÓ5Í, ° fi=cal I»' » autoridad adua 

ñera dado que « dueño no aparecía, en enya dromstancia el 
jefe del resguardo don Cándido Rrunel, descubrió la veredera 
mercader a de ,os bultos. Que estí improbada la declarad^ 
bal que d,ce Fons hiao al administrador de la .Aduana y que éste 
■¡■cea en el fallo recurrido, sm que tampoco haya^enK 
-loci^cmac™, ofrecida para legalizar la merca* 
dena no .nchnda en el manifiesto general del buque, ni salvad, 
ta om.s.on en ,*mpo y fon,» legal. Que en consecuencia, el parte 
•le aprehensión ha sido hecho confom» al art. .040 de la, 
nanras de «luana, toda vea qne no hnbo rectificad*, o amplia- 

TJ1 ""T"'"™ ***** * Pons ante, de di . 
cho parte. Art. 3, w //« ky de aduana Bura . 49,3; y ,„ aa l„ 

a !a actuacon administrativa, es igualmente váída y a^aT" 
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las prácticas sumariales de la materia aduanera, no obstante lia- 
berse obrado bajo una continua c insistente amenaza venida en 
los escritos de Pons y su abogado patrocinante. 

Considerando: Que el caso sub judicc se halla previsto y pena 
do en los arts 56. ley de aduana, 1025 y 1026 de las ordenan 
zas de aduana, típicamente caracterizado al pretender mercade- 
ría extranjera de alto precio como muestras, y por lo tanto el fa- 
llo impugnado y ei míe luce a fs. 106 vta., robustecido a la vez 
con la plena prueba acumulada en esta instancia, y particular- 
mente ta que comporta los documentos de fs. 197 a 201 y no ob- 
servada por el recurrente, es legal. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo en todo con los dictá- 
menes fiscales de fs. 83 y 204, se desestiman los recursos ínter 
puestos eo»firniándo.*e el fallo de fs. 51, con costas. Devuélvan- 
se los autos a !a aduana de Co!ón [>ara su ejecución y repóngase 
el sellado. 

Y considerando oportuno estimular el celo y vigilancia por 
la renta adtianera con la correcta intervención del jefe señor 
Cándido ítninel, oficíese al ministerio de hacienda recomendan- 
do su comportamiento 

Jorge E. TcUo. 



FALLO DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

PWiflá. Wíto 14 de íes. 

Vistos y considerando : 

Que la introducción de !as mercaderías de la referencia, re- 
sulta haberse practicado sin llenarse ninguna de las formalidades 
establecidas por las leyes de la República para la importación d- 
valores del extranjero, hecho que el art. 1036 de las ordenanzas 
de aduana define y sanciona como contrabando. 

Que sea cual fuere la manífe>taeió;i que el interesa. lo hicic- 
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ra a los empleados de aduana cu el acto de la introducción, no 
contando que ella fuera hecha en la íonna y tiempo que las le- 
yes de aduana lo permiten, no quita a! acto su carácter de contra- 
bando; por cuanto el cumplimiento ib los precedo* aduaneros 
no está librado al arbitrio de sus empleados y de los particulares, 
sino que del» constar en la documentación corresjxnidienU'. 

<Jue además e! procesado no lia justificado en momento ai- 
gimo la legítima procedencia de los artículos .por él introducido*. 

Por estos fundamentos y concordantes de las sentencias re- 
curridas, fíe acuerdo igualmente con lo cxjHiesto por el señor pro- 
cu rador fiscal, resultando además, que la nulidad alegada ha sido 
consentida (art. 513 del C. de P- en lo crimina" >. por lo cual se 
la desiMima; confínnase dicha sentencia, con costas, salvo en lo 
que hace a la reeonun tinción contenkla en su iVtima parte, la que 
se deja sin efecto por ser ajena al caso, y devuélvanse, debiendo 
tq\a nerse los sellos ame el inferior. 

Fortunato Calderón. — José Man ó. — 
R. llores Vera. 



DICTAMEN" DHL Sr. PROCl'RAPOR OENERAL 

1 

Buen*» Aires Septiembre 18 de 1013 

Suprema Corte: 

Procede el recurso para ante V. E. por encuadrar dentro 
del inciso 2. del artículo 3/ de la ley 4055. 

La situación do las mercaderías materia de este proceso in- 
troducidas sin formalidad alguna de las que la ley aduanera re- 
quiere y de una manera clandestina, como se ha constatado en e! 
proceso, justifica plenamente «ti comiso y la calificación de con- 
tra! ando, a mi introducción en tal manera (art. 1036 ordenanzas 
de aduana). 
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Sirvan de base a esto Jas amplías consideraciones de las sen- 
tencias de primera instancia de fs. 210, y de la de segunda que es 
la recurrida de fs- 228, para pedir como pido a V. E, se sirva 
confirmar esta última en todas sus partes, 

Julio Botet. 



FALLO DE LA CORTE SLTREMA 

Bucbm Air*», Novrtmbrt IB dt 191 1 

Y vistos : En !a apelación concedida a fs. 232 contra la sen- 
tencia de la cámara federal del Paraná, en la cansa seguida con- 
tra Antonio Pons, por defraudación a la renta de aduana. 

Y considerando : 

Que el hecho materia del proceso, consiste en la introduc- 
ción al país, por vía fluvial, desde et exterior, de cinco bultos 
conteniendo tres mil trescientos cincuenta y un sombreros Pana 
má y sus imitaciones, sin abonar los derechos fiscales respectivo». 

Que según las constancias de la causa, prolijamente relacio- 
nadas en las resoluciones de fs. 51 y 2 jo, Pons se embarcó como 
pasajero del paquete nacional Tritón en el puerto uruguayo de 
Paysandú, conducieiHlo como equipaje cinco fardos forrados en 
arpillera, que desembarcó en el puerto argentino de Colón, a don- 
de se dirigía, sin manifestar contenido de aquéllos, ni presentar 
documentación alguna aduanera ni consular. 

Que interrogado a bordo por el comisario del Tritón, sobre 
el contenido de dichos bultos, para declararlo en e! manifiesto 
del barco, contestó que eran muestras de viajante, no sujetas a 
impuesto y de la< cuales Itcvalia guía de removido, todo lo cua! 
resultó inexacto, tanto en el acto del desembarco como por la re- 
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™ * 'as expnsaL « 

ss^sf TOnctó " **** - * m&ém 

m*„,?^ h . *f^# l * N» d« haber manifestado vcrtal . 

Cff íIS procnptas para el caso en los arts 818 lr . 

ÍSE rCS ' amentarÍO * 3. .1. mayo de y 93 

yiw independientetjgente de lo e.\nue, to „« ;„,i„Y i , 
aun M cierta ,a c^d* ¿¿¿gg * g 
no habría suplido las formalidades evriia, ,„„ „™ T' V 

Que dail f «*» antecedentes y las circunstancias bien s.i«- 1 
rentes su, duda, de que esta dc . „ fo^,^^. 

«tos legales, ¡.rescriptos en salvaguardia de la 
a renta f, ÍC al. fueron cansadas por , ra comerciante 

poner en el un mejor conocimiento de las leves relativas a t, „,- 

25? e T*"*" * artíc,,,os ■** ■ im p««^ hir- 
ió» qne en este caso representa,, nna suma de coliderTd™ Tn 

cal t ^ ; * ° ' 10 í ° Mm 3 P™" <<« manifiesto qne,. en d 

2? .me T'° " Prt ^ , ° * e,U<IÍr ri «fe * aquellos £re 
cha, > qne, en consecuencia, procede la aplicad.* dé las penas 
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sancionadas para reprimir tales vto1aeio:ic5. como ha sido rcstiel 
to por el administrador de la aduana a fs. 51, arts, 905. 102$, 
1026, 1037 de las ordenanzas de aduana. 

Por el!o y consideraciones concordantes del fallo apelada de 
fs. 228, se le confirma, con costas. Xotifiqtiesc original, reponga- 
se el papet y de vu vívanse, 

A. BERMEJO. — XlCAN'OR G. DEL 

Solar. — M. P. Daract. — 
IX E. Palacio. — L. López 
Cada n illas. 



CAL'SA CCLX 

Protittcia tte Diunos ¡tres contra doña .¡)t tonina CascaUarcs, 

so bre re h ¡mí ica c ión 

Sumario: i.° Tratándose de la ocupación de un terreno conocido, 
dentro de limites precisos, la ignorancia acerca de la exis- 
tencia de un sobrante con respecto al titulo de propiedad, no 
es oírice [jara la posesión animo dom'mi de ese sobrante, a los 
efectos de la prescripción. La circunstancia de qije dentro de 
esos límites exista más terreno del que señala una mensura, 
no impide que el exceso sea |»seido en la propia forma y 
con los mismos efectos jurídicos de ¡o que ccTrespondería 
extrktame-ite al titu'o. 

2* La fecha en que s L > alambra un campo no es anteceden- 
te decisivo para determinar la época en que se comienza a 
jutseer, dado que la ley común sólo requiere como esencia! 
la ocupación, de cualquier modo que se tenga. 
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3.* El hecho de haberse pagado la contribución territorial 
por una área inferior a la señalada por una mensura. 110 ex- 
cluye o modifica la posesión, puesto que la falta o morosi- 
dad de los contribuyentes en el cumplimiento de las cargas 
públicas tiene sanción distinta de la ¡Ardida de los derechos 
de posesión o dominio. 

Caso : Resulta del siguiente : 



1-.U.LO DE fcA CORTE Sl'PRK. MA 

fiuiftoi Alin, Noviembre 19 dt 1913. 



Vistos : 



El doctor Sergio Ramirex por la provincia de 1 Sueños Aires 
enlabia demanda contra doña Alitonina Gallares» exponiend. 1 : 

Qm la expresada doña Antonina detenta una su¡»ert*icie de 
campo de propiedad de su mandante, compuesta de cielito sesen 
ta hectáreas, veinte áreas, setenta ecntiáreas, dentro de una ma- 
yor extensión que posee en e! partido de Mero (provinch de 
liuenos Aires). 

One los títulos primitivos de la causante de doña Antonina le 
dallan una ^inrríieie de cinco mil doscientas diez v <iete hectá- 
rea* veinte y nueve áreas, treinta y nueve centiáreas. a | a qutí 
deben agregarse trescientas sesenta y siete hectáreas, setema y 
t"es áreas, once cntiáreas que fueron adquiridas por ella del go- 
bierno de la provincia de Hítenos Aires. 

Que ]Jostcr¡or::icnte hizo algunas ventas v recuperó parte tlt 
lo vendi<lo, quedando en definitiva a la posesora doña Antoni- 
na, según su titulo, tina área de mil seiscientas cuarenta v cuatro 
hectáreas, cuarenta y ocho áreas, diez centiáreas; y sin embargo 
el campo que posee actualmente aquélla tiene tma superficie de 
diez y ocho millones cuarenta y seis mil ochocientos ochenta me- 
tros cuadrados, lo que demuestra el sobrante que reivindica. 

Que, en su consecuencia, invocando la Constitución Nacional 
y vanas djspos,ciones <M cóJigo civil, pide se condene a doña 



^ ÍAU.OÍ Di tA COmt fUfSKMA 

Antonma Cascatlares a restituir el terreno indicada, sus fruto, 
naturales o civiles, costos y costas. 

. Q T f° a Gre E° río G ™*> Por la demandada, solicita el re 
cnazo de la acción, con costas, exponiendo: 

Que «1 actor ha guardado reserva de los hechos o títulos 
que le sirneron para comprobar que su instituyeme pc*ee ac- 
tualmente la superficie que indica. 

Que desde mi! ochocientos setenta no ha podido legalmente 
averiguarse si el campo mencionado tiene una superficie mayor 
o menor que la que expresan sus títulos, porque la propiedad no 
ha sido mensurada judicialmeiüte. 

«j de Buenos Aires, solo puede comprobarse la existencia de los 
últimos por mensuras judiciales. 

Que la ley de la provincia de Buenos Aires, de 14 de Febre- 
ro c e ,80o, prohibe terminantemente las demudas V tercl 
re, de sobrantes, dentro de las propiedades de particulares. 

Que admitiendo hipotéticamente ta existencia del sobrante 
denunciado, dona Antonina no podría ser desposeída de él, con- 
forme a las disposiciones del código civil de que hace mériro 
J^ene por s| y por m anteen, unción quie£ 
pa^ca y sin mterrupción desde dieciocho de Octubre de mi 
omentos d.ecinueve, de fe superficie comprendida dentro de 
Ic^umtes que expresan sus títulos, a estar a ía enumeración que 
hace de las d.versas transmisiones del inmueble desde el veinte 
yuno de julio de mil ochocientos diecinueve, fecha en que Tul 

rSot , 3 a ^ J, - an P ^ d ° ra ^ d S ~ t*™or inte! 
nno de las Provincias Unidas del Río de la Plata. 

orovS^ <0 7 Í<i0 ***** de * exce ^^ * prescripción, la 

^SnT"™ F TT^^ » *** mil 

™>^Hmtos emeo la señorita de Cascallares comenzó a ejercer 

el sobre la demasía en su campo, pues simo en 

w echa que ésta existía, con motivo de la mesura que £c£ 

menos. la demandada alambró el campo, practicó actos poseso- 
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ríos y pagó por ¡a demasía l os impuestos de contribución terri- 
ton* y agropecuario y y : poroac antCi ,| c i conocimiento del 
2^,'" *"!"» la <*W* de Rmw I, mism¡l ^ 

arrtd ° " nOVeC, ' Cnta * v después 

arrendó novecientas setenta y cuatm, .»• además tas Jgg 

» cedras o 5U envalente en metros cuadrados de dicho *> 

Que, recibida la cansa a prueba, há* producido la que „. 
p esa d cerdeado de fojas 8.. y han ahogado las partes a íoja S 
«3 y ioo. respectivamente. 



Y considerando : 



Jfe cxa !" ,n f* e *« primer término la defensa funda- 
da en !a prescr.pc.on, desde que e! pronunciamiento que a su re, 
pecto proceda, pudiera hacer innecesaria j* decisión de los otros 
puntos debatidos en el pleito. 

ce n,S l H * flel doct "™"» áfe fojas 16 apare- 

ce que don Anton.no Calares, compró e! inmueble do«d7se 
encuentra e área reclamada i-ikff ni 56 
. w - lhr , . ™ 1la<la ' a don J Gamza, en nueve de 

i y lo transfirió a 

s« vinda dona Juana lierazategui, en diecinueve de Junio de mil 
ochoaentos cincuenta y seis, y de ésta lo heredó la demandada 
segnn reatan judicial <fe Marzo de mil ochocientos noventa 
(fojas 20 vuelta), 

de O^l^l^^T í 5 d ° C " mCnto ^ ffl d «^o 
■ f _ , 11111 OChoc,aTtos y uno, fué aprobada judí- 

aahnente la mensura que del campo había solicitado doña J, B . 
de Casca! lares (fojas 18 vuelta). 

t j|? **** h «*« sido reconocidos como verídicos por 
el actor, en cuanto dice: "los títulos primitivos de dona Juan. 
Berazategu, de Callares, madre de la actual poseedora dona 

t T^Z^ *™,/ Mt ° T * * SU ^ te <¿ba« dentro de 
os crtados hnderos (los expresados antes eran : al norte, río de 

^1Í7sZ¡ ^ h SÜ? CÍMa " P Bradwi : he- 
rederos SemHosa y Frederimj; sureste, ramal del ferrocarril ai 
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Saladillo) una s-ii|>erf icíe de cincuenta y dos nnTcnes. dcn<:o se- 
tenta y tic $ mil novecientos treinta y míe ve metros aladrados, 
o sea cinco mil doscientas diecisiete hectáreas, veintinueve áreas, 
treinta y nueve cer?t!á.peas. Cuam'o se practicó la mensura del 
campo por el agrimensor Sal vc/lu res en el año mil ochocientos 
setenta, resultó que la señorita po-eia un sobrante de propiedad 
fiscal de trescientas sesenta y siete hectáreas, setenta y tres 
áreas, once ce ttiáreas. y lo adquirió del gobierno de 'a provincia 
de Buenos Aires" ( fojas ¿ vuelta ; véase también escritas de fo- 
jas 2<) y 83). 

Que, prescindiendo ele la posesión tflle hayan podido tener 
don Juan 1'. Córdovn. doña Mercedes Córdova y ílon Ju'iáit de 
Gainza ( fojss 25 y vue'ta >, la propiedad di.- doña Antonhfa uni- 
da a la d? sus padres, cerno está autorizada j>ara hacerlo, ha du- 
rarlo, aún a contar desdé la fecha cierta e incuestionable ;le la 
mensura judicial referida, por un tiempo mucho mayor del ne- 
cesario para fa prescripción mirada con menos favor por la ley, 
vale decir, la sin titulo y buena fe. desde que la demanda -e in- 
terpuso en ocho de agosto de mi! novecientos diez l fojas 5 ; ar- 
ticulo* 2384. 2475, j4 iK. 401 Ti y 4051, código civil t. 

Que es inadmisih'c la observación de que ?a demandada, 
por ignorar antes la existencia del soldante, no lo ha poseído 
tminnis domini, sino desde mil novecientos cinco, fecha de la 
nueva men-ura de l!>arra, presto que se trr.Ca de la ocupación de 
terreno conocido, dentro ríe limites precisos, y ja circunstancia 
de que dentro de esos limites hubiera más terreno del que seña- 
la la primera mensura, no excluye que el exceso hubiera sido po- 
seído en la propia forma y con los mismos efectos jurídicos de 
!o que corre si>ondiera extrictamente al titu'o (artículo 2351. có- 
digo civil; fallos, tomo 102. página 95). 

Que ni es exacto que en esa fecha, más o menos, se alambró 
el campo, pues lo fué antes en mil ochex-ientos novenía y uno 
(fojas 5» a 56). ni ta! antecedente sería decisivo para determi- 
nar la época en que doña Antonina comenzó a poseer, d?do que 
la ley común sólo requiere como esencia! la ocupac* n, de cual- 
quier modo que se tenga, lastando hacerla en alguna de las par- 
tes de los inmuebles f artículo 23A4, código civil), 
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Que tamixxo exclme o molifica la posesión de ¿lona Amo- 
nina, sobre to<ío el campo medido, ej hecho de que haya venido 
pagando contribuen n jx>r una área algo inferior a la señalada 
por la mensura de Ibarra (fojas 68 a 71 ), porque la falta o mo- 
rosidad de los com.rilmyentes en el cumplimiento de las cargas 
pubhcas, tiene srmción distinta de la pérdida de los derechos de 
posesión o 1 lo minio. 

Que, conforme a lo manifestado por la actora ( fojas 97 
vuelta), e! sobrante rp:e reivindica e-tá en los lotes A y B del 
plano de fojas y es especialmente de observarse respecto de 
esta ¡wtc del terreno, que la afirmación de que "no lo usufruc- 
tuaba n¡ !o poseía por ningún acto de !os determinados en la lev" 
( fojas 31);; antes de mil novecientos cinco, es contraria a ías 
constancias de los autos, pues la propia actora dimite que los 
había arrendado con anterioridad, si bien en concepto de que te- 
man menor extensión ( fojas 75. preguntas 6.' y 7 .- ; fojas 84, 
92, 03> </> y otras ) ; y resulta, además, que con motivo de :a men' 
pura aprobada en mil ochocientos setenta y uno, hubo una cues- 
tión con el íimkro Cícza ( fojas 19 y 30) contiguo al late B- 

Que habiendo sido desfavorable a Cieza la decisión defini- 
tiva de la cuestión ríe deslinde aludida, que se ventiYi con inter- 
vención fiscal, es más insostenible que !a demandada, en el peor 
de los casos, desde veintidós de Noviembre de mil ochocientos 
setenta y tres, fecha de dicha decisión (fojas 20). no ha tenido 
la fracción de que se trata con intención de someterla a' ejerci- 
cio de un derecho de propiedad (artículos 2351 y 2384. código 
civil). 

Por estos f undamcuíos, no se hace Tugar a la demanda, con 
costas. — Xoti fírmese con el original, repóngase el pape' v ar- 
chívese. ' 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Dahact. — 
I>. E, Palacio. — L. López 
Ca bamlLas. 
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CAUSA CCLXI 

Demarco Días. Roque; juegos prohibidos 

Sumaría: La ley de [a provincia de Buenos Aires, sobre juegos 
prohibidos, de 28 de Mayo de 1902, no es contraria a las 
disposiciones contenidas en el código penal y ha sido dicta- 
da en virtud del reconocimiento, hedió por el Congreso a las 
.provincias, del derecho de regJacnentar el juego. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 

■ 

SENTENCIA DEL 1LE2 DEL CRIMEN' DEL DEPARTAMENTO 
DEL CENTRO (llUENOS AIRES) 

Mtictda, » C* Mu» 4ff MI. 

Y vistos : 

Estos autos seguidos contra Roque Demarco Día/, argenti- 
no, de, 25 años de edad, cuyas demás circunstancias personales 
se encuentran a fs. 26 vuelta, por juegos prohibidos, de cuyos 
autos. 

Resulta : 

Que en Chivücoy, en la noche del 27 de Mayo de 1908. 
la policía sorprendió en su propia casa al expresado Demarco y 
a otras varias personas jugando al "monte" por dinero (parte 
policial de fs. 1 y 2)* 

2* — Que a fs. 16 prestó indagatoria cJ procesado, ratifi- 
cándose a fs. 26 vuelta, en cuya diligencia afirma que no ha di* 
cho que en su casa se jugara dos o tres veces a) "monte". 

3 o — Que de fs. 4 a 20 se encuentran las declaraciones de 
los testigos que han depuesto en la causa. 
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+ ° ~ Quea , ís - 3' vuelto se expidió «| Ministerio Público 

'°* !f ' h .^ P PPUebi «I articulo 479 dd o¿ 

a la ley de a8 de Mayo de igtw; oue de «. prueba resulto que 
¡TÍffiSáSFS"'! * I" 6 *" "abHuataU por di™ y 
k l^L: "«e' ^ artículo 6.- de 

;«y que c,t» la acusación * ref«« a casas o estaS¿Wen^' de 
all. se jugara habituaímente a juegos prohibidos; 
Y considerando: 

I " - Que está probado en autos que en casa del procesado 

gf*» ggf»» * fÚi jugadas^ 
ddd^TZST J»!—**» Por la poücia (articu | 4;g 
flei código de procedimientos criminales' 

. .J-T -0 ."' *| declaraciones que oi ran en antos. aún a»ri- 
bnyendo a tostóos de los testigo la c.-^sión mí, farordíe 
parad procea^ de todo, «os testimonios resulta ow la casa 
de Demarco estaba convertida en casa dandetf ¡n. A. TZJ. 

^ las ca», de particul«es donde se jugaran jue- 

deposiciones de dicha ^ZSZ^Tt SSS* 

no se trata de una partida dTiu^Tflíu *^ U q0 «' 
b. T7 oe '"•B - armada en una casa particu- 

lar por oca»» caso q« este juagado ya ha resuelto no caTlTo 
?' * - % * "«yo. -no de «na c» en la^Jrtm 

lo. d-dms contestes de los concurrente ere habito * ^uXe 
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jugar por dinero juegos prohibidos, concurriendo a sabiendas a 
tener esas partidas, cosa, j»or cierto, muy dirima de! caso aisla- 
do y excepcionaJ a que se refiere la defensa. 

3 o — Que* respeto a la exeq>ción do mconsrltueicnalidad 
alegaba por la defet.sa. tenia difusión al respecto resirta stijicr- 
fliia ¡eycmlo ia sentencia de ta Suprema Corte de la provincia, 
de 14 de Setiembre de 1904 y de la Suprema Corte da Jus- 
ticia Nacional, de 16 de Febrero de 1905, ea cuyos pronuncia- 
miento* se declaró que la ley de Mayo 2H de jo;>2. sancionad-, 
por ta Legislatura de ía provincia de Unenos Aires, era consti- 
tucional. 

4* 7- Q"e si e: articulo i.° de la ley mencionada prohibe a 
las municipalidades autorizar la instalación de casas de juego y 
mayormente son prohibidas por esta ley las establecidas sin aii- 
torizació.i, iwr consiguiente, cuando la prueba demuestra que cu 
una casa, al parecer, o aun siendo )iarticnl:w\ sé hacen reuniones 
y se permiten juegos de azar |>or dinero y con todos los detalles 
que refieren tos partes porcia les. eorroliorados por las decta ra- 
ciones de los que fueren sorprendidos en la jugada, es indudable 
que c: artículo 6." de la ley de que se trata es aplicable al dueño 
de ta cada, aun cuando ostensiblemente sea en domicilio particu- 
lar. Los juegos prohibidos lo son en toda* partes, aun cuando se 
disimulen ] ( ,s recintos en que se viola la ley, siempre que esas ju- 
gadas, como se ha dicho, sean habituales como está comprobado 
que ocurrió en el caso s»b jitéice. 

Por estos fundamentos, de conformidad con et dictamen 
fiscal y de acuerdo con el articulo fi. ú de la ley de 28 de Mayo de 
1902, fallo definitivamente esta causa, condenando a Roque De- 
marco Dtaz a juagar cinco mil pesos moneda nacional de multa, 
o en su defecto, a nueve meses de arresto y al |>ago de costas 
procesales. — Hágase saber a quienes corresponda v archívese 
en oftortiuiida:!. 

1 

Remigio Molina. 

Ante mi: Josc Rodrigues. 
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mmpO *>* M CAMARA 2.« DE ABLACIONES, 
DEPARTAMENTO DEL CENTRO 

tor« Nicolás Savia y F.lüio mJíZTT^ ' CentID ' *"> 
lentísima cá^ priLTd^P e S r M M l^ de " E *«" 
pkuo del <fc ésta, doctor ,i , *' HernAnrtíI . ™ «em 

« "ajo al deZ*o^r a „ • ° ! '"*' P ° r ^Pedido, 

el artigo , 7J * „ ConstiS rJ^TT T"*** 
votación debía observarse X^H' ^"*> * * ^ «" h 

t iones: amara P'»*eó las siguientes cues- 

I."— ¡ la ley provincial de 28 de Mavo ,1. ... 

ÍM*^iÍS^ habftU » h "" <e - im»r, a e*a clase dt 
gadaf ~' ** Demarco «taue coima en la j„- 

1» CoCrfuctó, * la Nación. Se íund. aZÍÍ - * í 
» nuevo Uelito, en ,. estricta ¡^IfjRfejg 
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o mayor pena, de los previstos y penados por el código penaJ de 
la Nación, siendo asi que a las provincias Ies está prohibido le- 
gislar sobre los delitos en virttid del precepto constitucional in- 
vocado. 

Estimo inconsistente esta impugnación La citada lev pro 
vinca! no ha creado un delito, puesto que el juego no lo es pro- 
piamente. El juego es un vicio que conduce fácilmente al hom- 
bre a la degradación moral, y como su difusión puede producir 
perniciosos efectos en la costumbre del pueblo, la provincia ve- 
lando por el bienestar general, y en cumplimiento de uno de los 
propósitos consignados por el constituyente en el preámbulo de 
ta Constitución, tiene la facultad tic dictar las leyes conducentes 
a prevenir dicho mal. Se trata, pues, de fritas o contravenciones 
que escapan a la sanción del código pena!. ( Artículo 99. inciso 16 
de la Constitución). La circunstaiicki de que la pena sea elevada 
no hace que ía falta o contravención tome el carácter de delito 
toda vez que a ésta no le caracterice la cantidad de pena sino h 
naturaleza de la acción cometida. 

La facultad de legislar que las provincias tienen sobre esta 
materia, ha sido reconocida por el Congreso, no solamente ai 
sancionar el código civil en su artículo joó6\ sí que también al 
sanconar la ley 4097, de Agosto 9 de 1912. sobre Juegos de azar 
en que procedió como legislatura local de la capital de la R«ni- 
bica y de los territorios federales. Ahora bien; la potestad de 
kgrslar lleva consigo aparejada la de garantir el cumplimiento 
de las leyes, imponiendo penas a los que las infrinjan, especial- 
mente en todos aquellos casos en que no hay otro medio coerci- 
tivo para hacerla., efectivas. Tiene, pues, la potestad de castigar 
lo que no es privativo del Congreso. Si se fuera a admitir que la 
única fuente legitima de autoridad en la imposición de la pe , a 
existiese en el Congreso, se haría ilusoria la potestad de legislar 
de aquellas, una vez que ésta quedaría reducida a algo con una 
jurisdicción sin imperium, que importaría la anulación de <m re- 
lativa soberanía. 

De rodo lo expuesto se deduce que la lev provincial impug- 
nada ,10 es violatoria del articu:o 67 de la Constitución Nacional, 
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desde que no se consigna en este nr^u „ , 

m legado en d C^rZTO^A^ 

o contravenciones v deL Z+L!? le S fS:ar faltas 

con este último articulo «sí ta, j. : J } ' Y 81 * a * u * p *> 
co es contraria al artículo inft i , r «ampo- 

v« -a ^,raÍ^ r ta^~lí^t'' 
oita constitucional. 00 "entro de su ór- 

Por todas estas breves considera* ion» ,. ™ ■ . .. 

«*. ñor ta smm s*S^¿2 tT" de lo 

doctores bavio y Hernández Z.u lT 
consideraciones, TOtarw , en i^ '^. « anák *" 

A la segunda cuestión el dooior Hfrir- j * 
«Ü! de fs. , ha recibido « SfaSS&ÍS E P ° ,i - 
raciones de todas las «rson* JTZJZ?™***™ las 
• h casa particub, SSSXSST, T*"* Í " SM * 
"io de éste. Luego ento^T. ^"T' T " ptapk> «"timo- 

forj^^^^^. Por aná^ hmbnKnbíi 
^áSS^tSfe^ A mérito de 
también mi voto por la afirmativa ** 
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tos doctores Savio y Hernández, adhiriéndose a los funda- 
mentos expuestos votaron en el misino sentido. 

A la quinta cuestión el doctor Medra, dijo : La ley de 28 de 
mayo de 1902 prohibe que se funden establecimientos sobre jue- 
gos de azar, y es claro que si no pueden existir con este objeto, 
lógicamente debe entenderse que menos será permitido el funcio- 
namiento de casas clandestinas. Lo contrario seria fomentar lo 
mismo que se trata de combatir. Toco importa que el juego pro* 
hibido se lleve a cabo en un club o en una casa particular, toda 
vez que el propósito que inspira a la ley prohibitiva, no es otr< 
que el de evitar la propagación de este mal social que causa tan 
hondas perturbaciones en la moralidad y fortuna de los indivi- 
duos. 

En el caso snb judice, según resulta de la votación de las tres 
cuestiones que anteceden, Roque Demarco había convertido su 
casa paitcuJar en una casa clandestina de juegos prohibidos, 
porque allí se reunían habitualmetitc las personas imbuidas de 
esa pasión y le abonaban una "coima" en cada jugada. Es decir, 
que, aquel, violando subrepticiamente la ley, había encontrado en 
la afición malsana de los jugadores un filón explotable y un me- 
dio de vida. ¿ Podría sostenerse que en estas condiciones no le al- 
canzara a Demarco la sanción de la ley? Eso sería absurdo, pues- 
to que equivaldría a colocarlo c n condiciones superiores a la de 
todos aquellos que instalasen establecimientos especiales sobre 
juegos de azar públicamente. 

El defensor del reo sostiene que a éste no se le puede ap'icar 
la sanción del art. Ó.» de la ley citada, fundándose en que Demar- 
co sólo ha permitido ocasional o accidentalmente jugar en su 
casa, 

Pero se ha visto que, las reuniones no fueron accidentales 
sino frecuentes. vale decir, habituales y que ellas no fueron desin- 
teresadas para él desde que hacia pagar su asentimiento con una 
"coima'' en cada jugada. Carece pues, de consistencia legal su 
pretensión y a mayor abundamiento, para poner aun más de ma- 
nifiesto su inconsistencia, voy a citar en apoyo de todo lo que 
tengo dicho, un fallo del Supremo Tribunal de España y la opi- 
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He¡L dC rePUtadOS tratadistas Chauscai» Adolphe y Faustin 

É fallo, que es del 9 de Diciembre de 1892, establece que: 
b,cn eI J |,e fi° de su « rt *% «nvite o azar, cuando se verifica más 
o menos «cabalmente en una casa particular, no constituye 
tina inf racc,on del código penal, adquiere este carácter atando 
por la frecuencia y manera de jugar que en ella se emplea, sé re- 
puta habanamente destinada at juego". La opinión de la referen- 
cía expresa que : '$¡ e l púldico no es admkido en la casa, no hay 
casa de juego prohibido. Los ciudadanos en efecto, son libres de 
entregarse a toda clase de juegos, con tal que restrinjan el «so al 
arco de la familia de Jas relaciones privadas; la autoridad pú- 
blica no tiene vigilancia que ejercer sobre el hogar doméstico y 
lo* juegos no tienen verdaderos peligros más que cuando sé eo* 
vierten en medio de especulación. 

La prohibición no interviene entonces más que cuando ¡a ca- 
sa toma clandestinamente el carácter de una casa pública, cuando 
cfla explota en el interés de aquel que ta tiene, la pasión del juego 
a la avidez y conducta. y 
En esta admisión del público, sea libremente, sea por presen- 
tación, que distingue al establecimiento clandestino y prohibido 
porque es entonces cuando la especulación se ejerce. Tomo 
pagina 53« W 
En mérito p„ CS( <fc todo lo expuesto y reproducido las con- 
sideraciones concordantes aducidas por el señor juez a quo en la 
sentencia apelada, clasifico el hecho de autos como infracción a 
Ja ley de 28 de mayo de 1902. Asi lo voto. 

Los doctores Savio y Hernández por las mismas considera- 
nones aducidas por el señor juez preopinante, doctor Medina 
formularon, fcmbién su voto en idéntico sentido. 

A la serta cuestión el doctor Medina dijo: Dado como han 
sido votadas las cuestiones precedentes, debe, a mi juicio, confir- 
marse en todas sus partes el fallo recurrido, con costas. Art. ,75 
del código de procedimientos. Tai es mí voto, 

Los doctores Savio y Hernández dieron si, voto en igua! 
sentido aduciendo análogas consideraciones. 
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Con lo que terminó el acto que firman todos. — JSorñ?. — 
Medina. — Hernández. — Ante mí : José $, Campi. 

Es conforme con el acuerdo original de su referencia que 
corre al folio cuarenta y seis del libro auxiliar IV de acuerdos y 
sentencia* criminales y correccionales. — José F. Campi. 

SENTENCIA 

Mtrectft*. A»rfJ JO «t W3. 

Y vistos: Por los fundamento* consignados en el acuerdo 
que precede, se confirma en todas sus partes la sentencia recurri- 
da de fs. 53* con costas ( Articulo 175 del código de procedimien- 
tos). Hágase saber y devuélvanse. 

N. SatHo. — Elbio Medina. — Pedro 
/. Hernández. 

Ame mi : — José F, Campi. 

VISTA DEL PROCURADOR GENERAL 

B«tWi AllMtOeMMtlI 4t MIS. 




Suprema Corte: 

El recurso ejitraordtnario interpuesto en este juicio ha sido 
denegado, en razón de hallarse reunidos los requisitos pre- 
vistos por et art. 14, inc. 2 \ ley 48, y art. 6, ley 4055 para su pro- 
cedencia. En efecto, se trata de una sentencia definitiva dictada 
por un tribunal superior, de la cual no existe 
tribunal local dentro del orden jurisdiccional de la provincia; se 
ha puesto en cuestión oportunamente la validez de una ley pro- 
vincial, en pugna por ser contraria a cláusulas de Ja constitución 
nacional ; la sentencia recaída se pronuncia en favor de la validez 
de dicha Ity. 

Atento lo anterior, pido a % E se sirva declarar procedente 

el recur.--o extraordinario deducido. 
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En cuanto al fondo del asunto, me limitaré a citar las reso- 
luciones de V. E. dictadas en casos análogos, pues que ellas for- 
man .ina jurispnKlencia uniforme y repetida <jue nada aconseja 
modificar. (Faílos, tomo ioi. pág. 126). 

Con arreglo a esa jurisprudencia, la ley de represión del jue- 
go datada por la legislatura de Buenos Aires, no es inconstitu- 
CK*^ desde que emana del poder conservado por las provincia, 
para sancionar leyes que tiendan a mantener el bienestar gene- 
ral, como son los que se refieren a (os abusos de la libertad de 
imprenta, ofensas a la moralidad pública y I menas costumbres, 
vagancia, embriague*, materias rurales, etc., todas las que com- 
portan consecuentemente la facultad de establecer las penas en 
que incurren los infractores. \o es exacto, como arguye el recu- 
rrente, que el derecho de castigar pertenezca exclusivamente al 
Congreso, con arreglo aJ art. 6 7 . inc. u de la Constitución, pues 
es a clausula solo prescribe que el Congreso dictará cJ código pe- 
nal, que regirá en todo el territorio de la república, siendo evi- 
dente que en todo lo que no disponga el citado código, las pro- 
vincia* t.encn facultad para sazonar las medidas que el orden 
publico aconseje. 

Por otra parte, al sancionar el código civil, (arts. 3055 y 
2069) el congreso ha reconocido a las provincias el derecho de 
reglamentar el j^go, en forma de leyes, ordenanzas municipales 
o reglamentos de policía, sm que posteriormente las leyes penales 
de la nación, se hayan ocupado de la materia. De esta facultad 
ha hecho uso Ja provincia de Buenos A ires al sancionar la ley im- 
pugnada, lo mismo que ha realizado el congreso al dictar como 
íegislatura local de la capital la ley 4007. cuya colaciona! ¡dad 
ha skIo reconocida por esta Suprema Corte. 

Por lo expuesto y jurispniJeneia citada, pido a V. E se sir- 
va confirmar ¡a sentencia Spclada. 



Horacio Rodríovez Lamía. 
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■««m Airas. Norfeabrt » u |»S. 

Vistos y considerando: 

Que las impugnaciones formuladas a fs. 4 del recurso con- 
tra el fallo apelado, consisten en afirmar que la ley ck la provin- 
cia de Buenos Aires de 28 de Mayo de 1902, sobre juegos de 
awr, aplicada al procesado Roque Díaz Demarco, es contraria 
a los artículos 67, inciso 11. y 108 de la Constitución Nacional. 

Que el contenido de dicte ley, importa además, crear un nue- 
vo de rto con igual o mayor pena que los previstos y castigados 
por el código penal de la nación, agregándose de hecho un nuevo 
capitulo ai mismo, lo que es contrario al precepto constitucional 
que prohibe a las provincias dictarlo. 

Que ta 'es defensas, así formuladas, lian sido constantemen- 
te desestimadas por esta Corte en casos idénticos al presente y a 
proposito de las mismas impugnaciones contra la ley antes refe- 
rida, como puede verse entre otros fallos el del tomo 101, página 
126, cuyos fundamentos se reproducen. 

Por el!o y lo expuesto y pedido por el señor procurador ge- 
neral, se confirma la sentencia apelada en la parte que ha sido 
materia del recurso, 

Xotifiqjtese original y archívese, devolviéndose los auto*, 
principales con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio, — L,. López 
Caiiaxillas. 
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CAUSA CXXXH 



Don Román L Baigorri en autos con don Guillermo Sa» Zn,„A 
soore mensura, éesUnée y amojonado. t£¡Zf£+ 

4?, fundado en la oposición entre una lev locaT (Z*' It 5 

"*» no tiene el derecho real que ¿a* J^S.^ * 

« basal» ^ eMablar dicho r" ltnb "" y " ** 

«u* de,. s^ ERI0R tri bu ir ai, m jusnc,A d K la «oja 

Rtoi», Mayo dt NB 

Y vistos : el recurso de aoe'actón 
José E. P,„, en mmmS^éSSG^St *T 

del auto del inferior de fecta die^ „ fe *~ Rt " 
P»«*>, q«e corre de & ^ a loTvta 

"Ramón t Bafcom ' 7*;*' '"P***"*' «arató»db 

«¿*1¡SSJ?^ <<«1»>dc y amojoromiento del 

Considerando : 

oo, £ * deS ' Ín,le **** *1ÍPW«I». adoptado 

Porelood^ocm, tune por objeto ,1 ejercido del derectode^ 
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dir que se averigüen y demarquen los límites confusos de propic 
dades rústicas contiguas o colindantes, siendo la contigüidad y 
confusión de limites el antecedente o condición fctdispi'nrsable pa- 
ra conceder dicha acción, artículos 2746 a 2748. 

2* Que dados los fines jurídicos de la expresada acción, 
desde que ella es para averiguar y demarcar los límites confusos 
de propiedades, en consecuencia no puede darse, 110 puede com- 
petir sino a los que tengan derechos reales sobre el terreno que 
se quiera deslindar, debiéndose dirigir contra los propietarios de 
fuñaos contiguos, lo que implica la necesitad de probar la exis- 
tencia del derecho real fie que nazca la acción, i Articulo 
código civil). 

3. Que consecuente y conforme a la ley de rondo que rige 
la materia, ta de procedimientos, con no menos claridad, estatuye 
sobre *a legitimidad de la toarte para promover la acción; y sobre 
las condiciones de la prv>ccdencia de ésta en cada caso. Es parte 
legitima, diré esta ley, para promover juicio de deslinde, el po- 
seedor civil y natural de predios rústicos, y el que tuviere nece- 
sidad de conocer sus límites para el ejercicio ríe derechos reales 
constituidos sobre ellos. Art- 732, código de procedimientos en lo 
civil. 

Para que el deslinde proceda, se requiere, además de las con- 
diciones proscriptas en la anterior disposición, que pertenezca al 
dominio privado el terreno que se quiera deslindar, 

4. Que naciendo entonces del dominio la acción de deslinde, 
para admitir y declarar procedente ía. interpuesta por el señor 
R. Baigorri y de qi»e se trata en el presente caso, es indispensable 
que los títulos en que la funda acrediten la propiedad de dicho 
señor sobre el campo cuya mensura se pide. 

5. Que los títulos de Es, 1 a 7. 8 a io, no comprueban en mi- 
nera alguna la trasmisión deí derecho del extinto K, Juan Anto- 
nio Candiotti a José Toribio Mercado, ni el de éste, si !o hubiese 
adquirido, a favor de José Antonio Mercado; y ni el de éste a su 
pretendida hija Dumitia Mercado, jjor consiguiente, el contrato 
de compraventa del derecho de esta última, constatado por el ti- 
tulo de fs. 8 a 10. carece en absoluto de valor jurídico, por no ha- 
lier acreditado esta señora su vínculo hereditario con los expre- 
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sados <(on Antonio y don Torillo Mo- 

""J™™- 1"« <» «-ra. aerólo wr T 

arican*, u r - f a la «"««partí el seflnr Baáorri 

^° S,C,0n d< "' art " M " dd cód *» civil. ™ * 
&• Que en cuanto ala otra mitad de la «¡ta»™ „ . 
m el promotor del deslinde dice o «a a la 

extinto don Manuel Kafeorri ^«""«e-e del 

derecho los tihdoTde fí^'^^^ 7°'*" » P"e*»ctón de 
«« I» venta deZ F^t^' "? **' Kredi " 
»M Para aceptar I, ¿£S*%SZ2Z2Z? í" 

, P r<tem l«tJo siquiera probar tales extremos f,. m aTi 1 
referente a la sucesión .t* v«i íuera « •* parte 

sggss» rasa ts-sr: 

f W r legíttma, m .¡«^ heredittri<) «J^^'^S 

obaante el Leo .LÍL^ T " n ° * ,OS tft <*"»». •» 

BaU irrrjpre^' * ™*«> 

cesión ««¡versal y ^Xt^TJ^™^ * » 
nos la calidad de nos«vW a*x ^ * referencia, ni me- 

Que la argumentación del «flor Baig^ri y ^ rafwior 



194 



FALLOS DE LA COKTC f UTUVA 



negando acción al <loctor G. San Román (hijo), para oponerse 
al deslinde pedido, fundada aquélla en que el inmueble do que se 
trata está situado en distinta provincia de vía en que se ha abierto 
la sucesión del extinto doctor San Román (padre ) t no tiene fuer- 
za alpina por cuanto los herederos de éste, incluso el oponente, 
han sitio declarados tales y en posesión de la herencia por los 
jueces de la sucesión, como lo constata el documento de fojas 
89 a 90. 

9 o Q ,ie en virtud ele esa declaración, fehaciente en esta pro- 
vincia por presentarse con los recaudos legales, el doctor G. San 
Román (hijo), como heredero del doctor G. San Román ( padre >, 
sucede no sólo e;i üa propiedad, sino también en la posesión de 
éste, la que se transfiere con todas sus ventajas y vicios ; pu- 
diendo, en consecuencia, ejercer las acciones posesorias del di- 
funto aun antes de haber tomado de hecho posesión de los obje- 
tos hereditarios sin obligación de dar otras pruebas que las que 
se podrían exigir al difunto. ( Art, 34 18 del código civil). 

to, Que siendo acto de dominio el deslinde de un inmueble, 
ía oposición al mismo no puede calificarse de distinta manera ; 
por lo que, el heredero que ha entrado en la posesión de la heren- 
cia, puesto ]K>r juez competente, cual lo es el de la apertura de la 
sucesión, continúa ia persona del difunto como propietario, 
acreedor o deudor de todo to que lo era este, con excepción de lo 
intrasmisible |*>r sucesión íart. 3417 del mismo código), por 
consiguiente, y viniendo al caso concreto, muerto el doctor G. 
San Román (padre), sus hijos, sus herederos, declarados tales 
por el juez de la sucesión y puestos en posesión de la herencia, 
pueden, como ha podido el doctor G. San Román (hijo), ejercer 
el derecho de propiedad, oponiéndose al deslinde de un bien de 
esa herencia pedido por extraño a la sucesión ; pueden ejerecer e* 
derecho que ejerce cualquiera que sea el carácter del acto de! 
propietario o de poseedor, aun antes, como se ha dicho, de hal>cr 
tomado posesión de hecho dol bien hereditario de que se trata 
(art 3418 autos citado), constituyendo este artículo una ext-eu- 
ción al principio sentado en el 341 1 que le ha sido opuesto en ra- 
zón del interés de la ley de garantir en todo momento a lo? ha- 
bitantes sus legi timos derechos. 
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II, — Que dado lo establecido en los anteriores consideran 
dos, el demandante, don Ramón I. Baigorri, carece, en conse- 
cuencia de personería para promover la acción entablada. Por 
estas consideraciones, se resuelve: 

Revocar el fallo apelado de fecha Diciembre 17 del año pró- 
ximo pasado, tjiie corre de fojas 92 a j 00 vuelta, de los autos ya 
nu-nciomwlos. Sin costas, por no haber mérito para imponerlas. 
Transcríbase, hágase saber y devuélvase, 

Juan G. Canato. — f lorentino de ¡a Co- 
Una, j.\ M t ¡a Colina. 

Ante mí: Jacobo Corso, secretario- 



DICTAMRX DEL Sr, PROCURADOR GENERAL 

BnH»aA(m> Julio 26 a t 1013. 

-.Suprema Corte : 

El presente recurso de ablación está comprendido dentro 
de los términos del articulo 6- de la ley 4055 y su correlativo el 
14 de la ley 48, 

En efecto, el caso sub judice versa sobre un incidente de fal- 
ta de personería opuesta al solicitante del deslinde que motiva la 
litis, incidente que, constituyendo el objeto principal del juicio 
promovido, da lugar a que el auto que lo resuelve asuma fuerza 
de definitivo y cause gravamen irreparable. 

Por lo demás, la sentencia recurrida aplica la ley provincial 
en el artículo 732 del código de procedimientos de La Rioja, que 
se impugna de contraria aJ código de fondo (articulo 3749. có- 
digo civil), prescindiendo de las prescripciones de este último, 
por lo que resulta que dicha sentencia se pronuncia a favor de 
la valide* de la legislaciún local. í Fallos, tomo 76, página 358, y 
tomo 94, página 373), 

En consecuencia, y encuadrando el presente recurso dentro 
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de lo ^rescripto por el inciso 2.°. del artigo 14 de U citada ley 
48- vengo a pedir a V. E. se sirva declarado mal denegado- 



Julio BoU t 
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0m*0> Air». Novi««fcrt 20 dt IdlS. 



Y vistos: 



El recurso de queja por apelación denegada deducido po» 
üon Kamon J. Ilaigorri en la causa seguida ante los tribunal 
de a ptovmcia de U Rioja, sobre mensura del campo «Los Ce- 
mi los ; 

Y considerando : 

Que, conforme a los términos del escrito de fojas 116 di- 
cho recurso se fundó en que en la cansa se había planteado "una 
cuestión de naturaleza constitucional cual es la de la inconstitu- 
cionaJidad del arillo 732, código de procedimientos en lo civil, 
que contrana disposiciones del código civil, como la del artícu- 
lo 2749 ¿ 

Que la oposición entre las disposiciones mencionadas está- 
te, según lo expuesto antes en el escrito de fojas 33. número IV 

ÍTJT ]0 732 J C ^ ICy l0Ca ' ^ Ia Pueden-* 

l &Bfc. * tcn ^ Pistón m il 

y natural del «mueble respectivo, al paso que el articulo 2740 
del código «v,l establece que esa operación pueden solicitarla los 
que tengan derecho real sobre el mismo inmueble. 

Que, sea cual fuere la interpretación que haya de darse al 
«tado artículo 732, en el caso no existe la oposición alegada, 
desde que el superior tribunal de La Rioja, interpretando y apli- 
cando la ley común en la sentencia de fojas rio, establece que el 
recurrente no tenía el derecho real que se atribuye. 
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Que esta última concluí „ D puede dar bi^ar al presente 
recurso, con arreglo al articulo 15 de la ley número 48. 

haber ÍLÍÍ 2t 1 ^ I,rDCl,raflor * no 

l.abcr lugar a la mieja .mer^ta. Notifícese con el origi- 
nal. pcpáW el pape! y archives,, previa devolución de lo, au- 
tos prmopaies. con testimonio de esta resolución 



A. Bermejo. — Nicaxor G. DEL 
Solar. _ M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — t. López 
Cabaxillas. 
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Mcütóny ¡Uniliano Buena contra ¡a "Royo! Insurance Com tony 
Limited . sobre ejecución de scnteh.ia extranjera 

Snrnarh: 1." Desconocido un derecho oue * ha pretendido fun- 
Jlar en chsi^.nnes del Tratado de Derecho Procesal apro- 
pio por Ja ley número 3.02, procede el recurso autorizado 
I*>r e, arhcuJo 14 de la ley de 14 de Septiembre de 186, 

D ÍU o que con arreglo al articulo 7 : del Tratado de 
Derecho Procesal, el procedimiento o_ue debe seguirse en lo, 
Jtuaos .sobre cimpíimicnio de sentencias v fallos arbitrales 
sera ,1 , jtl e establera la ley respectiva del país en que se pi- 

M (de proced.nucnkKs). asi como !a apreciación de los he- 
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* ■ 

chos son ajenas al recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48» debe desestimarse el fundado en que el juez se había 
apartado de la ley de forma, o sea del artículo 559 del códi- 
go de procedimientos civiles sobre ejecución de sentencias 
cxtunjerasy en que "la Agencia de la Royal Insurance C°. 
establecida e\ eireWitay, depende de la sucursal de dicha 
compañía en Oyenos Aires, de modo que es ésta y no la casa 
matriz establecida en Liverpool la que ha contratado direc- 
tamente con sus cTúnter'. 

Cato : Resulta de las piezas siguientes : 



FALLO DEL JUEZ DE COMÉRCJO DE LA CAPITAL 

Bsroo» Alm, Afo«t« S4tlti2. 

Vistos : 

Para resolver la demanda de autorización entablada por Me- 
litón y Emiliano Bueno, como representantes de J. Carlos Ríos, 
para ejecutar en esta capital la sentencia de los tribunales del 
Paraguay condenando a la agencia de la compañía de seguros 
"U Roya! Insurance Company" establecida en aquel país, a pa- 
gar al asegurado sesenta mil pesos oro, y 
Considerando: 

1/ Que las sentencias de tribunales extranjeros, en rigor de 
principio, no tienen efectos extraterritoriales sino en los casos 
determinados por los tratados. 

3." Que solicitándose autorización para ejecutar el fallo da- 
do por los tribunales del Paraguay, en contra de la agencia de 
seguros "La Royal" establecida en aquel país, corresponde in- 
vestigar si dicha autorización puede concederse de acuerdo con 
las cláusulas de los tratados vigentes para que se ejecute la agen- 
cia establecida en esta capital. 

3.* Que existiendo el Tratado de Derecho Comercial Inter- 
nacional sancionado por d Congreso Sudamericano, reunido en 
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Montevideo, sus disposiciones pertinentes son obligatorias par* 
los países signatarios del mismo. Dicho tratado ha establecido en 
Jos artículos 6.', 8° y ir disposiciones relativas a las compañías 
extranjeras de seguros que son aplicables al sub judke. Que, se- 
gún estas disposiciones, los fallos procedentes de tribunales de 
los países signatarios del tratado mencionado, relativos a com- 
pañías de seguros y sus agencias, carecen de fuerza extraterrito- 
rial y no puede pedirse su ejecución en contra de Jas agencias ra- 
dicadas en dichos países, aunque ellas sean dependientes de una 
misma casa matriz domiciliada en el extranjero- En efecto, el ar 
ticulo 6/ del expresado tratado establece: "Las sucursales o 
" agencias constituidas en un Estado por una sociedad radicada 
" «i otro, se considerarán domiciliadas en el lugar en que f unció- 
"nan y sujetas a la jurisdicción de las autoridades locales en lo 
" concerniente a las operaciones que practiquen", adoptando el 
domicilio para determinar la jurisdicción y competencia de lá au- 
toridad pública que ha de conocer de las demandas entabladas en 
contra de las sociedades de seguros y sus agencias, y restringien- 
do aquella jurisdicción a los límites locales donde ellas funcio- 
nen o practiquen sus operaciones, para mejor garantir los dere- 
chos de los acreedores respectivos. 

4* Que esto doctrina está eorrolwada por el artículo 8/ del 
mismo tratado al establecer: "Qtte las operaciones que una socie- 
" dad domiciliada en un Estado practique en territorio de otra, 
M están sujetas a la jurisdicción del tribunal deJ últkno". Esto no 
obstante, el demandante podrá dirigir su acción ante los tribuna- 
les del domicilio de la sociedad. 

Y en el artículo ti se fija la competencia para conocer de 
las redamaciones que se deduzcan contra las sociedades de segu- 
ros, los tribunales del país en que dichas sociedades tienen su 
domicilio legal, y si esas sociedades tienen constituidas sucursales 
en otros Estados, ellas se rigen por d artículo 6* del tratado 
mencionado. 

5-* Que nuestro código civil concuerda con ta regla de dere- 
cho internacional privado establecida por el Congreso Sudameri- 
cano e incorporada al tratado, en los artículos 90, me 4.*. y 100, 
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al fijar que las compañías que tengan muchos estaWeckmentos 
o sucursales, tienen su domicilio especial en el lugar de dichos 
establecimientos para sólo la ejecución de las obligaciones allí 
contraídas por los agentes locales de la sociedad, determinando 
este domicilio legal la competencia de las autoridades públicas. 

6." Que la Suprema Corte de Justicia Nacional resolviendo 
el caso llevado a su decisión, de !a compañía de seguros sobre la 
vida la "New Life Insurance Company^. no hizo lugar a la eje- 
cutoria del exhorto librado por las autoridades de Montevideo, 
para míe con arreglo a lo -dispuesto en el Tratado de Derecho 
Comercial e Internacional invocado, se hicieran efectivas medi- 
das de seguridad sobre bienes situados en la República, pertene- 
cientes a la agencia establecida en esta capital, por haber sido de- 
clarada en quiebra la agencia de Montevideo, estabíceiendo cjiie 
dichas agencias están sujetas a la competencia v jurisdicción de 
los jueces donde están radicadas, y que ello responde a la regla 
de que en tales casos se trata de una competencia especial, crea- 
da en favor de los acreedores locales solamente- (Torno 98 pá- 
gina 169). ' 

7 o §«e en el memorial del presidente de la comisión nom- 
brada para la formación de un proyecto uniformando las legis- 
laciones comerciales de las repúblicas americanas en algunas ma- 
terias de derecho internacional privado, está explicado prolija- 
mente el alcance de aquella regla en cuanto concierne a las so- 
ciedades extranjeras con la salvedad de que la lev adoptará úni- 
camente estas dos precauciones: t.Mas factorías o sucursale, 
existentes en !as repúblicas estarán obligadas a cumplir las leves 
relativas a la publicidad de los actos sociales; 2.* esas factoría* 
o sucursales quedarían sujetas a las autoridades del país en lo 
concernúnte a los negocios que realicen en él (Actas de las se- 
siones del Congreso Sudamericano de Derecho Internacional 
Privado, página «9). 

8." Que traíándose en el presente caso de una agencia de la 
sociedad de seguros sobre incendios domiciliada en Liverpool 
(Inglaterra), como lo es la establecida en esta capital, contra la 
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cual se pretende ejecutar Ja sentencia de los tribunales del Para 
guay, dictada en contra de otra agencia establecida en ese país, 
ella está sujeta a la jurisdicción local respecto de las obligaciones 
coi* raída* con los asegurados dentro del país donde está domici- 
liada, y en manera alguna puede autoi izarse la ejecución de di- 
cha sentencia en contra de la de esta capital, a la luz de las dis- 
posiciones del tratado mencionado aprobado por ley mim. 3192, 
sin comprometer principios de orden publico y de garantía de lo» 
derechos de los asegurados que se tuvieron en vista para su san- 
ción. 

Dada la organización y economía de estas sociedades que 
operan con capitales suministrados por los mismos asegurados, 
éstos se verían privados de los fondos que ellos mismos aporta- 
ron y de sus beneficios, cuando llegara el caso de que tuvieran 
que exigir el cumplimiento de sus pólizas, si se permitiera que 
acreedores de otras agencias o sucursales establecidas en el ex- 
tranjero, pudieran dirigir sus acciones en contra de las estableci- 
das en este país, para ejecutar sus bienes en perjuicio de los 
acreedores locales. 

Es precisamente lo que ha evitado el tratado vigente, fijando 
la regla de que las agencias o sucursales de las sociedades ex- 
tranjeras establecidas en Jos países signatarios, quedan sujetas 
a la jurisdicción de las autoridades locales en lo concerniente a 
las operaciones que practiquen. (Artículos 5 • y f>* del tratado). 

Por estos fundamentos, sus concordantes y lo dictaminado 
por el señor agente fiscal, no se hace lugar a la autorización so- 
licitada, sin costas, dada la naturaleza del derecho que se discu- 
te y la forma en que se ha resuelto. Repónganse las fojas. 

Tristón Af. Avellaneda. 
Ante mí : Hugo Bungc Gttcrrico. 

FALLO DE LA CAMARA DE COMERCIO 

BwwwAtm, DteiHAtt 2* 46 ma. 

Y vistos: Por sus fundamentos, de conformidad con el pre- 
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cederte dictamen del «ñor fiscal, y lo resuelto por esta cámara 
en el caso del exhorto del jucr de comercio de Montevideo, en los 
autos deí concurso de ta compañía de seguros sobre la vida la 
"New Ufe Insurance Company", con fecha 5 de agosto de 1903, 
se confirma el auto apelado de fs. 187 y devuélvanse Reponga** 
el sello. — Samara. - Esteres. — Madero. — Ante mi * Alfre- 
do Fox, 

FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Buen»* Ainf, NorlcabR 20 d* 1915. 

Vistos y considerando: 

Que desconocido el derecho qtic el actor ha pretendido fun- 
dar en los artículos 1 a 12 del Tratado de Derecho Procesal ce- 
lebrado en el Congreso Internacional de Montevideo y aprobado 
por ley NV 3192, procede para ante esta Corte el recurso extra- 
ordinario que ha sido interpuesto, o sea, el que autoriza el ar- 
tículo r 4 de la ley de 14 de Septiembre de 1863. 

Que ese tratado en cuanto se refiere a los requisitos que de- 
ben renmr las sentencias dictadas en uno de los países contratan 
tes y cuyo exequátur se soücíta en otro, y la documentación que 
debe acompañarlos, no ha sido controvertido en eJ presente caso. 

Que la sentencia apelada por su referencia a la del juzgado 
de comercio y a lo resuelto en el caso de la \ ew York Life Insu- 
rance Co., se funda en fas disposiciones de los artículos 6, 8 y 9 
del tratado de derecho comercial internacional aprobado por ley 
número 3192, y su aplicación por esta Corte en Ta causa referida 
publicada en h página 169. domo 98 de sus fallos, disposiciones 
en que el recurrente no ha fundado derecl» alguno cuyo deseo» 
Documento pudiera motivar el recurso extraordinario interpuesto. 

Que como consta a fs. 104, d apelante no ha desconocido 
tampoco el alcance atribuido por el inferior a los artículos del 
tratado de derecho comercial en que basa su sentencia, limitándo- 
se a observar que el juez se habrá apartado de la ley de forma o 
sea, del articulo 559 del código de procedimientos civiles sobrt 
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™! d 7 ntas extranjera y que, de los documentos por 

CU establecida en el Paraguay, depende de la sucursal de dicha 
«pn» en Buenos Aires, de modo que es ésta y no la casa ma- 

S^Sf u -r l Ia - ha ~ « «S** 

r' 1T,eillú ^semencias t **** arbitrales, será el que establezca 
a ley del país en oue se pida la eje^y h irTrp^ 

tocado por eJ apelante es ajena al recurso extraordinario por él 
mterpuesto. (Artículo 15, ley número 48). ^ 

fflm ,? U ! eS T f 9Í, " isino eKtraña a m recurso, «pin lo reiterada- 
mente resue, to. la apreciación de los hechos controvertido, en la 
causa, y de la prueba referente a los mismos. (Fallos tomo a* 
mm 48o; tomo 97, Páginas 3.9 y 403, y otros). ' ™ * 
1 or ello, oído el señor procurador general, se confirma li 
«Pelada en la parte nuc ha sido 
t-fujuese y devt.elvn.ns,, reponiéndose los sellos ante el inferior. 



A. Bermejo. — Nicanor G. 
i>el Solar. — &f. P. Da- 
ract.— D. E. Palacio.— 
L, Lói-ez Caramillas. 
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Narciso Agüero y Cía., contra Faustino Ahina. Cobro de 

afirmados 

Sumario: i* No habiendo aplicado un tribunal local ninguna ley 
especial de las previstas en el inciso y, art. 14 de la ley nú- 
mero 48, no corresponde a la Corte Suprema rever su sen- 
teticia. 

2." Es inaplicable el art. 16 de ta Constitución Nacional 
en cnanto establece que la igualdad debe ser la base del im- 
puesto, cuando se trata de obligaciones voluntariamente con- 
traídas, que no ofenden al orden y la moral ni perjudican a 
tercero. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 



SENTENCIA DEL JI EZ DE I.' INSTANCIA EJJ LO CIVIL 

■ 

Y vistos estos autos caratulados "Agüero Narciso y Cía con- 
tra Aísina el doctor Faustino sobre cobro de afirmados- de 
los que 



Resulta : 

Primero. — Que a fojas 4 se presentan por los señores 
Agüero y Cía, manifestando que don Faustino Alsina les adeuda 
por importe de afirmados la suma de 1.393 Pesos 23 centavo* 
moneda nacional, como lo justifican con la boleta expedida por la 
intendencia municipal. — Que el señor AJsina debe ser condena- 
do a pagar la cantidad expresada, con sus intereses y tas costas 
del j tudo. 
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Se^do - Que a fs. 7 se presento et doctor Atei M y ma . 

" ,fleSU * * ha es porque los constructores preten- 

dían mayores valores que los adeudad n.« 1 - 7 , 

que es MUm pagar con «a „ „„ fc £¡jg 

so legal. Í¿ K ha depositado en bonos el importe dd adoquinado, 
y contraderoauda pidiendo sea rechazada la demanda y Ve deria-" 
re legal la consignación, con costas. 

Tercera. - Que corrido traslado a los señore., Agüera y 
p,diendo el rechaao de la eousiguaciÓ, ¡£ 



Cuarto - Que recibida la causa a prueba por auto de fs u 

ZZTH 1 *, ** *** m ****** de *£, sobre ,a cual 
I. n alegado las partes a fe 25 f, v< n¡lnúJKÍOX ™ 

autos para sentencia a fs. ji. «ionio 
Y considerando : 

I 

™¿t e 7¡° , eS , llC no,arí *. <w «Pedicntc administrativo agre- 
gado en cahdad de prueba, la mayoría de los vecinos de la ¿He 
Ayac«ho entre Córdoba y Santa Fe. usando de la facultadle 
les acuerda el art. ,5 de la lev 4»., han contnitado partid 
mente el *JM0 frente de sus fincas., determinan^ £Z. 

« ato n T * CUrS ° iega '- E " P™*™ «« in- 

trato no podría ninguno de los propietarios esquivar el pago c -, la 

mm¡» £»mm « ,es «ria pemrfHdo. si Z mvicra cnU 

» <'' s P"s,c,.m de" art. 1 , 97 del código civil q « establece «ue 1« 

convencióles hechas cu los contrato, forman ¿g* ,, s u „ 

regla a la cual deben «meterse „ ;mo a , a £££ ' ^ u ,a 

If 

Que en cnanto a la reconvención, para qne se condene a "os 
mmm Agüera y C a., a recibir Ixmos de pavimentación en pago 
de lo, servicios que locaran al doctor Alsina. es manifiestamente 
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áiiiMOoederte. Como se ha declarado, el doctor A!sina. en su ca- 
raoter de signatario voluntario del contrato base de la acción es 
ta sometido ineludiblemente a lo estipulado en ese mismo contra- 
to, sm que le sea dado desconocerlo buscando eximirse de las 
obligaciones que impone, confuido como está para producir to- 
dos sus efectos legales. 



III 



Que no puede considerarse jurídica la interpretación que se 
pretende dar a la ley 4391. Esta ley crea bonos especíales para el 
pago del afirmado de las calles del municipio, en el concepto d* 
que la comuna misma haga estas obras, y crea al efecto el im- 
puesto que denomina cíe pavimentación; pero facilita al propio 
tiempo la iniciativa particular, autorizando a los propietarios a 
que contraten directamente la pavimentación por un precio que 
no exceda del tipo prafijátto por licitaciones anteriores, y con 
sujeoon a otras reglas que enumera. En el primer caso es una 
contribución lo que se paga, y en el segundo solo se cumple la 
obligación que nace de un contrato de locación de servicios El 
impuesto, como es natural, lo recauda el Poder Ejecutivo de la 
Municipalidad. El precio de la locación de servicios, por el con- 
trario, lo cobra el locador en la moneda usual, sin desequilibrar 
de ninguna manera la igualdad y proporcionalidad de la ley. 

Por estos fundamentos y concordantes dd alegato de fs- 25. 
^lo: condenando al doctor Alsina a que pague a los señores 
Narciso Agüero y Cía., el importe de la cuenta de f s. 6, dentro de 
di« días, con sus intereses respectivos a estilo de Banco, desde la 
fecha de la demanda, sin costas, por no haber mérito especial 
para imponerlas - art. 221 m fine del código de procedimientos. 

_ Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, mando y firmo 
en Buenos Aires, a veintitrés días del mes de Julio del año mil 
novecientos nueve. 

Inscríbase en el libro respectivo y repónganse los sellos. 



Luis Ponce y Gomes. 
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FALLO DE LA KXCMA. CAMARA ira. DE APELACION EN J.O CIVIL 

DE LA CAPITAL 

Buenos Aires, capital de la República Argentina, a nueve de 
mayo de mil novecientos doce, reunidos los señores vocales de la 
Excma. Cámara ira. de Apelaciones en lo Civil, en su sala de 
acuerdos, para conocer del recurso interpuesto en los autos cara- 
tulados "Agüero Narciso y Cia., contra Alsina el doctor Fausti- 
no, sobre cobro de afirmados", respecto de la sentencia corriente 
a fs. 3a, el tribunal estableció la siguiente cuestión: 

; Es arreglada a derecho la sentencia apelada de fs. 32 ? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía tener lu- 
gar en el orden siguiente: señores vocales doctores Basualdo, de 
la Torre, Arana, Juárea Célman, Williams. 

El señor vocal doctor Basualdo, dijo : 

En causas análogas he manifestado mi juicio que es del todo 
concordante con la decisión recurrida. 

La ley de afirmados autoriza expresamente su construcción 
por contrato de la mayoría de vecinos, y llenándose las demás 
exigencias de dicha ley relativas a la intervención de la intenden- 
cia municipal. 

En el caso presente han sido llenados todos los requisitos, 
como consta del expediente agregado, la obra ha sido ejecutada 
en las condiciones del contrato y en tal caso el pago de la misma 
corresponde, con arreglo a las estipulaciones de aquél, es decir, 
en la moneda y quantum at!i convenidos. 

(El art. 15 de la ley citada es expreso, no da p¡ e a la interpre- 
tación que se pretende, 

B pago en títulos del empréstito, só!o tiene lugar en los 
contratos de afirmados celebrados directamente por la munici- 
palidad. 

Excuso agregar otras consideraciones sobre un punto que. 
en presencia de la ley. reputo bien claro, y en consecuencia doy 
mi voto por la afirmativa. 

Respecto del recurso relativo a la exoneración de costas, 
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opino en el mismo sentido, pues resulta que el demandado ha po 
dido considerarse con derecho a resistir ía demanda. 
El señor vocal de la Torre, dijo : 

El art. ió de la ley número 7091. complementaria e interpre- 
tativa de la numero 4391 . establece expresamente que los propia 
tanos de Inmuebles podrán contratar con una empresa construc 
tora la pavimentación de una calle o parte de ella con determina 
do sistema de afirmado, y que la forma y condiciones de pago 
para los vcemos firmantes serán las que estrile el contrato, mi- 
diendo este establecer el pago condicional en benos municipales. 

El contrato en cuya virtud se ha construido el afirmado cu- 
yo i>ago se redama, aparece firmado en primar término por el 
demandado, y en él se establece expresamente que el precio esti- 
pulado para ] a constricción del afirmado, entre los propietarios 
firmantes y la empresa constructora, será d de doce pesos veinte 
centavos moneda nacional por metro cuadrado. 

Kn tales condiciones, es evidente que el demandado carece 
de todo derecho para pretender pagar el importe del afirmado 
construido frente a su propiedad, en !>onos municipales. 

Estas consideraciones determinan mi voto igualmente poi 
Ja afirmativa, o sea. por la confirmación de la sentencia apelada 
Los señores vocales doctores Arana. Juárez Célman y Wi- 
lliams, se adhirieron a los votos anteriores. 

Con lo que terminó el acto, quedando acordada la siguiente 
sentencia. * 

WtiHamS- — De la Torre. ~ liasuaido. 
— Arana. J mires Cclman. 

Ante mi : rentando Klaf^nbaeh. 

Es copia fiel del acuerdo original que. redactado por mi, 
existe en el libro resjwctivo. 

Fernando Khppenbaeh. 
BittMf Aim. M*yo 9 dt i«í. 

Y vistos: Por lo que resulta de la votación de que instruy; 
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el acuerdo precedente, se confirma la semencia apelada de fs. x 2 
JJevudvanse, repónganse los sellos. 

Benjamín Williams. — ■ Jorge de la To- 
rre. — Benjamín Basuatdo. — Feli- 
pe Arana. — Tomás Juárez Cclma». 
Ame jtií : femando Kiappatbath. 
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Bwwi Air», N*vi*aibre 32 4* 1913. 

Vistos y considerando; 

Que el señor vocal doctor d c la Torre, al fundar su voto en 
■a sentencia recurrida de H. 55 , dijo q „e "el contrato en cuya 
virtud ? e ha construido el afirmado cuyo ]>ago se reclama, apare- 
ce firmado en primer termino por el demandado, y en él se esta- 
blece expresamente que el precio estipulado para la construcción 
d ft af.rmado entre los propietarios firmantes y la empresa cons- 
tructora, será de doce pesos veinte centavos moneda nacional por 
metro cuadrado". 

Que estas conclusiones fueron aceptadas por los doctore. 
Arana. Juárez Ccl.nan y Williams, o sea, por la mayoría del tri- 
bun™.. 

Que para interpretar el contrato en la forma une lo ha sido 
respecto a la moneda en que debían pagar los propietarios la obra 
de pavunentaoon, el tribuna! a quo no ha aplicado ninguna ley 
«pee»! de las previstas en d inciso 3 ' art. ,4, ley número 4* 
sino las leyes números 4391 y W , dictadas por d honorable 
congreso como legislatura loca!, para el gobierno y administra- 
cion de la capital. 

Que con arreglo a lo reiteradamente resuelto, esta Corte no 
^ llamada a rever la decisión de los tribunales locales sobre los 
Pinitos indicados. (Fallos, tomo „ 4 , pág. 161, y otros) ; y tratán- 
dose, según esa decisión, de obligaciones voluntariamente con- 
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trardas, es inaplicable a ellas el art. ió de la Constitución Xacto- 
nal, en «tanto estalíece qitc Ja igualdad debe ser la base del im- 
puesto y 4e las cargas públicas, pues tal prescripción responde a! 
proposito de que, en condiciones análogas, no se exijan contribu- 
ciones o servicios diferentes, sin coartar la libertad de contratar, 
siempre que no haya ofensa al orden y a la moral, ni perjuicio « 
tercero (artículo 19 de la misma Constitución). 

Por ello, se confirma Ja sentencia de fojas 55 en la parte 
que ha podido ser materia del recurso. Notifique^ con e | oriff ¡_ 
nal. devuélvase, debiendo ser repuestos los sc'Jos ante el inferior. 

A. Bermejo. — M. P. Daract.^ 
D. E. Palacio. — I„ Lói^ z 
C A ranillas. 
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Criminal, Bardi Carlos y Dericcn=i Luis; hurto. Contienda 

de competencia 

Sumario : Corresponde a la justicia federa* con arreglo a lo dis- 
puesto en el artículo 3.', inciso 2 .• ele la ley número 48 y 2, 
inciso 2.» del código de procedimientos criminales, prose- 
guir las averiguaciones parn c! esclarecí miento de un delito 
que acrece prima facic como cometido en el puerto de la 
capital 



Caso: Lo explica el siguiente: 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

■m» Altti, Noviembre 22 4t 191J, 

Autos y vistos: 

m ^ contienda negativa de competencia entre un jue* fe- 
mil CaPÍtaí y ^ * ¡nStrUCdón - criminé de a 

Considerando : 

Que el representante de la easa cousignataria Hasenclever 
. y C a maneta ,„ *, declaración de fojas 7 , ratificada a Z 

I y CÍ0C<> ** 5 -o- 

c™,,«r. A T' ChÍ ° UIÍ ' ,lt ' ,en<li ' ;nlf * 1» «sa Castellano. que 
contrato la descarga de vapor "Vaanir" „„ ,.i _.. ■ ■ M 
cl. ri, ,i. v. v . -«"ene , en el que vmo la mer- 

cadería de Nueva Wk. manifiesta a fojas u y „ míe «lelo, 
mil dn-cientos <Hcciocho fardos d/nió sisal «n 
ZTfL* "! ,f0,tu<:l0ri <«<*« "f»l«aron setenta y 

. m*mfoh y 'l«e a pesar de las averiguaciones y verifica, 
cjones hechas, no ha podido .legar a saber Jqué íon ¿ hTdet 
apareólo, pues ya ai terminar la operación de descarga, ya des- 
de a tordo se notó la falta que expresa". 

Ho^T J ta '.' 5 , af,Vn1ftcion « stfl »'»» «.ficientemente el I», 
*mde e dehto f„e cometido, máxime cando ninguna otra ¿£ 

cuarto ,» se msmúa siquiera que d hurto de que « trata íue^ 
cometido en otro sitio ,„e ,! indicado en .as referidas ¡LcW 

foias Q -o Ü *"'T!™ ,C CÍtad ° ^ Cl ítdcral «« a«o de 
fojas jo vuelta, del caso de Ramón Vila (faEos, tomo 115. pé 
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«ina 178), no pu«dc servir de precedente en el actual, porque en 
aquel las constancias de autos arrojaban luz bastante para esta 
«o«r que é hurto de mercaderías que se imputaba al procesado 
capataz del galpón de Catalinas Sud, no podía haberse cometido 
en dicho sitio, por cuyo motivo se resolvió que las diligencias su- 
mariales debían seguirse por ta justicia ordinaria, con arreglo 3 
las disposiciones legales y fallos citados en el mismo. 

Que en mérito de los antecedentes relacionados, puede de- 
cirse que el hurto de que se trata aparece hasta ahora, como ve 
rificado en el puerto de esta capital, y con arreglo a lo dispuesto 
en el articulo 3°, inciso 2.', ley número 48, y 23. inciso 2* del có- 
digo de procedimientos en lo criminal, corresponde a la justicia 
federal proseguir en las averiguaciones del delito expresado. 

Por ¿lo, y oído el señor procurador general, así se resuelve. 

.Notifiqiiese original, remítanse los autos al juez federal y 
avísese por oficio al de instrucción. 

A. Bkrmkjo. — Ai. p. Daract.— 
D. E. Palacio. — L. ¡QfiftsÉ 
Caü a villas. 



CAUSA CCLXV1 



Scotto. Rodolfo R., en autos con el Ferrocarril Central Argen- 
tino, sobre desposesión de un inmueble. Recurso de hecho 

Sumario : Para que proceda tí recurso de queja por apelación 
denegada, es necesario que al interponerlo ante la eáman 
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a giw, se haya determinado expresamente, mies no es sufi- 
ciente la simple manifestación de que se apelaba, porque 
esto importa deducir el recurso extraordinario establecido 
en el articulo 3. de la ley 4055. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



FALLO DE LA COJtTE SUPREMA 

* 

Simo* Aire», Noviembre 25 de |«3. 

Autos y vistos: 

El recurso de queja por agadón denegada interpuesto por 
el apoderado de don Rodolfo R, Seolto en autos con el Ferroca- 
p Central Argentino, .sobre reivindicación, contra sentencia de 
la cámara federal de apelaciones de La Plata, que ha desconoci- 
do la procedencia del fuero federal sostenida por el recurrente 

V considerando : 

Que para fundar '!a queja deducida ante esta Corte se ale 
ga que en el snh judie* era procedente el recurso extraordinario 
preveo en el articulo r,° de la ley 4055 y 14 de la ley núm. 48. 

pife con arreglo a la jurisprudencia crecida, ese recur- 
so extraordinario es procedente cuando, por consideraciones le 
gales y no de hecho, ha sitio desconocido el fuero de privilegio 
fundado en la Construcción o en la ley de cormietencia, pero 
para ello es menester que haya sido interpuso ante el tribunal 
de tiftuna instancia que pronunció la sentencia. {Fallos tomo 
115. página 29). 

Que en los autos remitidos ,K> r via de informe, no aparece 
que ese recurso haya sido inte n >uesto ante la cámara ,/ quo pues 
que. como consta a fojas 38 vuelta y fojas 40. tanto el procura- 
dor fiscal como el demandante, se limitaron a manifestar que 
apelaban, !o que importaba deducir el recurso ordinario dd ar- 
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tículo 3 * de la ley 4055 que era improcedente, como se hace 
constar en la resolución del inferior, de fojas 60 vueka. (FaHos, 
tomo 108, pagina 461 ). 

Por ello, y de conformidad con k> pedido por el señor pro* 
curador general, se declara bien denegado el recurso, y archive- 
se, previa reposición del papel. — Devuélvanse tos autos princi- 
pales con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Sola*. — M. P. Dakact. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cadan illas. 



CAUSA CCLXVII 

Scliiircr StoUcy don Juan, contra ta provincia de San Luis. 

Sobre escrituración 

Sumario: Acreditado un convenio de venta de un inmueble, por 
un boleto reconocido por el vendedor, y habiendo cumplido 
d comprador con las obligaciones que a su respecto en él se 
establecieron, corresponde otorgarse la escritura respecti- 
va, sin que pueda invocarse como causal para no formali- 
zarla, el hecho — que no ha sido probado — de que el juez 
que debía ordenar una mensura previa, no decretaba las me- 
didas pertinentes, pues tí vendedor debió urgirías por los 
medios legales para cumplir con las obligaciones que el con 
trato le imponía. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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Bueus Airt*. Noviembre 27 de Jflla. 

V vistos : 

Los promovidos a fojas o por demanda de don luán Sehü 
mftu\k contra ía provincia de San Luis, sobre escrituración 
de os ena es resulta: One, según se manifiesta en la demanda, 
el .anco de San Luis, en liquidación, v de ano activo y pasivo 
,c Inzo cargo la provincia de ese nombre. suííciemernmte anto- 
rizad» por .eyes de la legislatura provincia! de diecisiete de No- 
viembre de mil novecientos y nueve de I)ici«iibre de mi: nove- 
c.entos cuatro, vendió en remnt, pitisco en esta ciudad en oum- 
ce de t se|*,embre ríe mil novecier ,s cíiko. varias friones de 
tierra s.luadas en el paraje denominado "Píe de IW. departa- 
mento Canéete, de la provincia de San Juan, sicolo el actor ad- 
tjmrcnte dé una de cías, compuesta de ocho „,i! doscientas no- 
venta y cinco nectareas, por el precio y condiciones qué expresa 
la respectiva boleta de compraventa que acompaña a fojas 2 

(Jik-. aprobada esa venta por el directorio del Banco s C <mn 
a$i consta por la comunicación de su presidente f foja! v 
cumpbdas por parte del comprador las cbtóiones que té eran 
respecfvas. dice que, a pesar de las piones particulares que ha 
Mecho ante el vendedor, no ha podido obt,ner hasta el présente 
m f** >' <m®mm el campo con la mensura ju- 

fhtial aprobada, corno se estipuló en ta misma boleta 

( >e. en consecuencia, y por no poder reclamar la inmedia- 
a entrega de la cosa comprada por ser ésta un inmueb e í aniou- 
o 1185. CKhgo civil), se limita a comandar a la provincia que 
hoy representa en sus derechos y resjmnsabilidades al Banco ' lé 
San Luis f»ra que se la condene a efectuar la trituración res- 
pectiva, dentro del plazo prudencia! que se le fije, bajo p, na de 
e- verse la oWtgaeión en el pago de daños y perjuros, con ex- 
presa condenación en costas. 
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Acreditada la jurisdicción originaria cíe esta Corte y citada 
en forma ta provincia de San Luis, ésta, por intermedio de su 
procurador general, contestó a fojas 19 la demanda. reconocien- 
do la verdad de los hechos fundamentales de la misma, consta li- 
tes del documento acompañado por el actor; pero sosteniendo 
cine no había existido negligencia por parte de! I lauco ¡tara cum- 
plir coa la obligación de mensura judicial del campo vendido, 
pues, inmediatamente de verificarse el remate, empezó las ges- 
tiones para cumplir esta cláusula del estrato; pero, a pesar de 
la actividad desplegada y de !as diügcncias hechas, urgiendo eií 
toda forma el trámite, no había podido hasta ese momento f |n- 
lio de m-i novecientos once ( conseguir del juez de San Juan que 
entiende en la cansa, el auto aprobatorio correspondiente (ar- 
ticulo 513, código civil) : siendo asi una causa de fuerza mavor, 
ía lentitud del procedimiento de los tribunales de San Juan, lo 
que hace aparecer a! I Janeo como remiso. O l]c . en prueba de si, 
buena voluntad, ofrece escriturar inmediatamente la venta ex- 
presada, definen lo para dentro de un término prudenrhl ¡ :t 
apmtación de la mensura. ¡>ara lo cual seguirá activando los trá- 
mites; y termina pidiendo que si el actor rehusare aceptar 'a es- 
crituración en !a forma ofrecida, se fije un término a ese efecto, 
con re'ceaeión de costas e intereses. 

Acerca de esta manifestación de !:i demandada, el actor jg 
expidió a fojas 23, rechazando la escrituración en la forma ofre 
cida. por no estar de acuerdo con las condiciones estipuladas en 
el contrato, y poniendo en duda la dijígencúi que -e dice ¿1p¡éa- 
da para obtener la aprobación de la mensura, por las razone* 
que indica; y hace presente que aún después de iniciada la de 
manda, en vista de ci inuni catión recibida del señor ministro de 
San I.uis, en la que prometía qué todo quedaría arreglado en 
bri ve plazo, su pasté dejó paralizado este expediente durante 
más de tres meses lili otro resultado que el de la propuesta cpic 
acaba de rechazar. 

Abierta la can*a a prueba sin que se produjera ningma pnf 
'as partes, llamóse autos a fojas 35 vuelta. 
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Y considerando: 

@iíe ja existencia tlel convenio .le venta que sirve cíe base a 
la denuda, halase plenamente acreditada por el documento de 
fojas j y i>or el expr™, reconocimiento de la demandada. 

Une de uno y otro antecedente consta taffi&ién que el actor 
íia ciu.ip.ido con las obligaciones que dicha convención ] e i m - 
punía. 

§p no sucede !ó propio con las tjtte inanubían al vendedor 
relativas a la ,mrcga de Ja cosa vellida, que no se ha efectuado 
fta^a el presente en las condiciones en que por cláusula expresa 
del comrato debia hacerse: a saber, previa mensura judiehl 
probada, según también expresamente se ¿«ésa y reconté 
en ja contestación de fojas H) , ' 

One la circunstancia invocada por San Uw para excusar n 
ncumplmucnlo de esta parte del convenio, atribuyendo a nudi- 
genaa dejo* jueces de San Juan la falta de aprobación de h 
mensura de- can»,*, vendido a Sehürer Sto le. no es fe^nte pa- 
ra ex.nnr e de la, responsabilidades d e su propia falta, desde 
que no es concebible que cn más de odio años transcurridos des- 
de Septiembre de mil novecientos cinco hasta el presente, no ha- 
ya podnlo obtener. , hir los medios y. recursos que las tW¿ pnKe . 
* es acuerdan, que c! jue* de la mensura ( c-n que no se dice que 
httbp oposición eje lindero,), dfcfcüíá el auto aprobatorio respec- 
tivo; stenotp de notar que. a pesar de la manifestación negativa 
del acrr la provincia no ha presentado prueba alguna de haber- 
le uuciado y practicado la diligencia pericial de la referencia n, 
de ,as estancas hechas al juez de !a misma para que !a aproara 
Que SK-ndo ¡a cosa objeto del contrato un bien inmueble, la 
pctKUon formulada en la demanda, para que se condene a San 
■iij* a otoñar, previa la correspondiente mensura judicial apro- 
bada, ^a escritura de venta respetiva, dentro de un plazo pru- 
dencia!, so pena de resolverse la oblación en el pago de las pér- 
didas e intereses, se ajusta a Jo que presenil los artículos , ,8 5 , 
ii 87 y 1107. código civil. 3p 
Por ello, se condena a :a provincia de San Un*, a otorgar a 
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favor c!e clon Juan Schürer StolSe. escritura pública de venta del 
área de campo que expresa la boleta de fojas 2, previa la mensu- 
ra jiiíliciatinente aprobada de! mismo, y en las demás condicio- 
nes alü esiiimladas. ]o que delíerá efectuarse dentro del plazo de 
sesenta dias, bajo aperdbiniietíto de que en caso de no cumplir- 
se lo expresado, la provincia abonará sA actor las pérdidas e in- 
tereses resultantes dé la inejecución del contrato, con costas a la 
demandada. — Xotiíiquese origina!, rejjñnga.sj el pajwl y ar- 
dí ivese. 

A. Bermejo. — Xicaxoh G, del 

Solar» — D. K. /'ALACIO. — 
L LÓPK2 Cahax illas. 



NOTA. — Secretaria Electora'. — Habiendo propuesto e! se- 
ñor juca de séetíón fie Babia Manca c! n- imbninuento de un -\ 
cretario electoral la Corte Suprema dictó la siguiente resolución- 

Bueno! AlfCf, Noviembre 13 de IHI3 

llagase saber a! señor juez de sección de Báhía 1 llanca tn« 
debe desempeñar las funciones electorales que le atribuye la lev 
número cjiay, pon uno de los tres secretará que le asigna el pre- 
-íifuie-to vigente, pue-to que la excepción consignada en el pá- 
rrafo C. incido artieir'o 1" de la ley núnu-ro Hi.io. se refería 
a funciones atribuida^ al juez federa! de tu do el distrital electo- 
ral de !;i provincia. 

A. Hlhmkjo. — Nicanor G. del 
Solar. — M, P. Daract. — 
D. E. Palacio, — L. López 

C Al! ANILLAS. 
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CU SA CC!,X\ III 



i ase;ta. Sebastián { . , nutra el Cobicrno X a c tonal, 
sobre cobro de f>esos 

Sumario : | H Ñ%Í) un empalo bajo d infrio de la lev núme- 
r« 4M9. es con arreglo a lo en etia estab'ecido que deben li 
■lindarse sus ImWes, no pudiemldo invocarse para mk>m 
sn Mtíiaei«.n, disposk iones de la numero a^io, que fué doró- 
la antes que se le acordara el beneficio «le la Jubilación. 

l aso: Lo explican las siguientes piezas: 

sk-vtkxcia uki. sr. jrivz t- km» \i. 

Btiíno* Aírte. Diciembre í« de tei I 

Autos y vistos ; 

!>>■» Ignacio Fraga. j*>| don Sebastián G, \a<ena. cesiona- 
rio de don \hguel Rodrigue*, demanda a la Nación, previa ve- 

l f ¿° ngre!ÍO a r n,aíJa <n ía I*>r cobro de peso* 

40.^.80, inerte de .a jubilad,*, devengada por dicho señor 
Kidr.guez, ex contador mayor de !a Contaduría (General de la 
Nacmn, desde el jo de Octubre de 1803 basta el 31 de Diciembre 
fie ioc 4 a razón d¿ pesos 30J.40 mensuales Refiere <me e' se- 
n«r Rodr.gnez fué separado de sn puesto en * de Abril de i&n 
por razones de mejor servicio publico y sin daño alguno para su 
men nombre por lo que el Poder Ejecutivo Nacional fe acordó 
Im.dK, a lalación „ ír !(1 cam ,, a(J antcs eu 

reto de , 9 de Octubre de ,006, recaído en es,>cdiente iniciado 
|H>r el interesado en ,6 de Octubre de 1893: que conforme a di- 
cho decreto cobró Ja jubilación corresponde , te, pero sólo de, e 
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el ¡ú» de Enero ilc 190$ adelante, adeudándosele, por consiguien- 
te, las mensualidades devengadas antes de esa fecha a partir del 
16 de Octubre de 1803 ¡ c|itc el interesado reclamó del Poder Eje- 
cutivo el ¡jago y le lia sido negado; ijtie esta resolución c< capri- 
chosa y contraria a <los artículos 17 y $3 de las leyes 22 U) y 4341; 
respectivamente, por cuanto ambos ejt^íécen «,úe las jubilacio- 
nes serán acordadas y pagadas de<dc el día en tpie el emplead. * 
deje et servicio, y a^i lo lia establecido el mismo Poder Kjecuti 
vo en los casos de Mansilla, «wnísátíb Beascbohea, López v 
II ansen. 

Contesta la demanda, por autorización especia!, el señor fis- 
cal federal y pide sea desestimada. ]kir:jue. según interpretación 
del Poder Éjeaitivp en reiterados eascw, el nrticu'o 17 de. la ley 
2¿ H) delie entenderse exclusivamente comprensivo de los em- 
pleados fjuc obtuvieron su jubilación hablándose en el degefttj^no 
de sus empleos ; y pt ripie el actor 110 puede ser cesionario de Ro- 
drigues según el articulo ií> de la ley j>jij y 55 de la 434» «uc 
pndii'jc la cesión de jubilaciones ) pendones sancipnando la nu- 
lidad dé los actos eñ eontrario. 

Se abrió a prueba el juicio, y al alegar -obre la produ.-id:i. 
el fiscal hizo valer la prescripción conforme con Ib dispuesto en 
e! articu'o 4027, ¡iftiso .V del código civil 

Y considerando : 

Respecto de la preseri|>ció:i. Se«ún el articulo ^47 fie' có- 
digo rivi' "¡a |irc<erii>eión es un medio de adquirir un deree*- 
o de libertarle de una obligación por el transcurso del tiempo*. 
En este caso el Poder Ejecutivo invocaría la prescripción jibe* 
ratoria para eximir-e fie la obligación de pagar el importe de ¡a 
jubt.ncion míe ^ demanda; i>en> el articulo 1," de la lev 4^49 de 
clara <pic hi> fondos y rentas de 'a caja nacional fie jubilacime* 
y pensiones "huí de propiedad de las persona* comprendidas en 
las disj>osic¡oiies de la pre>e:tte ley", y como el señor Rodrigucz 
ha sido declarado una de dichas personas, por decreto en acuer- 
do de minUros. de 16 de < >ctubre de i';oó. resuda ¡pie es pmpir- 
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ta no de !a parte que la tcy le reconoce tener en la Caja, y ]>or ¡o 
tanto, el iWer Ejecutivo, mero admin istrador de esos fondo* 
iu> es deudor ni puede alegar prescripción. 

Aliníp asi rio fuera, de la veri f icaci.Vn de fechas, resulta: 
(fie Rodríguez fué separado de .su cargo el ¿ó de Abril de 1893- 
<|iic solicitó su jybifaeiVin el tí, de (temiere de! mismo año; que' 
el J'oder Ejecutivo la acordó en 19 de Óctítbre de igoíí, y que 
esta demanda se inició en 31 de Octubre de 10,10, 

La ge.-ii.V11 administrativa de reconocimiento de la jubila- 
eióneíóii ha durado trece am>s no imputables al ocurrente. <egún 
el decretó merKiunndo de 1906 y ^debido a las controversias y 
a los diwr«,s informes que han tenido que solicitarse", pero no 
existe disposición legal alguna que autorice el comienzo de la 
prescripción en casos «,. m el presente durante el tiempo de la 
gestión admi .Mrativa. p.rque a ser así uV|iendcria en absoluto 
jlel poder discrecional dpi J'oder Kjecuiivo el cumplimiento de 
2 Cy " e í 1 *^^ ^ Ia *m quedaría eludida |>or el mero hecho 
de postergar el trámite de las solicitudes respectivas. 

Desde el decreto de concesión de la jubilación hasta la ini- 
eiacun de este juicio, lampeo han transcurrido los cinco años 
exigidos por el inciso .y del articulo 3047 invocado. 

2. a — Respecto de !a fecha en que comenzó la jubilación el 
articulo 17 de la ley m$ dispone que ' las jubilaciones serán 
acordadas desde el dia en íjue el empleado deje el servicio", tér- 
minos daros que no dejan lugar a duda, mayormente cuando la 
misma disposición figura con más exactitud" v corrección en el 
ámenlo 3$ de !a ley 4*40 concebido cy, los siguientes términos: 
■1-as jubilaciones serán pagadas (tesé el día en ( ,ue el interesado 
deje el servicio", 

Xo caben, pues, dos interpretaciones mientras no se mixtifi- 
que e! significado que tienen en el idioma castellano la. palabras 
transcriptas. Las jubilación se pagan desde el día en que el em- 
pleado deja el servicio. 

De otra manera, también la jubilación feria una gracia de- 
peridtÉnte solo de la voluntad del Poder Ejecutivo, pues basta- 
ría reservar un expediente o aplazar la resolución q«e en él co- 
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¡responda para hacer Ilusorio e! auxilio concedido por él Estado 
a sus servidores incapacitados por !a edad o la enfermedad, lo 
que es injusto y absurdo. 

— Ks verdad que la ley lia declarado la inalienabiüdal 
de las ¡«msioncs y jubilaciones inspirada en el propósito de ga- 
rantizar al a^ranadn contra tafias la- eventualidades une pudie- 
ran privarle de esc recurso destinado a satisfacer ks neceaida- 
des más premiosas de la vida, jn-ro la cuota vencida que corred 
ponde a un tiempo ya vivid... representa un capital ahorrado que 
su propietario puede ceder, re-alar o vender a su antojo, pirque 
no hay razón alguna i>ara que la ley le limite la libre dis]>o-Íeiói, 
de ésos bienes. 

Por estes consideraciones, fallo: declarando que el Pot|er 
Ejecutivo está obligarlo a mandar abonar al actor. ,]e Io> fondos 
de la Caja Nacional de Jubilación y Pensiones, la cuota que 
correan .ndia a don Miguel K.Klrqmcz desale el «lía en que cesó 
en su empleo hasta el 31 de Diciembre de t W con costas, 

Claros. 



SKMTKNCIA HE CAMARA Fi:i>r.BAL 

But-noi Air«'j, Mayo S<t ,1, Jiña. 

V vi-tos y con-iderando: 

i. d iRfotsterio fiscal en su escrito de expresión de 

agravios de fs, 4Í , »> M i vnc m $ ^ ñor RtK | rigtIVZ „„ tkn( . m 

|fii:i OttWBfio a los pretendido, halares, j^r cuanto la disposición 
de! articulo de la ley 22IO debe entenderá que solo compren- 
de a los empleadas que han obtenido su jubilación hallándose en 
el desempeño de sus empleos, y que esta interpretación es la que 
mr&m&e en el presente ea<o. pues el articulo 36 de fa ley nú- 
mero $49 ni q ueíunda mi pedido el señor Rodríguez, es con- 
cordante con ta disposición citada de la ley 22U). 

I-I articulo 7." de la ley número 2219 establece que las jubi- 
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I nm y c! ámenlo jf, de h , cv ,„■„„„., , . £ 

SS3S ^ **** ** * X&£ 

& ha resndto |lor e] W de jabilaei..,, de „, , k . , x ..„ 
de «joT. „„e ¡a s, |lar ae¡,V, ,.,| dírt£ 
«MI « I. contaduría ™ , la(ia 2g¡ 

por el artkrtld , 5 , k . I ,, v m „„ t . r „ ,„ , >h ? 5 
£3W3B:aS3¡3t * '"i|"iiestos h lentos, el 

ritii MIÉtt£ 5^ r b Í " ki,aci " n N de* 
..1 «Ufelo conforme a |„ s uVll „. nos , 

,«, ,., « , ciIa(i „ , lcrir , (|1K . c| wf , nr ' < £ 

,* , ""• r ] "' n ' Ui: la «*■»"" "i *■ ent|,le u „. ha afei- 
tado m. derecho, el cal. en «wwwé, ,,<.,«, Creerlo »S 

■Acteííias «1 amonio 37 ínagn ,« t„v> • .,»..»■ 

Atntro .le los caco d« JÉfetf» a | jfc C!1 , ¡IK m j ^f? B 
te cal j.rnelta ,„„ „„ es necesario hallarse e . e! e errk- e ,' 

.»„I.ÍC. ~ ^ e! . re »*f««»«« ''e la ,,arte ik-inandada sostiene 
«.. ..en ,,„e el «, go^ez, al «*, s„ s halles ««ta"-" 
lado ha reahaado „„ acto insanablemente nnl., ,» )r cuál, i - 

si 1 '™;."" 6 im ' M,i *° ,,or ci ar,ir « ? í S£ 

j.u..lae»ne... „c rcfwe sin .luda a las ,,„c se hallan añn por ven- 

r;™', a "r;"r, ,,,H ' b lcv ^ ^ * .™T„ : 

r.. I^nnaneme al j„b,Iado. a fin .le aserrarle „, pro pi, su |,s¡s- 
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teneia, contra eventualidades peligrosas que pudieran réstütárlé 
de cf nitratos de enajenación de la pen$iqn, 

La prohibición no se refiere entonces a jubilaciones venci- 
das y no cobradas, qué constituyen un fruto acumulado, un ea- 
pital presente. liquido y e.xigíble. 

3 a — Ü«e ministerio fiscal opone la exc^íaon de pte& 
cripeión de acuerdo con el articulo 4027 del código civi!, soste- 
niendo que han transcurrido más de mítico años a contar desde 
Diciembre de i<k>4 hasta Octubre de 1910, en que se inició el 
presente juicio. 

Tal cxcL|>c¡ón no procede. 

El derecho a cobrar la pendón sólu ha existido lesde íjl fe- 
cha de! decreto qué la acordó; el cual es de 19 de Octubre de 
Kjioó. La prescri|K*ión sólo empieza a correr desde que fué inasi- 
ble el ejercicio dé] derechn; y como e! relativo a cobro ie pen 
si-mes o jubilaciones sólo ptK de empezar desde la existencia del 
decreto de jubilación, sigúese que la prescripción del derecho a 
cobrar sólo ha podido comenzar de*de el 19 de Octubre de f(joó. 

Ahora bien, desde esa fecha ha-tri la fie la iniciación del jni 
ció — Octubre de 1910 — no han t discurrido cinco años. 

Por estos fundamento*, y los de la sentencia aijada, se 
confirma. — \',.iifiqucsc. repóngase e! sellado ante el inferior 
y devuélvase. 

Daniel Goytitt. — Ahgél />. Hojas.— An- 
gel I'ernyra Cortes. — .It/usfiti t'r- 
dinarrain. — Jna>t . f. Garda, 

1-.U.I.0 Dfi LA CORTK Sri'RKM.\ 

Bueno* Aire», Diciembre 4 de 10(8. 

V'istos y considerando: 

Que don Miguel Rodríguez fug jubilado bajo el imperio de 
la ley 4349, y es con arre»1o a la misma que debe apreciarse su 
situación de tal en la demanda entablada. 
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Caja \ac,u,al de Pensiones y Jubilad,, ,es en toda la evtLi. n 

interesado a K 5 dd expelerte admini-trativo. 

Que (q i|ue t lima mía a i presente de la Yn-;,.., »i , • 
*» Sebastián C. Va,, g i ^ 

u L , nule redamar con arrufo a la doctrina ,lcl articulo 4044 
LOisgresQj que no se ha invocado 

e^J^S v ' r " Cra * * ' k * ** & 4349 

"imio al l-hrerno Nanona! He la car^a de abonar lo m,e ,,,,r 

° ****** * *»*" » - -«a,liese ,1^ va 
<-cn „ rí |, IKiria extraordinarias en d ^emúlo f ,e dieha^ev 'y 
CMle sn HKCtca quedaron >n!,>nli„adas a sus p^ipciomf 

l«.r leyes espeoples para gísos e^ecíMes tatn^ién 

Que en tal virtinl, del» dcciise. que no existe Una tifóbrf 

ta, conip e cobrado por Vosena, cesionario de k,«ln>nc/ 

Ur cll ; , ge rnvoea ta sentencia aNa^^oti^üese ori- 
gina . .levndvanse y ^of^aise los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo- — \u\\.\ im n. nía 
S*r,\B. _ M, 1\ Dahact, J 
1>. E. Palacio. _ j¿ i¿tm 
Cai\\niu..\s. 
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í fiiirittal — Florentino Barrios a cu. unto de circulación de mo- 
neda falsa — Competencia tfegatk'ü 

Sumaria : Corresponde a la jurisdicción ordinaria entender en 
un proceso de cuyas constancias no resultan determinado* 
Jos caracteres de delincuencia que por razón de la materia. 
<le ¡as personas o del lugar. L-orres ( >o:ida a la justicia fé- 
deral. 

Caso: Lo explican las píé¿as fuentes: 



ACi-j PKl. jri-X FKHKKAL 

Conccpciúndíl t 'iimu* y, Noviembre Sde 

Autos y vi>tO* : 

En el lunario i n ka do en la [Milicia de Irdinarram contra 
Florentino liarnos ¡;or circulación de moneda falsa, y remitido 
por el señor juez dej crimen de < maleguaychú, por 'considerar 
que córresele entender a <;ste jit*g¿fo federal, sostertteítdd a 
mi vez el señor procurador fiscal, *er aquel juzgado el c©«rp> 
lente |*>rque el hecho inculpado es un delito de simple defrauda 
eión caattgado en el articulo 202 del código penal. 

Considerando: 

<¿ue, según fes constancias del sumario, el procesado Ha- 
rrios, valiéndose de unas fichas metálicas conocidas bajo el nom- 
hre de "Soherano Hanovor" que por cierta semejanza con la 1¡- 
hra esterlina puede ser aceptada como ta!, cometió una deírau- 
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|tó al ¡*gar „ ^0* aando fe ¡jg« como lita, ^ 

§UC si bien h, venta de e «is fichas dé cuños u levendas dis 
«mta. a las ele la libra carlina. * (S^ftíS? 
-Ha británico bajo pena * uii año A prSff^ Si S 
¡v, no se encuentra ^^ido e, ninguno ¿¿^íSSS 

1W estos fmviamem,.. y ( |e amerito con fe di,ta„,inado , 
^ '/ JK>r e! miniStcKó IfecaJ, deeiára>e c,,,e eMe m^ndo e n 

» " «t o ibq, ^ dt ta ley 4 o 5í)) dándose ,vw, al señor ;„„ 
de! cntnen de (¡uafegraychú. J ,w 



r.Wj.n DE 01RT1; Sl l'unu 

Bueno» Airea. Dicfemtirí i¡ Je IUi:t. 

Aillo* y vÍM<i-; 
Ka contienda negativa de oo^etteia entre m i-, f 1 i 

I?*»*» m^nu-ía en lo enmi.nf r.naVn, StfT í 

conocer del delito ' ,,ch * J> r "- 

Gdnsiüerando ; 

«terliz «dbfemfo , : " , "V"-- 1 -'"" <* -I Ufara 
efenitt. ' «WWMW» -t teda Ira - 
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Que tic los antecedentes del sumario y en especia] del iufor 
me de la Casa Nacional de Moneda ( ís. 14 vuelta ) aparece "íjiié 
las piezas adjuntas n<> son monedas >hn, fichas conocidas bajo 
d nombre de "Solicrauo I lanover" que por cierta semejanza con 
Ta libra esterlina puede ser aceptada coiim tal", cirnm-uuicia míe 
impide sea a tiisi derada como una fabificaei.Vi de míe trata la 
ley nacional número 3972, 

<Jue Siendo esto así, ios hechos a íjtie se refiere la denuncia 
de fs. 1, no presentan los caracteres de delincuencia, que por ra- 
zón de la materia pudieran clasificarse entre los Sometidos a la 
jurisdicción y competencia de la justicia federal. !|ue es restric- 
tiva y no puede intervenir en 1 tro- casos que los que expresa- 
mente le están señalados por derecho. < I.e\ número 4H, üw. \:\ 
código de procedimiento- en lo crimin::!. art*. 19 y 23). 

Que, par otra parte, de los antecedente- del -lunario se de- 
prende también, que 110 co ícurre tinguiutaftdá alguna por la que 
la justicia nacional déla intervenir inh- razón de las persona* o 
del lugar en qüe se suponen cometido- \®$ hechas (iebetuosos de 
i[iie se trata, debiendo, en tal caso. considerarle de la juri -dic- 
ción de los tribuyale- de! lugar en que se han producido. { fallo 
de 2 de Septiembre de 1913). 

Pop elo. y oído é Beifer pr¡ curador general, se declara que 
el conocimiento de la presente ¡ratiSá im córresponde a la justicia 
federa', y en -u c. msecuencia. remítanse ¡os auto- ;( ; señor juez 
en lo criminal de Gnaleguayehú, dando-e a vi -o de esta re^oíti 
clon al señor juea federal. — Xotifique-e or%tna!. 

Wax.ik (',. m:l Si'I.o?. M. W 
Iívk.ux — l>. K. IM.u -10.— 
L. Lóim:z Caryx illas. 
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Millar, Robcm contra.!»^,, /y. , Wl>l| ,„ y , 

S^itffl: X,, pn,,erU.m, d rc,„rv> e^iíit.» cuanto no 
1 1 i'-nt .(i <lf(jiii-irli). 

DICTA Ai jo. sr. i'H ( ,crjtAi*m <:km:k A j. 

&uftno « S-ovifinhre afl de 18(5. 

© «í-iifh, c f ue sc tjeiice es íiMitifí^eme tor^edte 
í l-i — t. . i,,,,, , , " MUM nAU * 1 m: ramean i>;tra rtin- 

... UH «A, ,,,,,„,..„ p , prin) a , | ™ 

Sí" ,..r fo cual „.. |, : „, ,„ , vr ««¿¿¿¿^J 

! ;\ 'Vf'-'v.^- i* ¿*-*SS 

I nr «.lo. |»,|«, :l \-. K ,| tv , , ¡ ,|._,._Ty; -. r ... 

;:;ra; r<li ' ,u ' : - * **^«SE« 



Julio Botet. 
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PALLO Dí LA CKRTi; SUPREMA 

rfiicnfw Aire». r>icÍL-mbte de KtlS, 

Autos y victos: 

El recurso de hecha por apelació-i denegada interpue-to ¡km- 
don Ovidio Podesíá contra sentencia tle la cámara r.* de apela- 
dones en lo civil de la capital, en c! incidente de-I juicio seguid? 
T >f,r l ' un Roberto Millar. >obre cobro ejecutivo de peso* contra 

ilfll \lltonÍt> V. ( )]»Hgado y otros; 

V considerando: 

One para la procedencia del recurso extraordinario previs- 
ta en los incisos i," y m \." de la ley número 4S, que don Ovidio 
Podestá ha interpuesto, es indispensable qife en el pleito su lia- 
yan invocado >■ sido desconocidas las garantías de la defensa que 
se citan e* témpora lu-aniente al deducir la presente queja ]M ir 
apeiáción denegada, (Fallos, tomo 75. j^ítk tiá, pá¿m 

H> 1 l^ííina .V. y otros). 

Que, como consta en los aillos remitirlos j*>r vía de infor- 
me, tañí-, la demanda para que se Mtbsanen tas deficiencias de 
los títulos de! terreno comprada por IV»desiá r fojas g), como su 
expresión de agravio*, k, up), y las sentencias de primera y se * 
guhda instancia ( fojas 1S5 vuelta y 205 I. se han basado en dis- 
posiciones del detecto nanún extraña - al matso exlraordtna- 
rio denegado lart. 15. ley número 48 K 

l'or ello, y de conformidad ron lo expuesto y pe ¡ido |K>r e! 
señor procurador general, se declara bien denegad. 1 el recurso. 
Recuesto el papel, anduve-*, y devuélvanse los aillo* remitidos 
jw»r vi a de informe, con testimonio de esta resótúefi&ni 

A. P.íRMKjo. — MICAKOR G. DKL 
Solar. -~ Mi I 1 . n \ft.U T. - - 
D¿ K. Palacio. — L. I.ón:z 
Ca ka x illas. 
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CAUSA CCLXXI 

risco MmioM contra José Curtís, P or defraudación a la renta 

de Aduana 

Sumario : „ La ,¡ anza , <)ue refjcre . 

de las responsamhdades hemiarias en que pueda incurrir 

nhnna" ' y P»"'™ 13 ™'"" fe derivadas^ da, 

a.* El articulo 171 de las mismas ordenanaas al di»™., 

8g enMnd -" * * *«*» » fiidSalíS 
*n» que «,« .„ U aduana a nombre de ellos Z 
«MM o por transferencia, establece una pr,„m£ n 
J£*K det f.sco, tejiente a re.sgu.rdar los 4B3 

3-* La responsabilidad establecida por el artienro o» de 

£,r, .' "ÍV" Ímer, cn « an y P™™ auxilio „ „t 
en los hechos de substracción „ substitución de mer 
cadena, en los depósitos de aduana, «b ienl * ífi ™£ 
n.t,mas pena, que los principales actores en e! hecho. 

Coto: Lo explican las piezas siguientes; 

«KSOÍ.UCIÓN DEL AUM,X, S T«ADO. DE LA ADCAKA 



Visto el ! s.unario instruido por orden de esta administración 
con m„„vo de la denuncia formulada por el jefe dd^S" 
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sobre substitución en la sección 4.* del dique 3, de dos cajonc* 
conteniendo eneros, de la marca J. C. números 19,1 y 22196, 
traídos por el vapor "Chili" entrado al puerto el 9 de Marzo del 
corriente ano, paquete 968 ; y 

Considerando: 

i." — Que está probadu que las actuaciones producidas, que 
los cajones de referencia han sido suhstit nidos e:> dicha sección 
por dos cajones de menor peso que sólo contienen pequeñas can 
tidades de cartón. 

2. — Que los elementos de juicio aportados, demuestran 
que se trata de un contrabando tal como to define c! artículo 
1036 de Jas ordenanzas en su primera parte cuando dice : "Serán 
consideradas contrabando las operaciones de importación y ex- 
portación ejecutadas clandestinamente..." pues en el caso ocu- 
rrente se ha producido cía introducción clandestina, desde que 
no existe constancia de que los cajones substituidos hayan sido 
pedidos a despacho (aparecen pendientes en el manifiesto gene- 
ra! del buque introductor) ni se baya abunado por ellos los co- 
rrespondientes derechos fiscales. 

3° — Que no habiéndose presentado los ¿ociimentos de 
despacho que ?on de rigor, no es de aplicación el articulo 1034 
de !as ordenanza*, pues no se trata de infracciones aduanera* 
que hayan pasado desapercibidas al tiempo del despacho, desde 
que esta formalidad no ha existido, siendo entonces del caso qiw 
la admití i st ración de la aduana substancie administrativamente 
la transgresión, aplicando las disposiciones que corresponden a 
la infracción, debiendo pasar en oportunidad lf>s antecedentes a 
la justicia federal para que resuelva sobre el delito de contra- 
bando y penas corporales que correspondan ( arresto de un me* 
hasta prisión de tres años, arts. 52 al 54 de la ley de aduana». 

4. — Que resulta responsable de este hecho el dueño de la 
mercadería, don José Courtís. quien ha reconocido ser de su 
propiedad los cajones substituidos, declarando haberlos recibido 
en su dcíiiicilio, calle Cangallo número 786, con el contenido de 
cueros. 
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5-° — Q»t Ja imputación hecha |>or Courtis de que el des- 
pachante .eiior H. Celwllos era su agente para despachar la, 
mercaderías de su propiedad y que, por consiguiente, era éste e' 
responsable de la irregularidad cometida co:i los cajones en 
cuestión, aparte de no halarla prol»ado y haber sido terminan te- 
niente desmentida por Cebólos, no lo substrae de la responsabi- 
lidad legal por eí hecho cometido, que en este caso le correspon- 
de, de acuerdo con e! articulo Í027 de las ordenanzas de aduana. 

6." — Que ta interve nción del desechante CebaMos en la 
substitución de que se trata, na ha .podido establecerse legalmen- 
te, aunque el hecho dé reconocer él mismo «jitc ha despachado y 
despacha mercaderías a Conrtis. con la sola exección del caso 
descubierto, revela a las clan , que Cebados no en ajeno a la 
irregularidad cometida, con tanta más razón cuanto en el expe- 
diente sumario número 417. letra D. q lie se tramita por cuerda 
separada, apare» complicado dicho Celólos, con contornos más 
definidos, en otra irregularidad análoga a la de que trata el pre- 
sente sumario; participación que se iendr.í presente en oportuni- 
dad al resolver dicho expediente. 

7°-<Jue !a conducta riel guarda almacén don Angel Onga- 
nía resulta inexplicable en ota emergencia, pues teniendo noti- 
cias de que los cajones J, C. habían sido substituidos, no hiso de 
su i>arte diligencia alguna para poner en conocimiento de sus su- 
superiores dicha irregularidad, no siendo admisible la excusa que 
da para justificar su proceder, de que si nada hizo en el sentido 
indicado fue , W r encontrarse suspendido en su cargo, pues está 
probado y reconocido jxir él. que con posterioridad a la fecha de 
la suspensión, concurría al depósito con alguna frecuencia, como 
visitante, siendo rara sú inercia en presencia de un hecho tan 
grave como e! de que se trata. 

«." Que en contra tic dicho empleado existe además la circuns- 
tancia agravante que en el sumario número 7 letra Y ha sido 
acusado como autor de otra substitución de bultos ocurrida ante- 
riormente en el mismo deposito donde prestaba sus servicios. 

9 " Qtie aunque los hechos producidos no prueban, en lo que 
se refiere al empleado Ongania, su participación material en las 
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irregularidades descubiertas, es evidente que lo colocan en una 
situación de marcada negligencia que hace imposible su perma- 
nencia en el puesto que desempeña, por no merecer ya la confian- 
za de sus superiores. 

10. Que no pueden hacerse efectivas las responsabilidades 
de orden moral qne en el caso corresponden al jefe del depósito 
donde se perpetró el hecho, porque está probado que con feoha 
anterior a la de que este empicado se hizo cargo del depósito, se 
efectuó la sustitución, no pudiendo precederse en contra del em- 
pleado que entonces se encontraba al frente de la dirección del 
depósito, por haber dejado de pertenecer actualmente al perso- 
nal de esta aduana. 

n. Que con respecto a la participación que pueda haber te- 
nido et encargado del piso donde se encontraban los cajones 
substituidos y del cual se introdujeron clandestinamente a plaza, 
aunque es indudable que ella ha existido, pues para los que co- 
nocen el mecanismo interno de los depósitos les resulta de todo 
punto imposible que se remueva un solo bulto sin que deje de sa- 
berlo el encargado del piso, que por razones de su cargo es como 
el eje sobre el cual gira todo el movimiento del piso de que se 
encuentra encargado, no ha podido acentuarse debidamente, por- 
que dicho encargado de nombre Miguel Rodríguez, se encuentra 
actualmente detenido a disposición del juez federal, complicada 
en otra substitución de mercaderías ocurrida en el minino depó- 
sito, ¡o que ha impedido se le tomara declaración, aparte de que 
hace inoficioso que la administración adopte una medida de ca- 
rácter administrativo en su contra. 

iá Que la información producida ha logrado establecer ade- 
ma Pi que el dependiente del descachante Ceballos. don Manuel 
McwgKC ha cometido una seria incorrección al llenar de su puño 
propio y letra los talonarios de las boletas para carros números 
7f * 74» >" 72. "4*, correspondientes a otros cajones de mercade- 
ra*. pues en vez de llenar Jas dos boletas correspondientes a esos 
talonarios para franquear la salida de las mercaderías, no ha 
ocurrido así, habiendo llenado una sola boíeta con la que han 
tal ido las mercaderías comprendidas en !os dos talonarios, por lo 
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que recita «rosan,! que la boleta e„ blanco puede haber sido 
untada para extrae indebidamente de los depósito, otro, bul- 
tos j b que hace pasible a ] citado Mesagne de una pena discipli- 

Por «tas consideraciones y de acuerdo con lo dispuesto por 
ios artículos 9 59> 960, <#i y 963 de las ordenanzas de aduana, 

Se resuelve : 

i-° Declarar caídos en comiso los dos bultos marca J C nú- 
^ m?mm conteniendo cueros venidos por el vapor 
i Mi paquete 968, de propiedad del señor José Courtis, a bene- 
^'^r f --iante y sin perjuicio de k* derecho, 
fi^a.o, todo lo m deberá abonar el referido señor Cuurtis co- 
mo responsable del delito efectuado y propietario de la mercade- 
na contrabandeada, 

2." Recabar del ministerio de hacienda la separación de su 

.j." Suspender en el ejercicio de sus funciones al dependiente 
de aduana don Manuel Mesagne. dándose cuerna al ministerio 
ue hacienda. 

4- " Y /echo, pásense los antecedentes a la justicia ordinaria 
para que resuelva sobre el delito común y las penas crporales 

5- * Xotifiquese y cumpíase por donde corresponda. 

C. Bouquet Roldán. 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Bu«o» Airo. 'infaSOAHii. 

Vistos y considerando: 
Que en autos se encuentra plenamente demostrado que los 
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cajones marca J. C. números 193 y 22 196 a (¡ue se refieren estas 
actuario :n>. fueron substituidos en la sección cuarta del dique 
numero 3 |x>r otros de la misma marca y números con pedazos 
de cartón sin valor comercial alguna 

Q«e el rlueño de esa mercadería don José Courtis que la re- 
cibió en su domicilio según su propia decía ración de fojas 
alega en su descargo que quien corrió con el despacho de e!!a fué 
el despachante don II. Ceballos. Ksta afirmación no ha sido pro- 
bada en forma alguna por el señor Courtis y su responsabilidad 
pecuniaria a mío propietario de esa mercadería sacada en fornn 
irregular de lo* depósitos fiscales, surge pues, desde que los efec- 
tos en infracción rejunden siempre, ya sea que la contravención 
se descubra en el momento de Levar-e a cabo, en cuyo ea-o se 
realiza la aprehensión inmediata, ya sea que ella se descubra 
cuando fe mercadería se encuentre en jKxler de su dueño o con- 
signatario. 

Que por otra parte y aun cuantío pudiera aceptarse que e: 
despachante Celia! los fué la perdona encargada del despacho res- 
pectivo, tal circunstancia tampoco podría invocarse por el recu- 
rrente en su favor, jjor cnanto siempre seria responsable de 
acuerdo con el articiLo io_>; de las ordenanzas de aduana. 

Por estos fundamentos, de acuerdo con lo expuesto por el 
señor procurador fí<cal en su vista de fojas 102 y por sus funda- 
mentos, se confirma, con costas, la sente icia apelada de fs. 58. 

Xotiíiquese con el t ri;nna! t repóngase el papel y en oportu- 
nidad devuélvase a la aduana. 

Miguel J tintas, 
RESOLUCION de La CAMARA federal 

Bueno» Hit*, julio 16 de 1411. 

Y vistos: 

Pos sus fundamentos, y de acuerdo con el dictamen del se- 
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ñor procurador fiscal, que el tribunal haya arreglado a derecho 

y a las castañetas de autos, se confirma, con costas, Ja semencia 

,. ÍS " m > ?«**fol«ccs y devuélvanse, dclxcndo recaerse Jos 
sel. us ante et interior. 

Datiict Goytía, — man A. Garda — 
Angel l'cr reirá Cortés — A<jus~ 
fin t'rdhuirratit. 

DICTAMEN Iíi:l Sr. l'ROCL'RADUR «¡KNKH.M. 

y 

Buena* Airea, 16 d* Noviembre de W2, 

Suprema Corte: 

| recurso extraordinario que se deduce es procedente en 
mméñ a que el recurrente lia invocado Un privilegio amprado 
en las ordenanzas de aduana y en la ley de aduana, lo que hace 
caer c caso dentro de los ccmpre.nl idos en el articulo i 4> inciso 
3- de la ley 48, 

Kn cuanto al fondo del recurso, me limito a reproducir mi 
¡hetamen de fs. 150 en el cual demostré que de Jos autos resulta- 
ba mrn^m ía culpabilidad de Courtis en lo, hechos que «e 
e uuputan, por lo que era ajustada a derecho la pena que se le 
había impuesto. 

Pido a V. E. la confirmación de la sentencia apelada. 

Horacio /<*. !. arreta. 
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Butnoi Aiiti, Dlcitatrre 6 de I91J. 

Vistos y considerando : 
Que para fundar el recurso previsto en el artículo 14 de la 
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ley número 48 y 6.» de la 4055, denegada por el inferior y de 
ciliado procedente por esta Corte, e! recurrente lia alegado: 

1* Que no estando inscripto en la aduana en la forma pres- 
crita en el art. 37 de la ley de la materia, no le incumbía re.pon- 
sabjjtlad alguna por la substracción de los dos cajones marca 
J. C. cuyo despacho había encargado al despachante H. Ceballos 

2. Que contra Jos procedimientos aduaneros estaba ampa- 
rado por el artículo 171 de las ordenanzas que establece quiénes 
son Jas personas consideradas como propietarias de las mercade- 
rías que ingresan en los depósitos fiscales. 

3-* Q ;| * el articulo 959 de las mismas ordenanzas establece 
la responsabilidad contra la persona o personas que verifiquen !a 
substracción de los bultos. 

4*' Y i»r ultimo, que la responsabilidad impuesta a los co- 
merciantes por el artículo 1028 de las mismas ü. O. no podían 
hacerse extensiva al recurrente, por cuanto Ceballos no era de- 
pendiente, ni estaba aquél inscripto como importador (fs. 187 de 
los autos principales). 

Que en la sentencia de la cámara federal de apelaciones 
(fs. 184 vuelta), por su referencia a los fundamentos de la del 
juzgado federal y al dictamen del señor fiscal, aparece que la 
responsabilidad pecuniaria impuesta a don José Courtis se fun- 
da en que habiendo éste reconocido que recibió en su casa de co- 
mercio los dos bultos de mercaderías que habían sido substitui- 
dos en los depósitos de aduana por otros que contenían artículos 
sm valor, alegó en su descargo que había confiado el despacho 
y pagado los derechos correspondientes a don H. Ceballos. lo 
que negado por éste, no había sido probado en autos. 

Que entre esos fundamentos de referencia se expresa que 
exnste prueba evidente de la participación legal de don José 
Courtis en la substitución fraudulenta de que se trata, toda ve¿ 
que él mismo confiesa que aprovechó de las mercaderías subs- 
tituidas, beneficiando asi, de la defraudación cometida (fs. i ?0 
vuelta), ' 

Que respecto a esas conclusiones de hecho como a las ale- 
gaciones de los párrafos II y IV del memorial de fs. 33, referen- 
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«es a U ilegalidad del parte de denuncia y a la ¡mUsisiWIidaH H. 
la confesa, hacer rons|4r presci^iendoTX ^ 

«ido .raída! a h tóstón de t IV'".™'* ?* qUe e!hs "° han 
jas .8 7 . autos pnn^r, ^ * *» < f <* 

mgs mm m mmm z 

atientes marítimos y los de«rah an . , cstaDIC<r,da - ] °» 

■ ... J ,u:> "esíwciiantcs de aduana urístar™ ,t 

■nsenferse tanza a satisfacción del Poder Ejecuto 
**» de que fuera aplicable al nammT^^t %Z 
de comercio establecida en I, calle S C0 " 
Pia manifestación (f s . &, T,VX JU^"? " ?- 

«ggg esmeran en la a*¿f^^£ g** 
Sdl ^Sfg »5 IT 8 S irrc^onl 

i« dep^ LLSSeltSS 1 subs,i,ui<fa CT 

favor del fisco ie„,i 1, «««Mece una presunción en 
»r uei usen, tendiente a resguardar os derechos <!..' ™. 

iropon " ii '' 

a ta. procedimientos aduane^ de H^gS 

.*ffi Sat n ,;: rt ™x " p rr le - r ta "«~ 

- i, , 1 * CJ ' ir "«"o 9^9 de las ordenanzas esrá 

restriñida al awtor material tM i i 

al articulo nA, ,u i °' desde W con arreglo 

"turulo 961 de las nwsmas ordenanza,, los que intervenga? y 
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presten auxilio o consientan en los hechos de substracción o 
substitución <Ic mercaderías en los depósitos de aduana, sufri- 
rán las mismas penas que toS principales actores cu el hecho. 

y uc no es del caso determinar si la disposición del articulo 
J 028 que responsabiliza civilmente a todas las personas que por 
su comercio o profesión tengan relaciones con las aduanas por 
los hechos de sus empicados, dependientes, obreros, domésticos 
« otras | Mirona* asalariadas por aquéllas, comprende o no !os 
actos de los despichantes, desde que la responsabilidad i- 'mués* 
ta a Courtis se hace derivar de hecho propio, o sea del recibo *la 
las mercaderías snbstraúUs y no de actos del despachante Ceba- 
líos, que se declaran no comprobados, como asimismo que no se 
ha efectuado la formalidad del ftespaého: 

l'or estos fundamento-;, & confirma la sentencia apelada 
e:i la parte que ha sido materia del recurso. — Repuesto c' pa- 
pel, archívese y devuélvanse los autos principales con testimo- 
nio de esta resolución y de la de f$. 31, 

A. II muí nj o. — Xicaxor g. nr.u 
Sola»; — M. P. Dárac?, — 
D. E. Palacio. — J,. Lúi-i:z 
Ca ha .villas. 
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sobre fatsi/Uwion & mkcú 



dictamk.v na, sr. piwxvkadoii central 

BuenM Airtt. j tt B¡o U de Jg;3. 

Suprema Corte: 
" ,l ' '"■ X ' ' •• y'' r,mit¡,W no s C ,I. H .rende ¿ra 

'Ural, cal.na c.nira ella c! recurro t ,, n „„i;„, r ¡ , ' le 
.i, n ¡.,i,,, , , . ritiirso txrraordinano presenpto por 

ta ej 4 x. pero n., á«te« ^ sr ^ ¿¿¡am» ( , * 
en ! 1()rn ,a , (llc |o or< |ena c , %füm ae m . ^ 
ra ,1 atttó < le la t -án, ara d™*,**» ,|c dfcfco rc-cr^ „o sé* 

,o «■ v - F - no tendría «*s 

Kn cuanto al re«ir,„ ,l c revÍ5¡( -, n ^ (||é 
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ante la cámara, fué denegado y la providencia respectiva quedó 
consentida, 

Piíb a V. E. se declare improcedente los recursos deduci- 
dos y se ordene la devolución de los autos. 

Julio Botet. 
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Bucbm Aira, Diciembre • * 1913. 

Autos y vistos; Considerando: 

Que la simple i nter]K> lición del recurro de apelación no pue- 
de significar el del recurro extraordinario previsto en el artículo 
6 " de la ley número 4055, sino c! ordinario del articulo 3." de ia 
misma, rjuc ha sido bien denegado ( ís. 2ji y vta., Fállbt, tomo 
ro8, pagina 461 í. 

(Jue de la denegatoria del pedido de revisión corriente a fo- 
jas 2-3 no se ha interpuesto recurso alguno. 

í'or q\\q y de ce n formulad con lo expuesto y pcrlido por el 
señor procurador genera!, no ha lugar a la queja que se dedux 1 
y repuesto el papel archívese. Devuélvanse los autos principales 
con testimonio de esta resomción, 

A. lÍKRMHj O-, — XlCANoR G. DEL 

Solar. — M. R Daract, — 
D. E, Palacio. 
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Giovnw, Amonio, en autos con Ciovine, Carlos y Juan, *or tiso 

uso indebido de marca 

Sumario : Xo procede el recurro de queja interpuesto fuera del 
termino señalado en el artículo 5 r6 del código de procedi- 
mientos en lo crimina!. 

Caso : Lo expüca el siguiente: 



Bucn« Aire», Dltlesbrt ft d* 1911 

Autos y vistos: 

F.i recurso de hecho por ablación denegada interpuesto por 
e! representante de don Antonio Giovinc en los autos seguidos 
contra don Carlos y don Juan Giovinc, por uso indebido de mar- 
ca. \ considerando: (Jtie según consta del informe expedido por 
la cámara federal de apelación de esta capital, la denegatoria del 
recurso interpuesto para ante esta Corte fué notificada con fe- 
cha i » de Abril. Que presentada la queja en 23 del misino, había 
corrido con exceso el térm' 10 señalado por el artículo 516 del 
i.Khgo de procedimientos en !o criminal, !o que la hace ¿mproce- 
dente. Por ello, lo resuelto en casos análogos y de conformidad 
con lo pedido por el señor procurador general, no ha lugar a la 
queja que se deduce. Repuesto el papel, archívese y devuélvase 
los autos principies con testimonio de esta resolución. 

A. BERMEJO. — NlCANOl G. DEL 

Solar. — M. P. Daract. — 
D. E, Palacio. 
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CAUSA CCLXX1V 



Carda Cortina, Francisco, contra Kiccliieri, Agustín, sobre re- 
moción de directorio de la Sociedad Territorial de La Hala 

Sumario: Es improcedente el recurso extraordinario prevt-to eti 
el articulo 14 de la ley núm. 48 y 6/ de la tey mtni. 4055, 
cuando el fallo recurrido se basa en la interpretación y apli- 
cación de! código de comercio y de los estatutos de una so- 
ciedad. 

Caso: Resulta del siguiente: 



FALLO DF. LA CORTE SUPBFM \ 

Sueno! Airci, Diciembre 9 d* 1ÍH3. 
Autos y vistos; Considerando: 

Q uv según se expresa en la queja formulada ante esta Cor- 
te, la cuestión planteada se lia referido n la eow| Hiten cia ile lo- 
jueces ríe la asamblea de accionistas para conocer y rc*>h-er 
reelecto a la legitimidad del directorio liquidador de !a Socie- 
dad Territorial de La 1"íata y de su remoción, y con arreglo a lo 
reiteradamente resuelto por esta Corte, no basta invocar un 
articulo de la Constitución, en el stib judiec, el arlicu'o 18. pan 
que un caso se considere regido por ella. 

Que la decisión de esa controversia. 110 dependía de la 
inteligencia que pudiera atribuirse al citado artículo 18 de la 
constitución sitio de las disposiciones de derecho común aplica- 
das por la cámara de apelación en lo comercial en su sentenci;: 
One como consta a fojas 1040 del expediente remitido por 
vía de informe, el fallo apelado se basa en la interpretación y 
aplicación del có¡lígo de comercio y de los e-tatuto* de !a socie- 
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dad, que son ajenos al recurso extraordinario previno en el ar- 
ticulo , 4 de la ley número 4 8 y 6* de la ley 4055 (artículo i S , 
ley numero 48). 



£>f ello, y de conformidad con b pedido por d señor pro- 
curador «encr.il, se declara „„ m& lugar al recurso L Re- 
puesto, el papel, archiva. v dmiélva^ íp S autos principales 
ton testimonio de ota résól«|í% 



A. Ili: RMK.ro. _ Xk-avor 1 un, 
Solak. — Mí [\ Daract. — 
I> E. Palacio. 



CATSA CCL.WV 



insua Dvrnyo, Pedro contra ta f>rov¡naa de Santa Fe, 
svhr? indemnización de daños 

Sumario: 1." U prescripción liberaioria se r^ra por solo el si- 
lencio o macaón del acreedor, >i n que sea necesario el justo 
muir, y huena f e que se retiñiere para la presorimión ad- 
quisitiva ordinaria. 

J. u Las gestiones adminUrativas no interrumpen la prcv 
cruwsíón libcrat,.ria y, además .10 producen los efecto^ ¡cea- 
Ies a que alude d artículo , V >% del coligo civil. 

í aso : Lo explica c- siguiente; 
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Airt». Dkfsmtcre 9 df 1113. 

Y vistos : Estos autos de los que resulla : 

Que el doctor don l'cdro Jnsua Dorrego representado por 
don Francisco Alfonso, deduce demanda contra la provincia de 
Santa Fe pidiendo que de conformidad con el tratad» de limites 
celebrado entre dicha provincia y la de Santiago del listero, se 
la condene a entregar la superficie de mil ochocientas fíchenla 
hectáreas, ochenta y dos áreas y treinta y dos cent iá reas de las 
tierras que a los efectos de aquel tratado cedió !a Nación a San- 
ta Fe, o en su defecto, a indemnizarle con sus frutos e intereses 
el importe de los perjuicios que le ha causado la enajenación de! 
inmueble indicado y que estima a razón de cien peso* de curso 
legal por eada hectárea, con más el pago de fus intereses corres- 
pondientes desde la fecha de la demanda, y el de las o.stas del 
juicio. 

Expone que, según !o demuestra el titulo de propiedad que 
acompaña, otorgado en e*ta ciudad por ante e! escrikmo públi 
co don Samiago K. Rach, en 20 de Julio de 180X adquirió por 
compra a don Laureano lionorino una legua de auÍJpb de pro- 
piedad de este último, ubicada en la provincia de Santa Fe, de- 
partamento San Cristóbal, próxima a la estación del ferrocarril 
del mismo nombre, paraje denominado Chaco43iÍcn, la ctial for- 
ma parte de la* cuatro leguas que compone la fracción XV II 
del plano de mensura practicada |>or los agrimensores Hey y 
Yirasom. Después de relacionar la ubicación, limites y dimen- 
siones del terreno que motiva la demanda y que esta tierra for^ 
ma parte de la que en mayor extensión compró la razón social 
Eduardo lionorino y hermano, en quince de Enero de mil ocho- 
cientos setenta y dos a la sociedad Agustín Cánepa y Cia.. y que 
esta última había adquirido al gobierno de Santiago del Estero, 
en mil ochocientos atenta, manifiesta que, hecha la adquisición 



m juma* m u naoo* m 

MW ft refiere, procuró entrar c„ posesión <l e la .ierra cómpra- 
te WWi , ' conseg,,ir ,a «*«s I 

■ ■»«.. I c a había enajenado en parle a Mnrrieta y Cia h ov 

n I rure, hoy sucesores ,|e Rngjero JJossi, los que se encoen- 
Iraii en su posesión y dominio. w ™ 

«jne con relación al derecho aplicable al caso, no puede des- 
; r mC " CK ™< 1 »- « «""«o por ellas está obli- 

ft ÍSE? : . Sa, " a ,, ' c a cn,res¡,r ia ,krra 1™ 

> u, , defeco dado ,p,e „o pueda o no (JU¡e ra verificarlo a 

**mm i« da,i üs , |H . rj „¡ c ¡, )S ,,„. |>ara M casu '<V 

M ,J ****** m ttfe || e„,re las 

222 ''' ' kl *P™ '» ««I. si Santiago del Estero 

podía ser percudo en los términos * j «¿So ' 7™ 

2» W,a n,e " ,e «anta he. „ue se obliga £ 

rr^LTWT heChaS * l>r "" tra ro « "'«bridad 
a la fecha del tratado, y a indemnizar a los que. como el actor 

i:: r d * - - « «i ¿s 

tnJ^r**** """I*' 1 ™'» de esta Corte, por 

tratara de una causa civil entre una provincia y un vecino de 

s c, ; ¡ ":' r " an "' 1 - 1 - 1'»'¡» « rec-hazo y la condenación en 
las cosí.,, del jutoo a la ,arte adora, exponiendo en su defensa • 

< >iie el actor carece de derecho para accionar contra la de- 
mandada: (1 „e la fracción de terreno m compró en julio de 
".,1 oe v,-,emos noventa y ,«*,, comprendida ,le„tro del terri- 
tora, <le la provmc.a, es |»rte de la sección XVII del plano de 
mensura practicado ^r los a R rimens„res Rev y Virasoro. pero 

2 ESft f h ro, ° niil *m* de la compañía de7ie- 
rra, le Santa be < lllc compró esas tierras a la sociedad Cristó- 
bal Murrteta y C,a., la que a su vez las Imbo del gobierno de es- 
ta provincia. * 

Que de estos hechos y de lo manifestado por e! doctor In- 
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stia Dorrego, se deduce que el gobierno de Santa F c vendió la 
fracción cu litigio a la saciedad Cristóbal .Murrieta y Cia. en 
mil ochocientos ochenta y cuatro, es decir, antes de aprobado el 
a r regio de limites que fué celebrado entre ambas provincias en 
quince de Septiembre de mil ochocientos odíenla y seis; que e! 
causante de la razón Eduardo Jtonoríno y hermano, no estuvo 
en ticn>¡K> alguno en ¡x>scs¡ón del inmueble como tampoco el doc- 
tor Insua Dorrego, a quien se le transmitió, puesto que aquel 
bahía sido enajenado con anterioridad por la provincia ; que, ipor 
consecuencia, lo que el actor podría tener seria una acción per- 
sonal para pedir a su causante !a tradición del inmueble, y que 
esta acción personal crino la supletoria sobre perjuicios, está 
presenpta en el supuesto que pudiera pesar alguna responsabili- 
dad sobre Santa Fe. 

(Juc. por otra parte, las mismas acciones no podrían dedu- 
cirse en contra de la provincia demandada. por ctta ito e! vende- 
dor del doctor Jnstia Dorrego no le había facultado para ello, 
como lo comprueba la resjK-ctiva escritura en la que se le "trans- 
fierc la propiedad ele lo vendido" y "se le autoriza para que to 
me la poción", s in ajKxlerairb en otro sentido; que en último 
caso, el actor aparece *in dominio y con un simple derecho per- 
sona! igualmente prescripto entra la provincia de Santiago del 
Estero y sin acción relativa a la ubicación del lilu'o establecido 
por ei articulo 3.* del tratado de mil ochocientos ochenta y seis. 

Concluye sol ¡citan do que se resuelva, en definitiva, de acuer- 
do con lo pedido al principio de su escrito, a mérito de las con- 
sideraciones expuestas, y para evitar una secuela de reclamo- 
infundados, dad.» que los intereses del gobierno de la provincia 
quedarían supeditados a la arbitraria diligencia de los particu- 
lares, si se íes permitiera promover juicios por Ardidas de de- 
rechos ocasionadas por su propia culpa. 

Citado de evicción el gobierno de la provincia de Santiago 
del K-tcro. conforme a lo solicitado por el actor, se recibiü la 
causa a prueba, y agregadas las que expre-a el certificado de 
fojas 80. y los alegatos presentados por las partes, se llamó au- 
tos para definitiva, fojas 113 vuelta y 119 vuelta. - 
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Y considerando ; 

Ouc la acción deducida en la demanda se hace derivar del 
Convenio colorado entre fas provincia-; de Santa Fe y Santiago 
ild Ksíero en íjtiínee de Septiembre de mil o^ocíentús ochen li 
y seis, sosteniéndole |"-r el actor que ron arreglo a las obliga- 
nones contraída-, tiene derecho a exigir que se le entregue por 
el gobierna de Santa Fe la, tierras que compró a don Laureano 
ISonorino en veintinueve de Juio de mil ochocientos novc.ita y 
ocho, o en su defecto. a que se indannice con sus frutos e inte- 
reses el jrnporie de los perjuicios <,t] C se le han causado por la 
enajenación de la» expresarla - tierra-. 

Que, según se Hace constar cu ta escritura pública, cuyo 
testimonio corre a fes, las tierras de que se traía forman parte 
de las que en mayor extensión, e^iprafon cu quince de Enero 
de mil (.chocientos setenta y dos a la sociedad Agimin Cáncpa 
y compañia los señores Kdnardo Iíonoríno y hermano, fin que 
aparezca que estos ni sus eau-antes hubieran estado en posesión 
de esas t ierran ni i ni cuta tío gvMtón alguna pura obtener su en- 
trega o bien para pedir <|ue >e le- indemnizara -u val. ir, ev mo p>|. 
dieron hacer!. t conforme a lo dispuesto por el articulo ¿jj>> del 
código civil rpie se iftvoca en la demanda, >t con-irlerahan co- 
rresponder esc derecho. 

Que fiado que fa provincia de Santiago del Kstero hubiera 
teñirlo la posesión reai y efectiva de dicha* tierras y que la hit- 
bie-e transmitido en pleno dominio a la sociedad Agu>tin Cáne 
pa y Cia., y j>or estns en ¡guale- condiciones a los señores Eduar- 
do Honor ¡no y hermano, éstos habrían otado habilitados desde 
la fecha de la adquisición, quince de enero de mil ochocientos 
-elenta y dos para reivindicarlas de sus actuales poseedores que 
las habían adquirido del ^tierno de Santa Fe con anterioridad 
a la época riel convenio celebrado entre dichas provincias en 15 
de septiembre de mil oehocient< >s ochenta y seis, lo que no apa- 
rece halarse hecho con anterioridad a la fecha de esta demanda 

(Juc tratan do-e de una acción persona) como es Ta que se h?. 
deducido, nacida fiel hecho ríe hafberse ahilerado el gobierno de 
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la provincia demandada del terreno motivo de esta litis y de la 
obligación de indemnizar, que contrajo en el convenio referido, 
esta acción es prescriptible conforme a lo dispuesto por el códi- 
go civil citado, en su artículo 4019, desde que no se halla com- 
prendida en ninguna de las excepciones que consagra. (Fallos, 
tomo 90, página 17). 

Que la prescripción liberatoria como es la que se opuesto 
por la demandada, se opera por solo el silencio o inacción del 
acreedor durante el tiempo designado por la ley, quedando por 
ella libre el deudor de toda obligación, sin que sea para ésta ne- 
cesario el justo tku!o y buena fe que se requiere para la pres- 
cripción adquisitiva ordinaria, artículo 4017. Fallo citado. 

Que según se reconoce por el actor, la obligación personal 
de indemnizar contraída por Santa Fe, y cuyo cumplimiento se 
exige, data desde el quince de Noviembre de mil ochocientos 
ochenta y seis, fecha en que aprobado por el gobierno nacional 
había adquirido forma y fuerza legal el convenio de limites res- 
pectivo, "siendo ello así, dice, es indudable que la acción tam- 
bién personal deducida en mi demanda para pedir el cumpli- 
miento de aquella obligación, en ningún caso ha podido empezar 
a prescribirse antes de la fecha indicada, trece de noviembre de 
mil ochocientos ochenta y seis, en que. como queda dicho, se 
contrajo la deuda". 

Que con arreglo a los términos de dicho convenio y los pro- 
pósitos que lo determinaron, debe considerarse a la provincia 
de Santa Fe subrogada en las obligaciones contraidas por San- 
tiago del Estero por las enajenaciones de las tierras a que se re- 
fiere, y en tales condiciones, aquella provincia puede hacer va- 
ler en su favor, como deudor cedido, todas las defensas de que 
había podido usar esta última, para oponerlas a las que le de- 
mandaron el cumplimiento de contratos celebrados por ella, y 
entre ellas la prescripción de más de treinta años, a contar des- 
de mil ochocientos setenta y dos. 

Que no se opone a las conclusiones precedentes el artículo 
3. del convenio aludido, pues si bien por dicho articulo Ta pro- 
vincia de Santa Fe contrajo la obligación de indemnizar si se 
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producían superposiciones de títulos, no es dable sostener que 
esa obligación solo comenzó a correr, en el caso, desde la fecha 
del indicado convenio, o sea, desde mil ochocientos ochenta y 
seis t puesto que no consta ni se alega que se hayan llenado los 
requisitos establecidos en el mismo artículo, ocurriendo a los 
tribunales competentes, a fin de que éstos decidieran, con suje- 
ción a las reglas del derecho común qué títulos debían preva- 
lecer. 

Que esta prescripción no ha podido ser interrumpida por 
los redamos administrativos iniciados por el actor — mil no- 
vecientos cinco — ante el gobierno de la provincia demandada, 
a que se refiere el expediente letra D., número 140 que corre 
agregado a estos autos desde fojas 19 a fs. 52, desde que en ta 
íccha de esas gestiones ya se había operado, ,y además no pro- 
ducen los efectos legales a que alude el artículo 3986 del código 
civil, por no ser. en principio, actos ¡nterntptivos de la pres- 
cripción, como se ha declarado reiteradamente por esta Corte. 
Fallos Tomos 103, página r 55 ; 113, página 194; considerando 
undécimo. 

Que dados los antecedentes que quedan expuestos, es in- 
- duela» e que se ha operado la prescripción opuesta por ta de- 
manda, en cuya virtud se hace innecesario conocer de tas demás 
cuestiones debatidas por las partes. 

Por estos fundamentos, se absuelve a la provincia de Santa 
Fe de la demanda deducida contra ella en el escrito de fojas 
once. Las costas del juicio se pagarán en el orden causado aten- 
ta la naturaleza de la causa. Notifique» original y repuestos 
los sello*, archívese. 

A. ÍÍKKAIEJO. — XlCAXOR G. DEL 

Solar. — M. p. Daract. — 
D- E. Palacio. 
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Stramandinoli, Rosario y Jost, contra la provincia de htjuy, 

cobro de pesos 

Sumario: Nombrado un perito a solicitud de una de las partes, 
apesar de la oposición manifestada en e! comparendo por 
ta otra, corresponde a aquélla el pago de sus honorarios. 

Caso; La provincia de Jujuy, al comparecer al juicio verbal para 
establecer las medidas de prueba que le incumbían, so- 
licitó, entre otras, el nombramiento de un perito, para prac- 
ticar la medición de las obras cuya ejecución se Ta deman- 
daba ; la iKirte adora se opuso al nombramiento, y la Corte 
Suprema accedió a él. Lo explica la siguiente: 

RESOLICION* DE LA CORTE SUPREMA 

■ofMi Alm Dkk«»r« t di Iflll 

Proveyendo a lo pedido en el número 3 del escrito de fojas 
4*5, y vistas las precedentes manifestaciones de tos interesados, 
se resuelve: que los gastos ocasionados por ta medición general 
practicada por el perito don Carlos E. Martínez, en la obra de 
que se trata, son a cargo exclusivo de la provincia de Jujny, que 
solícito didha diligencia, a la que estalla además, obligada por ct 
contrato de construcción de la casa de gobierno, según quedó 
establecido en los considerandos doce y quince de la sentencia 
de fs. 398, Notifique* con el original. 

A. Bermejo. — Nicanor G, del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caramillas» 
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CAUSA CCLXXVII 

^""'■■^ G*>«fr y Cortés, por infracción 

a los articulas 12 y 22 de la ley de defensa social núm. 7029 

Sumario : Corresponde a I a justicia ordinaria del crimen, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 32 de !a constitución 
nacional, conocer de tina cansa seguida por infracción a 
ley numero 7029, 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

AUTO PEI, Sr. JfKZ FEDJ-RAI. 

U Hita, Novieabrc 15 4c 1913, 

Autos, vistos y considerando : 
}\ ~~ ^ l,c ,a ]c y nún «ro 7029, no declara <p, c \ m <le H tos 

la mm®, y la jurisprudencia tiene establecido oue la justicia 
nopuede suplir esa declaración, y ,„e es ¿fl3SSSS 

£¿L í ? ,do I11 CS|,cc,aIm ^ (Ver fal!o de la Excma. cenara 
t ^t : 27 * en ta causa con' 

í^ido!) * jl,rispr,,dencía de ■« Erados 

DrevUt.7 Ql ¡ C lo& J ClÍt ™ dC bnprenta ' a 50,1 asinulables lo, 
enT^ 1* nCS Citadas ' están también 

mún ' 3f b t,l,e re í ,resentan <M fuero co- 

o dmaria Sl ^ ,n,,ento a la accí ™ ****** ante la justicia 



faum m u coatí suprima 

3 " — Q« «I fuero federal sólo procede cuando el hedió in- 
crutunido ha tenido lugar en paraje sujeto exclusivamente a ta 
jurisdicción nacional o constituye delito contra la Xadón o el 
orden nacional, en ninguno de cuyos casos aparece el de autos 
como se ha visto. 

4 ° — Que. <por otra parte, tratándose de delitos de impren- 
ta, sea cual fuere su significación, su juzgamiento no puede es- 
tar sometido a la jurisdicción federal, porque ninguna lev pueda 
estaWccerla en esa clase de detitos, de acuerdo con lo proscripto 
por el artículo 32 de la Constitución Nacional. 

Por tales fundamentos, y de conformidad a lo dictaminado 
precedentemente por el señor Agente Fiscal, resuelvo: declarar- 
me incompetente para conocer en esta causa y disponer su devo- 
lución al juzgado de su procedencia, para que continúe enten- 
diendo de ella, bajo prevención de que si insiste en las conclu- 
siones del auto de fs. 37 vuelta y en su falta de jurisdicción, el* 
ve las actuaciones a la -Exorna. Suprema Corte de la Nación para 
que dirima la contienda. 

Adolfo A, Rossi. 



Fallo de la corte suprema 

Bhmm AJi«t, Okknbft II de 1913. 

* 

Autos y vistos : 

Los -de contienda negativa de competencia entre un juez fe- 
deral de La Plata y otro de primera instancia en lo criminal de 
Mercedes, provincia de Buenos Aires, para conocer en el pro- 
ceso que se instruye contra Florencio González y Cortés, por in- 
fracción a los artículos 12 y 22 de la ley número 7029; y 

Considerando: 

Que, con arreglo a lo dispuesto en el articulo 32 de la Cons- 
titución Nacional y a lo reiteradamente resuelto por esta Corte, 
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es¡*ria!me«te cuando en caso, análogos a! actual ha interpretado 
I* ley antes atada, la justicia federal es incompetente para co- 
nocer de hechos como los imputados a Contóle* y Cortés (Fa- 
llos, tomo n 4í pág. 6o, y otros). 1 
Que tal circunstancia hace innecesario el examen detallado 

££íf*&! ^ en d anto dc fs ' & todos 
ellos han sido considerados y resueltos en el citado fallo del to- 
mo ii4, y otros. 

IW ello, y oído el señor procurador general, se declara que 
* juez competente para conocer en la causa de que se trata, es el 
del crimen, de Mercedes, a quien se le remitirán los autos, avi- 
sándose por ofidb al juez federal. - Notifícese original. 

A, Bermejo. — Nicanor C. 
del Solar. — M. P. Da- 
ract. — D- E. Palacio.— 
L. López C aba sillas. 
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Oser. José contra Paula Suttinger Horustetn de Oser, 

sobre divorcio 

Sumario : Corresponde entender en el juicio de divorcio al juez 
del domicilio donde reside el esposo con su familia y tiene 
el asiento real de sus negocios, aun cuando la esposa se ha- 
ya ausentado del domicilio del marido sin haber regresa- 
do a el. 



Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



: I ■ " 



tm 

* m ~ r Attoa n la coan wvtuua 

Al;TO DEL JUEZ DE I. - JXST.\XC!.\ EN LO CIVIL 

***** AItm, Julio !« dt mi 

Autos y vistos : 

Para resolver la cuestión de competencia entablada por la 
actora a fs. 33 con motivo de la cédula recibida por ella, cuya 
copia figura a fs, », de la cual resulta que el demandado ha 
iniciado un juicio análogo al presente ante tos tribunales de Sa- 
ma Blanca, provincia de Buenos Aires. 

Y considerando: 

— Q"« a fs. 47 vuelta corre un certificado expedido por 
el secretario electoral del juzgado federal a cargo del doctor Vi- 
IMane, en el que consta que el demandado, don José Oser se 
halla inscripto en el padrón definitivo de electores — i 9 i 2 y 
1913 — en la sección i8 t circuito 173, número 830, mesa 5,', da- 
se 67, matricula 314, comerciante, domiciliado en esta capital 
calle Córdoba 3915. * 

2 \ — Q" e a fs - 52 vuelta y 53 corren las declaraciones 
prestadas por los testigos Ricardo Cennesoni y Enrique Fisch- 
<Jhop, a tenor del interrogatorio de fs. 52, de las cuales resulta 
que el demandado, don José Oser, vivía con su esposa en la ca- 
lle Córdoba 3810 y que trasladó su domicilio en la misma calle 
numero 3915, siempre en esta capital. 

3 o — Que estas declaraciones apreciadas de acuerdo con las 
reglas de la sana crítica, hacen plena fe en juicio, porque se trata 
de testigos libres de tacha y que dan sólidas razones de sus di 
cfcos : uno de ellos fué el encargado de la mudanza y el otro man* 
tiene relación con los esposos Oser y estuvo interesado en la mis- 
ma casa que ocuparon ellos. 

4 — Que si a ello se agrega el informe de fs. 47 vuelta 
mencionado en el considerando f* y las constancias de las parti- 
das de nacimiento de fs. 62 y 63, en las q« e el mismo demandado 
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declara tener su domicilio cn esta ciudad, queda demostrado 
hasta la evidencia que don José Oser tiene su domicilio en la ca- 
pital federal de la República y no en la ciudad de Bahía Blanca 
(provincia de Dueños Aires), como lo pretende al iniciar allí un 
juicio análogo al presente, cuyo traslado ha sido notificado a la 
actora, según cédula de fs. 21. 

Por estas consideraciones, y de acuerdo con lo dictaminado 
por el Agente Fiscal a fs. 64 vuelta, se declara competente el in- 
frascripto para entender en este juicio, y en consecuencia, líbre- 
se exhorto al señor juez de i.' instancia en lo civil y comercial 
de Bahía Blanca, provincia de Buenos Aires, doctor don Fede- 
rico Walker, en los términos del artículo 417 del código de pro- 
cedimientos, a fin de que se inhiba de seguir entendiendo en el 
juicio por divorcio iniciado en su jurisdicción por don José Oser 
contra doña Paula Sí, Suttinger Homstein de Oser, remitiendo 
dichas actuaciones a este juzgado; y para e] caso de que se cre- 
yere competente, dé por entablada la cuestión de competencia y 
eleve los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 
acuerdo con lo dispuesto en el articulo 419 del citado código 
suspendiendo, mientras tanto, todo procedimiento. Repónganse 
las fojas. 

Auretiano Gigma, 

Ante mí : Adolfo Rawsoti. 



AUTO DBfc Sr. .UKZ DK 1* INSTANCIA OK BAHIA BLANCA 

IflW* BJuca, S*p4it«ftn 39 «t im, 

Vistos y considerando: 

'* — Q ue * según lo dispone ei articulo 432 del código de 
procedimientos, concordante con el 414 del mismo código de ta 
capital federal, la inhibitoria puede promoverse hasta antes de 
estar trabado el pleito por demanda y contestación, por lo que 
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al referirse la ley a la iniciación de Ja contienda y no a la opor- 
tumdad en que llega el requerimiento al juez exhortado, corres- 
ponde declarar promovida en termino la cuestión de competen- 
cia, atentas fas diversas constancias de autos, 

2* — Que de la atestación hecha por el escribano Loscalzo 
en la sentencia de fs. 50, respecto a la vecindad del señor José 
Oser, la solicitud de fs, 54 presentada por éste al tribunal de 
comercio y certificado de policía de fs. 62, aparece comprobado 
que aquél tiene su domicilio en esta ciudad desde una fecha muy 
anterior a la iniciación de estos autos, circunstancia que*s e halla 
plenamente corroborada por la prueba testimonial de fs. 45 y 
siguientes, puesto que de dichas declaraciones emanadas de tes 
tigos libres de tacha, y que, por su calidad personal, merecen 
plena fe, concordantes con el certificado de fs. 57. resulta que 
el demandante ha conservado siempre su domicilio en esta ciu- 
dad, trasladándose sólo temporariamente a la capital federal poi 
causas puramente accidentales (contestación a las preguntas 4." 
a 6.* del interrogatorio de fs. 43). 

3* — Q"e aun cuando de la prueba producida respectiva- 
mente ante el señor juez exhortante y el infrascripto, se pudiera 
concluir que el demandante Oser ha habitado alternativamente 
con su familia en esta ciudad y en la de Buenos Aires, sin poder 
establecerse si la residencia en una de esas localidades fué habi- 
tual y en la otra accidental o transitoria, el hecho incuestionado 
(véase escrito de fs. 23 vuelta) de tener el esposo todos sus ne- 
gocios radicados exclusivamente en esta ciudad, determina por 
completo su domicilio real de acuerdo con lo dispuesto en el ar- 
ticulo 9.3 del código civil y la jurisprudencia establecida por la 
Suprema Corte Federal, (Tomo 59, pág. 100). 

Por los fundamentos expuestos, se resuelve no acceder al 
pedido hecho por el señor juez exhortante, y de acuerdo con el 
articulo 436 de! código de procedimientos, dándose por trabada 
la cuestión de competencia ¡ibrese eí correspondiente oficio y 
remítanse los autos a la Suprema Corte Federal para la resolu- 
ción del conflicto (art. 9.» de la ley nacional número 4055, sobre 
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rf»d1SÍ C r Prten ? ) - **»<e™< '» foja». Amorte, 
ci adscripto por licencia del titular. 

Federico Walkcr. 

Ante mí : Carlos L, Brignole. 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 
mÁ V E " dirimir la presente contienda de com- 

srs ^r* 10 a 10 * "** < *m $ t$« 

vil f!£í fT" C ! 104 de U le * d < Amonio d- 

róm^r^ de t d,V< ? rc, ° drf * en é! domicilio de lo, 

cónyuge , «1 cual, mientras subsista el matrimonio se orZtml 
-r el del marido. (Código civil, art 90. inc. ™ * ' 

hallab^ d^T* r ; Z rf CaS ° d ^* donde se 

naJJaba el domicilio de los cónyuges, solo existe como elemen^ 

¡JS 1 ip pre r U<k>S 31 «# * M» Blanca, ££, 

.r ^ CÓr,yUges 0scr tuví <™ residencia en 
aquella ciudad, y allí mismo estaba radicado el crincinal 

amiento del mando, siendo de llí^^^^t 
mantuvo, mientras no se justifique la ccm*tiL,<vl *™ micim * 
(Art. 98, código civil). constKucón de uno nuevo. 

m líbífe^^ y 1,0 pued * ser diminuida en 
dentem^t ^ r deC,araciones « Buenos Aires, evi- 

dentemente insuficientes y que no destruyen la fueraa ««hato- 
™ de las anteriores. — U mscrwri™. I probato- 
im rUn,,..,.. i ... mscnpcion en el registro electoral 
no demuestra la existencia del domicilio, desde que el ejercido 
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de los derechos políticos del ciudadano son independientes de sus 
dererSos civiles. 

Por to expuesto, pido a V. E. se sirva declarar la compe- 
tencia del señor juez de Bahía Blanca para conocer en este juicio. 

Julio Batel. 
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Buenoi Alnt, Diciembre II ú» \m 

Y vistos r < 

Los de contienda de coni|ietcncia entre el señor juez de pri- 
mera instancia en lo civil de esta capital y el de igual clase de 
Bahía Blanca, provincia de Dueños Aires, para conocer del jui- 
cio de divorcio de los esposo* José Oser y Paula llornstein de 
Oser. 

Y considerando: 

Que las acciones sobre divorcio deben deducirse en el do- 
micilio de los cónyuges, conforme a lo dispuesto por el artículo 
104 del código civil. 

Que en el caso que ha «motivado la presente contienda re- 
sulta comprobado que el cónyuge don José Oser tiene actual- 
mente su domicilio en la ciudad de Bahía Blanca, en la que ha 
residido con su familia, y tiene también el asiento real de sus ne- 
gocios. 

Que asi lo acredita el certificado de fs. 62, expedido por la 
autoridad policial, y lo manifiestan los testigos Jorge Rzekous- 
Ici, Pedro Vio, Alonso González, Florencio Rodríguez, Rodolfo 
Richard y Luis Pcdemontc, los que examinados al tenor de los 
interrogatorios de fs. 43 y f 5 . 59, confirman en sus declaracio- 
nes lo expuesto en el certificado mencionado, manifestando ade- 
más, que las ausencias de la esposa de Oser de aquel lugar, han 
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sido siempre .por razones de salud, y que cuando regresó de Eu- 
ropa, a principio del corriente año, a donde había ido por tos 
motivos indicados, se quedó en esta capital en casa de su señora 
madre, sin volver desde entonces a Bahía Blanca. 

Que estos antecedentes constituyen una prueba plena, cuyos 
electos legales no pueden destruir las que se han ofrecido ante 
el juzgado de esta capital, desde que ellas no dejan presumir el 
ánimo de cambiar de domicilio, y no contradicen, por otra parte, 
el que se había ya constituido anteriormente en Bahía Blanca. 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor /procurador general, se declara que corresponde a la juris- 
dicción del juzgado de Bahía Blanca conocer del juicio de que se 
trata, al que se remitirán, en consecuencia, los autos, haciéndose 
saber por oficio la presente resolución al señor juez de primen, 
instancia de la capital. — Notifíquese original y repónganse las 
fojas. 

A. Bermejo. — Xicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. 
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Provincia de Buenos Aires contra Aurelia de Lei-alle, 
Sobre reivindicación 

Sumario : Corresponde no hacer lugar a un recurso de revoca- 
toria deducido contra un auto dictado por ta Corte, en vir- 
tud de lo dispuesto en el artículo 543 del código de proce- 
dimientos de la capital, aplicable en lo federal, según lo es- 
tablecido en el articulo 374 de la ley número 50. 

Caso : En virtud de lo dispuesto por el artículo 542 del código 
de procedimientos para la capital aplicable en lo federal, ei 
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tribunal ordenó que la sucesión del teniente general Levalfe 
presentara una liquidación de frutos. El representante de 
aquélla, así lo hizo, en un escrito en que manifestaba que 
el producto líquido había sido a razón de mi peso con veinti- 
cinco centavos la hectárea, haciendo presente que quedaba 
excluida de la operación cierta superficie por no haber pro- 
ducido nada a la sucesión, y que, de acuerdo con ta senten- 
cia, el reembolso del importe de las mejoras era previo a la 
desposesión y pago de los frutos, mejoras que no habia sido 
posible determinar aún por cansas no imputables a la suce- 
sión. Habiéndole dado vista a la parte adora, ésta pidió 
revocatoria de la providencia que así lo ordenaba, solicitan- 
do que, en vista de no ser la presentada una verdadera li- 
quidación, se le intimara lo hiciera en la forma prevista por 
J u.tículo 542 del código de procedimientos. Corrido tras- 
lado de ese recurso, el tribunal dictó el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 
¡ Bmmm Alar**, Dktanbft 11 4e 1911 

1 vistos: 

El incidente de revocatoria promovido a fe 258 contra el 
auto corriente a f s. 256 vuelta ; 

Y considerando: 

Que ese auto está fundado en la disposición expresa del ar- 
tículo 543 del código de procedimientos de la capital, aplicable 
en ío federal, según lo dispuesto en el artículo 374 de la ley nú- 
mero 50, no se hace lugar, con costas, a la revocatoria solicitada, 
y estése a lo proveído. — Repóngase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. 
del Solar. — M. p. Da- 
ract.~D. E. Palacio.— 

h. LÓPEZ CaB ANILLAS ( t ), 
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alojo. Recurso de queja 

Sumario ; Ko habiéndose interpuesto ante el juez de primera ins- 
tancia recurso alguno que haya sido denegado, correspun I ■ 
desestunar el de queja interpuesto ante la Corte Suprema. 

( m: Lo explican las piezas siguientes: 

vista nv.i. FHoci RAam ckxkk ai. 

Buenot Aire», Noviembre 9 de 1913. 

Suprema Corte: 

í íe la propia cxj>osieión del apelante, resulta que ante el ¿ 
Mor juc X de la primera instancia no interpuso el recurro extra* 
Pjtatrfo para ante V. -E., lo cual hace improcedente la queja 
deducida, desde que no -ha sido precedida de la denegación a que 
se reirere el articulo m de la ley de procedimientos - le lo. 
informes elevados a V. li„ además, se deprende que el precep- 
to constitucional en que se ampara el recurrente, lia sido invoca- 
do por primera vez en esta instancia por lo que el tribunal ¡ufe- 
ttoe no ha tornad en cuenta esa defensa, y por tanto, no cabe 
la apelación deducida. 

A lo expuesto agregaré que del informe remitido a \ F 
por el señor juez de paz de la sección 18 de esta ciudad, sureñ- 
amente explícito, y que suministra antecedentes bastantes acer- 
ca de la tramitación del juicio de desalojo seguido contra eJ re 
curre ite, se desprende que éste ha sido oído en las diversas ¡tjs> 



m 
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ta «cias P° r M uc *a -pasado el expediente, ha tenido oportunidad 
para presentar sus defensas, y ha hecho uso <le los recurso* le- 
gales que la ley le acuerda. 

I*n consecuencia, no existe hase para invocar la garantía 
constitucional de no ser condenado sin defensa, cuando resulta 
que el apelante ha «echo uso ampliamente de su derecho, v los 
tribunales inferiores han tomado en consideración !as alegacio- 
nes que adujo ante ellos. 

Por lo expuesto, pido a Y. E. SC declare improcedente la 
queja que se trae a su conocimiento. 

Julio Botct: 
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Buhm Air**. Didcmbrt 13 di )<ii3. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que en las actuaciones que preceden «o constta que de la 
resolución fiel juez de i." instancia se haya interpuesto pira ante 
esta Corte recurso alguno que haya sido denegado, apareciendo, 
además, que el recurrente lia sido oído en el juicio a que hace 
referencia, de conformidad con lo pedido por el señor procura- 
dor grnetal, no ha lugar a la queja que se deduce, v archívese, 
previa reposición del papel, 

A. Dhmmk.io. — Nicanor G. hel 
Sola». — M. P. Daract. — 
D, E. Palacio. 
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M **° ***** * cotpelcncL Z 

Sanano: Corresponde a la justicia nacional entender en un ¿ 

s «T££ ,K ¡v a:sedad en ,as decw ™ sss 

1 ,n 13 *? dVÍI ■»« co »n>roba h edad 

de un conscripto a los efecto, de un enrolamiento. 

♦ C aso : lo explican la* piezas siguientes : 

Al Tü DEL Sr. JU EZ FEDERA!. 

U Rlo t. Jub'o 13 df 1913 

Autos y vistos: 

La denuncia <,ue antecede, presentada por e I fiscal el once 
c cornentc, con los antecedentes q„e acompaña en 8 fojas Í 

v í'eL \7 - n ,K,U a , ,OS Fífi >* S *" ia ^ Exondo 

ante e je e de registro civ.l de la ciudad de Chilecito al decla- 
rar sobre la edad del conscripto Juan Antonio Guardia. 

Y considerando: 
Que el cielito denunciado no es de U competencia de la iu». 

« £Me >,« doenmento publico ., oficial, „ de ¡.,tran,en.o fal,i- 
ficado presenlado o mtroducido en una oficina de 'a Nación 
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como tampoco aparece cometido el falso testimonio en cal isas 
civiles o criminales del fuero federal, que »on los delitos que pre- 
ven y castigan los artículos 65 al 74 de la ley penal nacional nú- 
mero 49. 

(¿ue, (por otra parte, las declaraciones cjne motivan la de- 
nuncia no se han producido en 1111 lugar donde el gobierno na- 
cional liene absoluta y exclusiva jurisdicción, La oficina de! re* 
gistro civil de la ciudad de Chilecito donde el acto se ha reali- 
zado, iiu tiene ese carácter; es una oficina ele la provincia, con- 
siderada como oficina cnroladora por fa ley nnmero 8u>, con 
atribuciones limitadas y especiales al solo objeto del enrolamien- 
to; y dichas declaraciones ni siquiera han sido recibidas en vir- 
tud de ías disposiciones nacionales vigentes, pues el articula 3." 
del decreto reglamentario de la citada ley. prescribe que, el ciu- 
dadano que se presente a enrolarle debe, de acuerdo con el ar- 
ticulo 38 de !a ley 4707, acompañar los documentos que com- 
prueben su elad. y que si no lo hiciese, e'la será fijada de oficio 
por las autoridades encargadas fie! enrolamiento. 

Que no habiéndose verificado el hecho de que se trata en 
un lugar donde el gobierno nacional tiene absoluta y exclusiva 
jurisdicción, ni violado su con él las leyes especiales designa las 
en el articulo 3.°, inciso 3, de la ley número 48, concordante con 
el artículo 23, inciso 3 * del código de procedimientos en lo cri- 
minal, el caso está regido |>or el código penal, cuya aplicación 
cor rescinde a la jurisdicción común. 

Por tanto, y lo resucito por la Excma. cámara federal de 
La Plata, en e! tomo O. página 255 de sus fallos, declárase in- 
competente este juagado para conocer en la presente causa. En 
consecuencia, remítase este expediente al >cnor juez de primera 
insta ícia en lo criminal, de esta provincia, con la nota de entilo; 
y estando vacante el puesto de secretario del juzgado, actúa en 
estos aut<>s en el carácter de secretario ad hoc el oficial de jus- 
ticia don José Octavio Tcndrón, bajo la fe del juramento que 
tiene prestado para ejercer el cargo. 



Angel .V. de la Colina, 
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\| r.i pur, >r. .trirz ukl chjmkn- 

Li Rioft, Octubre 27 de J&J 3. 



Auto? y oísteis : 

Los presentes oliradós en que e! -eiior juez federal de sec 
ciun se declara mccmí¿ielc:ite para conocer «le la cansa seguida 
° ,ntra IüS ciudadanos Felipe Santiago KlizondO v Cedro Anto- 
nio Orona, por suponérseles autores del delito de falso testimo- 
nio, *I ««clamen fiscal de fe , 3 vuelta a te. £ en el que, por 
Ja. razones que aduce, acoteja se declare la incompetencia v 
fa ta de iur!sdic#n del suscripto para conocer en la presente 
can sii. 1 

Y considerando : 

i." Que, atento lo que estatuye el articulo de la lev Sixi 
de enrolamiento general, éste se hará en los distritos militares 
y en las oficinas del registro civil de Ja República, que por stt 
domtcrho correada, las que se consideran como oficinas en- 
ro.idora* y no podrán, por ninguna causa, eximirse del desem- 
peño de tales. Este precepto declara dependientes de la jurisdic- 
ción naeional a las oficinas del registro civil y. por ende, sujeta, 
a la mtsma, para todos los actos relativos al enrolamiento, como 
asi, riara las resultancias del -mismo. Concordado este precepto 
m el del artículo 3 > y e l 2 S de laley cita<l a . e„ l a parte que or- 
dena una retribución a los jefes de las oficinas enroladoras ej, 
razón del carácter oue invisten, llegamos a la conclusa de que 
a junsdrcción nacional se extiende sobre dichas oficinas en todo 
1o<pie al enrolamiento se refiere. 

Q¡« e« el caso s,¿ judie?, sc trata de! juzgamiento de? 
delito de falso testimonio, producido en ocasión del cumplimien- 
to de una ley nacional, y por ante autoridades que la citada lev 
Sisry. declara nacio.míes al solo efecto del curamiento, por 
cuyo motivo es indiscutible que surte la jurisdicción V compe- 
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tencia ríe la justicia nacional, para entender en el recordado 
caso. Pues no es admisible, la concurrencia de jurisdicciones cu 
casos «ano el presente y en el que es aplicable el articulo 3 .", in- 
ciso 3." de la ley número 48, cuando dice; *o representen falsifi- 
cación de documentos nacionales ', en cuya categoría están colo- 
cadas todas las actuaciones ocasionadas con motivo del cumpli- 
miento de la ley nacional de enrolamiento y por ante las autori- 
dades encargadas del nu>mo. 

y Q™ es aplicable al caso que estudio, el inciso 4, del ar- 
tículo 3." de la !ey 48 de jurisdicción y cotmwtencia de los tribu- 
nales federales, cuando bace surtir el fuero federal, para el juz- 
gamiento de toda especie de crímenes que se cometan en lita- 
res donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva juris- 
dicción, pues tratándose de la ley de enrolamiento, para liad* 
pueden intervenir las autoridades provinciales corresjwndiend.. 
a! gobierno nacional su exclusiva intervención en ellas a los efec- 
tos del mismo. El inciso citado no se refiere a la jurisdicción te- 
rritorial solamente, como lo entiende el auto que estudio, sino a 
la jurisdicción relativa a las funciones que se ejercitan. Y así te- 
nemos, que no optante ser el registro civil una oficina pública 
provincial a los efectos de! enrolamiento, la es nacional, y c t 
c<e sentirlo el gobierno nacional ejerce jurisdicción absoluta v 
exclusiva, tanto en lo relativo a su función, cuanto a su régimen. 

4." Prohado como lo dejo a ti t trio miente, que el registro ci- 
vil es una oficina nacional, a tos efectos del enrolamiento, v que 
surte el fuero nacional para castigar los delitos que se cometan 
con ocasión del mismo, y teniemb en cuenta que en los casos 
enumerados la juri-idicción nacional es privativa, es el momento 
de declarar que el caso *nb judice e-tá a mpl ¡amenté encuadrado 
en el indso 4* de! artículo 3 - de la ley número 48 de jurisdic- 
ción y competencia de los tribunales nacionales, y, por lo tanto, 
procede su juzgamiento por e! juez de sección respectivo. 

Por estas breves consideraciones, y tas del dictamen fiscal 
de fs. 13 vuelta a fs. 15, el suscripto resuelve: Declararse sin 
jtin-di;*vión ni ce mpetencia para conocer en la presente causa, 
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por ser cid fuero nacional, mandando devolver estos autos a! 
juzgad, de su procedencia, con nota de «tilo. _ Regístrese, há- 
gase saber y librea ei oficio del caso. 

Ante mi ; /h/jo / . fl^á,,. 

DICTAMEN DKt, SF. PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Airei, DJdemt»* 1 • 4c )«J 

Suprema Corte: 

A V. E. conmetc dirimir la presente contienda de cttBp* 
tenca con arreglo al articulo o*. inciso b de !a lev 4055 

El delito perseguido en estas actuaciones consiste en la fal- 

HH * 1? a , imCtÍtÍa e " ía f>ÍÍCÍna deI re ^ tro «vil de Chi- 
kuto. con motivo del enrolamiento del ciudadano don luán \n- 

r h, 7 Sl * ? tm * 13 C ° misió " ,leI fl < :ít "< sultana 
que ha sido penetrado a efecto de engañar las autoridades na- 

nonales por medio de la presentación de un documento pul/ico 
exig-do por la ley 4707, a (os eiectos del enrolamiento. P or con- 
tente, el conocimiento del hecho cae bajo la competencia de 
ta mm naconal, por razó:, de la materia, atento !o que dis- 
eñe el articulo 65 de la ley 49. cuando dice qiie será castigado 
como falsario e particular que faltare a !a verdad en documento 
n b , o que hubiere de presentarse a las oficinas de fe Xación, 
> tamben , por lo que prescribe el articulo 3- inciso 3.* de la lev 
mime» 48, cuando atribuye competencia a los jueces de acción 
para conocer de los crímenes cometidos en e! territorio de la« 
provmcas en violación de leyes nacionales, y obstru vendo o co- 
rompiendo el buen servicio de sus empleado, 

m m y jurisprudencia sentada en el fallo tomo 1 1 i, pa- 
sma 108. pnlo a V. E. se sirva declarar que corres^nde enten- 
der en este proceso al señor juez federal de ía Rioja. 

Julio ftotet. 
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tatuó» Aira* , Diciembre 16 4t 1913. 

Y vistos: 

La contien la de competencia negativa suscitada entre el se* 
ñor juez federal de La Riojay el del crimen de la miaña pro- 
vincia, en la presente cansa promovida contra Felipe Santiago 
Elizondo y Pedro Antonio Orona. ¡¡obre falso testimonio. 

Y considerando: 

Que e! delito denunciado ¡por el procurador fiscal de La 
Rio ja a fojas y. pidiendo se proceda a instruir c! sumario no- 
respondiente, consiste en la falsedad míe se dice cometida cti 
las declaraciones prestadas en la oficina del registro civil de 
Chilecito por los referidos Elizondo y Orona, para coirtpro!*a- 
ía edad del conscripto Juan Antonio Guardia, a Tos efectos de 
su enrolamiento. 

Que este delito se encuentra comprendido entre los previs- 
tos y penados por el artículo 65 de la tey número 49, corresprm 
diendo su juzgamiento a la justicia nacional, con arreglo a lo 
dispuesto por el código de procedimientos en lo criminal en c! 
articulo 2.V inciso 3¿*, como se ha declarado por esta Cnrte entre 
otros casos análogos en el que se registra en la página 108, tomo 
112, de la publicación de sus fallos. 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se declara que el señor juez federal 
de La Rioja es el competente para conocer de esta causa, a quien 
se remitirán los autos, haciéndose saber por oficio esta resolu- 
ción al señor juez del crimen de la provincia. — Xotifiqucsc ori- 
ginal. 

A. P.&rmi-.to. — Xkaxor G. »el 
Soj.Ait. — M. I». Daract. — 
I) E. Palacio. 
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CArSACCLXXXN 



Utu>mu Alfreda, en autos can él }cn,naml ¡i ¡tatos Aires 
al Basifico, sobre imiennifcaciiUi. h'catrso de hecho 

Sumario : Xo procede el recudo extraordinario autorizado por 
el articulo 14 de la ley número 48 y 6.° de !a número 4055, 
n lando se (rata de la interpretación y aplicación de la ley 
Vtimm 455o. complementaria del código de procedimientos. 

Cuso; I,o explica el siguiente; 



FALLO DF, LA CORTE SLPRKMA 

Btrtno* Aires. Dlcltnbrc 16 fe MJ3L 

# 

Re aullando de la presente exposición, que en el caso se ha 
tratado de ta interpretación y aplicación ríe la lev número 4^50, 
sobre perención de instancia, complementaria del código de pro- 
cedimientos y ajena al recurso extraordinarb interpuesto, sc- 
£ún la jurisprudencia establecida < fallos, tomo 111, p¿g. 54; to- 
mo 1 13. ])% u A)tt m ha lu-ar a la queja míe se formula, y ar- 
chi ve&e. 



A. Ri:ttMi:jo, -* XrcAxoR G. j>f.l 
Solar. — M, p. Dakacty— - 
D. E. Palacio. 



FALLO* DC LA COTtt 



GAUSAOCLXXXIII 

Exhorto dirigido por el juez letrado del Chaco al de primera 
instancia en lo civil y comercial de Santa Fe. Conflicto res- 
pecto a las formalidades que deben contener los exhortas 
para sn ditiyenciamiento. 

Sumario: i." Corresponde a la Corte Suprema dirimir un con 
flicto entre jueces de distinta jurisdicción, respecto a las 
formalidades que debe llenar un exhorto librado por uno 
de ellos. 

2.° Para que un exhorto dirigido por autoridades nacio- 
nales a autoridades de provincia o nacionales fuera de su 
jurisdicción pueda diligenciarse, no se requiere más requi- 
sito que la firma del juez y el sello del juzgado respectiva 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



KX HURTO 

El Juez Letrado del Territorio Nacional del Cha~o ( Resisten- 
cía), al señor Juez de primera in-tancia en lo civil y comer- 
cia! de Santa Fe. 

Saluda y hace saber r 

Que por ante su juzgado y secretaria del autorizante tra- 
mita el juicio seguido .por el lianco de Italia y Rio de ta Plata 
contra Mauricio Tangir, per cobro ejecutivo de pesos en el que 
se din je a U. S. el presente, a fin de que se digne disponer lo 
conducente, para que se trabe embargo sobre ta cantidad de tre* 
cientos pesos m¡n. que obra en poder del señor Florencio Ins* 



I 
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íran, vecino de "iMarcarita" Á* « a ««« • ■ 

m m n. n^mi, Enero * l0í a ni;s * w „ ¿X 

**** ^ SiSm^ 

Ante mi: /f«ií/ .V^r^r. 



Ai ro del sr. ji kz ^jtAOb 



Vistos y considerando: 



D«Jit«Kl«, Octubre 20 4t !t\3. 



Que es jurisprudencia constante y uniforme de la Suprema 
Corte de JlIstK , a (k fc Xactóft m art J ü ™ 

le I 4 f * dC AgOSt ° * ¡* comunial 

ma>. fo mandad, para ser tenidas por auténticas, que la aurórm, 
fi* «W juez exhortante y Ia att .ación de. secr^io ^ ^ 
aa„a as, como <nic j as diaposk^cs de la loy citada no ^ 
«les a a, comunicaciones dirigidas direcTamente T t m" 
aotra antondad judicia, con distinta jurisdicción. gffl " 
W ¿«5 í 45, Pag. 21 1 ; 52, pág. 188, ctc ., e^), 

el^SS ""f " aCÍ ° neS ' 56 reMlelve «lamente 
«anuento, con la debida reciprocidad, sip perjuicio de &¡S¿ 
a. a qmen corresponda para la resolución del incidente, en caso 
(le ne^lona. - Repónganse las fojas. 

Cortos A, CmttUo, 

A iite mí: Katit Scarone. 
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AüTo íiki. er. ,iu:z i:\ ni civil v eoiíFjíGiAL 

Santa Fe, Setiembre 12 de 1913. 

Vista? y cr n *i Jera ido : 

1. ° Que la lev de procedimiento- civiles vidente en esta pro- 
vincia dispone en sil articulo t§2, <|ite ios exhorto* que vengan 
tle afuera de !a provincia o deban ser cumplidos fuera de ella, 
deberán ser autenticados en la forma que Jo determinan las fe- 
yes nacionales. 

2. a Que esta diaposfcióñ, de la ley procedí que esla pmvin- 
eia se ha dado en uso de facultades que le -on propia, debe >er 
cumplida, y el proveyente, como juez de esta provincia, del* ha- 
cerla eimiplir, no fletante los re-petos debidos a la opinión del 
alto tribuna! de la Nación, que se invoca por el juez exhórtame. 

3. One al decir nuestra ley 'serán autenticados en la for- 
ma que lo determinan tas leves nacionales", se refiere, induda- 
blemente, a la forma de autenticación que se expre-a en la ley 
del 26 de Agosto de 1863. 

4-" Qtie. por otra parte, fundadas razones de seguridad y 
conveniencia, hacen que el requisito de la autenticación sea ne- 
cesario para salvaguardar interc-es. pms t sin esa exigencia, fá- 
cil seria sorprender a la justicia haciendo practicar o levantar 
embargos, inhibiciones, etc., con falsos despachos. 

Por eilo, y i«rttntMes de la vista del señor agente fiscal, re- 
suelvo: Xo dar curso a este exhorto. — Devuélvase. 

M. Sor iana. 

-■Vite mi: Félix /'engira. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Affts. Diciembre In de 1913. 

Visto- y o«n"'c1erando: 

Que las ratones que informan "a di* posición leí artículo o* 
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de la ley número 4055. justifican la intervención de esta Corte 
en el caso, desde míe trata en realidad de un cottílicto entre 
jueces .le dfetiiita jurisdicción respecto a la. formalidades de mi 
exhorto librado pór uno fie ellos, 

Que, adunas, e! artículo 10 de la misma lev* y 2." de la ley 
número 70-jg, atribuyen a esta Corte la superintendencia gene- 
ral sobre los jueces letrados de territorios nacionales y demás 
ftmeionarios de la juncia federal. Iclítendo dictar !c¡s regís- 
memos conveniente* para procurar la mejor adminiWrijfó de 
justicia. 

Que, en uso de e>a facultad, ha dictado el reglamento de 
los juzgados de los territorios nacionales y el de los juzgados de 
secei.V. estableciendo en e! articuló 7. del primero v ■ 1 cíe) se- 
gittKlo .pie. siempre que hayan de librarse despacho* dirigidos 
a aut. «rula Ies de ¡provincia o a autoridades nacionales fuera de 
su fnnsdiccióni <c j>ondrá c! sello de tinta del juzgado con la 
firma del juez. (Acordada de íJ de Febrero de 1905). 

Que, como lo ha establecido la jurisprudencia constante de 
e*ta Corte, cías formalidades llenadas en el exhorto de fs. 1 di- 
rigido por e! juez letrado del Ühaeo al de primera instancia en 
1" civil y comercial de Santa Fe, lastan para la legalización de 
1o> despachos de un juez nacional a autoridades del mismo or- 
den o provinciales i fallos, tomo 25..pág. 21 ; tomo 104. p|¿ 208; 
tomo jüo. 05 j, .jKjrmie. enmo «e lia hecho constar. Jos pro- 
cedimiento* judiciales a que se refiere el artículo 2.* de la ley 
de 26 de Agosto de 1863, son aquellos que se quiere hacer valer 
en otra provincia enmo comprobantes o como títulos de algún 
derecho y no las comunicaciones entre jueces de distinta juris- 
dicción. (Fallos, tomo 1 pág, 385, y otros). 

Que. como consta en la cansa que se registra en la ingina 
.Í40 tic] forno 04 de ln S fal T os de esta Corte, esa jurisprudencia 
tía sido invocada por el tribunal de Santa Fe. con motivo de un 
Oficio librado por el juez de instrucción del Rosario al del cri- 
men de La Plata, baciéndosi- constar "(pie la Suprema Corte 
<!e esa provincia (Santa Fcí^no obstante que el código de pro- 
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cedimientos en su artículo 130 dis¡»one que los exhorto* de dis- 
tinta provincia serán diligenciados siempre que vengan auten- 
ticados en la forma que determinan las leyes nacionales, tenien- 
do en cuenta la mleq»retaciñn dada por la Suprema Corte X'a- 
cinnal al articulo 2° de la ley de 26 de Agosto de 1803. lia re- 
suelto el diligencia miento de exhorto* que sólo contentan el se- 
llo del tribunal, firma de! juez exhortante y ta del actuario"'. 
< fagina 342). 

Que. segÚ!i lo dispuesto en e] artículo 13 de la lev minien» 
48, los jueces provinciales deten cumplir el encargo que les eon- 
íien los despachos preca torios de los jueces nacionales, sin que. 
como lo ha establecido la jurisprudencia, las medidas emergen- 
tes de las autoridades provinciales puedan trabar la acción de 
!a justicia federa! en ejercicio de su jurisdicción. ( FliltdSíj tomo 
55* P¿& l 5>- 

Mor ello, «ido el señor procurador general, se declara que 
ti dcspatáip de Fs. 1 está eu debida forma y debe ser cumplid" 1 
por el juez exilio rtado, A sus efectos, devuélvanse tos autos a¡ 
jnez exhortante ante el que se repondrá el pape!. 

■ 

A. lío si ¿jo. — Nicanor G. i»kl 
Sola», — M. P. Daract. — 
D E. Palacio. 
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CAUSA CCLXXX1V 



Exhorto del juez de primera instancia en lo criminal del Para- 
guay, solicitando embargo del vapor "Carioca', en la causo 
seguida en aquella República contra limilhno Rojas, por 
malversación de fondos. 

Sumario : Xo procede para ante la Corte Suprema recurso con- 
tra rota resolución t|«e ordena el levantamiento de un em- 
bargo tratia do a solicitud de un juez de un país extranjero. 

taso: Lo explican las piezas siguientes: 



mmm. W. jvm DE rxsTAxety ex lo criminal 

D| LA KKPL lilJt A |,KL PARAGUAY 

\'i;cnte Ilrunetti, juez de j." instancia en lo criminal de í.« tur- 
no de la líqiúhlica del Ilaraguay. a S. S. el señor Juez Fe- 
deral en lo correccional y criminal (le la ciudad de Uuenos 
Aires, saluda y hace saber: 

Une en el juicio criminal une se sigue en esta oficina y se- 
cretaría del señor Rüas Mendoza, al ex jefe de policía de esta 
capital, señor T. Emiliano Rojas, por malversación o retención 
indebida de fondos del Hstado. este juzgado, ]>or auto de fecha 
de ayer, lia resuelto decretar el embargo preventivo del vapor 
llamado "Carioca", de la matricida argentina y surto en el puer 
to de esa ciudad, y dirigir a la ve* a S. S. el presente exhorto, 
■i fin de t|iie. -previos los trámites de ley, el juagado al digno car 
go fie S. ¿i. se sirva impartir las órdenes necesarias para !a eje- 
cución de la medida expresada. 

Scí¡ún las resultancias de autos, el nombrado Rojas adtitti- 



FALLOS 0E LA CORTE SUPREMA 



m en contra el mencionado vapor de un señor Gr uneisen, ve- 
cino de esa ciudad, con los fundos que el gobierno de esta Re- 
pública le ha entregado para compra de arnianíeirto*. la trans- 
ferencia no ha llegado, sin embargo, a formalizarse, quedando 
siempre ta embarcación a nombre de! vendedor. 

El citado encausada es el mismo cuya extradición ha ^licita- 
do anteriormente el suscrito de S. S., en el exhorto dirigióle 
con fecha 22 del mes de Juniu del año ppdo. 

En dielio exhorto se ha omitido pedir a S, S. el secuestro 
del vapor expresado, como lo hubiera plinto hacer de acuerdo 
con los artículos ¿2 y ¿q del tratado de derecho penal ¡nten*. 
Clona! celebrado en el conyre*> de Montevideo, en razón de no 
batwr tenido entonces conocimiento este jugado de su .vjíj ili- 
ción por parte del referido procesado. 

Co iformc a lo dispuesto en el articulo 12 del tratado de de- 
recho procesal internacional celehrado también en el congrego 
arriba citado, se servirá S. S. dar interveneiún. como represen- 
tante del fisco, en el practica miento de la diligencia expresada 
al doctor Lcc^ildo Meló, de esa ciudad, quien está antivrimdo 
¿ti fieicntemetite para correr con el diligencia miento de e¿te 
exl nrto y de todas las incidencias que resultaren, siendo de -ti 
cuenta los gastos que ocasionaren dichas diligencias. 

Ruego y exhorto a S. S, uuiera servirse dar cumplimiento 
a Jo pedido, <,hl¡gámlos e e! suscripto a la reciprocidad en jaso* 
aháíogos. 

Dado, sellado y i i miado en la sala de de -pacho público de 
c-:e juagado, en la A*uneió:i. a los quince días del mes te Abril 
de mil novecientos trece. 



■ • \ 

\nte mí; /;'. \Iend„ = a. 
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KKSOUVIoX uki. sr Jffóí nibHK.W, 

flu«ot Ai.», Acostó 9 de 1913. 



V vistos: 

íjcÉsfttÉ sobre levantamiento ,1c embargo dé! vapor 
n¡u*ii na) "Carioca", y 

Considerando: 

1*1**1 vaix>r Carioca fué burgado a pedido de Jas auto- 
ridades de la k^ública del Paraguay, fundándose dicho pello 
tn que e<e buque <hah¡ a sido comprado^ Kniiliano Ro j as con 
fOIHfpa pertenecientes al gobierno de dicllO |kiís. 

p»4 por consiguiente, el embargo enunciado fué decretado 
¡*v considerarse que el buque formaba parte de los objetos con- 
ceriuemes a' delito por el que SC requirió y concedió Ja curad., 
eion del expresado Rojas, 

One comprobado por el titulo de propiedad de fs & v «t* 
Unientes t ,ue dicho buque no fué comprado por Rojas, siendo de 
rn Vl edad le un tercero, resulta que no sq encuentra en las Con- 
diciones enunciadas no siendo de aplicación al caso lo ¿i$pmÜ> 
en ¡oj^art tW y del Tratado IVnal Internacional celebrado 
en el Congreso de Montevideo. 

(W estos fundamentos y Jas co i sideraciones aducidas por 
el *tar F«>e«rador p S cál éii ^i, dictariién de k U vta re- 
suelva: hacer lugar al levantamiento de embargo del Vapor 
Larra . ordenando se libre e! oficio de estilo, ejecutoríala que 
sea c^ta resphieiáii 1 



Miguel L. Juntas. 



FAtU» M LA COlTi SUPIIMA 



mwmm m la cámara &pmm mdmm^ 

B«mi AlfM, Odgtra 21 ém Ift* 

Vistos y considerando : 

'■" £ l,c * Ias constancias de este expediente resulta, que 
cuando en t6 de Abril de 1913. * decretó e] embargo del vapo- 
Carioca- este se fallaba anotado en la prefectura general de 
puertos como de propiedad de don Itenjamin Civit ( informe de 
fojas 10 vta.j 

*• Que no consta que en momento alguno se haya encontra- 
do dioho buque en poder de do„ Emiliano Rojas, procesado cu- 
ya extradición se solicitó por el gobierno del IViraguay, 

3 o Que la cuestión de la validez o nulidad de ú escritura 
de venta del buque otorgada por don Carlos Grüneisen a favor 
de don Uenjamín Civit no puede discutirse en estas actuaciones 
que por mi naturaleza son simia rias. 

4 o Que, por consiguiente, no procede mantener el embargo 
preventivo trabado sobre el mencionado buque. 

Por estos fundamentos y lo* ríe la sentencia apelada y dtf 
acuerdo en lo pedido por el señor fiscal de cámara, se eontir- 
ma el «tu ajelado de fs. 7 i. Notifícese, devuélvanse v repón- 
ganse las fojas ante el inferior. 

■ inye! l'crrctra Cortas. — Agustín 
í f rdinarram. — Daniel Goytia-,— 
/. X. M tulenco. 



URTAMKN ÜKL Sr, PHOtTRADOR GEN* ERA I, 

Buenos Aire* Oici*»fe?* %% dt Itl3 

Suprema Corte : 

El recurso concedido para ante V. K. ha .ido interpuesto 
por el representante del gobierno de ta Repulida del l'araginv 
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a .irrito de la personería tJ ue te ha .ido acordada en estos auttos. 
con arreglo a la autorización conferida en la parte fina' del ex- 
horto tle fs. 12. 

Ahora bien: esas actuaciones se han promovido como mía 
mndenc.a en la soheiu.d de extradición presentada por el go- 
bernó del Paraguay, con respecto a la de la perrona de don 
Emiliano Rojas, q„ e ya f„¿ concedida por los tribunales argén 
tmos, y se requiere en estos obrados el secuestro de u.i vaiwr 
qne se dice a<bp»r¡do con los fondós cuya substracción se imputa 
al expresado Hojas. 

Dado que se trata de una incidencia del juicio de extradi- 
ción, creo ^procedente la personería acordada al representante 
de. «ob,erno del Paraguay, por cuanto con arrezo a los térmi- 
nos del tratado de Derecho Penal aprobad» en el Congreso de 
-Montevideo, que rige en estos procedimientos, los pedidos .le 
extradición .serán introducidos por los agentes diplomáticos o 
C",wdares, o directamente de gobierno a gobierno (art. *o> 
Ademas de esta prescripción, q, te estimo suficiente para demos- 
trar la improcedencia de la intervención que ha asumido e! men- 
cionado representante, debo recordar que en la discusió,, <] e | tra - 
MMt Derecho Penal fué retirado un artículo que autorizaba a 
los liados reqnirentes a constituir un representante especial 
jii tos ju.cíos de extradición, por cliailto , según la, palabras del 
ur. Xmm* la Comisión retiraba el articulo por considerar in- 
conveniente que las Naciones sean representadas por acodera- 
do, particulares, sin perjuicio de que los agentes diplomático, 
y en su caso los consulares, puedan imponerse del estado del pro- 
cedo, transmitiendo a sus gobiernos las noticias f|lie creyeren 
cu venientes (actas de las sesícnes del Congreso Sud-Amcriea- 
;io de Montevideo, pág. ^85 >, 

*<e ha invocado la disposición de! art. 12 de! Tratado ¿e 
Derecho Procesal, aprobado en el mismo Congreso, para auto- 
rizar la intervención deJ ajwderaib de! gobierno del Paraguay, 
pero esa disposición no puede en manera alguna aplicarse al%¡s,> 
j resente. en ra/ó:, de que. como lo dice el art. 5." de d cho ira- 
tíítíói *«s presi-ripi-iones $p rigen en los asuntos civiles v .-o- 
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merctales, en los cuales las parte* interéselas son las que tienen 
a su cargo la ejecución He los exhortos, y por tanto ha debido 
facultárseles para constituir apoderados que gestión .-ti su dilí- 
gencianiicnto y atiendan a los gastos que se ocasionen. 

Por lo expuesto, creo que en estas actuaciones no lia de- 
bido acordarse personería al repreentante dei gtíUieíno del Pa- 
raguay, y en consecuencia, eí impn. je lente el recurso de ajwla- 
ción deducido. 

Julto Hntct. 



FALLO OS LA CORTE SI PRKMA 

■uenos Aira* Dlclenbra 19 6» I01S 

Vistos y considerando: 

Que en el caso se trata de! cump! i mi ento de un exhorto del 
Señor Juez de Primera Infancia en lo Criminal de la Asunción 
del Paraguay, sobre enil^o del vapor "Carioca" en la causa 
a'li seguida contra el ex jefe de pulida don Emiliano k«u> 
por malversación o retención indebida de fondos del Estado, v 
no del juicio de extradición seguido contra el mismo ante estos 
tribunales, que queeló terminado con la re*>' lición de esta Corte 
pronuncíela en 3 de Junio del Lwrirnte afío 1 ft>jas 5, 6 y 12). 

Que así se explica la designación liedla en e>e exhorto, in- 
vocando el art. 12 del Trata- lo de Derecho Procesal Internacio- 
nal, de un representante del fisco a ?os efectos de su diligencia - 
i; liento ante el juez federal en lo Criminal, lo que no era con 
ciliab:e con los procedimientos dé una extradición, como .se ha 
hecho notar en el memorial de fojas 8rj y en e! dictamen del Se- 
ñor Procurador General, invocando los antecedentes consig lia- 
dos en Tas actas del Congreso Sud-Auicrieano de Derecho Inter- 
nacional-privado. (Edición Oficial, pág. 28?). 

Que no siendo e! presente 11 -i juicio ríe extradición u otro 
de los previstos en el art, g£ de la ley no. 40^5, ha quedado re- 
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suelto en la ú tima instancia 'por la Cámara Federal de Apela- 
ción, con arreglo al art. 17 de la misma ley. 

One la sentencia de esa cámara fundada en principios de 
derecho común no es tampoco susceptible del recurso extraor 
dinario previsto en el art. 6." de la citada ley, eonfnrnu* a lo dis- 
puesto en el art. 15 de la de Jurisdicción y Com|>eteneia de J4 
ííe Septiembre de 1863, 

Por ello y de conformidad coi? lo pedido por el señor pro- 
curador genera", se declara improcedente el recurso. \ntifíf|iie- 
se y dccuélvasv. debiendo reponerle los sellos ante el inferior. 

A. Jil-RMi-Ju. — N'lCANOk G. 

i>KL Solar. — M. P. Da- 
rá ct. — D' E. Palacio.— 
L, Caii.\\im..\s. 



C U"SA CCI.XXW 



Criminal t contra Hilario Gutiérrez y l'in/mw í\utah\ por rio- 

íaciÓH, 

Sumario* Xo causa agravio a los procesados una sentencia que 
lo- condena a las penas de doce años de penitenciaria y once 
de prisión, res¡ lectiva me :ttc. j>or el delito de violación per- 
petrado con las circunstancia* agravantes previstas en los 
i 11 risos 4-, io, 13 y 14 del artículo 84 y articulo 85 del oV 
digo penal y atenuante de mihbriíiáífi 

("jfjfjs l.o eNplL-an las piezas sigtíiélltcsi 




\ lita esta causa criminal .seguida de oficio, contra Pedro 
Medina, argentino, ríe treinta y ocho años, soltero, juma-ero. 
Milano Gutiérrez, chileno, de veintitrés años, soltero, jornalero 
analfabetos, |>or et delito de homicidio perpetrado en la [>ersona 
del octogenario don Felipe Manuel Manqwepán y violación de 
la mujer Floriitda \ Magra, de la que 



Resulta : 



0«e en Río Senguer jurisdicción de este territorio, el dia 
4 de Febrero ppdo., en circunstancias que la mujer Florinda Vi 
Hagra se encontraba en su domicilio en compañía del anciano Fe- 
lipe Manquean, a < t uien la Villagra le había solicitado le 
acomunara por haber et día antes y en ausencia de su concubino 
Manuel Echegaray sido víctima cíe una tentativa cíe violación 
por el sindicado Gnt¡érre*.-^uc el expresado día siento las 
doce de la noche, más o menos, en circunstancias que sus mora- 
dores dormían, líegaron a la casa los sindicados, quienes se ha- 
bían punsto de acuerdo para violar la Villagra y al sentir ésta 
unos pasos fuera de la casa, se desveló, encendiendo una luz. y 
temerosa de que fueran asaltantes. llamó al anciano Maiiqiic]ján. 
al mismo tiempo que se proponía vestirse, siendo en estas cir- 
cunstancias que la puerta de la casa fué derribada al sue'o a 
fuerza de empujones y puntapiés, entrando en la pieza donde 
muraban, una ]«rsona con la cara atada, que la mujer Villagra 
reconoció ser Hilario Gutiérrez quedando fuera y hacia un lado 
de la puerta otros dos individuos enmascarados, dirigiéndose 
Gutiérrez hacia la mujer Villagra y tomándola por el cabello y 
de un brazo !a sacó a tirones hacia la puerta ; y que en vista de 
esto, el anciano Manqnepán acudió en su auxilio a] mismo tiem- 
po que les decía que no le hicieran picardías, siendo en estas 
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circunstancias que uno de los espectadores, Pedro Medina, sa- 
cando de !a cintura un revolver hizo dos disparos contra el an- 
ciano Mawjncpán c?syen:!o éste en tierra herido con e] segundo 
disparo; aprovechando los asaltantes esta circunstancia para 
poner ñn al plan que habían proyectado, arrastrando entre los 
tres a la mujer Flonnda Vira^ra hasta unos ciento cincuenta 
tnetroa tle la casa, donde los indicados habían dejado sus caba- 
llos, y ayudados los unos por los otros procedieron a violarla, 
satis faciendo por tres veces cada uno de e'los sus brutales deseos 
y dejándola tendida en el suelo, *c retiraron del lugar del hecho; 
El día 5 de Marzo del tnisnio aun el mencionado Manquepán 
ríe jaita de existir a causa de la herida de líala que recibió el día 
del hecho, i-ual consta de la diligencia de fs. 12 y acta de defun- 
ción de R 25. Las declaraciones indagatorias de los sindicados 
coti-ta, !a de Virginio Canales a fs. 15 vta. Hilario Gutiérrez, 
fs. 17 vía. y Pedro Medina fs. tt) vta. Elevada la causa a plena- 
rio el señor fiscal a fs. 30 acusa a Hilario Gutiérrez y Virginio 
Canale a sufrir la pena de quince años de penitenciaria, acce- 
sorios legales y costas, conforme al art. 19, inc. 3 * letra a de la 
ley 4180. con" las agravantes de los incisos 4, 10, 13, 14 y 17 del 
art. 84 del código pena!, 

Que en cuanto a lo que Pedro Medina respecta, pide se le 
ar'ique a este la pena de veintiún anos fie presidio, accesorios 
Y-galcs y costas, por el delito de homicidio con la agravante de 
violación. Corrido traslado de dicha acusación a los procesados. 
Hilario Gutiérrez la contesta a fs. 35. Pedro Medina a fs. 37 y 
Virginio Canale de fs. 40 a 41, se recibe la causa a prueba sin 
qtte las partes hayan producido alguna. A fs. 43 la dirección de 
la caree! comunica el fallecimiento del acusado Pedro Medina, 
cuya acta de defunción sale a fs. 44. En tal estado resulta la de- 
mora de este proceso guardado entre muchos por el ex secreta* 
rio del juzgado, quien se fué después de su renuncia: con cuyo 
motivo, visto el informe del prosecretario, fs. , se pidió auto? 
para sentencia el día 28 del mes anterior, señalando para que la« 
partea informasen m vocc la audiencia del día 3 del presente mei 
de Diciembre. 
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Y considerando : 

i.* Que el sumario de prevención de fs. i a fs. 3, así como 
eíte proceso criminal, se lian instruido contra Pedro Medina, 
Hilario Gutiérrez y Virginio Canale, por dos delitos que come 
rieron sucesivamente al amanecer el día 5 de Febrero de 191 1. 
a saber: el de homicidio del octogenario indígena Felipe Ma- 
nuel Manqucpán, perpetrado por Medina y seguidamente el de 
violación de la mujer Florinda Villagra, perpetrado por los tre< 
acusados. El cuerpo del primer delito de homicidio resulta ple- 
namente comprobado, con ei acta policial de fs. 12 vuelta y el 
certificado de muerte del indígena Manquepán que corre a fo- 
jas 25. por resultado inmediato de la gravísima herida que Pe- 
dro Medina le infirió con un balazo de su revólver, lieri la que 
penetró por el costado derecho de la tetilla y salió por el lado ix- 
quierdo de la espalda, según tos detalles puntúa' izados por lo* 
señores Luis C Helzunee y Miguel do la Plaza. empíricos que 
a falta de médico, fui-ron nombrados ]ior el comisario de pnlicí t 
don Edgard Nickel, según consta del reconocimiento de fs. [. 

2° El cuerpo del «jtro delito de violación, también resulta 
comprobado con la primera de las pruebas judiciales que es la 
confesión de !os tres acusados, sus autore>. cual consta de las de- 
claraciones prestadas inmediatamente después de los hechos an- 
te la policía por Hilario tiutiériez a fs. 8, por Pedro Medina a 
f>. to y por Virginio Canale a fs. n vuelta, y después por ia:* 
indagatorias (pie rindieron Canale a fs. 15 vuelta, Gutiérrez a 
fs. 12 vuelta y Medina a fs. 19 vue"ta, en las cuales todos ello- 
describen su lia/aña. 

3. La responsabilidad que corresponde a los acusados de- 
Ivria ser la común establecida por el articulo ¿$ del código pe- 
nal, según e! cual; "Si dos o más individuos resuelven cometer 
1:11 delito y se obligan, bajo promesa de auxilio recíproco, a eje- 
cutarlo conjuntamente, esta asociación constituye un complot y 
eada uno de los partícipes que antes, durante o después de la 
ejecución, se hayan mostrado en actitud de cooperar o haya man 
tenido a sus compañeros en la convicción de que po lían cortar 
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con su auxilio,, será también considerado, después de la consu- 
mación, autor principal del delito". Pampero como eí artículo 30 
del mismo código prescril»e tjnc : "Si dos o más individuos re- 
suelven verificar conjunta mente de 1 ¡tos indeterminados» esta 
asociación constituye lianda y serán considerados autores en to- 
do* los hechos que la banda 6 meta, salvo la prueba en contra- 
rio de la no participación en un heoho determinado". En el caso 
sith }ndi$% resulta que, aunque la responsabilidad de! homicidio 
d*.l octogenario M a nquepán podría ser, conforme al articulo 25, 
imputable jujr igual a los tres acubados, sin cml.:o-g<>. habiendo, 
como hay prueba plena produdda por los mismus acusados so- 
bre que el úni:o autor del homicidio del indígena Manquepán 
fjjié Pedro Medkia. entonces nos encontramos dentro del precep- 
to o excepción del articulo 30, según el cua! la responsabilidad 
de ese homicidio SCÜO puede imputarse a sn único autor crin fe -o, 
que lité el repetido Medina. Ahora bien, leí oficio de fs, 43 di- 
rigido a e<te juzgado por el director de la cárcel, conáta que Pe- 
dro Medina, re-í»onsablc de 1 homicidio, falleció en ta rárccl en 
la noche del 15 de Mano último, constand» también de! certifi- 
cado de ; bvtto de fs. 44, que el fallecimiento se produjo a causa 
de un edema cerebral, según certificado del médico doctor An- 
gél IV 1er ice. en cuyo caso, la acción penal res-pecto del homicida 
quedó legalmente extinguida por la muerte de Pedro Medina, 
conforme a la ley, así se declara. 

4 " I-a responsabilidad del delito de violación corresponde 
jior igual a los dos acusados restantes Hilario Gutiérrez y Vir- 
ginio Canale. responsabilidad de complot establecida por las le- 
yes citadas y confesada paladinamente por esos dos acusados. 
Ella -cría la mayor, que la acusación fiscal de fs, jo, requiere 
conforme al incido a. caso 3, artículo 19 de la ley 4180, por con- 
currir las circunstancias agravantes 4, io. 13, 14 y 17 del articu- 
1" S4 leí código penal ; pero, a pe*ar de lo repugnante del de'íto 
y del eini-mo y premeditación de sus autores, es just^ tomar en 
cuenta la atenuante invocada por la defensa a fs. 37. En efecto, 
se trata de tres indios a nal f abetos que por las regiones del de- 
cierto patagónico en que nacieron sin usufructuar ni conocer los 
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bienes de la civilización ni tic la instrucción pública, ¿in más es- 
cuela que la contemplación de los campos y de los animales que 
los pueblan y en cuya comunidad habitan. En tal ambiente, ta*, 
vez su nida comprensión, no les inspira más que los usos de las 
bestias. Se une a esto que dichos acusados, cuya confesión no 
puede dividirse, sino creerse ta! cual lo prescribe el articulo 318 
de: código de procedimientos criminales, aburan que la FIo- 
rinda Villagra habia sido concubina de uno de elfos y antes co- 
nocida por el otro, así es que sin desconocer que en la ocasión 
<ftb judke, tuvieron acceso carnal con esa mujer coitra la vo- 
luntad de élla, ealie admitir una atenuación compren lida en los 
incisos f * y 7." del articulo 83 de! código penal, en cuyo caso la 
graduación de ta |>ena que merecen debe subordinarse a las re- 
alas generales o de concurrencia de una circunstancia atenuante 
contra cuatro agravantes, respecto de Hilario Gutiérrez. Kn 
cuanto al otro acusado Virginio Canale, expresando éste en su 
indagatoria de fs. , ser menor de t8 años, jwro mayor de 15, 
esta circunstancia no desmentida por la acusación fiscal, hace 
que la pena respecto del menor no pueda ser la de penitenciaría, 
sino la de prisión, in f ligándose a*i a los acusados, dos terceras 
partes de las (>enas indicadas de penitenciaría y de privón, con- 
forme a* artículo h). letra a. caso 3." de la ley 4189. 

Por lo expuesto, fallo : declarando extinguida la acción pe- 
na! respecto del procesado Pedro Meíina. fie las generales de 
fs. 19 vuelta, por el delito de homicidio de Felipe Manuel Man- 
quepan, por haber fallecido. Respecto de Hilario Gutierre)! y 
del menor de dieciocho años Virginio Canaíe, los declaro auto- 
res confesos del delito de violación de la .mujer Flor inda Villa- 
gra. con cuatro circunstancias agravantes y una ateníante: y 
los condeno a sufrir la pena de diez años de penitenciaria a Gu- 
tiérrez e igual pena de prisión al menor Canale. con más los ac- 
cesorios legales y pago de las costas procesales! — Xotifíquesc 
esta sentencia a los dos condenados y a sus defensores. Tómese 

Luis Xararro Careaga. 

Ante mi : Juan M, Pintos. 



■ 
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U PIju, Agosto » di «3. 

i visto,-;, considerando: 

K„ cuanto al recudo de nulidad; <¿ue ¿sie no tía sido uni- 
da jor el dcien.-ur en esta iiMan.r:a. 

Por c*to, se rechaza. 

O Hiderando respecto al de apelación: Que. segñn la gom 
festón de los reos, estos -lian cometido el delito previsto en el ar 
tjeirto 19 letra a, inciso g$ ley de reformas al coligo pena!, ca* 
t!.?ado con la pena de seis a quince años de iwnitendarin. 

hn efecto, manifiesta Hilario Gutiérrez que "después de 
una umat.va frustrada de violación a ¡a mujer Florinda Villa- 
gra. po-íeriormetite convinieron con Cedro Medina v Virginio 
Canale ^mediar la ausencia «le Echegarav para violar la mu- 
jer. y 51 no se sometía voluntariamente, obligarla |mr la fuerza " 
entro el y Canale a la habitación y la llevaron afuera. . . la t.ra- 
ron al suelo y la vio'aron entre las tres, oponiendo ella poca re- 
si-tcnc,a. ; . después de un rato la ]argaro;f. 

Virginio Canale. a su vez, cuenta "que él había sido el itn- 
ti^ador de lo sucedido, cumpliendo Únicamente su deber, por iue 
e^ta mujer era su querida y arreglada de salir con él v que cuan- 
do llego el momento oportuno no cumplió su promesa, v asi pe- 
dia el auNÍ io de Medina y Gutiérrez para ligarla por ¡a fuerza 
ensena ido:a con esto a ser cinnplñlora en lo futuro". 

Que la narración hecha por Gutiérrez, coincide con la de- 
cía ración de la victima. 

Al sentir los disparos hechos contra el desgraciado anciano 
Manquean, se desmayó, y recien volvió en fí, -cuando se sin- 
tío arrastrada por el suelo, agarrada por los tres del cabel'0 de 
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los brazos y de las piornas, llevada como a ciento cincuenta me- 
tros tic ia casa, donde los asaltantes habían dejado sus cabalé, 
y ahí fué violada cruelmente por los tres, apretando dos dé irl o, 
ios brazos y piernas". 

tjue concurren en el liedlo las circunstancias agravantes de 
lus incisos 4/\ ro, 12, 13 y 14. articulo 82 del código penal y la 
atenuante de menor de 18 años, con respecto a Canalc. 

Tur la,- consideraciones expuestas y concordante* fie la >eu 
tencia apelada, ¡-e confirma ésta en cuanto a la calificación 1* 
gál del delito, y se modifica en cuanto a la pena impuesta, con* 
de lando a Hilario Gutiérrez a doce años de penitenciaria y 3 
Virginio Canak- a once años de la mi -ma pena, accesorio > lega- 
les y cusías. Devuélvanse. 

Mancfino Usi'uhuht. — Antonio L. Mar- 
cenar o, — J. Guido Lavalle. 



l^VIstu 1JK U COMTK ST.'I'RKM A 

Bucnoi AiKt. Diciembre IS de 1018. 

Vistos y considerando: 

íjue los hechos que lian dado origen al proente proceso, 
a saber: muerte de Felipe Manuel Man quepan y viola ci.Vn de la 
mujer Florinda Vinagra, ocurridos en la noche del cuatro a cin- 
co de Febrero de mil novecientos once, en el paraje "Río Sen- 
per", territorio del Cbubut, están acreditados plenamente pol- 
las declaraciones de los últimos, las de los sindicados como au- 
tores de esos hechos, respectivamente, i'edro Medina, llilari-- 
r.tttiérrez y V irginio Canalc. el acta del reconocimiento de fo- 
jas i, certificado de defunción de fojas 25. revólver secuestrado 
a Medina y demás constancias pertinentes de la en usa. 
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One de iguales antecedentes se infiere prueba lega] bastan- 
te para individualizar a los autores de esos hechos, demostrán- 
dose por ellos, que los nombrados Medina, Gutiérrez y Canale 
se comploiamn para violar a la Villagra. quien algunos días an- 
tes, había rechazado pr< -posiciones indecorosas «que Gutiérrez le 
hiciera y tratara dé imponer le por medio de la fuerza, obligando 
a la victima de sus criminales propósitos a resistirle añilada de 
un pato, 

One al retirarse así hurlado Gutiérrez, amenazó a la Villa- 
gra eoíi volver a consumar su intento frustrado, y para este fin 
obtuvo el concurso y en participación de Medina y Canale en la 
me lia noche del referido cuatro de Febrero, presentándose los 
tres sigilosamente a la casa de la ViHagra, que suponían sola 
por saber que su concubina rio Manuel Echegaray hallábase au- 
sente; y empleando fuerza, abrieron la puerta de la habitador 
de aquélla, de la cual la sacaron, arrastrándola hasta el sitio en 
que dejaron sus cabalgaduras, donde por la fuerza los tres sa- 
ciaron en ella sus instintos criminales. 

Que, igualmente está confesado por Medina y corroborad* ► 
por las declaraciones de sus correos, a>i como por las de las víc- 
timas, al presentarse Manque pan y dirigir a los delincuentes al- 
guna* palabra*, Medina, increpándole i>or su intervención, dis- 
paró sn revólver, hiriendo a dicho Manqnepán en la región pec- 
toral, de cuya lesión falleció después, según certificado de fs. 25. 

Que, fallecido Medina en la cárcel de Rawson, durante la 
snstanciación del juicio, en prhncra instancia, la sentencia de 
f *. 48 declaró extinguida toda acción penal para perseguir el cas 
tlgp del homicidio de Manqnepán, en virtud de que Medina fué 
el único autor reíqionsable del mismo, por halterio resuelto y 
consumada por propia inspi ración y sin e! concurso de los otros 
cvprocesados por el delito de antemano proyectado y convenido, 
la violación de la \ illagra. 

Que. en consecuencia, iorres|K>mIe responsabilizar a lo* 
nombrados Gutiérrez y Canale por este segundo delito, perpetra- 
do por ellos en las condiciones que lo caracterizan y da;i lugai 
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a la penalidad sancionada en el artículo i , letra a. inciso É* de 
la ley 41 89. 

Q«e, en atención al concurso tic agravantes que acompañan 
al dehto fresado y que se ¡«lian designadas corno tales en los 
incisos 4.", io, 13 y M fle l artículo 84, v artículo 85, código |«- 
n*l las penas de doce años de presidio para Hilario Gutiérrez V 
de once años para Virginio Canale, aún tenida en cuenta la ate- 
nuante de minoridad invocada a favor de éste, que les ha ¡m 
puesto !a senté ida apelada de fojas sesenta y tres, no Ies cau>a 
agravio alguno. 

TW ello, y fundamentos de dicho fallo, se confirma, &m 
costa.. — Notifiquen y devuélvanse para sus efectos. 

A. Iíkrmkjo. — XlCAN'OR O. Día 
Solar. — . M, p. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caiian ii.las. 



mw$ CCLXXX\ 1 

Criminal, contra Xcmesto Xarta, f>or homicidio 

Sumúritt ; ].; s justa la sentencia que condena a la pena de di» 
años y medio de presidio y accesorios legales ai autor de 
un homicidio simple, perpetrado con la circunstancia ate- 
nuante de ebriedad incompleta. 

Caso. Lo expMcan !a* piezas siguientes: 
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SENTENCIA UEI. Sr. JVKZ LETRADO 

Rmoa, Dktmbn 10 ta |«3. 

\ i*ta esta causa criminal seguida de oficia contra Nemesio 
Navia, chileno, de treinta afU¡ soltera, jornalero» domiciliado 
en Castres comprensión de este territorio nacional, por el de- 
lito de homicidio perpetrado en la !>ersona de Teodoro Soto; 

Resulta : 

Que don Abel Puebla se dirige al señor comisario de poli* 
na de Castres, .ion Jüo O. de Antueno, con Ja carte de fs. i co- 
municándole que d dia 6 de enero de ron, el sujeto Nemesio 
Xavia había dado muerte a Teodoro Soto en circunstancias que 
se encontraban departiendo dentro de una habitación que tiene 
en el paraje debiten Luán, pidiendo que se trasladase inmedia- 
tamente dicho ^comisario, quien marchó seguidamente, organi 
zando en todo c l día siguiente 7 de Enero, la prevención policial 
de f s. 1 a fs. 7. Elevada ella con el sindicado N'avia. éste rindió 
mi indagatoria de fs. 8 declarando que no sabía si efectivamente 
mato a Soto, pues se hallaba completamente ebrio, recordando 
solamente que a horas avanzadas del día 6 se despertó encon- 
trándose tendido en una cama con varias heridas en !a calaza 
y que su patrón, del declarante. Tiburcio Hermositta, le dijo 
que había dado muerte a Soto, no sabiendo tampoco quién le in- 
firió las heridas. Cerrado el sumario por auto de fs. 10. se pa- 
saron los autos al señor fiscal ad ht>(. doctor José Elias Goílan 
por impedimento del titular que despachaba como juez suplente' 
y del señor defensor de pobres que lo era del acusado. La acu- 
saejon de fs. 12 concille que se trata de un homicidio simple, 
requi riendo que se aplique a Xavia la pena de quince años de 
presidio, accesorios y costas. Corrido traslado, el señor defensor 
de pobres y del acusado contestó que tratándose de un hecho pa- 
*ado sin testigos, entre dos hombres completamente ebrios ca- 
bía hasta la posibilidad de que el mismo Soto hubiese caído so- 
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bre su propno puñal, produciéndose !a muerte en estado de ¡ti- 
conseiencia, pidiendo la absolución. Recibida la cansa a prueba, 
ninguna de las partes la produjo; basta (pie el prosecretario, en 
20 del raes anterior» dió cuenta de que este proceso se encontra- 
ba entre otros retrasados, en los casilleros revisados después de 
la renuncia del secretario, escribano Vilar; sin que las partes hn- 
biesen producido prueba, por lo cual el día 4 se pidió áütós fiara 
sentencia, señalando el dia ; para (pie las partes informasen w 
meje, trámite al cual renunciaron ambas, pidiéndose loa autos e, 
día 7. cual consta a fs. 17 vuelta. 

Y considerando: 

i. Qtte el cuerpo del delito resulta plenamente compmgado 
om el acta pctiml de fs. 6, levantada por el señor comisario An- 
tueno ante los testigos señores Abel Puebla. Domingo Cabera y 
Juan Stanley Jones, de la cual consta que a las 9 de la mañana 
del dia 7 de Enero de 191 1, míe era el siguiente al del homicidio, 
encontraron el cadáver de Teodoro Soto, dentro de la habitación 
en *pie pasó el hecho, tendido sobre el costado izquierdo, m¡ 
lK»ca arriba, presentando una puñalada en la ingle izquierda que 
le interesaba todo el vientre y bubía cortado los nervios; proce- 
diendo to los a la inhumación de !a víctima. 

2." La responsnbil; lad del acusado resulta también plcnn- 
mente comprolrada con las propias declaraciones del acusado, 
que 110 constituye una confesión calificada e indivisible, en e! 
sentido del artículo 218 del código de procedimiento crimina!. 
Jorque la falsedad de cía resulta patente de ¡a discrepancia res- 
pectiva y sustancial de araba* declaraciones. En efecto, en eii 
primera declaración de fs. 2, pregada ante la policía rmtv pp¿> 
después del crimen, cuantío, por consiguiente, tenia grabados en 
la retina todas las circunstancias del hecho, expuso une "se en- 
contraba con Teodoro ¿oto liehicndo licor pe les dejara de pa- 
so un vecino, y que sin haber tenido rtUgnsto alguno v estando 
en la mayor armonía, de repente el declarante, sin saber pütqüi 
«acó un enchino y le infirió una herida a su compañero, sin sa 
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¡¡K en cual parte de! cuerpo. „,iemra S Soto se hallaba 

^ !' cri,, °- 84 paró >' *'" e í« 

e a '•afetacion cayendo sobre una cha]>a de z¡ „ c Q 

Z ?n.'l" 52 ? Pa,a, ' l " e ' k "" le * ™>*Ho y se pito 
«....,„ | s ,a pnntcra declaración casi en el acto ,|él techo e*- 

u-,1 de f, 8, en la cual al rendir sí, indagatoria, di-e \avi, 
'l"e no «ft, ni recuerda si dio muerte a itioro Soto, a ca, 
■ I c bnedad complete en „„c « encontraba". J. a ¡S 

I«. I., Se que e | an .,ado „„ jmede invocarla c M ,o indivi 
-'be n, prcten Icr <„„., con arralo a ella, se apreciase la xten 
& tt nquni.biK.hd. I.a lev citada prese rite 1 a <2& 

1 ';, ,'" ,c ; ri,a tle «* «W »¡"X»na |>res„„c¡ó„ de íabe- 
la l e, „ ; ,,,„,,, lk erarse a e 

: l l ' T T*' 81 'le M maneras conS* 

y que se excluyen X„ sc diga que la primera decía ración o™ 
«I* ame la po ,„» „ debÍBra apreciarse ^ ¿ijjg 
t|ue fue presida ante el comisario » no ante el inez 
m** . U jurisprudencia ,„ «^^«2» 
<l"e b> .leclaraconcs del inculpado ante el comisario de 3" ¡ ' 

ce otra c ^Tr^ h fS - *" *«■■"• del punto. ,dn- 
-reno,, ^ el palcnrjae «| c Ja casa cíemele tomó , w C a1 ra íío. 
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marchándose en él, hasta que fué capturado por los habitante* 
de la casa del señor Puebla. En substancia, se establece que e! 
tetado de Xavia, cuando dio muerte a Soto, n» filé ni pudo ser el 
de la beodez completa, no correspondiéndole acogerse, enton- 
ces, a la eximente primera del art. 81 del código penal. q lte pre- 
sume íma perturbación de la inteligencia, no imputable al agen- 
to, y durante el cual éste no tuvo conciencia de su acto ni de 
su criminalidad. 

4." Del atento estudio de la primera declaración del acidado 
de fs. 2, cuya sustancia es la de que mató a Soto, sin saber por- 
q:íe lo mató, deducimos quela calificación del delito no d&e 
ser la de homicidio simple comprendido en el art. 17, Cap. \ > 
de la ley de 4189, como requiere la acusación fiscal. Pensamos 
en acto de interpretación favorable, que se desprende del estu- 
dio de los autos, que se trata fie un homicidio comprendido en e' 
me. 4° de ese mismo art. es decir, que hubo provocación y pelea. 
En efecto, aceptar llanamente la confesión de Xavia de que ma- 
tó sin más ni más a Teodoro Soto, cuando éste se hallaba senta- 
do, sin saber porque !o mató, produce como única consecuencia, 
la de que es entonces un asesino merecedor del máximtin de h 
pe 1a impuesta por Ja ley a los homicidas alevosos. Entre tanto, 
en la canta ra de ría que unía a victima y victimario, quiénes 
c!^-'íd ( an en armonía, bebiendo licor; solos dentro de nua píe¿í, 
y en las varias heridas que preséntala el acusado, mmediatamen^ 
te después del hedió en que fué capturado, se advierte que hubo 
ix-ira y lucha pro veniente de esas eternas discusiones **utrrt oee- 
ne?, por antecedentes más o menos fundados, que se agravan re- 
pentiiiamcntc y toman proporciones mayores al impulso de las 
recriminaciones mutuas y de los cerebros exaltados por el al- 
cohol. Si 110 puede concertarse un asesinato, dados los antece- 
dentes que recordamos, corresjkmde establecer y se establece 
que hubo provocaciones reciprocas que caldearon los ánimos de 
los dos interlocutores y determinaron al fin que Xavia hiri ", con 
su puñal a Soto, herida que por la región inguinal en que cayó, 
rcre^a que éste no («taba se itarfo sino de pie, única prsición que 
explica la herida en la in^Jc ¡^juienla de ífiaji) para arriba de 
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vientre, como dice el acta policial de fs. 6. E<to establecido re 
«rita -pie e! hecho iitb ittduc se encuentra comprendido en ¿ 
art. 17, cap. inc. 4 .'\ letra A de la Uy 4189, que !o casti»a 
ron la pena de tres a diez años de penitenciaría, cuyo promedio 
de seis años y seis meses corresponde a] acusado, por concurrir 
:¿t circunstancia atenuante de embriaguez parcial, sin tomar en 
menta la 4.a del art. 83. por ser la característica del delito. 

P<»r tanto, de acuerdo, en el fon !o con la acusación fiscal: 
fallo: declarando a Nemesio Navia. autor convicto del delitr 
de homicidio por provocación; y conforme a las leyes citadas 
lo condeno a sufrir la pena de seis años y seis meses de peniten- 
n;,ria, sus accesorios del art. 67 del Código Penal v al pago de 
las costas procesales. Notifícese al condenado en persona y en 
la de su defensor. Sáltense ] os testimonios correspondientes 
Tómese razón. 

Luis Xararro Caranga. 

Ante mi Juan Mayo. 



ÍKXTKXrtA DH I.A CANfAKA FEDKK.M, 

U Pliti, julio IC de W3- 

Vistos y considerando: 

<>c el cuerpo del deüto está acreditado en autos por las 
1 Vigencias sumariales mte expresa el juez a quo; 

y (te en cnanto a la responsabilidad criminal, la sentencia 
.-pelada, imputa, de acuerdo con las constancias de autos, en 
cuanto declara autor de! homicidio al procesado Nemesio Navía, 
en mérito de su propia confesión espürita, <¡ue obra a fojis 2 ; 

«Jue dicha confesión, plenamente ratificada ante el juez de 
la causa ( ffs. 8), no optante su aparente contradieió 1 con la 
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prestada en el juzgado» no puede ser desvortnada por é*ta, que 
sólo se limita a manifestar la falta <lc recuento de los nWtíüs 
principales, procedimiento común de los reos, que meditan des- 
pués de! delito ítihre ios medios de su defensa. .\>¡xirte de que la 
indagatoria de fojas *, ha recibido fuerza legal evidente por su 
ratificación de fojas 8. ¿la se encuentra cor relia rada por las de- 
claraciones de todos lo* testigos de! simiario, que deponen sobre 
Tos hechos inmediatos posteriores al deÜto, en un todo de acuer- 
do con el procesado, sin que las tachas relativas que la defensa 
les opone, amengüen en el caso, la importancia de sus dichos» 
en atención a la naturaleza de los sucesos sobre que declaran, 
que han caído directamente ha jo la acción de sus sentidos, y 
son ajenas a las cansas fiel delito. Otro cimiento corroborante 
es el reconoci miento que el procesado ha hedió del cüdhillo se- 
cuestrado t fojas 9). 

Que tomando como base ía confesión del reo, la califica- 
ción legal de! delito no puede ser otra que la de homicidio sim- 
ple, coa arreglo a 1 art. 17. inei-o i." <ic la ley 4189, ya que no es 
posible inferir de aquélla que ludio provocación por parte de ía 
víctima, pues que las heridas en la calaza provenían del golpe 
del caballo de! procesado, 

Ouc procede computar en favor del procesada !a atenuante 
de ebriedad, atento lo (pie resulta de la confesión íde ís. 2\, in- 
vócala, que debe tomarse también como verdadera en la parte 
que le es favorable y la califica, atenuando la . responsabilidad 
(artículos 317 y 318 del código de procedimientos criminales y 
83 me» i." código pena!). 

Que esta atenuante debe libarse a su grado máximo |»or- 
qne la propia relación de los hechos contenida en la indaga! li- 
ria dt* fojas 2, revela por si sola en él agente una perturban Vi 
grave de los sentido-, que no ha llegado a h inconsciencia uhsor 
hita, como 'o demuestra la circunstancia de la fuga a caballo, 
pero que comporta una intensa disminución en la responsabili- 
dad criminal ; 

Por e^tos fundamentos y sus concordantes, otilo c! TYoni- 
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rador Fí^al, se tífica la sentencia apelada y , e condena al 
probado fceuteSró Navia, a sufrir | a pem ik fa m ^ |¡o 
de presidio y sus accesorios, con costa*. 
Devuélvase para su cutiij>]imicnir». 

Marcelino Usmtoda, — ./, C«/<to 
Lavalh.—. ¡nfynlá Marccnaro, 



I AM.U DM |„\ l OKTi; SI" MEMA 

Ruinot Alrt». Diclimbr» 30 dt 1913, 

Y vistos ; 

IOS del presente proceso criminal leguido contra Nemesio 
mvm ]*>r homicidio cu !a [*rsona de Teodoro S?ot,., en el Te- 
rritorio Nacional del Chnbnt. 

Y considerando: 

Que está plenamente acreditado que en !a tarde del f. de 
Kncm de 1911, el nomhr.do Teodoro Poto fué muerto de una 
m la ingle izquierda, que le fué inferida con el cuchi- 
llo naneado a fojas o. en el interior de tina de tai ha!»it,cionc 
de la casa de don Abel Puebla en Buen r,nar., de! expresado Te- 

Que igualmente consta que el autor de la !**!¿n mortal infe 

porque as. lo declaro el nmmo dc*de e! primer interrogatorio 
que le h,*o la autoridad policial encargada de la investigación 
preventiva del hedho U. 2, declaración ratificada a U, 8 ante el 
jue/,,i<tr.,ctor f sujo también porque eoii eró confesión de Mi cul- 
pabilidad de autor del homicidio, concuerda la. declaración** ya 
recordadas, as, couk> la de Carmen Méndc* f*. 4 v ta., te-tism 
c,ue- vieron a Navia salir prkípitadamcnle de !a htl.ita i n "n 
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ilc él y Soto, bebían solos, quedando allí éste tendido en el sucio 
y con ía herida que momentos después causó su muerte, m mi- 
tras Xa vía dirigiéndose al, palenque, saltó sobre un cabal U> y 
emprendió la fuga, perseguido por Pauletti y Méndez, quicne- 
fe dieron alcance y consiguieron prenderle debido a que e! ca- 
bal !o de Xavia rodó sobre unas piedras, ocasionándole alguna 
lesiones en la cabeza. 

Que la embriaguez que el reo lia invocado en su segunda 
declare ción de fs. 8, tro ha sido completa c nto *c sostiene \» ir- 
la defensa, desde que, ni él la rnoci, mi ■ en ta! carácter al decla- 
rar ante el comisario, ni es verosímil que hubiese lleudo a ta 1 
grarlo, dada la manera como se condujo ctósfúes de ron aunado 
el delito procurando sustraerse por la fuga a las responsabilida- 
des del crimen perpetrado. 

Que, respecto al móvil del mi*mo y su modo de nertxtra- 
oión, hay que atenerle a lo confesado por e! reo e i su declara- 
ción de fs. 2, rectificada a fs. 8, y no contradicha por referencia 
o manifestación opuesta de otra manera de perpet radón. 

Q:;e. en consecuencia, la calificación de homicidio shnpb 
que c: fallo apelado de fs. 30 da al hedho. agí como la pena Íiíi 
puesta al reo, de diez años y medio de presidio y acceMtrios. eí 
la que corresponde con arreglo a las expresadas constancias de 
la cau<a y a lo dispuesto en el artículo 17, inciso i.\ lev 418-1. 
así como por !o que hace a la beodez incompleta en que se ha! Vi 
al consumar el delito. ( Artículo 8j, inciso 1.". código iH-na T ). 

Pí.r ello y sus fundamentos, * e confirma la sentencia n-eu- 
rrida de f*. 30. con costas. — Xotifíquese y devuélvanle para 
sus efectos, 

A. Iíi:rmi:.io. — Xichmjh r,. 

Solar, — \í. J\ Dak.ux — 
D. E. Palacio. — tfáfflt 
Ca manillas. 
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lh>n Manuel Correa Morales, en autos coa don José Oliveri. 
f>or cobro ejecutivo de pesos. Recurso de hecho 

Swmtrio: i." Invocada oportunamente ix>r el apelante la nulidad 
del procedimiento observado, a virtud de habérsele privado 
de su propiedad sin previa sentencia, y de su defensa en 
juicio, con violación de las leves procesales y las garantía ^ 
.ine a &m fines consagran ío¿ ttrjfcnka 17 y iS de la Cons- 
titución Nacional, y siendo contraria a esa defensa la j$su* 
Ilición apelada, procede él recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14, ley 48. 

sf Habiendo el deudor tenido conocimiento njmrtuno dci 
procedimiento incoado para la venta del bien hipotecado, 
en los términos de antemano convenidos con el acreedor, c 
intervenido en 'a operación nu^ma de la venta, y habiendo 
Aclarado el juez, ípie si en realidad el deudor hubiera pre- 
sentado las defensas a míe éste hipotéticamente aludió en 
un escrita, él las habría estudiado y resuelto com» corres 
pondía, procede la conclusión de que el recurrente ni fué 
privado de su propiedad sin sentencia, ni menoscabado en 
mi derecho de defensa. 

É 

C«Mi lio explican la- piezas siguientes: 



NTKXt'ÍA mi )VKZ DE 1/ IXSTANYIA 

Buenot Aires, Afiito U do 1B13. 

V victos: 

I'ara resolver la nnüdad interpuela por el ejecutado en su 
escrita de f$. 4, \ 
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Considerando: 

Que e! ejecutado funda la nulidad interpuesta en el hecho 
de que se han omitido en el presente juicio los tramito pe el 
código de procedimiento señala jwra las ejecuciones, ordenán- 
dose la venta de la propiedad hipotecada sin habérsele oído en 
la correspondiente citación de remate y sin haberse dictado la 
sentencia del caso, circunstancias que lo han privado de aponer 
sti defensa ; que si bien tal argumentación es exacta según re- 
sulta de autos, no es menos cierto que la escritura hipotecaria 
de fs. 5 establece en su cláusula 4." que el deudor don Manuel 
Correa Morales faculta al acreedor para el taso de que !a obli- 
gación tuviera que ejecutarse judicia mente por falta de pago, 
a pedir la venta deí inmueble por el martillen» que designe, pre 
via publicación de aviso por quince días sobre la base que fije \ 
con citación del deudor, para lo cual renuncia é&te a todos U,* 
trámites del juicio ejecutivo. 

Que esas condiciones se han cumplido en el presente juicio, 
como resulta de! mandamiento de fs. [ 3 , diligenciarlo en el do- 
micilio expresamente instituido al efecto y de los diarios de fo- 
jas 17 a 20. asi como del auto de fs. 15, que fijó como base para 
la venta el importe del crédito recláma lo i»r el ejecutante 

Que la renuncia de Jos trámites del juicio ejecutivo es per 
feciamente válida, de acuerdo con lo dispuesto en el articulo it) 
fiel o'.dígo civil, ya que el!o sólo importa renunciar los derechos 
conferidos por la ley en el interés exclusivo de las parles. de>dc 
que seria pueril pretender que esos trámites afecten !a moral n 
el orden público: que la escritura de fs. 5 es un instrumento pú 
blico crn-i^ constancias hacen plena fe mientras no sea argüido 
de falso (artículo 993. código civil}, cosa que no sucede en el 
ca>o de autos, y por lo tanto, los firmantes del mismo, mayore* 
de edad, hábiles jwra contratar, ddicn sujetarse a sus término 
como a la ley misma, en cumplimiento de la disj>osición termi- 
nante del artículo i u¡j del código civil. 

Que, resultando de autos, como queda dicho, que las clau- 
sulas de esas escrituras se han cumpMdo en todo su vigor, la ven- 
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til decretada a fc. 15 v Jk-vínJa a calió, según consta en el escrito 
de fs. 38. es perfectamente va ida. 

gitó, por otra ¡¡¡irte, el ejecutado, en su escrito de fs. 41, 
súlo hace tma defensa teóriea de sus derechos, sin afirmar que 
tenga ni haya tenido en momento alguno defensa legitima y po- 
sitiva que oponer a ]a gestión del ejecutante, y como el juzgado 
lio puede dictar resoluciones ab>lraetas. del* limitarse a pronun- 
ciarse en cada caso sobre los puntos sometidos a su decisión, de 
a cuerdo con lo alegado y probado en cada caso particular. 

Que el ejecutado fun .la su pedido en el hecho de no haber 
tenido conocimiento del presente juicio hasta el momento en que 
*e le notifica la providencia de fs. 38 vuelta. Ksto no es exacto. 
KI mandamiento de fs. 31 ha sitio diligenciado en el domicilio 
constituido por éi expresamente en la escritura de fs. 5, y con 
eKo quedó cumplida la citación convenida en dicho contrato; 
que. además, ta carta de fs. 47, expresamente reconocida, con 
toda espontaneidad, en el escrito de fs. 54, demuestra hasta la 
evidencia que tuvo conuc ¡miento oportuno de la venta decreta- 
da a fs. i$ t de-de que en dicha carta se compromete a limpiar y 
dejar en condiciones de ser visitada la casa de la ca'le Charcas 
de cuya venta se trata, y hace indicaciones respecto de la forma 
en nue conviene más llevar a cabo el remate. 

Tor otra parte, en mérito de lo que resulta del acta de fo- 
jas 65 vuelta, corresponde tener al ejecutado por confeso a te- 
nor del pliego de posiciones de fs. fifi, y así !o resuelve el juzga- 
do, de acuerdo con el apercibimiento decretado. A tenor de ese 
p!ie;o confiesa e: ejecutado toda la intervención que tuvo en sin 
trámites relativos al remate de que hoy se queja. 
,; l'or que no se opuso entonces a tal medida r 
líse era el momento de hacer valer en forma eficiente las 
excepciones que pudiera tener, y que. seg n raí líente rto tiene, a 
estar a los términos del e-crito de fs. 4í, pues allí no las oj>onc 
tampoco. 

Que, en consecuencia, toda la ¡irgumei ilación de carácter 
constitucional contenida en el referido e-crito de ís. 41, carece 



234 



FAU.05 CE LA cnkU ÍVVftm a 



de liase real dc-de que queda demostrado que tuvo conocimiento 
legal y materia! tic la inicfccinn de e.te juicio y de la venta or- 
denada, y pu lo, er:n la misma razón que presenta ese escrito, 
oponerse en tiempo a la venta de que <o|o reclama feptiés de 
efectuada con su cooperación personai 

Por estos funde-mcntíüs y reproduciendo en !o jwrtinenlc 
, lo del escrito de fs. 48. no ha lugar a la milida.i deducida por 
don Manuel Correa UmU en sti escrito de f¿ 41. .r>n costar 
(articulo 24, ley 4128), a ntyo efecto se rehilan los homrario, 
«leí doctor Rivera Ocanlos en quinientos peso* moneda nacional. 
y ha derechos pro ru ratón* ¿ de liergaria. en ciento cincuenta d.r 
igual moneda. 

1 no habiendo sido obáervadü dentro del termino legal ; >l- 
aprueba, en cuanto hubiere lugar por derecho, el remate de que 
dan cuenta tos martilieros G. liarho>a y Cia. a fk a<i c<Hij;6 
la cuenta ríe gastos fH>r ellos presentada; interponiendo el \m 
gaclo la autoridad que inviste para mi mayor validez. — Notifi- 
que el empleado Young. repónganle la. fojas autorice el secre- 
tario doctnr Kawscm. 



. I it> citano Gigcna. 



Ante mí: Adolfo kawson. 



si:sti:m i.\ i>r: i,v cámara m AíKiÁctós 

Buno« Aires, Icpilcmbrc 29 de WJ. 

Y vistor : 

l'or sus fundamento*, -c confirma, con co?,ta-. el auto ais- 
lado de fs. 70 vuelta. Devué'van^e. rejj -tugante :os sellos. 

Be M Torre. — IJ'tUinws. — . Irana. 
Ante mi: Fernando Ktaftctnbacli. 
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Blc 01 Alrtt, Diciembre £fl *f 

Vi.stos: 

l'íira resolver sqére la queja presentada a*ite e-ta Corte. por 
haberse denegad» al recurrente la apelación que interpu» > a fo- 
ja* 104; 

V considerando ; 

¡Que en el expresado escrito Je apelación, se invocó la ¿r* 
cnriítancia de cjne el apelante habla alegado oportunamente i 
jas 41 ) Ja nulidad del procedí mié ito observado, a virtud de 1 
hér-ele privado de su propiedad sin previa sehténsia, y de *ü 
tenía en juicio, violándose asi, las leyes procedes re «pee ti 
y las garantías que a esto* fines consagran los artículos \y y 18 
de la Constitución Nacional. 

tjue siendo contrario a esa defensa lo resuelto en último 
grado por la cámara a guo, atenta la C9[»ecialidad del procedi- 
miento convenido y observado, c! recurro extraordinario inter- 
piesto puede considerarse comprendido en 'as dis]K>sicionc* le* 
gales que se han invocado ¡jara fundar su procedencia, ( Articu- 
lo 14, inciso 3/'» ley 48, y (>." de la ley 4055. 

One, prescindiendo de otras consideraciones corres] Kin de 
t. ncr presente que, en el caso, la sentenna de fs. 70 vuelta, cu- 
yo* fundamentos reproduce la apelada de fs. 100, ha dejado cla- 
ramente establecido, romo puntos de hecho, que la naturaleza 
fící pre-ente recurro 110 permite rever, (pie el deudor tuvo cono- 
to ; miento oportuno del procedimiento incoado para la venta de' 
bien hipotecado, en los términos de antemano convenidos, y que 
1! intervino en la r^FacKin misma de la venta. \hw actos prepa- 
ratorio* que, cuando menos, significan una tácita conformidad 
nui el trámite objetado 1 10 «te nórmente, lo cual lontrihuye a ro- 
bustecer la insut>si>tencia det fundamento alegado. 
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Que el mismo juez de la causa, toma ntlo en C6n$#ra0ón 
les fundamentos del escrito tic fe. 41, declara que, si en realidad 
e: deudur hubiere presenta!!» las defensas a míe alude hipotéti 
camente en esc escrito, ¿1 las habría estudiado v resuelto ¿mi 
correspondía, lo cual demuestra que su derecho de defería en 
ta instancia estuvo /raucamente expedito y no fué en modo ai 
y uno privado de él el recurrente. 

Que conviniendo estos fundamentóos ;1 tuia v tl[ra violación 
constitucional alegada, delie desestimarse el recurso en tal con- 
cepto interpuesto. 

Por ello, oído e! señor procurador general, se eotl firma la 
sentencia apelada e:i la parte que ha poditfo ser materia riel re- 
curso. — Xotif ¡míese, rejxintfise el papel, y. con transcripción 
de !a préseme, devuélvanse los autos enviados |)or vía ríe in- 
forme, 

A. Bermejo. — Xicaxok G. del 
Solar. — M. p. Dar.wt. — 

i), k, r,M.\cio, ~_ 1, López 
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Don Antonio Jermihno pUffifr en uuh>s con D. Arturo %u?rOfl. 
sofrre expropiación. litMúmté por incompetencia. Recurso 
de hecho. 

Sumario: 1,' Desconocido c! fuero federal, ¡mo.-ado. procetí* 
para ante la Corte Suprema el recurso extraordinario auto- 
rizado |>or el articulo 14, ley 48. J.as conclusiones de hecho 



.... 
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a que !lc-a una s^^cía, referenUs al domicilio de laj par 
te-. son ajotas a este reñirlo. 

2. " Con arregló al articulo 1 1 de la lev .le jurisclíc-ír,n > 
conipeteñda dé i»»^ la vecindad sitpone la residencia con 
animo de iK-nnanccer en las condiciones que él expresa, y 
es el hecho tle "hal'arse establecido de mod<i que aparcan 
el ánimo de permanecer" ; por |p que no l>a>ta "ser propie- 
taria de un bien raía en ima provincia para sér vecino lie 
ella a los efectos del fuero". 

(aso: Lo explican la-* ^Huiente* pieza,; 



SEÑTEXClA nKL }VÉÉ ¥VAh:km. 

I.« Plata. Abril U d« 1913 

V visti is : 

!>t"- aillos sépinos |*>r don Jerónimo Ant.-nio Ptij^o con- 
tra d. ti A rían j Ki-uer. a. por reivinúicaeh"m, ¡ara resolver la 
exeei^Ón de íncotnpéterfeia tle jurisdicción opuesta por el de- 
manda la 

Considerando : 

glie al iniciar 'a denia-tda el actor manifestó que ocurría a! 
fuero federal en razón de !a di -tinta vecindad de las partes, ex- 
tremo qt¡í acreditó con la información de ís. ts vuelta v n. 

Qlíe la excepción se funda en la inexactitud de ta! hecho, 
declarando eí demandado que. si bien posee un establecimiento 
tíe campo en él Uaradero de ésta provincia, sólo va alli durante 
el VérajtO. de modo que su residencia es puramente accidental, 
teniendo *it domici'io permanente en la capital federa', donde 
reside con su familia desde «hace mucho tiempo; y qu C allí mis- 
mo remide id actor, de modo que no corresponde a! fuero red -ral 
donde lia sido demandado. 
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Que, contestando esta excepción, el actor afirma que ci de- 
mandado tiene su domicilio en su establecimiento del llarack-m 
donde pasa Ta mayor parte deí año, pues está a cargo de la ad- 
ministración de aquél; y aunque asi no fuera, con arrezo al ar- 
ticulo ii de ía ley de jurisdicción y competencia de los tribuna- 
les federales, se reputa vecindad, a los efectos del fneru, el te- 
ner en la .provincia propiedades raices. 

Que está probado e:i autos, |*>r conformidad de ambas par 
tes que el domicilio del actor e^tá en la capital federal. 

Que la prueba del exeepcionantc demuestra que en e! domi- 
cilio de la cale Tncumán irt?;, capital federal, vive liace má. 
de veinte años, y es el que tiene acreditado en los estableció! ien- 
tos baíitarios en donde ojwra. los que no tienen noticia de otro; 
Aparte de eso, al tiempo de la demanda allí vivía el demandan 
como se encarga de demostrarlo el mismo actor a! denunciar ese 
mismo domicilia para que le sea a!l¡ notificada. K¡ actor afirnta 
que obró asi, poique tuvo conocimiento de que el demanda lo se 
había trasladado a esc domicilio accidentalmente a! tiempo dé 
la notificación; pero las constancias de autos demuestran que 
mi residencia nu tenia tal carácter de transitorio, >ino que o'.e 
decía a la circunstancia de ser ese el domicilio habitúa: del de> 
mandado. 

Que. si bien el artícuo n de la ley de jurisdicción v com- 
petencia de los tribunales íederaíes establece que la vecindad 
en una provincia se adquirirá a los efectos de! fuero, entre oír. * 
medios, por tener en ella propiedades raices, e i ningún modo 
puede U:mar.e tal prescripción en el sentido de que só'o en ta! 
forma o en las otrns que el mismo articulo señala, ha de poder 
e-tah'ecersc vecindad : como tampoco puede pretenderle que la 
persona que terina bienes raices en una provincia, rc^denc-t 
co muña en otra por más de dos años, o establecimiento indus- 
tria: o casa de comercio en otra distinta, etc., se ha de con -i< le- 
ra r que tiene su domicilio en todas ellas a la vez, sino en aquella 
«me aparezca tener el ánimo de permanecer, siendo los distintos 
modo* previstos por 'a ley algunos de los que ella califica romo 
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I rucíxi de esa intención de permanecer. En el caso ocurrente, c' 
jugado considera plenamente probado que !a situación del de- 
mandado es ía de innumerables vecinos de la capital federal, ¡¡¿fe 
poseen establecimientos ganaderos y agrícolas en bs provincias, 
y Io> atienden desde sus domicilios, visitándolos con mayor o 
menor frecuencia, sin ánimo de abandonar su permanente de la 
capital federa!. 

Ppr tanto, considerando probados los extremos invocados 
por el excejieionanie, y no surtiendo cu esta causa el fuero fe- 
deral en raaón de la distinta vecindad de la? partes, declárase 
incompetente el infrascripto, con costas a caryo del actor— Xoti- 
ííquesc y repónganse las fojas. 

Antonio Marccnaro. 



VXUim DE CAMARA l'KOKR.M. ])!■ AI'HI.Ai'IOMKS 

La Pl*U, Afeito 13 de mi. 

Y vi>tos: 

Pqr shh fundamento*, so confirma, con costas, el auto ape 
lado de fs, ?ú, y devuélvanse para su cumplimiento y reposición 
de fojas ante el juez a qm. 

Man Amo íistafada. — H. Cuido Ka:d- 
iic. — L M. Camas. 



DICTA M KN Mi sr. l'ROCfRADOK ÜKXERAt 

fititnoi Alrtt, CKIabrt 27 de KW3 

Suprema Corte: 

Él recurso extraordinario traído ante V. E. es procede ne. 
en virtud de lo di-piustu por el artivido 14, incido r.e a ley 
numero 
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Se ha cuestionado en et pleito la inteligencia de una ley nn- 
elonali — la de jurisdicción y contenerá de los tribunales íe* 
dera.es, — cuya aplicación se pretendía por el recurrente, ha- 
biendo sido !a decisión, denegatoria del fuero invocado. (Toriio 
92. póg. T67; tomo 94, pág. 93 >, 

Por tanto, pido a V. E. se sirva declarar tna' denegado c' 
recurro interpuesto. 

Resulta de autos que él demandante ha atenido !;« m * 
petoncia de la justicia federal, fundándose en la distinta ved » 
dad de las partes y alegando la existencia de s„ ü^ÍcÍíÍo en esta 
capital y la del demandado en la provincia de tóüehos Vires 1 lía- 
radero) f en razón de jíoscer éste, allí im establecimiento de cam- 
po, a cuyo efecto se ampara en lo pre>eripto p., r el artículo n 
de la ley 48. 

Considero <|ue la propiedad de (bienes rai. es no ba$ta en si 
misma para acreditar la realidad dd domicilio, y sí s.VIo cónMi- 
tuve tina «le las formas externas que pudieran denunciar su pre- 
sencia, 

E! domicilio requiere dos elementos : material el uno, y el 
otro intencional, o sea, respetiva mente, la residencia en un' lu- 
gar determinado ( continua de dos ano*, establece el citado ar- 
ticulo ir de la ley 48) y el ánimo de permanecer en ese lugar, 
sin voluntad de cambiarlo por otro. 

El hecho aducido por el actor no es suficiente para jiístlfí- 
car la distinta vecindad de las partes pues no puede prevakver 
en manera alguna, el Jugar donde simplemente el demandado po- 
see bienes inmuebles, aunque sea aecileiitainentc frecuentado 
por él, sobre el asiento principal .le mi familia y sus necios; 
circunstancias y elementos que llenan ¡os extrunos del titula VI. 
libro I del código civil, y cuya exigencia se ba prohado > L -r eri 
esta capital. 

Siendo indudable, entonces r|itc e] deimn lado no >e bal a 
avennadoen la provincia de Unenos Aires v fio estando, cu con- 
secuencia, acreditada la distinta vecindad «le las parte* es |¡ c fto 
decorar la ma^H-tcncia de la jurisdicción federa! para ente-, 
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der en el litigio trabado, por no encuadrar el caso en el articulo 
2.", inciso 2." de la ley 48. 

Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva confirmar la senten- 
cia apc'ada. 

Julio Botet, 



Salud dé la corte sl-pxkma 

Buenos Aírei, Diciembre 20 de 1913 

Autos y vistos : 

MI recurso de queja i>or apelación denegada ¡nteqmesto por 
don Antonio J. ]'upjK>, de sentencia pronunciada por la cámara 
federal de La Plata en el juicio que sigue contra don Arturo I ; ¡- 
gueroa, sobre reivindicación, incidente de incoinjictcncia. 

Y considerando; 

Que» desconocido el privilegio del fuero federal que la par- 
te actora ha pretendido fundar en la inteligencia del articulo 11 
de la ley de jurisdicción y competencia de 1863, procede para 
ante esta Corte e! recurso extraordinario previsto en el inciso 3/ 
articulo 14 de la ley número 48, y artículo 6> de la ley 4055, por 
lo que se declara mal denegado el interpuesto en esta causa.' 

Y considerando ; 

En cuanto al fondo por ser innecesaria mavor substancia- 
ción, atento lo manifestado a fojas 99 de los autos principales, 
que el fuero federal invocado por ct actor se ha fundado cu la 
distinta vecindad de las partes señalando la del actor en esta ca- 
pital y la del demandado en el partido del Paradero, provincia 
de Buenos Aires. 

Que, opuesta la excepción de incompetencia basada por el 
demandado en ser vecino de esta capital lo mismo que e] actor, 
este ha sostenido que aún en el supuesto de que el señor Figue- 
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roa tuviera su dominio real en la capital federal siempre seria 
competente la justicia nacional con arreglo al artículo ji de la 
ley de jurisdicción y competencia, por tener propiedades en el 
partido del Baradero, entre ellas el inmueble que reivindica en 
este juicio (fojs 26 de los autos principales). 

Que la sentencia apelada, por su referencia a la del señor 
juez federal, hace constar que la prueba del excepcionante de- 
muestra que en el domicilio de la calle Tucumán 1727, capital 
federal, vive hace más de veinte años y es el que tiene acreditado 
en los establecimientos bancarios; que al tiempo de la demanda 
allí vivía el demandado y que las constancias de autos demues- 
tran que su residencia no tenia carácter transitorio, sino que 
obedecia a la circunstancia de ser ese et domicilio habitual del 
demandado. 

Que esas conclusiones de hecho son ajenas al recurso ex- 
traordinario interpuesto, conforme a lo reiteradamente resuelto 
por esta Corte. ( Fallos, tomo 48. pág. 480; tomo 97, pág. 403. 
y otros). 

Que, según el articulo ir de la ley de jurisdicción y compe- 
tencia de 1S63 que se invoca por el actor, la vecindad en una 
provincia se adquirirá, para los efectos del fuero, por la residen- 
cia continua de dos años, o por tener en ella propiedades raíces, 
o un establecimiento de industria o de comercio, o por hallarse 
establecido de modo que aparezca el ánimo de permanecer. 

Que, con arreglo a esc precepto legal, la vecindad suj)one 
la residencia con ánimo de permanecer, en las condiciones que 
expresa, enumerando las circunstancias que inducen a determi- 
narlo. 

Que la vecindad es, pues, el hecho de "hallarse estahlecido 
de modo que aparezca el ánimo de permanecer", lo que puede 
inferirse, según ese articulo, de que la residencia se haya pro- 
longado por dos años o que esté* acompañada de la tenencia de 
propiedades raíces o de la de un establecimiento de industria 
o de comercio. 

Que no hasta, pues, como se ha sostenido, ser propietario 
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de un bien raíz en una provincia |»ara ser vecino de ella, porque 
la vecindad en un lugar supone la residencia en el mismo y no 
puede admitirse que una persona pueda ser vecino de varías pro- 
vincias, a la vez, por residir en una, tener en otra bienes raíces 
y en una tercera algún establecimiento de industria o de comer- 
cio, (Fallos, tomo 7, pág. 101). 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se confirma la sentencia apelada en 
la parte que ha sido materia del recurso. — Xotifiquese con el 
original y repuesto el papel, archívese, devolviéndose los autos 
principales con u*stimonio de esta resolución. 

A. HKHMIÍJO. — XlCANOR G. DEL 

Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. LófEZ 

Ca HAN ILLAS. 



CAUSA CCLXXXIX 



Provincia de Buenos Aires contra doña Aurelia f. de Lcvalte, 
por reivindicación; incidente Spfalfc cumplimiento de sen- 
tencia. 

Sumario t Con arreglo a la jurisprudencia establecida, es la parte 
dispositiva de una sentencia lo que constituye el fallo y no 
sus considerandos. 



** 4 rALWi DI LA C01TÍ «UFtEHA 

Caso : A fin de fiar curtimiento a la sentencia gpe se registra 
en el totno 113. página 204 tle los fallos, se intimó a ¡os ven- 
cidos que presentaran la correspondiente It^ui dación de tes 
frutos La señora Aurelia F; de Levallc manifestó que por 
su parte no tenía liquidación alguna míe presentar en razón 
de que la referida sentencia no hizo lugar a la reivindica- 
ción de la porción de campo <jue cía ]*>seia. La provincia 
de Unenos Aires contestó que era inexacto que a[ fallo hu- 
biera desestimado la acción rcivindicaturia instaurada en ¡O 
que a esa evtensión de campo se refiere, según se despren- 
día del considerando _|." del mismo, p,,r lo que pidió que a^t 
se declarara ; como tamluY-n que dicha señora de Levalle de- 
bía los frutos de esa fracción de campo desde el 1." de Sep- 
tiembre de t$Ü$, 



F.U.I,o ni? L \ COK1K Mt'l'KKM a 

Bueno* Aires. Ditkmbre 23 de ro¡3. 

Vistos: 

El incidente promovido a fojas rijj y ¡fjQj 

Y considerando: 

Que jKir la parte dispositiva de la sentencia de íojas 145, 
"se condena a los demandado, a 'a entrega de las fraccione* <Je 
tierra a que se refiere el considerando quinto. om -11^ frutos, 
desde el primero de Septiembre de mi! novecientos cinco, pre- 
vio pago de las mejoras aludidas en el último considerando, cu- 
yo valor será determinado por peritos". 

Que en ese considerando quinto se consiguió lo siguiente: 
Que la superficie sin título vendida al doctor Ferrari, es la de! 
triángulo G H 1 del plano de fojas 84 ffojas- 63 y vitela, 46. & 
y 86) ; la vendida en iguales condiciones a doña Carolina Sfítrcó 
de Arana, tiene la ubicación que se manifiesta a fojas 66, v la 
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adjudicada a doña Aurelia LcvaUe de Gallo, es la señalada con 
las letras \ \ O, n, h, k, x, z. q, del mismo p'ano de fi*jas 84, con 
una íuperíicie de dos mi! trescientas veinticnatro hectáreas vein* 
te árMs p5|as 1 y 14 del expediente Hítenos Aire., provincia 
cintra Aurelia I.. 'le Oalíp). 

Qtte, cun arreglo a la jurisprudencia establecida, es la parte 
dispositiva de una sentencia, la qjtte eoñstituye el falto, v no sus 
considerandos. 1 Fallos, tomo 28, pájj, 129», 

Que gi ni ra e-a dgdsión no se ha interpue>t<> j^r la parte 
adora recurrí de aclaratoria, revi-ión u otro, 

fjue tampoco pmle comprenderse en la reivindicación, co- 
iim se pretende a ís. las trescientas cuarenta hectáreas men- 
cionada.- en el considerando cuarto de ¡a sentencia de fojas 145, 
desde (pe el actor ha maniíe-ladi. en -u demanda, míe en esa 
superficie estaban comprendidas Jas fracciones transferidas a 
!■ errar i. señora de (.tallo y señor I*, varillo Huertas. 

l'or illo, no se lince lugar a lo pedido por el actor a ís. 196. 
feepóílgásc el pape!. 

A. I:i:rmí-:_ío. — Xiíwxok C, mt, 
Sui..\k. — M. V. Dahact. — 

I). E. 1'AI.VIIO. 
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Munmpalíáaií <í«? .'</ «gfflfra W l'erroctirril del Oeste, 

por cobro de pesos: sobre procedencia de! recurso extraordimrio 

Sumario: F.¡ recurso extraordinario previsto en e! artículo 14 
de la ley 4H exige para su procedencia, entre otros rerpiisi 



fallos ns la corre suprema 

tos, el de que la resolución apelada *a definitiva, v no tie- 
ne este carácter la sentencia de trance y remate. 
Casa: Resulta del siguiente: 



fallo luí la cuhtk suprema 



Beunoi Aires. Diciembre ¡3 de 1913. 

Y victos: 

Kn la apelación concedida a fojas 125 vuelta, contra !a s«i- 
tenaa de trance y remate de la segunda cámara civil de la ca- 
pital, en los autos seguidos por la municipalidad de esta ciudad 
contra el Ferrocarril de! Oeste, por cobro de pesos; 

Y considerando: 

One el recurso expresado es el extraordinario previsto eti 
el amulo 14, inciso j," de la ley 4 S, que exige para su proceden- 
c.a ( entre otros requisitos alli enumerados, el de (pie la resolu- 
ción apelada sea definitiva. 

Que, según las disposiciones del código de procedimientos 
<KHa capia, que reglan el juicio ejecutivo, incorporados al pro- 
cedimiento federal, conforme a lo dispuesto en la ley 3081 la 
msmi* de remate no concluye definitivamente el juicio, pue<. 
deja a salvo a las partes su dereclio para promover el ordinario. 
(Articulo 500). 

<>e. en ta! concepto, esta Corte ha declarado con redi- 
ción, que „na sentencia semejante no tiene el carácter de defini- 
tivo a bs fines del recurso extraordinario previsto en dicho ar- 
t.ctr.o r 4 de la ley 4 8 ; siendo, por lo tanto, improcedente el 
tra.do ante ella en los presentes autos ejecutivos. Palios; lomo 
97. paíí- 5' í tomo 100, pág. 253, y otros). 

Por ello, asi se declara; y en" consecuencia, previa notifica 
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cíón, devuélvanse al tribunal de SU procedencia, ante el cual, se 
rejHjndrán los sellos. 

A. Bermejo. — Xicaxoi G. del 
Solar. — M. P. Daract, — 
1). K. Palacio. — L. López 

Ca HAN" ILLAS. 



CAUSA CCXU 



Daña Cariota Musiera de Machado contra ta sucesión de dan 
Juan Remar do Vt arras fe^ sobre utilidad de un laudo, L'otn- 
petencia. 

Sumario: j." La acción de nulidad de un laudo no es indepen- 
diente del arbitraje y de los rccursns de nulidad y apelación 
contra a.juél. 

2" Hs incompetente la justicia nacional ]>ara conocer de 
la acción de nulidad deducida contra un laudo pronunciado 
l*>r arbitros nombradas de común acuerdo de partes en una 
causa tle reivindicación extraña a] fuero federal ratione ma- 
teria* y radicada ante !os tribunales ordinarios. 

y No puede considerarse fenecido a los términos del ar- 
tículo )4 de W ley número 48. un juicio arbitra! aún | ten- 
diente de !a ru-i .hictón de los recursos de nulidad v apela- 
ción interpuestos contra el laudo por una de las partes y el 
de apelación por la otra. 



Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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FALLOS DE LA COSTE SUPREMA 



Rotirio, Octubre 18 de 1«12. 

Vistas las excepciones de incompetencia y litis pendencia 
opuestas por la parte de la sucesión de don Juan Cenia rdo Ytu- 
rraspe, en calidad de articulo de previo y especial pronuncia- 
miento^ la demanda promovida por la señora Carlota Muriera 
de Machado contra la sucesión nombrada, sobre declaratoria de 
nulidad de un laudo arbitral ; lo expuesto por los interesados y 
demás constancias de autos. 

Y considerando : 

- 

1. " Que la acción deducida por la parte actora tiene jwr ob- 
jeto que el tribunal declare ta nulidad del laudo dictado por los 
señores arbitros nombrados de común acuerdo entre las parte* 
por escritura compromisoria otorgada en <3a fecha que se ex- 
presa el documento de ís. 52, y cuya constitución y otorgamien- 
to se verificó ante el juez de la 4.a nominación de los tribunales 
de la provincia, según constancia de autos. 

2. " Que bajo este concepto, esta acción de nulidad debe con- 
siderarse como una incidencia o consecuencia necesaria de lo 
que ha sido material del juicio principal, vale decir, de las actua- 
ciones y decisiones praclicadas par los señores arbitros en el 
juicio sobre mejor derecho a !os terrenos que respectivamente 
las partes alegaban íes pertenecían.. 

$í* Que es regla de procedimientos, umversalmente admi- 
tida, que el juez que entiende en lo principal es el competente pa- 
ra entender en sus accesorios e incidentes ; de donde resulta que. 
considerada la excepción de incompetencia opue-ta por la parte 
demandada bajo esta -faz, ella resuelta proy dente, corretón* 
diendo, por consiguiente, entender y decidir en la acción dedu- 
cida, no a la justicia Mera!, cuya jurisdicción se lia decüna.lo. 
sino ame la justicia de la provincia, creada y aceptada por lo- 
interesados. 

4-* Que a esto puede agregarse, que la validez de los actos 
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de la justicia provincial, no pueden ser reveidos por los tribu- 
nales fedérale^ sino cu los casos del artículo 14 de la ky nacio- 
nal sobre jurisdicción y competencia de éstos de fecha 14 de 
Septiembre de 1S63. 

5. " Que por otra parte, el acuerdo celebrado entre las partes 
sometiendo a arbitros todas las cuestiones relativas a los in- 
muebles cuya propiedad discuten, es perfectamente lícito y ad- 
mitido ]K,r la ley, toda vez que, renunciado el fuero federal, 
declinaban la misma por razón del fuero jwrsonal y no por ser 
de índole forzosa, vale decir, por surgir de la naturaleza de los 
asuntos discutidos, o, en otros término,., ratioue materia. 

6. ° Que siendo esto así y teniendo por objeto, como se ha 
dicho, la presente demanda, dejar sin efecto la decisión de un 
compromiso arbitral constituido legalmente, y atenta, ademas 
la circunstancia de 011c, lo que es materia de la presente acción! 
io es actualmente de recursos de apelación y nulidad ( véase fo- 
132 y 123 y siguientes), puede arfirmar.se con nerfecta seguridad 
une existe la litis pendencia, y bajo e>te concepto, resultaría 
iguü'uiente incompetente la justicia federal. Hay litis pendencia 
de acuerdo con la jurisprudencia sentada por la" Suprema Corte 
Isaciotial, sí el demandante se ha presentado con anterioridad 
ante la justicia local y resulta que en ambos juicios hay caso de 
identidad de partes, de cosa y <le objeto o petición. Tomo 90, 
página 179. 

7. " Y finalmente: Que es conforme con la jurisprudencia, 
que en ca>o de existir litis pendencia entre los jueces igualmente 
competentes, el conocimiento de la incidencia corresponde a 
aquel que, por orden de prioridad, ha prevenido en la misma. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de fojas 
24 y 165, definitivamente juzgado, fallo: haciendo lugar a las 
excepciones opuestas por la parte demandada y en consecuencia, 
declárase incompetente este tribunal para entender en la causa; 
con costas ile acuerdo con lo dispuesto en el articulo 24 de ta lev 
.\V4i-¿S 

Insértese, hágase saber y repóngase. 

Eugenio P necio y lienza. 
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Rolarlo, Diciembre 17 de l(H2. 

Vistos y considerando: 

Que tratándose de un caso de jurisdieciói prorrogare y 
haciéndose optado por la jurisdicción provincial, la justicia fe- 
deral es incompetente para entender en él, de acuerdo a lo ,Ji¿- 
puesto por el artículo 14 de la ley X." 48. 

Por esto, lo dictaminado por el señor Fiscal de la Cámara, 
y los fundamentos concordantes de la resolución apelada de 
fojas 17 [ a 173. se la co:iíirma en cuanto declara la incompeten- 
cia de la justicia federa!, con costas,— Insértese, notifique^- v 
devuélvale, debiendo ante e" inferior reponerse el sellado. 

J. P. fatua. — Nicolás Vera Bar 
r*vj, — José de! Baño. 
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Bueno* Airei, Diciembre 23 de VJ\2. 

Vistos y considerando: 

Que el recurso de fojas 203 no ha sido interpuesto fuera dte 
Wrmmo como lo expresa el señor Procurador General, pues 
si es exacto que fué deducido el 26 de Diciembre ( fojas 303 
vuelta K el apelante no habia sido notificado el 18 sino el 19 "le" 
nuMiio. según consta a fojas 201 vuelta. 

Que para sostener la procedencia del fuero federal funda- 
do en !a distinta vecindad de las partes y desconocer la prórroga 
de esa J«ri dicción, que >irve de base a ta sentencia denegatoria 
de ese mero, se alega que lo que se lia entablado es la acción de 
nulidad del laudo arbitral pronunciado en t ° de mavo de ior2, 
con motivo de! compromiso Cebrado en la ciudad del Rosario 
de Santa Pe n 21 «L- Septiembre, de ir>u. 

Que esa acción no puede decirse independiente del arbitra 
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je referido y de los recursos de nulidad y apelación contra ese 
laudo, que se reconoce no han sido aún resueltos, porque Ja de- 
ci5,cm que se dictara sobre la primera en una jurisdicción, po- 
dna hallarse en contradicción con la que recayere en otra res- 
pecto de !os últimos. 

Que ese arbitraje, constituido a petición de los apoderados 
de ambos compromitentes f fojas 63 vuelta y 64), con interven- 
ción de la justicia local de la provincia, como consta en el discer- 
nimiento del cargo conferido a los arbitros v de tercero en 
causas de reivindicación extrañas a! fuero federal ratione mate- 
W® pendientes ante los tribunales locales, con excepción de 
aquellas en que uno de los litigantes habia sido citado de evic- 
ción, quedó radicado ante esos tribunales locales, a mérito de lo 
dispuesto en el articulo 12 inciso 4/ y articulo 14 de la ley de 
jurisdicción y competencia de 1863, 

Oue nu puede considerarse fenecido a los términos del ar- 
tículo 14 citado, un juicio arbitral aún pendiente de la re^olu- 
c:on de los recursos de nulidad y ablación que contra el laudo 
han sido interpuestos por una de la* partes y el de ablación por 
la otra. 

Por estos Jim lamentos, oído el señor Procurador General, 
se confirma la sentencia de fojas 192 que declara la improce- 
dencia del filero federal. 

Xotifiqnese con el original y devuélvase, debiendo reponer- 
se los sellos ante el superior. 



A. Bermejo. — M. R Daract.— 
D. E. Palacio. — I,. López 

Ca RANILLAS, 
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Don Martin hujoycn contra ta frrwincia tic Sun Luís, sóbte 

escrituración. 

Sumónos -. Declarado en rclietdía al demandad*^- jwstííicádos so 
(kíentemente los extremos tle ia demanda con re-pccto a 
Jos hechos a inte cKa se refiere, corresponde proveer (le con- 
íormidad a lo pedido en la mj|ina> 

Gijíí: ResttUa tic! siguiente ; 



]■' VLLO HE I.A CORTE SUPREMA 

Butnr.j Aiiei, Dtckmlui ¿7 Je U¡i3. 
V vUos estos autos de fo que resulta: 

One el Doctor Cario* Mayer eij refffesentaeión del Coronel 
Martin Irigoycn deduce (jenianda contra el Gobierno de b Pro- 
pínela de San Luis, pidiendo se le condene a otorgar !a escritu- 
ra publica del contrato de o»npra-ve;Ua a que >e refiere el íio'eto 
que acompaña y q lie original corre a i>. o, bajo pena de resol- 
verse ta obligación contraída, en el pago de pérdidas e intereses, 
con arreglo a lo dUpntMo en \o< ; t rí>. 11K5 y 1 iKj* del Código 
Civil, que invoca en -11 favor. 

Se exj>one en ta doman ta, que et (V bienio de San kuís es 
dueño de! Mane., rlenoniinatlo "Itamo San J«ui»" ( y a esté titu- 
ló liquida su activo en '.a forma establecida p>r las leyes de l" 
dc Xovicmore de ip» 1 y 9 de Diciembre de i.>a|. 
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Que tra>pasadas al gobierno las propiedades raíces tfel 
1 Janeo, éstas se han ido vendiendo en remate público, y de una 
de ellas, situada en el Partido dei '■{ligante", departamento *'Ge- 
neral líclgrano', compuesta <Ie cinco mil trescientas noventa y 
nueve hectáreas, sesenta y ocho eentiárcas, fué comprador el 
demandante, por el precio de cinco pesos con cincuenta centavos 
la hectaráea, en las condiciones establecidas en el acto del rema- 
te, el que, segítn resulta del lx>leto mencionado, tuvo lugar en 
esta ciudad con fecha 15 de Septiembre de 1900. 

(Jue, a pesar del tiempo transcurrido y de haberse pagado 
la suma de mil euatrixnentos ochenta y cuatro pc>os con noventa 
y un centavos a cuenta del precio, además del importe de la co- 
milón del rematador, y de estar aprovado dicho remate por la 
Comisión liquidadora de: J Janeo, no se ha conseguido el cumpli- 
miento de las obligaciones contraídas, por parte del gobierno 
lo que pone a) ador en el caso de exigirlo judicialmente, ejerci- 
ta mío a! efecto el derecho que le acuerda las disposiciones lega- 
Ies ya mencionadas, 

One acreditada la jurisdicción originaria de esta CY>rln, cu 
niénto de ¿1 información producida (fs. 14 vta. y 17 vta.), / co- 
rrido traslado de la demanda jK>r el auto de fs. 19, que fué hecho 
saber por oficio al señor gobernador y procurador fiscal, como 
consta de las diligencias de R 21 y 22, se dió por contentada en 
su rebeldía, abriéndose la causa a prueba [>or el término de vein- 
te días comunes y prorrogare-, \h>t resolución de Marzo 16 de 
1012, corriente a fs. 25 vta., 1.» qué fué hecho saber también al 
¡señor gol>enind< t r, según consta de las diligencias respectivas 
de ís.31 vta. y 32 practicadas pe >r el señor juez de sección de 
at piel la provincia, a quien se encomendaron. 

Vencido el término de prueba y agregadas las qué expresa 
el certificado de fs. 4% y el alegato presentado por la parte ac- 
tora, se llamaron los autos para definitiva, por la resolución 
de fojas 52. 
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Y considerando ; 

Que de los informes pedidos al gobierno de la provincia 
demandada sobre los puntos contenidos en el escrito de fojas 27, 
resulta acreditado que Ja comisión liquidadora del Banco de 
San Luis, en su sesión de fecha Julio u de 1905, encomendó a 
los señores- Gregorio A. Solía y compañía para que vendiesen en 
Buenos Aires en subasta pública un campo |iertenecientc al 
Tíanco, situado en el Partido dé Gigante. Departamento líelgra 
no de esta provincia, constando de una superficie de cinco mii 
trescientas noventa y nueve hectáreas, sesenta y ocho centiáreas, 
siendo comprador de dicho inmueble don Martín Irigoyen, como 
resulta asi mismo, que este remate fué aprobado por la' Comisión 
liquidadora en sesión del 20 de Octubre del mismo año 1905. 
como se expresa en la nota del Presidente de dicho Banco di- 
rigida a! comprador, corriente a fs. 42, cuya autenticidad ha sido 
reconocida. Oficio del señor juez federal de tojas 43 y diligencia 
de fojas 44 a 46. 

Que conforme a lo establecido por derecho, declarado en 
rebeldía al demandado, el actor debe obtener lo que pidiere 
siendo jitíto, como lo dispone el art. 185 de la ley nacional de 
procedimientos (fallo, tomo 10, pág. $15), y habiéndose justifi- 
cado suficientemente los extremos de Ja demanda con respecto 
a los hechos a que ella se refiere, cuya existencia, por otra parte, 
no ha sklo contradicha nt desconocida en forma alguna por ta 
demandada como pudo hacerlo, si para ello hubiera tenido al- 
guna excepción o derecho para hacer valer en el juicio, corres- 
ponde proveer a lo que en ella se pide. 

Que a este respecto, debe, además, tenerse presente que las 
convenciones hechas en los contratos son una regla a la cual de- 
ben ajustarse fas partes como a la ley misma, y que las obligacio- 
nes resultantes de un boleto como el de fojas 6. deben cumplirse, 
de conformidad con lo determinado por el código civil en sus 
arti culos 1185 y 1187, como se ha declarado en casos análogos. 
' Fallos, tomos 70, pág. 396 y 78, pág. 254. 

Tor estos fundamentos, se condena al gobierno de la pro 
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viticia de San Luís, a otorgar la escritura pública del contrato 
de compra-mita de! inmueble a que se refiere el boleto de fojas 
6, lo cjuc deberá verificar dentro del término de treinta días, ba* 
jo pena de resolverse e c ta obligación en el pago de pérdidas é 
intereíes; con costas. Notiííquese original y repóngase las fojas. 

. A. Bermejo, — Nicanor G. del 
Solar, — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. LÓPEZ 
Ca dan illas. 
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Compañia Muelles y Depósitos del Puerto de "La Plata 1 
en autos con Luis Oíanlo, sobre pago de mejoras. 
Recurso extraordinario 

Sumario': i* Tratándose del recurso extraordinario autorizado 
por el articulo 14, ley 48. no procede el de nulidad. 

2." Los defectos u omisiones de las formas prescriptas 
por las leyes procesales para las sentencias definitivas, no 
autorizan el recurso extraordinario. No hay falta de ciU 
de la ley en que se basa una decisión, y por lo tanto, viola- 
ción constitucional que pueda fundar este recurso, cuando 
la resolución recurrida, al referirse a los fundamentos del 
fallo de primera instancia que reproduce y confirma, ha in- 
vocado también los preceptos legales que en este expresa- 
mente se mencionaban como base de la sentencia. 

Caso: Resulta del siguiente: 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Butilo* Altes, Dicitmb» 37 de 1913. 

Autos y vistos: 

Los de recurso de queja por apelación denegada, interpues- 
ta por la "Compañía de Muelles y Depósitos del Puerto de La 
Plata", en los autos contra ella promovidos por don Luis ( Jlanio, 
sobre pagos de mejoras. 

Y considerando: 

Que tratándole de un recurso extraordinario como e! inter- 
puesto a fojas 78 de los autos principales enviados por vía de in- 
forme, el de nulidad con que lia sido acompañado, es improce- 
dente para ante esta Corte, por no ser de los autorizados por e! 
amado 6* de la ley 4055, ni de los comprendidos en la lev 48. 
según lo reiteradamente resucito por ella : Faüos, tomos toj pág. 
43 ; 10S, pág. 59; i 16 pág. 20, 30 y 339, 

Y considerando en cuanto a] de apelación : 
Que el agravio que se ha invocado al interponer este re- 
curso, se hace consistir en defectos u omisiones de las formas 
prescriptas por las leyes procesales para las sentencias definiti- 
vas lo cual no autoriza el recurso extraordinario para ante esta 
Corte, sancionado en las disposiciones legales citadas en el con- 
siderando anterior, y hace improcedente dicha apelación, 

Q$i «Ha l w seria igualmente en cuanto se insinúa la falta 
de cita de Ja ley que funda la decisión recurrida desde r¡ue tal 
omisión resulta inexacta, en virtud de que la resolución de fojas 
77, al referirse a los fundamentos del fallo de primera infan- 
cia que reproduce, y confirma, -ha invocado también los pre- 
ceptos legales que en éste expresamente se mencionaban como 
base de la sentencia, de suerte que tampoco existe violación 
constitucional alguna. 

Por ello, y de acuerdo con !o resuelto con fecha 8 de NV 
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viemhre del corriente año en el recurso de !a misma empresa en 
autos con don José Frizza, declárase bien denegados los recur- 
sos interpuestos y en consecuencia, previa notificación, archívese 
repon ¡endose el papel. Devuélvanse Jos autos principales con 

transcripción de la presente, (i) 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Üabact. — 
D. E. Palacio. — L,. López 
Caií anillas. 



CAUSA CCXI.IV 

h'isco Xacionai contra la Sociedad Anónima "Cervecería 
.Argentina", sobre cobro de pesos* 

Sumario: i" Tratándose del cobro de impuestos, el titulo de la 
obligación está en las leyes que los crean ; por consiguiente, 
el término para la prescripción liberatoria prevista en e! 
articulo 4020 del código civil, empieza a correr desde las 
fechas de las respectivas leyes. 

2." T^a falla de presentación de balances ordenada admi- 
nistrativamente a los efectos de la liquidación de tos im- 
puestos que se dicen adeudados, no es de las causales lega- 
les de sít^H-nsíón de la prescr ipeión determinadas en el 
articulo 3080 del código civil. 

Casa: Resulta de las piezas siguientes: 



(II IruiI retolucMn rtcayó etr ios recurso» deducidos pot la misn* «oaipaftía en 
autet con Simarle Ouerrlno. Gregorio Desimont, Amonio Sajadi. Citn Antotci:! 
Jote Luuro y Vicente Tttzza. 
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SENTENCIA |,EL Sf. jl'EZ FEDERAL 



Aiffi. Octubre 12 de 191 1 



»ro2,H r : U , eStl,d, ° re5u!ta: A 4 Se pre.cr.ia el 

ZZ t f,OCt ° r E " * RaCC<it * ****** demamla 

contra la sociedad anónima Cervecería Argentina, por cobro de 

cuarenta y ocho mil novecientos nóvenla y tres pesos con diez 
centavos oro sellado, más Jos intereses y costas del juicio, qne 
la demandada adeuda al fisco en concepto de impuestos Ínter- 
nos establecidos ñor los artículos 5 y 7 de las leves 2774 y rftf- 
que estos artículos establecieron el impuesto deí 7 por ciento so-' 
bre las uühdades y dividendos de las piedades anónimas y de 
capital humado cuya dirección y capital inscripto no estuvieran 
radiados en el país. <J„ e entendiendo la administración de im- 
puestos internos, que la Cervecería Argentina y la l)c<titerh 
I- raneo Argentina se hallaban comprendidas en esas disposicio- 
nes, les ordeno en 1892 se pusieran en condiciones de lev Ouc 
ambas reclamaron argumentando no ser de las que la ley iffii 
ciona y que el señor ministro de hacienda resolvió en m de <er>- 
tiembre de 180a, en un so!o decreto, que se hallaban comprendi- 
das en las disposiciones referidas y por cuya resolución ambas 
soledades e n un #** escrito, pidieron reconsideración, a lo 
que no se hizo lugar en 29 de noviembre de 18^2. í hte lk ,. nii ., 
de esta resolución la Destilería Franco Argentina presentó un 
balance que no fué aceptado y al exigirle lo luciera en forma 
se negó mientras no recibiera orden judicial, por lo que el fiscal 
doctor ¡Justillo en febrero de .893 inició un juicio que falló el 
doctor Lalane de acuerdo con la petición fiscal, el que apelado, 

J fe! ' MamÓ a " tOS Cl 20 * j" ni * de l8 93 y recién el 
3 de abril de 1902 pasó el asunto a la Excma cámara la que falló 

e S de septiembre de 1902. revocando el fallo del inferior y d e : 

brando que la administración tenia facultades legales para con- 

trolar y hacer completar los balances, sin necesidad de recurrir 
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a la vía judicial y ordenando pasaran los autos a impuestos in- 
ternos a los efectos correspondientes. 

Vuelto el expediente, el administrador ordenó el 22 de di- 
ciembre de 1902, a las dos sociedades la presentación de los ba- 
tanees, lo que se notificó a la Cervecería Argentina el 2 de enero 
de 1903 sin protestas ni salvedades de ninguna especie. El i.° de 
¡unió se informa al administrador que no se habían presentado 
los balances, por cuyo motivo éste les lija un plaza de diez días 
pura cumplir la orden, resolución que se notifica a la Cervecería 
Argentina el 16 de junio y a la destilería el 22 del mismo, y por 
cuyo plazo el abogado de las compañías pidió una prórroga que 
le fué concedida. 

Presentados los balances se estableció la liquidación, la que 
arroja la cantidad demandada y jK>r la cual inició juicio de apre- 
mio ante el juzgado del doctor Doncel, en el cual la demandada 
opuso la excepción de prescripción, ta que prosperó, pues el doc- 
tor Doncel revocó el auto de apremio, pero sin condenar en cos- 
tas a su mandante, todo lo cual consta en el expediente "Fisco 
Xacional v. Cervecería Argentina" el que solícita se agregue 
como prueba. 

Oue el derecho a iniciar esta acción se lo acuerda el art. 320 
del código de procedimientos en lo federal, (juc demostrará que 
la demanda se halla comprendida en las disposiciones citadas y 
obligada a pagar el importe de la liquidación de la boleta de 
fs, 249 del expediente citado y que la prescripción no se ha 
operado de acuerdo con los arts. 311 de) código de procedímien 
tos en lo federal y 4051 y 4023 del código civil. 

Corrido traslado a fs. 8, lo evacúa Pedro L. Risso por la de- 
mandada, oponiendo la excepción de prescripción ya aceptada, la 
que funda en los arts. 3985, 4051 y 4057 del código civil, y para 
probarla, invoca las sentencias del expediente administrativo ci- 
tado en !a demanda, de las que resulta que el fisco ha permane- 
cido en la inacción por más de 18 y 17 anos por lo que respecta a 
los impuestos que pretende cobrar. Que se trata del cobro del 
impuesto a que se refiere la demanda para las sociedades cuya 
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dirección y capital inscripto no estuvje.an radicados en el país 
por cuyo mot.vo el representante de la .sociedad recia,»-", e' ,K 
de maya de iSyj, coutra la resolución de la administración de 
impuestos miemos de rjUe la sociedad se inscribiera, como socie- 
dad extranjera, a los efectos del pago de ese impuesto, por cuan- 
to se trataba de una sociedad que tenia todo su capital radicado 
en el paiSj DO obstante, resolvió el ministro de haeienda el 19 de 
septiembre de ■«->., qne tanto la Cervecería Agutina como ía 
ÜCJÜlerla Franco Afemina eran de acudías como de capital 
radicado en el extranjero, y que debían inscribirse a tus efecto, 
del m> del impuesto. Que los ger*iit*s de ambas soledades ni- 
dieron reconsideración, y el ¡$ de noviembre de 18)2 el ministro 
de nacundá continuó la resolución del 19 de septiembre. 

Que esta nueva resolución de 29 de noviembre de 1892 no se 
hi?o sat*r en forma alguna a! gerente de la cervecería Argenli- 
na, y desde esa fecha no se hizo gestión administrativa o judicial 
contra la Cervecería Argentina basta el 16 de junio de \ W en 
que se noftftcó al gerente señor Watcau una resolución de la 
admm.straeinn general de impuestos internos por | a , JWC 5e lc 
R*W» la presentación de los balances, notificación que m pue- 
de considerarse inierruptiva de !a prescripción. f|UC sotó se inte- 
rnunpe por demanda, y rx, r |o cual han tf^nscurHdo tS v 17 años 
rcq^ctnauH-nte, por lo que respecta a los impuestos de igoi ¡ 
1K92, sin que el fisco baya iniciado demanda contri la sociedad 
<¡ue representa, habiendo operado la prescripción liberatoria „ 
úicbo phm, y aun cuándo se diera el efecto de interrumpir la 
prescripc^n a la r^tíficación hecha ,«>r urden de la administra- 
cu,, a! gerente señor Wathau el ,ó de jünio tíe 190$ potó* eu 
al cas© habrían trascurrido ,uás de dic* años y medio desde 
la resolución de 20 de noviembre ríe i%2 basta la citada nutiíi- 
eación de 16 de junio de i</a 

Qtic en cuanto a la es^ició,, de antecedentes do la deman 
da. advierte que en dicha exposición se involucran hechos rc;i - 
:vos a la Destderta Franco Argentina, afinnando que jamás se 
Ha hecho gestan a igu : ,a judicial ni extrajudiciat contra la socie- 
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liad que representa de-de el 29 de noviembre de hasta el 16 
de jimio ilc m/ij según las constancias del expediente admints- 
trativo. Qeu no es exacto que la (Cervecería fuera notificada e'. 
¿ de enero de tycy de una orden de la dirección de impuestos in- 
te rtios par;i balances, pues esa notificación se hí?o a un simple 
empleado, debiendo hacer constar que aun cuando fuera valida 
habrían transcurrido mas de diez año-; entre las resoluciones de 
¿t) de noviembre de |S ¡2 y dicha it 'li fieación. 

Qiit la circun-tancia de haber el h-trado de la .-o.-iedad. SO- 
licitado prórroga del término fijada para la presentación de lus 
balances, no modifica ni perjudica en manera alguna el derecho 
de la sociedad. 

Que, además, la vniedad que representa no está obligada a 
pagar el impuesto :i «me se refieren los art*. 5 y 7 tle las leyes 
-77 ¡ y 2856 porque ella tiene radie. ¡do en el pais l:t t> talidad del 
capital, Owe esas diqiosiciones gravan a las sociedades extran- 
jera- que tiene -n capital \ dirección fuera de! país. (Jue de 
acuerda con el art. J^S del código de e« «tercio. *u mandante era 
una suciedad nacional y por lauto no puede gravársele con un 
impuesto de que c-4akin exentas las demás v eíedades anónimas 
nacionales, pues ello sería inconstitucional \iar oponerse a la 
igualdad como ha ¡e do !os impuestos y cargas públicas. 

(Jtie. ademá-. ía liquidación adolece de errore porque con- 
sidera miSi lad- - a los efectos del pago del impuesto la- destina- 
das al pago de la remuneración á los aimiinistradores y gerentes, 
(a destinada a amortización de edificio y maquinarias y las impu- 
tadas como interés al capital durante el tiempo que la fábrica no 
funcionó. Qíie el interés que se cobra es improcedente nor cuan 
; ti<i hafo¡endo*c herbó la liqui laeión ne1 impuesto, no ha podido 
exi-lir mora, I *f >r todo lo £Xpue>tn piite »e rechace la demanda y 
SC impongan las costas al actor. 

Y considerando; 

I.— n»e habiendo el demandado opuesto T a prescripción li- 
beratoria como dctVi-a, e! jugado di be & nsideraría prCv jamen- 
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te pues a, procedencia tendría el efecto de eximir ,1 jugado del 
e-tud» .l t las demás defensas aducidas, toda ve, ,„, la iu'tó 
federal no puede hacer declaración,, abstractas, J„ e f ic c a ™ 
el caso concrelo sometido a mi decisión. 

II.-Q.te la prescripción liberatoria se opera po r el <ó!o si- 

L%?rT" sc P recis<! ¿otilólo "i buena te, 
ar . 40 5 l t. C.) y que .a prescripción de las acciones persóna- 
te lleven o no mtere.-es. comicn*. a correr desde la fecha uc, ti- 
m o de la oblación fart 3990 código civil) pudiendo interrom- 
I» m 1= Pre.cnpc.4n u „,camen.e por demanda contra el deudor 
aunc,ue ella sea mtsrpucsta ante juez incompetente, bastando a 

mwno j fallo de la Suprema Corte, tomo, to,. p á ¥ . ,«) 
WW8..S0 herid en la escritura pubiiea | ar. 40," CC ' „ Z 
elwconoanitento expreso o tácito que haga el deudor del d re- 
cta de aquel contra quien prescribía fart. 4023 C. O, necesitán- 
dose para e-te recnocinneuto poder especial^ acuerdólo "el 
muso 3 de. art. 1915 del C. Civil. 

PHB9*?£ «í tttMOfr lile tratándose del cobro de im- 
puestos estableces ,.. r ¡as kyc> ^ , j8?( , d , encro . ™ 
ypn bre 20 .le! ano para los aflo.s lSlJ , y rgg», , a • . 
u.n a e.t.pe.a, o a correr desde estas últimas fechas que son la's 
leí mulo. le la obbptoon cxigiblca! dendor, no siendo legalmen- 
te admtstb e que el tiempo transcurrido en hacer la Iridación 
del mtpucsto a los efectos del cobro ,K>r la via de apremio inte 
rrumpa la presenpción, la cnal, como queda dicho. „•*> „ e ¡nl ,. 
rrumpe en los casos previstos en los »rts. 4020, 4011 v , on 
ntados, m tampoco que el tiempo transcurrido mientras ¿ faltó 
el jmeto segutdo contra la Destilería Franco Argentina Ima 

m »»» « aquel es para ísta "res ínter olios a<l a \ no siendo 

es a deudora so daría con aquella, y * tenien. „,„„a ££ 

acH,„ jundtea. ha s ,do necesario „„a in.crr^ación judicial con- 
tra ella en s„ carácter de deudora del fisco, por cuvo motivo no 
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es aplicable a! sub ¡tulicc la disposición del art. 4014 de! código 
civil que supone una dificultad o imposibilidad de obrar, ta que 
no ha existido contra la demandada por el hedió de haber estado 
el ex jadíente seguido contra la Destilería Franco Argentina a 
resolución de la Suprema Corte desde c! año 1803 hasta rgoa en 
que la Exema. cámara falló ese juicio, a fa cual pasó de acuerdo 
con la ley 4055, |mrque como queda dicho, no ha habido ningún 
"vitxulum juris" entre amlras sociedades y el cual no ha podido 
crearse por haberse tramitado en un solo expediente los reclamos 
que cada una de ellas hicieran a fs, 3 y 5 del expediente agregado. 

IV*. — Que tampoco puede aceptar-e como un reconocimiento 
la notificación del iñ de junio de 1003 ( fs. 120 del expediente 
agregado) hecha al gerente de la Cervecería Argentina, señor 
Watteau, ]>or el hecho de hal>er-e notificado <i¡i protestas ni sal- 
vedades la resolución de] administrador de impuestos internos 
para que presentara el balance, por cuanto esa no es la oporí uni- 
dad para pmte-tar ni reclamar centra la resolución; y mucho 
menos considerando que al presentar el balance requerido por la 
administración, la demanda expresa que dicha presentación no 
importa en manera alguna reconocer c! derecho de ta administra- 
ción para cobrar esos impuestos y que se reserva expresamente 
et derecho de ojwiner toda.- las excepciones y defensas que co- 
prepondan a la sociedad ( ís. 125 del ex]K:dientc agregado). Co- 
mo tampoco puede considerarse como un reconocimiento la 
prórroga solicitada por el letrado de la >oc¡edad el i.° de julio 
de i'joj, de que instruye el acta de fs. 120 del expediente agrega- 
do, prórroga pedida para presentar el balance requerido por la 
administración de impuestos internos, porque el letrado doctor 
Zapiola no tenia el poder especial requerido para renunciar a 
una prescripción ya adquirida por la sociedad, a la cual patroci- 
naba pero que no representaba (art. 915, inc. 3 del código civil), 
prescripción que habia empezado a correr desde el año 1891, fe- 
cha en la cual fueron exigibles los impuestos, stn que pueda 
considerarse como interruptivas de la prescripción las actuacio- 
nes administrativas en que lia intervenido la Cervecería Argén- 
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tina hasta el 29 de noviembre de 1892, las qw según las disposi- 
ciones legales y jurisprudencia citada, no interrumpen la pres 
cripcion. 



\ --Que habiendo sido opuesta la prescripción en el juicio 
de apremio, a la que se hizo lugar en la semencia de R tm M 
expediente agriado, y habiéndose iniciado este juicio <in má< 
pruebas que las constancias administrativas v judiciales va teni- 
as en cuenta en aquel juicio, debe considerarse que el actor no 

íi \TtL T 7! n -vi* para Iitíí?ar no í,,íitante ]o Jis P"<^ e « 

el art. 320 del código de procedimientos federal. 

Vr-^Que procediendo ta prescripción opuesta por la de- 
mandada, el juzgado no se pronuncia sobre Ja improcedencia dr 
mipucsto, inconstitucionalidad del mismo, errores contenido, en 
la hqmdacK.11. ni improcedencia del interés f >or el motivo indi- 
cado en e! primer considerando. 

Por estos fundamentos y ancor dantes del escrito de í< 1 > 
fallo, declarando operada la prescripción opuesta por la Cene-' 
cena Argentina contra el fisco nacional. ¡K>r haber trascurrido 
mas de los diez años que indica el art. Wh y , |lie ] as eosfcí Sean 
abonadas por el actor. Notifícese cot, el original, repón^nse los 
seLos y oport tina mente archívese. 



E. Claros. 



smrmciA de la emm mii&L tm At-kmciom$ 

Bueno» Ains, Mir 

Vistos y considerando: 

Que en ajjft de Ja defensa de la prescripción liberatoria 
"Pnctr. por la Sccdad demandada "Cervecería Argentina" 
^responde al tribunal estudiarla y resolverla, con preferencia 
a toda otra cuestión, atento m carácter prejudicial. 
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Que surge de autos, que e! títu!o eremitorio que el fisco 
Nacional ejercita en esta litis, previene fiel cobro del impuesto 
del siete por cíenlo sobre las utilidades de las Sociedades Anóni- 
mas, cuya dirección y capital inscripto no estuvieran radicados 
en el país, establecido para el año iSyi, por ley no. 2774, de 26 
de Fuero de 1891 y para 1S92 por ley no. 2856, de 20 de No- 
viembre de 1891. 

Que el punto de arranque para la resolución de la cuestión 
p'antcada, debe serlo, no de la presentación de los balances, en 
los términos que lo pretende el señor Procurador Fiscal de Cá- 
mara en su escrito de fs. 104, sino desde las fechas de las 
leyes citadas, origen del en dito que se reclama, o si se quiere, 
dorfe el ir> de Septiembre de J892, fecha del decreto 
de fs. 1;, autos agregados, por e: cual el Ministerio de Hacien- 
da de la Nación dispone que !a sociedad demandada debia ins- 
cribirle como de capital radicado en el extranjero, a los efectos 
de la Ley de Impuestos Internos vigente, cuya resolución fué 
ratificada y confirmada por decreto de 29 de oviembre del mismo 
año. 

Que desde esas fechas hasta la iniciación de la demanda, 10 
de Febrero de 1910, ha mediado un lapso de tiempo que excede 
en mucho a los diez años que fija el art. 4023 del Código Civil 
para la prescripción de toda acción perdona! por deuda cxigible, 
mayormente que la sociedad demandada, por su escrito de fs. 
12.;, desconoció en forma expresa y categórica el derecho de la 
administración para cobrar los impuestos de que se trata, hacien- 
do a! respecto las reserva* del caso. 

Que no se ha et mproKido causa legal de interrupción de 
esa prescipción, pues los actos administrativos practicados des- 
de el nacimiento de los derechos del fisco no surten tal efecto, 
de*dc que la ley y la jurisprudencia federal tienen consagrado 
que sólo la demanda judicial la interrumpe, art. 3986 mismo 
Código.— Tomo 103, pág. 155 y 109, pág. 403, fallos de la Supre- 
ma Corte Nacional. 

Que en atención a la naturaleza de la excepción, resuelta, 
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equidad y justicia no procede la imposición de costas al vc, 
Por estas consideraciones y m fundamentos. * coníinm 

SC ab0narán en d orde " v las co- 

"Ic^ mita,i ' qiiedand ° " »** 

fcr¡or° tÍíífIl,e5e ' deVUdVa * C " e: íeIlatl ° -te el i„- 

Ovnkl GoytU,. _ J,,^ D R a j gs ^ 
Atujel Ferrara Cortés.-, t -í wts ^ 
titt Crditiarrain^Juan .L Carda 



FALI.U DE LA CORTE SL PKEMA 

Buenoi Altea, Diciembre 29 de lfl(3. 



\ ¡<tos y con-, i dorando: 

pue el recurso ordinario concedido e, procedente áfa 
los termino* del art í " i„ c > 1 i.. 1 C * ,lUnt '^ 

s 

P r «««"l« del Fwco, reconoce a fofos S 6 vía. "qiíe desde la re- 
g!,^ * 3, de ¡UW dé ,8¿, l,a J Jl ,e 
«M». !a orden de: adnanistr**» dé ¡ m pne.<to¡ «er^s " * 
j-res,,,»,.,,,,, de lo, bancos. f„j as ,¿ „„*,; , ^ 
tra hvo) transenrneron mas de die, afios". apresando „« | , 

mm-uT^ v ^ "T"" * hS raUSa,CS ^Vmmm déte* 
Minadas en d art. .,.j8o y concordantes del CSdijro Civil MT 

Z2Z": rrz 11 cim " 15 '™™ * £ 

■sentado lo, reícndos balances, de.de q „c ¡a repartición fiscal 
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tenia las facultades y los medios para compeler, como lo hizo 
después, a las sociedades anónimas deudoras, independientemen- 
te de tixla resolución judicial. 

Que tampoco puede ju.stiticar.se la inacción del acreedor con 
la demora ante los tribunales, de! procedimiento iniciado a fojas 
90 de !os autos administrativos, porque éste, entre otros motivos, 
no fué dirigido contra !a parte demandada, sino contra otra so* 
ciedad anónima que nada te:iia de común con aquélla, siendo en- 
tonces de aplicación lo resuelto por este tribuna] en el fallo de' 
tomo 19, pái,'. 354 y otros. 

Que el titulo de !n obligación estaba en las leyes números 
¿"4 y 2856, como lo expresa la sentencia apelada, y no en los 
balances, ob'ígación exigibk* administrativamente en los térmi- 
nos de las disposiciones pertinentes de dichas leyes, como fué 
judicialmente resuelto, ffs. 113 de tos autos administrativos) 
sin eme por otra parte hubiese impedimento para recurrir a los 
tribunales de justicia si así se estímala procedente, como se hizo 
tratándose de la destilería Franco-Argentina. 

Tor ello, y fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada, se !a confirma, sin especial condenación en costas, atenta 
la naturaleza de la excepción resuella, Xotiíímicse original y 
devuélvase, reponiéndose los sellos ante el inferior. 

A. BERMEJO, — Nicanor 0. w.l 
Solar. — M. I p , Darut. — 
D. E. Palacio, — L. López 
Cara sillas. 
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CAI SA CCXIA 

MnmdMidad & Córdoba contra el tom&mB CmíM 
Hhg, sobre cobro de fcsos. 

Summo: El artículo 8 de la ley m n0 exime n b,« 

tcrrovianaí de la obligación de pagar e! impuesto general 
de alumbrado y limpieza. 

€a&£>< Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUE2 DE 1.* .NSTANCU 2.* NOMINACION EN LO CIVIL 

Córdoba, Noviembre 19 de lula. 

Autos y vistos ; 

La via de apremio deducida por la ^íitjicijialiclad dé Cór- 
* ,ha presentada por el ductor Usardo ^Ovillo Saravia rt Mi- 
tra la Empresa del Ferrocarril Centra! Ar-cntino. po r cubro de 
la suma de un mil trescientos peso* nacionales y sus intereses v 
costas, de lo que re.-ulta : 

Que con íceha 7 de Junio de! corriente año se presentó el 
doctor Novilo Saravia por la representación que ejerce, expo- 
niendo que: La Empresa del l-erroearril Central Argentino re- 
presentada por el doctor BfenÉfe Soteras, es deudora de !a suma 
de un md trescientos pesos nacionales, como lo comprueba con 
las boletas empañad. . Que no habiéndosele hecho el pa-o 
de conu.rniidad a la ley 1S.0. interpone demanda de apremio 
para que. co„ trámites ríe la ley. se ordene e! &go inmediato 
de la Mima cobrada, sus intereses y costas. 

Que aceptada la demanda, se libró, sin mk, tramite, manoa- 
¡menta de ejecución y embargo en bienes de! deudor ha,ta cu- 
bnr la suma adundada, sus ínteres v cortas provisorias orde- 
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liándose igualmente ta citación y emplazamiento del deudor; 
compareciendo la empresa demandada a fs. 8 por intermedio dei 
ductor Emilio Soferas, en su carácter de mandatario de arpié- 
lia. Fijada la audiencia de !cy, las partes presentan sus informes 
expresando el doctor Novillo Saravia; que ratifica en un todo 
la demanda interpuesta, y por las consideraciones que en dicha 
oportunidad hace mérito, pide se condene a la empresa al pago 
de la suma cobrada, con más los intereses desde el día de la de- 
manda, y las costas del juicio; y el doctor Soleras, dice: que 
opone a esta ejecución la excepción de falta de causa a que alude 
ei art. 124 de la ley orgánica de las municipalidades, fundándose 
en el art. 8 de le ley nacional no, 5315 y art. 12 del decreto re- 
glamentario del 30 de Abril de 1908, (¡ue también invoca en apo- 
yo de! derecho de su parte. Que por las rabones legales invo- 
cadas y demás que se reitere a fs. 17, pide que, en definitiva, 
se desestime esta ejecución, con im¡H>>¡ción de cosías a !a muni- 
cipalidad de Córdolja; con lo que quedó concusa la causa, po- 
niéndose a resolución con fecha 22 del corriente mes. 

V considerando: 

1." (Jue la excepción de falta de causa opuc>ta por la em- 
presa demandada no debe prosperar por las siguientes funda- 
mentales razones: a) porque el art. 8 de la ley nacional n." 5315, 
que sirve i>;ira basa mentarla, no es aplicable en manera alguna al 
sub jndicc. Ks verd.nl que jw.r :;i dicha disposición se exonora a 
las empresas ferroviarias del pago de todo impuesto de orden 
nacional, provincial y municipal, mediante la contri bttció;i del 
tres por ciento del producido liquido que obtenga; pero los ser- 
vicios públicos que se cobran por la actora no entran ni pueden 
entrar en el concepto de impuestos a que dicha ley se refiere; 
en primer lugar, por cuanto el alcance que la doctrina y la ju- 
risprudencia constante de los más altos tribunales del jkiís ha 
dado a dieha expresión de impuesto, significan única y exclusi- 
vamente aquellas cargas que pesan sobre los particulares por 
igual, reciban o no el hendido respectivo del F.stado que los 
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impone y no de aquellos como los que se cobran, qué los abona 
tan sólo el particular favorecido como retribución del servicio 
publico que recibe; y en segundo lugar, porque va él juzgado 
tiene resuelto en un caso idéntico que al F. C. C A. le correspon- 
de efectuar el pago de los mencionados servicios retributivos, 
cuyo fallo fue continuado por la Suprema Corte Nacional. 

2.° Que siendo por consiguiente improcedente la excepción 
referida y estando debidamente comprobada la suma que se de- 
manda, según consta a fs. i, procede se lleve adelante la eje- 
cución. 

Por lo expuesto, resuelvo: ordenar se lleve la ejecución 
adelante hasta el completo pago de la .suma adeudada, con sus 
intereses y costas, rehilándose los honorarios del doctor Novi- 
llo Sara vía en !a cantidad de trescientos pesos nacionales. 

Hágase sak-r y repóngase. 



D. de I lita faite. 
Ante mi : Claudio Bnsta»tantc, Secretario 



I .U.U1 DE C0RTK SITUE SI a 

Bmnoi AíttV, Diciembre 2b de IL-13, 

V vistos : 

lx>s venidos en apelación extraordinaria del art. 14. he. 3. 
ley n, 6 4 8 ( contra la amencia del Juez .le l.a Instancia en to 
Civil de la ciudad de Córdoba, dictada en los autos seguidos por 
la Municipalidad de dicha ciudad contra el Ferrocarril Centra. 
Argentino, por cobro de pesos; de Jos cuales 

Resulta : 

Que citado e! Ferrocarril de remate, su representante opuso 
a fs. 18 la excepción de falta de causa, a que, según expresa 
alude el art. 124 de le ley de Municipalidades de la Provincia de 
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Córdoba, fundando dicha defensa, en el art. 8 de la ¡cy naciona' 
53» 5 y art. i 2 del decreto reglamentario de la misma, de 50 de 
Abril de 1908; agregando, que el Ferrocarril Central Argentino 
se había oportunamente acogido a Jos beneficios de esa ley, según 
consta del decreto de 17 de Octubre de [907 y ley 6062, art. 2* 

Que por el expresado art, 8. se impone a la empresa la obli- 
gación de abonar una contribución «mica, igual a! tres por ciento 
de! producido liquido de la explotación de sus lineas, quedando 
exonerada de todo otro impuesto naciona!, provincial o munici- 
pal ; de nmdo que se considera eximido de pagar el impuesto 
municipal que se !e cobra; exención que deduce igualmente, de 
lo dispuesto en el art, ra del decreto ya citado; pidiendo por ello 
y flemas consideraciones, que extensamente expone, que se re- 
chace la ejecución con costa.-: 

Que oída la contestación de la Municipalidad demandante, 
el inferior pronunció la sentencia de fojas 25, desestimando la 
excepción opuesta y mandando llevar adelante la ejecución, 
sentencia contra la cual se interpuso y concedió el recurso ex- 
traordinario de apelación antes recordado. 

Y considerando: 

Que, como se reconoce jxjr la ejecutada a f& 21 vta.. al fun- 
dar su excepción,, "la Suprema Corte de Justicia Nacional, se 
ha pronunciado, sin embargo, en el sentido de que el art. 8 de 
le ley Mitre, no exime a !a empresa de los tributos que originan 
este juicio'*, 

Ouc es exacta la referencia expresada, según resulta de las 
reiteradas decisiones de este tribunal, en que, después de estu- 
diar detenidamente Jos antecedentes legislativos y demás funda- 
mentos aducidos en favor de la tésis sostenida por el ferrocarril, 
para apreciar el verdadero alcance que corresponde dar a la dis- 
posición del art. 8 invocado por ¡a recurrente, I?a resuelto que 
ella no exime a las empresas de Ferrocarriles que la alegaron, 
de Ja obligación de pagar los servicios municipales que compren- 
de la presente litis: Fallos, 1 13; 165; 1 14: 298; 115: 174 y 186 
y 116: 260. 
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Que entre tales resoluciones puede especialmente citarse la 
«Itima, por tratarse también del cobro de los derechos de alum- 
brado y limpíela, hecho por la misma Municipalidad de Córdoba 
contra el propio Ferrocarril Central Argentino, siendo por ello, 
en un todo aplicable al presente caso, to que en aquella oportu- 
nidad se consideró y resolvió. 

Que fijado así por esta Corte, en forma tan clara y precisa 
rl alcance de la exención a que alude el recordado art. 8 de la 
ley 5315» en presencia misma de la resolución administrativa 
que se ha invocado, la cual en ningún caso puede alterar el es- 
píritu de una ley de Honorable Congreso, corresponde mante- 
ner el sentido de esa cláusula legal, como se lo tiene reconocido 
la jurisprudencia antes recordada. 

Por eHo y sus fundamentos, se confirma, con costas, e! fallo 
apelado de fojas 25 vta., en la parte que ha podido ser materia 
del recurso. Notifrquese original, repóngase el papel y devuél- 
vase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas, 



• CAUSA CCXLVI 



Criminal, contra Raymundo Gomes, por homicidio 

Sumario : No causa agravio al procesado una sentencia que lo 
condena a la pena de doce años de presidio y accesorios le- 
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gales, por delito de homicidio simple, sin atenuantes ni 



Cato : Lo explican las piezas siguientes : 



Vlfdna, Ateft» 2B dt HI3. 

Y vistos : 

Estos autos seguidos contra Raymundo Gómez, sin sobre- 
nombre ni apodo, argentino, de 44 años, soltero, jornalero, do- 
miciliado en Limay, por el delito de homicidio y 

Considerando: 

i* Por las declaraciones de los agentes Madeo Gutiérrez, 
fs. i, y Nicodemo Retamales fs. 2 vta., acta de fs. 3 vta. e in- 
forme pericia] de fs. 9, se comprueba plenamente que el 15 de 
Abril de 1910 entre 8 y 9 de la noche falleció el sugeto Lucrecio 
Agüero, a consecuencia de una puñalada que le fuera inferida 
en la región abdominal izquierda. , 

2." De la exposición de dichos agentes, Gutiérrez y Retama- 
les, testimonio de Agapito Duque fs. 4 y Pedro Forti fs, 8, se 
comprueba así mismo que el procesado es el único autor de la 
herida mortal que presentara el occiso, quien así también lo de- 
clara momentos antes de expirar en la comisaria en que fé re- 
cogido, fs. 3 vta. La circunstancia de que cuando los agentes 
expresados llegaron al lugar en que Agüero yacía en tierra, no 
hallaron más que don personas ; una de las cuales se encontraba 
gravemente herida y la otra huía, siendo alcanzado por el agente 
Gutiérrez, que le secuestró un cuchillo ensangrentado que llevaba 
en la mano, constituye una prueba directa y por demás elocuen- 
te de la culpabilidad del acusado. La defensa que éste opone en 
sus indagatorias de fs. 5 vta. y 16, se encuentra desmentida por 
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las pruebas relatadas que corroboran en un todo la imputa* 
ción que ya en sus últimos momentos formulara el herido al ser 
interrogado por el comisario instructor, y consta suficiente 
mente de los testimonios reunidos y ya mencionados, que en el 
Jugar y hora del hedió, no aparecieron otra* personas que 
Agüero y Gutiérrez, ni se produjo ningún tumulto que hiciera 
sospechar en un asalto por un grupo de desconocidos contra 
quienes se defendiera el procesado, como éste lo afirma, y cuya 
excepción, en todo caso, dadas las pruebas acumuladas en su 
contra, le incumbía justificar, art. 318, Código de Procedimien- 
to Criminal. , 

3 • No existiendo mejores elementos de prueba que permi- 
tan determinar con precisión la verdadera intención del acusado, 
el hecho debe ser calificado como homicidio simple, y compren- 
dido en el inciso i* del art. 17 de la ley 4189, sin la concurren- 
cia de agravantes, y si la atenuante 8. del art. 83 del Código 
Penal. „ 

Por estos fundamentos y disposiciones legales concordan* 
tes, fallo: Condenando a Raymundo Gómez, como autor directo 
del delito de homicidio con una atenuante y ninguna agravante, 
a sufrir la pena de doce anos de presidio, accesorias legales y 
costas procesales; hágase saber, y de conformidad con lo dis- 
puesto en clart. 691 del Código de Procedimiento Criminal, ele* 
vese en consulta a la Exorna. Cámara.— Tómese razón. 

F. S, Aguiiar. 

Ante mí : L. U. Sabatier. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACtOÍÍ 

U Piala, Stptlcaib* « 4« MS, 

Y vistos : considerando : 

Que la existencia del delito que lia motivado la formación 
de este proceso, se encuentra plenamente comprobada en el su- 
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mario de prevención instrido por la policía de Liraay, Territorio 
del Rio negro, a que se refieren las diligencias corrientes de fo- 
jas i a 14, 

Constatado de una manera directa el cuerpo del delito, la 
prueba de presunciones es admisible para determinar la culpabi- 
lidad del procesado, y a este fin, examinando las declaraciones 
del cabo de policía Gutiérrez, del agente Retamales y de! testi- 

presunciones graves, pre- 
cisas y concordantes, que, reuniendo las caracteres exigidos por 
os artículos 357 y 35 8 del Código de Procedimientos Crimina, 
les, hacen plena prueba en contra del procesado. 

Está constatado en autos, que el procesado y no otra perso- 
na, anduvo con la victima la nodhe del crimen ; que al lado de 
ella fue hallado cuando concurrió la policía, y que al aproximar 
se esta, huyó, encontrándosele al ser detenido, un cuchillo ensan- 
grentado en su poder. 

El cabo Gutiérrez y el agente Retamales, dicen: que an- 
dando de ronda la noche que ocurrió el delito y en circunstancias 
en que se encontraban como a treinta pasos de distancia de la 
esquina de la casa de comercio de Olanis y Cía., vieron que en 
dicha esquina se hallaban dos personas; que, acto continuo, sin- 
tieron que una de ellas se lamentaba y la vieron dirigirse hacia 
la atada casa de negocio, donde, al llegar a la puerta, cayó al 
suelo. Que notaron también que la otra persona se daba a la 
fuga, siguiéndola entonces el cabo Gutiérrez, quien le dió alcance 
a poca distancia, lo detuvo, y le secuestró un cuchillo como de 
veinte centímetros, manchado en sangre (fs. 1 y 3 vuelta.) 

A fojas 4, el testigo Pedro Forti dice : Que entre las ocho 
y 9 de la noche, vió a los sujetos Agüero y Gómez (víctima y no 
procesado, respectivamente) que salían de la casa de negocio de 
Sególa; que ya en la calle, Gómez se paró, cambió unas pala- 
bras con su compañero y volvió a entrar a ia citada casa de ne- 
gocio. 

Que él (el declarante) continuó su paseo, y cuando regresó 
al cuarto de hora más o menos, vió que un hombre se hallaba en ' 
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el suelo, y que ya había intervenido ta policía. Dice también, 
como los testigos nombrados, que no vió a ninguna otra persona 
por la calle. 

Por lo que hace al ataque de los tres desconocidos, que el 
prevenido refiere en su indagatoria, no aparece justificado en 
modo alguno, y lejos de eso, las diversas constancias del proce- 
so demuestran que no es sino una inverosímil aventura ideada 
por él, en el afán de escurrir su responsabilidad. En efecto, na- 
die ha visto en el lugar del crimen a persona alguna que no fue- 
ra la víctima o el prevenido, nadie ha oído voces, ni ha encon- 
trado huellas o señales que puedan servir de indicios de que 
efectivamente pudiera haber ocurrido el referido asalto. 

Refiere el prevenido que sacó cuchillo para defenderse, 
prro que en ese momento huyeron los asaltantes y que él conti- 
nuó caminando, llevando en la mano el arma, hasta que fué acto 
continuo alcanzado por la policía. 

Quiere decir, entonces, que según su propia declaración, no 
llegó a usar su cuchillo contra los supestos atacantes, pues hu- 
yeron cuando lo sacó y siendo así, ¿de donde procedía la sangre 
que todos notaron en él cuando le fué secuestrado? 

Comprobada la responsabilidad del procesado, en las condi- 
ciones expuestas, el hecho debe ser calificado de homicidio 
simple, sin atenuantes ni agravantes y la pena correspondiente 
sería la del inciso t.* art, 17 de la ley 4189, o sean diez y siete 
años y medio de presidio, pero no habiendo sido apelada por el 
fiscal de la i.a Instancia la sentencia de fojas 31. no es proceden- 
te que el tribuna! la modifique desfavorablemente al reo, sin que 
a ello obste la adhesión del señor Procurador Fiscal de esta Cá- 
mara, la que no puede ser tomada en cuenta, porque como lo 
hace notar la defensa a fs, 43 y resulta del informe de secretaría 
de fs. 44, fué presentada fuera de término. 

Por estos fundamento?, se confirma la sentencia de foja $31, 
con costas. 

Devuélvanse para su cumplimiento. 

Marcelino Escotada, — A. Guido La- 
valle, — Antonio Mancenaro, 
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Bucdoi Aires, DfCtmbrt SO 4* IMS. 

Vistos y considera :ido: 

Que cualquiera que sea la forma adoptada por el comisario 
instructor del sumario, en lo referente a la actuación del sargen* 
to dragoneante, Mateo Gutiérrez y soldado de policía Nicodemo 
Retamales, no es posible desconocer que fueron estos agentes 
de !a autoridad pública los que presenciaron la caída de la vícti- 
ma Lucrecio Agüero, después de oir sus quejidos y lamento*, 
los que lo levantaron de! suelo y vieron que el imputado Gómez 
se reparaba de ella y fugaba, siendo alcanzado a poca distancia 
por dicho Retamales que le secuestró el cuchillo ensangrentado 
que llevalia y con las circunstancias que menciona. 

Que en efecto,, en lo sustancial todo ello está comprobado 
con las declaraciones de Agapito Duque, fojas 4, y Pedro Forti, 
fojas 4 vuelta, y aun con la confesión del procesado Gómez, fo- 
jas 5 vuelta, ratificada a fojas 16, sin otra referencia que la afir- 
mación de éste, que dice que él y Agüero fueron atacados por 
tres desconocidos que fugaron después de cometido el crimen, 
y que no se ha intentado probar y de la que no dan noticia ni re- 
mota ninguno de los testigos nombrados antes, qne tenían pleno 
conocimiento de la situación del lugar respecto a la concurrencia 
posible de otras personas que las ya nombradas en el momento 
de ejecutarse e! hccfio. 

Que aun prescindiendo de las declaraciones tachadas por 
la defensa en esta instancia, no obstante estar ellas confirmadas 
por ¡os demás testigos ya nombrados y otras constancias del 
proceso, la responsabilidad de Gómez está suficientemente com- 
probada con las circunstancias de su fuga confesada, en presen- 
cia de la autoridad, abandonando al amigo caído, el secuestro 
del arma ensangrentada que llevaba, cuando él mismo dice que 
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ta sacó para defenderse en momento en que los supuestos ata- 
cantes emprendieron la retirada. 

Que no se ha acreditado en autos requisito alguno especial 
que agrave o atenúe la responsabilidad del procesado por et he- 
dió cometido, y en atención a que la sentencia no ha sido apelada 
por el Ministerio Fiscal, debe decirse, según lo reiteradamente 
establecido, que día no causa agravio al procesado, por lo que, 
y en atención a sus fundamentos, se la continua, con costas. 

Xotifíquese original y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
C a h.\ villas. 



CAL'SA CCX1A II 



Don Zacarías Cañóle y otros, contra la provincia de Mendosa, 
sobre inconstitucionalidad de la ley orgánica 
de municipalidades. 

Sumario: i¿* Los perjudicados por un acto que se pretende con- 
trario al derecho común o a las garantías constitucionales, 
pueden entablar ia acción competente contra los ejecutores 
de él o contra la provincia en cuyo nombre se haya proce- 
dido, o cuyas leyes se haya tratado de cumplir. 

2* Si bien los tribunales no están llamados a examinar la 
oportunidad y conveniencias de las medidas legislativas o 
;u]ministrat¡v;i» tendientes a proteger la salud pública, es 
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incuestionable que de acuerdo con los arts. 14, 17. 19, 20 y 
28 de la constitución nacional, la doctrina y la jurispruden- 
cia, pueden resolver en circunstancias extraordinarias de 
manifiesto e insalvable conflicto entre aquéllas y la ley fun- 
damenta!, que las mismas no tienen relación con sus fine» 
aparentes y que se han desconocido con ellas, innecesaria e 
injustificadamente, derechos primordiales que el poder ju- 
dicial debe amparar, como ese! goce normal y honesto de la 
propiedad sin perjuicio de tercero, y el ejercicio de profe- 
siones e industrias lícitas, 

3-* Es contraria a la constitución nacional la disposición 
del ínctío 29 del art. 23 de la ley orgánica de municipalida- 
des de la provincia de Mendoza en cuanto ordena la remo- 
ción de los hospitales y sanatorios del centro del municipio 
de la capita T , sin distinción alguna acerca del destino de estos 
últimos o la clase de enfermos que reciban, quedando así, 
comprendidos en ella los que sólo reciben personas que su- 
fren de enfermedades comunes no contagiosas y cuya per- 
manencia en el centro del municipio no puede poner en peli- 
gro su buen estado sanitario. 

4/ Son improcedentes los daños y perjuicios demandados 
contra una provincia, en un caso en que no se trata de reía- , 
ciones de derecho emanadas de la falta de cumplimiento de 
una convención, ni de repetición de valores indebidamente 
apropiados que hayan enriquecido el patrimonio fiscal con 
perjuicio de los actores, *, de una acción posesoria. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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8MCHM Aini/Dicitmbr* BO dt IB1X 

Y vistos : 

Él doctor Oscar Rodríguez Saráchaga, por los doctores Za- 
carías Canale, Pedro Toni. Luis Goldzack y doña Elvira MitHcr. 
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entabla demanda contra la provincia de Mendoza con los do- 
ciimen'os de fs t a 15, exponiendo: 

Que sus mandantes establecieron en la ciudad de Mendoza 
un sanatorio para el cuidado y asistencia de enfermos, en edificio 
arreglado es profeso con todas las condiciones de higiene nece- 
saria. 

Que se han visto sorprendidos con la sanción del art. 23, 
inciso 29 de la ley orgánica de municipalidades de Mendoza, se- 
gún el cual los hospitales o sanatorios particulares, deberán ins- 
talarse fuera del municipio, y los eme actualmente existan, dis- 
pondrán de un término de treinta dias para su traslado, debiendo 
fijarse su ubicación de acuerdo con la dirección de salubridad. 

Que no existe en la ciudad de Mendoza más sanatorio que 
el de sus mandantes,» de suerte que la disposición orgánica muni- 
cipal mencionada, es completamente de excepción y no se aplica 
al hospital San Antonio ni al lazareto municipal, establecidos en 
la misma ciudad sin condiciones higiénicas de ninguna clase, en 
los que se amontonan personas atacadas de enfermedades infec- 
ciosas. 

Que la legislatura de Mendoza al dictar !a ley que consigna 
la resolución que motiva esta demanda, ha ultrapasado las fa- 
cultades que las provincias tienen, porque entre las restricciones 
y limites al dominio establecido por el código civil no existe nin- 
guna que se refiera a sanatorios particulares y se encuentran asi 
violados el art. 67, inciso 1 1 y el art. 108 de la constitución nacio- 
nal, como lo han sido también el art. 14 de la misma constitución, 
que faculta el ejercicio de toda industria lícita; el 19, que esta- 
blece que las acciones de los hombres que no ofendan al orden y 
a la moral están exentas de la autorida de los magistrados y que 
ningún habitante de la nación será obügado a hacer lo que no 
manda la ley ni privado de lo que ella no prohibe ; y el 20 que 
acuerda a los extranjeros todos los derechos del ciudadano para 
ejercer sus profesiones. 

Que la misma constitución nacional consagra el principio de 
h inviolabilidad de la propiedad, y el código civil en su art. 3* 
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estatuye que las leyes disponen para lo futuro, no tienen efecto 
retroactivo ni pueden alterar derechos ya adquiridos. 

Que la ley de Mendoza, en cuestión, viola, además, el princi- 
pio de igualdad de derechos y deberes que consagra el art. ifi 
de la constitución nacional, estableciendo para los sanatorio* 
particulares lo que no establece para los que no son particulares. 

Que según la ley de 3 de octubre de 1891, el departamento 
nacional de higiene es el encargado de proponer al poder ejecu- 
tivo medidas relativas a la higiene y salud pública , y ese depar- 
tamento no ha dicho que el "Sanatorio Mendoza' deba ser clau- 
surado, ni que los sanatorios particulares u oficiales deban estar 
fuera de tos centros urbanos del país. 

Que la diposición mencionada importa en el fondo una ver- 
dadera expropiación, y en todo caso ha debido hacerse el pago e 
indemnización proscriptos en el art 16 de la ley nacional de ex- 
propiaciones, de septiembre 13 de 1 860 y en el art. 25 11, código 
civil. 

Que la orden de traslación del sanatorio implica la limita- 
ción de los derechos reales de sus clientes sobre aquél, haciendo 
viable la acción confesoria que autoriza el código civil en sus ar- 
tículos 2795, 2796, y 2797. 

Que en mérito de los hechos y derechos invocados, pide se 
declare inconstitucional la ley orgánica de municipalidades de la 
provincia de Mendoza en la parte a que se ha referido, y se deje 
sin efecto la orden de traslación del "Sanatorio Mendoza", con 
costos y costas, daños y perjuicios. 

Que el doctor C. A. de la Torre, por la provincia de Meif 
doza. pide el rechazo de la demanda, con costas, daños y perjui- 
cios, alegando : 

Que con arreglo a los términos del poder conferido al doc- 
tor Rodríguez Saráchaga y a lo dispuesto en el art. 1884 del có> 
dijo civil, aquél no ha podido demandar a la provincia de Men- 
doza por daños y perjuicios. 

Que esta demanda no es traída contra la provincia de Men- 
doza por heoho o acto alguno propio de los funcionarios de su 
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dependencia, de que pueda ella ser responsabilizada y por lo? 
cuales esté obligada a contestar en juicio, pues lo es a virtud sólo 
y por efecto exclusivamente de la orden de traslación del sana- 
torio de los demandantes, expedida según lo expresan por la mu- 
nicipalidad de la capital de Mendoza, corporación autónoma e 
independiente, isí en lo administrativo como en lo judicial, según 
lo comprueba el texto mismo de la ley que los actores acom- 
pañan, del gobierno político de Ta provincia, investida ademas tic 
la facultad de llevar a cabo administrativamente y por sí sus re- 
soluciones en lo concerniente a higiene, moraHad y seguridad 
públicas, sin poder *er detenida su acción por recurso ni procedi- 
miento judicial alguno, y cuyo representante, ya en juicio, jn 
fuera de juicio, en sus relaciones oficiales todas, no es otro que 
su respectivo intendente. 

Que la provincia. ]w>r consiguiente, no tiene interés, inter- 
vención ni participación en el caso; no es parte en los autos y 
nada tiene que hacer en ellos. 

Que de la sola sanción de la ley general le municipalidades no 
puede pretenderse hacer derivar una responsabilidad la 
provincia, porque de hechos abstractos no surge responsabilidad 
alguna en juicio. 

Que hay, por otra parte, perfecta concordancia de l* ley en 
cuestión, con las disposiciones de la constitución nacional que se 
invocan en su contra, dado que todos los derechos so* esencial- 
mente restringidos y limitados por la necesidad de su propia 
existencia, y como el mismo art. 14 de la constitución lo dice, to- 
dos se hallan subordinados a las leyes que reglamentan su 
ejercicio. 

Que por consideraciones de orden so*-*4l vinculadas estre- 
chamente con la exigencia de la higiene pública, los hospitales 
particulares o sanatorios no escapan al contralor que en tal ma- 
teria corresponde legítimamente ejercitar a los poderes públicos 
de cada provincia, y se explica asi que respeto de estos estable- 
cimientos, como respecto de otros muchos, las autoridades públi- 
cas pueden dictar las medidas concernientes al radio en que de- 
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ban funcionar. s ,„ que a este respecto baya narfa , ibrado . . 

nar a conveniencia, la utilidad ni la necesidad de JílSte 
J «ta pueden apreciar si entran ellas o no en ta^S 

0»'n a r «> m " nki P ali "»» <l™ b3 dictó. ^ 
yon nada significa <|ne en el código civil no se m,»»™. 
d,spos,c,ones m mtorkea „ «J^™* 22E2 

de la constitución nacional. 805 rt " 17 

Que es asimismo inaplicable el art 270- <f»i ^aa¡ 

habiendo las par.es alegado sobre su mérito a f s ¿, ,,,*!* 
pectrvamente. w y 111 rts 

7- 
* 

Y considerando: 

Que la excepción de falta de personería se refiere a una de 
las pe icmnes formuladas en la demanda, motivo por el c3 £ 
es ÍVtwmMé entrar a examinarla ,„ primer tZL 

dades de la prov.ncia de \tendoa. éstas son ind<*endienieT«. 
el ejerció» de sus car*», y m resoluciones dZ^Tcs/Z 

gne según lo dispuesto en el inciso ao rf^i a « ^, j i , 
citad* "los hospitales^- m*á»¡£§g£^* %g 
larse en los suburbios del municipio y tos 1 ^ actualmente e *' 
tan, dispondrán de un término de treinta dias na» T T ! 5? 
debiendo fijarse »„ ubicación de ac e t con , a nfr^ ^ ' 
ral de salubridad". «eneran con la dirección gene- 
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Que la disposición precedente, en lo que hace a la remoción 
de los hospitales y sanatorios del centro del municipio, no im- 
porta una simple autorización o facultad conferida a las munici- 
palidades, cuyo ejercicio queda librado al criterio de ellas, sino 
ui;a orden cpte debía cumplirse dentro del término fijo y peren- 
torio, cualquiera que sea el juicio de dichas municipalidades 
acerca de las ventajas o inconvenientes de esa medida, y de? 
tiempo y manera de llevarla a cabo, salvo en lo concerniente a 
ta nueva ubicación en los suburbios, punto ajeno a la presente 
litis. 

Que en tal concepto, aun cuando el inspector de sección que 
dio a los actor ^ k orden de f>. 7. cumplida en 17 de marzo de 
lytl, ( fs. G4 y ^5 > fuera un empleado municipal ]>or e! origen 
de su nombramiento o por el carácter ordinario de sus funcio- 
nes, en el caso ha procedido en realidad como subalterno del po- 
der ejecutivo o como empleado de la provincia demandada / r* 
cumplimiento de lo dispuesto por la ley, como queda dícb 
(Arg. fallo tomo 14, i*ág. 169 y tomo 49, pág. 74; Ham v. New 
York, 62 N. Y. 160 y otros ¡ 14 L. R. A. 646, n. ; Cooley Const. 
Limit, pág. 334 y 336, 7." ed.; Me Quillin, Mimicip. Corp. I, pág. 
204. 386 y otros). 

Que los perjudicados por un acto que se pretende contrario 
al derecho común o a las garantías constitucionales, pueden en- 
tablar la acción competente contra los ejecutores de él o contra 
la provincia en cuyo nombre se haya procedido o cuyas leyes * 
haya tratado de cumplir. ( Fallos, tomo 99, pág. 179 y otros). 

Que en cuanto al fondo, las disposiciones del código civil 
son inaplicables al caso, ya en lo concerniente a las restricciones 
al dominio y acciones confesorias, ya en lo relativo a la no re- 
troactividad de las leyes (art. 2611 y su nota : fallos, tomo to, 
pág. 427 y otros). Que lo es también la ley 3 de octubre de 1891, 
orgánica del departamento nacional de higiene pública, porque 
las funciones de éste no se extienden al territorio de las provin- 
cias, fuera de los casos previstos en el art. 4 de dicha ley. 

Que esto no obstante y si bien los tribunales no están llama* 
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dos a examinar la oportunidad y conveniencias de las medida* 
legislativas o administrativas tendientes a proteger la salud pú- 
blica, es incuestionable que de acuerdo con los arts. 14, 17, 19. 
20 y 28 de la constitución nacional, la doctrina y la jurispruden- 
cia, pueden resolver en circunstancias extraordinarias de mani- 
fiesto e insalvable conflicto entre aquéllas y la ley fundamental, 
que las mismas no tienen relación con sus fines aparentes y que 
se han desconocido con ellas, innecesaria e injustificadamente, 
derechos primordiales que el poder judicial debe amparar, como 
es el goce normal y honesto de la propiedad, sin perjuicio de ter- 
cero, y el ejercicio de profesiones e industrias lícitas, porque de 
otra suerte la facultad de reglamentación de las legislaturas y de 
las municipalidades sería ilimitada, y las leyes y ordenanzas lo* 
cales o nacionales sobre la materia podrían hacer ilusorias todas 
las garantías acordadas al habitante del país. (Art. 31 constitu- 
ción nacional. Faltos, tomo 98, pág. 52; tomo nó, pág. nó; tomo 
"7, Pág. 432 i 123 U. S. 06i ; 195, U. S. 221 y otros; Cooley, 
obra cit. pág. 292). 

Que en este orden de ideas, es oportuno recordar que la ley 
1260 creando la municipalidad de la capital de ta República, es- 
tableció en su art. 52: "No se admitirá acción alguna para impe- 
dir el cumplimiento de tas resoluciones que la municipalidad dic- 
te en uso de las atribuciones que esta ley le confiere en las sec- 
ciones de seguridad, higiene y de moralidad públic?. Los parti- 
culares que se consideren damnificados por ellas, deberán ejerci- 
tar su derecho en juicio contencioso administrativo, con apela- 
ción ante el tribunal que la ley de procedimientos designe"; lo 
que vale decir que el derecho particular no está subordinado en 
absoluto al poder reglamentario de la administración. 

Que al establecer el art. 45 mencionado de la ley provincia!, 
que las resoluciones de las municipalidades dentro de la esfera 
de sus facultades no pueden ser revocadas por otra autoridad, 
se ha referido sin duda a las autoridades locales y de ningún mo- 
do a los tribunales nacionales, cuya jurisdicción emana de diver- 
sa fuente (arts. 100 y 101 constitución nacional; Fallos, tomn 
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54* pág- 255 ; tomo 59, pág. 41 1 y otros) ; y esto, en el supuesto 
de que las palabras "dentro de la esfera de sus facultades" hu- 
bieran de tomarse en su mayor amplitud, del punto de vista de 
los enumerados en la propia ley, ron independencia de las cons- 
tituciones nacional y provincial o de otras leyes. 

Que en relación especialmente a hospitales y sanatorios 
particulares, diversas cortes norteamericanas han decidido, apo- 
yándose en conclusiones científicas, que aquéllos no constituyen 
establecimientos dañosos o perjudiciales per se, máxime, cuando 
no se reciben en los mismos personas atacadas de enfermedades 
infecciosas; y que no teniendo tal carácter, la autoridad o los 
particulares no pueden exigir se saquen del centro de las ciuda- 
des, sin perjuicio de las medidas de seguridad e higiene que juz- 
guen oportunas (17 L. R. A. 727; 38. L. R. A. 305 (n. pág. 321 
e) ; 40 L. R. A. 647 (N. S. nota; pudiendo agregarse, que la 
ley número 1260, antes citada, no prohibió en esta capital el fun- 
cionamiento de sanatorios particulares, pues se limitó a conferir 
al cosejo la reglamentación de los establecimientos e industrias 
clasificadas de incómodas e insalubres, con facultad de ordenar 
su remoción "siempre que no fueran cumplidas las condiciones 
que impusiese su ejercicio, o que éste se hiciera incompatible con 
la salud pública". ( Art. 48, inc. 5 ) ; y que en la misma f uncionan, 
sin incluir los sanatorios, varios hospitales particulares, que du- 
rante los últimos veinte años a contar desde 1892, han prestado 
su asistencia a 147.767 personas (Anuario Estadístico de la ciu- 
dad de Buenos Aires 1910-191 1, pág. 193 y sig.) ; observándose 
en la propia publicación oficial que "en la última década 1902- 
191 1, es más decisivo y completo el triunfo de la higiene sobre 
las causas de destrucción que habían imperado en los años ante* 
riores; por cada 10.000 habitantes sólo sucumben 8,0", en vez 
de los 38, 44, 2 y 153 de las décadas anteriores, resultados fa- 
vorables que no deben atribuirse exclusivamente a las grande? 
obras sanitarias construidas después de 1891, sino a "muchas 
obras públicas y privadas de positiva utilidad higiénica (página 
XXVIyXXVH). 
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Que la presencia de sanatorios y hospitales en puntos cen- 
trales de las ciudades es susceptible, sin duda, de acarrear algu- 
na depreciación en el valor de las fincas contiguas y de ocasionar 
molestias superiores a las comunes de la vecindad ; pero en tanto 
«o lleguen las últimas a extremos intolerables por descuidos o 
negligencia de administración, hase conceptuado que los inconve- 
nientes aludidos tienen su compensación en las comodidades que 
para el mejor y más económico servicio sanitario, ofrece la ubi- 
cación en dichos puntos. 

Que en comprobación de k> que precede, es de tenerse pre- 
sente que el departamento nacional de higiene, al proyectar un 
reglamento de sanatorios de la capital, sometido a la aprobación 
del poder ejecutivo, consigna que éstos proceden en su mayoría 
con dignidad profesional y altruismo verdadero; no considera 
necesario alejarlos de la planta urbana y se limita a establecer 
que los locales donde funcionen deben reunir todas las condicio- 
nes de higiene y bienestar que detalla, requeridos para su objete 
y para no perturbar la tranquilidad del vecindario. (Guía Oficia: 
I9 r 3> pág- 287» y sig). 

Que la disposición recordada de la ley de Mendoza no hace 
distinción alguna entre el destino de los sanatorios o la clase de 
enfermos que reciban, quedando así comprendidos en ella lo* que 
solo reciben personas que sufren de enfermedades comunes no 
contagiosas y cuya permanencia en el centro del municipio no 
puede poner en peligro su buen estado sanitario. 

Que en la demanda se afirmó que en el sanatorio de tos ac- 
tores no se han asistido ni se asisten enfermos de enfermedades 
infecciosas ífs. 18 y 19), y no hay en los autos prueba de ¡o 
contrarío, ni se ha intentado producirla. 

Que tampoco resulta comprobado que dicho sanatorio mese 
una mulestia para los vecinos o no estuviera en las condiciones 
de higiene y comodidad debidas, como se dice (fs. 40), refirién 
dos* a manifestado en la misma demanda, pues en ésta sólo . e 
expresó: Hice poco tiempo la dirección de salubridad de en 
provincia (Mendoza), les comunicó a mis mandantes que en pía- 
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zo ele un mes realizaran ciertas mejoras en el sanatorio, para lo 
cual habían tomado las disposiciones necesarias, por más que no 
las consideraban rigurosamente indispensables, y porque son los 
primeros en introducir todo progreso en su establecimiento, pero 
como fuera público y notorio, que con motivo de la discusión de 
la ley orgánica municipal, se trataba de disposiciones relaciona- 
das con los sanatorios, solicitaron la suspensión de la orden de 
realizar esas mejoras, hasta tanto se supiera a ciencia cierta, en 
qué condiciones podía quedar su establecimiento, a fin de no 
hacer gastos inútiles, a lo que se accedió por aquella corpora- 
ción" (fs. 17); de lo que no se infiere que el establecimiento 
funcionara en condiciones antihigiénicas o que se contrariasen en 
él reglamentaciones vigentes, porque de lo contrario no se habría 
acordado la suspensión indefinida de medidas por su naturaleza 
urgentes, y porque no existía ninguna ordenanza respecto de sa- 
natorios de medicina y cirujía (fs. 63 y 66). 

Que no hay asimismo constancia de que ta ciudad de Men- 
doza se encontrara accidentalmente o permanente en situación de 
no poder permitir sanatorios y hospitales privados, sino en los 
suburbios; y lejos de ello, aparece que en el municipio, dentro 
del radio urbano, funcionaban la Asistencia Pública, el hospital 
San Antonio y el lazareto (fs. 51, 53, 75 y 76), y que en estos 
último se han asistido a los atacados de enfermedades infecto- 
contagiosas. (Informe del director general de la provincia da 
Mendoza, fs. 76), siendo malas sus condiciones higiénicas. (De- 
claraciones de los doctores Corbin y Lamacstres, fs. 68 vta. y 73. 

Que en cuanto a los daños y perjuicios, si bien no puede 
desconocerse al doctor Rodríguez Saráctiaga personería para re- 
clamarlos, con arreglo a la doctrina que informa el falto de esta 
Corte del tomo 28, pag. 93, es de observarse que ellos son im- 
procedentes contra la provincia, en el sub judie?, por no tratarse 
de relaciones de derecho emanadas de la falta de cumplimiento 
de una convención, ni de repetición de valores indebidamente 
apropiados que hayan enriquecido el patrimonio fiscal con per- 
juicio de los actores o de una acción posesoria. (Arg, arta. 43, 
1 107 y 11 12, código civil ; fallos, tomo 29, pág. 249 y otros). 
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Por estos fundamentos, se declara que la ley orgánica de 
municipalidades de la provincia de Mendoza, en la parte impug- 
nada, es contraria a la constitución nacional, y que debe dejarse 
sin efecto la remoción del sanatorio de los actores, ubicado en 
la calle Libertad número 1 187 y Espejo, no haciéndose lugar a 
los danos y perjuicios ; con reserva, a este respecto, de los derc 
dios que pudieran tener los primeros contra quien hubiera lugar. 
Las costas se abonarán en el orden causado, por no haber pros- 
perado la demanda en todas sus partes. Molifiqúese con el ori- 
ginal, repóngase el papel y archívese. 

A. Bermkjo. — M. P. Daract.— 
D. E. Palacio. — L. López 
Cahan illas. 



CAUSA CCXLYMl 

- 

Saciedad "Confraternidad Argentina" en autos con la Sociedad 
"filantropía Jryentma". sobre nulidad de estatutos. 
Recurso de hecho. 

Sumario : 1 La aplicación de! articulo o, de la ley 4055 supone 
la existencia de una contienda de competencia. 

2.* En las cuestiones de jurisdicción, para que proceda el 
recurso extraordinario es preciso que haya sido denegado 
el fuero federal. 

Casos Iniciada y radicada la causa arriba expresada ante un 
juez de primera instancia en lo civil de la capital, se produ- 
jo un incidente durante el término de prueba. Elevados los 
autos en apelación, la Cámara declaró la incompetencia de 
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ta justicia civil para conocer de aquélla, por tratarse de un 
asunto de carácter comercial en rarón de ser la actora so- 
ciedad anónima. Esta apeló para ante la Corte Suprema 
fundando su recurso en e! artículo 9 de la ley 4055, siéndole 
denegado. 
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BiifnM Alt* I, Fcbtffo 5 «t 191*. 

Vistos y considerando: 

Que no existe contienda de competencia de las que debe re- 
solver esta Corte con arrezo al artículo 9, de la ley 4055. 

Que el recurso extraordinario previsto en e! artículo 6 de la 
misma ley, sólo es procedente en los casos que determina el ar- 
ticulo 14 de la ley número 48, entre tos que no se encuentra el 
itib judice. 

Que en el juicio que se cita seguido por Martínez contra el 
Ferrocarril del Sud, había-sido desconocido el fuero federal y 
por e'lo procedía el recurso extraordinario nara ante esta Corte 
prevista en el artículo 14 de la lev número 48 (Fallos, tomo 116 

Tor ello, no ha ltig^r a la queja que se deduce y archívese 
previa reposición del (>apel. 

A. Bermejo. — Nicanor C del 
Solar. — M. p. Da r aí t — 
D, E. Palacio. — L,, I ^pez 
Caua villas» 
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Claudio Maríhiec contra Juan Roncaron*, sobre acción negatoria 

Recurso de hecho. 

Sumarios El recurso de revisión a rjue se refieren los articulas 
2." de la ley 4055 y 241 de la ley 50, sólo procede en causas 
de jurisdicción originaria de la Corte Suprema. 

Casos Resulta de! siguiente: 
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Butnoi Aint t Febrero 9 de 1914, 

No siendo el caso de recurso de revisión a que se refieren 
los artículos que se citan, 2° de la ley n.° 4055 y art. 241 de la 
ley de 14 de Septiembre de 1863, por no tratarse de una causa 
correspondiente a la jurisdicción originaria de esta Corte, no lía 
lugar a la queja deducida y archívese, reponiéndose el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 
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Antonio Jerónimo Puppo en autos con Arturo Figueroa, por rei- 
vindicación; sobre competencia. 

Sumario ; i.° El trámite correspondiente a las causas traídas en 
apelación ante ta Corte Suprema, establecido por la ley na- 
cional de Procedimientos de 1863, ha sido modificado por et 
articulo 8 de la ley 4055. 

2. En los recursos de hecho por apelación denegada, la 
Corte Suprema tiene establecido en varios fallos que a fin 
de evitar a los litigantes mayores gastos con alegaciones 
inútiles sobre pinitos de derecho ya debatidos en las instan- 
cias inferiores, procede la apertura del recurso denegado > 
la decisión simultánea del asunto controvertido. 

3-° En el recurso extraordinario, ta Corte Suprema, no 
puede tomar en cosideractón otras disposiciones de la cons- 
titución, tratado o ley federal, que las que fueren invocadas 
en las instancias inferiores y desconocidas en ta sentencia 
de que se recurra. 

Caso: Fallada esta causa por la Cámara Federal de apela- 
ción de La Plata, Puppo interpuso para ante la Corte Suprema, 
el recurso extraordinario autorizado por el artículo 14 de la ley 
48, y habiéndole sido denegado, ocurrió de hecho. La Corte Su- 
prema, teniendo a la vista el expediente, que como mejor infor- 
me te había sido elevado por ta Cámara, declaró mal denegado 
el recurso extraordinario, y simultáneamente, es decir, en el 
mismo fallo, que se registra en ta pág. 236 de este tomo sin dar 
a aquél el trámite establecido por el artículo 8." de la ley 4055, 
decidió sobre el fondo de! asunto, confirmando et auto de la 
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Cámara. El recurrente Puppo, notificado de este fallo de la 
Corte Suprema, presentó escrito, pidiendo la nulidad de! mis- 
mo, fundándose en míe había sido resuelto el caso sin oírsele, 
con violación de las garantías constitucionales y de la ley proce- 
sal, pues no se te había permitido expresar agravios contra el 
amo de la Cámara, como lo disponía expresamente el artículo 
230 m fine de :a ley Nacional de Procedimientos. La Corte Su- 
prema no hizo lugar a la nulidad, pronunciando el siguiente: 



FAU.O DE LA CORTE SUPREMA 

Butnoi Alm, Pibirco 7 de 1914. 

Autos y vistos, considerando: 

Que e! trámite correspondiente a las causas traídas en ape- 
lación ante esta Corte, establecido por la ley nacional de Proce- 
dimientos de 1863, ha sido modificado por el artículo 8 de la ley 
número 4055 (Fallos, tono 1 11, pág. 271.) 

Que con arreglo a la jurisprudencia establecida en recursos 
de hecho por apelación denegada, es admisible la declaración 
sobre apertura fiel recurso denegado y la decisión simultánea 
del asunto controvertido, a fin de evitar a los litigantes mayores 
gastos con alegaciones inútiles sobre puntos de derecho ya deba- 
tirlos en las instancias inferiores. Fallos, tomo 75, pág. 435, to- 
mo 109, pág. 195 ; tomo 1 14, pág. 33). 

Que en la resolución de esta Corte se ha hecho constar la 
manifestación consignada a fojas 99 por el mismo recurrente 
respecto a la exposición de argumentos itevantables en pro de su 
tesis, al desistir del informe m roce que había sido solicitado (2. 
considerando), lo que revelaba que ct debate estaba agotado y 
a nada conduciría repetir en su memorial k> ya alegado, ocasio- 
nando gastos inútiles para el litigante. 

Que aplicando lo dispuesto en el artículo 14 de la ley mime- 



m 
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ro se ha establecido, igualmente, que en e*e recurso extraor- 
dinario no es permitido a esta Corte tomar en consideración 
otras disposiciones de la Constitución, tratado o ley federal, que 
las que f nerón invocadas en las instancias inferiores y deconoci- 
das en la sentencia del superior tribunal, de que se recurre. 

Que no era posible ocuparse, como se pretende, del alcance 
del artículo 2. a de la ley de enroíamu-nto n,* 8139, desde que al 
motivar el recurso extraordinario interpuesto por el actor a fo- 
jas \oz, con arreglo al artículo 15 de la ley número 48, lo fundó 
exclusivamente en la pretensión de t|ue la Cámara Federal ha- 
bia "resuelto la litis en contra del texto expreso del artículo 2. , 
inciso 2. y 1 1 de la ley número 48, de 14 de Septiembre de 1863" 

Por ello y lo dispuesto en el artículo 10 de la ley número 
27, no ha lugar a lo solicitado. Repuesto el pajiel, archívese. 

A. Bermkjo. — Xu-axob G. 
DEL Solar. — M. I\ 17a- 
ract.- — D- E. Palacio.— 
L. hhvv.7. Caivaxill,\s. 



causa cea 

Votpi y compañía en autos con Pedro Sahorcs, sobre rescisión 
de contrato. Recurso de hecho. 

Sumorioi i." Las condiciones que debe revistir la cosa juzgada 
dependen del derecho común y son extrañas al recurso ex- 
traordinario autorizado por el art. 14, ley 48, en cuanto no 
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afectan un título nacional o un derecho fundado en la cons- 
titución, un tratado o una ley federal. 

2." El derecho de pe'icfón consagrado en el art. 14 de la 
constitución no supone el de uue la autoridad acceda nece- 
sariamente a lo que se pide. 

Saso: Lo explican las piezas siguientes: 



OrCTAMKN DEL Sr. PROCURADOR r.ENEKAL 

Bufnoi Aire». Diciembre 6 de 191 J. 

Suprema corte: \ 

El recurso deducido es manifiestamente improcedente, y 
pillo a V, S, así se sirva declararlo. 

El auto de fs, 53 confirmado i»r el de fojas ;8, contra el 
que se deduce este recurso, fué una consecuencia de la resolu- 
ción fie fs. 29 confirmada por la cámara a fs. 37, que fué con- 
sentida por la parte apelante. En consecuencia el recurso no 
procede por referirse a una cuestión ya decidida en definitiva, 
y sobre !a cual existe resolución que ha pasado en autoridad de 
cosa juzgada. Además, la incidencia promovida ha sido substan- 
ciada con arrezo a las disposiciones de las leyes de procedi- 
miento y teniendo en cuenta las constancias de los autos, ío citat 
no es materia de apelación de V. E. La invocación de una cláu- 
sula constitucional que se hace cu e! escrito de fs. 74, no es bas- 
tante para dar lugar al recurso, desde que. además de ser ex- 
temporáneo, no tiene relación con las cuestiones debatidas en el 
expediente. 

Por to expuesto, pido a V. E. se sirva resolver como lo pido 
al principio. 



Julio Botet. 



FALLOS 61 LA CORTE IUPKEHA 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bwaot Alr», Febrera 12 de MU. 

Autos y vistos : 

El recurso de queja interpuesto por Volpi y Cia., contra 
sentencia de la cámara i.a de apelación en lo civil de la capital, 
pronunciada en los autos seguidos con don Pedro Sabores, so- 
bre rescisión de contrato. 

■ 

Y considerando: 

Que Ta resolución apelada de fojas 78, por su referencia a 
los fundamentos de la de fojas 53, se basa en la autoridad de la 
cosa juzgada, 

Que las condiciones que éíta debe revestir dependen del 
derecho común y, con arreglo al articulo [5 de la ley n ° 48, ellas 
son extrañas al recurso extraordinario interpuesto, en cuanto 
no afecten un titulo nacional o un derecho fundado en la cons- 
titución, un tratado o una ley federal. 

Que el derecho de petición consagrado en el art. 14 de la 
Constitución e invocando en el escrito de fojas 76 de los autos 
remitidos por vía de informe, carece de aplicación en el sub 
jtuiiee, pues que, en todo caso, es evidente que ese derecho no 
supone el de que la autoridad acceda necesariamente a lo que se 
pide, 

Por ello, y de conformidad con !o dictaminado por el señor 
Procurador General, se declara improcedente el recurso. Re 
puesto el papel archívese y devuélvanse con testimonio de e<fa 
resolución. 

A. Bermejo. — Xjcaxor G, del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. Lópu 
Caban illas. 
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.Criminal, contra Pedro Llanas, por homicidio. 

Sumario : Xo causa agravio al reo la pena de catorce años de 
presidio, que deberá cumplir en penitenciaria durante su 
minoridad impuesta por el delito de homicidio simple per- 
j»etrado con la atcnunantc prevista en el inciso 6,° de! ar- 
ticulo 83 del Código Pena!. 

Casos Lo explican las piezas siguientes: 

Sg.VTKXCIA JJKL Sr. Jtmjí LETRADO 

SMt« Rom A Toflj, Ablit 4 de 1913. 

Y vistos 

Estos autos seguidos contra Pedro Llano:?, argentino, de 
diez y nueve años, soltero, jornalero, domiciliado en Ñateó, 
procesado por homicidio, y de los <|ue resulta : 

Que el día diez y osito de marzo de 191 I, se produjo en 
Xaicó un incidente, del que resultó herido de dos tiros de revól- 
ver por el acusado Llanos el sujeto Adam Sánchez, quien falle- 
cido en la mañana del día siguiente a consecuencia de las he- 
ridas recibidas. 

Que los hechos pasaron en la siguiente manera, según rela- 
to del agente Cabrera a f s. 2 vta. Que siendo las doce meridiano 
del dia de la rferencta, hallándose en el local del destacamento, 
oyó la detonación de dos tiros de revólver, que en el acto salió 
para averiguar la cansa, cuando vió que venia hacia ¿I, el menor 
Constante Ximez. enviado ]x>r sil padre Segundo Xúñez, a dar 



r aiaos di la corrí sunuc a 



atenta de que el sujeto Pedro Uanos, acababa de disparar su 
arma hiriendo a Adam Sánchez; que en el acto se trasladó al 
lugar del hecho deteniendo al autor, a quien la señora Victoria 
Xúñcz había quitado el revólver, teniendo Llanos solamente 
su cuchillo, que le secuestró el declarante. 

Que a fs. 3 el testigo Segundo Núñez confirma lo expuesto 
por el agente Cabrera, y dice que según cree el motivo de. la 
riña debía ser por un pañuelo de seda que guardaba Sánchez y 
era de Llanos. 

Que a fs. 4, 5 y 6 vta. las declaraciones de los testigos Victo- 
ria Fellay, José Morón y Agustín Pérez cm firman en todo 
las diligencias anteriormente practicadas. 

Que a fs. 7 vta, comparece el prevenido Pedro Llanos, y a 
fs, 8 corre su declaración en la que se confiesa autor de las he- 
ridas que causaron la muerte de Sánchez, y dice que el día 18 de 
marzo pidió a Adam Sánchez tres pesos eme le adeudaba por 
trabajos, dándole éste solamente dos, que más tarde se acordó 
que Sánchez guardaba en un baúl un pañuelo suyo, el íjuc le fué 
solicitado, negándose Sánchez a entregárselo, alegando que an- 
tes debía pagar una cuenta de lavado a su mujer, !o que ocasionó 
un fuerte cambio de palabras, sacando el declarante de su toldo, 
un revólver, pues vió a Sánchez armado de daga, e hizo fuego 
sobre él, pero que no tuvo la intención de matarlo sino de inti- 
midarlo o herirlo. 

Que a fs. 12 corre agregada copia del acta de defunción de 
la victima. 

Que corridos los trámites legales, se produjo a fs. 24 la acu- 
sación fiscal que pide se aplique al reo la pena de diez y siete 
años y medio de presidio, expidiéndose la defensa a fs. , soli- 
citando nuevas pruebas que no pudieron producirse a pesar de 
las diligencias practicadas, con lo que quedó la cansa en estado 
de sentencia, agregando el defensor el escrito de fs, , en que 
solicita que se conceptúe a su patrocinado como simplemente ex- 
cedido en la defensa, presumible según el art. 82 por no hal»erse 
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presentado a ¡a autoridad a dar cuenta del hecho que se vio obli- 
gado a cometer por la fuerza de las circunstancias. 

Y considerando : 

Que el delito de homicidio se encuentra plenamente probado 
cf>n todas las constancias procesales, especialmente con el infor- 
me nu-dico de fs. , y la partida de defunción de la víctima, co- 
rriente a fs. 12, 

Que está asimismo individualizada la persona del autor del 
homicidio, que es el procesado Llanos, cuya profesión reúne los 
requi sitos legales para surtir efecto de prueU. 

Que se trata evidentemente de un homicidio simple, no pu- 
diendo aceptarse, por ser contrarias a derecho, las excusas alega- 
das por el procesado sobre falta de intención. 

Que no concurren los extremos de la legítima defensa que 
se alega; tan es asi que el mismo defensor, no ha fundado ni po- 
dido fundar su petición desde que habló de exceso de defensa. 

Que aun así, tratándose de homicidio simple, el hecho en- 
cuadra en el art. 17, inc. 1, cap. I de la ley 4189, pudiendo com- 
putarse como atenuante el estado de irritación o furor provocado 
por la pendencia o diferencia con la victima. 

I*or estos fundamentos y la disposición legal citada, resuelvo 
imponer a Pelro Líanos, como autor del homicidio de Adcm 
Sánchez, catorce año. de presidio, los accesorios y las costas. 
Hágase saber y elévese en consulta si no fuere apelada. 

Y notando el juzgado que c! defensor del procesado doctor 
1 !&z ha tardado más de seis meses en evacuar el traslado de la 
acusación, a pe reí líasele y llámese la atención del secretario para 
que en !o sucesivo dé cuenta inmediata del vencimiento de los 
términos. 

Domingo Sasso. 

> '. 1 

* •■» 

Ante m: Juan Julián Lastra, 
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PALLO DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

U Pitia, A|o*lo 13 dtiMS. 

Vistos: considerando: 

Que el delito de homicidio y la persona de su autor se hallan 
constatados en autos por el correspondiente informe médico, la 
partida de defunción de fs. 12 y la propia confesión del proce- 
sado de f s. 8 y fs. 

Qpe los testigos examinados no pueden deponer sobre las 
causas que produjeron el suceso sangriento, porque no presen- 
ciaron sus prolegómenos, razón por la cual debe estarse a la con- 
fesión del reo, que reúne los requisitos del art. 316 del código 
de procedimientos y prueba acabadamente el delito (art. 321). 

Que según didia confesión, después de un fuerte cambio de 
palabras, con motivo de la devolución de un pañuelo, el proce- 
sado fué a su casa a guardar un dinero, "tomando su tirador con 
el revólver y saliendo nuevamente, reanudaron la discusión y 
como viera al extinto Sánchez armado de daga, sacó su revólver 
e hizo fuego para evitar que Sánchez lo atacara, hiriéndolo, pri- 
mero en el brazo y luego en el cuerpo". 

El mero hecho de que la víctima estuviera armada de daga, 
no constituye el elemento necesario para calificar el delito como 
homicidio provocado por injurias 11 ofensas ilícitas y graves, 
toda vez que ni en la indagatoria examinada, ni en parte alguna 
" del sumario, consta que el victimario fuera agredido o amenaza- 
do por la víctima ; no cal* aceptar tampoco, con los antecedentes 
expuestos, Ta excepción de defensa legitima expuesta pero no 
fundada por el defensor de primera instancia. 

Que la calificación de homicidio simple es legal, concordante 
con las constancias de autos, y encuadrada dentro de la prescrip- 
ción del art. 17, inc. 1 de ta ley 4189. 

Que puede computarse en favor del reo la atenuante del 
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inciso 6, art 83 de! código penal en mérito del altercado ( fuerte 
cambio de palabras) que precedió al delito. 

Por estos fundamentos y sus concordantes, se confirma con 
costas ta sentencia apelada, debiendo el condenado sufrir la pena 
en penitenciaría durante su minoridad. Devuélvase para su cum- 
plimiento. 

Marcelino Escalada. — R. Guido 
Lavattc, — A titanio Marcenara. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bucitoi Alna, Fcbnro N de 1014. 

Y vistos : Los venidos en apelación de la sentencia de !a cá- 
mara federal de I<a Plata, en la causa seguida contra Pedro 
Llanos, por homicidio en la persona de Adam Sánchez ; 

Y considerando r 

Que la muerte de Adam Sánchez, ocurrida en la mañana del 
19 de marzo de 1911, en Naicó, Pampa Central, a consecuencia 
de heridas de bala que el dia anterior le infiriera el procesado 
Pedro Llanos, en la misma localidad y en las demás circum* .n- 
cia* que expresa el fal'o apelado, está plenamente acreditada poi 
la partida .de definición, informe médico, declaraciones de testi- 
gos y confesión del propio inculpado Llanos, corrientes en la 
causa. 

Que de tales antecedentes resulta, también, que el hecho se 
produjo en las condiciones que especifica el articulo 17, Cap, I, 
inciso 1. ley 4189, es decir, sin el concurso de circunsancia algu- 
na que autorice ni la excepción de pena ni la imposición de otra 
diferente de la que dicho inciso sanciona; 
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Que a este efecto, las consideraciones <lcl fallo apelado, pa- 
ra demostrar la inexistencia de tas condiciones de la legítima de- 
fensa o la provocación del acto homicida por injurias ilícitas y 
y graves de la víctima contra Llanos, invocadas ambas por la 
defensa, se ajustan en un todo a las circunstancias de la causa 
y a las disposiciones legales que le son pertinentes» circunstan- 
cia* que difieren de las del fallo de esta Corte, del tomo 113, pá- 
gina 359, que se menciona en el memorial de fojas 80. 

Que en consecuencia, la pena de catorce años de prcüdio 
que con arreglo a dicho artículo e inciso antes citados, ha im- 
puesto al reo la sentencia recurrida, computando a su favor la 
atenuante del artículo 83, tnc. 6 del Código Penal, por el estado 
de irritación en que se halló al herir a Sánchez, no le causa agra- 
vio y corresponde ser confirmada, así como en lo que dispone 
sobre el modo de cumplir la pena durante su minoridad. 

P01 ello y sus fundamentos, de conformidad con lo pedido 
por el Procurador General, se confirma dicha sentencia de fojas 
75, con costas. 

Notifiquese original y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Ca hax illas. 



M JUSTICIA DI LA NACIO» 



303 



CAUSA CCC1ÍI 



Don Jos;' Farda en autos con don Tomás Márquez, sobre desa 

¡ojo. kecnrso de hecho. 

Sumario : Desconockb el fuero federal invocado, procede e! re- 
curso extraordinario del articulo 14, ley 48, 

taso: Resulta del siguiente: 



FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Alrci. Ptbrtro IT de 1914. 

Autos y vistos: 

El recurso de queja por apelación denegada interpuesto por 
don José Várela contra sentencia pronunciada por el señor juc 
de i." instancia en lo civil de La Plata, provincia de Buenos 
Aires, en e! juicio sobre desalojo seguido por don Tomás Már- 
quez y doña Máxima Pinazo de Márquez, 

Y cotisiderando : 

Que como consta en los autos remitidos por via de informe, 
la sentencia de fojas 93, apelada a fojas 101. íia desechado el 
fuero federal que reclamó el recurrente en su carácter de ex- 
tranjero demandado por argentinos (acta de fojas 19). 

Que con arreglo a lo reiteradamente resuelto por esta Corte, 
corresponde en el caso el recurso extraordinario previsto en d 
artículo 14 de la ley n." 48 y 6 de la ley n .• 4055, por ío que, de 
conformidad con lo pedido por el señor Procurador General en 
la primera parte de su dictamen, se declara mal denegado el in- 
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terpuesto por el demandado a fojas 101, y encontrándose el ex- 
pediente ante este Corte, autos, y a la secretaria por el término 
de diez comunes e improrrogables, a los efectos del artículo 8 
de la ley n.* 4055 ; señalándose los días limes y viernes para que 
los interesados concurran a la oficina a ser notificados, llágase 
saber con el original y repóngase el papel. 

A. Bf.kmf.jo. — Nicanor G. 
del Solar. — M, P. Da- 
ract. — D- E. Palacio. 



CAUSA CCCIV 

Compartía de Tramvays Angla Argentino contra la municipali- 
dad de la capital par devolución de impuestos y multa; 
sobre procedencia del recurso extraordinario 

Sumario : La Corte Suprema no puede rever la interpretación 
que los tribunales ordinarios den a una ley de carácter lo- 
cal, coino es ta de afirmados, número 4391. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



VISTA DF.L PROCURADOR GENERAL 

Butnt • Airee. Octubre 15 «t tV2. 

Suprema corte : 
La parte actora sostuvo al interponer la demanda, que era 



m JUSTICIA m LA NACION 



305 



inconstitucional el impuesto cobrado por la municipal ídad, en 
citan*» inclina el cordón de vereda dentro del pavimento que las 
compañías de tranvías deta pagar, alegando como fundamento 
de su impugnación, que las leyes dictadas por el congreso soto* 
afirmados se refieren únicamente a la calzada y no al cordón de 
vereda, y no pudiendo la municipalidad exigir otras contribucio- 
nes que las establecidas jwr el congreso, es contraria a los ar- 
tículos 17 y 67 inc. 27 de la Constitución !a que se exige por el 
mencionado cordón. 

La parte demandada, al hacerse cargo de la tacha de incons- 
titucionalidad, dijo que el cobro del impuesto sobre el cordón de 
vereda era la aplicación de la ley de afirmados, por cuanto den 
tro de éstos está comprendida necesariamente el primero, y qiifc 
en caso de que la municipalidad se hubiera excedido en el cobro, 
habría ilegalidad y no inconstitucionalidad. 

La Exenta, cámara de lo civil, al fallar el juicio, planteó el 
punto debatido como una simple cuestión de hecho, en ta que 
debía averiguar si el cordón de vereda formaba o no i*arte inte- 
grante del afirmado, y examinando las probanzas presentadas 
rechazó !a acción instaurada. 

De estos antecedentes, que lie puntualizado a fin de deducir 
de ellos la procedencia o improcedencia del recurso extraordina- 
rio interpuesto, resulta tjne propiamente no se ha discutido en 
et pleito una cuestión de carácter constitucional que haga pro- 
cedente la jurisdicción de apelación de V. E. dentro de las con- 
diciones csablccidas en el art. 14 de la ley 48. 

En efecto, la impugnación hecha por ta compañía aetora 
como base de su demanda, implica atribuir a la municipalidad 
que, cuando exige el pago del impuesto de afirmados, aplica 
erróneamente la ley que lo autoriza, puesto qne comprende den- 
tro de sus términos el cordón de vereda, el cual, en su concepto, 
no puede considerársele como una |>arte del afirmado. Luego la 
cuestión que plantea dicha compañía atañe meramente a la in- 
terpretación y alcance de la ley de afirmados, y se resuelve por 
la averiguación de una circunstancia de hecho, como es !a de 
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saber si el cordón de vereda está o no comprendido en el afir- 
mado. 

Fuera de esa cuestión lega!, ninguna otra ha sido sometida 
a los tnbtraaíes en este asunto, desde que la compañía anora no 
ha pretendido ni alegado en la demanda que, en la hipótesis de 
que la ley de afirmados comprendiera e! cordón de vereda, ella 
sería contraria a la Constitución, Jo cual habría podido ser ma- 
teria del recurso para ante esta Corte. Pero no habiéndose sus- 
citado tal cuestión y limitándose la compañía actora a impugnar 
Ja aplicación de una ley dictada por e! Congreso en su carácter 
de legislatura local, ley que no cae dentro de !a jurisdicción de 
apelación de V. E., creo que es improcedente el recurso, y este 
supremo tribunal no puede entrar a conocer del fo'ido del 
asunto. (Fallo no pág. 372). 

. Para apoyar lo que sostengo, debo hacer notar que ninguna 
cíáusula de la Constitución ha sido materia del debate sostenido 
en i." y 2.* instancia, porque, en rigor el derecho en que se fun- 
daban las partes se desprendía de la interpretación de la ley de 
afirmados, y refiriéndose exclusivamente a esta ley, han presen- 
tado sus argumntaciones. Las citas constitucionales que la de- 
manda contiene no puede fundar una cuestión de ese orden, 
porque la carencia de facultades por parte de la municipalidad 
para cobrar impuestos no se ha puesto en discusión, v lo único 
que está en debate es la apelación que hace la municipalidad de 
las leyes impositivas que ha dictado el Congreso. 

Por lo expuesto, pido a V. E. t se sirva declarar mal con- 
cedido el recurso extraordinario deducido, y ordenar la devo- 
lución de los tribunales de su procedencia. 

Horacio R. Larrctá, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buíw Aires. Febrero 17 ie 1914. 

Y vistos : 

El recurso extraordinario deducido por la Compañía de 
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Tranvías -\nglo-Argentino contra la sentencia pronunciada por 
la cámara primera de apelaciones en lo Civil de esta capital cr. 
la presente causa seguida contra la municipalidad, sobre devolu- 
ción de impuestos y multa. 

Y considerando: 

Que la sentencia de fojas 133. a que se refiere e' recurso 
expresado, se funda en la consideración de no haberse producido 
por la parte actora. a quien incumbía la prueba de sus afirmacio- 
nes, la que era indispensable para dejar establecido que el cor. 
don de vereda no es parte integrante de un afirmado, y que a 
íalta de esa prueba debe primar el criterio municipal, dada la 
naturaleza del asunto y las presunciones favorables a su defensa 
que roífean la cuestión planteada: "Se trata, se agrega en di 
cho fallo.de una impugnación a la interpretación municipal de 
una ley de afirmados, fundada en la falsedad de un hecho - Que 
el cordón de vereda sea indispensable para la construcción de un 
ahrmado. Y bien, la empresa actora no ha producido la prueba 
de esta falsedad, en ausencia de ella, no puede prosperar la de- 
manda". 

Que, en realidad, la cuestión planteada y resuelta ha sido la 
siguiente: si en el afirmado a que se refiere la ley número 4391, 
está o no comprendido el cordón de la vereda, a los efectos' del 
impuesto a cargo de las empresas de tranvía, creado por la mis- 
ma ley. 

Que interpreada esa ley en el sentido de que en el afirmado 
está incluido el cordón de la vereda, el impuesto de que se trata 
no puede considerarse como contrario a la Constitución Nacional 

Que esta Corte no puede rever esa interpretación, con arre- 
glo a lo reiteradamente resucito, por tratarse de una ley de ca- 
rácter local y no general para toda la Nación. 

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado y pedido 
por eí señor procurador general, se decía- a no haber lugar a di- 
cho recurso. 
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Notifíquese original y devuélvanse los autos, reponiéndose 
las fojas ante el inferior. 

A. BermKjo, Xjcanor G. 
i»el Solar. — M. P, Da- 
hact.— D. E. Pal a ero. 



CAUSA CCCV 



Don Moteo P. Russet (sus herederos )contra io provincia de 
Buenos si ¡res. por cobro de pesos. 

Sumario Con arreglo a la ley de expropiación déla provin- 
cia de Üuenos Aires, de 21 de Octubre de í88í, los perito» 
que se nombran forman tribunal, a los fines de dejar el pre- 
cio y la indemnización ; nombramiento que no importa una 
simple gestión administrativa de cobro y si el so'netim len- 
to del caso a los tribunales provinciales. 

2." La jurisdicción de un tribunal no termina con la sen- 
tencia, sino que continúa basta el cumplimiento de clin, y 
¡os procedimientos para lo último son parte de los de la cau- 
sa, aún cuando por las leyes locales sean otros tribunales 
del mismo carácter local a quien corresponda intervenir en 
dieba ejecución. 

3. La Corte Suprema, en ejercicio de la jurisdicción ori- 
ginaria que le confiere el artículo 101 de la Constitución na- 
cional no está llamada, cuando ha mediado la prorroga ción 
prevista en el inc. 4. art. 12 de la ley 48, a conocer de la- 
mismas cuestiones que ha:i sido o son materia litigiosa en- 
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tre las mismas partes en las tribunales ordinarios o espe- 
ciales de las provincias. 

Caso: KcsuHa del siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aitxt, Febrero IT iw 1914. 

Y vistos; 

jDün F, Mendiondou, por don Kymcr Q. Watson, doña Ma- 
ría R. de Watson. doña Ana Elisa R, de Carné, doña Isabel Me 
Ctymont dé Thompson y doña Catalina K. de Cunnitig, entabla 
demanda centra la provincia de Unenos Aires, exponiendo; 

Que sus representados son propietarios de un campo en !a 
provincia expresada, compuesto de doscientas dieciseis hectá- 
reas, catorce áreas y once eemiáreas, según lo comprueba la es* 
entura pública que acompaña. 

Que una ley de la legislatura tic buenos Aires, resolvió la 
construcción dé un ferrocarril de la ciudad de J«a Piala al Me- 
ridiano V.. disponíéndoae en ella la expropiación de los terrenos 
necesarios al efecto. 

Que ía línea proyectada atraviesa el campo prcíndicadri, y 
e? ii' cesarlo expropiar de él veintitrés hectáreas, sesenta y eua- 
trr áreas, catorce cent iá reas y diez y siete decímetros. 

Que cumpliendo lo dispuesto en el art. - de la ley de expro- 
piación de U provincia de Buenos Aires, hicieron sus poderdan- 
tes la estimación del precio de! terreno y de los perjuicios qne les 
ocasional» la privación del mismo. 

Qne el precio pedido no fué aceptado, y el gobierno de la 
provincia resolvió, en 3I de Marzo de njio, nombrar un perito 
para míe hiciera, con el que nombraron los propietarios, la va- 
luación de! precio del terreno y de la indemnización a pagar 

Que en 5 de septiembre de Kjio los peritos nombrados pre» 
mentaron su informe» avaluado en trescientos sesenta pesos mo- 
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neda nacional la hectárea a expropiar y en quince mil pesos mo- 
neda nacional la indemnización, lo que hacía un total de veintitrés 
mil quinientos once pesos con ochenta y cuatro centavos moneda 
nacional. 

Que c! gobierno de la provincia debió acatar la estimación 
hecha por los peritos, puesto que el nombramiento de éstos y et 
desempeño de su misión habían sido practicados en cumplimien- 
to de la ley de expropiación, estaban de acuerdo con ella y eran 
además, el resultado de un convenio entre dicha provincia y sus 
representados ; pero no lo hizo así, considerando exagerada ¡a ta- 
sación y nombró un tercer perito, cuyo dictamen no filé tam¡>oco 
aceptado, por decreto de 16 de mayo de 191 1, en el cual se dispu- 
so asimismo la anulación de las actuacioiu-,s y Su archivo. 

Que en e! propio decreto ordenóse la notificación a sus re- 
presentados de que se iba a proceder a la expropiación del campo 
referido, y que se tomara la posesión de él, por tratarse de un 
caso de urgencia. 

Que las razones invocadas por el poder ejecutivo para pro- 
ceder como lo ha hecho son de manifiesta injusticia, por lo que 
de acuerdo con los artículos 17 de la constitución nacional y 251 1 
de! código civil, pide sea aquél condenado al cumplimiento de las 
leyes provinciales sobre expropiación, de 21 de octubre de 188 1 
y 23 de agosto de 1895 y al ]*ago de la suma fijada por los pe- 
ritos, sus intereses y costas. 

Que el doctor Juan E. í>olá por la provincia de Buenos Ai- 
res solicita el rechazo, con costas, de la demanda, alegando : 

Que la expropiación ordenada jwr los poderes públicos pro- 
vinciales es un acto de solwranía que no puede estar sometido a 
¡a revisión de los poderes nacionales, a menos que se impugne co- 
mo contrario a la ley civil o a la constitución nacional la respec- 
tiva ley de expropiación. 

Que la aplicación de dicha ley no piude tampoco estar su* 
bordinada a !os poderes nacionales, sin afectar la soberanía pro- 
vicial. 

Que si la expropiación está regida por la ley provincial y el 



DE JL'STJCIA DE l.A .YACIO* 



311 



juicio correspondiente debe seguirse ante las autoridades en ella 
designadas, es inaceptable que iniciado y seguido el juicio en lo 
provincial, se traiga ante esta Corte la solución de un incidente 
del mismo, como es el relativo al monto y pago de la indemni- 
zación. 

Que lo que se pretende es dejar sin efecto el decreto de 26 
de mayo de 1911, lo que no corresponde resolver a esta Corte, 
pues es materia del juicio contencioso administrativo que debe 
llevarse a la Suprema Corte provincial. 

Que en cuanto al fondo, reproduce los fundamentos del de- 
creto citado >• niega la existencia de un convenio entre el actor 
y la provincia en virtud del cual ésta debe pagarle la suma que 
reclama, como también los hechos en que funda sus pretensiones. 

Y considerando: 

Que con arreglo a lo dispuesto en el art. 7 de la ley general 
de expropiación de la provincia de Unenos Aires, de veintiuno 
de octubre de mil ochocientos ochenta y uno, Jos peritos que 
nombran los dueños de las propiedades que se hayan de expro- 
piar y el i>oder ejecutivo o la municipalidad, forman tribunal, a 
los fines de fijar el precio y la indemnización. 

Que en presencia de esta dis]x>sición y la doctrina que in- 
forma e] inciso 4, art. 12 de la ley número 48, el hecho de que los 
actores hayan practicado el nombramiento de perito que reco 
nocen en su demanda (fojas 15 vta.), no importa una simple 
gestión administrativa de cobro y sí el sometimiento del caso a 
los tribunales provinciales, renunciando voluntariamente al fuero 
federal que les correspondía, por estar domiciliados en esta 
capital. 

Que radicado un juicio ante los tribunales de provincia, 
debe sentenciarse y fenecer en la jurisdicción provincial, sin ín- 
ter vención de la federal, fuera de los casos enumerados en el 
art. 14 de 1* citada ley número 48, entre los que no se encuentra 
e! sub judke, que no tiene, por otra parte el carácter de recurso 
de queja o apelación. 
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Que como se lia dicho con verdad, la jurisdicción de un tri- 
bunal no termina con la sentencia, antes bien continúa hasta el 
cumplimiento de ella, debiendo conceptuarse que los procedi- 
mientos para lo último son parte de los procedimientos de ia 
causa. í Roses Code of Federa' Procedurc § 3 f d. d.) y fallos 
allí citados), aun cuando por las leyes locales sean otros tribuna- 
les del mismo carácter local a quienes corresponda intervenir en 
dicha ejecución y sin que la regla sentada se oponga a que la 
parte vencedora pueda en su caso pedir e! cumplimiento del fallo 
ante los jueces del domicilio de la parte vencida, f Fallos, tomo 
l8 ( pág. 18; tomo 25, pág. 282, y tomo 27, pág. 255 y otros). 

Que en lo que respecta al convenio de que «c hace mérito, 
aparece de la propia exposición de los actores que no se trata de 
un acto independiente del juicio aludido y posterior a su inicia- 
cióm, que haya venido a establecer relaciones de derecho civil 
cuyo cumplimiento pueda exigirse en lo federal, con forme a lo 
prescripto en el art. r. inciso 1. de la recordada ley 48. pues ornn 
otras cosas, dicen que la tasación "ha sido hecha |wr peritos 
nombrados por las partes, de acuerdo con las disposiciones de la 
ley de expropiación de ta provincia de Hítenos Aires, y a pesar 
de ello el poder ejecutivo de la provincia se niega, ahora, sin ra- 
zón, a pagarla". ( Fojas 14 vta). 

Que en estos conceptos se alude sin duela al decreto de iÓ de 
mayo de 191 1 ¡ y según se expresa en la contestación a la deman- 
da, dicho decreto ha podido ser recurrido ante la Suprema Corte 
de la provincia. 

Que aun cuando así no fuera, y en la hipótesis de que en !a 
provincia de I menos Aires no baya recurso judicial contra decre- 
tos del poder ejecutivo que desconozcan validez a los actos del 
tribunal especial que interviene en las expropiaciones, esta Corte 
en ejercicio de !a jurisdicción originaria que le confiere el ar- 
tículo 101 de la constitución nacional, no está llamada, cuando ha 
mediado la prorrogación prevista en el inciso 4, art. 12 de la ley 
48, a conocer de las misma? cuestiones que han sido o son mate- 
materia litigiosa entre las mismas partes en los tribunales ordina- 
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rios o especíale de las provincias, a fin de que la; resoluciones de 
éstos no sean ilusorias, pues en tal supuesto el sometimiento vo- 
luntario a la juridicción local no seria definitivo y podría traerse 
nuevamente ante lo federal, en forma de acción, lo que no puede 
ser ni materia de un recurso. (Fallos, tomo ni, pág, 425; tomo 
H3? pág. 194, considerando 13 y otros). 

Por ello, oído el señor procurador general, se declara que el 
presente caso no es de la competencia de la Corte Suprema de la 
Nanón. Las costas se alionarán en el orden causado, atenta la 
naMufeza de la cuestión debatida. Notifiquen con el origina', 
repóngase el papel y archívese. 

A. Bkh MK.ro. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. % pAtAcn». — L. López 
CAn.wn.i.As. 



CAUSA CCCVI 



Don Bernabé Moreno contra la provincia de Santa Fe, sobre 
reivindicación de área de tierra comprada o payo de su .im- 
porte. 

Sumario: j fl Con arreglo a la doctrina que informa los artículos 
2121, 2122 y 2171 del código civil, la responsabilidad de los 
vendedores en las ventas forzadas hechas por autoridad de 
de la justicia, es menor que la que procede en casos ordina- 
rios de ventas particulares voluntarias. 
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2: La obligación establecida por el artículo 1409 del co- 
ligo civil o las establecidas por la ley para el caso de no ser 
ésta cumplida no puede regir en toda su amplitud contra los 
ejecutados que, en genera!, desempeñan un papel pasivo en 
las ventas forzosas. 

3 * En caso de venta forzosa, el vendedor sólo está obligado 
a devolver la cantidad que corresponda a la tierra que falta 
para integrar lo vendido, con relación, no al precio actual de 
la tierra, sino con relación al precio de la venta. 

Caso: Resulta de] siguiente: 



FALLO DE LA CORVE SL I'REMA 

Buenoi Alte». Fcbroo 28 dt JÜU 

Y vistos : 

El doctor Luis Alvares Prado, por don Bernabé Moreno, en- 
tabla demanda con tos documentos de fs. i a 23, contra la pro- 
vincia de Santa Fe, exponiendo: 

Que en 12 de septiembre de 191 4, su mandante, en sociedad 
con don Antonio -Moreno y don .Melchor Sellares, compró en re- 
mate público una extensión de tierra de mil doscientas cincuenta 
hectáreas más o menos, cuyos linderos expresa, ubicada en el 
departamento de Reconquista, provincia de Santa Fe. 

Que el remate fué aprobado por esta Corte Suprema en 18 
de ííctubre del mismo año, según consta en el expediente "To- 
rres, Beimrdmo(hoy Víctor Finóla) contra la provincia de Sta. 
Fe, sobre cobro ejecutivo de pesos", y su mandante y socios 
oblaron la suma de tres mil pesos moneda nacional en concepto 
de precio, y pidieron las medidas necesarias para tomar posesión 
del inmueble, lo que se efectuó dejando a salvo los derechos para 
exigir mensura judicial. 

Que con fecha 2 de noviembre de 1905, el doctor Antonio 
Bermejo cu su calidad de presidente de la Corte Suprema, firmó 
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escritura de venta a favor de su mandante y socios, quienes se 
presentaron, después de protocolizada dicha escritura, ai juez de 
i." instancia de la ciudad de Santa Fe, pidiendo la mensura ju- 
dicial de la tierra comprada. 

Que efectuada la mensura en 1906, resultó que ta extensión 
real del terreno mencionado solo era de doscientas cincuenta y 
cinco hectáreas, noventa y cuatro áreas, trece centiáreas. setenta 
y cuatro decímetros cuadrados, de acuerdo con la rectificación 
que hizo el dejjartamento topográfico de la provincia. 

Que tos señores Melchor Sellares y Antonio Moreno cedie- 
rron sus derechos a su mandante, según el testimonio que acom- 
paña. 

Que en e¡ juicio ejecutivo seguido contra la provincia de 
Santa Fe. el representante legal de ésta intervino en todo el pro 
ceñimiento, consintió la providencia por la que se ordenaba efec- 
tuar el remate de! terreno aludido de conformidad con la tasa- 
ción del perito señor Castellanos, que atribuía a dicho terreno mil 
doscientas cincuenta hectáreas más o menos, consintiendo tam- 
bién el auto aprobatorio del remate y la escrituración. 

Que, además, ese consentimiento fué ratificado por actos 
posteriores y anteriores a ta aprobación del remate, como la ano- 
tación del emiiargo, la protijcolización de la escritura sin salve- 
dad alguna y el certificado que acompaña, en el que se expresa 
que el inmueble tiene una área de doce millones quinientos mil 
meros cuadrados. 

Que ía provincia no ha iniciado juicio ordinario, de tal suer- 
te que el remate y la consiguiente transmisión de dominio han 
quedado firmes, con ta autoridad de la cosa juzgada. 

Que ni su mandante ni sus cesionarios han podido obtener 
se Ies reintegre las novecientas noventa y cuatro hectáreas que 
faltan para completar el área comprada, de cuya totalidad no 
pudieron tomar jíosesión, porque el mismo gobierno de Santa Fe 
o sus autoridades subalternas, permitieron, durante ¡a tramita- 
ción del juicio, (pie otras personas se introdujeran en la parte sud 
de !a fracción de isla. 
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Que no habiéndose cumplido tas promesas verbales de arre- 
glo medíante entrega de tierra* de igual calidad o el pago de una 
suma de dinero en concepto de daños y perjuicios, solicita que en 
virtud de los liedlos expuestos y de las disposiciones legales 
que invoca, se condene a la provincia de Santa Fe a entregar las 
novecientas noventa y cuatro hectáreas antes expresadas, o alw- 
nar el importe de las mismas, por su precio actual, costas del jui- 
cio y gastos de la mensura judicial de í|ue queda hecho mención. 

Que don Federico Gallegos por la provincia de Santa Fe 
pide el rechazo de la demanda, con costas, alegando : 

Que consta en el expediente originario "üernardino Torres 
contra la provincia de Santa Fe. por cobro de pesos", que cuan- 
ddo se tramitó el embargo y remate del terreno a que se refiere 
e! juicio, el abogado de la provincia dejó a salvo de responsabi- 
lidades a ja misma, por la extensión y linderos atribuidos a dioho 
terreno, expresando que no aceptaba como ciertos los hechos. 

Que consta asimismo en el mencionado expediente que el ta- 
sador C. de la fíarra encontró en el terreno embargado y com- 
prado jíosterioniiente por los señores Moreno y Sellaré* un- 
muí «ir í ¡cié de doscientas cincuenta hectáreas como máximo, a pe- 
sar de lo cual el remate se ¡levó a cabo por una extensión cinco 
veces mayor. * 

Que dada la naturaleza de los terrenos de que se trata, ex- 
puestos a las crecidas de los ríos, suele no ser extraño encon- 
trar notables diferencias entre dos operaciones geodésicas reali- 
zadas sobre tina misma región. 

Que a fines de 1905 y principios de tgcít hubo una gran 
crecida que hizo desaparecer detrajo de las aguas um gran exten- 
sión de islas y anegadizos. 

Que i>ara determinar la extensión precisa de' terreno cuya 
integración se demanda, es indispensable el trazado de la tinca 
de ribera. 

Que en el acto de la t radición del inmueble, los compradores 
manifestaron que la aceptaban sin perjuicio de! derecho de pe* 
dir mensura judicial, lo que importó aceptar condicio ialmente la 
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venta, caso en el cual por falta de superficie, correspondía la res- 
cición de aquélla. 

Que la referida venta es de las previstas en el inciso 5°, ar- 
tículo 1344, código civil, y en cuanto a la responsabilidad de la 
provincia, la que de derecho le hubiera podido corresponder está 
consignada en el articulo 1346 y ¡»u correlativo 1345. 

Que recibida la causa a prueba, hase producido la que ex- 
presa el certificado de fs, 71, habiendo alegado *ts partes a fs. 
74 y 81, respectivamente. 

* 

Y considerando: 

Que debe conceptuarse que la superficie normal del terreno 
de que se trata, es la determinada |>or la mensura de que obra 
testimonio a fs. [3, desde (pie ni en ella ni en el informe del de- 
partamento de ingenieros de !a provincia de Santa F¿ (fs. 18 
vuelta ) se expresa que aquél estuviera inundado cuando se veri- 
ficú dicha mensura. 

Que además, en el período de prueba la parte demandada 
no ha solicitado las diligencias enunciadas a fs. 59 del escrito 
de contestación a la demanda, para determinar la extensión pre- 
cisa del terreno. 

Que no hay. asimismo, constancia de que durante el juicio se 
hubieran introducido otras personas en la parte sud del terreno, 
como se afirmó a fs. 26 vta. ; y antes a! contrario, aparece que el 
agrimensor tomó corad base de su operación, en ese rumbo, ía 
línea norte del campo de don Diego 0. de la Fuente, o sea la in- 
dicada en el titulo del actor ( fs. 3 y sig.). 

Que dados estos antecedentes y el de que la venta se ha he- 
cho con indicación del área, por un precio único {fs. 9 y vta.), 
la* disposiciones legales aplicables al caso, son las del art. 1344, 
inciso 5 y art. 1346 de! código civil, y la vendedora debe de- 
volver al actor la suma que corresponda al área que falta para 
integrar la superficie de mil doscientas cincuenta hectáreas, con 
relación a] precio de venta, y sus intereses. (Fallos, tomo 60, 
pág. 51 y otros). 
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Qwe no es atendible la observación de que el citado art, 1346 
legisle una situación distinta de la sub jndiee (fs. 78), en el sen- 
tido de que la provincia de Santa Fe deba abonar e! precio actual 
de la tierra que falta, pues con arreglo a la doctrina que informa 
tos arts. 2121, 2 122 y 2171, del misino código civil» la responsabi- 
lidad de los vendedores en las ventas forzarlas hechas por au- 
toridad de la justicia, es menor que la que procede en casos or- 
dinarios de ventas particulares voluntarías. 

Que el art. 1409 del código civil que se invoca por el actor, 
establece que el vendedor debe entregar la cosa vendida, libre de 
toda otra posesión y con todos sus accesorios en el día convenido, 
y si no hubiese dia convenido, el día en que el comprador lo exi- 
ja; y esta obligación o las establecidas por la ley para el caso 
de no ser cumplidas, no puede regir en toda su amplitud contra 
los ejecutados que, en general, como se ha dicho con razón, des- 
empeñan un papel pasivo en las ventas forzosas, no prometen 
nada, ni consienten en nada; pudiedo agregarse que, según apa* 
rece ele los autos ejecutivos presentados como prueba, cuando 
se le hizo saber a la provincia el embargo del inmueble ( fs. 78 a 
80 >, manifestó: "la isla a que se refieren los linderos de esta 
fracción se compone de una superficie de trescientas hectárea» 
más o menos, de las cuales setenta y seis hectáreas, setentk 
y nueve áreas, sesenta y nueve centiárcas, según mensura del 
agrimensor C'averie del año 1896, están a nombre del señor Arís- 
tides GumeUns" (fs. 81 vtn. 4.'), sin que en los escritos posterio- 
res de fs. 90 y 121 hubiera rectificado tal afirmación. 

Que ni el auto de fs. 117 (expediente ejecutivo) por el 
cual, en presencia de las tasaciones discordantes de los peritos, 
se mandó practicar el remate con arreglo a la de fs. 105, más 
favorable en cuanto a la extensión del terreno, ni la actitud pos- 
terior de la provincia en los actos de que se hace mérito a fs. 25 
y vuelta, recordados antes, tuvieron el alcance que les atribuye 
el actor, a los efectos de cambiar la naturaleza de la venta forzo- 
sa llevada a cabo, para convertirla en enajenación ordinaria, e 
imponer a la ejecutada las responsabilidades propias de los que 
enajenan cosas inexistentes o ajenas. 
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Que no hay, finalmente, mérito para imponer a !a provincia 
el pago de lo gastos de mensura, como quiera que no tenía el 
deber de hacerla practicar y que tal operación es de utilidad par* 
el adquirente, con independencia de sus fines inmediatos. 

Por estos fundamentos se declara que la provincia de Santa 
Fe debe devolver aí actor la cantidad que corresponda, con rela- 
ción al precio de venta, a la tierra que le falta para ingrar las mil 
doscientas cincuenta hectáreas, y sus intereses desde la notifica* 
ción de la demanda, al tipo de los coleados por e! Banco de la 
Nación Argentina en sus operaciones ordinarias de descuentos. 
Las costas se abonarán en el orden causado, por no haber pros- 
lirado la demanda en todas sus partes. Notifíquese con tí 
origina!, repóngase el papel y archívese. 

Nicanor 0, ¡m Siu,ak, — D. E- 
Palacio. — L. 1/ipkz Caba- 

MLLAS. — M. P. DahaCT 



NOTA 

En diez de febrero la Corte Suprema declara no haber lugar 
il recurso deducido por don Leopoldo Genova, en «1 proceso se- 
guido a Primo Dante Genova y otros por hurto, por cuanto los 
códigos civil y de procedimientos en lo criminal, no son de las 
leyes a que se refieren los artículos 14 y 15 de la ley núm. 48. 
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CAUSA CCCVII 



Don Miguel R. Duartc, contra el Poder Ejecutivo Nacional, 
por ittconstitttcionalidad de un decreto . 

Sumario: i.° Contra una resolución que pone 6a a! pleito en la 
forma entablado, procede para ante la Corte Suprema el 
recurso extraordinario autorizado por el art. 14 ley 48. 

2. a Cuantío el Poder Ejecutivo no ha procedido con re- 
presentante tic la Nación en su carácter de persona jurídica, 
es necesaria la venia previa del Congreso para demandar 
á ésta. 

Caso : I.o expücan las piezas siguientes : 

SENTRNeiA DEL ir. JiKZ Fi-dKkal 

Bueno* Alie*. Marzo 24 de 1911. 

Considerando: 

I * Que el ocurrente solicita se declare inconstitucional ct 
decreto del Poder Ejecutivo, de fecha 28 de Octubre del ano 11! 
timo, en que se dio por terminado el periodo por el que fué 
nombrado Juez del Crimen de la Pampa; se pronuncie la nuli- 
dad de? acuerdo prestado en 29 de Diciembre j*>r Honorable 
Senado de !a Nación para e' nombramiento de su reemplazante 
y se ordene su inmediata reposición a su despacho de juez, 

2.* Que el señor Procurador Fiscal opina que dicha deman- 
da contra el Cobicrno de la Nación no ha podido interponerse 
sin la venia previa del Honorable Congreso, dictamen cuya 
adopción importaría establecer la compete m- i a del juzgado en cí 
supuesto de que mediara el requisito del permiso legislativo. 
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3 * Que por los argumentos y citas legales que contiene la 
demanda, a propósito de un juicio semejante de>echado ¡>or la 
Suprema Corte, se descubre la intención de fundar la competen- 
cia de] juzgado en la circunstancia de atacarse la constituí-tona- 
lidad de un decreto del Poder Ejecutivo y de un acuerdo del 
Honorable Senado. Pero es de notar que el juzgado carece de 
la facultad de revisión que se le atribuye ; pues es cosa muy dis- 
tinta el deber que le está señalado de "atener la observación 
de la Constitución, prescindiendo, al decidir las causas, de toda 
otra disposición de los otros poderes nacionales, que esté en 
oposición con ella". Art. 3° de ta ley n.* 27 de 16 de Octubre 
de 1862. 

Como se ve r ante todo es necesario que haya una causa o li- 
tigio concreto, de los que puedan ser sometidos al conocimiento 
de la justicia nacional, para que se ponga en ejercicio la atribu- 
ción de examinar !a conformidad que guarden con la Constitu- 
ción los actos de los otros poderes ; pero los hechos que invoca 
el doctor Duarte de ninguna manera constituyen el caso judicial 
necesario, porque ley alguna ha encomendado a los Tribunales 
Nacionales la atribución de intervenir en el nombramiento y re- 
novación de los Jueces Letrados de los Tribunales. 

Por estas consideraciones y de conformidad con lo resuelto 
por la Suprema Corte en íos fallos del tomo 5, pág. 316; tomo 
24. pág. 248; ton» 31, pág. 288 y tomo 48, pág. 466. se declara 
el juzgado incompetente, para entender en la presente demanda, 
con costas. . 

E. Claros- 

DICTAMEN DEL FISCAL DE CAMARA 

Kxcma. Cámara : 

La jurisprudencia constante de la Suprema Corte de Justicia 
Nacional ha establecido que los tribunales nacionales no tienen 
jurisdicción para decidir cuestiones abstractas; ni para juzgar 
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eobre la inoostitucionalidad de una ley o decreto, sino cuando 
se trate de su aplicación a un caso contencioso. 

La petición que formula el doctor Duarte no es una deman- 
da o litigio que pueda ser sometido a la decisión de los tribunales 
y aún cuando lo fuera, no podría ser demandado el Poder Eje- 
cutivo, en su carácter administrador, sin obtenerse previamente 
la venia correspondiente del Honorable Congreso Nacional. 

Xo tratándose de un caso contencioso, soy de opinión, cjiic 
V. E. debe confirmar, con costas, el auto recurrido de fojas 33. 

Horacio R. Lar reta, 



FALLO DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Bunot Airt*. Junio > de iftll. 

Y vistos : 

Por los fundamentos del precedente dictamen fiscal y los 
del auto apelado de fojas 23, se confirma. 

Kotifiquesc, devuélvase y repóngase el papel ante el infe- 
rior. 

Agustín Urdmarrain.— Angel D. Rojas. 
—Juan A. García.^Angeí Fer reirá 
Cortés. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BiiMot Alns, Mírxo 3 d* 1914 

i 

Vistos y considerando : 

Que procede la apelación para ante esta Corte Suprema 
contra el auto de fs. 3r, desde «fue éste ha puesto fin al juicio 
en la forma establecido. (Fa'los, tomo 103, pág. 228 y otros. 
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Que en cuanto al fondo y prescindiendo de otros, al dictar 
el Poder Ejecutivo el decreto a que se hace referencia en la nota 
de fojas 4, relativo al periodo en que el concurrente debía des- 
empeñar las funciones de juez del Crimen de la Pampa, no ha 
procedido como representante de la Nación en su carácter de 
persona juridica. motivo por el cual la demanda d»í fojas 5 ha 
debido ser precedida de la venia del Congreso. (Artículo 1 • ley 
" ° 3952)- 

En su mérito y f utidamemos concordantes del citado auto 
de fojas 31, oído el señor Procurador General, se lo confirma. 
Notifiquese con el original y devuélvase, debiendo reponerse el 
papel ante el infrior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. mi 
Solar. — M. p. D.vract. 



CAl'SA CCCVHÍ 

Dan Roberto GUmour (su concurso). Contienda 
tie competencia 

* 

Sntmirto : 1.* El fallecimiento de 11110 de lo , cónyuges no deter- 
mina por sí solo para d sobrev i viente, un cambio <le domi- 
cilio, a menos que vaya acompañado de hechos positivos 
realizados por éste que demuestren claramente su inten- 
ción de cambiarlo. 

2.* La manifestación de domicilio heclia al otorgar un 
poder, que se halla de acuerdo, en lo que a ese domiciHo se 
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refiere, con otros antecedentes tic ta causa, constituye» al 
respecto, prueba preferente. 

Caso\ Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMK.V DKf, Sr. AfttiNT»; FISCAL DK LA CAPITAL 

Señor Juez: 

í*is circunstancias tic hecho que se enumeran en el escri- 
to cj tic antecede demuestran con tuda claridad que düÉnteFio 
ilel concur^do era el de esta ciudad (art. Sr;. 92, <}'). 90 
inciso <>*\ 90 inciso 7." y del código civil y ftff. 4 del código 
de procedimientos). 

Por lo tanto y dadas !as co:*si iteraciones de hecho aduci- 
das en dicho escrito, ¡¿i bien tiene el concursado un establecí* 
miento rural situado dentro de ta jurisdicción territorial de! 
señor juez de Mercedes, como puck: verse en el escrito de iu- 
ciaciórt y si bien quizá e* prolxab'c que a Mí haya permanecido 
algún tiempo para atender sus negocios, esa permanencia no 
cau.-T domicilio y en consecuencia no origina la jurisdicción del 
c ¡tarto señor juez para entender en el concurso que se ha inicia- 
do (art. 9¿ del código citado). 

Xo cat« alegar en el presente caso, que el punto e*i cues 
tióii en lo que resjwcta a la juri* ■dicción estuviera regido poi 
leyes de forma de la provincia de Btiéhos Aires, para alegar 
sobre esa base que existiera la competencia que se discute, 
puesto qire la disposición del art. 713 del código de procedi- 
mientos de esa provincia que rige para los dos galgos de mnenr- 
so voluntario o forzoso (art. 7^), establece que será juez 
competente el de 1 domicilio del concursado» y está ya dicho que 
el domicilio de éste íí.é siempre el de esta ciudad como lo sos- 
tiene el señor síndico y como lo demuestran Jos antecedentes 
que invoca. 
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lüi consecuencia, y reproduciendo además las atinadas 
consideraciones del escrito <jnc antecede, soy de opi li.'m <|ue 
Y. S. de$¡¿ librar al -cTu r juez de Mercedes dptítOf Uiógencs 
Diez Gómez oficio inhibitorio con arrezo a lo dispuesto en 
art. 415 del código de procedimiento?, solicitándole a la vez en 
caso de pronunciar -u incom* ¡ciencia, se sirva enviar a L". S. 
las actuado k*s del concurro <¡ue tramita ¡inte el juzgado a su 
cargo. 

I)es¡ >acho. octubre 15 dé 10 1¿. 

a tito píftt j n-rx m: 1/ ixst.wcia i:n 1.0 eren, 

Buenoi Aires, Octubre 17 4c 1913. 

Auto- y vi- tos: 

De conformidad con lo solicitado a fs. 47 y lo dictaminado 
|Kir el señor agente ?t$£sft precedentemente, libre-c exhorto a;l 
>efior juez de lo dvil y comercial de la ciudad de Mer- ede-i, 
doctor Diógencs Diez Gómez, solicitándole se mhiba de ente lí- 
der en el jn'cjo de referencia, por considerar el infrascripto -cr 
de su competencia, debiendo ser remitido* los ahitos a este juz- 
gado. Acompáñele al exhorto [tu recaudos necear ios, tfc acuer- 
do con lo dt*pue-to en el art. (17 de' oVhgo de prm'edimkntos 

Ante mi; Josr Mujud PiHÜVa. 

Al JT0 Dllt. JTRZ EX I.O ClVII. V OiUI-KCÍU. E>¡$ JfKKCi:i*KS 

H'rov. de Buenos Aires) 

«ere» df 1. NovitirOr* <7 de MIS. 
Autos y vistos; Considerando: 
■ ." Que se^ún la- acttiaciones testimo liadas de w. 1 a fs. 7 
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y exhorto de fs. 8 el señor juez <te i." instancia en lo civil ríe la 
capital federal, doctor l'ladisCao Padilla, «ha requerido al pm- 
1 reyente para que se inhiba de entender en e! concurso civil de- 
cretado contra don Roberto Gilmour, a petición de acreedor 
legítimo, por considerar que dicho juicio es de su competen- 
cia. Art. 410 y 417 dd código de procedimientos en materia 
civil y comercial de ta capital federal. 

Funda su competencia el señor juez exhortante en lo* he- 
chos y disposiciones legales expresadas en el escrito testimo- 
niado de fs. 1 a fs. 7 y los primeros consisten en las afirmacio- 
nes hedías por la sindicatura, de qite, e! domicilio real deJ con- 
curado Gilmour está probado [>or e! j*>der otorgado por aquél 
á favor del doctor Alejandro Olivero en la ciudad de Ihicno* 
Aires tí 31 de mayo de! corriente año, ante el escribano im 
Julio Pedernera, y cuyo documento público cotiÉíeíié la man i 
f estación de que hace en ese acto el señor Gilmour de estai 
domiciliado en esta capital, calle San Luis núm. 2834. A i/sta 
categórica manifestación se agrega lo expresado r#r el doctor 
Olivero, en la presentación solicitando 'a declaran 'ün del con- 
nirso de su mandante. 

Que consta además que el domicilio del concursado c% en 
!a capital federal, en los juicios seguidos ante íto señores jue- 
*-eí de esa jurisdicción contra Roberto Gilmour y ju e han sirio 
ítcnmahdos a los autos de! concurso. 

Que corroboran esas afirmaciones resiwcto de? domicilio 
del concursado c! hedió de haberse abierto y tramitado allí, 
ante el jíizgado del doctor Xaveira el juicio sucesorio de la 
señora esposa de aquél, doña Pastora Hernández de Gilmour. 

Oído «1 .señor agente fiscal y sindico, el primero en su 
virta corriente de fs. 10 a fs. 12, y el segundo, en su escrito de 
fs. 13 a fs. 26, sostienen la competencia de este juzgado para 
seguir conociendo en el concurso civil de don Roberto Gilmour, 
for considerar ambos que de tas. consta-acias de !os i-utos prin- 
ci pales, está probado que el domicilio real de' concursado es el 
pr.rti lo de Pchuajó. donde tiene su único y pnncipal estab'eci- 
mfcntn de campo denominado "!,a Pastora". 
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2." Oiie el pruveyente declaró a don Roberto Güimmr en 
estado de concurso civil en el auto de fs. 28 de los airtos princi- 
pales a mérito de estar legalmente demostrado t^n: tenía la 
mayor parte de los bienes embargados a consecuencia de ejecu- 
ciones seguidas por ante el juzgado del ¡ítírascripto y que su 
-domicilio real era en la estancia denominada "I-a Pastora" que 
posee en el partido de Pehuajó de esta provincia, todo de 
acuerdo con lo dispuesto por los arts. 98, 100 y demás con- 
cordantes del código civil y a-rts. 8 y 713 del código de procedi- 
mientos. 

La pPUeba de estos hechos y especialmente la del epra í na- 
ción del domicilio real del concursado está plenamente justifi- 
cado con los informes de fs, 55, 5Í», 95 vta., 18O, 1X7, certifica- 
do de fs. 78, 8r, decoraciones de testigos corrientes a U. 105» 
loó y it2, de todo lo cual resulta que el concursado OilmouT 
es vecino del partido de Pehuajó, de la jurisdicción territorial 
de c*tc departamento judicial. 

Kn esta virtud la cuestión de competencia por inhibitoria 
tle que instruye el exhorto de fs. 8, es improcedente y corres- 
ponde dar por formada la contienda tle competencia. Art. 410, 
del código de la capital! federal y art. 436 del código <le pro- 
cedimientos de esta provincia. 

3. Que eu cnanto a *tas afirmaciones qne se hacen en el es* 
crito testimoniado a fs. 1. respecto a1 domicilio atrilmido al 
concursa<!o en la capital federal calle San Luis níitu. ¿834. ellas 
e^tán desautorizadas por comp'eto con el informe de la i*-lida 
de Pehuajó de fojas i 32 y de la cajntal federal de fs. 184. co- 
rrespondencia epistolar de fs. 145, [46, 147, declaraciones de 
testigos y demás constancias de a-utos mencionados preceden- 
temente, 

Kn todo caso la estadía de fiihuonr en la ca<sa calle San 
Luis, solo puede con»i< iterarse como una residencia accidental, 
insuficiente para causar domicilio en Ins términos dé! art. 92 
del código civil 

4." One -la circunstancia de varios acreedores de Gil- 
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moiir, hayan iniciado juicios sobre cobró de pesos, no pueden 
modificar en manera a"guna la situación fegal del eoncursad« », 
en lo referente a su domicilio real actuaf, toda vez que. la radi- 
cación de tales juicios ante los jueces de la capital federal, pue- 
den depender únicamente del hecho de haber las partes elegido 
un domicilio especia! para la ejecución de sus obligaciones. 
Arts. 101 y 102 del código civil. 

Las constancias de Jos autos principales demuestran que 
solo en el caso de la fijación de domicilio especial los acreedo* 
res de Gilmour. han podido Cegalmetrte accionar, ante h* se- 
ñores jueces de 'a capital federal. 

5.* Que ¡la tramitación del jitfcio suee-orio de la esposa 
del concursado, doña Pastora Hernández de Gilmour. ante los 
trib-.i nales de la capital federal, no puede determinar de una 
manara evidente e indiscutili'e el domicilio de GtlttjotVr^ si se 
tiene en cuenta que ]x>r tratarse <te un juicio voluntario y ha- 
ber tallecido lia causante en dicha ciudad, ninguna pnreha se 
ha exigido tendiente a justificar el último domicilio de tos 
cónyuges Hernández GÜ-mour. 

IW otra parte, las presunciones que pudieran surgir de tal 
hecho, están desvirtuadas con la plena prueba acumulada en 
Jos autos principales y de Ja que resulta que el concursado Gil* 
mour, tiene actualmente sn domicilio real cu el pariido .de 
Pelmajó, 

Por estos fundamentos y consideraciones legales, aducidas 
por el señor agente fiscal en su vista de fs. 10 y por el sindico 
en su escrito de fs. 13. que el juzgado reproduce [>or ser arre* 
gladus a derecho, el prove vente resuelve: \*o acceder a Ja rcefa- 
macti'n hecha en e¿ precedente exhorto, dirigido por el señor 
juez de 1* instancia en lo civil de la capital federal, doctor 
l'tadislao Padilla, En su consecuencia, oficíese a dicho magis- 
trado, haciéndole saber esta resolución y reo,n i riéndole para que 
dando jx>r trabada la contienda de competencia remita los an- 
tecedentes a la Rxcma. Suprema Corte Nacional a los efectos 
del caso. art. 40 del código de la capital federal y 4¿6 del có- 
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digo de procedimientos de esta provincia. Elévense por secreta 
na lo* evadientes originaos. Rqxingansc las fojas, 

Oióxjenes Diez Gómez, 

Ante mi: José C. RodrUjuez. 



JAJXO W LA CORTE SC ■ Mtf.il. \ 

Buenoi AJr«, Mano 7 de l$t<. 

Y vistos : 

J.u> de contienda de conipcteaKta entre U n juez de tarimera 
instancia de !a capital y otro de igual categoría de la ciudad de 
Mercedes, provincia <le Unenos Airo, pata conocer en él con- 
curso civil de acreedores de don Kol»crto Crilmour, y 

Considerando: 

ijue el hecho de haberse celebrado en esta capital el matri 
mono de dicho señor Gilmour con doña l'astfvra Nmiández do- 
miciliaos en ia misma t partida d e Ts. 3. exigiente sucesorio 
agrególo i. y el de haber residido siempre amii. como la circuns- 
tancia de haber íatlecidn mám aoui dicha .señora Hernández 
(partida de fs. a, expediente ante-; citado t, lo ou* determinó h 
mmn de mi sucesión en e-la jurisdicción sin coMradtcdln 
alguna, y antes bien, con eJ asentimiento del señor juez de Mer- 
cedes, cuando se le rehuir*, el expíente ejecutivo, míe los se- 
ñores \\ atece y Compañía seguían contra dichos esposos, «o 
obstante la advertencia, «le los ejecutantes (fs, 45 a 5 r, autos ci- 
tarlos 1 : intUcan siifkientememe que el domicilio nal de Gilmour 
era en esta por lo menos hasta el dia veintitrés de Fe- 

brero »Ie mil novecientos doce- en míe otorgo el poder de foja i " 
(mm citados) para hieiar ct juicio sucesorio de su finada es- 
posa. 
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Que no se ha intentado probar que Gilmour hubiese alguna 
vez |>crma nocido con su íami-ia en "La Pastora", partido de i*e- 
huajó. provincia <Ie (Sueños Aires, y antes |H>r el contrario. l;i 
pruclia del domicilio en este lugar se la |>retende después {pie 
enviudó, como puede verse en la segunda precinta del interro- 
gatorio de fá. 98, autos de Mercedes. 

(¿ue el faFeciniiinto de la señora, no pitode determinar por 
sí sólo nn cambio de domicilio, sin (pie \> demuestren hechos |»o 
sitivos del cónyuge sobiSev i viente, sino distintos a los míe ejecu- 
taba habitualmente durante e! matrinionio, tales como d de ir 
a la estancia de Ffehuajó, contraer obligaciones en la misma for- 
ma que lo ejecutaba en esta capital, etc., |>ot Jo menos tan reite- 
rados que deiuost rasen Caramente la intención de caminar el 
domicilio. 

Que Las manifestaciones a que se refieren los testimonio- 
de fs. i 05 a ti 2, autos í!c Mercedes, como Jas demás circunstan- 
cia s que aparecen 011 dicho expediente, son 'le igual naturaleza 
a la contenida en la escritura pública de fs. 1 , auto »s ele c>tu ea- 
pitsÁ, |>or <!o cual, si hubiesen de tener un valor legafl en el caso, 
seria preferente ila última, que está de acuerdo, además, con los 
antecedentes relacionados en el considerando 1." y que esta Cor- 
te, en caso análogo ha aceptado como nruclja de domicilio en el 
fallo. Tomo d$. pág. 349. 

Que en la resolución del tomo 115, página 227 de ios fa^os, 
que se invoca, delie olfservarse que la comi>etencia deí juez de 
Dolores fué declarada en mérito de haberse justificado legaí* 
mente que el concursado tenía en dicha jurisdicción él asiento 
<lc su familia y el de sns negocios, sin que se hubiese demostra- 
do un cambio de domicilio; y en el caso presente, establecido co- 
mo está que Gilmour vivió aquí con su esposa, los doce años que 
duró 9n matrimonio, debió justificarse, como queda dicho, e! 
cambio de domicilio, después de tallecida dicha señora. 

O; ir, en virtud de lo expuesto, puede decirse que hasta el 
veintitrés de Febrero de mil novecientos doce, \xir lo tuenos, Cil- 
mour tuvo su domicilio reail en esta capitail. sin que aiteccdentes 
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atanores a C sta fecha, sirvan para determinar fe contrario. 

Que el domicilio se conserva ix>r la mera intcnci,™ de no 
cambiarlo o de no adoptar otro ; *¡n que existan en el caso he- 
chos materiales que ¡enluzcan a presumir esc camino. 

Por ello, oído eí sélor procurador general, se (Ice ara juez 
competente para conocer en el concurso de don R. GÜmour, ai 
<le esta capital, a quien se remitirán ios autos, avilándose por 
oficio al juez de Merches. - Notifiquen original y rcpWn- 
se los cellos ante d inferior. 

A. Bkhmkjo. XiaxnK G. nri. 
SOtjRi — Ll'CAS Lól'KZ fe 



CAUSA CCC1X 

/V» 7t>fi' Adam contra la provincia de ¡hienas Aires, 
sobre interdicto de retener ¡a posesión 

Sumario: i." — &a destrneeit'n de alambrados realizada con 
fuerza armaría y ocurra la voluntad de ios arrendatarios, so 
pretexto de reabrir un camino púbtfco arbitrariamente clau- 
surado por el demandante j)oseedor t importa una turliackVi 
arbitraria de la posesión de «ste, cotí vio'neión de ío dispues- 
to por el artículo 2469 del código civil. 

2 " — en el suiniesto de que las autoridades de la 
provincia demandada hayan usado, al proceder a la reaper- 
tura del camino, de facuítades conferidas por su» leves Jo- 
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ca'cs, no pueden entenderse ni ejercitarle con dettiniénto 
«le las garantías consagradas por Ja Constitución y leyes co- 
munes respecto de la propiedad privada. 

3* — Contra las provincia* no procede Ja acción fie da- 
ño-! y perjuicios resultantes de un acto de turbación de po- 
sesión ejecutado por sus empleados. 

Caso : Resulta del siguiente: 



FALLO DE LA CORTE Sl'FREM A 

Buena» Alrvi, Mino 12 de 1514. 

Y vistos: 

Don Guillermo Huilié, ajioderado sustituto de don José 
Adam, se presentó exponiendo: 

Que su poderdante es propietario de ima extensión de cam- 
po situada en Meridiano V. |*artído de Trent|ite Lauquen, ( hoy 
Iíivadav ; i), cuyos í i roderos se expresan en el plano y copia de, 
tititfos que adjunta» pidiendo sean agregados al expediente. 

Que, como tal propietario, y por intermedio de sus arren- 
datarios los señores Ui» Grhner y Tomás Dortigues, ha teñirlo 
la ix>>esión quieta, pacifica; pública y continuada de dicho cam- 
po en toda su exten-ión, ha- ta la fecha, míe mencionará ense- 
guida. 

Que esta posesión sobre la totalidad de? campo aludido 
alambrada |M>r sr<. cuatro co-tado», «egún pn telan los recibís 
de medianería adjuntos, ha -ido perturbada violentamente v ]x>r 
actos materiales imanados de agentes del gobierno de 'a provin- 
era de Filíenos Aires, et la fecha y forma que expresará. 

Oue ni 21 de .Mayo del año próximo t^ndo, el señor Pe- 
condo Zanandrca. inspector de la dirección !*eneral de caminos 
(cuarta zonal, acompañado (Pe Tos agentes de la policía de Xfc- 
ridinno \ . .-e pre-entó m el castado nordeste del campo, en 'a 



K JUSTICIA DJ! LA NACION 



333 



parte que Üvda con la propicd:wl de d<m Gumersindo Ksponda. 
e invocando óríkmcs de! Superior Gobierno de la provmcia, 
trasmitidas a dk-ha dirección general, por intermedio del M mis- 
terio de < >bras 1 'ubi ¡cas. procedió a abrir el alambrado que cie- 
rra esa parte de la propiedad, cortando, y pretendiendo levan- 
tar postes, etc., a |>esar y contra Ja protesta más f orina?. haetu 
la residencia de hecho, deteniéndose por ello el funcionario pú- 
blico en la ejecución de los actos violatorios de Ta iJÓsesi<'ai de 
Adam, y ante In, promesa de (os ocupantes <le mantener las ct> 
sas en el estado de apertura panetaí en une el dejaba dicho cam- 
po, sá'o ]H\r no p,*dcr aijuclfos resistir a la violencia e»ni que 
procedía en nombre del listado y hasta ta rto míe el posewlor hi- 
ciera la redamación ante h justicia, tal como la ejercita al pre- 
sente. 

ptjjti para obrar en a forma expresada, ol señor inspector 
Zauandrca manifestó míe tea » aupantes <le1 campo estaban obli- 
gados a reabrir nn camino público, que para el gobierno de la 
provincia, por denuncia del Sirtdero señor ('.¿ponda, había exis- 
tido o debía existir en toda la extensión «le da finca señalada por 
la linea A D «Id paño acombado, es decir, dentro de la pro- 
piedad del señor Adam. poseída integramente y cerrada por sus 
cuatro lados ; y que como los ocupantes no habían cumplido fe 
orden de reabrir ese camino, ó! (el señor Zanautreal ]>or man- 
dato superior venía a cortar los allanerados para restablecerlos, 
dejándolo cx|>edito y en condiciones de viabiJidad. 

(Juc en mérito de lo expuesto y dis]x»iciones legales que 
invoca, demanda al (Gobierno de Buenos Aires, para que, en 
oport lindad, se haga !ugar al interdicto de retener la posesión, 
que entabla, y se *'o ampare a mi re|>re>enta<lo en la posesión que 
tiene del inmueble de que se trata, condenando, por consiguici.- 
te, a dicha provincia . a restablecer el alambrado a que se ha he- 
cho referencia, al estado en que se haliiha antes de los hechos 
que deja -meicionados. con más las costas del juicio y los -taños 
y perjuicios que se hayan causado a su mandante. 

Que posteriormente ( fojas 43, 45 y 55), el apoderólo de 
Adam se presentó manifestando (pie -as autoridades referidas 
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continuaban destntycnoo tos alambrados y arrancando los pos- 
tes en extensión tan considerare, que dejan abierta la propie- 
dad jH>r el costado nordeste. 

Que acreditado el fuero de esta Corte Suprema, se orden*, 
la citación de la provincia y el comprendo de la* partes a juicio 
verbal que se verificó oportunamente, reproduciendo en esa oca- 
sión el actor su demanda de fojas 22 y el apoderado de Ea de- 
mandada expuso a su vez : 

(Jac los hechos relatados en el escrito de demanda no con- 
cuerdan con los antecedentes (pie -!e han sido suministrad** v 
constan en el ex|>ediente administrativo que agregará como [>ar- 
te de prueba, por lo cual los niega terminárteme ite. 

Oue la cuestión planteada consiste en resolver si en !os pun- 
tos A, 1! y C del plano de ís, 6 del expediente administrativo 
número 705, Rjfolíi, existía < no un camino, hecho que el acto* 
niega en absoluto, f mirlando cu esta circunstancia la acción en- 
tablada. 

(Juc la direcciónó general de caminos de i a provincia; en 
ejercicio de las atribiKiiones que le confiere su ley de ereaeióón, 
ha podido comprobar con testimonios fehacientes de vecinos fiel 
partido de Kivadavia, la existencia <lcl memnWado camino que 
une di recta mente ct pueblo de Kivadavia con el de lVlegrim, 
siguiendo la traza A C do! plano mencionado ríe fs. 6, y en ejer 
cicio de sus atribuciones y en cumplin liento de sus dclieres, or 
deiw'i al señor Adani Éfc rea|>ertura del camino que había cerrado, 
cumpliendo asi lo dispuesto por el articulo 80 <)e & ley de cer 
eos y caminos, y articulo 7.", inciso 13 de la ley de 8 de Manso 
de 1910 que creó la dirección general de caminos. 

(¿itc con estos antecedentes no es dudoso que el interdicto 
interpuesto deba rechazarse con imposición de costas, porque los 
hechos invocados en la demanda, aún en la hipótesis de ser exac- 
ttfs, no autorizan el interdicto de retener, de acuerdo con las dis- 
posiciones legales citadas en la misma. eoímO (o demostrará opor- 
tnnamente ( artículos 248™, 24<>5 y 240/1, aVIigo civil), y ade- 
mán porque al proceder la dirección de caminos en la forma que 
rn-truye el expediente administrativo que acompaña, ha ejervi* 
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tado las funciones que le incumW-n ¡K>r ¿a ley de crcaeióci, y ha 
aplicado ta <Ie cercos y caminos sin extra limitaciones de ningu- 
na dase, que pudieran constituir un acto de turbación. 

(Jue en la misma audiencia, actor y demandado ofrecieron 
la prueba míe consideraron pertinente a sus dereclios, la míe 
producida, fué agregada de fs. 87 a 173, alegándose después so- 
bre su mérito, poniéndose los autos al despacito para su resolu- 
ción, y 

Considerando: 

<Jue la calidad <lc poseedor a título de dueño del señor José 
Adain en el campo a (jue se reiteren las e.^ ritmas acompañadas 
en copia simple, corrientes de ís. jfi a 33, sito c:i el partido de 
Tranque Lauquen (hoy Kivadavia), provincia ele Buenos Ai- 
res, desde el año 1903, 110 ha sido puesto en duda. 

(Jue en dichos documentos constan los linderos de la pro- 
piedad judicialmente vendida a requisición del gobierno de di- 
cha provincia, sin indicarse la existencia del camino que se pre- 
tende, motivo por el cual, seguramente, don Cutí ters indo Ksjion- 
da, colindante por el cosíanlo nordeste construyó el cerco diviso- 
rio cobrando a Adam la medianería que fué satisfecha según se 
ve a fs. 90 y 01. Pero, aunque asi no fuera, consta a ís, 134, 137 
y otras, que Adam lo cerró hace dos años por lo menos, quedan- 
do, cuino (o había esta<Io en pacifica posesión de su propiedad 
Monumento de fs, 88. ratificado judicialmente i>or los que com- 
parecieron a fs. 93 y de fs. 04 ratificado j iwKcial mente de fo- 
jas f/\ a 101). 

Que se ha probado asimismo que el (lia 21 de Mayo del año 
próximo pasado se presentaron al campo autoridades de 4a pro- 
vincia de Buenos Aires con fuerza armada, y contra la voluntad 
fie los arrendatarios procedieron a destruir a'ambrauos, so pre 
texto de reabrir un camino público arbitrariamente clausurado 
por el actor (declaraciones de ís, 102 vuelta, 106 vuelta y pro- 
testa de fs, 2 y 3, y constancias del cxi>edie.ite administrativo 
acompañado). 

íjite tales hechos, en las o -adiciones y tiempo ejecutados. 
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importan una turbación arbitraria íte ia posesión del doro anda li- 
le, con violación de lo dispuesto por e! artículo 2469 dd código 
civil. 

Que la afinnactún de la existencia det camino <|iie se pre- 
tende público, sin presentarse un solo antecedente oficial <|4ic lo 
indique, — articulo 10 de la ley de la provincia, de i88 >,— aparte 
dé estar desautorizada jtor el numeroso testimonio ofrecido por 
el actor y aún por los ofrecidos por parte de !a provincia, £0 esta 
mayormente por los dootime Uos de fs. 26 a 33 que no lo metí 
Clonan, circunstancia tanto más eMraña. cuanto (pie ninguna dé 
tas dos diligencias de mensura agregadas y practicadas en ¿ju- 
cas diferentes, lo deiermnai. 

Otie debe observarse que c] tnistno inspector del ramo en la 
zona cuarta que comprende e! canqio de que se trata, no indicó 
la existencia del camino y su clausura, to que autoriza a presu- 
mir que no se trata-ba de uno de uso público o de propiedad del 
Éstado. 

Que los firmantes del documento de fs. 155, (pie concurrie- 
ron a declarar i*>r pedido de la parte demandad:», puede ejati- 
marse (pie to desautorizan. 

I'" 11 efecto, Pedro Aguirre. a f-. 12H, dice que ha conocido 
el camino, y que ] jasaba gente: pero que nada más *al>e de la- 
v arias preguntas fiel interroga torio de ís. y de ías re ¡pegun- 
tas que formuló en o! acto el representante de! actor. 

Francisco Dabbadie, a fs. 130, dice que el camino ba llegado 
hasta lo de líspotvla; que tiene una idea vaga del alambrado de 
púa, que no salje el ancho de aquél ni adonde iba, porque él no 
haillegado sino hasta lo de Espedida. 

Repreguntado por el demandante, dijo que cuando ó! pasó, 
babia una tranquera. 

Guillermo Allicoí, a fs. 132 dice que él ba pasado |*>r el 
camino, que tenía ix>r ta ]>arte de tVriuier í arrendatario de 
Adoro), un alambrado provisorio que llegaba solamente basta lo 
de Esponda y rpie habia una tranquera. Q.ue no sal»c a d<*nde iba 
& camino porque él no ha .legwdo más epu? hasta Ib de Ksponda 
Que ha visto que otros pasaban también ]>or allí. 
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Kloy liona y Guillermo I iridíela, fk 134 y [37. prestan 
igual declaración que el anterior, agregando que el camino fué 
clausurado hace dos años. 

Juan Mh!b, Ramón Sosa y José Agujar, a ís. ¡40, 143 y 
146. dicen c|ue se trataba de ima luirla, rescindiendo en los de- 
más igual que los anteriores. 

Ouc aun suponiendo que fuese listante. ])or si solo el tes- 
timonio de vecinos para acreditar el dominio público del estado 
en propiedades poseidas ¡xir jstrt inflares, no puede atribuirse 
eficacia lega! a! rendido en este caso, míe si algo prueba es que 
Adam tenia dentro ríe su propiedad un camino particular de los 
expresamente reservados a] dominio privarlo, según lo determina 
c] art. ¿348 del código civil ( faNos, tomo 11 5, pág. 388). 

(Jue deln repetirse que aun en el supuesto ilc que las autori- 
dades de la provincia demandada hayan usado de facu"<tadcs con- 
feridas ]x>r sus leyes locales, como se afirma- no pueden enten- 
derse ni ejercitarse con detrimento de las garantías consogrados 
por la constitución y leyes comunes respecto de la propiedad pri- 
vada. ( Tallos, lomo 05, pág. ioj; tomo 1 14, pág. 413 y otros). 

(Jue cu cuanto a los daños y ]>crjn icios que se pklen, del» 
decirse que no son procedentes con arreglo á lo dispuesto |>or el 
artieiro 43 y concordantes del código civil, y a lo reiteradamente 
resucito, ( Fallos, tomo 78. pág. 371, y otros). 

I'or to expuesto, y de acuerdo con lo que preseritx" el articu- 
lo 249Ó y concordantes del código civil, se resuelve hacer lugar 
al interdicto posesorio entablado por don José Adam ctyntra la 
provincia <\c Buenos Aires, debiendo ésta mandar reponer aí es- 
tado que tenían los alambrados destruidos en eí término de trein 
tta días, sin costas. jx>r no halwr pnispcratfo la demanda en todas 
sus partes. Notifíquese orighal y rqniesto los sdlos ardí í ve se, 
devolviéndose el expediente administrativo acompañar to. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
CAnA sillas. 
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CACSA CCCX 

Criminal, contra Saturnino López y otro, por infracción a te lev 
de juegos prohibidos de tu provincia de Hucnos Aires; sobre 
procedencia de recurso extraordinario. 

Sumario : So procede eí recurso extraordinario autorizado por 
a articulo 4, ley 48. contra tui tallo de la Suprema Corte de 
Justicia de la provincia de Buenos Aires, «pie. fundándose 
en la interpretación y aplicación de leyes Incales, no resuel- 
ve la cuestión de carácter federa! planteada. 

Caso: Lo explican las piezas %uíentes: 



SKNTKNUA UK LA Sl'l'KlíM A COK TE I>K LA I'HoVIWJA l>K II. Al lilis 

f 

La Plita, julio 16 de 1913. 

\ iato el recurso de inconstitucional i dad interpuesto j*>r el 
defensor del procesadlo Rafael Kspcleta contra la sentencia 4 le la 
cámara de ajxclaeión de Costa Sud que te condena a la pena de 
cinco ni»! pesos de multa como infractor de la ley de juegos pro- 
hibidos; y considerando: 

1. * Que en la sentencia de la cámara se ha separado suficien- 
temente el hecho del derecho. planteándose y decidiéndose las 
cuestiones pertinentes, de suerte que las formas constitucionales 
han skIo observadas. 

2. a Oiie el recluso de ¡m-onsiimcionalidad establecido por el 
código de procedimientos penales se refiere a la constitución de 
la provincia únicamente y eso comprende las cuestiones de de- 
recho federa/, que tienen marcada olra substanciación por la* 
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leyes uaeionalc. siendo por lo tanto improcedente La invocación 
de la constitución nacional que, para í mular el recurso, hace el 
defensor del procesado, 

I W tanto y de acuerdo con k> pedido por el señor procura- 
dor general, se desestima e£ recurso mencionado. 
Devuélvase la causa. 

José Nicolás MaticHsa. — Grego- 
rio t.ecot. — H. /;*. /¿¡t aróla. — 
.1/. /■'. ¡iscohar. 

Ante mí: Rogelio A. Casco. 



dk-tami-x uní. sr- i'Horrií.\p((R gkxi-kal 

■ 

Bueno» Airea, Mevicmbic 6 dt 1913. 

« 

Suprema Corte : 

Kl recurso deducido es improcedente, en atención a que la 
sentencia apelada no contiene una decisi/m sobre los puntos que 
puede ser materia de apelación para ante V. F.. Consta en la 
expresada sentencia que la Suprema Corte de la. provincia de- 
claró, que no entraba a conocer de la impugna rión cpic se había 
hecho por e! recurrente, al sostener que Ja ley de juegos prohi- 
hibidos, era repugnante a la constitución nacioml^ por cuanto 
esa impugnación era de carácter federal y competía fuera subs- 
tanciada (>or los tri Uníales nacionales. 

Por consiguiente, para míe V. F.. estucícra en condiciones 
de decidir si la citada ley vio Lilia la miistrtuci«*m nacinnnsi, habría 
sido preciso que el recurso extraordinario se hubiera interpuesto 
contra el fallo de la cámara de apelaciones de Bahía Blanca, que 
fué el tribunal f|iic ilecidió en última balancia, (pie aquélla le- 
ño era inconstitucional. 
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Esta situación que se produce en la provincia fie Rueños 
Aires, a causa de la disposición contenida en su código de pro 
cedimíentos, lia sido examinada |x>r V, R. cu casos anteriores, 
en los cuales se ha decidirlo que la Suprema Corte de esa pro- 
vincia no es. en -o local, el tribunal <le última instancia a que se 
refieren los artículos 14 tic la ley 48, y (1 tic la ley 4055. f Palios, 
tomo u 6, pág, 1381. 

Sírvase V. E. declarar maí concedido él recurso, y ordenar 
se devuelvan los autos al tribu naí de su procedencia. 

Jnlh Rotet. 



FALLO HE LA SUPREMA CORTE 

Buenoi Aire*, Mirzo 12 de 19M. 

Visto-, y considera ido : 

fjuc la sentencia apelada tic fs. -,v prenunciada jx»r la Sií- 
pren>a Corte de justicia de *a provincia dé Alíenos Aires en la 
presente causa, no contiene decisión alguna que autorice el re- 
CttFSo extraordinario establecido cri éü art. 6." de la lev 4055 y 14 
de la ley núm. 48. ]*tr cuanto no ha tomado vn consideración 
ninguna cláusula de la constitución nacional. trata<lo o ley de! 
consre-o, cin respecto a la crm*tilueión de la provincia, que él 
re.iir>(i interpuesto ante e'la tiene existencia íegal, y que no 
comprende \x*t o n.igiiientc las cuestiones ( fe derecho federal, y 
en cuya virtud estima improeef lente la invocación de la constitir 
tiftn nacional que [«ira fundaría hace él defensor de uno de los 
procesados. 

(Jue esa deeNión. fundada en la interpretación y aplicación 
de las leyes Cocales, no puede ser revisada i*«>r esta Corte en c' 
recurro extraordinario previsto en el art. 14 de ía ley núm. 4S y 
en cuanto a la cuestión referente a Sa conformidad de esa ley de 
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3.1 provincia con las prescripciones de la constitución nacional, 
c'la lia sido reiteradamente resulta |>or esta corte, en sentido 
afirmativo cotno lo recoiuiee !a deíewi del procedido a fs. 83. 
( Fallos, tomo leu, pág. uCt y otros). 

Por ello, y de conformidad con lo establecido por esta Cor 
te Su] nenia cu casos análogo*, y lo expuesto y pedido por el se- 
ñor procurador general! se declara no haljcr ! ugar al recurso, 
Xolifiquese original y devuélvase, 

A. Iíilkme.io. — Nicanor (1. w.i. 
Solar, — M. 1\ Daract, — 
D. K. Palacio, — L. López 
Ca 11 anillas. 



Pon , tutumo í^'ón Espinosa, contra don Modesto Mcrnicr y 
otros, por cobro de pesos. Contienda de competen fin 

Sumario: Ks juez competente para cimoccr de los pleitos en que 
se ejerciten accione- persOtojes, el del tugar designado ex- 
plícita o implícitamente ¡Mir las partes para el cumplimiento 
del contrato, cualesquiera que sean la> prestaciones que sa 
'demanden, ya principales, ya accesoria «. 

( oso: I.o explican l;is pieza- siguientes: 
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AUTO DV.L JfKZ DK I.A 4." XoU J .VACIOS BS U> CIVII. DK LA CIUDAD 

DK CORDOAA 

Córdtíba, Septiembre 2 Út ¡913. 

Autos y vistos: 

Qc según resulta de Jos oVumcntos ag reídos. en et presen- 
te caso se trata de una acción |iersuna1. 

Jl.— Que 'los documento* agregados a fs. 8. tj y io, jusliíi- 
cam prima faeic que el demaní lado señor Andrnct nó e>tá obliga- 
do con los otros demandados en términos míe hagan aplicable 
Ja disposición del art. 7 de! código de procedimientos. 

f ■ — ño existiendo justificativo alguno que establezca 
(pie el señor Andrnet determinó lugar i>ara el cumplimiento de 
las obligaciones que a él le incttmlícn, el actor lia debido * zurrir 
para liaecr valer -sus pretendidos uercclios a! juez del domicilio 
del oponente. Art. 6, ínc. 3 del código de pnx-eriiinicnto*. 

I'or ella, resuelvo: Que es de competería del infrascripto 
el entender en la demanda en cuanto afecta al señor Andntet y 
de conformidad a las disj>osícioncs apücaKes de la Seecióü II, 
tit. X X del libro II del código (le imx-cííinuemos. líbrese el ofi- 
cio de ley al señor juez exhortante. Hágase saber. 

Moisés Kst'atonte. 

Ante mí : B. f\ Arguello. 



A13TÜ I>KL } I 'EZ DE í. m 1XSTAXCJA EX I.O CIVIL DK LA CAPITAL 

■ 

Bumm Airtt, Ottutfi 17 4* 1913. 

Auto< y vistos; y cotwderan<lo : 

Que según resulta del exhorto agregado a fs, 29, se trata 
en ra -o, de una cites t ion de competencia por inhibitoria dedn- 
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eida por c: señor juez de la ciudad de Córdol>a en el cual efec- 
tivamente no se acompaña» los recaudos a que se refiere la dís- 
])os¡ción del art. 417 del código de procedimientos. 

Que ello «o obstante, de acuerdo con los documentos agre- 
gado.^ y demás antecedentes del juicio, se demuestra a prima fu- 
trir, y sin que ello ¡muirte juzgar en definitiva sobre ía situación 
jurídica de los demandados onno socios o 11 j un ta me. t te en el 
negocio sobre rjuc versa esta demanda, la unidad del vinculo en 
cuya virtud tanto don I'antalei'm Andruet. cuino los señores J. 
Viilatnayor y AI. Mernier batí intervenido en la venta del campo 
a que se refiere el tuYeto de fs. 

Oue en tales condiciones y tratándose de una acción perso- 
nal y a pesar de no existir domicilio convenido para el cumpli- 
miento de ja "bligaeión. el demandante puede elegir el domicilio 
de] demandado íart. 4. código de procedimientos) y siendo el de 
esta capital el de los señores Villamayor y Mernier. según asi 
consta de autos, es indudable el derecho del actor para ejercitar 
su acción en el dmnicilio de cualquiera de cl'os, si como acaba 
de verse, la obligación comprende la misma causa entre varios 
ombligados, solución tanto más aceptable, cnanto que evita 4a di- 
versidad de juicio, y la consiguiente )»érdida de tiempo y de 
ga »tos. 

Por estos fundamentos, de acuerdo con las conoide raciones 
aducida^ en el escrito que antecede, que se reproduce en lo per- 
tinente, el juzgado mantiene sn competencia para entender en 
e<te juicio, a cuyo efecto se librará el exhorto correspondiente 
aj juez exhortante para que (lando por promovida la cuestión de 
competencia, ~e remitan los antecedentes a la Suprema Corte 
Nacional, Repónganse las fojas. 

Arturo Sccber. 

Ante mí: Francisco Castellanos (lujo). 
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VM.Ul DE LA CíiKTK SCPRI-M A 



. Iucnoi Aire*, Mino 12 4c líiu 

i vistos: 

1.a contienda rio competencia entre el señor juca ele la 4.' 
nominación en Id civil dé Cúnloba y d de igual dase de esta ca- 
pital para amoecr de la deni:mda pmmmida |mr do» Antonio 
León Espinosa contra los señores Modesto Mernier, forge Yi- 
Ifamayor y Pamalcón Andruet. sobre cobro fie pesos. 

Y en» ¡de ran do: 

Que sefátj consta de autos se trata en el presente juicio del 
cumplimiento de Ia> obligaciones o .111 ra i das en el contrato de 
compraventa que expresa el boleto de fe. f ceebrado entre el 
actor don Antonio León Kspinosa por una parte y por la otra 
tos demandados Vilamayor y Mernier |>or ^i y por Andruet a 
mérito de la autorización de fs. 2 v j>, 5. 

(Juc consta igualmente halier -ido acordado en término* c.v 
presos que la escritura del referid.» contrato debería extenderse 
a-ite e! escribano don Felipe S. Violante de esta capital en donde 
aqtté: fué celebrado. *egún aparece del expresado boleto de fs. 7. 

Que con arreglo a lo dispuesto |mr el an. 1212 y silí .-orre- 
Intivns del código civil y lo dispuesto p>r e*a Corte en reitera- 
dos fallo*, es juez cí meterte pasa conocer de los pleito, en que 
se eji-reiten acciones per^na-'cs e! dol lugar dezmado explícita o 
implieitaiueme por las partes para el ctrnipKmiertto del contrato, 
emi'lesqitiora que sean -las prestaciones que se demanden, va prin- 
cipales ya accesorias. Patíos, tomos 42. pig, 45* P*?- "km ; 92. 
pag. 380 y IJ3, páginas 152. 356. 392 y otros. 

Por ello, oido el señor procurador genera!, se declara que el 
-efior juez de i." instancia en lo civil de esta capital, es el com 
pétente para conocer en el juicio referido a quien en eon^ecucu 
cia se remitirán los autos. Iiaciénd-^e saber }>or oficio esta rc-n- 
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hiciún al >ciW juez de la +' nominación de lo civil ríe !a ciudad 
de CV.rdo!.a. Kotifíqiiese ongiiwí y reponga n*e la* fojas ante el 
inferior. 

A. Bermejo. — N icanor G. del 
Solar. — &|¿ [>. Daract. — 
O. E. Palacio. — L, I^pkz 
Ca «anillas. 



ACl'KklM i 



Sobre fase de las Huios Pontificias instituyendo obispo titular 
de Costábala y auxiliar de Cuyo a monseñor Marcos Zapata 

Sumario : Con las reservas que emanan de !a constitución y leyes 
sotjre patronato» puede concederse eí pase a la* bulas nonti* 
fíelas instituyendo obi^m titular. 



MCTAMI-.N IHTI. sr. l'KtlCL-HADOR CliM-fiAL 

Buenos Aitt*. Marzo 10 út ]ui4. 

Suprema Corte: 

K! Itrevc de Su Santidad ej Pon lí fice Pío X, i|ue instituye 
( >bispo titular de Gastábala y auxiliar de Cuyo, a monseñor Mar- 
era /apata, nr, menoscaba la» prerrogativas del patronato nació- 
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nal, cilios derechos ejerce el poder ejecutivo, si0ú él articulo 
86, inciso 8." de] código fundamental. 

El Urevc Pontificio refiere el nombramiento de obispo a 
una iglesia fuera del territorio nacion.il, extraña ]tor etto a la 
constitución y eleves de la Nación y exenta. por confuiente de 
todo vinculo jurídico con «nts «utilidades. 

Si bien el Breve Pontificio tacú 1 ta al <>I>í-]yj itutititido |wr.i 
ejercer en !a diócesis de Cuyo y o uno auxiliar de su Ilustri-imO 
oIwsjkj, los potni-ficaües y demás ejercicios del ministerio, esta 
autorización depende del mandato del titular. Tal autorización 
limitada entonces a los pontificales y demás ejercicios t |el minis- 
terio, con consentimiento de' Obispo de Cuyo, queda *uljordina- 
da a las que posée y ejerce aquél. co.t sujeción a las prerr. ilati- 
vas del Patronato Nacional, y en virtud del puramenio prestado 
resfiecto a su observancia. T.a autorización no implica atribución 
de jurisdicción propia al instituto, sino simplemente facultad de 
recibirla del obispo titular de Cuyo en la esfera de !a que ejerce 
con s t it uc u jrnalm en t e . 

Kn este concepto, no encuentrn míe el Kreve Pontificio traí- 
do al acuerdo de Y. E. contradiga lar- regatías del patronato que 
consagra el articulo 86 ele la Constitución Nacional en su Ítiei*o 
r>.*, y pienso que. salvo siempre los derechos acordados al poder 
ejecutivo j>t>r ese artículo, V. K. |*>dria acordar el acuerdo re- 
querido al efecto del pa<c. ]>or el inei-o i^dri texto constitucio- 
nal antes citado. 

Julio Boíet 



FALLO DE LA CORTK SUPREMA 

Butnot Alrci, Msrjo 12 dtISN 

De conformidad c u jp dictaminado por el -cñ<ir pnvnra- 
dor general, la Corte Suprema de Justicia de la Nación presta su 
acuerdo para que e. Presidente de ta República coiiceda el ¡íasea 



M JUSTICIA DE LA NACION 



347 



las ta.!a< expelidas por su Santidad Pío X, .Vtituvendo obispo 
Mtuíat ele Castaliala y Auxiliar de Cuyo, a Monseñor Marco* 
/apata, con I as reservas q«e emanan de la Constitución v tavci 
'lutada. con arrezo a ella, soty* ti parro nato nacional. Devuél- 
vase, en consecuencia, este expediente, a : poder ejecutivo con el 
coiresnontiietite oficio. 

Xicaxok G. pel Solar. — D. E- 
PALACIO, — Sí. p. Dar ver. 
T.. I/u*ez Cu'.axii.i.as. 



cusa CCCXIJ 



'.uis y //íijrr i-f H/rrt /o nación por devolución de impuestos 

nano: i* -- I. a jtrotevta a! pa<jar mi impuesto o la r-íser™ 
heohá al verificar el pago, es un requisito necesario para la 
proce4ei»cía «le demandas en restitmión de las sumas alio- 
na ¡las p<>r tal concepto. 

¿* — l.a> disposiciones del código civil son de aplicación 
inmediata a acto* regidos en su causa, formas y eíectos jior 
el derecho común, y sólo subsidiariamente se extiende a ta; 
relaciones entrega adm i ijist ración y los «olternados oue fos- 
ni:in ía materia propia del derecho pútaieo. 
3 — La prolección acordada ppr la nación, mediante 
sns t r ¡tama e>. a las garantías que la Constitución Nacional 
reconoce a los contrita» entes, ni* es incondicional ni ilimi- 
tada : estando, por el contrario, sujeta a restricciones expre- 
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sas y a otras qiie emergen de principios generales bien de 
finidos. 

Caso: Lo explican las piezas siguiente*: 



SKNTKNCI.V HEI. sr. jua federal 

Buenos Aiiti. Julio 15 de IU1 1. 

i 

V vistos de >u e-tu lio, re-u'ia: 

Otte a Í-. i >e presentan l.uis y llü-er (/nublando douuíiid.' 
contra Ja Nación, por devolución de la Mima fie cinco tni! ciento 
sesenta y dos pesos moheda nacional con sesenta centavo*, pro- 
veniente* éeñ mTpuesto pagado indebidamente «'Jire varias par- 
tidas de aU'ulml que >e invirtieron en la fabricación de vinagre, 
devolución <|tie -.«'¡citanM pof la via administrativa y (J ue le fue 
denegada : transcriben la -ilicitud prc^-ciitiula a la a liiiini -tr.i- 
ción en la (pie expre-akan «jne de<de i&;ó habían obtenido la 
exoneración del impuesto -obre el alcohol rpte invertían esi la fa* 
bricaeión del vinagre, pues ta* leve- deí ano y .V4 ff > 

del afm jS-j- e-tab'ecian uniformemente "que lo- aScoholés que 
se emplearan en la industria quínwca no payarían impuesto pre- 
via desnatural i/ación". 

Que :a ley 3681 estáblecta 'o íüisino que las anteriores y |>nr 
tanto la interpretación u nia i|iie -er la mj-ina, -in embargo, el 
ministro doctor K-ca'aute interpretó di ver-a rúente dicha ley dic- 
tando un decreto por d c:i;vl se asinúlatia el vinagre proven ieitc 
de la oxidación del aflcohoj a las bel pida s artiíiciaVs gravándolo 
con un impuesto que hasta entonces no ftaiíía exi-tidu. 

(Jue esc decreto era ilegal p.»r alterar e! espíritu de la lev 
y por crear un nuevo impuesto. 

O ue despué-. pjOf decreto de ¿ de Marzo de tSgj), -e excep* 
tuaba de impuesto al a'cobol que <e inventa en la fabricación d<í 
vinagre, restableciéndose en ésa forma el régimen anterior. 
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tjuc liarla cute apareció este út limo decreto lian pagado in- 
debidamuite la suma i|ue expresan \mr impuesto sobre un alco- 
hol qué pOf la lev estaba exceptuado *\v todo gravamen — y de- 
tallan las partida- que fueron gravadas eo i impuesto — afirman 
que el decreto de 26 de Kehrcro de reglamentando a ley 
#£1 {.(pie exceptuaba de impuesto a Ibs alronoTe* empleados en 
la mdu-tna (mímica), y \h>t cuyo decreto se gravaba al alcohol 
destinado a ta fabricación del vinagre, es inconstitucional par- 
que al l y raba e 1 espíritu de la ;ey. 'a cual exceptuaba de pagar 
impuesto al alcohol destinad* • a fa industria 'húmica. 

(Jue el decreto meneio-iado, ;¡| equiparar el vinagre hecho 
en agua y alcohol a las bebida- artificiales, no tiene fundamento 
científico, pues el vinagre preparado ¡«ir la oxidación de! alco- 
hol es considerado en i intuido como mi produelo apto paira ta 
alimentación. 

Que no se trata de una ¡nutación romo io son !a> bebidas 
artificíales (en cuya preparación entran diversas ((togas) res- 
pecto de tos vinos. 

ÍJne CJCn ti fie;* mente -e eon-idera vinagre natura»! al que 
proviene de la oxidación del aYohol. mientras que es vinagre* 
artificia! el obtenido por <]i»i>1'ició:i del ácido acético en agua, el 
cual es nocivo a la salud. 

Quv. |)or e«as rayones, cu lS ?) se restableció el antiguo ré- 
gimen, de acuerdo con ía ley míe exceptúa e! impuesto al aleo- 
hol destinado a la indu>tria (juimiea y termina pidiendo se con- 
dene a la Nación a la i levo' ución «le la Mima i id i cada oni inte- 
reses y costas. 

One. obtenida la ven' a del Congreso |>or el actor, se dió 
trabado a f-. 8 vuelta, el «pie evacúa el proctirailor í i-cal doctor 
l*arera. pidiendo e¿ reeh.'Uío de la demanda con especial condena- 
ción en costas, fun lando- e e.n que ya en njoo hicieron igual re- 
clamo el que fué desestimado en lKoj, ]>or el señor ministro de 
hacienda, de conformidad con lo aducido por la a-dmui i <\ ración 
de alcohole-, y Jo dictaminado por el procurador del te-oro. los 
t|i:e reproduce: tftie segím ellos, vi decreto de 36 ele febrero de 
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1S08 fué dictado para adarar el alcance de! articulo 37 fie ta ley 
3681 vigente entonces y distinta en sus temimos cié la ley ,17111 ; 
que, mientras que j*>r ;a i>rírnera disposición se establece que lo* 
alcoholes empleado* en la industria química quedan exceptuados 
de impuesto, previa desnaturalización, por la segunda se disjio- 
nc que el alcohol desnaturalizado pagará diess centavos {>^r litro. 

Que la liase de esta exoneración y -moderación de rasa par.i 
ol alcohol desnaturalizado, está constituida \*tr la compro] pación 
por parte de 1 ! i>mlcr ejecutivo, de íjuc el alcohol desnaturalizado 
no puede revivificarse. 

tjue a este objeto el jhuIct ejecutivo concede o deniega la 
moderación o exoneración de U\-;i :í". alcohol que pueda o no con- 
siderarse eonm suficientemente desnaturalizado — que esto es 
i|ue ha ocurrido — que el aileohol empleado en Ja fabricación 
del vinagre artificial no quedaba suficientemente desuaturadiza- 
do, por enyo motivo se dictó el decreto de 2<> de febrero de iSqS. 
Dictada la ley 3761. distinta a ta 3681 en punto a la imposición 
dd akohoJ desnaturalizado, d podér ejecutivo consideró que 
dada la nueva reg'amcntación dd im\ mosto, podía autorizarse 
la elaboración de vinagre 'artificial con alcohol desnaturalizado, 
y resolvió jn>r decreto de 3 de Marzo de i&jo. dicha autoriza- 
íiun. 

Que d poder ejecutivo en ta interpretad.' n de una ley amial 
y dUtinta como ta 3681 de la 37(11, no está obCigado a ceñirse a 
ttná única interpretación sin tener eti cuenta las modif ¡endones 
]>ostcriorcs de esta legislación temporaria. 

<Jue el ttoder ejeaitivo con el decreto de i&jft no lia hecho 
más que reglamentar la ley 3681 dentro de su facultad constitu- 
cional y de ta que Je lian conferido las ícyes 3681 y 3761, y que 
ios actores 110 pueden exigir la devolución de lo que han pagado 
sin protesta. 

Abierta a prueba a fs. 14 vuelta, el actor pide se agregue el 
expcdienle caratulado igual al pre-enle y con el alegato de fo- 
jas 20 y d llamado de autos de Es, jo vuelta, lia quedado eit* 
causa en estado ríe fallarse. 
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Y considerando : 

i* — Qué e! demandad" aduce, cutre sus defensas, h falta 
de derecho do los actores a repetir lo pagado [h ir haberlo hedió 
sin protesta; defensa esta íjHe debe él jugado examinar previa- 
mente. 

— ©UC, efectivamente- los ¡tifaips 110 han cumplido CQrt 
la formalidad de la protesta al verificar el pago de los impues- 
tos que ahora pretenden repetir, pues ni en el escrito de fieman 
da insinúan que hayan hecho esa protesta, ni en ta prueba han 
probado este extremo, 

3" — { J lí c la Suprema Corte ha resuelto uniformemente 
que la formalidad de la protesta es ivi requisita indispensable 
para la pr< K-edcncia de las demandas de la naturaleza de la pre- 
sente, en !a que >e exige ta rej>etidón de impuestos indebidamen- 
te pagados. (Tomo if t p%. jo;; tomo 31, pág. 107; tuno 07, 
pás- 351* >' «'Iros), 

4'* — ÍJne procediendo esa excepción de fa'ta de protesta, 
el juzgado no puede examinar d mérito de los argumentos lie* 
ohos en la demanda ni pronunciarse solire la iiiconstitueionali- 
dad del decreto de 20 de Febrero de i&ft porque ello importa- 
ría decidir una cuestión abstracta de derecho y juzgar sobre la 
incoasiitueionalidad de una ley (pie no tendría aplicación al caso 
snb lite j>or no prosperar la demanda por falta de la íornrnlMad 
expresada ttl sufra. 

l'or estos fundamentos, fallo rechazando la demanda enla- 
biada por Luis y Iliiscr contra e! Golrierno Nacional, sin cos- 
ta s, porque el actor ha tenido motivo (rara creer que tenía dere- 
cho a demandar, 

Xotifiqucse con et original y rqn'inganse los sellos, y opor- 
tunamente archíve-e. 



E. Claros, 
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SE X TI- N LIA líK CAAI ARA I l-IHÍR Al. Mi AI'l-LACHtVKrf 

Bueno» Airci, lunio l> de PJIJ 

Vistos y considerando: 

Qtté 4a acción deducida contra el Gobierno de la Nación fes 
por devolución rk' >tmm de dinero pagado ]*>r concepto de ím- 
pestDS sobre varias partidas de alcohol, qne se invinieron en fa 
fabricación de vinagre, 

(Jtie es requisito necesario para la procedencia de tina de- 
manda de la naturaleza ile la que motiva ésta litis, la formalidad 
de la protesta al pagar e' irupueMo o la reserva de derechas a 
exigir sn -devolución o]tortiMia. exigencia une !a jii.-tifica la ne- 
cesidad de «pie la administración no paralice la recaudación de 
sus rentas. (Tomo 70* pag. 17; 'Ai. I»g. 355 de los fallos de la 
Suprema Corte Nacional). 

One, según resulta de autos y no oh-tante "¡a afirmación 
contraría hecha c.i cit chtíio de CNproión de agravios. e¡ pago 
del impuesto cuya repetición -e intenta fué hecho a la adminis- 
tración lisa y llanamente, sin la protesta del caso, ni reserva de 
derechos por lo míe e> de aplicación la jurisprudencia recordada. 

Por ello, lo aconsejado ]»or el señor procurador fiscal de 
cámara, y sin fundamentos, se coi firma, con costas, la senten- 
cia apelada de fs. 22. — Xotifiuucse, devuélvase y repulgase el 
sellado ante el inferior. 

Panid (¡oytia. — .Itjnstitt Urdmarmin. 
-Juan A. dar da. — K11 discordia 
Angel l : crre\ra Cortés. 

FALLO 1 iH LA CoKTK Sl'i'HKM \ 

Bucnoi Aire», M*no M dr 1914. 

Y vistos ; 

1,oí venido- en apelación de la -ettencia de fojas 4~. en ía 
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dánaada promovida contra la Nación, por 1«js señores Éiúis y 
IliUcr, poi devolución dé impuestos; 

Y K&n'tando: 

Que loa actores, fundando su acción, sostienen que en Fe- 
brero de i8y8, solicitaron de la administración de impuesto;- in- 
tí-Tnos. la desnaturalización de dos mil litros de alcohol que in- 
vertirían en la fabricación de vinagre, pedido que les fué dime- 
gado en virtud de !o dispuesto en deoreto de -'ó de Febrero de 
dicho año. 

(Juc esta resolución era ilcga' y contraria a la Constitución 
Xacional. pues. di^Hmiéndose \*x d articulo J." de las leyes en 
vigor entonces — 3347 y ~ U»« alcoholes que se em- 

plearan en la industria química, como lo era la de fabricación de 
vinagre que ejercen, no pagarían impuesto, previa dcsnatura'i- 
zacion, el pockr ejecutivo no pudo resolver lo contrario en el ex- 
presado decreto. 

Que no siéndoles posible suspender la fabricación del vina- 
gre, dados los enormes perjuicios que ello Ies habría causado, 
«les Fué forzoso pagar el impuesto, hasta (fue, pe* decreto de 3 de 
Marzo de i&jo, se restableció la antigua exoneración del mismo; 
habiendo pagado en e*c intervalo, |>or las <li versas partidas y en 
las distintas épocas que expresa el escrito reproducido en i.t de- 
manda, la cantidad tota! de cinco mil ciento sesenta y dos pesos 
con sesenta centavos nacionales. j*>r cuya suma demandan a 1* 
Nación, para que sea o|>or tu ñámenle condenada a devolvérselo», 
con intereses y costas. 

(Jue el procurador fiscal contestó por la Nación a fs. 11, 
«ateniendo la improcedencia de la acción hstaurada. no sola- 
mente por ser legítimo el pago hecho por los actores, según se 
demostró en el informe respectivo del administrador de impues- 
tos internos sobre dicha reclamación i fojas 6 del expediente ad- 
ministrativo letra L núm. ifx>, agregado), cuyas consideracio- 
nes reproduce, sino también porque los demandantes pagaron 
esc impuesto sin |»rotcsta, y de acuerdo con !as leyes anuales so- 
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bre impuestos internos y sus reactivas reglamentaciones. 
Y con -d< le ran do: 

Que, síenáb ixjt su naturaleza, previo a toda otra o mode- 
ración, el ] Mrnto relativo a ta improcedencia de la demanda, ]»>r 
h falta de protota al efectuar los pagos cuya devolución se re- 
dan. a. corresjxmde que sea él apreciado y resuelto preferente- 
mentc. 

t>ie. a este efecto, debe, desde luego, decirse que en reite- 
radas tcasiones esta Corte tiene deparado que ía protesta al pa- 
gar un impuesto o la reserva hecha a! verificar el pago, es un 
requisilo necesario para la procedencia de demanda en restitu- 
ción de las sumas alionadas por tal concepto. 

Que esa jurisprudencia, concordante con otras de la may..r 
autoridad, no es contraria al articulo 7S4 del código civil, por- 
que !as disposiciones de éste son de aplicación inmediata a actos 
regidos en su causa, formas y efectos |>or d derecho común y 
sólo subsidiariamente se extiende a ¡as relaciones entre la ad 
mmistraeión y los gobernados que forman la materia propia del 
derecho púbüco. 

Que si el pago fuere nulo por la inva/idez de la lev misnn 
que lo ordena, en concedo de ser violatoria de las garantías 
acordadas a los contribuyente^ ¡*>r la Constitución Nacional, 
debe tenerse en cuenta que esa protección acordada ]>or la Na- 
ción a las garantías expresadas, mediante sus tribunales, no e? 
incondicional ni ilimitada, estando, al contrario, sujeta a restric 
eiones expresas y a otras que emergen de principios generales 
bien definidos. (Tomo 99, pág. 355, y otros). 

Que no consta en autos ni se ha pretendió ]>or los actores 
hal>er hecho protesta en el acto de verificar los pagos de (pie se 
trata; y si bien se sostiene que hubo reserva de derechos, demos- 
trada |H»r la* rec'amacitmes que elíos dirigieron a la administra- 
ción de impuestos internos. corresponde hacer notar que no h.-n- 
constancia en la cansa, de otra reclinación de esta especie qi¿ 
:a contenida en tí expediente ante^ recordado (£, imm. [60), 
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iniciado con mucha interioridad a tos pagos de la referencia, 
gestión dirigida exclusivamente a obtener la devolución de la to- 
talklad de la< sumas abonadas en más de un año; siendo aún de 
advertir que esa misma gestión se inició después :1c jíio y 
medio de restablecido el régimen de la exoneración de impuestos, 

<Jue, en realidad, el misino tirito de demanda no contiene 
sino vagas referencias aüi>ivas a 'la ineficacia de a neutros reite- 
raijos reclamos", o "gracias a nuestros reiterados redanuss'* — 
fojas 2 y 4 — las que ni indica las ojiortunidades en une se hi- 
cieron ni si impugnaban los pagos hechos, ni, en fin, nada nue 
1 meda dar ]>ie a una interpretación de reserva o de pago verifi- 
cado bajo reserva. 

Que en tal concepto la iterativa en términos absolutos hecha 
|x>r el procurador fiscal en mi contentación a la demanda í fo- 
jas ir), de la existencia de protesta a! efcvlLiarse los ]*agos por 
los actores, comprende implícitamente la de toda actitud o mani- 
nifestackíi de los mismos que |nidiera servir para inducirla, de 
modo que, si las alusiones antes recontadas ^c refiriesen a los 
pagos que hacían, de lo (fue no hay base siquiera, dada la vague- 
dad de sus términos, deben considerarse también comprendidos 
en la negativa de la demandada, y, i*>r consiguiente, incumbía a 
los actores acreditara en deliida forma, lo <ruc no üe ha interna- 
do ni hecho en modo aCguno. 

Por ello, y fundamentos del íalío recurrido de fojas 42, se 
lo confirma, con costas. — Xotif uniese original y devuélvanse, 
repuliéndose el papel ante el inferior. 

A. Bermejo. — Xionor G. del 
Solar, — D, K. Palacio. 
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/?í»m demente /,. /Aíri, deduciendo tercería de mejor derecho 
en el juicio de expropiación seguido por el ferrocarril del 
Sud contra ta sucesión de don Pedro Petrochi: sot>,c pro- 
cedencia del recurso extraordinario. 

Sumario: i* — 1 lasada |x>r et recurrente la procedencia del 
fuero federal, no en disposiciones de la Constitución Nacio- 
nal o requisitos que e'Ia establece, sino en la naturaveíta 
atribuida a la acción de<lucida f'a tercería), o sea. la de un 
incidente del juicio de expropiación radicado ante la ju^tí- 
cía federal, no procede el recurso extraordinario del articu- 
lo 14, ley 48 contra la resol ucióón denegatoria de esc fuero, 
toda vez que la cuestión sobre si !as aciones deducidas pro- 
ceden o «o en la forma incidental de una tercería, es de ca- 
rácter procer 1 , regida por las leyes de forma, cuya inter- 
pretación y aplicación son extrañas a *licho recurso. 

2 * — jVo corresponde a la Corte Suprema la aclaratoria 
de resoluciones que no ha pronunciado. 

Caso: Resista de ¿as piezas siguientes: 



SENTENCIA |si: LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

La PJita, 0efubre25 de 1913. 

Vistos y considerando: 

En cuanto al recurso de nu'idad: Qm éste no ha sido f im- 
itado en el escrito <te expresión de agravios, y antes, ]xir el con 
trario. el apelante se ha limitado a pedir ¿a revocación de la sen 
tencia, 

Por esto se rechaza el recurso, v 
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Considerando: Eii cuanto a la apelación: 
t,* ?— Qúí la jurisdicción de ilcs tribunales nacionales mv 
prorrogare sobre personas y cosa* ajenas a ella, y siéñQtpri 
i|ul' de la deinan la aparezca que la cau-n no cmnpetL* a la justi- 
cia nacional, el juez debe declarar su incompetencia i doctrina 
art. l * y ley $0). Ksta obligación subsiste i*w parte tle* ina 
gistrado hasta e! momento de la semencia, parque «a- teye^ <pie 
rigen la jurisdicción si:n de orden público, y, en consecuencia, 
sus disposiciones del»cn aplicarse, aún de olido, en cualquier es-" 
tado de la causa, toda vez míe :a falta de jurwliccióti viciaría 
de nulidad todas las actuaciones, 

2/ — One el acl<»r ha deducido en su escrito de demanda 
acción "de nulidad de las ccmoics hedías por los señares JYtro- 
chi y de tercena de mejor derecha sobre él terreno y su precio 
de e.rf'rof'iiti iñit'' pidiendo que el juzgado las declare ion cortas. 

— f)ue las tereenas, como incidentes, só'o proceden en 
In- juicios, como >e desprende de los artíeu'os 3G1 y siguícntcfí 
de la ley 50. y 520, del código -de procedimientos Miptet«>rio. 

4." — Uue, canto puede deducirse de los propios términos 
euip'eados por el actor y aún fie los fundamentos que ha exptiest 
to. se trata de un verdadero juicio ordinario, (¡uc no o del re- 
sorte de: juzgado de sección por no estar acreditada en auto, 
alguna de las causas que producen el fuero federa'. 

— Que la jurisprudencia citada por el apelante no es 
aplicable al snh jutiiee. |*'r cuanto en el caso <le aquélla >e tra 
taba. solamente, de reso'ver respecto a "a entrega del dinero pro 
ducto de la expropiación sin que exigiese ninguna cuestión pre- 
via respecto a la propiedad de! terreno expropiado. * Palios, Su- 
prema Corte, truno 66, pag. i$f$* 

l'or e-to, y sus fundamentos concordantes, >e confirma la 
íentencia de fs. 107. con costas. Devuélvase. ( 1 j 

Marcelino Escalada, — K, Cuido kaya- 
lle. — Kn disidencia: %Mn Bautista 
I-erreyra. 



(I) En na «eiUcnel». el ju« fede«t h drcliriU i neo n peíate 
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\ i.-to- y considerando: 

One el rect#H> inte^tteííta por don ("emente I.. liáez y 
concedido por !a cámara federal fie ipelaeione- fie La I 'lata, <e 
basa en que <c lia de -conocido el fuero femenil a que se acogió 
aquel ;*! i'iterpouer la arción He nulidad contra las ce-iones he* 
chas a lo- expropiados y de tercería fie mejor derecho sohrc el 
terreno y su precio en e' juicio de expropiación *egnidn pi.r v \ 
Ferrocarril tlel Sud contra los herederos de Petroehi. 

Que esa incompetencia que ha motivado el recurso extraor- 
dinario ante esta Corte, como consta en la sentencia afielada co- 
rriente a fs. 202, se funda en que "la- tercerías, como i -tei< len- 
tes, proceden en los juicios ejecutivo*, coitk» -e desprende 
de Í6s artículos 301 y siguientes de la ley 50. y 529 del código de 
procedimiento- supletorio" y en que ' como puede deducir >e de 
los prontos términos empleados jior ct actor y aún fie ios funda- 
mentos que ha expuesto, se trata de un verdadero juicio ordina- 
rio que no es del reírte del juzgado de sección por no ertar 
acreditada en autos alguna fie las causis que producen d fuero 
federal". 

Que la iwocedencia fiel fuero federal no ha sido basada por 
d actor en las disposiciones de la Constitución .Vacional o requi- 
sitos que ella establece, pues que su carácter de argentino y de 
extranjeros los demandados, ha sido mencionado por primera 
vez ante esta Corte en el memorial fie f-. >Íno en la natura- 
leza atribuida ¡*>r ¿I a | a acción iniciada, o >ea la de un incidente 
de una cau-a radicada ante la justicia federal. 

Que. en efecto, como >e hace con-tar en ese memorial, 
fura la mentó principal de estos fallos — (pie declaran !a incinn- 
l«tencia de la justicia federa! — ennsi-te en no - C r la demanda 
de ttáez un incidente del juicio de expropiación, del que deba co- 
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noccr el ttwsnío juigado; findamcni" míe mi parte sostiene seí 
erróneo". 

<juc :a cuestión sol>re sí las acciones dethtddás píTKíedfcn o 
tu » en -la forma incidental de una tercería, es ile carácter procc 
sal regida por las leyes de forma, cuya interpretación y aplica- 
ción es extraña al recurso extraordinario interpuesto. ( Imillas» 
tomo 95. ¿ág. 79; tomo 1 14. 315: tomo 115. J$g. 11 1. 

Pttr tilo, oído el !>cñor procurador j{e icrat, se declara no 
iialier lugar a! recurso. — &otific|iie<e con ol original y devuel- 
van-*', reí Minifiif lose ' os * l,ltt * l '' inú-rior. 

A. P.krmkjo. — Xk-VMJK @; m;r. 
S'U.AR. — I). K. Palacio. 



Habiendo el representante del -eñor Hñez presentado cs- 
rrito, pidiendo aclaración de! precedente fallí», en el sentido de 
que se expresara si la incompetencia federal dcc'arada. anulaba 
el juicio substancial o si 56I6 importaba la declaración de que 
pa*cn los autos a la justicia ordinaria que corre sponda, el tribu 
nal proveyó: 

Rurnr» Air». Mano If, de 19H. 

Auto- y v isto* *. 

rf escondiendo a e-la O rle la aclaratoria de reso'n- 
ha dictado a! ¿imitarse a declarar la simple impro- 
a de un recurrí, e-té*e a lo re-udto, 

A. Bermejo. — Nicanor G. dfx 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio, — L. López 
Cabás illas. 
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CAUSA CCCX1V 

Don Martin S. Btffto en tintas con el fisco nacional, sobre in- 
fracción a la ley de impuestos internos. Recurso de ¡techo 

Sumario: Alegada durante el juicio, corno defensa, la íneoíistí- 
tucionalidad de tina resolución admmtstrativa, procede el 
recurso extraordinario autorizado |>or el artk-tiilb 14, í'ey 48. 
contra tía semencia denegatoria de la exención invocada, 
aun cuando el interior, en razón de la errónea calificación 
dada [x>r el recurrente a su petición, no sé haya pronunciado 
sobre la inconstitticionajda I (alegada cotilo causa de nuli- 
dad de la resolución administrativa ». por 110 estar compren- 
dido entre las Iransgresioiies u Mttísíones enumeradas por 
o! articuló 509 del código de procetbmieníos en lo criminal. 

Caso: Lo explican la< pieza- siguiente»: 



mCTAMKX DEL Sr. HHOCfRADoR i.l-XKKAL 

Ruines Alws, Octubre 26 de 1911, 

Suprema Corte: 

Kl recurrente alegó oportunamente la im'i tad de la resolta 
.Jon de fg. |8i fundándose tn la he* n,titt:ciona ! idad de las íe 
ye* ilc impuestos internos, más el señor juez federal a»l dictar su 
sentencia omitió prommcí-rse sobre dicha nulidad por no estar 
comprendida la causal invocada entre las omÑioies o transgre- 
siones enumeradas en el artículo 500 del código de pro cediniíen 
tos en to crimina,!, pala dar lugar a 1 referido recurso de nulidad. 
Apelada la sentencia oara ame la Kxema. cámara federal de 
Córdoba, tsíe tribuna! la confirmó por m ftndamemo-. 
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Xo existe, jtor tanto, mía f lección contraría a la huelgen 
fia de una clán-ua dé la Con>titución, o de ley o de tratado del 
Congreso, — cotnoJo exige el amiento 14, inciso de ta lev 48. 
en que se apoya o! recurrente- — para que sea procedente el re- 
curso extraor di nar io t y sin cuyo recito falta ta liase indispen- 
sable para que Y. E. pueda ejercer su jurisdicción especial de 
apeladón contra las sentencias de 'os triluma'es Miperiores o de 
las cámaras federales que se hallen en uno de los casos taxativa- 
mente enumerados en la citada disposición. 

Para que está Suprema Cor» pu liera entrar a omjoccI* de! 
recurso deducido, seria ¡ndí^*en>ah!c ti miar en consideración 
previ;) mente la oportunidad cu que la nutiilad fué alegada, lo 
f|iie no es jiosible. ]H,rqtte las leyes en cuya virtud los tribunales 
inferir tres han omitido expresamente pronunciarse sobre la nuli- 
dad invocada, no c-tán sometido* a la jurisdicción de apelación 
de V. E., — mientras tm se alegtte su inc<m-tituciona:idad — y 
por tanto la aplicación que -e ha hecho del articulo Jqg del có- 
digo de procedimientos citado, m. puede ser examinada en e*ta 
instancia, debiendo e^iar-e a lo re mu-I lo jh.r tos expresados tri- 
btinales, que son los únicos que aplican <las leyes que rigen el pro- 
ccdÜTiiento y el orden de los juicios. 

FW r<in- eon sideraciones y la jurisprudencia de Y. K., pifio 
se declare bien denegado el recurso. 

Julia Hutet, 



FAI.I.O t>K LA CORTE SI I'REMA 

Rawion. Alan* 17 de 1914 

YUtos 'os del reeurw> de hecho interpuesto jv>r el doctor 
Martin S. tterho contra sentencia de la cámara federal de Cór 
dolja, recaída en oí juicio seguiflo contra aquél |>nr infracción a 
la ley de impuestos internos, y considerando: 

Oue no es dudoso el prppósjtQ de recurrir de la resohicion 
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administrativa de fs, 58, «¡tic tuvo ta parte de lierho. en el con 
cepto de que ella era violatoria de varia* dis|>osiciones constitu- 
cionales (escrito de f*. 1 de los autos principales», aun cuando 
diera un calificativo erróneo a su petición. 

Que asi io entendió la senlLUcia de primera instancia ( fo- 
ja- 1581. porque de-pués fie ma lí fu-t:t r que el juzgado no ¡nulia 
pronunciar st? -< Iré !a inc^nstilucic nalid.-id ilc la lev de impues- 
tos internos alegada como nulidad, a causa de no estar compren- 
dida entre las traii<gre-ionc- u ouiisinnes enumeradas por e¡ ar 
tículo 509 del código de procedimientos en lo crimina!, agregó 
que la validez de la ley ¡$761 había sido declarada ]x>r la Supre- 
ma Corte y surgía de varios fundamentos que se aducen en !a 
IHÍSflia -eniencia (tojas l6p vuelta 

< hie la cámara federal fie Córdoba confiitnó imr sus íun- 
flamentos e 1 fal'o mencionado 1 fojas 1K3 vuelta), de t"! suerte 
que existe en t! caso, no obstante lo dicho en el auto de ÍS, 18S 
vuelta, desconocimiento de tina exención que se pretende funda 
da en ¡a Constitución Na.; nal y que se ha hecho v.der durante 
el proceso (artículo 22. código de procedimientos en lo cri 
mina T 1. 

Kn SU mérito, oido el señor procurador genera 1 , se declara 
mal denegada la apelación, y eni-ontrándo^e Ims auto* ei el tri- 
bunal pónganse en secretaria ]>or el término y a ios efectos del 
articulo 8." <le (a :ey 4055. — Notifique-e con el oficinal y re 
pón»a>e el pa|>eL 

M. P. D\r,wt. — D. % Pala- 
cio, — L. LÓpez Caiíavii.i. \s. 
A. BhrmKJo, en difidencia.— 

N H A ÑOR Ci. DEL So|,AK, C'l 

disidencia. 

Bueno* Aires. Mina IT de 1014. 

A'tttos y vistos: el recurro de queja por apelación denegada 
interpue-to f*.r don Martin Herbó contra sentencia pronun 
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ciada por la cámara federal de apelación de Córdoba, en !a cau- 
sa seguida ]>or el fisco, sobre cobro de multa j>or infracción a la- 
leve.' de impuestos internos. 

V con -i de ramio : 

Qiie fundado en ai mconstitucípna^lidad de la- leyes de ¡m- 
pne-tos internos ta parle de 1 Jerbo interpuso el recurso extraor- 
dinario previsto en e] ¡ífeíso 3. ■ art. 14 de la ley m'im. 48. que le 
fué denegad* . por la cámara federal (le ablación de Cóntolj* 
*>.r cuanto, sejgún expre-a, la •.enuncia recurrida se ha limita- 
do a negar el recurso de nulidad, sin pronunciarse sobre la cons- 
iitueio:ian\lad «1 incouMiiueioiialidad de la ley de impuestos in- 
terno-.". 

ijne, en electo, la sentencia de aqtknln cámara al confirma», 
|n»r sus fundamentas la del juez federal fie Tucunián. admitió 
los considerandos dei falto <1e este, entre los que se consigna et 
siguiente: "Que el juzgado 110 puede pronunciarse gehjre la in- 
ciiiiMÍtucinnatiílail de la ley de impuestos internos, alegada como 
nulidad de la sentencia, ¡polque cía lio e-lá comprendida entre 
tas transgresiones u onii-ione-. enumeradas ¡íor ct art. |Qtj del 
código de procedimientos criminales ijiie dan lugar a! recurrí de 
nulidad". 

Que dada esa manifestación explícita sobreda improceden- 
cia legal de un pronunciamiento judicial respecto a la cuestión 
indicada, es ittdudable míe la (jarte lina! de ese nri-mo conside- 
rando en que se dice: — "por otra jane la legalidad de la ley 
,í;íh ha sido declarada por in Suprema Corte", etc., constituye 
una mera información extraña a ta decisión, o sea, ob'tter dictum 

Oue en ta'es condicione- el recurrí para ante esta Oírte es 
improcedente, ¡x>rque como ésta lo ha hecho eon-tar en caso» 
análogos, sí bien es cierto que fl recurso autorizado por el art, 14 
de la ley de jurisdicción y competencia procede, cuando se ha 
debatido en la causa, alvina de las ctuMi-mes en él previas, "no 
c< menos exacto, que es condición sitie qua non, que dicha cir- 
cunstancia haya sido alegada en el pleito, de tal manera a Jiaht- 
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litar legalmente a los tribunales a pronunciarse sobre ella. 4en|ro 
de sn^ procedimiento". ( Fallí. s, u,mo 1/4. pág. 95). 

Que esa circunstancia no ha concurrido en el caso, pues, 
aplica ulo la cámara federal de G6rdoba, contó intérprete final, el 
art. 509 del código de procedimientos en lo criminal, ha consítle 
ratlo que el reeur.-o de mili lad solo [ntdia ser motivado en vio- 
laciones de las formas substanciales de nn:i resolución, u omisión 
de turmas esenciales del procedimiento, o jn»r contener éste de- 
fectos de l«is que, por expre-a di^iosfcióri del derecho, anulen 
las actuaciones. 

<Jue según lo reitera lamente resuelto, la interpretación y 
aplicación de 'eyes relativas, al ordenamie ito de los j tt ícíi 
que no afecten el fondo de las instituciones fundamentales, no 
pueden motivar el recurso extraordinario que ha sido denegado, 
t Fallos, tomo *>_=í, pag. 70: tomo 1 14, |>ág. pg* tomo r 15, p. n |. 

Pi»r estos fundamentos, y de conformidad con ]<> cxpucM * 
y pedido i>or et señor procurador general, se declara bien detic- 
ga<ik> el recitrso. Repuesto e' pape!, archívete y devuélvanse lo* 
ame* principales con Icítimonio de esto r^1ucir&; 

A. Iíkumi:,iii. — XrcwoK 0. dkl Solar. 



CUSA CCL'XV 



/ \ rracarri! Central Argentino ea®tW la provincia de Buenos 
JjV«*.í, xobre expropiación 

Suma rio: >¿o habiendo sido observa la por las partea |a pericia 
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practicada, debe abcmur.se jior ?a cosa expropiada, el precio 
que, de común acuerdo, fijen lo* peritos. 

Casa : Resulta del siguiente: 



WALUO DE LA CORTE SUPREMA 

BtrentiH Altes, 17 Man» de lüU. 

V ví-tos otos autos suidos porta empresa del Ferrocarril 
Central Agutino con ei gobierno de ta provincia de llucuos 
Arres, sobre expropiación <le un terreno, conforme a la ley nú- 
nieni 5507. C[tie autorizó a la empresa del ferrocarril Buenos 
Aire> y Rosario, Hoy Central Argentino, para e-tableeer una do- 
ble via entre las estaciones \ illa l!alle>ter y Rosario. 

V considerando : 

Oue ib jwriios nombrado* p>r las parlo en la audiencia a 
r r iie »e refiere el acta de ís. jj, uianiíie.-lan a ís. 30, que ban é$- 
tudiado todo* los antecedentes de la referencia y consultado pre- 
cios jwira |wj(ler informar con perfecto conocimiento del caso, ile- 
^ando con e^tos dentemos de juicio y con e! conocimiento que 
tienen del terreno, a estimar de ivnum acuerdo la fracción com- 
puesta de ocho mil ochocientos noventa y cinco metros veiuti- 
cineo centi metros motivo de e-te juicio de expropiación en la 
Stttha de trescientos cincuenta y t inco |jcsos con tK-henta y un 
centavos moneda nacional íí? .155.81;, o sea a rstóon de cuatro- 
cientos pesos ¿a hectárea. 

Oue hecha salier esta operación no pe ha deducido contra 
eHa ohservaeión alguna. 

Por ello, se declara oue la empresa del Ferrocarril Central 
Argentino debe alionar al gobierno de la provincia de líuenos 
Aires, dentro del término de diez (lías, el precio de trescientos 
cincuenta y dneo o 11 ochenta y un centavos, moneda na- 



— ****** m u cotrt imuA 

dooa! fijado por los peritos en su informe de fs. 30, dei terreno 
mencionado, con más las costas del juicio, con arreglo a lo esta 
falecido por la ley número 189 en su articulo 18, en razón de ex- 
ceder la suma que se manda pagar a la ofrecida por la empresa, 
en la consignación de fs. 3. Nottfíquese originad y repóngase los 
seiMos. 



A. Bermejo — Nicanor G. del 
Solar. — M, P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 

Gab ANILLAS. 
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Don José Bernardo Labottrdctte Plumct contra don Jenaro 
Vcspoti, por cobra de pesos. Recurso de hecho 

Sumario: Xo procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48. contra una resolución que, basándose en lo dispuesto 
por el artículo 12 de la ley de jurisdicción y competencia de 
los tribunales federales, de 14 de septiembre de 186} or- 
dena .la remisión de un expediente al juez del concurso. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes ; 



M JUSTICIA m LA NACIO H 



EXHORTO DfX JUKZ DK 1 * INSTANCIA EX LO CIVIL V COMERCIAL 
DEL DEPARTAMENTO DEL SUD, PROVINCIA DE «LEÑOS AIRES 

Amena» L'zal. juez de primera instancia en lo civil y co- 
mercial del departamento del Siul de la provincia de Buenos 
Aires, al de igual clase en lo comercia* e:i la capital federal, doc- 
tor Arturo Seeber. 

Unenos Aires. 

Saluda y hace saber : Que por ante su juzgado y secretaría 
a cargo del autorizante, tramita e] juicio de concurso civil for- 
mado a don Jenaro Véspoli, vecino de Mar del Plata, en eí que 
a solicitud del síndico, tengo el agrado de dirigirme a V. S. ro- 
gándole quiera ordenar se remita a este juzgado para tramitar, 
4a ejecución seguida por el señor I„abourdctte Plumet contra el 
hoy faflliilo Véspoli. ante e! juzgado a su cargo, secretaría Juan 
M. Cabrera, 

llago presente a U. S. que la petición para solicitar esa re- 
misión, el síndico la fundó en lo dispuesto por d art. i2 f inciso 2," 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los tribunales de 14 
de septiembre de 1865 y art. 715 dd código de procedimientos de 
la provincia, habiendo el suscripto proveído de conformidad. 

También hago presente a L\ S. que el doctor Endono Cis- 
ñeros, hijo, está autorizado para correr con el drtigenciamtento 
del presente y hacer las peticiones conducentes a su cumplimien- 
to. Ofrezco a U. S. reciprocidad. 

Dado y firmado en la sala de mi despacho en la ciudad de 
Dolores, a veinte de agosto de 1913. 

* A. Usa!. 

Ante mí: Victoria Barberis. 
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AUTO DEL JUEZ üfi I * INSTANCIA EN LO CIVIL DE LA CAPITAL 

Bufas* Aires, Octubti 14 4* I9]j 

Xo existiendo fondos di*]ionibIes y teniendo presente que 
para conseguirios y IJegar al estado de transferir el saldo que re- 
sultare a favor del concurso, tendría el juzgado que continuar 
interviniendo en el juicio, sin jurisdicción para proceder, atenta, 
las disposiciones legales citadas en e! exhorto <i c fo. 39 y lo Cs _ 
tabíecido en Jos arts, i y 2 del código de procedimic.itos de la 
capital, no ha ¡lugar a lo solicitado y en su consecuencia remítanse 
los autos al señor juez exhortante, previa transferencia a su or- 
den de los fondos dqxískados por el rematador a fs. 46. Ren- 
gase la foja. — Arturo Sorber, — Ante mi : Juan M. Cabrera 



FALLO DE LA CAMARA i* DE APELACIONES EN LO CIVIL 

DE LA CAPITAL 

1 

B««w» Atm, Novlembie « «1 1913. 

Y vistos: Por sus fundamentos se confirma, con costa* e ' 
auto arlado de fs. 58. Dev. Rep. los sellos. _ De ta Torre - 
Juám Celman. - /? Wito„\nle mí : femando Kta^enbach, 



DICTAMEN »EL Sí, PROCURADOR GENERAL 

ButMi Aim. Fcbiero 3 d> 1914. 

Suprema Corte : 

Xo procede el recudo de apelación deducido por no encua- 
drar en lo dispuesto por los arts. 6 de la ley 40*5. y correlativo 
el 14 de la ley 48.* 

Es condición sine qua non para que el recurso prospere, qu; 
la sentencia apeada sea definitiva, carácter que no asume el auto 
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de fs. 58 y su confirmatorio de la Excroa. Cámara (fs. 67), 
puesto que exclusivamente disponen é pase de los autos de! jui- 
cio ejecutivo al juez exhortante o del concurso del deudor y no 
se pronuncia sobre el fondo del asunto, el cual fue resuelto por Ja 
sentencia del remate de fs. 30. 

No justifica tampoco la procedencia del presente recurso, eí 
hedió de une haya sido impugnada como contraría a prescripcio- 
nes del código civil, una ley provincial de procedimiento, pues 
habiendo sido propuesta inoportunamente la inconstitucionaii- 
clad de la ley local, la sentencia no se promneia sobre esa lacha 
(tomo 94. póg. 95). 

Tor tanto, prilo a V. E. se sirva declarar bien denegado el re- 
curso interpuesto, (Aponiendo vuelvan los altos al tribunal de su 
procedencia. 

Horacio L. Larreta. 



FALLO I>E LA CUKTlt SUPRKUA 

Bueno» Mn», M«r*o 19 4* ISM. 

Autos y vistos : El recurso de queja por apelación denegada 
interpuesto por el apoderado de don José Ikrnardo Labourdettt 
Plumet contra sentencia pronunciada por fa cámara 1/ de apela- 
ciones en lo civil de la capital, en el juicio sególo contra don 
Jenaro Véspoli, sobre cobro de un crédito bíijotecario. 

Y considerando : 

Que para fundar la queja deducida, se alega haberse impug- 
nado e! artículo 715 del código de procedimientos de la provincia 
de Buenos Aires como contrario a las disposiciones del código 
civil y que se ha dado prclación al primero al ordenar la remisión 
del expediente seguido ante un juzgado de esta Vapitai al del jui- 
cio universal del concurso iniciado ante el de Dolores de aquel*:! 
provincia. 



¿tJÉSS^^*^*^ 00010 x t***"*' * «*> 

!í f^5* * DÚmero ^ cn "»*■ deque 
U «soluaón apelada de fs. 67, por su refrenda a los fundamen- 
te* de H de! mfenor, y ésta al exhorto de fs. 39, se ha tesado, 
«ntre las disposiciones, en la que consigna el art. 12 de la ley 
weional^de jurisdicción y competencia, de 14 de septiembre del 

"Bar ello, y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
loor general, se declara bien denegado el recurso. Repuesto 
el papei ardi.vese y devuélvanse los autos principales, con tes- 
fmionto de esta resolución. 




A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract, — ■ 
D. E. Palacio. 



CAUSA CCCXVII 



Don Ricardo A. García contra ta provincia 
adquisición de un inmueble por prescri 
ción originaria. 



Buenos . tires, por 
; sobre jurisdic- 



Sumarw : Corresponde a Ja jurisdiccioit originaria de esta Corte 
Suprema el conocimiento de la demanda de un vecino de 
esta capital contra una provincia, entablada a fin de obtener 
la declaración de haber adquirido por prescripción un in- 
mueble, en vista de ía oposición del fiscal de estado de la 
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provincia, (que pretendía que el caso debía regirse por dis 
posiciones de las leyes provinciales sobre sobrantes), a la 
in formación ofrecida por el demandante ante ios tribunales 
locales para acreditar la posesión treintenaria. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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Bonos Aires, Díckmbr* 24 <k Ha 

Suprema Corte: 

Resulta de estas actuaciones que en el juicio que el recurren* 
te promovió ante los tribunales de la provincia de Buenos Aires, 
para acreditar la posesión treintenaria ejercida sobre un terreno, 
cono medio de adquirir la propiedad, el fiscal de estado de dicha 
provincia formuló oposición, alegando que el terreno pertenecía 
al fisco. En presencia de la oposición deducida, se instaura de* 
manda ante esta Corte Suprema contra fa mencionada provincia, 
para discutir el derecho que invoca el actor, acreditándose pre- 
viamente por información sumaria su vecindad en esta capital. 

Co;i arreglo a estos antecedentes, es indudable que corres- 
ponde a V. E. conocer en la demanda interpuesta, de acuerdo 
con lo que dispone el art. 101 de la constitución, art, l.% inciso i .• 
ley 48, y art. tf de la ley 1467. ( Fallos, tomo 108, pág. 372 ; tomo 
1 16. pág. 132). por lo que pido a V. E. se sirva declarar que el 
conocimiento de esta demanda corresponde a su jurisdicción ori- 
ginaria, haciéndolo saber al señor juez de Ja provincia de Buenos 
Aires. 
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i 

BraO« Alfe», AUrx* 21 di 1914 

Vistos y considerando : 

Que ofrecida por el actor don Ricardo A. García, como su- 
cesor de doña Eduarda Vtía de Alvear y de doña Teresa Fon 
tan de García, ante eí juzgado en (o civil cíe La Rata, la informa- 
ción que expresa el escrito de fs. 3, para acreditar la posesión 
tremtenaria de una fracción de tierra situada en el partido de 
Rauch, provincia de Buenos Aires, de una extensión aproxima- 
da de ciento sesenta y cinco hectáreas, d señor fiscal de estado 
dedujo oposición» manifestando que, tratándose de un sobrante 
de tierra, el caso debía regirse por las disposiciones que determi- 
nan las leyes de sobrantes de los año 1890 y 1909. 

Que a mérito de esta oposición, se ha promovido ante esta 
Corte, demanda contra la provincia de Huertos Aires, a fin de 
obtener la declaración de que se ha adquirido por prescripción 
el mmueble de la referencia (fs. 2). 

Que, acreditado por el actor sumariante el carácter de veci- 
no de la dudad de Buenos Aires ( fs. 8 y 8 vta.). el caso se en- 
cuentra comprendido, pñma facie. entre el inciso ti? del art ior 
de fe constitución nacional, art. i.» de la ley número (467, v 

,; > , . llclso r ° de ,a le X "«me™ 48. atribuyendo a la jurisdicción 
originaria de esta Corte el presente caso. 

Por rfo, y lo dictaminado por é señor procurador general 
se decara que el conocimiento de esta causa corresponde a la 
jurisdicción originaria de esta Corte. llágase saber por oficio 
al señor Gobernador de la provincia de Buenos Aires v a-I señor 
juez de i." instancia en lo civil de la ciudad de La Plata Re- 
póngase el papel. 



Nicanor G. del Solar. — M. P. 
Dahact. — D. E. Palacio. 
— L. López Cahax illas. 
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CAL'SA cccxvm 



The Metropolitan Railway of Buenos Aires, Limited* y otros, en 
en autos con The Angla- Argentino Trantcays Company Li- 
mited; interdicto de retener'. Sobre procedencia del recur- 
so extraordinario. 

Sumario: La s¡mp!e manifestación de que se apela para ante la 
Corte Suprema, importa entablar el recurso ordinario au 
tomado por el artículo 3." de la ley 4055, y no el extraor- 
dinario cleí art 14, -ley 48. Xo procede este último recurso 
si la queja 110 reúne lo*; requisitos exigidos por el artículo 
15 de la expresada ley número 48. 

Caso : L,u explican 'as piezas siguientes ; 



SKNTKNCtA 1KU Sr. JLEZ FEDERAL 

Bhmm AlrM, Agosto '&> de HM2. 

Autos y vistos : De los antecedentes acompañados resulta 
que el caso de que se trata es simplemente el de una acción po 
sesoria que debe juzgarse con arreglo a las disposiciones del de- 
recho común, no siendo por tanto de aplicación el art, 2/. inciso!» 
1 ." y 4." de la ley de 1 4 de septiembre de 1863 sobre jurisdicción 
de lo* tribunales federales, que se invoca. Por otra parte, uno 
solo de los demandados reviste el carácter de extranjero, por lo 
que el asunto no encuadra dentro de lo preceptuado por el art 10 
de la mencionada ley. Por esto y atentos los fallos citados en el 



»* ttUMKuoomiomiiA 

dictamen fiscal que precede, el juagado resuelve no hacer lugar 
a la petición sobre inhibitoria deducida por la Sociedad The 
Metropolitan Railway of Buenos Aires Limited en e! interdicto 
de retener que le ha promovido la Compañía de Tranvías Anglo- 
Argentino Limitada. 

Emilio Villafañe. * 

FALLO DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

É 

B«moi Aint, ÉfteTg mbn 26 4* 1912. 

Vistos y considerando: 
Que el interdicto de retener la posesión es una acción perso- 
nal entablada por la Sociedad The Ang'o- Argentino Tramvays 
Company Limited contra la Sociedad The Metropoíitan Raikvay 
of Buenos Aires Limited, y contra el señor Carlos Wright, por 
actos o hechos atribuidos a éstos, que t»erturbari la pacifica po- 
sesión del actor. En la demanda de una sociedad contra otra so- 
ciedad y un particular para que la causa corresponda a la juris- 
dicción federal, es menester, conforme dis|jonc el art. io dé la 
iey 4», sobre júStfóia federal, í¡ue cada una v todas Cas personas 
que compone i la sociedad, puedan invocar el fuero federal por 
diversa nacionalidad o diversa vean lad. En estos autos no está 
justificado e! fuero por razón de las personas. 

El antecedente, que la concesión para la obra ha sido otorgada 
por el gobierno, no es suficiente para atribuir a !a justicia fede- 
ra-! el conocimiento fie este interdicto, porque no está en discu- 
sión la aplicación de la ley especial, ni es parte en esta acción po- 
sesoria el gobierno nacional ; luego, no está incluido el caso en 
ninguna de tas disposiciones de la ley de jurisdicción federa?, que 
determina taxativamente cuáles son las causas de su competencia 
Por estas consideraciones, dictamen .el señor procurador 
fiscal y sus fuiidamerrtos, se confirma, con costas, el auto de fo- 
jas 65. Notifiquese. devuélvase y repóngase el sellado ante el in- 
ferior. 

Paiticl Goyiía — Angel D, Rojas.— Amjtl Fcrre'mi Cortés. 
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ESCRITO BE APELACION 

Excma. Cámara: 

Carlos L. Penson por The Metropolitan Railway of Bueno -i 
Aires Limited y Carlos Uríght por sí en los autos de la cuestión 
de competencia por inhibitoria interpuesta con motivo del inter- 
dicto de retener entablado por The A nglo.Vrg entine Tranway* 
Company Limited, a V. E. decimos: 

Que venimos a apelar de la sentencia pronunciada para ante 
la Suprema Corte, por considerarla injusta y no arreglada a de- 
recho. 

Dígnese Y. E. concedernos e! recurso, mandando elevar ki% 
auto- en la forma de estilo. 

Es justicia. — Carlos L. Penson. — C. Brtght. 

AL TO DE 1.A CAMARA EEOERAL 

tumi Aliti. Abril »«e WS. 

•Autos y vistos: De conformidad con la jurisprudencia sen- 
tada por la Suprema Corte en casos análogos, entre otros el que 
se registra al tomo 07, página 52 de sus fallos, se concede el re- 
curso de apelación interpuesto. 

. tngel Ferrara Cortés.— Angel D. Rojas— Daniel Goytía. ' 

DICTAMEN' DEL Sr. PROCURADOR GE X ERAL 

- 

Rom Atrat, 11 Mift m 4tlM¿ 

Suprema Corte: 

El recurso que ha motivado la elevación de estos autos a 
V. E. ha sido interpuesto con violación de lo que prescribe eJ ar- 
ticulo 15 de la íey número 48, en cuanto ordena que al entablarle 
el recurso que autoriza el art. 14 de la misma ley, deberá dedu 
cirse fa queja de modo que su fundamento aparezca de los autos, 
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y tenga una relación directa e inmediata a las cuestiones de vali- 
de* de los artículos de la constitución, leyes o tratados en disputa. 
No habiéndose cumplido con esta prescripción en el caso 
presente, y de acuerdo con la jurisprudencia de V. E. f Faros 
tomo 108, pág. 161 ), pido se declare improcedente el recurso' 
deducido. 

Julio Botct. 



FALLO DE LA CORTE SUFRE M A 

Bwnot Alm. .Mano 21 de KM 4. 

> 

Vistos y considerando : 

Que al interponer el recurso The Metropolitan RaEwav of 
Rueños Aires Limited y don Carlos Hright. a fe. 95, n o expresa- 
ron que fuera e! extraordinario <1eT articulo 14 lev 48 articulo 
§ ley 4055. motivo por e! cual y dados los términos generales de 
dicho recurso, debe suponerse que se quiso traer el caso ante la 
Corte Suprema ]x>r la vía de la apelación que concede eí art r 
de la úHima ley. í Fados, tomo 118, pág. 142). 

Que en tal concepto, la ablación no procede, pues la cuts 
hon snb judkc no es ninguna de las previstas en !os diversos 
incisos de ee articulo. 

Que es asimismo improcedente eí extraordinario aludido 
desde que como lo observa e! señor procurador genera] en .11 
dictamen de fe. 99, I a fJlie ja no l] ena los requisitos del art. 15. ley 
48, ni se ha presentado en esta instancia la memoria autorizada 
por el art. 8." de la ley 4055. 

En su mérito, se deciara no haber lugar al recurso. Noti- 
fiqnese con el original y devuélvase, debiendo reponerse los sellos 
ante el inferior. 

Nicanor G. del Solar. — M. P. 
Daract. — D. E. Palacio. 
— L. López C.mian illas. 
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CAL'SA CCCXIX 

The Metropolitan Raitway of Rúenos Aires Limited contra The 
Anyl» Argenthie Tranways Co. Limited, por jactancia; so- 
bre procedencia del recurso extraordinario. 

Sumario : i.» E! recurso de nulidad no está autorizado por el ar- 
tículo 6." de la ley 4055. sin perjuicio de que. por la vía del 
de apelación, pueden dejarse sin efecto sentencias dictadas 
con violación de las garantías constitucionales de la defen- 
sa en juicio, 

2." — Es improcedente el recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14, ley 48. contra una sentencia de los tribunales or- 
dinarios que, por aplicación del código local de procedimien- 
tos, rechaza una acción de jactancia, por considerar que "si 
el demandante invocando también una concesión de autori 
dad pública sostiene que ella es lesionada o afectada, por la 
de aquél, esto no constituye evidentemente un caso de jac- 
tancia : sino que en todo caso sería una colisión de derechos 
a resolverse en un juicio de distinta naturaleza". 

Caso; Lo explican las piezas siguientes : 



Ki-soi.rcióx mu jl ez de 1.* instaxcia ex 1.0 civil 

Buenoi Alrei, Asmo 2 de I6U. 

\ vistos estos autos, resulta: 

T. H. Halway en representación del Metropolitan Raflwav 
of Buenos Aires Limited demanda The Anglo Argentine Co. Li 
mited, por jactancia. 



fallos t>s la cottt iufieva 



Expone <|iie por ley número 3903 se acordó a don Carlos 
Bngnt una concesión para construir y explotar un ferrocarril 
subterráneo en la capital federal, la que fué enajenada al -Metro- 
politan Railway of Buenos Aires con ta autorización del Poder 
Ejecutivo de la Nación. > 

Que._si Jijen la. concesión fjié deejarada caduca por decreto 
de fecha 15 de Junio de hjoj, debe considerarse en todo su vi- 
gor hasta tanto una sentencia de autoridad competente no le pri- 
ve de los derechos que aquélla !e acuerda. 

Que posteriormente ía municipalidad de la capital acordó ai 
Anglo Argentínc Co. Ltd. una concesión para construir y ex]>lo 
tar un tranvía subterráneo y epte la Compañía a pesar de haber 
obtenido una concesión s¡ n perjuicio de loa derechos que terce- 
ros pudieran invoca* éali realizando actos que reputa jactancio- 
sos. Tales son: 1." El afirmar públicamente que le pertenece en 
propiedad una zona en la capital, parte de la cual está compren- 
dida en la zona acordada a! Metropolitan Raüway Co.; 2. a El 
empeño en mensurar y deslindar una zona comprendida en la 
misma cosa que ha sido acordada al actor, pues esos hechos cons. 
tituyen actos posesorios que turban la posesión de que gozan; 
3.° Que del mismo carácter jactancioso participan los convenios 
que el demandado ha celebrado con el ferrocarril <lel Oeste para 
armonizar la construcción y expiación de los ferrocarriles sub- 
terráneos, pues esos convenios son actos de enajenación que sólo 
puede realizar el propietario que tiene derecho a poseer y que 
el hecho de celebrarlo como si no existieran los derechos del Me- 
tropolitan Railway <if Hílenos Aires implica considerarse dueño 
sin limitación alguna, lo que constituye al demandado en jactan 
eioso aun cuando esos actos de enajenación no estén consuma- 
dos por faltarles la aprobación de los iioderes públicos. 

Citado el demandado, contesta: Que ninguna de las con- 
diciones exigidas por el artículo 435 del código de procedimien- 
tos se han cumplido y que la acción falla por su base. Que la 
concesión invocada por el actor no se encuentra en su patrimo- 
nio, pues el decreto <le Junio de 1905 declaró caduca la conce- 
sión, lo que se ratificó con la que se le dispensó al ferrocarril del 
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Oeste i>or la :ey número 784C y afirma bajo juramento que ja- 
más se 1c lia ocurrido invocar o atribuirse derecho alguno al pa- 
trimonio del demandante. One, e i juicio, aún suponiendo que 
fuera propietario el actor de la concesión, tampoco puede pros 
perar por -la circunstancia existente de que ba dejado pasar más 
de seis meses sin hacer valer sus derechos, 

Y considerando: 

Que es innecesario en este juicio de carácter sumario, de 
índole excej>c¡onal al principio general de que nadie puede ser 
obligado a intentar una acción contra su voluntad, entrar a de- 
cidir si la concesión inveerda por el actor está en vigor, pues el 
demandado ha contestado bajo las formalidades exigidas por el 
articulo 427 ile! código de procedimientos que no se atribuye de- 
recho alguno al patrit nonio del actor. 

Xegados los hechos imputados, no existe la necesidad legal 
de entrar al examen de la concesión número 3003, porque lo que 
constituye la jactancia y tía causa al ejercicio de la acción no es 
preci súmente el negar la existencia de la concesión, sino el atri- 
buirse fuera de juicio y públicamente derechos propios al patri- 
monio de otro. 

I>eeir que «na cosa no existe, no hace incurrir a su autor en 
jactancioso, distinto es cuando una persona se titula propietario 
de un bien que pertenece a otra, y es en ese sentíilo que la ley 
autoriza el ejercicio de la acción. 

El demandado manifiesta que mal puede atribuirse dere- 
chos a la concesión, cuando es dueño de mía concesión propia 
que el mismo actor reconoce. La parte demandada ha acompa- 
ñado copia de la concesión otorgada por la municipalidad de lk 
capital para construir y explotar un tranvía eléctrico subterrá- 
neo, y del eetudto comparativo de los contratos de ambas cons- 
trucciones, resulta que las líneas se superponen, es decir, que a 
juicio del actor, invade su zona de garantía. ío que el demandado 
no puede hacer so pena de ser tenido por jactancioso. 

Gí citado ha negado los heclios principies y se anqiara en 
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tos derechos que le acuerda la concesión extendida por la mu- 
nicipalidad. Admitiendo que la zona de garantía resulte afecta- 
da, no es lo conducente y efica* protegerla con una acción de 
jactancia. . 

En términos jurídicos, jactarse es adjudicarse sin funda- 
mento derechos ajenos. El demandado no se cree propietario de 
la concesión dei actor - sólo pretende lo que !a municipa'idad le 
ha acordado, y el que ejercita los derechos derivados de «iia 
concesión no puede decirse que se jacta, pues invoca lo suyo, lo 
que le pertenece a virtud de un acto público emanado de autori- 
dad legalmente constituida. 

Acordadas las dos concesiones por tos poderes públicos den- 
tro de la esfera de sus atribuciones y facultarles, lo que en ver- 
dad existe es un conflicto ríe derechos y esta clase de asuntos rio 
se dirimen recurriendo a la acción de jactancia, que ha sido es 
tablecida por el código de procedimientos para resolver cuestio- 
nes de distinta naturaleza jurídica a la de autos. 

Las dos Compañías presentan sus contratos aprobados por 
las autoridades competentes, y si el actor pretende que !a conce- 
sión municipal invade la zona que el Gobierno de la Nación le 
tiene concedida, no es ciertamente por medio de acción de jac- 
tancia que puede reparar la lesión une le infiere a su derecho. 

Obligar al demandado a que inicie una acción erntra el ac- 
tor sería desnaturalizar e! juicio de jactancia, aplicarlo a objeto 
y fines diversos de los que se propuso el legislador al reglamen- 
tarlo, alterando los principios generales que reglan el modo de 
proceder cada vez que surge una diferencia o co'isjón de inte- 
reses entre partes. 

La compañía demandada a! atribuirse una zona en el muni- 
cipio para la constru^n del tranvía eléctrico no hace más que 
ejercitar lo que la municipalidad legalmente le ha acordado, y 
el que en tales circunstancias trata de Hevar a cabo sus proyec- 
tos usando de un derecho propio, no incurre en jactancia en los 
términos del artículo 425 del código de procedimientos que es el 
pertinente para fijar el alcance, naturaleza v efectos de esta da- 
se de juicios. 
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En cuanto a la prescripción alegada por el citado, es inocuo 
ocuparse de ella, atento el resultado a que se llega en lo princi- 
pal sobre los hechos expuestos por el actor. 

Por estas consideraciones, y disposiciones legales citadas y 
de acuerdo con lo dispuesto por e! artículo 429 del código de 
procedimientos, se resuelve: Rechazar la acción instaurada" con 
tra The Anglo Argentíne Co. Limited, con costas; debiendo 
tregarse al representante del Metropolitan Railway of Rueños 
Aires las actuaciones producidas previa reposición del sellado. 

/. C. Lagos. 

Ante mí : Juan £. Pagano. 



Af üI-RIX) DE LA EXCITA. CAMARA PRIMERA DE APELACIONES 

EN LO CIVIL 

Buenos Aires, capital de la República Argentina, a veinti- 
seis de Marzo de mil novecientos doce, reunidos los señores vo- 
cales de la Excma, cámara u* de apelaciones en lo civil en su sa- 
la de acuerdos para conocer del recurso interpuesto en los au- 
tos caratulados "The Metropolitan Railwav Buenos Aires Limi- 
ted contra The Anglo Argentine Tranways Co. Limited, jactan- 
cia respecto de la sentencia corriente a fojas 393, el tribunal es- 
tableció las siguientes cuestiones : 

i," Es nula la sentencia de fojas 393? 
Caso negativo: 2/ Es arreglada a derecho? 
Practicado el sorteo resultó que la votación debía tener lu- 
gor en el orden siguiente: Señores vocales doctores WíHams, 
Basualdo, Juárez Cernían, Arana, de la Torre. 

A la primera cuestión el señor vocal dottor Williams, dijo: 
La sentencia que ha sido objeto del recurso «le nulidad no con- 
tiene vicio o defecto alguno que pueda servir de fundamento al 
mencionado recurso, conforme a lo dispuesto en los artícuío% 
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pertinentes del código de procedimientos. En consecuencia, pro- 
cede su rechazo, y voto por la negativa. 

tos señores vocales doctores Basualdo, Juárez Colman. 
Arana y de la Torre, se adhirieron al voto anterior. 

A Ja ^gunda cuestión, el señor vocal doctor Wfliams, dijo: 
A mi juicio, la sentencia de primera instancia es arreglada a de 
recno y opino, por lo tanto, que debe ser confirmada en todas 
sus partes. 

El juicio de jactancia es sumario y tiene por único objeto 
el exijir, bajo juramento, del demandado, la manifestación a 
que se refiere el artículo 427 del código de procedimientos. 

l*ero para que proceda dicha acción es menester que la per- 
sona demandada se hubiere atribuido, fuera de juicio, derechos 
propios a bienes que constituyan el patrimonio del actor. 

Sólo en ese caso y cuando el pretendido jactancioso se ne- 
gara a hacer ta manifestación exigida por el juez, |a hiciera am- 
biguamente o reconociera la verdad de lo expuesto (artículo 438 
de) código citado), ¡jodrá ser cbligatb a entablar la acción que 
surja de los hechos expuestos. 

En el caso sub ju4ice t como concluyentcmente lo demues- 
tran los fundamentos del fallo recurrido, no existen los requi- 
sitos exigidos |*>r !a ley para que pueda prosperar la acción de 
jactancia. 

Por tanto, mi voto es |jor la afirmativa. 

El señor vocal doctor líasualdo, a la misma cuestión, dijo: 
E! juicio de jactancia debe encuadrarse estrictamente dentro de 
Jos términos que la ley establece, como se expresa en el prece- 
dente voto y la sentencia recurrida, 

Entre tanto, se ha fórma lo este voluminoso expediente .so- 
bre una multitud de cuestiones ajenas en absoluto a aquella fór- 
mula .simple de la ley. que debe recaer únicamente sobre una ma- 
ní f estación positiva o negativa del demandado. 

Este ha negado el hecho de atribuirse derecho a los bienes 
dfcl demandante, expresando: Que el que fe compete y de que 
h?ce uso, procede de una concesión otorgada por la municipa- 
lidad. 
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Si el demandante, invocando también una concesión de au- 
toridad pub!,ca, atiene que el!a es lesionada o afectada. por U 
de aquel, esto no constituye evidentemente un caso de jactan- 
cia, nno q„e en todo caso sería una colisión de derechos a re- 
solverse en un juicio de distinta naturaleza. 

No siendo pues el caso del artículo 4*8 del código de pro- 
cedimientos, no es procedente la acción entablada, y en conse- 
cuencia, debe confirmarse el pronunciamiento recurrido 

Los añores vocales doctores Juárez Colman, Arana y de U 
Torre, a la segunda cuestión, se adhirieron a los votos anteriores 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la siguienU 
sentencia. 



IVUliams. ~~ De la Torre, — Basualdo.- 
Arana. — Juárez Cehnan. 



Ante mí: Fernando Klappenback. 



SENTENCIA 

Aln* Man« % tft NO, 



Y vistos : 



Por lo que resulta de la votación de que ¡nstruve el acuerdo 
precedente, se confirma en todas sus partes la sentencia de fo- 
jas 293, con costas. Regulándose en trescientas pesos mln Jo» 
honorano* del doctor M. Pellegrini y en cien pesos m|n. tos de- 
rechos procúratenos de Viñas. - Devuélvanse, reponiéndose 
los serlos. 



Benjamín tVÜÜaw. — Jorge de ta To- 
rre. — Benjamín Basnaldo. — Feli- 
pe Arana. Tomás Juárez Celina». 

Ante m¡ : Femando Klappenbaek. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BitMv Atoe, Mano 24 d« \m. 

Vistos y considerando: 

Que, con arreglo a los términos de los artículos 14, ley 48. 
6 .• de la ley 4055, y a lo reiteradamente resuelto, en casos de la 
naturaleza del snb judice no procede el recurso de nulidad, sin 
perjuicio de que, por 4a vía del de apelación, pueden dejarse sin 
efecto sentencias dictadas con violación de las garantías consti- 
tucionales de la defensa en juicio. 

Que la semencia recurrida de fojas 387 no ha resuelto que 
la concesión -le la municipalidad de esta capital a The Anglo Ar- 
gemine Tranways Co. Limited debe prevalecer sobre la ley 
3903, contrato y decretos de que se hace mérito a fojas 40a y 
vueSta; pues establece: "si el demandante invocando también una 
concesión de autoridad púbÜca sostiene que ella es lesionada o 
afectada por la de aquél, esto ,no constituye evidentemente un 
caso de jactancia, sino en todo caso sería una colisión de dere- 
chos a resolverse en un juicio de distinta naturaleza". (Voto del 
vocal doctor tiasualdo, al que adhirieron los vocales doctore* 
Juárez Celman, Arana y de la Tone). 

Que el presente recurso sólo procede contra sentencias que 
hayan decidido definitivamente algunos de los puntos previs- 
tos en el mencionado artículo 14 de la ley número 48. 

Que cualquiera que sea el carácter de la ley 3003, del con- 
trato y decretos aludidos, es decir, ya se trate de una ley local o 
general y de actos del Poder Ejecutivo realizados como jefe de 
la Nación o de la capital fart. «Y», incisos t.* y 3 Constitución 
Nacional), el pronunciamiento transcripto no tiene carácter de 
definitivo, como no rea en cuanto a la exclusión de una de la* 
formas en que la actora puede hacer valer los derechos que pre- 
tende. 

Que a este último respecto, la Corte Suprema no está lia- 
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mafia a resolver si el código local de procedimientos lia sido bien 
o mal alteado por los tribunales de la capital. (Arr. 15, ley 48; 
Fallos, tomo 64, pág. 427; tomo 90, pág. 239, y otros). 

Por ello, se declara 110 baber lugar al recurso. — Xotifíque- 
se con el original y de vitó van se. debiendo reponerse los sellos 
ante el inferior. 

Nicanor G. w.u Solar. — M. P. 
Daract. — D. K. Palacio.— 

h. LÓPKü C.\l! ANILLAS. 



CAUSA CCCXX 



Dirección General de Reatas de ta provincia de Buenos Aires 
contra don Juan Pedretti, par cobro de implícitos; sobre 
procedencia del recurso extraordinario. 

Sumario : F.s improcedente el recurso extraordinario del artículo 
14, ley 48 contra una resolución que no hace lugar a la ex- 
ección de incompetencia de los tribunales ordinarios para 
conocer de una demanda jwr cobro de impuestos locales, 
fundada en ser extranjero el demandado. 

Caso : Demandado Pedretti por la dirección de rentas de ta pro- 
vincia ante el juez de primera instancia de La Plata, por 
cobro fie impuestos de patentes, opuso la excepción de in- 
competencia de jurisdicción, fundado en que siendo él ex- 
tranjero y actora la provincia de Buenos Aires, correspon' 
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*1 3 ! ¡gS federa1 1 ™<*™«*° ^ la causa. Recha. 
Zt la . eXCe ^ h>n ' y *l anto, la cámara de apela- 

«cues focomW aduciendo entre otros fundamentos los 
considerandos 5 - 6' v 7 • del fjrf'n ^ i a níJ¿ ** uenu, *« 103 
Füattefe h- r, v y7 ' de Ia Corte Suprema de 

Jutftc» de la Xacon. que se registra en el tomo 31, tó¿ 

"T "^ * *f**> extraordinario del artículo 
! e> 48 '. fl,c ffi«^ttnado¿ pronunciándose el fa''o que a 
continuación se expresa. 1 



DICTAMEN DKt Sr. PROCURADOR CEXERAI, 

BufMt Air**, Jnalo 2 de 103, 

Suprema Corte: 

Procede este re,»™ por haber* negado el fuero federal 
a que se amparó el recurrente. (Tomo tu pág = 7 > 

Conociendo V. E. de él, pido sea rechazo por no estar 
justificada fa pretensión míe se cNhil*. 

E! cobro de los impuestos establecidos por leves provincial 
es de conciencia exclusiva de las autoridades de provincia - 
e.Io resulta del texto expreso del artículo it> 5 de la Constitución 
y de la jurisprudencia «ñútante de V. E. : - observándose oor 
otra parte, que el recurrente no ha aducido motivo, considera 
cion n. , circunstancia alguna que pudiera sacer procedente la ju- 
risdicción federa] por otro concepto. 

Resuelto como lo pido, sírvase V. E¡ remitir estos autos a! 
tribunal de su procedencia. 



Julio Botet. 
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Bbmm Aires, Man* ltdfm, 

> 

Vistos el recurso extraordinario interpuesto y concedido 
co:itra la sentencia pronunciada en esta causa por la Suprema 
Corte de Justicia de ta provincia de Ituenos Aires, a fojas 53; 

Y considerando: 

Que Ta justicia federal es incompetente para conocer en las 
demandas sobre el pago de un impuesto provincial ; que los con- 
tribuyentes, ya sean ciudadanos o extranjero*, no pueden sus- 
traerse jx>r razón de nacionalidad de la acción administrativa 
ni de la jurisdicción de los jueces locales encargados de hacer 
efectivo diclio impuesto, pues, sólo pagando éste con la corres- 
pondiente protesta, pueden ocurrir a los jueces de su fuero pa- 
ra pedir la devolución de lo indebidamente satisfecho, o bien pa- 
ra apelar ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de ras 
sentencias que en última instancia pronunciaran los jueces de 
provincia, en los casos previstos por el artículo 14 de la referida 
ley número 48. (FaÜos, tomos 17, pág. 307; 31, pág. 103, y 114, 
pág. 298). 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se declara no hater Jugar a dicho re- 
curso. — Xotifiquesc original, y repuestas las fojas, devuélvase. 

Nicanor G. del Solar. — M. P. 
Daract. — D. E. Palacio. 
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Don José GU contra la provincia de Córdoba, por reivindicación 
Incidente sobre cobro de honorarios 

Sumario: \'o habiendo sido probadas !as excepciones opuestas 
de inhabilidad y fardad de] título ejecutivo, debe llevarse 
la ejecución adelante, con costas. 

Caso : Resuda del siguiente : 



FALLO DE LA CORTK SL T I*REMA 

Boom Airei, Min« 38 de 1914 

Y vistos : 

Kl incidente promovido [>or c | representante ríe la provin- 
cia de Córdoba cwitra don José Gil, cobrándole ejecutivamente 
la suma de mil quinientos pesos. imjx>rte <le honorarios regula- 
dos por este tribunal a fojas Si, en mérito de lo resuelto a fojas 
66; resulta: 

Que intimado el pago de dicha suma (fojas 84 vuelta), e! 
señor Gil la depositó en el Banco de la Nación Argentina, ma- 
nifestando al mi^rno tiempo que se i:itimase al representante do 
Córdoba para que deduzca su acción en forma, porque tenía de- 
fensas que hacer valer asistiéndole derecho en las mismas ( fo- 
jas 87). 

Que. citado de remate a instancia del acreedor ( fojas 88 
vuelta), opuso fas excepciones de inhabilidad y falsedad que au- 
toriza el articulo 270 del código de procedimientos en lo federal 
y la Je remisión que permite el mismo articulo ( fojas 92 y 93). 
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Que abierto a prueba, no se produjo ninguna, manifestando 
por el contrario el ejecutado a fojas 99 que «o tenía "necesidad 
de producir prueba alguna, puesto que están reconocidos (por el 
apoderado de! actor ) los hechos", con lo que quedó el incidente 
en estado de resolución, y 

Considerando: 

(¿ue el título ejecutivo lo constituye una sentencia ejecuto- 
riada en este tribunal l artículo 249, inciso ley antes citada) 
cuya inhabilidad o f a! sedad no se ha intentado discutir ni pro- 
bar. 

<Jue en los antecedentes administrativos presentadas por el 
ejecutante (decretos y nota de fojas 61, 70 y 71) no parece que 
hubiese mediado el convenio (pie se alega, ni hecho remisión al- 
guia del crédito proveniente de costas del juicio que terminó 
por desistimiento del señor Gil (fs. 59), pues esto no ha procu- 
rado justificar tal defensa, como era su deber, pon pie la carta 
privada de fojas 90, cuya autenticidad no ha sido negada, puede 
cuando más servir para que dicho señor Gil, reclame del Gobier 
no el reemlmlso de los honorarios regulados al apoderado y no 
parí* demostrar la existencia de una resolución gubernativa que 
en todo caso debió presentarse en forma o indicar por lo menos 
su paradero. 

Que en ninguna parte de los autos aparece (pie el apoderado 
de dicha provincia haya reconocido de manera alguna tos hechos 
con los que ha pretendido exeepcionarse el señor Gil y antes por 
el contrarío, con los documentos oficiales ya indicados, ha apo- 
yado la presente gestión, sin que ninguno de ellos como queda 
dicho antes, mencione 'la circunstancia invocada por éste, ni se 
hayan presentado^ siquiera o solicitado copia de los telegramas 
a que la carta se refiere. 

Que corresponde decir, por tanto, que no habiéndose pro* 
bado las excepciones opuestas, debe llevarse la ejecución adelan- 
te, con costas, (artículo 277, ley antes citada. Fallos, tomo 20, 
pág. 2jí, y otros), y encontrándose depositada en el Raneo de 
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la Nación, según certificado de fe. 86, la suma que sé cobra, li- 
bre» oportunamente oficio para que sea puesta a disposición de! 
doctor Gonzalo Figueroa, apoderado de! gobierno <le la provin- 
cia de Córdoba. - Xotifíquese original, y repuestos los sellos, 
archívese. 

NíCANO* G. OKi. Sotan. — M. p. 
Daract. — D. E. Palacio. 
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Don Ensebio Bravo y otro, en el ¡nieto de expropiación seguido 
Por ct Fcrrocar U *>nerto Beh/rano con los señores Pinero 
v Lacróte. Recurso de hecho. 

Sumarh : ¡: — Habiéndose invocado garantías de orden consti- 
tucional para pedir ]a nulidad de tina sentencia de primera 
infancia, procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
íey 48. contra la del superior, que, a! confirmar aquélla, no 
toma en cuenta dichas garantías porgue "la lev autoriza este 
recurso (el de nulidad) contra la violación de las formas de 
la sentencia o del procedimiento, y el recurrente lo funda en 
■!a violación de garantías de orden constitucional* que puede 
fundar el recurso de apelación y no el de nulidad". 

2: — El auto que deniega participación en un juicio, tiene 
para los excluidos de éste, carácter de definitivo a los fines 
del recurso extraordinario. 

3' — x ° l»»ede negarse participación en un juicio de ex- 
propiación por razones de procedimientos relativos a la or- 
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denación tic las caucas, al que comparece en virtud de cita- 
ción por edictos, ordenada a petición de! expropiante, toda 
vez que eí mejor derecho o el condominio sobre el inmueble 
que se trata de expropiar, es una cuestión a debatirse y re- 
solverse en el juicio correspondiente por los interesados que 
comparezcan en virtud de la citación, bastando al interés del 
expropiante consignar judicialmente el precio e indemniza- 
ción que en definitiva se fije, sin que tal procedimiento im- 
porte trabar la expropiación y sus efectos. 

Caso: Evo explican las piezas siguientes: 

1XFOHMK DK LA CAMARA FKIttkAL ni; APELACIÓN DF.L ROSARIO 

RmétIo, Majo 10 de 191». 

■ 

Señor Secretario de la Suprema Corte de Justicia Nacional, 

Capital Federal. 

De acuerdo a lo solicitado en su nota de fecha 3 del corrien- 
te, relativa al recurso de hecho deducido ante c*ta Corte Supre- 
ma por don Saturnino S. Ftínes, apoderado de I <s señores Ense- 
bio Bravo y Angel Salvar rey, en autos con el I errocarril Rosa- 
rio a Puerto Relgrano, tengo el agrado de ¡nfom,tr lo siguiente : 

i.° — En la demanda de expropiación, presentada por don 
Carlos Castilla a nombre de dicha empresa, ina.:ii fiesta que ha 
oido (pie el terreno es de propiedad de Hñero y Lacróse ; que no 
ha podido arreglar privadamente el precio por serie desconocido 
el domicilio de los dueños, c ignorar si dichos señores son due- 
ños o no de la propiedad, así como si otros tienen parte en la 
misma. 

La demanda se dirige contra Pinero y Lacro» y contra 
quienes más resulten ser dueños, a todos los cuales pide se le* 
cite por edictos (escrito de fojas 4. fecha Agosto 13 de 191 1). 

También pide el actor que se les dé la posesión provisoria 



■ 
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del terreno, a lo ?c hacc n.gnr. v «, su virtH(] cf . 

vulT 1 3 mÍS,n0 n ' eS y af '° < **» 5 - " 6 

vuelta), tecrin*^. constar en e! acta por el oficia! de ludria 

q»e no p encontró persona alguna ocupando el térro-,,, 

- v,r ""' # *> citación por edictos, don Ensebio lira- 
*o se presenta | Mr parte, y refiriéndose a c*. presentación la 
parte actora manifiesta que el sefior B»vo n„ ¡«La^SJ 
gimo ni presen!» ,„„:„ ,„ lc k ¡lcrt , iité „„„„ ¿y¿ r 

a expropie, del cual está* en posesión .mican.en.e !6« señorea 
mero y Lacro». p„r to que solicita que el juicio se siga contra 
«tos solamente, y se desglose c! ese-rito del «ñor &¿£ 

ndn„ 1, " M mh " m '" ÍS <* * * 'm*m do-, Do- 
A varea a n.„„bre de loa señ„res ,|on Ensebio üravo v 
Ange. Sa varrey. pidiendo se !e de- participación en e. j„ia¿ v f l 
cto de ,„,s„,o. fechan <fs. „ a zj). n.anifiesta ueTa prc 

~de a a, " C " Ur ,'° S '"' C """'^ K-S 

rresponde a «a mandantes, sobre los terreno, objeto de la cx- 

prop,ac,„n. Ilaee una relación de los fftute, que inv„ca, y dice 

<.ue no puede pre-entarlos en d acto , indica dónde ésíá», ' 

3- - En escrito fecha j de Diciembre de )<>i i | f, 2 sn m 
«ñores Portnnato y Doroteo Pinero comparecen a! mao so! 

! r m,,,roct '¡ cncia í]Q la de ,o 5 aitaSC 

r^St**" ^ d ****** - -* y 

4- ° - En escrito fecha 27 de Diciembre ríe mi 1 ( fs ,8} Ta 

Xniren^'"- "° **** " «Sí 

«¡ han presentado vanas personas ¡nyocando .lercchos ¡(uaortí 

a I .« terrenos a expropiársele lamente los señores l'iñe'ro 

han presentado sus «w*. y constándoles que éstos son lo, „„;- 

ES" f W * ** 4s rf ""uno W* se ex- 
propia. Imitan la expropiación contra Fortunato v Doroteo Pi- 
nero, puliendo se siga el juicio con ellos soIament¿. 

ImM f, f, \ 1,1 , ai " Iiencia * W <M I'"'" fueron convocadas a 
Uic.0 verbal, fcclia ,5 de Febrero de [Q.2 f fs. 4I a 44) p dis- 
eut,ó en los término de que da ce da la siguiente ncVa : "Fu ,i 
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(lia designado para la audiencia, comparecieron ante S. S. las 
partes en este juicio, representada la empresa actora jwr el pro- 
curador Carlos Castilla y por -los demandados líravo y Salva- 
rrey, el procurador Domingo Alvarez acompañados del doctor 
Juan Chavarri. Declarado abierto el acto y concedida la palabra 
]>or S. S. a |á parte adora, expuso el señor Castilla: que repro- 
duce su escrito de fojas 38 y reitera el pedido contenido en el 
mismo, haciendo presente al señor juez que los instrumentos 
presentados por los señores Salvarrey y líravo no corresjjonden 
ni terreno cuya expropiación se trata en este juicio; Que, pre- 
viamente a toda otra diligencia, no estando contestada la litis, 
debería resolverse sobre la limitación de la demanda en la forma 
establecida en el referido memorial. — Concedida la palabra a 
los demandados, expone su letrado, doctor Chavarri : (Jue, en 
efecto, en el día de ayer, haciendo las averiguaciones en la ofi- 
cina, revivas a tas expropiaciones iniciadas pot el Fernxarrit 
del Puerto Uelgrano, se encontró su ¡>arte con que hay otro ex- 
]>cdientc, igualmente caratulado al presente, y que no lo ha po- 
dido revisar |wr>r encr mirarse en poder de! señor procurador Cas- 
tilla; entendiendo que dicho expediente concierne a los terreno* 
tle fa barranca del río, siendo dichos terrenos los mencionados 

especialmente en los títulos de los señores Salvarrey y Hravo. 

El origen de estos títulos es exactamente el mismo que e! de los 
señores Viñero, I.acroze y otros; proviniendo en su origen de 
don Ocgorio Aguirre y Maria de la Cruz Cepeda y Ramos. — 
Como no ha tenido tiempo su parte de hacer el estudio del expe- 
diente que ayer no se encontraba en la oficina, no le es posible 
manifestar de un modo terminante si procede o no procede la 
acumulación, la que puede ser tanto más necesaria cuanto que no 
obstante las divisiones de condominio hechas entre los distintos 
herederos o cesionarios de tos causantes ya mencionados, no es- 
tán ajenos a toda discusión i»r no haberse tramitado y concluido 
e:i debida forma los respectivos juicios sucesorios. — En vista 
de esta consideración. i>ed¡a a! señor juez se pronunciara reca- 
bando los antecedentes que fueran necesarios y que su misma 
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parte mencionaba en el escrito que corre de fojas 25 a foja, a7 
se pronuncara previamente si procede ta acun'ulacL; i caso 
" e f IV °' 5,n «£W* * ,os 1" puedan corre^nder" 

Je a sus representado, por las consideraciones t»»*«n**x* 
^terrenos objeto de la expropiación en este e^ffi M 
*e desosasen las actuaciones j*rthentes de su parte, agregán- 
dose al expediente que coincida en !a determinación del I objeta 

su representado en la de- 

ÍaZ^r Tr aI * r ^ i0 f,UC - ° íd ° W S. resolvió 
nantar autos al de.^cho para resolver lo que por derecho corres- 
ponda. Con lo que terminó el acto, y previa lectura que se les 

que doy fe. _ ^ , ^ _ ¿ _ 

lo* l asMla.— Domitujo .ÍW*.— Ante mí : José V. de la Vtga*\ 
O: Resolviendo la incidencia, e! señor juez federal dictó e. 
■siguiente auto (fojas 45 a 47 vuelta >: "«osario. Febrero 16 de 
1912 _ Autos y vistos: K] incidente promovido en estos autos 
por e! representante del ferrocarril expropiante con los señora 
Hravo y Salvarrey, lo expuesto por ambas partes e:i e! acta co 
mente a fojas 41 a 44, y demás constancias de autos; y Consi- 
derando: i." — Que si bien es cierto que el señor Domingo Al- 
var» en representación de los señores llravo y Saírarrey se 
presenta anles del vencimiento del edicto, tomando parte en estas 
actuaciones en razón de ser sus mandantes cesionarios de (os de 
rechos y aectones relativas, segiin él, al terreno materia de esta 
cxpropjacion. haciendo a la vez manifestaciones de orden i*r- 
trnentes y correlativas, lo es también que antes de realizarse la 
audiencia a que se refiere el artículo ó." de !a ley de expropia- 
ción, el representante del ferrocarril expropiante se presenta 
también manifestando que a los fines de sus gestiones no reco- 
noce mas personería para litigar que a sus actuales poseedores 
Huero y Ucroze. en virtud de lo cual limita Ja acción que tiene 
deducida contra dichos señores. 2." - Q w es indudable, confor- 
me con las reglas más elementales d c procedimiento, que plati- 
terda la cuestión en tales términos, no existe todavia lié can- 
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icstatio alguna, y que, por consecuencia, es facultativo en tí íle- 
mandantes muí iar, modificar o cambiar la acción deducida, j/— 
(Jue así las cosas, y siendo conforme con la jurisprudencia que 
un juicio de expropiación puede seguirse contra el actual posee- 
dor de la cosa denunciada a !a expropiación, resulta evidente 
que las únicas |>artes en el presente juicio no pueden ser otras 
que el ferro-a rr>! expropiante y los señores Pinero y Lacroi, a 
quienes se Ies demanda considerándolos como poseedores. 4." — 
(jue el articulo 14 de la ley ifrj, fecha 13 de Septiembre de 18Ó6, 
establece clara y terminantemente ; "Que ninguna acción de ter~ 
cero podrá impedir |á expropiación y sus efectos, agregando que 
los derechos del reclamante se considerarán transferidos de la 
cosa a su precio p a ta indemnización, quedando aquélla libre de 
tpdü gravamen", lo que equivale a decir que si los señores líravo 
y Salvarrey se consideran con acción a la cosa expropiada, lo que 
eorres|x*nde es deducirla por el precio, en forma de tercería, en 
tiempo o|x»rtuno y ante quien corresponda. 5." — (Jue la dispo- 
sición citada precedentemente rcs|H>:id e ¡ndíscutiblcinente a ha- 
cer efectiva la naturaleza sumaria y breve del juicio de expropia- 
ción, eliminando todo obstáculo que pueda trabar los fines que 
con tales gestiona se persiga, 6f — Que, en cuanto a la acumu- 
lación qué se pide, ella no procede, por cnanto esta diligencia de 
procedimiento presupone la existencia de dos juicios legales, jui- 
cios que no existen en nuestra emergencia y en lo que se Racio- 
na c< n Jas jjersonas de los señores líravo y Salvarrey. 7," Y 

filialmente: que la jurisprudencia está hecha sobre este punto, 
ptidiendo citarse entre otros fallos, el dado recientemente por la 
Kxema. «uñara federal de agadón de esta ciudad, en el juicio 
seguido por Ja empresa de! Puerto de esta ciudad contra Manuel 
Moreno y Romistiano UurraX sobre expropiación. — Por estas 
consideraciones, resuelvo declarar que el presente juicio sólo de- 
be seguirse con la parte de los señores Pinero y Lacroze. a quie- 
nes el expropiante demanda expresamente y denuncia como po- 
seedores del inmueble, lín consecuencia, nó se hace lugar a las 
peticione* formuladas por la parte de [travo y Salvarrev a quie- 
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nes se Ies deja a salvo las acciones y derechos que les pueda co- 
rresponder respecto al juicio c indemnización que se obtenga, 
sin costas. Insértese, llágase saber y repóngase. — Eugenio Pite- 
cia y Bcnsa". 

7* — Contra la precedente resolución, los señores firavo y 
Ralvarrey interpusieron los recursos de ajwlanón y nulidad. 
Concedido por e! juc* el de ablación y denegado el fíe nuÜdnd, 
los interesados recurren de hecho sobre e*te ú'timo. dictándose 
por esta cámara la siguiente resolución (fojas 65): "Rosario. 
Junio 25 de 1913. — V vistos: Habiéndose interpuesto en tiempo 
y forma el recurso de nulidad de que informa el escrito de fo- 
jas 48. de acuerdo al artículo 234 de la ley de procedimiento, de- 
cláraselo mal denegado. Insértese, hágase sal«r y tramítese el 
recurso conjuntan] ente con el de apelación. Oficíese al a quo 
para que se notifique este auto a la parte que no lia comparecido 
en la instancia. — j, P. Luna, ~ Nicolás l\>ra Barros. — Jase 
del Barco". 

8" — En escrito de fecha q dé Septiembre de 1012 < Íojíb 
80). el señor ruines, apoderado de I travo y Saívarrey, manifies- 
ta que a fojas 27 pidió se agregue a los autos la documentación 
que demuestra e! derecho de su parte y como ello no se ha Hecho, 
pide se practiquen por secretaria las diligencias y notificaciones 
que solicitó al efecto. l\n escrito del misino, fecha 16 í fojas Si), 
acompaña documentos cuya agregación soli-rita. manifestando 
que recién ha conseguido se le devolviesen por quien los retenía: 
y por escrito del dia siguiente ( fojas 82 ), acompaña el testimo- 
nio de otro documento, acreditando, diré, la posesión de Ilravo 
sobre el terreno y recibos de contribución directa ]H>r los año- 
191 1 y 1912, pidiendo también su agregación. 

9-" ~ Con relación a la presentación de dichos documentos, 
esta cámara resolvió í fojas 84) : Tratándose de la instanda d- 
apelación en relación, no procedie m!o en tal caso la producción 
de prueba f Suprema Corte, tf>mo ;o, pág. 99, y otros), y por 
otra parte, no habiéndose presentado los documentos con las for- 
malidades requeridas por el artículo 219 de !a ley de procedí- 
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miento, lio ha lugar a sit agregación y devuélvanse al interesado. 
Insértese, notifiques? y repóngase el sellado. — J. P. Lima. — 
Nicolás l ero Horros. — José del Horco". 

10. — Kl señor Fúnes interpuso el recurso de reposición del 
Último auto (fojas 85 y 8ó), y esta Cámara, resolviendo sobre 
éste y demás recurso* pendientes, dictó la siguiente sentencia i fo- 
jas ijio a 01 ) : "Rosario, Diciembre 30 de 1912. — Vistos: Res- 
pecto del recurso de reposición: Por los fundamentos del auto 
recurrido de fecha 29 de Noviembre pasado, y teniendo en cuen- 
ta que lo alegado por los señores 1 travo y Salvar rey no importa 
una excepción a !a regla en él establecida, se lo confirma. Con- 
siderando: respecto del recurso de nulidad: que la ley autoriza 
este recurso contra la violación de las formas de las sentencias 
o del procedimiento (art. 233, ley de procedimientos), y el recu- 
rrente lo funda en la violación de garantías de orden constitu- 
cional, lo que importa un motivo de agravio que puede fundar 
el recurso de agadón y no el de nulidad. Por tanto, 110 se hace 
lugar a ta declaración de nulidad |iedida. — Considerando: res- 
¡jecto de la apelación: Qne no consta que los señores Uravo y 
Salvarrey, que se pretenden poseedores o coposcedores del terre- 
no a expropiarse, hayan dado la posesión que el ferrocarril ha 
tomado provisoriamente, por intermedio del j tugado y no pueden 
fundar en tal hecho un derecho a ser considerados parte esen- 
cial en el juicio, ÍJnc tampoco puede considerarse que ejercitan 
la acción pi>sesoria que pudiera corrcsponderles, pues ello sería 
materia de otro juicio e improcedente dentro del de expropia- 
ción, de conformidad con el articulo 14 de la ley número 189. 
One antes de trabarse !a litis, el demandante ha expresado con- 
cretar la demanda contra los señores Pinero y Lacróse y se ha 
opuesto a considerar como demandados a los señores Bravo y 
Salvarrey. Que. siendo asi, la cuestión promovida debe resolver- 
se de conformidad con las reglas generales del procedimiento 
que la sentencia apelada invoca, según las que. el demandante 
tiene derecho y debe designar expresamente ía persona deman- 
dada, no pudiendo ser oliligado a demandar a quien no quiere 
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liacerlo ; siendo él responsable por lo que resultare de su errarla 
designación. Por esto, y los fundamentos concordantes de la re 
solución apelada de fojas 45 a 47, se !a confirma, sin perjuicio 
de las acciones que puedan corresponder a los recurrentes, su 
costas. Insértese, noli f iqttese y devuélvase, debiendo ante e! in 
ferior reponerse el sellado. — /. P. Luna, — Nicolás ¡"era Ba- 
rros. — José del Harco* 1 . 

11. — Contra esta resolución, el señor Funes deduce el re- 
curso extraordinario para a.ite la Corte, al cual no se le hizo lu- 
gar. Bl escrito del recurso y el auto denegatorio, son del tenor 
siguiente ¡ fojas 93, 93 y 96) : "Interpone recurso extraordina- 
rio. — Kxcma. a'ima ra federal de ablaciones. — Saturnino \\ 
Funes, por los señores Ensebio liravo y Angel Salvar rey, en el 
juicio de expropiación seguido por la empresa del ferrocarril a 
Puerto P>e!grano contra los señores l'tñcro, Lacrczc y otros, * 
V, H„ cotno más haya lugar, expongo: Que vengo por el presen 
te escrito a deducir recurso de apelación extraordinario para an- 
te la Corte Suprema de la Nación contra la resolución de Y. E. 
que confirma el auto del señor juez federal, que niega interven- 
ción en el juicio a mis representados. Consta de autos y Y. E. 
asi lo reconoce en !a reso' lición recurrida. ípie la empresa expro- 
piante ha tomado la posesión del terreno expropiado, dada por 
el señor juez federal antes de .que mis representados hubiesen 
comparecido respondiendo a la citación y emplazamiento hecho 
jjor ía empresa. Después de tomada esa posesión, la empresa ex- 
teriorizó su pretcnsión de excluir del juicio a mi liarte y tiene 
la suerte de que Y. E. asi lo decrete, dejando a mis representa- 
dos en un& injustificada situación, despojados de su ijosesión. 
pri vatios tle intervención en este juicio y con la sola esperanza 
de encontrar una reparación en un pleito futuro. En el curso de 
esta instancia he alegado que !a resolución del juez federal, con- 
firmada por V. E. P era violatoria de ios artículos 17 y 18 de h 
Constitución Xacíonal, que declaran invio'ali'es los derechos de 
propiedad y defensa en juicio de los derechos. He alegado que 
hay violación de- articulo 17, porque los señores liravo y Salva- 
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rrey se ven privados de su terreno, sin previa i ndem: ilación, y 
jwir el mero arbitrio de la empresa expropiante, líe alegado que 
hay violación de! derecho de defensa, porque siendo mis repre- 
sentados los poseedores del terreno, se les priva de su posesión 
y propiedad, atribuyendo a los señores Pinero y Kacroze el de- 
recho de discutir la indemnización. Es decir, se quita la cosa ex 
propiada a !os señores [iravo y >Salvarrey y no se les permite in- 
tervención en la fijación de) precio de la indemnización, y esto, 
ante el hecho indudable que resulta de autos ; que los señores Pi- 
nero y Lacroze no han afirmado, ni lian alegado nunca su carác- 
ter de poseedores, no habiendo ni siquiera comparecido ante 
V. E. — Debo limitarme y me limito en este escrito a señalar los 
hechos. — V. E, en la resolución recurrida reconoce que mi par 
te ha alegado "la violación de garantías de orden constítucio 
nal"; asi resulta de los escritos que he presentado relativos a la 
denegación del recurso de nulidad y asi se alegó cu el informe 
del doctor Siljuru cuyo resumen escrito debe obrar en manos de 
V. E. — En presencia de estos antecedentes, et caso snb }u4ke f 
es, sin duda, uno de los que indican en e! inciso artículo 14 
de la ley de Í4 de ^Serjtiembre de [863, desde que se ha puesto 
en cuestión la inteligencia de los artículos 17 y 18 de la Consti- 
tución Nacional y la decisión de V. E. lia sido en i-ontra de la va- 
lidez del derecho invocado por mi parte. En otros términos : mi 
liarte ha sostenido que la resolución adoptada ]x>r V. E. es vio- 
latoria de los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional: Se 
ha desconocido un derecho que se apoya en las citadas cláusulas 
constitucionales, luego es procedente el recurso extraordinario 
para ante la Suprema Corte Nacional, — En consecuencia, a 
V. E. ruego que se digne conced erme el recurso interpuesto man 
dando elevar los antns. Será así de justicia <juc pido, S. í\ f ti 
nes. — Sibartí'. 

"Rosario, Abril 15 de 1913. — Y vistos: No tratándose de 
sentencia definitiva que dé lugar al recurso extraordinario pre- 
visto por el articulo 14 de la ley 48, sino de la interpretación y 
rpücaciorj de la ley de procedimientos, no ha lugar a la apela- 
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ción deducida en el escrito de fojas 92 a 0.3. Insértese, notifique- 
se y repóngase, — Nicolás l 'era Barros, — José del Barco. — 
/. J\ Luna, 

Dejando evacuado el informe solicitado, con los anteceden 
les expuestos y las transcripciones hechas, saludo a usted aten- 
tamente. 

Nicolás l era Horros. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bacilo» Aires, Mir*o 28 de 1914. 

Autos y vistos : 

El recurso de queja por apelación denegada, interpuesto 
por don Saturnino F. Funes, como apoderado de los señores En- 
sebio Itravo y Angel Salvar rey. contra el auto fie la cámara fe- 
deral del Rosario, que, al confirmar el de primera instancia, de- 
clara que el juicio de expropiación del terreno de que se trata, 
sólo debe seguirse con los señores Piñero y Lacroze, a quienes 
la empresa del ferrocarril Puerto Belgrano denuncia como po- 
seedores del mismo y los demanda en tal virtud, y 

Considerando en cuanto a la procedencia del recurso : 

Que los apelantes, según \a resolución de que se trata, liar» 
invocado garantías de orden constitucional para ]>edir la nulidae 
del fallo, que no fueron tomadas en cuenta porque "la ley auto 
riza este recurso «mira la violación de las formas de la senten 
cia o del procedimiento (artículo 233, ley de procedimientos), 
y el recurrente lo funda en la violación de garantías de orden 
constitucional, que puede fundar el recurso de apelación v no eí 
densidad". 

Que habiéndose interpuesto conjuntamente ambos recursos, 
las cuestiones planteadas debieron ser consideradas y resuelta i 
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m optante c«#p{er error de la parte en el orden de pro.no 
verlas. ' 

Que e! auto apelado, en cnanto excluye la participación <fc 
Jos señores líravo y Salvar rey en el juicio tic expropiación tie- 
ne para estos fuerza de definitivo. 

Por dio, y oido el señor procurador general, se declara mal 
denegado e! recurso. 

V considerando, respecto al fondo, por ser innecesaria ma- 
yor substanciación ni el pedido de los autos : 

Que la sentencia apeada, en cuanto confirma la de primera 
instancia, hace constar que los señores Bravo y Salvarrcy com- 
parecieron en virtud del llamado judicial hecho por edictos a pe- 
tición <icl expropiante, y en esta situación pidió éste que no les 
diesen la partici]»arión que se presentaron a tomar, porque, en- 
tre otros motivos, carecían de los derechos que invocaban, en 
opinión exclusiva del actor, a lo que la sentencia accedió fun- 
dándose en principios generales de procedimientos relativos a la 
ordenación de los juicios. _ 

Que debe observarse que el mejor derecho o el condominio 
sobre el inmueble de que se trata, es una cuestión a debatirse y 
resolverse en el juicio correspondiente por los interesados que 
han comparecido en virtud de 4a citación, bastando al interés del 
expropiante consignar judicialmente el precio e indemnización 
que en definitiva se fije, como lo prescril* el artículo 8.» ley nú- 
mero sin que tal procedimiento importe trabar la expropia 
ción y sus efectos, en violación del artículo 14 de dicha ley. 

Que, de otro modo, se corre el riesgo de tomar una propie- 
dad sin indemnización previa, lo que sería contrario a ía garan- 
tía consagrada i>or el articulo 17 de la Constitución. 

Que no basta la reserva de derechos expresada en el auto 
apelado, porque eilo no evitaría la violación a que se refiere el 
considerando anterior y porque siempre quedaría el peligro de 
una desposesión sin juicio previo y sin sentencia, o de que se de- 
termine e! precio de la cosa sin intervención de su legitimo 
dueño. 
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(Por ello, y oído el señor procurador general, se revoca el 
auto apelado en Ja parte que ha sido materia dei recurso.— Xoti- 
fíquese origina!, y repuestos los sellos, archívese, comunicándo- 
se, a sus efectos, en copia esta resolución a la cámara federal de 
apelaciones del Rosario. 

Nicanor G. dei, Solar. — M. P. 
Daract. — D. E. Palacio. 



CAUSA CCCXXIII 



.Don Agustín Ladaux contra la provincia de Buenos Aires, 
sobre interdicto de recobrar ¡a posesión 

Sumario : i."— La desposesión de un terreno de propiedad parti- 
cular con el fin de construir en él un camino, llevada a cabo 
por orden directa de la autoridad administrativa y sin las 
previas consignación a disposición del propietario, del 
precio ofrecido y no aceptado, como lo prescribe el artículo 
4." de la ley 189, y declaración de urgencia por el jue* res- 
pectivo, como !o establece el artículo 30 de la ley de expro- 
piación de la provincia de Buenos Aires, ataca principios 
fundamentales sobre la inviolabilidad de la propiedad pri- 
vada, garantida por el artículo ,17 de la Constitución Nacio- 
nal, y da lugar a la acción de despojo, de acuerdo con el ar- 
tículo 2408 del código civil, 

2. — No procede contra una provincia la acción de da- 
ños y perjuicios emergentes de un despojo. 



Caso: Resulta del siguiente: 
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Buen» Alm, Mano sg de isu. 

Autos y vistos : 

¡«strncciones para ««M^jfe 7° ""í** le *" <h *> 
m de recobrar « «*" i*«r- 

ctodad de (g^ Cra - '* 

Que s„ mandante es proo etario l Z ' 
<le dueño. , ms fracción <le \ antó - P° s « » «¡«"lo 

*«*■ de u, a í , ?S2 ; r £ e d : i*£ 

terreno. e 1 poder ejecutivo, mechan te ™ rf . CC ' Ón * 
n»l. se ha anoderado ,e, """ ,e " n "'"••«'o nconstitncio. 

- ,e„„ino 5 ^: r u™ n ^XT Kn, yr 

tientos 34*,. 24DO v „ ^•"'""''f Ci- 

miento naciona,, ley , 4 <le 3,8. procedí- 

^K^Sl^^í » «-en,. > 

<le terreno de p^iSneS^ "T" * 

* el gobierno provincia, to dec:"™ . ^L" ™T COm ° 
sion por si y ante si c™ r-, . y . "I*™!" 3 , tomando pose- 
vadofe invadido 'SM^ * '° S 
1» expropiación, al ra^mo "2"* " de 

diciares. ° ,,empo ^ ,Ie ,nra * 'as atribnctones ju- 

Que acompaña una notificación círfiit» „ t 
m a u„ ptón de. .«flor Udoux, 2U£*¿ N^""^ 
<le se puede eomorobar fe-».. , . ,rse eI des Pojo y don- 

abro R a e. *¿Z2Z ^.vtia ' " c "- ta ^ 0« « 

rias^ra'os^^^^ " C * — 

•ra.ivos, a^a t ESE í 1 °:. |X,d f ~ .v admims- 
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Que d decreto posesorio del gobierno de la previ :ic la, fun- 
dando la expropiación en la necesidad y no en la utilidad, esta- 
blece un criterio jurídico erróneo y anticuado, porque es esta y 
no aquella ta que debe primar. 

Que para que un propietario pueda ser desposeído es nece- 
sario que una ley haya calificado la utilidad de -la expropiación, 
debiendo ser esta ley, especial para el caso y con determinación 
de las propiedades privadas sujetas a expropiación. Se requiere, 
además, que sea en virtud de sentencia fundada en ley. (Artículo 
17, Constitución Nacional). 

Que analizando la ley general de expropiación provincial 
(1881), dice que no puede ser genera!, calificativa para todos 
los casos de expropiación, pues ta utilidad pública debe ser ne- 
cesariamente declarada en cada caso. 

Que por eso la misma ley declara en su artículo U* que todo 
acto que perturbe "los derechos de los particulares en la propie- 
dad raíz" sin que se hayan llenado los requisitos de la ley, es 
abusivo y responsabiliza a sus autores "con arreglo a las dispo- 
siciones del código civil, añadiendo el artículo 2. a : Para que un 
propietario pueda ser privado de su propiedad, se requiere que 
ta legislatura declare: Que hay utilidad pública en la expro- 
piación para llevar a cabo una obra proyectada, etc. 

Que el articulo 3' dispone: Las declaraciones del artículo 
anterior no pueden suponerse, deben ser expresas, pudiendo la 
legislatura hacerla o comprender más de un caso en una sola de- 
claración. 

Que hasta el presente, la ley analizada es perfectamente 
constitucional; pero a partir del articulo 5.% es la ley que tiene 
más incongruencias con la ley fundamental del país, la doc- 
trina, etc. 

Que confiere al poder administrador facultades esencial- 
mente judiciales, que constituyen una dc'egación de ixwleres pro* 
habida por la Constitución Nacional y convierte al poder ejecu- 
tivo en juez de su propia causa, con mengua de las garantías in- 
dividuales y de la forma de gobierno aceptada por la Nación Ar- 
gentina, 
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Que no ha sido declarada de utilidad pública la fracción que 
pretende expropiar el poder administrador y ejecutivo, fracción 
de ¡a cjue lia sido violentamente despojado el señor Agustín La- 
doux. 

Que el artículo que invoca el gobierno de la provincia es el 
4. de la ley, y que dice: Artículo 4." Se declaran por ahora de 
utilidad pública: 

t.° "Los ferrocarriles en servicio público existentes o que se 
construyen en adelante**, siendo tal declaración un ejemplo que 
nada significa, porque es de suponer que con ello no pretenderá 
expropiar el po.Ier ejecutivo los ferrocarriles existentes en la 
actualidad, pues en cuanto a los que hayan de construirse en tfr 
sucesivo, deben ser motivo de una ley esj>ee¡al y previo el pro 
yecto de construcción. { Artículos 2." y 3" misma ley). 

Que 110 puede ser otro el alcance del artículo y así lo ha en- 
tendido el mi sino congreso de ?a provincia, con la ley que auto- 
nV> la construcción del ferrocarril de La T!ata a Meridiano V, 
fecha 18 de Octubre de 1907. i Artículo 24). 

Que si la legislatura no hubiera hecho esa declaración (que 
a juicio del exponente, no es conforme a! articulo constitucional 
y artículo 2.". incisos fc? y 3 articulo 3A ley general de expro- 
piación de la provincia), c! poder ejecutivo nada habría podido 
expropiar, pese a la declaración lírica del artículo recordado. Y 
si lo hubiera hecho, faltando la ley especial, sería un acto perfec- 
tamente inconstitucional y abusivo, desde que. según la Consti- 
tución Nacional, la expropiación por causa de "utilidad pública 
debe ser calificada por ley y prev ¡amerite inteimi izada, siendo 
esa declaración facultad privativa del congreso, según ío dis- 
eñe el artículo 67, inciso 27, Constitución Nacional, concordan- 
te con la de la provincia y lo lia declarado este tribunal en tes 
tomos 4." y 6.°, página* 311 y 6, respectivamente, de sus fallos. 
Que. demostrada la verdad antedicha, conviene conocer el 
inciso del mismo artículo que invoca en el caso ocurrente el po- 
der ejecutivo; dice asi: Inciso 5." "Los terrenos para caminos, 
calles y plazas y los caminos, cafes, plazas y puentes va cons- 
truidos". 
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Que tal inciso no autoriza al poder ejecutivo para expro- 
piar el terreno que mas le plazca para la construcción de una 
plaza, calle o camino, porgue tal cosa significaría un desconocí- 
intento profundo del derecho argentino, al mismo tiempo que 
importaría una inversión de atribuciones, viciando el Eterna 
constitucional de la Nación. 

Que en esta capital se ha sancionado recientemente la ley 
de las avenidas, porque no obstante exi>tir una ley de expropia- 
ción, sólo regla el procedimiento del juicio. 

Que la ley autorizando el ferrocarril a Meridiano V, no au- 
toriza ni proyecta la construcción del camino que pretende abrir 
el gobierno de la provincia. 

Que en mérito de lo expuesto, solicita, en lo principal, <e 
declare la procedencia del interdicto, condenando a la provincia 
a restituir la tierra de que se ha despojado a su instituvente, con 
mas los perjuicios ocasionados y las costas del juicio. 

Que acreditada la competencia del tribunal, citada la pro- 
vincia y señalado el di a para ] a audiencia, ésta tuvo lugar y el 
demandante ratificó su demanda de despojo, a solicitud de !a 
parte demandada, quien a su vez expuso: Que la lev que ordenó 
la construcción del ferrocarril a Meridiano V declaró de utilidad 
publica la obra y autorizó la expropiación de los terrenos nece- 
sarios a ese fin. 

Que con fecha 21 de Febrero del año próximo pasado, el 
inspector jefe de las obras, don Knrique de Madrid, presentó al 
gobierno de la provincia una nota en que decía, que para dar ac- 
ceso a la estación ubicada en el kilómetro 145 (115) d c ! a linea 
del ferrocarril provincial a Meridiano Y era necesario expropiar 
al señor Ladoux. una faja de terreno para camino, con una su- 
perficie de noventa y siete áreas, setenta y ocho centiáreas v se- 
senta y cinco decímetros. 

Que !a urgencia de la expropiación se funda en que la falta 
de acceso a In estación, por carecer del camino proyectado, imjie- 
dia que muchos cargadores remitiesen sus cargas por el ferro- 
carril provincial. 

Que en Marzo 17 de 1913. el |*>dcr ejecutivo en ejercicio 
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de las atribuciones que le competían por la ley de expropiación, 
dictó un decreto en que disponía la expropiación de Ja tierra in- 
dicada, fundándose en el artículo 4* de la ley de expropiación, 
declaraba la urgencia de la toma de posesión y ordenaba, previo 
el depósito de la ley, notificar el decreto al interesado y tomar 
posesión del terreno, lo que efectivamente se hizo con interven- 
ción de la autoridad judicial y sin resistencia ni oposición alguna 
del interesado, que autorizaba por primera \ez coa esta demanda, 
su disconformidad con la expropiación. 

Que ef artículo 17 de la Constitución Nacional declara in- 
violable la propiedad» pero establece al mismo tiempo que puede 
ser expropiada, por cansa de utilidad pública calificada por ley, 
Que es indiscutible que las provincias pueden dictar su iey 
de expropiación y que este tribunal ha establecido que las leyes 
provinciales de expropiación no son inconstituciona'es. 

Que en los casos de urgencia que la ley de expropiación 
prevé, lo mismo que el código civil y también la ley provincial 
en su art. 3$ reformada por la ley de 23 de Agosto de 1895, el 
expropiante puede proceder de inmediato a la toma de posesión, 
observando las formal idade* legales. 

Que este tribunal ha establecido que la declaración de ur- 
gencia puede hacerla, tanto el i*>der legislativo, como el poder 
ejecutivo. 

Que en el caso actual, la legalidad de la expropiación y toma 
de («sesión de los terrenos a que se refiere esta demanda es in- 
cuestionable. 

a) — porque la ley de expropiación de 21 de Octubre de 
1881. declara de utilidad pública, los terrenos necesarios para 
caminos, art. 4°, inc. y 

b) — porque la construcción del ferrocarril de I.a Plata a 
Meridiano \\ ha sido declarada de utilidad pública por !a ley 
respectiva, declaración que comprende el terreno de la traza, es- 
taciones, caminos de acceso, etc., y éste último es el caso actual. 

r) — porque la urgencia ha sido declarada por el poder 
ejecutivo, con facultades suficientes. 
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^ d) — porque se ha dado al señor juez tle paz la interven* 
cion que Je corresponde de acuerdo con el art de la ley. 

Que la actitud del gobierno de la provincia, es.,' pues, jn- 
objetable, en cuanto al fondo, porque al expropiar y decarar el 
caso de urgencia, ejercita facultades constitucionales indiscuti- 
bles, y en cnanto a la forma, porque se lia observado estricta- 
mente la que marca le ley provincial, que es la que rige el caso. 

Que no liay tampoco turbación ni despojo que autorice el 
interdicto. Que el actor equivocando, a su juicio, el camino a se- 
guir, suscita en la demanda cuestiones que no pueden resolverse 
en e! juicio posesorio, que tiene un solo objeto, un debate con- 
tradictorio sobre la posesión, y una finalidaj única, c: manteni- 
miento o restitución de la posesión. 

Que estas cuestiones no pueden suscitarse cuando el terreno 
de que se trata es materia de una expropiación resuelta de acuer- 
do con !as leyes pertinentes. El que expropia no entra a ocupar 
el terreno ajeno en virtud de ningún antecedente iwscsorio, sino 
en ejercicio de una de las más características atribuciones de lu 
soberanía, que es extinguir la propiedad privada en la forma y 
condiciones establecidas por la Constitución y por la ley. Y no 
puede realizarse el propósito de ser mantenido o reintegrado en 
¡a posesión, porque sí la expropiación paraliza el derecho mismo 
de propiedad- haciendo imposible para el propietario el juicio de 
reivindicación, menos puede ojjoncr con éxito una acción pose- 
soria. 

Qtíc, en otras palabras, iniciado el juicio de expropiación, 
ninguna acción puede paralizar sus efectos, so pena de anular ó 
desconocer atribuciones fundamentales de la soberanía ; y es en 
el mismo juicio de expropiación donde deben ventilarse las ates- 
tionc< q:ie el actor promueve en su demanda, fifi puede discutir 
si la provincia tiene o no facultad para expropiarle, si la lev res- 
pectiva es o no constitucional, si su terreno entra o no en los que 
por la ley pueden expropiarse, si la ley. con todas las garantías 
que contiene para e! derecho de propiedad, ha sido o no bien 
aplicada, etc. Pero llevar estas cuestiones al interdicto posesorio 
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c= confundir dos situados jurídicas muv diferente, la del 

f k ? !a . dd '<» c W ^ Privado de 5 „ pos^; porque " 
listado expropia lo que le iwrtenece. ' 

í>c. e>, el primer cás^ hay propiamente una cuestión «*- 
>or«a en el «g^ una petitoria, porque eri c! se dipute el 

£>■«. por tales consideraciones, solicitaba el rechazo de í¿ 
acción, con costas. 

Advertirlas la, parte* de que en la mjitlia audiencia debían 
fe b ! 7 C, r. PmínCnte * 8 H brecho, a-i tó ¿¿5 pH 
ñdlTV'- 1 *" a 75 ' y ^ dÍCTte administrado ag r C - 

£ÍT * Ia 'T ,TEcic^< " , M,i:rit "- I*»*»** los autos 
al despacito para sn resolución. 



Y considerando; 



One consta por a manifestación fá representante de fa pro- 
vincia á fojas m y $ 7 , y Qn c ] fíente administrativo aeom- 
|K»iadu por vía de prueba, que el demandante fué des,>o<eido de 
-a prop,edad en la porción antes expiada, mediante La orden 

^*T r d ***** »~ * publica a: inez 

* fí 1 ( > 1 < C > e «Wíplfó en el acto, de acucr lo , , él 

decreto de Marzo l? del año próximo pasado r fojas i, expe- 
diente administrativo). * J 

Que indudablemente, no se trátate del caso a míe se refiere 
c articulo 2^12 de cndfóo /,„: . . . 1 a 

* 7 ~ 'V W8P i"», "nico que podría autor zar el 
procedimiento empleado. 

Qtie, coa arrezo al artículo 4.° dé la ¡cv número 189, en los 
rasos de ucencia habrá derecho a la ocupación previa del bien 
que trata de expropiarse, desde que el poder ejecutivo conste 
9 tUs^sKHm del proletario el precio ofrecido v no aceptado, lo 
míe ™ lia verificado es el caso, según se desprende de ros an- 
tecedentes oficiales acampanado*. 
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Que es de observarse, por otra parte» que la misma ley de 
expropiación de ta provincia de Buenos Aires» en e! artículo 30 
invocado por el poder ejecutivo, no autoriza aquel procedimicn ■ 
to; y, por e! contrario, libra claramente a los jueces, — ya se en- 
tienda qne son los peritos o los ordinarios, — la facultad de 
apreciar, a solicitud de partes, los casos de urgencia antes de 
concluido el juicio de valuación, mediante los requisitos que 
prescribe para acordar la posesión previa del inmueble que trata 
de expropiarse. 

Que siendo esto asi, debe reputarse que ía desposesión de 
que se queja el señor Agustín Ladonx, ordenada por un funcio- 
nario administrativo y en tal virtud ejecutada, ataca principios 
fundamentales sobre inviolabilidad de la propiedad privada, ga- 
rantida por el artículo 17 de la Constitución Xacional, v aún por 
■la misma ley provincial que se invoca. 

Que, suponiendo que dicha ley tuviese e! alcance que se pre- 
tende y que los funcionarios provinciales hubiesen ejercitado fa- 
cultades que ía misma le confiere, no debe entenderse aquélla 
ni ejercitarse éstas, de manera que contraría disposiciones cons- 
titucionales y legales de carácter nacional, como está reiterada- 
mente resuelto por esta Corte. (Fallos, tomo 95* pág. 102, y 
otros). 

Que en cuanto a los daños y perjuicios, que también se de- 
mandan, debe decirse qne 110 son procedentes, con arreglo a lo 
dispuesto por el articulo 43 y concordantes del código civil y lo 
resuelto en repetidos casos. 

Por lo expuesto, y de acuerdo con lo que prescrílien los ar* 
tíeu'os 2482, 2408 y concordantes del código civü, se declara pro- 
cedente el interdicto entablado, condenándose a la provincia de 
Buenos Aires a restituir al señor Agustín Ladoux, la posesión 
de la tierra de que se trata, dentro del término de treinta día*, 
sin costas, por no haber prosperado la demanda en todas sus par- 
tes. — Xoti f iquese original y, Tepuestos los sellos, archívese, de- 
volviéndose el expediente administrativo. 

Nicanor G. ukl Soi.vr. — M. P. 
üaract. — D. E. Palacio. 
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CAUSA OCCXXJV 

Ferrocarril Buenos Aires al Pacífico, solicitando la inscripción 
en el Registro Público de Comercio de esta capital, de una 
escritura otorgada en el extranjero. 

Sumario : El articulo 8/ de ia ley nmu, 53)5 I10 exceptúa a las 
compañías de ferrocarril del pago del impuesto de sello 
establecido para los contratos en la ley de papel sellado. 

Cuso: Lo explican las pie/^s siguiente^: 

VISTA Día AGENTE FISCAI, 

I 1 

2. ' 

3. " Se reduzca a moneda nacional el importe del contrato 
de debentures, tme asciende a un millón de libras esterlinas. 

4 * Se acompañe un sello por el importe de ui;o por mil de 
la suma <|tic arroje la conversión de Ja moneda extranjera en 
pago del impuesto correspondiente. 
Despacho, Mayo 7 de 191 3, 

Juan 8. Estrada. 

Ante mí: Ricardo l'ictorica. 

AUTO DEL JUEZ DE COMERCIO 

Téngase por resolución la vista fiscal que antecede. 

Alberto Estrada. 
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VISTA DEL AGENTE FISCAL 

¡P 

Señor juez: 

La empresa recurrente solicita de U. S. revocatoria del 
auto de fs. 15 vta. en la parte en que dispone el pago del im- 
puesto fiscal correspondiente al contrato de debentnres, cuya 
inscripción solicitó a fs. 14. ?e funda para ello en las franqui- 
cias que la ley 53 15 concede a las empresas existentes a su pro- 
mulgación y que se acogieran a ella ; añadiendo que, encontrán- 
dose en esa situación, no le corresjiondc abonar el impuesto de 
sellos. 

Xo creo necesario que se justifique, como lo solicita la em- 
presa recurrente, con los informes del ministerio de obras pú- 
blicas la existencia del decreto de 15 de diciembre de 1907 ni 
Jas demás manifestaciones que he hacen en el párrafo II del es- 
crito que antecede, por cuanto, aun dando por aceptada la situa- 
ción de la compañía respecto de la ley 5315, soy de opinión que 
ella no la exonera de los impuestos de la lev de sellos. 

Es exacto que el art. 8 de la ley 5315, contiene !a disposi- 
ción que se transcribe en el escrito que antecede, ¡>ero no hay 
duda que esa disposición se refiere únicamente a la construcción 
X a la explotación ferroviaria; es decir, a la introducción de 111a* 
teriales y demás artículos necesarios para la construcción y ex- 
plotación, a la contribución territorial y a los impuestos provin- 
ciales o municipales que por su carácter variable y anual o per- 
manente pueden afectar los benef icios y alterar las tarifas, cuya 
estabilidad se lia propuesto la ley, a fin de asegurar la atrac- 
ción de capita'es y fe mentar el aumento de la red y de los ser- 
vicios ferroviarios. 

Por esto, la ley lia uniformado todas esas antiguas contri- 
buciones, con el pago del 3 ojo de! producto líquido de sus líneas 
eliminando la posibilidad de que las provincias y ¡os municipios 
atravesados por las lineas, crean o exijan impuestos que alteren 
c>a ccononiia. Esc impuesto único del tres por ciento es el re- 
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sultado de un meditado estudio de los antecedentes y del resul- 
tado práctico de todos los contratos de concesión así como de 
-las conveniencias del estado y de las empresas. Y además, como 
una prueba de que el propósito de la ley es únicamente unifor- 
mar y dar estabilidad al sistema tributario, tenemos el destino 
que la misma ley da al producido de ese impuesto, que es íor- 
mar un fondo especial para la construcción y mantenimiento de 
puentes y caminos, especialmente de acceso a las estaciones y 
en proporción a la extensión de vias en cada provincia j es de- 
cir, en bene ficio de los mismos ferrocarriles tributarios y de las 
mismas provincias, que no podrán en adelante imponer a las 
empresas, acogidas a la ley. 

Ha sido motivo también de especial aclaración en los de- 
bates parlamentarios en que se trató y lia dado motivo a fallos 
de la Suprema Corte, el punto referente a la distinción entre los 
impuestos propiamente dichos, es decir, en el sentulo de tributo 
o contribución para satisfacer las necesidades del estado y los 
servicios, como ser los de alumbrado, gas, aguas corrientes, pa- 
vimento*, etc. y ha quedado bien establecido, que estos últimos 
no están comprendidos en la exoneración de que habla ta ley y a 
los cuales las empresas pretendían hacerla extensiva. 

En la discusión de la ley, tanto en la Honorable Cámara de 
Diputados como en el 1 ionorable Senado, puede verse, que la 
mente de los legisladores, ha sido lo que manifiesto más arriba» 
como que su único propósito fué ürí¡ formar todas las concesio- 
nes, entre las que existía una verdadera disparidad, y en materia 
de franquicias, respecto de impuestos nacionales, equiparar a 
todas las empresas con la del Ferrocarril del Sud, que por una 
ley dictada en circunstancias y por motivos excepcionales, go- 
zaba de un verdadero privilegio al respecto, hasta el año 1947, 

Oe esta manera resulta que, no sólo no se comprenden en 
esas franquicias los servicios que vulgarmente se incluyen en (a 
denominación general de impuestos, sino que tampoco puede 
hacerse extensivo ese beneficio al impuesto de sellos que grava 
todos los actos, contratos y obligaciones que versaren sobre 
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asuntos ó negocios sujetos a la jurisdicción nacional y de cuyo 
flamen están eximidos únicamente las personas o corpora- 
ciones taxativamente enumeradas en el art. 44 de la ley respec- 
tiva. 

Es de notar, además, el carácter restrictivo que tie;ie esta 
última en la exoneración del impuesto de sellos y las severas 
penalidades que establece para ios infractores. 

Estas c sideraciones no son, señor juez, una simple inter- 
pretación de mi pane, sino que es la conclusión terminante a 
que se llega por el estudio de la ley 5^5 y sus antecedente* 
parlamentarios. Y es tan exacto que esta ley solo se refiere n 
la explotación ferroviaria y a los impuestos que puedan dismi- 
nuir el haber liquido de sus negocios, que pienso que si alguna 
duda piifliera subsistir sobre el particular, ella queda desvane- 
cida por el texto de su decreto reglamentario dictado por el 
poder ejecutivo. 

Dice e;e decreto que lleva fecha de abril 30 de 1908, eu 
su artículo 1,'; "Queda expresamente entendido ■ que todos los 
materiales y artículos que se introduzcan a! país, para o en rela- 
ción con la construcción y explotación del sistema explotado 
por la empresa, comprendido en el capital reconocido por e- 
jioder ejecutivo y los términos de e*tc decreto, serón Ubres «$f 
derechos de aduana". Que didio sistema con todas las propie- 
dades, terrenos, elevadores, talleres, muelles, canaletas, tren de 
dragado, plantel flotante y rodante, canteras, todo el plantel y 
equipos movibles y permanentes, instalaciones de luz y fuerza 
y todos los demás accesorios anexos y dependencias del mismo, 
comprendidos en eí capital y sujetos* por tanto en e! impuesto 
del 3 ojo establecido en el articulo 8 de la citada lev, estarán 
exentos de todo otro impuesto nacional, provincia! v municipal 
de acuerdo y por el término fijado en dicho articulo', y siempre 
que fueren debidamente autorizados por el poder ejecutivo. En 
caso .le duda sobre sí los útiles y materiales a introducir-e i>or 
los ferrocarriles son destinados a ía construcción o explotación, 
será resuelto por el ministerio de obras públicas, previo informe 
de la dirección general de vías de comunicación." 



Esto demuestra que bajo el pretexto de la explotación fe- 
rroviaria no es posible comprender el impuesto de que se trata 
en el caso sub judicc, pues aquélla solo abona el 3 o|o sobre la 
renta que produce el capital invertido y éste es un impuesto úni- 
co y de un carácter excepcional que se aplica una sola vez. 

Sin embargo, podemos observar que el citado decreto regla- 
mentario aclara aun más este concepto, en su art. 7." donde 
dice: "Para determinar el porcentaje de gastos que se señala en 
los- artículos 8 y 9 de !a citada ley, queda establecido que lo* 
gastos serán todos los incurridos en cada ejercicio anual y que 
correspondan a la explotación de los sistemas explotados por las 
empresas y en la representación y dirección de las mismas, de- 
bidamente comprobados y comprenderán... c) las sumas que 
en cada ejercicio anual se acrediten en las siguientes cuentas de 
reserva... 2* Las reservas para ios accidentes, reclamos, gai- 
tas judiciales, e imprevistos." 

Creo que con lo expuesto queda demostrada hasta la evi- 
dencia la falta de fundamento en la empresa recurrente al resis- 
tirse al pago de este impuesto establecido en la ley de sellos, a 
cuyo respeto no hay discusión y menos, ''espués de lo resuelo 
implícitamente por la Excelentísima Cán.-.a en 5 de abril próxi- 
mo pasado en la solicitud de inscripción de un contrato de de- 
bentures por la compañía "South American c. Parmus Ltd.", 
por lo que considera supérfluo abundar en otras consideraciones 
que no escaparán a ta ilustración de U. S. y hasta me permito 
considerar aventurada la pretensión de la empresa del Ferroca- 
rril del Pacífico, pues no creo que en los contratos u obligacio- 
nes y en los numerosos casos que la ley de sellos establece el 
uso de diversos valores, incluso el sello de actuación, como pue- 
de verse en los escritos anteriores, pretenda que la ley 5315 la 
exima del uso del papel sellado. 

En consecuencia, soy de opinión que U. S. debe mantener 
el auto de fs. 15 en la parte cuya reposición se solicita. 

Despacho, Mayo 23 de 1913. 

Alberto Estrada, 
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KALLOS M 1.a CORTE SUPREMA 



AütXt Dl-L JIKZ DK CüMIÍRCIO 

) Alfct, Kir» 21 4* I9J3, 



Autos y victos : 



Xo teniendo e! juzgado una sola palabra míe aerear a | rt . 
sóluíos lamento, del dictamen fiscal .„* ^Ty ' l re 
produce, no se hace lugar a ia rc^i^É^ ^1 
tra la prov.denaa de h. jg vta. Rcpóng,, J la foja. 

y»*!» 5. Estrada. 

Ante mí : jl/ar/fa J. Castiarata. 



AUTO DE ¿A CAMAMA KN* f. COiíEJífefAt 

Buenos Aire», julio |S de 1913, 



Y vistos: 



Tratándose en el presente caso d e un impuesto de carácter 
general ~ no grava a la egresa ferroviaria recurrente Z 
carácter de ta! „¡ afecta los bienes o materiales destinado, ! 

de Just aa Nacional en el cm "Ferrocarril CÓMafi v Rosario 
-he-deros Mendos", qüe >e registra en el tomo m, 8g£ 

ae ts. 23. Kepóngase el sello y devuélvase. 



Méndez. — Pérez, — Saaredra. 



Ante mi ; Alfredo Fox. 
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DICTAMEN' DFX Sr. PROCUftADOS GENERAL 

Buenos AlKt, Octubre 33 4* mj. 

Suprema Corte: 

El recurso que se trac a conocimiento de V. E. es proce- 
dente, por haberse invocado una exención concedida ¡x>r una ley 
de carácter federal, y ser la decisión recurrida contraria a dicha 
exención (Articulo 6 de ía ley 4055: a rt. 14, inc. 3.- ley 48). 

En cuanto al fondo del recurro, me bastará apoyarme en la 
repetida jurisprudencia de V, E, dictada en casos análogos, pa- 
ra pedir la confirmación de la sentencia ape'ada. (Fallos, tomo 
"3, pág. 165; tomo 14, pág, 298; tomo 115, págs. 174 y 186: 
tomo mó, pág. 260). En estas decisiones ha quedado estableci- 
do en forma bien clara, cuál es e! alcance une debe darse a !a 
exoneración de toda clase de impuestos, consignada en el ar- 
tículo 8." de la ley 5315, en favor de las empresas ferroviarias 
que se acojan a sus beneficios, asi como el espíritu que presidió 
la sanción parlamentaria. Xo creo necesario agregar ninguna 
consideración a las que fundan los fallos citados, y pido a V. E. 
se sirva resolver como lo dejo pedido. 

Julio Botct. 



FAUU ¡DE LA CORTE SCIMiEM A DE JUSTICJA 

Biicnot Aini, Mino 31 it 1914. 

■ Y vistos: 

Los venidos en apelación extraordinaria concedida a fs, 29 
vta., en las diligencias sobre inscripción de la escritura de fs. 3 
y su traducción corriente a fs. 6. 
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Y resultando: 

Que solicitada por el representante de la Compañía del 
Ferrocarril Buenos Aires at Pacífico, la inscripción en el regís- 
tro público de comercio de esta capital, de ta expresada escritu- 
ra de fs. 3, otorgada en Londres a i.* de febrero de mil nove- 
cientos trece, entre dicha compañía (Ferrocarril Buenos Aires 
al Pacífico) por una parte, y por los Fideicomisarios, el muy ho- 
norable Conde de Dunmore, y la Sociedad The Premier Invcst- 
ment Company Limited, por la otra, el agente fiscal manifestó 
su conformidad con dicha inscripción, debiendo previamente ser 
"reducido a moneda nacional el importe del contrato de del>en- 
tures, que asciende a un milón de libras esterlinas; y acompa- 
ñarse un sello por el importe del uno por mil de la'siima que 
arroje la conversión de la moneda extranjera, en pago del im- 
puesto correspondiente". 

Que la compañía objetó esta última condición, sosteniendo 
no hadarse obligada a satisfacer otro impuesto, cualquiera que 
fuese su denominación, que el de tres por ciento del producto 
liquido de sus líneas, en virtud de lo proscripto por e! artículo 
8." de la ley 53 [5, a cuyo beneficio hállase acogida. 

Que estando el Ferrocarril Pacifico autorizado para emitir 
obligaciones ídebent tires) por valor de nueve millones ciento 
cincuenta y dos mil libras, y habiendo ya pagado el impuesto 
único a que está obligada por la 'ey, no puede legi ti mámente pre- 
tenderse como lo hace el agente fiscal, tenga también que pagar 
el impuesto que grava un contrato de pré^amo de dinero, en 
forma de dcbcntitres. 



Que el agente fiscal se expidió a fojas 1 8, sosteniendo la in- 
apücabitidad de la exoneración acordada por la ley 53 r 5. al sello 
que, con arreglo a la ley respectiva del* llevar la eícrituro, según 
la escalera de valores en !a misma determinada. 

V considerando: 

Que discutiéndose en el caso, el akance y la aplical>i:idad a la 
materia de autos de la disposición tic la ley 5315 invocada por la 
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compañía recurrente, C s de advertirse, desde luego, que el artícu- 
lo 8," de dicha ley contiene a favor de las compañías ferrovia- 
rias a que pc refiere, una verdadera excepción a las leyes genera- 
les que establecen las contribuciones destinadas a sufragar ío% 
gastos de la administración publica, y que, en tal concepto, sean 
cuales fueren los motivos que hayan podido fundar dicha exen- 
ción, disposiciones de ese carácter sai strictissinti juris, y deben 
según lo ha declarado ya esta Corte Suprema, ser interpretadas 
restrictivamente, como lo enseñan la doctrina y la jurisprudencia, 
de tal suerte que lo que no está expresamente concedido queda 
sometido al derecho común. Tomo r 13, p% 165, 

Une la ley aludirla no contiene exección expresa sobre este 
particular, ni hay motivo para creer que se tuvo en vista la exo- 
neración en beneficio de dichas conipa fitas del uso del papel se 
liarlo en los diversos actos jurídicos especificados en la ley respec- 
tiva, ni aún en los menos extraños a los fines de esas empresas. 

Que, consecuente con tal interpretación, esta misma Cort- 
ha declarado ya, o,ue las conn^ñias de ferrocarriles no están 
exentas del uso del papel sellado en juicio; y existiendo igual 
motivo para negarles esa exención en los contratos que realicen 
extrajudiciatmente, para operaciones de crédito 11 otros actos 
independientes y ajenos a sus fines, igual doctrina debe mante- 
nerse cuando se trate de la aplicación de la ley de sellos a esos 
actos jurídicos. (Fallos, tomo 111. pág. 45, y otros). 

Por ello y sus fundamentos, de conformidad con lo expuesto 
y pedido por el señor procurador general, se confirma, con cos- 
tas, la resolución apelada de fojas 27. Xotífiquese origina] y de- 
vuélvanse, debiendo reponerse el sellado ante el inferior. 

Nicanor G, dfx Solar. — M. P. 
Daract. — D. E. Palacio.— 
1,. López Cabax illas. 



* 



TALLO! DE LA COtTI SUPREMA 



CAUSA cccxxv 



Doña Ernestina Estires de Rosas contra la provincia de Sania 
l'e, sobre escrituración de tierras o pago de su valor. In- 
cidente sobre levantamiento de embargo. 

Sumario ; Son emliargables los fondos en dinero perteneciente-? 
a una provincia, destinados a atender los servicios de inte 
rés y amortizada de un empréstito exterior. 

Caso; A solicitud de la actora se trabó embargo en unos dinero * 
de la demandada depositados en la sucursal del Hanco de la 
Nación en Santa Fe. Notificado el embargo, el representan- 
te <le la provincia pidió fuera érfe levantado, en razón de que 
esos fondos se hallaban afectados al cumplimiento de los 
servicios de interés y amortización de un empréstito exterior 
realizado de acuerdo con una ley de la la provincia y confir- 
mado en escritura pública, y tenían, por consiguiente, un 
destino e*]>ccial. 



fallo m; l.v corte suríu-MA 



Buenos Alrts. Mano 31 d« lüh 

Y vistos: 

Para resolver el incidente promovido por c\ representante 
de la provincia demandada, en el escrito de fojas 441, pidiendo 
el levantamiento del embargo decretado a fojas 420 vta. |K>r la 
suma de noventa y ocho mil pesos moneda naeiona 1 , y trabarlo 
en su cumplimiento, como consta de la diligencia de fojas 425 
vuelta. 
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Y considerando : 

Que resolviendo un incidente análogo suscitado en estu 
misma causa, y de acuerdo con antecedentes de jurisprudencia, 
esta Corte tiene declarado que las personas jurídicas, en cuyo nú- 
mero se encuentran las provincia s federales, pueden ser deman- 
dadas por acciones civiles y hacerse ejecución de sus bienes, co- 
mo asimismo. que el dinero que se embarga en su carácter de 
co^a f tingible puede sustituirse por otras de la misma calidad, 
pues no es equiparable a Jos bienes del Estado afectados a un 
servicio público, y por lo mismo indispensables a la subsistencia 
de la persona jurídica de existencia necesaria y exentos por ello 
de todo embargo. Fojas 369.— A rt. 33 y 42, Código Civil, y Fa- 
llos, tomos 48. pág. 195 ; y 113, pág. 158. 

Que por otra parte, es de observarse, que los dineros sobre 
los que se ba trabado el embargo de que se trata conforme a lo 
ordenado en la resol UC ión de fojas 420 vta. se en contrallan de- 
positados en la sucursal del lianeo de la Nación Argentina en 
Santa Fe. a la orden del Ministro de Hacienda, Contador y Te- 
sorero General, como consta fíe las diligencias de fojas 425 vta. 
y 4-ífi vta., como de ¡wrtenencia del misino gobierno, en cuya 
vi r lud 110 puede desconocerse el dereeilw ejercitado por la ejecu- 
tante para hacer efectivo sobre ellos el pago de su crédito, desde 
que, no concurre en el caso, hecho o circunstancia alguna que 
pueda excluirlos del embargo, en razón del destino especial, ni 
menos un privilegio que el deudor no puede crear en favor de 
uno de SÍÍS acreedores para ser pagado con preferencia a otro. — 
Articulo 3876, Código Civil. — Fallos, tomos 27. pág. f*i; 39, pá- 
gina 170. 

Por estos f un- lamentos, no se hace lugar al desembargo so- 
licitado. Molifiqúese original, y repóngase el papel. 

Nicanor G, na Solar. — M. P. 
Dahact, — D. E, Palacio.— 
L,. LÓPEZ Cauan illas. 



f«UM m u corrí tvmiiA 



NOTAS 



■En S de Mar» de ,014. , a Cort Sllp . 
«curso de hecho dc(lufi<io c , Jg» h« V - 

«I J««» cnminal que « le si g„ e por hhnicidio, por « ,rtr " 

ckwi que haya sido denegado, 1 

queia^ednctLl 5 " 1 ? fí£ * "° 56 haCe *» al ^ * 

de San \ «eme, sobre sustracción de documento,, prevaricato y 
falsedad, comr, semencia de la Suprema Corte de la Zm-i 
de Buenos Aire,, por cuanto en su presentación a:«e a Con no 
"eno los requisitos exigidos por e| art. 15 de :a ley It^S 

tenua de la cámara federal de apelación de í.a Plata. I a oue a 
Wjm mkmm * m juez letrado de la Pampa Cen- 

tral, que nnpuso a Francisco Sdruccini la pena de diez año. ¿ 
*e.s me^es de penitenciaria. por el deüto de vio!ació„ 
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CAUSA CCCXXVI 

Don Alfonso Dttrao en autos con la dirección general de las 
obras de salubridad, por cobro ejecutivo de pesos. 
Recnrso de hecho. 

Sumario : La sentencia <!c trance y remate no tiene carácter de 
definitiva a los fine* de! recurso extraordinario del art. 14, 
ley 4H, 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DIL sr. FtoCL'HADOK GENERAL 

Bueno* Alrtf, w dt Diciembre to l« 

Suprema Corte: 

En atención a la reiterada jurisprudencia de V. E. declaran- 
do que en los juicios ejecutivos no es procedente el recurso ex- 
traordinario, por cuanto la .sentencia de trance y remate que k> 
termina, no puede comiderarsc definitiva, desde que no hace co- 
sa juzgada, con arreglo al art. 500 del Código de Procedimien- 
tos de la Capital, y queda al vencido el derecho de promover a 
cuntinuación el juicio ordinario, en que debatirán implícitamente 
las defensas que crea perttentes solícito de V. E. se sirva decla- 
rar hien denegada la aviación interpuesta. ( Fallos, tomo 97, pág. 
51 ; tomo 100, pág, 252 ; tomo 107, pág. 308; tomo 1 16, pág. 397). 



Julio Hotet. 
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í AttOS CE LA CORTE SUPREMA 



fallo i>j: l.\ Corte supema 



Bueno* Air», Abril 2 d c J9U, 

Autos y vistos: 

senor Momo Dutíio contra la sentencia la Cánnra - 1 
piones de lo Civil ,,c h capital, <|*¿ cr ^ S£ 
j^ula i>or la l>¡ r¡ ó„ tal de ¡a, Obras deS 1 b fl 
la .Nación sobre cobro ejecutivo de pesos. 
V considerando: 

Que c! recurso de qne se tratn c« el extraordinario <.., ; ,|,],- 
c do »r ,1 arl . li( , lc u ¡ v , s f 

na de, SfdBA co„. litllv ,. n:l] v ,.,A.na , c 

no ha s ,do discutido, siendo la «nteHci* recurrida c.mrari, , 
pretcnstones dei ejecutado, según R ,„, I; , de ,, lir< .„ ia 

Q«« esta Corte tiene declarado en „n, " c " " 

«MMt totinto* dc ,„, juicio e^crtjvo educa 

90 extraordinario interpuesto.— Fallí» t.,1.1.1 ..- ,- 

J or elfo y de conformidad en ; (l pedido el «cftnr proal 

- genera,. Jé ded,m , lugar a !a ¿fc ¿SSg* 

nf q. c,e on^na. y, repuestos lo. «IK archiven, devolvió !,, c 
1°> autos pnnc,pa:es con testimonio de esta resolución 

W vvor í;, I)EI , Soi.ar, _ ,\|, p 
í)Ak. UT . ~ I). & Palvcío,— 
í*cca;s I/.pez Cati vmí.i. vs. 
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CAl-SA CCCXXVII 



Bemearrii C órdoba y Rosario, solicitando h (wcii&iéñ en el 
Rcgm?o mmm de Comercio del Rosario tfe Santa /v. de 
fín contrato de d chutares celebrado en Londres. 

Sumario: Ka interpretación y nplicatió:i de la ley niníi. 8875, 50- 
■bre emisión de detHSÍrtitveSj no dan lugar ni recurso exrtaor- 
dinario del articulo 14, ley 4K.. 

t aso : L.> explican las piezas siguientes: 



wctamiíx i>kl sr. procukaddk general 

Bueno» Airea» Oclu&reM de 1013. 

Suprema Corte: 

K! articulo 36 dé la ley ¿W75, sobre emisión de debentures, 
declara (|uc sus denticiones quedan incorporadas al código de 
comercio en substitución «le los artículos 305 a 368. |» or COtts ¡. 
guíente la aplicación e interpretación de dicna ley están sometidas 
exclusivamente a las juri<diceione locales, <le acuerdo con lo que 
prcsenl* el articulo 67, ¡nc. 1 , «fe | a Constitución, y no cal* a su 
respecto el recurso extraordinario fie ablación, con arreglo a lo 
t|«c preceptúa el articulo 15 de la ley 48. ( PaHos, tomo n 4 , pa- 
pilas 157. 270 y 290; tomo ng, pág. 274 ; tomo 116, pág. 156), 

Por esto y la jurisprudencia mencionada de Y. E. pido se 
declare mal concedido c! recurso, mandando se devuelvan los 
autos al tribunal de su prr.cedi.ncia. 

Julio Hotet. 



FALLOS »£ LA CORTE SUPREMA 



PALLO DE LA COKTK SL'PRKMA 

BiMRM Aires, Abril lo á« 1QU. 

Vistos y considerando: 

Que la compañía recurrente al solicitar a fs. 23 !a inscrip- 
ción en el registro ¡>úbItco de comercio del Rosario de Sama Fe. 
det contrato de dcbenturcs celebrado en Londres, corriente « 
fs. 8, invocó las disposiciones de la ley 8875. sobre emisión de 
debentures; y son tas prescripciones de esa misma ley, cacIu di- 
vamente, las que han sklo materia de interpretación y aplicación 
al caso en el auto apelado de la Sala 2.' de dicha ciudad, corriente 
a fs. 80; 

Que según lo dispone el art. 36 de la misma, ésta "queda 
incorporada al código de comercio, en substitución de los artícu- 
los 305 a 368"', lo que dignifica, que ella forma parte de 3a legis- 
lación común del pais en materia comercial ; y en ta! concepto, la 
aplicación que los tribunales ordinarios hicieron de sus disposi- 
ciones, quedan equipa radas, en cuanto a! fuero, a las demás del 
derecho común, que no dan lugar al recurso de apelación para 
ante esta corte, por el hecho de ser leyes de congrego, conforme 
a lo prescripto por el artículo 15 de la ley número 48. 

Por ello, de acuerdo con lo expuesto y podido por el señor 
procurador genera!, se declara improcedente el recurro concedido 
a fs. 94. Notifíquese, re^ingasc el papel y devuélvase. 

Nicanor a del Solar, — D. E. 
Palacio. — L. López C.\ ra- 
nillas. 
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CAUSA CCCXXVHl 



Ihn Rafael Correa Morales en autos con el Ferrocarril Central 
Argentino, sobre reivindicación. — Recurso de hecho 

Sumario: Para que proceda el recurso ele queja por apelación 
denegada, es necesario que al interponerlo aníe la cámara 
a quo t se haya determinado expresamente, -pues no es sufi- 
ciente la simple manifestación de que se apelaba, porque 
esto im])orta deducir el recurso ordinario establecido en e! 
artículo 3." de 1a ley 4055. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



FAU.O DE U\ CORTr. SL-PRKMA 

Bu«not Aiin, Abril 16 de 1014. 

Autos y vistor: IV. recurso de queja ]>or apelación denegada 
interpuesto por don Rafael Correa Morales e:i ;iutos con el Fe- 
rrocarril Centra! Argentino sobre reivindicación, contra semen- 
cia de la Cámara Fe lera' de Apelaciones de La THata, que ha 
desconocido la procedencia del fuero federal .sostenida por el 
recurrente. 

Y considerando: 

Que para fundar la queja deducida ante esta Corte, se alega 
que en el sitb fuá ice era procedente el recurso extraordinario 
prevUto en el artículo 6° de la ley 4055 y 14 de la ley núm, 4* 
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Que, con arreglo a la jurispni tienda establecida, ese recur- 
so extraordinario es procedente cuando, (mr consideraciones le- 
gales y no de hecho, ha sido desconocido el fuero de privilegio 
fundado en la Constitución o en la ley de competencia ; pero par* 
'ello es menester (jne haya sido interpuesto ante c! tribuna! de 
última instancia (pie pronunció ta sentencia. (Fallos, tomo 1 1 =. 
pagina 29), 

Que en los autos remitidos por vía de informe, no aparece 
que ese recurso haya sirio interpuesto ante la cámara a tjito, [mes 
t|ue como consta a te. 34 vta. y fs. ¿ó, ta:ito el procurador fiscal 
corno el demandante, se ¡imitaron a manifestar oue ape aban» lo 
que impórtala deducir el recurso ordinario de] articulo 3;? de h 
ley 4055 <pic era improcedente, como se hace constar en la reso- 
lución de! inferior de fs. 58. (Fallos, tomo 108, pág. 461). 

Por ello y de conformidad con !o pedido j>or el señor procura- 
dor general, se declara bien denegado el recurso y archívese, pre- 
via reposición de papel. Devuélvanse los autos' principales con 
testimonio de esta resolución. 

Xkwxuk G. nía Soi.au. — j), j|. 
Palacio. — L. I,oi>i:z C a ha- 
billas. 



En la misma fecha y por idéntica causa se dictó igual res©- 
bidón en c! recurso de hecho deducido p.,r don Caros Modesto 
Castro en autos con el Ferrocarril Centra! Argcuino. 
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CAUSA CCCXXIX 



B Poder Bftmihv remite los antecedentes rehuiros a la actua- 
cwn del procurador fiscal, doctor Tcodosio Carrizo y tf#¡ 
fensor de pobres doctor Hrnesto Sourrouítlc, ante el juzgado 
federal de Jujuy, como miembros de la junta escrutadora 
nacional en la misma provincia. 

Sumario: Xo corre*|>onde a la superintendencia conferida a ta 
Corte Suprema por el articulo 1 1 de la ley 4055. el cono- 
cimiento de fien midas contra el jue?, federal interino y de* 
fensor de pobres y ausenta de la provincia de Tujuy, por 
f C4 »n° presidente y miembro, respectivamente 

de la junta escrutadora nacional. 

Caso : El íeñor ministro del interior reclinó denuncias de que e! 
doctor Teodoro Carrizo, ¡merinamente a cargo del juzgado 
federal de Jujuy y e ] doctor Ernesto Smirrouille. defensor 
ante el mismo juzgado, en el carácter de presidente y miem- 
bro de la junta escrutadora racional, respectivamente, ha- 
bían cometido varías transgresiones a la ley necional de elec- 
ciones: entre otros, se formulaban ios siguientes cargos: 

Computar votos de una urna que, por dos veces v por 
unanimidad la junta había rechazado va, urna míe había 
quedado, por ello, sin custodia alguna; trasladarse el juez 
interino a uno de los departai nentos de la provincia de Jtijuy 
en el dia de las elecciones complementarias y a l?í, asumien- 
do el cargo de jefe de policía, ordenar la libertad de ciuda- 
danos presos, sin avocarse el conocimiento de los sumarios 
respectivos; integrar la junta electoral sin observar e! orden 
establecido en la ley. 



DICTAMEN- DEL Sf. PROCURADOR GEN' ERAL 



tütDM AJrtt, Abril de m 

Suprema Corte: 

iLas actuaciones que el Excmo. señor Presidente de la Na- 
ción remite a V. E. no contienen denuncias tii se refieren a deli- 
tos de los que pueden caer bajo la jurisdicción atribuida a este 
tribunal por la constitución y las leyes reglamentarias dictadas 
por el H. Congreso. 

Las quejas interpuestas contra el señor juez federal interino 
de la provincia de Jujuy y el defensor de pobres del mismo juz- 
gado, por su actuación como miembros de la junta escrutadora 
proscripta por la ley electoral, no están comprendidas en las fun- 
ciones <fe superintendencia que atribuye a etfa Corte Suprema el 
art. ii de la ley 4055. por cuanto dichas funciones se limitan al 
orden judicial y atañen exclusivamente al funcionamiento de !a 
administración de justicia, !>or lo que no podrían ser extendidas 
a los casos en que los funcionarios federales desempeñen cargos 
de carácter político o administrativo, no estatuto dichos funcio- 
narios a ese respecto sometidos a la autoridad de V. E.. (Fallos, 
tomo 47, pág. 264 ; tomo 1 16, pág. 422). 

En cuanto a los delitos que pudieran estar envueltos en los 
hechos denunciados, deben ser perseguidos ante los jueces de- 
signados al efecto por la ley respectiva, sin que en ningún con- 
cepto puoda surgir la jurisdicción originaria de V. E., circuns- 
cripta a los casos enumerados taxativamente en los arts. loo v 
101 ile la Constitución. (Fallos, tomo 114, pág. 190). 

En último término, observo que en el supuesto de que las 
denuncias formuladas contuvieran faltas a la administración de 
justicia, caerían bajo la stmerintendencia de la Excnia. cámara 
federal de Córdoba, conforme al art, 2.°, inc. 4, de !a ley 70.J9. 
dado que no resulta qu e se trate de un caso de reincidencia, f Fa- 
llos, tomo 114. pág. 190; tomo lió, pág. 173; tomo 117, »ág. 381). 
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Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva hacer saber al poder 
ejecutivo que no entra en sus atribuciones conocer de las denun- 
cias formuladas, por lo que no es posible adoptar medida alguna 
en estos obrados. 

Julio Bolet. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bitínw Alteo, Atril K dt m. 

No ptidicndo ser traídos ante esta Corte, ni como medida de 
superintendencia ni en el carácter de deíko, los hechos a que se 
refieren las notas precedentes, atento lo dispuesto por el articulo 
2.° de la ley 7099 y lo establecido en casos análogos. (Fallos, 
tomo 1 14, pág. 190 y otros) y de conformidad con lo pedido por 
él señor procurador general, remítanse estas actuaciones a la 
cámara federa] de apelaciones de Córdoba a los fines que hubiera 
tugar, haciéndose saber al poder ejecutivo. 

Nicanor G. del Solar, — M. P. 
Daract. — D. E. Palacio.— 
L. López Cahan illas. 



CAUSA CCCXXX 

Crimina!, contra Enrique Calac* por violación a la ley nacional 
de elecciones. — Recurso de hecho 

Sumario: Contra resoluciones de mero trámite, como ser la de 
"autos", no procede el recurso extraordinario det artículo 
14, ley 48- 

Caso : l,o explican las siguientes piezas : 



rAUOI DE LA COkTZ SUPREMA 



mCrmm m Sr. rKOCCRAUOR t.KXKRAU 
Buenoi Alwi, Diciembre & 

Suprema Curte : 

De !a inicua edición que hace el recurrente, sé desprende 
m P> Wmm m interpone m refiere a una simple providen- 
cia fie trámite. dictada V or el presídeme de la cxcc eiitUímn cá- 
mara federal de La Plata, Esta circunstancia es bacante para 
determinar la improcedencia del recurso extraordinario desde 
que. a estar a lo dispuesto por el articulo 6," de. la ¡ev 40^ v su 
mmmm el 14, ley 4 «, dicho recurso *Vo procede o.'iíra" la, 
saltófiáas definitivas dictadas por tribunales Mwwriores 

A mérito ríe 1„ expuesta creo que V. K. debe declarar bien 
denegada el recurro deducid... 



fauq dk i.a poete stcrkm a 

■ 

Buenos Aire*. Abril (8 de IflM. 

Amo, y vistos: reeur.* de hecho por apelación denegada 
dednejdo j^r el defensor de don K nrionc Cabe, intendente mmn- 
cpal de i.ohvar, pmv.ncia de |j„cm« Aire,, en !a (|1 ,e ,e !e 
si-ue |>»r violación de la ley nací- mal de elecciones. 

Y considerando: 

ÍJue según resulta de lo informado par ( a cámara federa' .le 
l-a I lata :1 , , J a npciaciñn concedida ¡>or inferior en el in- 
cidente Levado a conocimiento ele aquel tribunal, lia «ido lan sólo 
en relación, en cuya virtud -e ha dado a la causa el trámite .»,« 
le correspoinha. dictándose al efecto la providencia de "atito." 
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bjcc "»l>r<>cc<leme e : recurso extraor.limrio naZ 

i¡™*. ,„, ra ,,,, c „ rlc Sll|>ren t ™. c , 

<lw,.,..n-a ai , i,™ fue™ <!c «, |£ ,,„ic ra ,,„= 5 fX 
<lc *j¡,i„,h ,„ 1(:( | C s „ f . lv , rabb n ., lrrt .. lti . 

fnr c by ,1c c nf.,r,„¡ 1.,,] „ „ |„ ,„,,,,•,,,, c , ^ 

,',',t',- ,v" tT ; sc ,k ?* n m **' ¿«un- 

ques* oñgínal y archívese. 



D.ykact. — D. £ Palaci.i.^ 



CAUSA CCCXXXi 



UunidMidadJe Gatcral P^yrr^h, contra » del 

Sumarte: U jurisprudencia en virtud <!e la cual lo, juicio, por 
cobro ríe rmpuestos provincial, o munioi^e, dei>en venti- 

\T Ta T 1 ^" IOCa ' eS ***** finiera que 
fuero oí donualio o ln nacionalidad de lo, demandado*, no 
^ do apheac^n a lo* ca*>s on que las mé* ^ o 
mun^Kihdadcs rcnmiCien a| ^ ^ 

aqnvPa les reconoce. H 



V*»: Resulta de las piezas siguientes : 



FALLOS M LA COm turas» A 



RESOLVCIOX DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES DE LA PLATA 

tttenoi Air«*. Afot to 4e NU. 

Vistos, estos autos seguidos por ta municipalidad de Gene- 
ral Pueyrredón contra la empresa del Ferrocarril del Sud, por 
cobro de pesos, procedentes de servicios municipales de alum- 
brado y limpieza que adeudan inmuebles de su propiedad situa- 
dos en la ciudad Je Mar del Rata. 

Y considerando: 

Que esta causa ha sido radicada ante ta justicia federal por 
razón de la distinta nacionalidad y vecindad de las partes que en 
ella intervienen. 

Que el derecho de crear impuestos implica la facultad corre- 
lativa de cobrados, correspondiendo el ejercicio de esta atrÜm- 
mión exclusivamente a las autoridades locales, toda vez que las 
provincias se dan sus propias instituciones y se rigen por ellas, y 
en tal situación es primordial, que entre los derechos que consti- 
tuyen la autonomía de las provincias está el de imponer contribu- 
ciones y percibirlas, sin intervención alguna de autoridad extra- 
ña» como así insistentemente lo tiene consagrado la jurispruden- 
cia de la Suprema Corte interpretando y aplicando los artículos 
104 y 105 de la Constitución de la Nación. 

Que el carácter tributario eminentemente local de la deuda 
reclamada por el acreedor ejecutante, hace de la exclusiva com- 
petencia de la justicia provincial la presente litis, independiente- 
mente de toda otra consideración relativa a la vecindad o nacio- 
nalidad de los litigantes, ya que la jurisdicción federal no e* 
prorrogare sobre personas y cosas extrañas a ella, y no se ha 
declarado, en juicio contencioso y por autoridad competente, por 
otra parte, la inconstitucionalidad de la ordenanza sancionada 
fijarlo los servicios e impuestos cuyo cobro se persigue. 

Que su incompetencia debe declararse, aun de oficio, y en 
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cualquier estado que ella acrezca iwr n« 

luntad de las parle,. ^ ser^prorrogable a vo- 

Por estas consideraciones y de conformidad fiscal, se deeV 

m^t * ™ * ,a nació a 

»r tanto no procede el ejercicio de su jurisdicción privativa TI 

Angel Verreira Cortés. _ ^j^, rrm 
— Dame! Goytía. 

■ 

J'AU.U LA CORTE STPHKMA 

Bueno. Aires, Abilt 21 dt »I4. 

cedido w ,OS ;„ Para T' VCT **» el rec " rso de «pebeite con- 
l2»r, ^ """" * • W, " ,:nci¡, <le la *»* **■ 

no procede el ejercido de SH Jurisdicción privativa ; * 
Y considerando : 

Que la demanda de la municipalidad de General IWrcdón 
conlra el Ferrocarril del Sud por cobro de la w de dinero „ " 
eTr-M m de los jueces iffiSwS 

egresa " COnCept ° * taibf » **>¡ dominada dfeta 

Que si bien, como se recuerda en el fallo apelado. esta Cor- 

mZL~ ■ * ^"^f* *« los l»r cobro de 

tribZ? 1*7" " ° m, " ,id '> ! "« <"cben ventilarse an.e los 
tr (..males locales respcct.vos, cualquiera que fuera el domicilio 
o la naconahdad de los demandados, C5 , k advenir <„,e tal „ 
aprudencia no es aplicable a los casos en que las mismas provin- 
ca» o mumcpalklade* hubieran renunciado al pricN^o o f™- 
quicia que ella les reconoce ""effiootran- 



FAIX» OS LA COITI f VPfttVA 



Que establecida esa facultad en beneficio de los estados o 
municipios para fines de la más pronta percepción de sus rentas, 
nada obsta a que puedan ellos renunciarla cuando consideren in- 
necesario su ejercicio, ocurriendo, al efecto, a los tribunales fe* 
derales que fueren competentes por razón de las personas. (Fa- 
líos, tomo 31, pág. 148; 99, pág. 66; y doctrina concordante ríe 
las cortes norteamericanas). 

Que esto último sería lo ijtie importara el ocurso hecho en 
el caso, por la municipalidad demandante a la justicia federal, 
aun cuando la materia del pleito fuera un impuesto; y en tal 
concepto, la causa debe substanciarse y decidirse ante la juris- 
dicción nacional elegida por la beneficiaría del fuero. 

Por eKo, oklo el señor procurador general, se revoca la reso- 
lución apelada de fs, 101 y devuélvanse a sus efectos a la cámara 
de su procedencia. Notifique se, debiendo reponerse los sellos . 
ante el inferior. 

XiCANim 0. del Solar, — M. P. 
' Daract. — I). E. Palacio. — 
L. López Caras- illas. 



CAL'SA CCCXXXII 

Don Antonio Carozzi contra el Poder Ejecutivo Xacionai, />,»■ 
cobro de fesos. — Sobre jurisdicción 

Sumario: La disposición del art, i.° de la lev número 3952. so- 
bre demandas contra I a Nación, es de orden público, como 
todas las que *e refieren a la jurisdicción federal, v debe ser 
aplicada de oficio por ¡os tribunales en 'os casos en que no 
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fue. a invocada por los representantes del gobierno de la „a- 
ci«n para fundar en ella la exeepció:, dataria de falta de 

Tt' " : Íemt ° * HÜ gestione, admi- 

mrtram™ firmado ,K»r sólo el ministro respectivo, no llena 
la* exigencias de la referida disposición legal. 

Cusa: Don Antonio Carozzi se presentó ante el ¡Mi federal de la 
capital, entablando demanda contra el Superior Gobierno de 
la Nación por cobro de |>esos. 

El jnez federa!, de conformidad con el dictamen fiscal se 
declaro competente y falló declarando eme el Gobierno Xa- 
oonal estaba obligado a pagar la suma reclamada. 

Apelado c! fallo por e ! procurador fiscal, fué elevada la 
causa a la cámara federal, y allí el señor fiscal de cámara 
alego que por el art. « • de !a ley núm. ^ se establece que 
•os tnbunale, nacionales conocerán de las acciones civilc- 
m se deduzcan contra la Xación en su carácter de persona 
jurídica, sin necesidad de autorización previa legislativa- 
Kr„ no luirán darles curso sin que se acredite la preceden-' 
ta de ¡a .reclamación de los dcnrdx* controvertidos ante el 
I oder Kjecutivo y su denegación ]x>r parte de éste y, agre- 

dirtir 1 ^. P^'T PreVÍ ° *** í>0r b **« 
deerete f.rmado por cí presidente de la Xación y refrendado 
por el numstro del ramo, y que. en el caso c úrrente fe parte 
aa r ra lm,t,a tr;ii<lü a J«íck> un simp'e decreto ministe- 
nal que denegaba sus pretensiones, resolución que no llena 
os re.pns.tos del anieulo ,« de la ley núm. m% corno fo 
tiene deparado la constante jurisprudencia de los tribunales 
nacionales. 

I-a cámara federal de la capit.nl, confirió la sentencia 
de. mfenor, <lecIarando en cuanto a la defensa opuesta por 
el fiscal de cámara, que I.abíóndo-c sustanciado el juicio 
con eí representante del gobierno de la Xación sin que éste 
Opusiera opo* unamente la excepción dilatoria fundada en la 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Ip y 395^ debia estfetóársé extemporánea la eu£$tióii previa 
formulada por el señor fiscal de cámara, sobre nulidad del 
decreto ministerial de fojas i*. 

í 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Bunot Alrw. Novjtmbr» 25 dt 1913. 

Suprema Corte : 

Considero que toda* las actuaciones de este juicio son inha- 
rtablemente nulas, por haberse omitido eí requisito exigido por e! 
art. i ° de la ley 3952. que atribuye a los tribunales fedérale* ci 
conocimiento de los juicios civiles que se deduzcan contra 'a -Na- 
ción, en su carácter de persona jurídica, sin necesidad fie autori- 
zación legislativa, y previa denegación jjor el Poder Ejecutivo 
de los derechos controvertidos. Los derechos discutidos en esta 
litis no fueron denegados por el Poder Ejecutivo, en la forma 
que lo exige la ley citada, desde que ese poder con arreglo al ar- 
tículo 74 de la constitución, es desempeñado por c! presidente de 
la Nación, y por consiguiente, el requisito expresado no puede 
ser substituirlo por una resolución ministerial, corno lo ha sido en 
el sub judíce, darlo que los ministros del poder ejecutivo, con 
arreglo al art. 80 de la misma constitución no pueden tomar re- 
soluciones por sí «oíos, en ningún caso, a excejvión, de lo con- 
cerniente a: régimen administrativo y económico de su respectivo 
departamento. 

-La consideración aducida en el falto de !a Gxcma. cámara 
que desecha la alegación del señor procurador fiscal en virtud de 
no haber sido opuesta como c.\ce|>e¡ón dilatoria antes de contes- 
tar la demanda, es insostenible, puesto que se alega una deficien- 
cia de la acción instaurarla sin la cual no puede ser tramitarla 
en las condiciones ^rescriptas por la citada ley 3952. En efecto, 
esta ley acuerda competencia a los tribunales nacionales para en- 
tender en las demandas que se promuevan, llenando los requisi- 
tos establecidos en :a misma, de lo que se deprende, que, inicn- 
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tras no se reúnan tales réditos, no pueden aquellos tribunales 
dar curso a las demandas qúe .e instauren contra In Nación. Se 
trata de una ley de orden público <,ue no puede dejarse sin efecto 
l**r voluntad de la, partes (a*. 21, código civil ), y a este rmh 
tado se Vmm Síi tíor la omisión del representa nte del gobierno 
en la primera instancia, se substanciaran ios juicios iniciados con- 
tra la Nación, alterando las condiciones prescritas por la recor- 
dada ley 3952. 

IW estas consideraciones me adhiero a lo manifestado sobre 
ei particular .por el señor fiscal de la cámara, y pido a V E se 
sirva declarar la nulidad de todo lo actuado. 



FALLO DK \_\ CURTI- Si* TREMA 



Biimt Afrw, Abril » de IQH. 

Vistos y considerando ; 

Que con arreglo a lo dispuesto en el art. i.« de la lev número 
tribunales federales, y los jueces letrados áe Tos terri- 
torios nacionales conocerán de las acciones civiles que se deduz- 
can contra la Nación en su carácter de persona jurídica, sin nece- 
sidad de automación previa legislativa, pero no podrán darles 
curso s.n que se acredite haber precedido la reclamación de los 
derechos controvertidos ante el ,>oder ejecutivo, y su denegación 
por parte de éste, 

Que e¡ art; 3," de la misma ley. de acuerdo con lo dispuesto 
en el 74 de la constitución nacional y el articulo z.\ inciso 6i* de 
la ley ¿ 7 2 7 . consagra la diferencia entre el ]>oder ejecutivo y los 
ministerios nacionales. 

Que el decreto de fe, 12. denegatorio de las peticiones inter- 
puestas administrativamente JW e | actor, aparece firmado sólo 
por el ministro de justicia c instrucción pública. 

Que siendo de orden público la disposición recordada del 
art. í - corno todas ¡as que se refieren a la jurisdicción federal, 
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Fallos i i la corte suprema 



de acuerdo con lo reiteradamente resuelto, la detris«4a de h. 17. 
no ha podido tramitarse en la? condiciones que lo ha si. lo, scgú-i 
lo observan el procurador f ¡sea! de la cámara { k í>8 \ y el sen. . t 
procurador genera! (fs. ;8) no obstante que el procurador PiSíal 
en primera instancia no baya opuesto excepción dilatoria funda- 
da en ta ley .1952. 

Eri su mérito se declara sin valor ni efecto lo actuado en el 
presente juicio. XotífUjuese con el original y devuélvase, debien- 
do reponerse el papel ante el inferior. 

A. Di:hmi:.|h. — Nicanor G. uf.l 
Solar, — M. |'„ Paract. — 
D, E. Palacio. 



